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El "problema del Gobierno" en las democracias actuales es un 
enunciado que puede aludir, al menos, a dos cuestiones bien distin 
tas, aunque interrelacionadas: a) la discrepancia entre las crecien 
tes demandas a las que se enfrenta el sistema politico en una socie 
dad industrializada y su limitada capacidad de respuesta; y b) la 
existencia de factores politicos especlficos que restringen aûn mâs 
la capacidad de gobernar en algunas democracias.
El hiato entre las demandas dirigidas al sistema politico y sus 
respuestas quizâs haya sido un fenômeno permanente, pero la concien- 
cia de su existencia se ha agudizado actualmente en las democracias 
occidentales. A partir de los ahos setenta, la escasa eficacia del 
gobierno (entendido no como ôrgano, sino como funciôn compléta del 
sistema politico) para hacer frente a desaflos como el desempleo y 
la inflaciôn, ha venido a interrumpir un perlodo (el de los ahos cin 
cuenta y sesenta), de ilimitada confianza en el Estado de bienestar 
como garante de la seguridad material
Con independencia de que la crisis actual responda a tendencias 
inmanentes en la relaciôn Estado-economla (es decir, a la escasa con 
ciliabilidad entre la economîa capitalista, la politica democrâtica 
y la administraciôn burocrâtica) o de que sea el fruto de una cons- 
telaciôn contingente de factores (como la modalidad concreta del in- 
tervencionismo hasta ahora practicado), sus efectos -segûn una opi-
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(2)niôn bastante extendida- se reflejan ya en el piano politico
Los diagnôsticos mâs sombrlos han vuelto a hablar de una "cr^
sis de la d e m o c r a c i a " . Se ha sehalado también que la ineficacia
y la inefectividad de la politica gubernamental pueden dar lugar a
una erosiôn del consenso, a un incremento de la indiferencia clvi-
(4)ca y al consiguiente debilitamiento de la autoridad politica .
Por ûltimo se han identificado como slntomas del malestar en Europa 
occidental, tanto la decadencia de los partidos politicos que hablan 
scstenido y legitimado la funciôn de gobernar en la etapa precedente 
(esos que Kirchheimer llamô "catch ail parties"), como la proliféra 
ciôn de movimientos anti-partidistas, guiados por valores contraries 
al consenso anterior, movimientos que ni siquiera los partidos de i& 
quierda consiguen representar y controlar^^^.
Aunque las interpretaciones mâs pesimistas no estên excesivamen 
te fundadas, si parece claro, sin embargo, que las democracias indu£ 
trializadas han entrado en una fase que, como dicen Donolo y Fichera, 
se caracteriza por el gobierno débil^^^. Un gobierno incapaz de con­
trôler el cambio econômico y social y que ni siquiera consigue domi­
ner los efectos de su propia politica: porque en sociedades muy com- 
plejas, corporativizadas e integradas internacionalmente, las varia­
bles décisives escapan a la esfera del gobierno politico, de forma- 
que las consecuencias inesperadas de la acciôn gubernamental preva- 
lecen, a menudo, sobre sus objetivos declarados.
Este conjunto de cuestiones, que identifican la llamada "crisis 
de gobernabilidad", son, sin duda, el aspecto mâs diflcil y actuel
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del "problema del Gobierno". La misma importancia y generalidad del 
fenômeno puede, sin embargo, conducir a diagnôsticos equivocados, 
si no se tienen en cuenta, ademâs, las caracterîsticas especlficas 
del "problema del Gobierno" en cada naciôn. En otras palabras: que 
el Gobierno en las sociedades industrializadas sea dêbil, no permi 
te ignorar que en algunas de ellas puede ser mâs dêbil que en otras.
Y ello no tanto por la intensidad superior de la crisis econômica 
que soportan, sino por la debilidad intrlnsica de sus instituciones 
pollticas, cuya menor capacidad de respuesta puede ser, a su vez, 
una de las causas del deterioro de la situaciôn econômica y social.
En definitiva,parece obvio que un rêgimen légitime y con eleva 
da capacidad decisoria puede hacer frente, en mejores condiciones, 
a la crisis de gobernabilidad que otro debilitado por conflictos de 
legitimidad y por la escasa eficacia de sus instituciones . Este 
trabajo se refiere a este segundo aspecto del "problema del Gobierno" 
y se centra en el estudio de la sucesiôn gubernamental.
Cômo cambian los Gobiernos en los reglmenes democrâticos, es
una cuestiôn que se relaciona directamente con el grado de legiti-
maciôn y de eficacia decisoria de estos teglmenes. Si la sucesiôn
suscita conflictos o si se realiza solamente entre una porciôn de
los actores politicos, con la exclusiôn de algunos partidos importan
tes, ello révéla que el problema de la legitimidad estâ pendiente, o
que sôlo estâ resuelto de forma incompleta. Por otro lado, si la fre
cuencia de la sucesiôn es muy râpida o si quienes gobiernan no estân
unidos por propôsitos suficientemente compatibles, la eficacia deci-
( 8 )soria estarâ comprometida
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Sin embargo, conviene precisar, desde ahora, que no considero
la sucesiôn gubernamental como un indicador de la estabilidad del
régimen. La relaciôn entre la estabilidad de los Gobiernos y la de
los reglmenes no estâ suficientemente estudiada. Hay indicios de
que alguna relaciôn existe; Linz, por ejemplo, ha sehalado que, de
las democracies del perlodo de entre-guerras con elevada inestabili-
dad gubernamental (cuyos Gobiernos duraron por têrmino medio menos
( 9 )de nueve meses), ninguna sobreviviô, con la excepciôn de Francia . 
Pero el propio autor afirma que el problema merece ser explorado u_l 
teriormente y descarta, en todo caso, que la inestabilidad guberna- 
mental pueda ser la causa de la crisis del rêgimen.
Por mi parte, creo que hay buenas razones para descartar esa 
hipôtesis, porque cuando la inestabilidad gubernamental no responde 
a una movilizaciôn de tipo conflictivo, capaz de desplazar a los ac 
tores politicos existentes y de crear otros nuevos, no expresa sino 
la forma de sobrevivir, desde luego muy ineficaz, que tiene el rég^ 
men^^^^. Ademâs, êste parece ser el caso de los palses de Europa oc 
cidental que hoy presentan Gobiernos poco duraderos, porque en nin- 
guno de ellos, pese a los pronôsticos alarmistas a los que me referl 
al principio, puede advertirse el desarrollo de una movilizaciôn con 
flictiva con fuerza para desahuciar a los partidos actuales. La rela 
tiva estabilidad de los sistemas de partidos compensa, en este sent^ 
do, la inestabilidad de los Gobiernos.
En conclusiôn, al igual que Blondel, no considero que los datos 
sobre la duraciôn de los Gobiernos sean per se un indicador de la 
estabilidad del r ê g i m e n L o  cual no implica que la sucesiôn gu-
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bernamental sea un proceso politico irrelevante, porque distintos as 
pectos de este proceso pueden poner de manifiesto problemas de legi­
timidad y de eficacia decisoria en los reglmenes democrâticos que 
condicionan la manera con que cada uno de ellos se enfrenta a la cr^ 
sis general de gobernabilidad.
II) LOS CASOS DE LA COMPARACION
He elegido como marco para este estudio très democracias del 
Sur de Europa. Très palses que estân ya integrados de manera mâs o 
menos compléta en el contexte econômico occidental, que padecen sus 
ciclos y fluctuaciones y, en concrete, la depresiôn iniciada en los 
ahos setenta. Très palses donde el Estado, como en los demâs de Eu­
ropa, es responsable de un importante sector pûblico y tiene asigna 
da una funciôn compensadora de los desequilibrios econômicos y socia 
les. Très palses donde la mayorla de la poblaciôn estâ integrada en 
formas de vida y de trabajo urbanas y modernas, con expectativas 
irréductibles y crecientes que, de ser postergadas indefinidamente, 
darlan lugar a una gran frustraciôn social y politica. Por consiguien 
te, en Italia, Espaha y Portugal, como en las demâs naciones europeas 
existen los presupuestos de la crisis de gobernabilidad: la distan 
cia creciente entre los problemas y demandas planteados al Estado y 
sus recursos y aptitud para resolverlos.
Queda sin embargo por saber, si la "capacidad de gobierno" de 
estos Estados no estâ ademâs debilitada por causas especlficas que 
atahen a sus instituciones pollticas. La historia de estos palses.
UUb
en muchos aspectos similar (y en muchos sentidos singular, dentro
del contexte europeo), se ha caracterizado en los dos ûltimos siglos
por persistentes conflictos de legitimidad y por la escasa eficacia
( 12 )de sus instituciones pollticas . Que las nuevas democracias han 
solucionado muchos de los problemas pasados, especialmente en el te 
rrenode la legitimidad, es algo de lo que caben pocas dudas. Como 
subraya Salvador Giner, los reglmenes actuales, por primera vez, re­
flejan un amplio c o n s e n s o . Sin embargo, sigue habiendo partidos 
excluidos del ârea gubernamental. Ip que revela que existen proble­
mas de legitimaciôn pendientes que debilitan estos reglmenes y que 
disminuyen su adaptabilidad.
Por otro lado, como es notorio, al menos en el caso italiano, 
las pautas de la sucesiôn gubernamental no favorecen la eficacia de 
cisoria del Estado. En estas condiciones, parece justificado un es­
tudio comparado que intente verificar en qué medida las nuevas demo­
cracias espanola y portuguesa se acercan o se separan, en lo que se 
refiere a la sucesiôn gubernamental, de la experiencia italiana mâs 
consolidada.
Unos casos son comparables, como dice Lijphart, cuando son 
milares en un numéro importante de caracterîsticas, que se quieren 
tratar como constantes, pero diferentes en cuanto a las variables 
que se quieren c o n f r o n t e r E n  este trabajo considerarê como con£ 
tante la estructura socio-econômica de estos palses y pretenderé 
explicar el perfil sucesorio de cada uno de ellos, atendiendo sola 
mente a factores polltico-constitucionales.
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Tomar como variables independientes ûnicamente el sistema de 
partidos y el ordenamiento constitucional es, desde luego, una sim 
plificaciôn. Pero una cierta dosis de simplificaciôn es inevitable 
en el anâlisis comparado que sôlo permite contrôler un nûmero lim^ 
tado de variables. Por otro lado, el criterio seguido no es arbitra 
rio, porque los factores socio-econômicos no repercuten directamente 
sobre el problema sucesorio, sino que su influencia se refleja en la 
estructura y en la dinâmica del sistema de partidos. Por ûltimo, es 
una simplificaciôn razonable, porque aunque las estructuras socio- 
econômicas de Italia, Espaha y Portugal presentan indudables diferen 
cias, poseen también abundantes rasgos comunes: un grado de desarro­
llo intermedio, considerable urbanizaciôn, fuertes desigualdades so­
ciales y desequilibrios régionales, dualismo entre un sector moder­
ne y otro tradicional y el peso excesivo de las estructuras corpora 
tivas y c l i e n t e l a r e s . En definitiva, todas estas circunstancias 
configuran un ârea especîfica que es muy propicia para el anâlisis
comparado, como lo demuestra el creciente interés acadêmico por es*- 
( 16 )te campo
III) PLAN DEL TRABAJO
De lo dicho anteriormente se deduce que este estudio intenta- 
râ combinar la doble perspectiva del derecho constitucional y de 
la ciencia politica. Ambas disciplinas ponen de relieve problemas 
distintos y en sî mismos interesantes de la sucesiôn gubernamental. 
Pero sus preocupaciones no son antitêticas. La interpretaciôn de 
las normas constitucionales por los juristes no se realiza sin con 
siderar la constelaciôn de intereses (en este caso intereses poli-
ticos); que estân en juego en el proceso sucesorio. Por otro lado, 
aunque las normas no sean el principal objeto de atenciôn de los 
politôlogos, también pueden incluirse en su investigaciôn, en la 
medida en que contribuyen a mcldear el comportamiento de los elec 
tores o de las élites.
En todo caso creo que ambos estudios deben realizarse por se- 
parado y cada uno conforme a sus propios presupuestos metodolôgicos, 
lo que no impide que sus conclusiones puedan complementarse y pro- 
porcionar una imâgen con mâs relieves y matices.
El Capitule primero se dedicarâ al anâlisis juridico de la su 
cesiôn gubernamental. Una cuestiôn desde luego importante, si es ver 
dad como dice Friedrich que el constitueionalismo moderno es un in­
tente de eliminar los problemas s u c e s o r i o s . Por consiguiente, 
se estudiarân las normas de diversa jerarquia relativas al cese y a 
la formaciôn de los Gobiernos, construyendo su interpretaciôn en 
torno al concepto de procedimiento.
En el Capitule segundo se realizarâ un anâlisis descriptive y
cuantitativo de las dimensiones y medidas mâs relevantes de la su-
( 18 )cesiôn gubernamental, entendida como proceso politico . A tal 
efecto se tendrân en cuenta no sôlo los casos bâsicos de esta com­
paraciôn,sino también la experiencia de la Repûblica Fédéra de Aie 
mania, un régimen donde no se plantea un problema de gobernabilidad 
en el sentido estrictamente politico, y que constituye por tanto 
un punto de referencia externo para el estudio de estas democracias 
de la Europa meridional. Mediante un tratamiento estadistico de los
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datos se intentarâ justificar una tipologîa de diferentes modelos 
sucesorios (sucesiôn ordenada por el electorado, sucesiôn ordenada 
por las élites y sucesiôn desordenada) , que servirâ para el diagnôs 
tico de los casos.
Finalmente en el Capitule tercero se realizarâ un anâlisis 
causal, que tratarâ de explicar el perfil sucesorio de cada caso, 
atendiendo a los condicionamientos derivados, en primer lugar, de 
sus respectives sistemas de partidos (de su estructura y de su di­
nâmica) y, en segundo lugar, de sus sistemas de gobierno. Por con­
siguiente, en la parte final de este Capitule se retomarân algunas 
conclusiones del anâlisis juridico realizado en el Capitule prime­
ro y se intentarâ poner de manifiesto como influye el sistema de go 
bierno definido por la Constituciôn en el perfil de la sucesiôn gu- 
bernamental. Se harâ por tanto un anâlisis "estratégico" de los ré- 
gimenes constitucionales, con una perspectiva de ingenieria politi-
Para concluir, sôlo me queda anadir que no he seguido el crite 
rio de una exposiciôn sucesiva de los très casos, sino el de su ex- 
posiciôn simultânea, a lo largo de todo el esquema del trabajo. Es­
ta segunda alternativa, aunque mâs dificil, me ha parecido también 
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Para construir jurldicamente el proceso politico de sucesiôn 
de los Gobiernos hay que acudir al concepto de procedimiento. Con 
esta expresiôn, la ciencia del derecho alude en primer têrmino a 
la génesis reglada de los actos. De ahI que el procedimiento pue­
da definirse, en su acepciôn mâs genêrica, como "el modo de pro—  
ducciôn de un acto por aplicaciôn de normas jurîdicas superiores 
a ese a c t o " A h o r a  bien, êde qué normas se trata aqui?
Ante todo, de preceptos constitucionales. No hay en efecto - 
Constituciôn que carezca de reglas sobre esta materia. Pero tampo 
co hay ninguna que agote su regulaciôn, por lo que siempre es ne- 
cesario tener en cuenta otras fuentes subalternas para integrar - 
el régimen juridico de la sucesiôn gubernamental.
Las leyes, los reglamentos de las câmaras, las costumbres y 
las conveneiones desempehan en efecto un papel fundamental en la 
normativa del proceso sucesorio en la mayorla de los reglmenes par 
lamentarios. Baste pensar que la creaciôn de Ministerios puede ser 
materia de ley, que los reglamentos disciplinan momentos esencia- 
les de la relaciôn Gobierno-Parlamento (por ejemplo, en Italia, -
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todo el rêgimen de la cuestiôn de confianza), y que son a menudo 
normas no escritas las que han configurado institutes fundamenta 
les de la sucesiôn, como el encargo de formar Gobierno o el acuer 
do de coaliciôn.
Todas estas fuentes secundarias contribuyen a dar elastici- 
dad y dinamismo a los procedimientos sucesorios y hacen que es—  
tos no presenten siempre idêntico perfil durante la vigencia de 
una misma Constituciôn. A tal efecto destaca especialmente el pa 
pel de las fuentes informales, pero conviene precisar que su po­
siciôn en los reglmenes considerados en este trabajo no es seme- 
jante a la que ocupan en el derecho constitucional inglês. Su âm 
bito estâ aquî mâs delimitado por el derecho escrito y fundamen- 
talmente por Constituciones rlgidas basadas en la soberanîa popu 
lar. En consecuencia, la validez misma de las convenciones y co£ 
tumbres debe reposar, en ûltimo têrmino, en los preceptos consti
tucionales y su funciôn no puede ser completamente innovadora y
(2)menos aûn derogatoria, sino interpretativa de aquellos
Tampoco parece posible trasladar a estos reglmenes la misma 
distinciôn entre convenciones y costumbres vigente en el derecho 
anglosajôn. Alll la doctrina concibe las conventions como normas 
de carâcter politico (no son rules of law), absolutamente obliga- 
torias para sus destinatarios, aunque carezcan de sanciôn juris—  
diccional^^^. Estas normas regulan aspectos esenciales de la suce 
siôn gubernamental, como son el nombramiento del Primer Ministro 
y el funcionamiento del rêgimen de Gabinete^^^. En este sentido, 
las convenciones han modernizado la vieja Constituciôn consuetu-
dinaria del Reino, sin derogarla.
Sin embargo, en los ordenamientos de estas très democracias 
continentales, las convenciones, aunque posibles, como expresiôn 
de una cierta autonomia de los sujetos politico-constitucionales, 
no sôlo son menos esenciales para organizar la estructura y el - 
funcionamiento del régimen parlamentario (fundamentalmente ya de 
lineados por la Constituciôn), sino que ademâs no se contraponen 
a la c o s t u m b r e . En efecto, aun admitiendo la tesis que atribu 
ye a las convenciones una naturaleza extra-juridica, êstas no son 
en nuestros ordenamientos normas posteriores y genêticamente di- 
ferenciadas de las costumbres (como ocurre en Gran Bretaha, donde 
las costums son inmemoriables mientras que las conventions son - 
todas posteriores a 1688), sino que la hipôtesis mâs frecuente, y 
especialmente en el terrene de la sucesiôn gubernamental, es que 
las normas consuetudinarias tengan precisamente un prigen conven- 
cional^^^. Es decir, que en un momento dado, desde luego dificil 
de precisar, la repeticiôn de una prâctica convencional madure —  
hasta adquirir el carâcter y la obligatoriedad de una costumbre - 
interpretativa de la Constituciôn. Por consiguiente, la frontera 
entre ambos conceptos es aqui, bastante permeable y por eso son - 
numerosas (y a menudo inconcluyentes) las disputas doctrinales a 
la hora de calificar de uno u otro modo determinadas reglas de —  
los procedimientos sucesorios. En ûltimo têrmino, lo que diferen- 
cia a las interpretaciones "convencionales" de las "consuetudina­
rias" es su mayor disposiciôn a reconocer la libertad de los suje
tos politico-constitucionales para modificar consensualmente los
(7 )aspectos no reglados de la praxis sucesoria
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Dicho esto, hay que resaltar también la importancia de las 11a
madas réglas de correcciôn constitucional. Tampoco se trata en este ca
so de préceptes jurldicos, porque carecen de la caracterîstica de la
heteronomîa, sino de criterios de conducta que un sujeto politico-
constitucional escoge por si misitio deduciéndolos de la moral polity
ca vigente, es decir, del sistema de craencias sobre cômo debe ser
( 8 )y funcionar la Constituciôn . Estas reglas no son, como las con—  
venciones, objeto de un acuerdo entre los sujetos politicos, ni re­
sultan en un hecho normative (aunque pueden terminar por consolidar 
se como costumbres o inspirer reformas constitucionales). En todo - 
case, a ellas cabe atribuir resultados tan significatives como la -
adopciôn en el rêgimen português de un sistema de confianza parla-
( 9 )mentaria expresa y no sôlo presunta
Hay otro factor que viene todavla a anadir mayor complejidad a 
la temâtica de las fuentes de los procedimiento sucesorios. Se tra­
ta de los frecuentes reenvlos implicites (y a veces explicites) que 
hace el derecho constitucional al derecho interne de los partidos - 
para regular ciertos procedimientos preparatories de la sucesiôn gu 
bernamental. La selecciôn de los Ministres y de otros altos cargos 
es unacuestiôn, por ejemplo, que especialmente en Italia viene dis- 
ciplinada en buena mèdida por el derecho intrapartidista, que es au 
têntico derecho.
La juridicidad de las normas internas de los partidos résulta 
en primer término, de la naturaleza institutional de estes ûltimos.
Los partidos son instituciones sociales y este rasgo esencial bas- 
ta por si solo (sin necesidad de teorizar la incorporaciôn de los
v i t )
partidos al Estado en tanto que ôrganos del mismo) para conside- 
rarlos como ordenamientos jurîdicos mâs o menos perfectos, como 
se desprende en efecto de las teorîas sociolôgicas del derecho - 
que hanleaccionado contra el dogmatisme de la estatalidad y en - 
favor del pluralisme j u r î d i c o .
En segundo lugar, no hay que olvidar que no existe una sepa 
raciôn radical entre los ordenamientos partidistas y el ordena—  
miento estatal. Las democracias modernas, y concretamente las —  
très aqui consideradas, han superado, como es bien sabido, ante- 
riores attitudes de rechazo o de agnosticisme hacia los partidos 
y han pasado a constitucionalizarlos. Por consiguiente, desde el 
punto de vista de la teorîa de la Constituciôn, las reglas inte- 
graintes del ordenamiento partidista pueden ser consideradas como 
normas de desarrollo de la Ley Fundamental. Los estatutos de los 
partidos deberân respetar, en efecto, los principles constitucio 
nales, concretados ademâs a veces, como ocurre en Espaha^ en una 
ley especial sobre los partidos.
Ademâs, hay que reconocer que el derecho de los partidos no 
se halla desprovisto de garanties, a pesar del escepticismo (so- 
ciolôgicamente bastante explicable) con que êstas han sido a ve­
ces c o n s i d e r a d a s . Porque una cosa es que las garanties seen 
relativamente débiles y otra, bien distinta, que falten por com- 
pleto. Es en la propia organizaciôn general del partido donde —  
puede residir una primera garantie de su derecho: en la diferen- 
ciaciôn de estructuras y funciones, reveladora de un principle -
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de separaciôn de poderes, y en la naturaleza representative de sus
ôrganos directives. Otras garanties especificas resultan de la a—
dopciôn de estatutos rigides que no pueden ser modificados por —
una simple mayoria y, sobre todo, de la atribuciôn de la funciôn -
"juridsdiccional" interna, especialmente en materia disciplinaria,
a ôrganos distintos de los de direcciôn: "comisiones de conflic—
(12)tes" o de "hombres buenos" . Por ûltimo, tampoco cabe excluir - 
la aplicaciôn judicial de los estatutos, especialmente en litigios 
relatives a la responsabilidad econômica de las distintas unidades 
orgânicas del partido o a la competencia para la presentaciôn de - 
candidatures.
Consecuencia de todo lo anterior es el considerable desarro—  
llo de los estudios sobre el derecho de los partidos y también, —  
que el anâlisis juridico de la sucesiôn gubernamental no pueda li­
miter se a las normas del ordenamiento estatal y que deba conside—  
rar asimismo los preceptos estatutarios que se refieren a esta ma 
teria.
Por ûltimo, no hay que pasar por alto que muchos comportamien
tes de los ôrganos constitucionales y de los partidos politicos —
con ocasiôn de la sucesiôn gubernamental no se destacan del campo
de la mere praxis; sôlo implican una opciôn guiada por criterios -
de oportunidad, porque no son objeto de una verdadera norma jurid^ 
(14 )ca . Por ejemplo, esto es asi, en los très paises, en lo tocan­
te al orden de las consultas del Jefe del Estado y también, casi - 
siempre, en lo que se refiere a la acumulaciôn o a la separaciôn - 
del liderazgo partidista y del liderazgo gubernamental.
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Queda asi configurado un sistema de fuentes particularmente - 
complejo, lo que supone una indudable dificultad analitica, a la - 
que debe anadirse otra: esto es, que mientras la sucesiôn guberna­
mental puede ser vâlidamente considerada como un proceso global, - 
desde la perspective de la ciencia politica, su unidad interna en 
cambio se desvanece cuando se atiende a la regulaciôn de esta ma—  
teria en el derecho positivo.
El instrumento conceptual bâsico para analizar juridicamente - 
la sucesiôn gubernamental es, como ya se dijo, la nociôn de proced^ 
miento. Ahora bien, por tal hay que entender, segûn la acepciôn mâs 
estricta, una serie de actos parciales de distinta naturaleza, ema- 
nados por una pluralidad de sujetos u ôrganos, que estân vincula- 
dos entre si por la finalidad comûn de hacer posible el acto final, 
cuyos efectos son los del p r o c e d i m i e n t o P o r  consiguiente, los 
actos de un procedimiento se caracterizan no sôlo por su relaciôn - 
con unas normas, como antes se dijo, sino también por su finalidad 
comûn. En este sentido no existe un procedimiento para la sucesiôn 
gubernamental, sino varios procedimientos parciales, cada uno de - 
los cuales tiene un objeto especifico: el cese del Gobierno, su for 
maciôn o su confianza parlamentaria.
Por ello, se ha ordenado este capitulo en dos grandes seccio- 
nes. Una que trata de los procedimientos para el cese del Gobierno 
y otra que se ocupa de su formaciôn. A efectos expositivos se ha - 
incluido en esta ûltima el control parlamentario sobre la formaciôn 
del Gobierno, a sabiendas, sin embargo, de que esta materia consti- 
tuye en algunos de los paises estudiados un procedimiento separado, 
como en su momento no dejarâ de sehalarse.
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II.- EL CESE DEL GOBIERNO 
A) SUS MODALIDADES
Los ordenamientos de los regîmenes parlamentarios prevén gene 
ralmente un solo procedimiento para la formaciôn del Gobierno y va 
rios, en cambio, para el cese del mismo. No todos estos son utili- 
zados con igual frecuencia, pero la posibilidad de optar y en ûlti 
mo término de decidir cuâl haya de seguirse es, como veremos, una 
de las claves de la distribuciôn del poder entre los sujetos polî- 
tico-constitucionales. La comparaciôn révéla en este punto impor—  
tantes diferencias entre los sistemas italiano, espanol y português.
1.- La dimisiôn voluntaria
Bajo esta forma se plantea la crisis gubernamental en una am- 
plia gama de situaciones. Se trata en realidad del procedimiento ge 
neral para el cese del Gobierno, siendo los demas procedimientos es 
peciales.
Los supuestos para la dimisiôn voluntaria del Gobierno son —  
prâcticainente ilimitados: nuevos acontecimientos frente a los que -
résulta inadecuada la fôrmula gubernamental actual, un desacuerdo 
insalvable entre los Ministros, la retirada de un partido de la ma 
yorîa, decisiones parlamentarias contrarias a la polîtica del Go­
bierno, etc. En general, la premisa de la dimisiôn es la disfuncio 
nalidad del Gobierno, por la pérdida de su eficacia decisoria y/o 
por el deterioro de su relaciôn de confianza con el Parlemente.
Respecte de esto ûltimo, hay que tener en cuenta que en los - 
regîmenes parlamentarios, la relaciôn de confianza no se agota en 
los mementos formalmente organizados de su otorgamiento y de su re 
tirada, sino que es una relaciôn permanente que se apoya en los —  
acuerdos politicos explicitos e implicitos que posibilitaron la —  
formaciôn del Gobierno. De hecho, si estos se rompen o se agotan, 
la crisis serâ inevitable, aunque el Parlemente no la provoque of^ 
cialmente.
En otras palabras, la relaciôn fiduciaria tiene un carâcter -
reciproco, no hay en ella un solo sujeto activo (el Parlemente) y
otro pasivo (el Gobierno) sino que uno y otro son a la vez sujetos
actives y pasivos. También el Gobierno debe poder confier en la o
las Câmaras y tal confianza desaparecerâ si le vienen a faltar apo
yos previamente comprometidos. Precisamente esta reciprocidad de -
la relaciôn fiduciaria es lo que impide equiparar a los regimenes
parlamentarios monistas con los regimenes de a s a m b l e a . Y por -
ello carecen también de todo fundamento las criticas a la legitimi
dad de la dimisiôn voluntaria. Criticas que con justicia han sido
calificadas de "asambleistas", por cuanto al rechazar el cese del
Gobierno por decisiôn propia, postulan la compléta subordinaciôn -
( 17)de este ôrgano al Parlamento
De todas formas, hay que admitir que frecuentemente las Cons^
tituciones (incluso alguna de las mâs modernas) han ignorado o —
tratado sin suficiente precisiôn esta hipôtesis de cese, centrân-
dose en cambio en la regulaciôn de los procedimientos para exigir
( 18 )la responsabilidad polîtica del Gobierno . De resultas, como - 
se verâ en las pâginas siguientes, la experiencia pone de manifie£ 
to problèmes, cuya soluciôn no podrâ encontrarse directamente en - 
el texte constitucional mismo sino en los principles générales que 
lo inspiran y en las reglas concretas que surgen espontâneamente - 
en forma de convenciones y costumbres.
a) La dimisiôn recibe un tratamiento muy distinto en los très
ordenamientos aquî considerados. En la Constituciôn portuguesa de
1976 ni siquiera cabîa hablar de una dimisiôn voluntaria del Go—
bierno. El término dimisiôn sôlo aparecîa en el articule 198 para
referirse al cese obligatorio del Gobierno como consecuencia del -
rechazo de su programa por la Asamblea, de la no aprobaciôn de una
mociôn de confianza o de la adopciôn de dos mociones de censura. -
Tal laguna normativa determinô que el cese del Gobierno por inicia
tiva propia tuviera que tramitarse, en la prâctica,conforme al ré-
gimen de la revocaciôn por el Jefe del Estado: se trataba de una -
( 19 )exoneraçao (destituciôn) del Primer Ministro a seu pedido
La Constituciôn italiana tampoco se refiere expresamente a la 
dimisiôn voluntaria del Gobierno. Sin embargo la praxis constitu—  
cional confirma sobradamente su legitimidad. Por su parte, la doc- 
trina la deduce de un principle general del derecho pûblico, en —
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virtud del cual, los titulares de una funciôn publica pueden pedir 
en cualquier momento la extinciôn de la relaciôn que les liga al - 
cargo, asi como de las consideraciones sobre la naturaleza de la - 
relaciôn de confianza antes e x p u e s t a s .
Sin embargo, la Constituciôn espanola reconoce expresamente -
que "el Gobierno cesa por dimisiôn de su Présidente" (art. 101) , -
avanzando asi claramente en la racionalizaciôn del rêgimen. Por —
otro lado, esta norma subraya la preeminencia del Présidente del Go
bierno, porque êste no présenta la dimisiôn del Gobierno, exteriori
zando la voluntad del ôrgano colegiado, sino que présenta su pro—
pia dimisiôn a la que résulta vinculado el cese del colegio. En —
consecuencia, no es obligatoria la previa deliberaciôn del Consejo
de Ministros (aun cuando su correcciôn sea inobjetable). En enero
de 1981 Suârez convocô el Consejo después de presenter su dimisiôn
al Rey, convocatoria que no significaba mâs que un acto de corte—
(21)sia hacia los miembros del Gobierno
Este ûltimo aspecto procesal, en Italia y en Portugal, ha si­
do resuelto por la praxis. En el primer caso y, en consonancia con 
la estructura mâs colegial del Gobierno, la presentaciôn de la di­
misiôn normalmente va precedida de una deliberaciôn (no autoriza—  
ciôn) del Consejo de Ministros. Se trata de una régla de correcciôn 
constitucional, aunque de hecho ha habido ocasiones en las que el
Présidente del Consejo prescindiô de su cumplimiento, sin que ello
(22)enturbiase en modo alguno la validez de la dimisiôn presentada 
Por su parte, en Portugal, el texto del decreto de exoneraçao se - 
refiere solamente al pedido del Primer Ministro y no al del Gobier
no. No parece, en consecuencia, que se considerase obligatoria una 
deliberaciôn previa del Consejo sobre este asunto. En la prâctica, 
sin embargo, consta que tal deliberaciôn en algûn caso se ha produ 
cido (comunicado del Consejo de Ministros de 6-6-79).
b) Mâs importante que êstas son sin embargo las diferencias - 
entre los très ordenamientos en lo que toca a la posiciôn relative 
del Jefe del Gobierno y del Jefe del Estado en el acto de la dimi­
siôn. En Portugal, como se desprende de lo antes dicho, el pedido 
del Primer Ministro no era un acto necesario para que se produje- 
ra el cese del Gobierno. Este resultado se alcanzaba con la actua 
ciôn de un poder propio del Jefe del Estado que se expresaba me—  
diante un decreto carente de refrendo, sôlo sometido el parecer, 
no vinculante, del Consejo de la Revoluciôn. De resultas de esta 
ordenaciôn, el rechazo de la dimisiôn o, mejor dicho, la negativa 
del Présidente de la Repûblica a destituir al Primer Ministro, —  
constituîa un acto enteramente discrecional que no requerla el a- 
sentimiento de êste (la retirada del pedido). Por consiguiente —  
era posible, en teorfa, la existencia de un Gobierno malgré lui, 
que continuase en funciones contra su voluntad. En la breve expe­
riencia constitucional portuguesa, hubo un ejemplo de dimisiôn re 
cusada: la que Mota Pinto presentô en abril de 1979, tras rechazar 
la Asamblea de la Repûblica su proyecto de presupuestos. Sin em—
bargo, en este caso, el Primer Ministro aceptô sin protestas la -
(23)negativa presidencial
En Italia y en Espaha la relaciôn entre los principales suje-
toS constitucionales es mâs compleja y articulada. Aquî la inicia-
tiva gubernamental es absolutamente necesaria aunque no sea sufi—
ciente para perfeccionar el cese.La dimisiôn no se configura como
una renuncia que pueda cancelar por sî sola los efectos del nombra
mientO/sino como un presupuesto para la aceptaciôn de la misma por
(24)el Jefe del Estado, que es el acto que la vuelve eficaz
Compete al Jefe del Estado, en ambos casos, recibir personal-
mente la dimisiôn. En Italia, la praxis consolidada es que se re—  
serve su aceptaciôn para un momento posterior. Aceptaciôn que ex—  
presa mediante un decreto contratirmado por el Présidente del Con­
sejo saliente y emitido en la misma fecha que el decreto del nom—
(25)bramiento de su sucesor
En Espana, en cambio segûn la praxis constitucional actual, - 
no se dicta un decreto para aceptar la dimisiôn del Présidente. La 
aceptaciôn ahora es verbal, lo que parece absolutamente criticable, 
porque queda sin formalizar el momento en que el Gobierno pasa a - 
tener un status nuevo,a ser -como dice la Constituciôn- un Gobier­
no cesante. En los otros supuestos previstos en el art. lOly el —  
problema no se plantea en los mismos términos, porque el cese re—
sulta de un acontecimiento externe fâcilmente identificable: una -
(26)votaciôn de desconfianza o nuevas elecciones al Congreso
Sin embargo, la hipôtesis de la dimisiôn voluntaria es bien di
ferente. Aquî el cese se obtiene solamente mediante un proceso psi- 
colôgico complejo al que concurren dos voluntades (la del Présidente 
del Gobierno y la del Rey) que deben exteriorizarse para formar el
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acto final de este procedimiento: la aceptaciôn de la dimisiôn. Es 
ta organizaciôn procesal tutela, por consiguiente, dos clases de - 
intereses: los gubernamentales que personifica el Présidente del - 
Gobierno y los générales del Estado que personifica el Rey. Paradô 
jicamente la praxis actual, al diluir el momento de la aceptaciôn 
de la dimisiôn, pone de relieve solamente el acto de iniciativa —  
del procedimiento -que no tiene por qué ser sino oral- y en conse­
cuencia tiende a permitir una interpretaciôn unilateral del insti­
tute.
Da la impresiôn de que lo subyacente a esta praxis es una lec 
tura equivocada de los preceptos constitucionales que se refleja - 
en el decreto "para formalizar el fin de las funciones del Prési­
dente del Gobierno" que se emite simultâneamente al nombramiento -
(27)de su sucesor . El significado de este decreto no es actuar la 
facultad que corresponde al Rey en funciôn del art. 62d de la Cons^ 
tituciôn (aunque sea éste el precepto invocado);porque una cosa es 
poner fin a las funciones del Présidente del Gobierno (art. 62d) y 
otra poner fin a las funciones del Présidente del Gobierno cesante 
que es lo que el mencionado decreto de hecho hace, por otro lado in 
necesariamente, porque el Gobierno cesante se extingue automâticamen 
te, sin necesidad de formalizaciôn alguna, con la toma de posesiôn 
de su sucesor (art. 101,2).
En cambio, para poner fin a las funciones del Présidente del - 
Gobierno, el Rey debe realizar un acto (la aceptaciôn de la dimisiôn) 
que en algunos casos tiene un alcance meramente declarative o ceri- 
ficante del hecho que détermina el cese (la desconfianza parlementa-
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ria o la renovaciôn del Congreso), pero que posee un carâcter con£ 
titutivo en el supuesto de la dimisiôn voluntaria del Présidente.
Por eso parecerîa coherente sustituir la aceptaciôn verbal de la di 
misiôn y los posteriores decretos que declaran la extinciôn del Gobierno 
cesante, por un decreto de aceptaciôn de la dimisiôn (expresiôn que 
en los decretos actuales ni siquiera aparece) bis)^
En cuanto a la discrecionalidad del Jefe del Estado para acep­
tar la dimisiôn presentada, la doctrine italiana dominante excluye 
que aquel tenga impllcitamente reconocido por la Constituciôn un po 
der propio e imperativo de rechazar tal iniciativa gubernamental: - 
la eventual negativa del Présidente de la Repûblica sôlo posee el - 
significado sustancial de invitar al Gobierno a desistir de la vo—
luntad manifestada, atendiendo al interês general que el destinata-
(28)rio de la dimisiôn debe tutelar . De hecho, la no aceptaciôn de
la dimisiôn estâ sometida, como todos los actos del Jefe del Estado,
al rêgimen de refrendo, aunque en este caso, por tratarse de un ac-
(29)to oral, el refrendo sea tâcito . En consecuencia solamente 
el asentimiento del Gobierno a la negativa presidencial podrâ hacer 
la eficaz y por el contrario, la insistencia en la dimisiôn harâ o- 
bligada su aceptaciôn. La praxis ademâs asî lo ha c o n f i r m a d o ^ . 
Idênticas consideraciones pueden hacerse respecto de la dimisiôn en 
el ordenamiento e s p a n o l N o  hay, por consiguiente, en ninguno - 
de estos casos un poder discrecional comparable al que hemos visto 
que tenîa el Présidente de la Repûblica portuguesa.
c) Menciôn especial merece la hipôtesis de que el Jefe del Es-
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tado invite al Gobierno a retirar la dimisiôn y a presentarse ante 
las Câmaras para provocar una votaciôn explicita sobre la confianza 
que transforme la crisis de "extraparlamentaria" en "parlamentaria". 
Tal comportamiento ha sido considerado constitucionalmente legltimo




obligaciôn alguna para el Gobierno . Los primeros ahos de e
pûblica ofrecen, en efecto, algunos ejemplos de esta prâctica
Sin embargo, ûltimamente se han registrado algunas novedades en 
este terreno que responden a la escasa viabilidad de la pretensiôn 
de parlamentarizar las crisis de los Gobiernos de coaliciôn. Me re-
fiero a la innovaciôn procesal que se puso de manifiesto con oca 
siôn de la crisis del Gabinete Andreotti IV (1979) y también en la 
del primer Gobierno Cossiga (1980). Consiste en introducir una fase 
previa parlamentaria en el procedimiento de la dimisiôn; fase en la 
que las Câmaras no adoptan, sin embargo, decisiôn alguna sobre la - 
suerte del Gobierno, de modo que eL cese sigue siendo juridicamente 
de iniciativa gubernamental.
El supuesto politico de la crisis, en ambas ocasiones, era la 
disoluciôn de la fôrmula gubernamental. En el primer caso, por ret_i 
rada del PCI de la mayoria; en el segundo por la decisiôn del PSI de 
no mantener el apoyo que inicialmente habia otorgado al Gobierno con 
su abstenciôn. A la vista de esta situaciôn, el Présidente del Conse 
jo hizo una declaraciôn idéntica ante ambas Câmaras sobre el momen­
to politico y sobre las perspectivas de la crisis y a continuaciôn 
se abriô un debate que, en las dos ocasiones, tuvo lugar en la Câma
ra de Diputados. A lo largo de este debate, todos los partidos pu- 
dieron explicar su posiciôn respecto del Gobierno y, constatada de 
esta forma la quiebra de la mayoria, antes de que la Câmara proce- 
diera a votaciôn alguna, el Présidente anunciô su dimisiôn, previa
(34)
deliberaciôn del Consejo de Ministros.
Esta nueva manera de formalizar la crisis, parece ûtil y co­
rrecte, porque al tiempo que mantiene en su integridad el poder del 
Gobierno sobre su dimisiôn, consigne satisfacer mejor los requisi- 
tos procesales exigibles para este acto. La motivaciôn de la dimi­
siôn, indispensable cuando se trata de ôrganos sujetos a responsa­
bilidad polîtica, como es el caso del Gobierno, se hace conforme al 
nuevo procedimiento explicita, mediante la declaraciôn del Presiden 
te del Consejo. A su vez, el debate posterior permite que los gru- 
pos parlamentarios^ y en particular los de la mayorîa^asuman también 
su responsabilidad polîtica. En definitiva el Parlamento, aunque 
no décida^ cumple asî cabalmente su funciôn de hacer pûblica la po­
lîtica.
Hay distintas opiniones sobre cuâl sea la naturaleza jurîdica 
de esta nueva forma de tramitar la crisis. Parece en todo caso que 
la repeticiôn de este procedimiento es indicio de una cierta opinio 
juris acerca de su obligatoriedad y que, en consecuencia, no se tra 
ta de una simple praxis. Résulta muy sugerente la tesis de que
estamos en presencia de una nueva convenciôn constitucional, porque 
se ha dado un acuerdo expreso entre los principales sujetos consti­
tucionales en los dos casos aquî c o m e n t a d o s . En efecto, el Go-
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bierno, el Parlamento y el Jefe del Estado han concordado en la ne 
cesidad de este procedimiento, como pûblicamente consta
Sin embargo, no deja de contraster con esta tesis, el que el
Présidente Pertini, bajo cuyo impulso se ha producido esta innova
ciôn procesal, parezca considerarla tan sôlo una soluciôn imper—
fecta. En efecto, antes y después de las experiencias mencionadas,
el Jefe del Estado ha manifestado su convicciôn de que la confian
(37)za debe ser revocada expresamente por el Parlamento
Por otro lado, tampoco parece que condicionar la dimisiôn a 
un debate parlamentario previo sea siempre una soluciôn constitu­
cionalmente acertada, porque hay situaciones donde la ruptura de 
la mayoria, aunque inminente, todavîa no se ha oficializado, y en 
las que, por tanto, el interés constitucional prevaleciente no es
la publicaciôn de las motivaciones de la crisis, sino su évita—  
(38)ciôn . En este sentido puede citarse la respuesta del Jefe del 
Estado a la dimisiôn del Gobierno Rumor en Junio de 1974.
Se trataba de un gobierno de centro-sinistra y su existencia,
puesta a prueba por los problemas de la crisis econômica, pareciô
abocada a concluir a raîz de la oposiciôn del PSI a unas medidas -
de polîtica fiscal y crediticia. Presentada la dimisiôn, las con—
versaciones entre los partidos mostraron que no habîa alternative
de recambio, porque ninguno de los lîderes democristianos estaba -
(39 )disponible para la sucesiôn . En vista de lo cual, el Jefe del 
Estado decidiô no acoger la dimisiôn del Gobierno e invitarlo "a 
realizar todos los esfuerzos necesarios para concluir un acuerdo"
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(Comunicado del Quirinal del 13 de junio de 1974).
Esta frase final del comunicado oficial es la que merece des- 
tacarse. El Présidente no reenvia el Gabinete a las Câmaras, ni s^ 
quiera condiciona la dimisiôn a un previo debate parlamentario, si. 
no que invita a reforzar la cohesiôn de una mayoria que todavia no 
se ha disuelto formalmente. No pretende parlamentarizar la crisis, 
porque ello la haria irreversible, sino aplazarla. De hecho consi- 
guiô su propôsito, porque los partidos de la coaliciôn lograton poco 
después un acuerdo sobre las medidas econômicas, evitando asî la 
caida del Gobierno.
En definitiva, la experiencia confirma la legitimidad de la di_ 
misiôn voluntaria del Gobierno en Italia y, aunque el Jefe del Esta 
do puede y, en determinados supuestos debe, condicionar su acepta—  
ciôn a un previo debate parlamentario, no parece correcte que asî - 
lo haga siempre. En todo caso, al Gobierno le corresponde la deci—  
siôn final sobre su dimisiôn y sobre cualquier invitaciôn presiden­
cial .
En Espaha, esta modalidad "semiparlamentaria" de la crisis to­
davîa no se ha planteado, pero cabe preguntarse si serîa légitima - 
en nuestro ordenamiento. En principio, nada lo impide e incluso el 
Reglamento del Congreso ofrece, a tal efecto un cauce procesal, ade 
cuado, en su art. 196. Se trata del debate sobre una comunicaciôn - 
del Gobierno que comienza con la intervenciôn de uno de sus miembros 
-en este caso serîa su Présidente- quien expondrîa la situaciôn gu­
bernamental y las razones y perspectivas de la crisis. A continua-
ciôn puede hacer use de la palabra un représentante de cada uno 
de los grupos parlamentarios durante quince minutes cada uno. Des^ 
pués de un turno para contestar a las preguntas y para las répli- 
cas, y antes de pasar a la votaciôn de posibles resoluciones, el 
Présidente -si la ruptura de la mayoria se ha visto confirmada- 
podrîa anunciar, sin necesidad de consulter previamente al Conse 
jo de Ministros, su intenciôn de dimitir.
Ahora bien, la posibilidad de que aquî se configure una con 
venciôn que establezca la obligatoriedad de este procedimiento - 
parece bastante mâs remota que en Italia, porque nuestra Consti­
tuciôn, a diferencia de la italiana, ha contemplado expresamente 
el cese por dimisiôn voluntaria del Présidente del Gobierno, lo 
que excluye la exigibilidad, desde el punto de vista constitucio 
nal, de una tramitaciôn parlamentaria o semiparlamentaria de las 
crisis. Ello no obsta para que fuera en muchos casos ûtil y con£ 
titucionalmente correcto que el Présidente del Gobierno tramita- 
se, motu propio, la crisis de este modo, para evitar dimisiones
"a oscuras" como fue la de Suârez en 1981^^^^.
En cuanto a la intervenciôn del Rey en este aspecto delicado
de la aplicaciôn de la Constituciôn, parece en todo caso a descar
tar que pueda rechazar la dimisiôn presentada invitando al Gobier 
no a parlamentarizar la crisis mediante el planteamiento de una - 
cuestiôn de confianza. La legitimidad expresamente reconocida de 
la dimisiôn voluntaria excluye cualquier pretensiôn de impedir e£ 
te procedimiento de cese. Distinto enjuiciamiento merecerîan, sin 
embargo^ los comportamientos del Jefe del Estado que, sin obstruir
u o
frontalmente el poder de dimisiôn, tendieran solamente a hacer pû
blicas sus motivaciones o a reconsiderar la necesidad de su ejer-
cicio. En este sentido no puede descartarse una invitaciôn del Je
fe del Estado (manifestada en el âmbito reservado en el que se pro
ducen sus relaciones con el Présidente del Gobierno) a celebrar un
debate parlamentario previo a la dimisiôn o a buscar un acuerdo en
tre los partidos de la mayoria que permita superar las diferencias
(41)entre elles existentes . Aunque, por supuesto, taies invitacio- 
nes (que implican un câlculo de oportunidad polîtica no necesaria­
mente acertado) no crearîan obligaciôn alguna para el Gobierno y 
la insistencia en la dimisiôn presentada harîa inevitable su ace£ 
taciôn.
2.- El reajuste ministerial
No es êste, en principio, un procedimiento para el cese del 
Gobierno, pero los supuestos déterminantes del reajuste ministerial 
son a menudo muy similares a los que ocasionan la dimisiôn del Go­
bierno y ademâs, por medio del reajuste se alcanzan a veces resu^ 
tados que suponen en términos politicos, aunque no jurîdicos, una 
verdadera sucesiôn gubernamental. En consecuencia parece oportuno 
tratar aquî de este tema.
De hecho, los esfuerzos, en particular de la doctrina italia­
na, por deslindar funcionalmente las nociones de crisis gubernamen 
tal y reajuste ministerial no resultan demasiado fructuosos, al me 
nos desde una perspectiva comparada. Parece desde luego falso que
u oo
la crisis implique un cambio en la polîtica general del Gobierno
(42 )y el reajuste tan solo un cambio de personas . Tampoco parece
acertado définir el reajuste como un cambio de Ministros que no
afecta a la relaciôn de confianza parlamentaria, porque si la -
permanencia de tal relaciôn es, desde luego, un presupuesto del
reajuste, su modificaciôn es en ocasiones también consecuencia - 
(43)del mismo . Consecuencia positiva cuando se traduce en la in­
corporaciôn de nuevos grupos a la mayorîa. Asî fue, por ejemplo, 
cuando De Gasperi en diciembre de 1947 remodelô su Gabinete de - 
democristianos y técnicos llevando al mismo a représentantes de 
los partidos republicano, socialdemôcrata y liberal; o también - 
cuando Suârez en septiembre de 1980 reformô su Gobierno ganando 
el apoyo e xtemo pero explîcito de la Minorîa Catalana. Estos —  
comportamientos, en la medida en que se traducen en un reforza—  
miento de la confianza parlamentaria, no pueden ser considerados 
incorrectos, aunque supongan una sucesiôn gubernamental encubier
En consecuencia, parece que el deslinde funcional entre cr^
sis y reajuste ministerial depende de la apreciaciôn subjetiva -
del Primer Ministro (y en ûltimo término de los demâs miembros -
(45)del Gobierno que pueden discrepar de la valoraciôn de aquél)
En regîmenes monistas como el espanol o el italiano, no compete - 
al Jefe del Estado intervenir en esta opciôn. En otras palabras, 
su posible discrepancia con la propuesta del Primer Ministro no 
puede expresarse sino en forma de advertencia, nunca como negati­
va a efectuar las sustituciones propuestas, porque ello supondrîa una 
intromisiôn inconstitucional en la polîtica gubernamental.
Esta opiniôn, en cambio, no puede extenderse al caso portu- 
gués: el sistema de responsabilidad gubernamental dualista esta- 
blecido por la Constituciôn de 1976 (art, 19 3) permitîa una interven 
ciôn efectiva del Présidente de la Repûblica en las decisiones 
relatives a la composiciôn del Gobierno. La propuesta del Primer 
Ministro, constitucionalmente necesaria para realizar un rëajus- 
te^no vinculaba en ûltimo término al Jefe del Estado porque éste 
podîa retirar su confianza en el Gobierno, imponiendo asî la via 
de la crisis frente a la de la remodelaciôn ministerial. Prâcti- 
camente esto es lo que signified la destituciôn de Mario Soares 
por el General Eanes en junio de 1978. Sin acudir a recursos tan 
extremes, el Présidente dificultô también, de hecho, otros rea—  
justes propuestos. En Junio de 1982 no diô su visto bueno a to­
dos los nuevos nombramientos solicitados por el Primer Ministro 
Balsemao, aceptando de entrada solamente algunos de ellos y reser 
vândose su decisiôn sobre los restantes. Cuando mâs tarde accedio 
a dar posesiôn incluso a aquellos subrayô su distanciamiento res­
pecto de la remodelaciôn realizada, calificândola de inadecuada - 
"en el piano operacional, politico e i n s t i t u c i o n a l " ^ . En defi­
nitiva, el reajuste en este contexte constitucional no podla ser 
un instrumento normal de la polîtica del Primer Ministro.
Otro tanto puede decirse, aunque por razones diverses, del - 
caso italiano, porque allî la Constituciôn, a diferencia de la e£ 
pahola y de la portuguesa, no prevé expresamente la destituciôn de 
los miembros del Gobierno a propuesta del Primer Ministro. Esto no 
quiere decir que el reajuste carezca de fundamento constitucional.
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pero es mucho mâs imprecise: se trata del art. 95,1 a tenor del - 
cual, el Présidente del Consejo dirige la polîtica general del Go­
bierno y mantiene su unidad de orientaciôn polîtica y administra-
tiva. Se puede sostener, en efecto, que el reajuste es un instru-
(47)mento necesario para el ejercicio de esas competencies . Pero 
en todo caso faite la articulaciôn têcnica de un poder de revoca 
ciôn y por tanto el reajuste debe instrumentarse como dimisiôn —  
(espontânea o solicitada) de los Ministros afectados; sôlo excep- 
cionalmente se haprocedido sin su c o n s e n t i m i e n t o . Por ûltimo, 
a estos obstâculos constitucionales debe ahadirse otro de natura­
leza polîtica que contribuye también a inviabilizar el reajuste: 
es lapropia estructura de coaliciôn de los Gobiernos italianos, - 
donde los Ministros son delegados de los partidos, de modo que su 
sustituciôn no puede realizarse sin el consentimiento de la fuer- 
za polîtica a la que pertenecen, so pena de provocar con ello la 
crisis de todo el Gobierno.
En definitiva, solamente en Espaha han existido presupuestos
constitucionales (rêgimen monista y poder de revocaciôn expresa—
mente enunciado en el art. 100) y también politicos (Gobiernos de
un solo partido), capaces de faciliter el reajuste, lo que expli-
ca el uso relativamente abundante que se ha hecho de este institu 
( 49 )to . A este respecto, la praxis constitucional espahola se ase 
meja mâs a la de regîmenes como el britânico o el austrîaco que a 
las pautas de las otras dos democracias del Sur de Europa aquî —  
consideradas ,
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Por ûltimo, cabe resehar que, en Italia, segûn una prâxis - 
consolidada, el Présidente del Consejo se présenta ante las Câma 
ras después de cada reajuste ministerial para comunicar las mod^ 
ficaciones habidas en la composiciôn del G o b i e r n o . Seguida—  
mente, a iniciativa de un parlamentario, se abre un debate que - 
normalmente concluye con la votaciôn de un orden del dîa de con­
fianza. Instrumento que représenta una anomalla en el derecho i- 
taliano, porque la Constituciôn dispone que la concesiôn y la re
vocaciôn de la confianza deben ser objeto de una mociôn que cum-
(52 )pla todos los requisitos del art. 94 . Se ha intentado justi-
ficar la prâctica actual con el argumente de que, al presentarse 
a las Câmaras, el Gobierno plantea impllcitamente la cuestiôn de 
confianza sobre el orden del dîa conclusive del debate (de hecho, 
en los ûltimos ahos la ha planteado expresamente en varias ocasio 
nés). Sin embargo, no falta quien considéra que serîa mâs correc­
to acudir a la mociôn de confianza, tal y como se hace después de 
la formaciôn del G o b i e r n o E n  Espaha, solamente después del —  
reajuste de diciembre de 19 80 el Gobierno ha solicitado un voto - 
de confianza al Congreso (lo que subraya el significado politico 
de verdadera sucesiôn gubernamental que tuvo aquella remodelaciôn), 
y el carâcter excepcional de este comportamiento se explica por el 
contenido mismo del procedimiento de investidura que se refiere en 
Espaha al Présidente del Gobierno y no al Gobierno en su conjunto,
como ocurre en Italia, y por tanto las reformas de su composiciôn
(54)no necesariamente han de ser ratificadas por el Parlamento
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3.- Las crisis parlamentarias
En contraste con los supuestos de cese antes analizados, se
tratarâ ahora de las sucesiones gubernamentales determinadas jur^
dicamente por una decisiôn del Parlamento. Quedan excluidos, por
consiguiente, aquellos supuestos colindantes que algûn autor ha
denominado como "dimisiones voluntaries referentes a las relacio
nes entre el Gobierno y el Parlamento"; es decir, los casos en -
que la dimisiôn se produce a raîz del voto contrario de una o am
bas Câmaras a una propuesta gubernativa, pero en ûltimo término
por decisiôn aitônoma del Gobierno que por causa de esa sola derro
(55 )ta no viene obligado a dimitir . En taies supuestos, con inde 
pendencia del origen parlamentario de la crisis, ésta se tramita 
conforme al procedimiento de las dimisiones voluntaries, ya ana- 
lizadas.
En los très ordenamientos aquî comentados el Parlamento pue­
de rescindir formalmente la relaciôn fiduciaria y determiner en 
consecuencia el cese necesario del Gobierno mediante procedimien­
tos que las Constituciones y los Reglamentos de las Câmaras, en 
su esfuerzo racionalizador, han definido expresamente. Se trata, 
como es obvio, del rechazo de cuestiones de confianza o de la apro 
baciôn de mociones de censura.
A las particularidades procesales de estos mecanismos consti_ 
tucionales nos referiremos mâs adelante, pero ya ahora conviens re 
saltar que la pérdida de la confianza parlamentaria que mediante 
los mismos se expresa no tiene idênticas consecuencias jurîdicas
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en los très ordenamientos.
El caso italiano se ajusta, en este sentido al patrôn clâ- 
sico del rêgimen parlamentario: el voto de desconfianza de una o 
de ambas Câmaras no tiene eficacia destitutôria, no abroga el —  
nombramiento del Gobierno, sino que le impone la obligaciôn de - 
dimitir (como se deduce, sensu contrario, del art, 94,4 de la Cons^ 
tituciôn).Es la aceptaciôn, sin duda obligatoria (aunque pueda - 
ser pospuesta) de esa dimisiôn, el acto que détermina el fin de 
las funciones del G o b i e r n o .
Sin embargo, en las Constituciones espahola y portuguesa se 
hace derivar directamente de la decisiôn parlamentaria el cese - 
del Gobierno. El art. 101 de la primera establece que "el Gobier 
no cesa en los casos de pérdida de la confianza parlamentaria —  
previstos en la Constituciôn", texto que no impone una mera obl^ 
gaciôn de dimitir (por otro lado ya prevista en el art. 114) sino 
que atribuye ope legis a la votaciôn del Congreso efectos résolu- 
tivos del nombramiento del Gobierno. En todo caso esta interpréta 
ciôn literal se ve ademâs reforzada por otra de carâcter sistema- 
tico: la propia Constituciôn en su art. 99 configura la confianza 
parlamentaria como una condiciôn para el nombramiento del Gobier­
no (a diferencia, por cierto, de lo que ocurre en Italia). Por —  
consiguiente, y como ya se dijo mâs arriba, la posterior présenta 
ciôn de la dimisiôn y su aceptaciôn por el Rey sôlo tienen en es­
tos casos un alcance declarative y también legîtimamente para la 
iniciaciôn del procedimiento formativo, como se deduce del propio 
art. 114(57).
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La Constituciôn lusa de 1976 es, a estos efectos, todavîa —  
mâs précisa, aunque su lôgica interna parezca mâs cuestionable. - 
Su art. 198 establece claramente que los distintos supuestos de —  
pérdida de la confianza parlamentaria en él enumerados "implican 
la dimisiôn del Gobierno". No hay por tanto aquî una obligaciôn - 
de dimitir, sino que la dimisiôn es un resultado automâtico del - 
acto del Parlamento. Por otro lado, la redacciôn del art. 136 f - 
confirma esta lectura, porque limita la intervenciôn del Jefe del 
Estado a los supuestos de exoneraçao (destituciôn) del Primer Mi­
nistro excluyéndola implîcitamente en los casos de demissao del - 
art. 198. Esta configuraciôn asambleista de la crisis parlamenta­
ria contrasta no sôlo con el planteamiento clâsico que vimos en el 
caso italiano (y supera también, por su radicalismo, al sistema - 
disenado en la Constituciôn espahola) sino que se compagina ademâs 
difîcilmente con el procedimiento para la formaciôn del Gobierno - 
(întegramente controlado por el Jefe del Estado, sin invervenciôn 
alguna del Parlamento) establecido por la propia Constituciôn por 
tuguesa (art. 190). Quizâ por ello la praxis en contra de la opi- 
niôn de un sector doctrinal- ha matizado el tenor literal de ese 
texto; tras las crisis parlamentarias de los Gobiernos Soares I - 
y Nobre da Costa, el Présidente de la Repûblica ha emitido sendos 
Decretos, déclaratives del cese del G o b i e r n o ^5®). En esta medida, 
la soluciôn portuguesa se ha acercado a la prevista en Espaha.
3.1.- La cuestiôn de confianza
Expresiôn del carâcter recîproco de la relaciôn fiduciaria es 
que la iniciativa para comprobar su vigencia corresponda no sôlo -
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al Parlamento sino también al Gobierno. A esto ûltlmo,'responde - 
el procedimiento de la cuestiôn de confianza reconocido expresa—  
mente por las Constituclones espanola y portuguesa e implîcitamen 
te admitido por la italiana. En este caso, su regulaciôn fue con- 
suetudinaria hasta que se incluyô en el Reglamento de la Câmara - 
de Diputados en 1971, aunque no en el del Senado, lo que créa de 
hecho un desequilibrio.
Ademâs del diverse rango normative del régimen de la eues---
ti6n de confianza en estes très paises, su regulaciôn y la utili- 
zaciôn misma del institute presentan algunas diferencias signifi­
catives :
a) Iniciativa: en Portugal, la decisidn de soliciter un veto 
de confianza a la Asambles, corresponde al Consejo de Ministres - 
(articule 203, Ib de la Constituciôn). Por el contrario, la Cons- 
tituciôn espanola reconoce expllcitamente la preeminencia del Pre 
sidente del Gobierno al atribuirle a êl la responsabilidad de tel 
decisiôn, con el ûnico requisite de someterla previamente a la de 
liberaciôn (no vinculante) del Consejo de Ministres (articule 112 
de la Constituciôn). En Italie, la praxis ha confirmado idéntica 
soluciôn .
b) Objeto material: la racionalizaciôn de la cuestiôn de con 
fianza ha llevado en les très cases a limiter notablemente su âm- 
bito, hasta el punto de privarla de gran parte de sus virtualida- 
des como instrumente de la poitica gubernamental. Elle, desde lue 
go, contrasta vivamente con le dispuesto en otros regimenes contem
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porâneos como el alemân o el francés.
En todo caso, es en Italia donde la regulaciôn parece, de he 
cho mâs restrictive. El Reglamento de la Câmara de Diputados en - 
su articule 116, admite la presentaciôn de cuestiones de confianza 
sobre articules de proyectos de ley, enmiendas a les mismos, ôrde 
nés del die, mociones y resoluciones. No, en cambio, sobre otras 
materias que son competencia exclusive de la Câmara (por ejemplo, 
las modificaciones de su Reglamento o la autorizaciôn para proce- 
sar a un diputado). Ademâs extiende el ârea de las materias exclu^ 
des a todas aquellas "para las que el Reglamento prescribe vota—  
ciones a mano alzada o por escrutinio secrete", clâusula que im—  
plica prohibir la cuestiôn de confianza sobre la votaciôn final - 
de les proyectos de ley, porque a tenor del articule 91, debe ser 
sécréta.
Es êsta ûltima una prohibiciôn indudablemente excesiva,por - 
cuanto ciertas leyes pueden ser esenciales para la ejecuciôn del 
programs o de la linea politica del Gobierno. Ademâs es inûtil pe 
dir un veto de confianza sobre une o varies articules de un texte 
legislative, si no cabe hacer otro tante cuando llega la votaciôn 
final sobre el mismo; paradeja que alcanza les limites del absur­
de cuando se trata de un proyecto de ley de un solo articule (por 
ejemplo, una ley de convalidaciôn de un décrété ley) . En défi 
nitiva, esta norma permite que les diputados, amparados en el se­
crete de la votaciôn final, rechacen un texte sobre el que previa 
mente y en escrutinio nominal, han acordado su confianza al Gobier 
no; prâctica perversa que determinô la crisis de les Gabinetes —
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Moro II y Cossiga II.
La misma tendencia a salvaguardar la autonomie decisoria del 
Parlamento en el procedimiento legislative, es perceptible en las 
regulaciones constitucionales portuguesa y espanola. La primera au 
toriza al Gobierno a pedir la confianza "sobre una declaraciôn de 
politica general o sobre cualquier asunto relevante de interês na- 
cional"; la segunda, "sobre su programa o sobre una declaraciôn de 
politica general". A primera vista, el texte espanol parece mâs re£ 
trictivo que el português, porque literalmente un "asunto de inte­
rês nacional" bien puede ser una ley o un tratado internacional. - 
Sin embargo una interpretaciôn sistemâtica de la Constituciôn lusa 
parece descartar tal conclusiôn^^^^.
En todo caso, lo notable es que ambas delimitaciones constitu
cionales del âmbito de la cuestiôn de confianza, resultan, menos -
restrictivas que la operada por el Reglamento de la Câmara italiana
porque en Espana y Portugal nada impide el planteamiento oficioso
de la cuestiôn de confianza sobre un proyecto de ley. Esto es, que
el Gobierno amenace mâs o menos abiertamente con dimitir si el Par
( 62 )lamento rechaza un texto . Y como en ninguno de los dos paises 
se exige una votaciôn final sécréta de los proyectos de ley, los Go 
biernos podrian presionar mâs eficazmente sobre los diputados de 
la mayoria con este uso oficioso de la cuestiôn de confianza que - 
con su planteamiento formai dentro de los limites establecidos por 
el Reglamento italiano.
c) Debate: el Reglamento português fija un plazo de dos dias
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entre la presentaciôn de la mociôn y el inicio de su discusiôn, es^  
tableciendo asl un paralelismo lôgico con la mociôn de censura. En 
Espana y en Italia, en cambio, los Reglamentos garantizan una vaca- 
tio de veinticuatro horas, pero sôlo para la votaciôn, plazo que - 
ademâs puede suprimirse en el caso italiano,previo acuerdo de los 
grupos parlamentarios. La ausencia de un plazo dilatorio del inicio 
del debate es comprensible en Italia, donde la cuestiôn de confian­
za se inscribe en el procedimiento legislativo en curso y no supo- 
ne en realidad el planteamiento de un problema nuevo. Sin embargo, 
en Espana, donde la cuestiôn de confianza tiene un objeto autônomo 
(un programa o una declaraciôn de political general) que puede im- 
plicar una rectificaciôn substancial de la linea de acciôn guber­
namental -hasta el punto de que se exige la presentaciôn de la cues^ 
tiôn "en escrito motivado"- pareceria mejor haber garantizado un - 
plazo de reflexiôn antes del debate.
Las reglas del debate, se asemejan en Espana a las de la in—  
vestidura del Présidente del Gobierno y en Portugal a las de la pre 
sentaciôn del programa de Gobierno (arts. 174 y 200 de los respec- 
tivos Reglamentos). En Italia la presentaciôn de la cuestiôn de —  
confianza da lugar a algunas modificaciones del procedimiento le—  
gislativo ordinario. Por ejemplo, si la cuestiôn se refiere a un - 
articule, se vota éste después de que hayan sido explicadas todas 
las enmiendas presentadas, y si résulta aprobado, aquellas se enten 
derân r e c h a z a d a s .
d) Votaciôn: en Italia y en Espana es n o m i n a l E n  Portu—  
gai, al igual que lo que ocurre con la mociôn de censura, sôlo se-
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râ nominal si la Asamblea asl lo acuerda a propuesta de la décima 
parte de sus miembros^^^^.
Para la aprobaciôn de la cuestiôn de confianza en los très - 
sistemas se exige la mayoria simple, lo que résulta congruente en 
los casos italiano y espanol, pero no asi en el caso português. - 
En êste, séria mâs coherente con la economia general de la forma 
de gobierno disenada por la Constituciôn de 1976, que se entendie 
se aprobada la cuestiôn a no ser que fuese rechazada por la mayo­
ria absolute de los diputados; es decir, el mismo criterio que pa 
ra el control inicial del programa gubernamental por la Asamblea 
de la Repûblica y no otro mâs exigente.
e) La utilizaciôn de la cuestiôn de confianza présenta perfi 
les singulares en cada uno de estos regimenes que, en parte, deri 
van de la diferente regulaciôn que recibe este institute en cada 
uno de ellos y de las particularidades de sus respectives formas 
de Gobierno.
En Italia, el supuesto mâs normal es que el Gobierno plantée 
la cuestiôn para reforzar la cohesiôn de su mayoria parlamentaria 
en decisiones importantes. Sin embargo, como ya se ha dicho, la - 
definiciôn restrictive del objeto de la cuestiôn de confianza en 
este sistema determine que en muchos casos la aprobaciôn de la —  
misma no sea mâs que una victoria efimera del Gobierno, une "dec^ 
siôn aparente" expuesta a desvanecerse, acto seguido, bajo el efec 
to disgregador del escrutinio secreto. En estas condiciones, el - 
multiplicarse de las cuestiones de confianza durante los ûltimos
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ahos (se han planteado 34 entre 1971 y 1980) ha sido interpretado 
como un sintoma de la crisis del rêgimen^^^^. También cabe desta- 
car la reciente utilizaciôn de la cuestiôn de confianza como ins- 
trumento procesal destinado a combatir el obstruccionismo parla—  
mentario^^^).
Por el contrario, en Espana y Portugal este procedimiento ha 
sido, hasta la fecha, bastante menos utilizado. En ambos casos, - 
el primer recurso a la cuestiôn de confianza estuvo destinado a - 
lograr un aval parlamentario para la gestiôn de un Gobierno mino- 
ritario. En Espana se trataba del Gobierno Suârez IV, formado a - 
raiz del reajuste ministerial de 9-9-80, y en Portugal del Gabine 
te Soares I que inicialmente habîa "pasado" por la Asamblea de la 
Repûblica sin una expresa votaciôn sobre su programa, al no haber 
se propuesto a tal efecto por la oposiciôn ninguna mociôn de re—  
chazo^^^^. El Congreso de los Diputados aprobô la cuestiôn de con 
fianza planteada gracias al apoyo que prestaron a UCD, en esta —  
ocasiôn, CiU y el PSA; sin embargo, el Gobierno Soares I fue derro 
tado en la Asamblea de la Repûblica, al obtener solamente el res- 
paldo del Partido Socialista, lo que diô lugar a la primera crisis 
parlamentaria en la historia del nuevo régimen p o r t u g u ê s .
Esta primera ocasiôn ha sido también, hasta la fecha, la ûn^ 
ca en que se ha seguido este procedimiento en Espana, pero en el 
pais vecino la praxis constitucional ha revelado una posterior —  
utilizaciôn de la cuestiôn de confianza para fortalecer el conti­
nue Gobierno-mayoria, en clave antipresidencialista. Se trataba, 
en primer término de obtener un respaldo parlamentario explicite
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para un Gobierno reciên formado. Es decir, convertir un "pariamen 
tarismo negative" como el português, donde la Constituciôn sôlo - 
exigia que el Gobierno no contase con la oposiciôn de la mayoria 
absoluta de los diputados, en una forma de gobierno basada en la 
confianza parlamentaria expresa. A tal fin, el Gabinete de Sa Car 
neiro y los dos de Pinte Balsemao pidieron un veto de confianza a 
la Asamblea de la Repûblica a continuaciôn del debate sobre su —  
p r o g r a m a . En segundo lugar, la presentaciôn de una cuestiôn - 
de confianza en sustituciôn de la dimisiôn del Gobierno después - 
de una elecciones générales. Fue lo que hizo el Gabinete de s£ —  
Carneiro el 18 de noviembre de 1980, tras los comicios del dia 5 
del mismo mes, que confirmaron la mayoria absoluta de Alianza De- 
mocrâtica. El objetivo perseguido era legitimar la continuidad —  
del Gobierno hasta la elecciôn del Présidente de la Repûblica que 
debia tener lugar el dia 7 de d i c i e m b r e . Todas estas votacio- 
nes de confianza tuvieron un resultado aprobatorio.
3.2. La Mociôn de Censura
La Asamblea de la Repûblica, el Congreso de los Diputados y 
cada una de las dos Câmaras del Parlamento italiano pueden provocar el
cese del Gobierno, mediante la votaciôn de una mociôn expresamente 
destinada a tal efecto. El perfil procesal de este acto tiene las 
siguientes caracteristicas:
a) Objeto: se trata de la responsabilidad politica del Go­
bierno en su conjunto. La mociôn de censura contra uno de sus - 
miembros no ha sido prevista por ninguna de las très Constitucio
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nés, aunque todas ellas reconocen que los Ministros son individual
(72)mente responsables por la actividad de sus departamentos . N o ­
ie estâ vedado al Parlamento exigir esta responsabilidad individual,
pero sôlo podrâ hacerlo utilizando medios menos contundentes que -
( 73 )la mociôn de censura
b) Iniciativa: en Portugal corresponde a la cuarta parte de - 
los Diputados o a un grupo parlamentario. En Ccimbio en Italia y en 
Espana el criterio es mâs restrictive: no pueden ser presentadas - 
mociones de censura sino por la décima parte de los miembros de la 
correspondiente asamblea. Por otra parte, la Constituciôn portugue 
sa y después la espanola han establecido una sanciôn para los sig- 
natarios de una mociôn de censura que no resuite aprobada: no po—  
drân presentar otra durante el mismo periodo de sesiones. Con ra—  
zôn se ha comentado que esta prohibiciôn carece de sentido si cam­
bia el Gobierno (por ejemplo, por dimisiôn voluntaria) después de 
rechazarse la mociôn y que una interpretaciôn literal de esta nor­
ma puede conducir a conclusiones poco conformes con el principle - 
de la responsabilidad parlamentaria, al negar a algunos diputados
la posibilidad de presentar mociones de censura contra un Gobierno
(74 )porque ya lo hicieron contra su antecesor . Los efectos de esta 
prohibiciôn son, en todo caso, mâs graves en Portugal que en Espana, 
porque allî el periodo de sesiones es anual (de 15 de Octubre a 15 
de Junio), mientras que aqui es mâs breve: de Septiembre a Diciem- 
bre o de Febrero a Junio (arts. 177 y 73 de las respectivas Const^ 
tuciones).
Consecuencia de la presentaciôn de una mociôn de censura es -
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la prohibiciôn (expresa en la Constituciôn espanola o implîcita en 
la italiana y portuguesa) de disolver el Parlamento hasta que haya 
concluido su t r a m i t a c i ô n . Dado el carâcter constructive de la 
mociôn espanola, su presentaciôn détermina también que sea ilegît^ 
ma la dimisiôn del Gobierno antes de su votaciôn; de lo contrario 
se negarîa a una mayoria parlamentaria potencial, el derecho a sus 
tituir inmediatamente al Gobierno existente, sin necesidad de reçu 
rrir a un proceso de investidura. En la doctrina italiana hay quién 
sostiene la misma opiniôn, aunque a mi modo de ver con menos funda 
mento^^^). En cambio, en Portugal no se deduce de la regulaciôn —  
constitucional semejante limitaciôn. Al ser précisa la aprobaciôn 
de dos mociones por mayoria absoluta, no cabe duda que después de 
la presentaciôn de la primera (o incluse después de su aprobaciôn) 
puede el Gobierno dimitir voluntariamente. Es lo que hizo el Gabi­
nete Mota Pinto, en Junio de 1979, un dia antes del debate de las 
mociones de censura presentadas por el partido comunista y el par­
tido socialista respectivamente.
Se plantea también el problema de si la mociôn puede ser ret^ 
rada por quiénes la presentaron, antes de su votaciôn. En Portugal
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la respuesta es afirmativa (articule 203, 5 del Reglamento de la 
Asamblea de la Repûblica). En Italia, en cambio, los autores de una 
mociôn no pueden renunciar a ella libremente (articule 111,2 del Régla 
mente de la Câmara). En Espana la respuesta parece dudosa, pero en 
todo caso es seguro que si el candidate propuesto désisté de la can 
didatura, la mociôn decaerâ automâticamente, porque su aceptaciôn 
es un requisite procesal inexcusable (art. 113,2 del Reglamento del 
Congreso)•
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c) Contenido: la Constituciôn italiana establece que la argu-
mentaciôn de la censura debe explicitarse en el texto de la mociôn:
êsta debe ser motivada. En la prâctica, tal exigencia ha sido a me
(77 )
nudo desatendida por el carâcter genêrico de las motivaciones . 
En Portugal, el requisite de la motivaciôn parece implicite en el 
precpeto constitucional que vincula las mociones de censura a la - 
ejecuciôn del programa gubernamental o a asuntos de interês nacio­
nal. Por el contrario el articule 113 de la Constituciôn espanola 
en vez de imponer la obligaciôn de fundamentar la censura, oblige 
a justificar el carâcter constructive de la misma, mediante la in- 
clusiôn de un candidate a la Presidencia del Gobierno. Mâs adelan- 
te nos referiremos a las consecuencias politicas de esta exigencia. 
En todo caso hay que senalar que la praxis primero y después el Re
giamento del Congreso, han dispuesto también el carâcter necesaria
(78)mente motivado de la mociôn
d) Debate: las très Constituciones garantizan el transcurso de 
un periodo de tiempo entre la presentaciôn de una mociôn de censura 
y el comienzo de su discusiôn. Très dias en Italia, dos en Portugal 
y dos también en Espana (como se desprende, en este caso, del ûlti- 
mo inciso del articule 113,3 de la Constituciôn que réserva esos —  
dias para la presentaciôn de mociones alternatives).
Puera de estos términos dilatorios, las Constituciones no han 
determinado un plazo dentro del cuâl deba tener lugar necesariamen- 
te el debate de la mociôn. El Reglamento de la Asamblea de la Repû­
blica portuguesa, ha corregido esta deficiencia (articulo 203,1). 
Pero en Espana e Italia la fijaciôn de la fecha de la discusiôn co
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rresponde a las respectivas Câmaras sin perjuicio de lo dicho en - 
el pârrafo anterior.
Las réglas sobre el debate tienen algunos aspectos comunes: -
por ejemplo la tendencia a no restringir la duraciôn de las inter-
venciones (lo que por cierto puede conducir a debates demasiado —
largos, por lo que résulta prudente la disposiciôn del articulo 197
de la Constituciôn portuguesa que fija en très dias la duraciôn —
(79 )mâxima del mismo) . Sin embargo, las diferencias son muchas, e£ 
pecialmente en el caso espanol, porque aqui el procedimiento de la 
censura tiene indudables paralelismos con el de la investidura (art. 
177 del Reglamento del Congreso), con la salvedad de que el Candida 
to a Présidente ho es propuesto por el Rey, sino por la oposiciôn.
e) Votaciôn: debe ser nominal en Italia y en Espana (articu­
lo 94 de la Constituciôn y articulo 85 del Reglamento del Congreso 
respectivamente), y esta régla se justifies sobradamente por la ne 
cesidad de fomentar la cohesiôn de la mayoria y la transparencia - 
del proceso politico. En Portugal, paradôjicamente, no existe tal 
exigencia, siendo précisa una decisiôn de la Asamblea, a propuesta 
de la décima parte de sus miembros, para que la votaciôn sea nomi­
nal (articulo 109 del Reglamento). La Constituciôn espanola exige 
también que la votaciôn no se célébré antes de que transcurran cin 
co dias desde la presentaciôn de la mociôn.
Esta se aprueba por mayoria absoluta en Espana y simple en - 
Italia. En Portugal no se exige una mayoria cualificada, aunque - 
la mociôn sôlo implicarâ la dimisiôn obligatoria del Gobierno si
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es aprobada por mayoria absoluta. Mâs aûn, hace falta la aprobaciôn 
de dos mociones en estas condiciones, con un intervalo de treinta - 
dias, para que se produzca el efecto dimisionario, lo que supone —  
que el enfrentamiento Parlamento-Gobierno se cristaliza durante un 
mes, a menos que el Gobierno dimita antes. En definitive en Portugal 
se deslinda constitucionalmente la eficacia de la mociôn de censura^ 
como procedimiento de critica al Gobierno y como cauce para determ^ 
nar su cese.
f) En cuanto a la utilizaciôn de la mociôn de censura, hay que 
subrayar que, hasta la fecha, ninguna ha sido aprobada en estas très
democracies. Ademâs, el nûmero de mociones intentadas ha sido muy -
a pr 
(81)
exiguo^^^). Pautas que, por otro lado, no contrastan con l axis
de la mayor parte de los regimenes parlamentarios actuales
La diversidad de regulaciones juridicas de este institute no - 
parece haber influido en su efectividad como cauce para determiner 
el cese del Gobierno. A primera vista, por tanto, parece que los —  
constituyentes espanol y português atribuyeron excesiva importancia 
a los requisites restrictives que incorporaron a la mociôn de censu 
ra, porque la Constituciôn italiana, con un planteamiento menos ri­
gide (recuérdese que la censura puede ser aprobada por cualquiera - 
de las dos Câmaras y por mayoria simple) no ha dado lugar, por esta 
via a una multiplicaciôn de las crisis gubernamentales. Sin embargo, 
esta es sôlo una primera aproximaciôn al problema, y una vez anali- 
zado el perfil politico de la sucesiôn gubernamental en estos très 
sistemas, se podrâ discutir sobre presupuestos mâs concretos las po 
sibles repercusiones de las distintas regulaciones de la mociôn de
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censura y especialmente las consecuencias de su versiôn construct^ 
va. Me remito, a estos efectos, a la ûltima secciôn del Capîtulo - 
Tercero.
4.- La revocaciôn del Primer Ministre por el Jefe del Estado
Propia del Antiguo Régimen, la facultad del Rey de revocar a 
sus Ministros fue mantenida en las monarquîas constitucionales co­
mo manifestaciôn de la separaciôn entre los poderes y de la exclu­
sive titularidad regia del ejecutivo. "Solamente al Rey correspon­
de la designaciôn y la revocaciôn de los Ministros" afirmaba la —  
Constituciôn francesa de 1791, fôrmula paradigmâtica que fue inclu^ 
da después en casi todas las constituciones monârquicas del siglo 
pasado. Entre otras, las espanolas de 1812, 1837, 1845, 1869 y 1876;
las portuguesas de 1822, 1826 y 1838 y el estatuto del Reino del -
(82^
Piamonte -mâs tarde Italia- de 1848
Aunque las primeras Constituciones republicanas también atri­
buyeron al Présidente el poder de separar a los ministros, las pos^ 
teriores tendieron a racionalizar esta competencia y si concebian 
la revocaciôn del Primer Ministre como un poder propio del Presi—  
dente de la Repûblica, exigian en cambio la propuesta o el asenti- 
miento de aquél para la separaciôn de los restantes miembros del - 
Gobierno. Este es el caso de la Constituciôn espanola de 1931 y de 
la portuguesa de 1933,
Sin embargo, en el panorama del constitucionalismo actual el
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poder de revocaciôn es una figura excepcional. De hecho, en Europa 
Occidental solamente entre los regimenes semipresidenciales, cabe 
encontrar ejemplos de constituciones modernas que reconozcan este 
poder expresamente (la portuguesa y la austrîaca) o al menos impli 
citamente, como ocurre en Finlandia y en la V Repûblica francesa.
En Italia, pese a que los constituyentes no dotaron al Prési­
dente de la Repûblica de la competencia de destituir al Présidente 
del Consejo, las primeras interpretaciones doctrinales tendian a - 
considerar implîcita tal facultad en el poder de nombramiento esta 
blecido en el articulo 94. Hoy sin embargo, prevalece completamente
la opiniôn contraria, confirmada ademâs por la experiencia constitu
(83)cional de estos treinta y cinco ahos .
Sin perjuicio de ello, varios autores admiten el poder de re­
vocaciôn en circunstancias excepcionales y encuadrado dentro de la 
funciôn presidencial de garante de la Constituciôn. Supuestos para 
ello serian la negativa a dimitir de un Gobierno alcanzado por la 
desconfianza parlamentaria o su falta de presentaciôn ante las Câ­
maras después de su n o m b r a m i e n t o S e  trata por tanto de hipôte 
sis de revocaciôn no para interrumpir la relaciôn de confianza en­
tre el Parlamento y el Gobierno sino para asegurar la efectividad 
de la misma. Sin embargo, no cabe pasar por alto que esta sanciôn 
presidencial no podria sustraerse a la exigencia del refrendo esta 
blecida de manera general por el articulo 89. Resultaria asi una - 
organizaciôn procesal contradictoria con la finalidad de la revoca 
ciôn, porque condicionaria la validez de este acto al asentimiento 
del Présidante del Consejo^^^^.
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En Espana, la Constituciôn tampoco reconoce al Rey poder para 
revocar al Présidente del G o b i e r n o ^ . Pese a ello, cabrîa pregun 
tarse, como lo hace la doctrina italiana, por la posible legitimi- 
dad de la revocaciôn como sanciôn contra un Gobierno que se negase 
a presentar la dimisiôn tras la celebraciôn de nuevas elecciones o 
después de perder la confianza parlamentaria. Como estos eventos - 
llevan aparejada en Espana una eficacia destitutoria, el problema 
no séria en realidad aqui tan grave, porque el Gobierno, aunque se 
negase a dimitir séria de iure un Gobierno cesante. No obstante, - 
para formalizar la situaciôn (y sin perjuicio de la responsabilidad 
criminal del Présidente del Gobierno), el Rey en garantie del "fun- 
cionamiento regular de las instituciones" (art. 56) podria dictar - 
un Decreto (que en realidad no séria de revocaciôn, sino declarati- 
vo del cese) y el refrendo del mismo podria corresponder al Presiden 
te del Congreso -por analogie con lo dispuesto en el ûltimo inciso - 
del art. 64,1-, lo que significa una soluciôn procesal menos proble 
matica que la comentada al tratar del caso italiano.
Sôlo en Portugal encontramos constitucionalmente organizado el 
poder de revocaciôn como un elemento normal de la forma de gobierno. 
En efecto, la Constituciôn de 1976, siguiendo en este punto a la 2— 
plateforme suscrita por el Movimiento de las Fuerzas Armadas y los 
partidos politicos, establece en su articulo 136,f, la facultad del 
Présidente de destituir al Primer Ministre. Norma que viene a incor 
porar a la nueva Repûblica un rasgo de la forma de gobierno de la - 
Constituciôn de 1933 (aunque alli el poder personal de Salazar anu- 
laba de hecho tal facultad del Jefe de Estado) y también del régi­
men transitorio (ley 3-74 articules 7 y 8; ley 5-74 articules 1 y 5
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y ley 6-75 articulo 1).
El régimen juridico de la revocaciôn se caracteriza por no exi 
gir para este acto del Jefe del Estado el refrendo, parecer vincu­
lante o autorizaciôn de ningûn otro ôrgano. Se trata por tanto de 
un poder propio del Présidente de la Repûblica que sôlo viene obl^ 
gado a consulter con el Consejo de la Revoluciôn, pero la opiniôn 
de éste no es vinculante (de hecho, fue contraria a la revocaciôn
del Primer Ministre en la ûnica ocasiôn en que ha sido ejercida e£
(87)ta competencia presidencial) . Caben dudas sobre si deben ser -
ademâs consultados los partidos politicos porque la remisiôn del -
(88)articulo 136 f al articulo 190 es, desde luego, confusa . Pero 
tal consulta en la prâctica no ha tenido lugar.
El poder de revocaciôn se utilizô por primera y ûnica vez en 
la crisis del II Gobierno Constitucional, Gobierno mayoritario PSP- 
CDS presidido por Mario Soares.
Los hechos ocurrieron asi: el 9 de julio de 1978, el CDS publ^ 
caba un comunicado contra el Ministro de Agriculture a quién acusa- 
ba de hacer excesivas concesiones a la izquierda en la gestiôn de - 
la reforma agraria y pedia su relevo, El dia 16, el Secretariado Na 
cional del PSP reafirmaba su lealtad "al espiritu y a la letra" del 
acuerdo que habian suscrito ambos partidos y apoyaba a Mario Soares 
en su determinaciôn de no ceder a la exigencia de los centristes, - 
recordando que en los términos de dicho acuerdo, correspondia al —  
Primer Ministro la "exclusive responsabilidad" de escoger a los miem 
bros del Gobierno. Los très Ministros del CDS dimitieron el dia 24.
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Mario Soares anunciô que de momento no serian reemplazados y que - 
otros miembros del Gobierno se harian cargo de sus carteras. Sin - 
embargo, este plan de supervivencia no serviria. Très dias mâs tar 
de, el Présidente de la Repûblica, que ya venia expresando su cre- 
ciente distanciamiento respecte del Gobierno, firmaba el decreto - 
de r e v o c a c i ô n .
Hasta aqui los hechos. Vëamos ahora la argumentaciôn constitu 
cional. El Jefe del Estado aducia que con la denuncia del acuerdo 
por el CDS se "dejaban de verificar los presupuestos que permitian 
la fôrmula gubernativa en vigor". "En estos términos, la pérdida - 
de la confianza del Présidente de la Repûblica en el actual Gobier 
no,debe entenderse como un resultado automâtico e inevitable, no - 
constituyendo ningûn juicio sobre la actividad que fue desarrollada 
por el doctor Mario S o a r e s " .
El texto de este comunicado es muy significative. Al vincular 
automâticamente la pérdida de la confianza presidencial a la pérdi 
da de la base mayoritaria del Gobierno, reconoce espontâneamente - 
la falta de una causa propia al poder de revocaciôn (y suscita al 
tiempo, sérias dudas sobre la utilidad de un planteamiento dualis­
te de la responsabilidad gubernamental). Ademâs, esto implica que 
el Jefe del Estado se anticipa a la Asamblea de la Repûblica y se 
sustituye a ella -como no dejô de hacerlo notar el PSP- en la ver^ 
ficaciôn de la base politica del Gobierno, lo que choca frontalmen 
te con el sistema de confianza parlamentaria presunta, previsto —  
por la Constituciôn
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De résultés, es llamativo el contraste de esta crisis del II 
Gobierno Constitucional y la manera de tramitar situaciones anâlo 
gas en regimenes parlamentarios monistas como el italiano o el es- 
pahol. Aqui también son posibles y de hecho en Italia son extrema
damente frecuentes, las crisis "pseudoparlamenterias" que se veri
fican cuando un partido se retira de la coaliciôn gubernamental, 
pero los papeles del Jefe del Estado y del Gobierno se invierten 
respecte del ejemplo português de 1978.
En efecto, en taies supuestos, lo mâs probable es que el Go­
bierno dimita espontâneamente y al Jefe del Estado le cabe -como 
anteriormente se ha dicho- aceptar la dimisiôn o invitar al Primer
Ministro a presentarse ante el Parlamento (lo que Eanes no quiso
(92 )hacer en esta ocasiôn) . En todo caso la iniciativa de abrir -
la crisis no es competencia suya.
Para terminar, en Portugal la revocaciôn no podfa ser conside 
rada como una soluciôn excepcional, sôlo destinada a hacerse efec- 
tiva frente a Gobiernos minoritarios o que hubieran perdido su ma­
yoria inicial. Ni la doctrina ni los indicios de cômo entendian -
la Constituciôn portuguesa sus protagonists principales, avalarian
(93)tal interpretaciôn restrictiva . En consecuencia, la posibili­
dad de un conflicto institucional era permanente, al igual que la
exposiciôn del Jefe del Estado a las peticiones y presiones de las
(94)fuerzas opositoras para que destituyera al Gobierno existente
5.- El cese postelectoral
a) La causa del cese del Gobierno no es en este caso la deci­
siôn espontânea de sus miembros, ni la actuaciôn de un control in- 
terorgânico a cargo del Parlamento o del Jefe del Estado, sino la 
intervenciôn del electorado. El principle democrâtico trasciende - 
de este modo el piano de la representaciôn parlamentaria y se pro- 
yecta sobre el proceso de sucesiôn gubernamental. No se elige di—  
rectcunente un Gobierno nuevo, pero las elecciones son causa de la 
extinciôn del antiguo y consiguientemente dan oportunidad para cons^ 
tituir otro, mâs acorde con las orientaciones de la opiniôn pûblica 
y con la nueva composiciôn de las asambleas.
En Italia, este planteamiento no aparece expresamente consti-
tucionalizado, pero en la prâctica ha sido respetado siempre, no -
como una simple régla de correcciôn constitucional, sino como una
(95)verdadera obligaciôn juridica . Acaso cabrîa senalar como exce£ 
ciôn parcial a esta régla, que De Gasperi, tras las elecciones de 
1948, no presentô la dimisiôn sino que procediô a un amplio reajus^ 
te ministerial.
Por el contrario, las nuevas Constituciones ibéricas han for- 
malizado esta exigencia del régimen parlamentario. El art. 190 del 
texto português, al disponer que el Primer Ministro serâ nombrado 
"teniendo en cuenta los resultados électorales", presupone lôgica- 
mente la obligatoriedad del cese del Gobierno que presidiô las elec 
ciones. Debe entenderse que tal deber surge a partir de la publica 
ciôn oficial de los resultados é l e c t o r a l e s . No obstante, como
ya se ha dicho. Sa Carneiro obviô, en 19 80, el cumplimiento de es­
ta norma, sustituyendo su dimisiôn por la solicitud de una vota—
ciôn de confianza a la nueva Asamblea; prâctica que no dejô de —
(97)susciter fuertes crîticas
Todavia con mayor claridad, el art. 101 de la Constituciôn e£
pahola dispone que "el Gobierno cesa tras la celebraciôn de elec—
ciones générales" y la interpretaciôn conjunta de este precepto —
con el art. 99 indica que tal supuesto se refiere a la renovaciôn
(98)del Congreso, aunque no ocurra otro tanto con la Câmara Alta
En cuanto al momento del cese, parece claro, como en el caso portu
gués, que es obligatoria la dimisiôn del Gobierno a partir de la -
publicaciôn de los resultados oficiales, a no ser que por retrasos
en tal publicaciôn por la Junta Electoral Central, la constituciôn
de la Câmara se produzca antes (en base a las certificaciones de -
las Juntas Electorales Provinciales), en cuyo caso, ésta séria la -
( 99 )fecha que deberia retenerse como déterminante . Conviene subra­
yar que la obligatoriedad del cese postelectoral no exime al Presi 
dente del Gobierno de presentar la dimisiôn (aunque en 1979 y 19 82 
no consta que esto haya ocurrido), porque sôlo al aceptar dicha di 
misiôn puede el Rey, en cumplimiento del art. 62,d, "poner fin a - 
sus funciones". Aceptaciôn que no tendria en este supuesto mâs que 
un carâcter declarative, pero que, como ya se ha dicho, résulta un 
acto indispensable para el cumplimiento de la C o n s t i t u c i ô n .
b) El problema del cese postelectoral se relaciona directamen 
te con el de la disoluciôn anticipada de las Câmaras,porque una vez 
establecida la obligatoriedad del primero, la disoluciôn aparece -
como un instrumento para renovar no sôlo el Parlamento, sino, en - 
principio, también el Gobierno.
El poder de disoluciôn se atribuye en los ordenamientos cons­
titucionales aqui comentados conforme a tres esquemas; la disolu—  
ciôn competencia del Jefe del Estado pero sometida al control del 
Gobierno, la disoluciôn competencia exclusiva del Jefe del Estado 
y la disoluciôn gubernamental.
El caso italiano se ajusta al primer modelo. Corresponde al - 
Présidente de la Repûblica disolver la o las Câmaras con un acto - 
que estâ sometido a refrendo ministerial; y aunque la mayor parte 
de la doctrina tiende a reconocer que se trata de un verdadero po­
der propio, la misma configuraciôn procesal del institute excluye 
su utilizaciôn en clave antigubernamental, como arma del Jefe del 
Estado contra el Gabinete y su mayoria p a r l a m e n t a r i a . La exi­
gencia del refrendo se yergue contra semejante diseho. Igualmente 
ilegitimo séria, segûn una reciente interpretaciôn, el ejercicio - 
de este poder al servicio primordial de los intereses de los part^ 
dos gubernamentales (que es, en cambio, lo usual en la praxis bri- 
tânica) y la intervenciôn del Jefe del Estado constituye una garan 
tia contra ese uso p a r c i a l . En definitiva parece haber una —  
gran coincidencia en senalar que la ûnica disoluciôn consentida es 
"la fundada en razones estrictamente funcionales, efectuada por —  
exigencias objetivas de la dinâmica del s i s t e m a " E  interesa 
senalar que en la prâctica, el presupuesto légitimante de la diso­
luciôn se ha identificado con la desagregaciôn de la mayoria (en - 
1972 y 1976 la del Centro sinistra y en 1979 la de "solidaridad de 
mocrâtica") y con la consiguiente imposibilidad de formar otro Go-
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bierno con apoyo parlamentario. Cabe mencionar también que en 1972 
y 1976 un motivo codeterminante de la disoluciôn fue la voluntad - 
de gran parte de las fuerzas politicas de posponer la celebraciôn 
de los référendums sobre el divorcio y el aborto respectivamente - 
(lOo bis)  ^ esas condiciones se procediô a formar en cada caso 
un Gobierno minoritario (que en 1972 y 1976 fue un monocolor demo- 
cristiano y en 1979 una pequeha coaliciôn DC-PRI-PSDI) que tuvo —  
que dimitir,bien inmediatamente por no haber obtenido la confianza 
del Parlamento, bien a los pocos dias al retirarle su apoyo uno de 
los partidos que se abstuvieron en la votaciôn de confianza. En con 
secuencia, las elecciones anticipadas fueron presididas por estos - 
Gabinetes dimisionarios, y la disoluciôn no apareciô como un instru 
mento para poner término a la existencia del Gobierno, sino como —  
una opciôn que derivaba precisamente de la crisis gubernamental ya 
formalmente planteada y de la imposibilidad de resolverla de otro - 
modo.
El problema se ha planteado de distinta manera en Portugal, —  
porque la Constituciôn de 1976 supeditaba el decreto presidencial - 
de disoluciôn a la previa obtenciôn de un dictamen favorable del —  
Consejo de la Revoluciôn, eximiéndolo en cambio del refrendo minis­
terial. Por consiguiente, esta organizaciôn procesal parecîa descar 
tar como en el caso italiano, una disoluciôn en interês del Gobier­
no , pero no cabe decir otro tanto de la disoluciôn abiertamente anti 
gubernamental (especialmente si se pone en conexiôn esta prerroga-
tiva del Jefe del Estado português con la de revocar al Primer Minis^ 
tro, que también le correspondia) . Sin embargo, una interpréta
ciôn sistemâtica de los preceptos constitucionales demuestra que la
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ratio de este institute, también en Portugal, era desbloquear si­
tuaciones de parâlisis institucional y no tanto posibilitar la in­
tervenciôn del Présidente de la Repûblica en la lucha politica. En 
efecto, los limites establecidos por el art. 198 para el ejercicio 
de este poder (prohibiciôn de disolver la Asamblea, sino en el ca­
so de que hubiera rechazado por tres veces consécutives el progra­
ma del Gobierno y, por el contrario, obligaciôn de disblverla cuando 
hubiera determinado mediante votaciones de desconfianza la tercera 
sustituciôn del Gobierno) indican una clara preferencia por la di­
soluciôn funcional y destinada a reconstruir la relaciôn de confian 
za entre el Parlamento y el Gabinete. Por otro lado, aunque la di­
soluciôn podia ocurrir fuera de estos supuestos extremes, la ex^ 
gência de un dictamen favorable del Consejo de la Revoluciôn, ten—  
dfa también a garantizar el uso funcional de este poder. Sin embar 
go, ello no obsta para advertir que aunque tal fuera la justifica- 
ciôn de la disoluciôn -y no hay duda de que parcialmente lo fue en 
1979, como lo prueba la acentuada inestabilidad gubernamental an 
terior, que culminô con la crisis del Gobierno Mota Pinto- su tra- 
mitaciôn en el marco português podia diferir sustancialmente del - 
modelo i t a l i a n o ^ . En vez de realizar la disoluciôn con el Go—  
bierno cesante, el Présidente português podia nombrar otro nuevo - 
que gracias al caracteristico "parlementarisme negative" que esta- 
blecia la Constituciôn ténia asegurado su "pase" por la Asamblea; 
y encomendar a este Gobierno, en plenitud de competencies, là ges­
tiôn de las elecciones. En esas condiciones tal Gobierno, corria - 
el riesgo de aparecer ante muchos sectores de opiniôn como un au—  
téntico Cabinet de combat. Esta fue en efecto la acusaciôn que re
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cibiô el Gobierno Pinta-Silgo: la de ser un instrumento del Prési­
dente contra la reciên formada de Alianza D e m o c r â t i c a .
Pero es el caso espanol el que mâs se diferencia en este pun­
to de los otros dos, porque aunque la Constituciôn de 1978 también 
prevé un supuesto de disoluciôn funcional (el del art. 99,5 que mâs 
adelante comentaremos), el procedimiento general establecido en el 
art. 115 configura una disoluciôn estrictamente gubernamental (a - 
la manera inglesa) porque corresponde ûnicamente al Gobierno, y en 
concrete a su Présidente, apreciar la oportunidad de recurrir a e£ 
ta medida, siendo el asentimiento del Rey a la misma un acto for—  
mal y o b l i g a d o . En consecuencia, dada una situaciôn de crisis 
inminente, el Primer Ministro espanol puede optar entre dos vias - 
para formalizarla: su dimisiôn o la disoluciôn del Parlamento, mien 
tras que sus homônimos italiano y português sôlo disponen de la pr^ 
mera. Ello implica una segunda diferencia con respecto a las pautas 
actuales de la praxis constitucional de estos dos paises: las elec­
ciones anticipadas son presididas en Espana por un Gobierno ordina­
rio, en plenitud de funciones, mientras que, hasta3a fecha, en Ita­
lia, por un Gobierno dimisionario y en Portugal por un Gobierno pre 
sidencial ad hoc^^^^ bis)^ Todo ello contribuye, en principio, a for 
talecer extraordinariamente la posiciôn del Premier espanol, y tam­
bién -no cabe ocultarlo- posibilita abusos de poder si esta competen 
cia no fuera utilizada prudentemente.
6.- La dimisiôn del Gobierno cuando cambia el Jefe del Estado
De los tres paises estudiados, solamente en Portugal cabe de- 
ducir de la Constituciôn la obligatoriedad de esta prâctica, porque 
elGbbierno es responsable ante el Présidente de la Repûblica (art. 
193), En Italia se trata de un mero gesto de cortesia derivado de 
la praxis constitucional de la monarquia estatutaria, debiendo por 
tanto excluirse la hipôtesis de que el nuevo Présidente acepte es­
ta dimisiôn s i m b ô l i c a . Sin embargo, a veces, la elecciôn de - 
un nuevo Présidente ha sido la ocasiôn para realizar un reajuste - 
m i n i s t e r i a l . En Espana no hay desde luego obligaciôn constitu 
cional de que el Gobierno dimita tras la sucesiôn en la Corona. De 
hacerlo, se tratarla también en este caso de un acto de cortesia, 
cuya justificaciôn, como en otras monarquîas parlamentarias euro—  
peas, résulta ya por otro lado muy dudosa, porque la confianza per 
sonal del Rey no es fundamento de la legitimidad del G o b i e r n o ^ .
7.- El fallecimiento del Primer Ministro
Este supuesto, expresamente previsto por la Constituciôn espa 
hola, détermina desde luego el cese del Gobierno,también en los or 
denamientos italiano y português, sin que pueda obivarse tal resu^ 
tado mediante la sustituciôn del Premier por un Vicepresidente o - 
un M i n i s t r o .
065
B) EL STATUS DEL GOBIERNO DIMISIQNARIO 
Y DEL GOBIERNO CESANTE
La situaciôn jurîdica del Gobierno desde la presentaciôn de - 
la dimlsiôn hasta el nombramiento, o mejor aûn, hasta la toma de - 
posesiôn de su sucesor, es el problems que aquî nos ocupa. Problems 
tradicionalmente espinoso y al que las Constituciones modernas no 
suelen dar uns soluciôn complets y a d e c u a d a .
En Italia, la doctrina distingue dos fases en este perlodo.
La primera -Gobierno dimisionario stricto sensu- que comienza cuan 
do el Jefe del Estado recibe la dimisiôn y que termina cuando la - 
acepta. La segunda -prorogatio- que se inicia entonces y que con—  
cluye con el juramento de los miembros del nuevo G o b i e r n o .Sin 
embargo, de acuerdo con la praxis actual que, como ya se ha dicho, 
retrasa la aceptaciôn de la dimisiôn hasta hacerla coincidir con el 
nombramiento del nuevo Gobierno, la prorogatio se reduce a un mini­
me, prâcticamente sôlo un dis, y los problemas se centran en la in- 
terpretaciôn de la situaciôn jurîdica del Gobierno dimisionario, - 
situaciôn que puede, por el contrario, prolongarse durante bastante
t i e m p o ^ l l ^ ) ,
Aunque la Constituciôn Italians no dice nada expresamente so 
bre el Gobierno dimisionario, cabe sehalar los siguientes crite- 
rios interprétatives sobre la materia, avanzados por la doctrina.
En primer lugar, que a diferencia del Gobierno prorogate, el Go­
bierno dimisionario "puede ser restituido a nueva vida" si el Je 
fe de Estado rechaza la dimisiôn presentada, salve en el case, - 
por supuesto, de que la crisis haya side originada por la aproba
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ciôn de una mcciôn de desconfianza que hace inevitable el cese del 
G o b i e r n o . En segundo lugar, que fuera de lo antes dicho, el - 
status del Gobierno es igual cualquiera que haya sido la causa de 
su dimisiôn (obligatoria, voluntaria o ritual) . En tercer lu­
gar que la actividad del Gobierno debe restringirse a la adminis—  
traciôn ordinaria, como se deduce de una praxis ininterrumpida, se 
gûn la cual el Gobierno, al anunciar su dimisiôn, comunica a las - 
Câmaras que permanece en el cargo para atender a los asuntos co—  
rrientes.
Sin embargo^ dista de haber acuerdo sobre la naturaleza de e£
ta restricciôn de los poderes del Gobierno dimisionario. Muchos au
tores, siguiendo, en este sentido la interpretaciôn doctrinal prévale
Ciente en la êpoca estatutaria, explican la administraciôn ordina
ria como una simple autolimitaciôn del Gobierno dimisionario, basa
da en criterios de correcciôn o a lo sumo de origen convencional^^^^^
No falta tampoco quien relaciona esta actividad limitada del Gobier
no con una simple condiciôn de hecho: la ruptura de la coaliciôn -
que sostenîa al Gobierno es lo que impide el funcionamiento normal
y pleno de aquella instituciôn (y también del Parlemente). Por con
siguiente, conforme a esta tesis "realista", el contenido de la ad
ministraciôn ordinaria séria esencialmente elâstico, porque si me-
diante acuerdos puntuales logra recomponerse momentâneamente la —
coaliciôn, nada impediria la adopciôn de acuerdos politicos impor-
( 118 )tantes, incluso en esta fase posterior a la dimisiôn
Junto a las anteriores, hay que destacar otra linea interpre­
tative (présente sobre todo en los trabajos mâs recientes) que afir
067
ma la existencia de verdaderos limites juridicos que circunscriben
la actividad del Gobierno d i m i s i o n a r i o . Limites que excluyen
fundamentalmente todos aquellos actos que expresan una orientaciôn
politica originaria, vinculada a una perspective partidista, que -
requieren en definitive una emplie discrecionalidad de valoraciôn
en cuanto a los fines y a los medios . El fundamento de esta -
exclusiôn dériva de la interpretaciôn a contrario del art. 94,1 de
la Constituciôn que exige que el Gobierno cuente con la confianza
de las Câmaras; de manera que sôlo la permanencia de ese presupues^
to estructural habilita para una actividad gubernamental plena, y
su ausencia -que se refleja en la dimisiôn del Gobierno ya sea por
propia iniciativa o por la de las asambleas- détermina una disminu
ciôn de los poderes de aquel ôrgano^^^^^. En concrete, el Gobierno
dimisionario sôlo se hallarla habilitado para realizar los actos -
que corresponden a su competencia institucional como interprète de
los intereses générales, actos que estân vinculados a fines objet^
vos suficientemente determinados y que por tanto pueden ser adopta
(122)dos sin valoraciones polîticas discrecionales . En ûltimo tér-
mino, sin embargo, este parâmetro no puede traducirse en una mecâ- 
nica distinciôn de actos admitidos y excluidos (fuera, quizâ, de 
un reducto mînimo ciertamente vedadc, en cuva determinaciôn no exis 
te sin embargo, compléta unanimidad doctrinal), sino que cada acto 
en concrete habrâ de ser valorado en funciôn del contexte politico 
y ambiental en el que se p r o d u c e . En consecuencia, la determ^ 
naciôn inevitablemente casuistica del limite juridico,aconseja una 
autolimitaciôn complementaria del Gobierno dimisionario en base a 
reglas de correcciôn constitucional^^^^^. Por ûltimo no hay que o3^
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vidar que en condiciones de urgencia y necesidad el Gabinete dimi 
sionario podrîa superar los limites vigentes en tiempos normales.
En cuanto a los mécanismes de control de los actos viciados 
por incompetencia, hay que senalar en primer término une estable 
cido por el derecho positive prerrepublicano, pero todavia vigen- 
te. Se trata del art. 14 del R.D. de 18-11-23, que impide al Go—  
bierno dimisionario instar de la Corte de Cuentas el registre con 
réserva de los décrétés; en consecuencia ésta no viene obligada a 
registrarlos si objeta su l e g a l i d a d . Ademâs, la doctrina no 
excluye el control jurisdiccional de los actos viciados, aunque - 
la jurisprudencia (separândose en este punto de la experiencia —  
francesa) no haya hasta ahora aceptado esa o r i e n t a c i ô n . Por 
ûltimo, también cabria un control politico inter-ôrganos a cargo 
del Jefe del Estado, mediante su negativa a expedir los décrétés 
que sobrepasen los limites m e n c i o n a d o s .
En Portugal, durante el période aqui comentado, y también en
Espana el problema se ha planteado de distinta manera. En primer
lugar, la praxis constitucional de estes paises desconoce o ha m^
nimizado la figura del Gobierno dimisionario. El Présidente de la
Repûblica portuguesa ha emitido el Décrété de exoneracao el mismo
dia en que le fue presentado el correspondiente pedido por el Pri-
 ^ (128)mer Ministre, o como mucho très dias mâs tarde . Por otro la-
do, en los cases en que el cese era obligatorio, a consecuencia - 
de una votaciôn de la Asamblea de la Repûblica, el Décrété se ha
(129 )
dictado el mismo dia en que aquella se produjo o al dia siguiente 
Finalmente es obvie que la figura del Gobierno dimisionario no te
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nia cabida cuando se trataba de la destituciôn pura y simple del - 
Primer Ministre por el Jefe del Estado. Por lo que se refiere a Es^  
pana, al no haber constancia de que el Présidente del Gobierno ha­
ya presentado la dimisiôn despuês de la celebraciôn de las eleccio 
nés générales y, en todo case, al faltar un Décrété que formalize 
se la aceptaciôn de aquella, résulta dificil hablar de un Gobierno 
dimisionario.
La figura bâsica durante la tramitaciôn de la sucesiôn guber­
namental, no ha sido en estes paises la del Gobierno dimisionario, 
sino la del Gobierno en prorogatio. Ademâs, la validez de este in£ 
tituto no tiene que ser objeto, como en Italia, de una demostraciôn 
doctrinal, porque viene expresamente establecida por las Constitu­
ciones. Las fuentes normatives en esta materia son respectivamente 
el art. 189,4 de la Constituciôn portuguesa que afirma que "en ca- 
so de dimisiôn los miembros del Gobierno cesante permanecerân en - 
funciones hasta la toma de posesiôn del nuevo Gobierno", y el art. 
101,2 de la Constituciôn espahola, evidentemente inspirado en el - 
texte luso, cuyas palabras casi literalmente repite: "el Gobierno 
cesante continuarâ en funciones hasta la toma de posesiôn del nue­
vo Gobierno".
Estos preceptos tienen el mêrito de haber afirmado claramente 
la continuidad del Gobierno después del cese, descartando con ello 
la hipôtesis de que este ôrgano pudiera hallarse vacante durante - 
la crisis. Pero plantean también problemas interprétatives a cuya 
soluciôn a veces no ha contribuido la praxis constitucional actual.
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Ejemplo de esto ûltimo es el interrogante que se présenta en 
Espana acerca del momento en que el Gobierno cesa y pasa, por tan 
to, a ser un Gobierno prorrogado. De este asunto ya nos hemos ocu- 
pado en las pâginas anteriores, pero vale la pena resumir que, a - 
falta de un Real Decreto de aceptaciôn de la dimisiôn, que hubiera 
solucionado todas las dificultades, hay que interpreter que el Go­
bierno cesa, en el supuesto de dimisiôn voluntaria, cuando ésta —  
sea aceptada oralmente por el Rey (lo que pone el problema de docu 
mentar esa fecha); en los restantes supuestos, cuando se produzca 
el evento que, de acuerdo con la Constituciôn, oblige al Présidente 
del Gobierno a presenter la dimisiôn y al Rey a aceptarla. Esto es, 
la pubiicaciôn oficial de los resultados de las elecciones de dipu 
tados, la adopciôn de una mociôn de censura y el rechazo de una —  
cuestiôn de c o n f i a n z a b i s ) ^
En Portugal, no se suscita el problema anterior, porque siem- 
pre ha habido, como ya se ha dicho, un Decreto presidencial que en
algunos casos tenîa un valor constitutivo del cese y en otros mera
(129 tiôir• )mente declarative del mismo * . Sin embargo, han aparecido
otras dificultades derivadas de la propia redacciôn del art. 189,4. 
Este precepto establece la prorogatio del Gobierno "en caso de di­
misiôn", cuyas causas, a tenor del art. 198, son exclusivamente; 
el rechazo del programa gubernamental, la no aprobaciôn de una mo­
ciôn de confianza y la aprobaciôn de dos mociones de censura. Por 
consiguiente, la Constituciôn de 1976 no détermina que haya de con 
tinuar en funciones el Gobierno revocado por el Jefe del Estado —  
(ya sea por propia iniciativa o a peticiôn del Primer Ministre). 
Imprevisiôn que diô lugar a un importante conflicto constitucional.
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En efecto, cuando el Gobierno Soares II fue destituido en ju 
lio de 1978, el decreto presidencialdispuso, haciendo una aplica- 
ci6n extensiva del articule 189,4, que los miembros del Gobierno 
cesante continuaran en funciones. Estos sin embargo, se opusieron 
a tal exigencia alegando -como algunos intêrpretes de la Constitu 
ciôn- que en caso de exoneracao el Présidente no puede pretender 
la apertura de un periodo de crisis y la subsistencia transitoria 
del Gobierno, sino que ha de tener dispuesto un nuevo equipo guber 
namental y procéder a su inmediato n o m b r a m i e n t o . Sin embargo, 
aunque el Consejo de Ministres no se reuniô después de la exonera- 
çao y Soares ni siquiera voiviô a su despacho oficial, tanto él 
como los Ministres practicaron todavia algunos actos imprescindi- 
bles para evitar la parâlisis de la maquinaria gubernamental. Lo - 
que viene a ser un reconocimiento implicite de la necesidad y, en 
consecuencia, de la obligaciôn de atender al menos a la administra 
ciôncrdinaria. En todo caso, la interpretaciôn extensiva del art. 
189,4 se havisto plenamente confirmada por la praxis posterior
Las Constituciones espahola y portuguesa dejan también sin re­
solver el problema de los limites a la actividad del Gobierno cesan 
te. Porque no puede interpretarse el reconocimiento constitucional 
de que éste continua en funciones, como una prorroga global y sin - 
exclusiones de todas su competencias: los preceptos constituciona—  
les en cuestiôn son simplemente declarativos de un principio insti­
tucional (derivado de la exigencia de continuidad del Estado) que -
(132)no requiere tal plenitud funcional del ôrgano prorrogado . Las
restricciones pueden, en efecto, derivarse bien de prohibiciones ex 
presamente establecidas en el derecho positivo ( en este sentido, -
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el art. 168,3 de la Constituciôn lusa al que luego nos referire 
mos), bien de limites deducibles de otras disposiciones o de las - 
caracteristicas mismas de la forma de g o b i e r n o .
Ademâs, la determinaciôn de taies limites constituye, en es­
tos dos paises, un problema todavia mâs acuciante que en Italia. - 
Porque no hay que olvidar que, en este ûltimo caso, lo que existe 
durante la crisis es un Gobierno dimisionario, que todavia no ha - 
cesado y que quizâ (salvo en el supuesto de desconfianza parlamen- 
taria) no llegue a hacerlo. Puede, en efecto, ocurrir que el Près! 
dente del Consejo retire su dimisiôn, a instancias del Jefe del Es^  
tado, y réintégré de este modo al Gobierno a su plenitud funcional. 
Por el contrario, en Espana y en Portugal, nos encontramos con Go—  
biernos prorrogados, cuya extinciôn es segura, aunque no esté prefi 
jada en el tiempo, porque depende de cuando tome posesiôn el nuevo 
Gabinete. Un término, en definitive, certus an, incertus quando. Por 
consiguiente, los limites competenciales son lôgicamente mâs necesa 
rios en eete segundo supuesto.
Junto a esta argumentaciôn de tipo juridico hay que tener en - 
cuenta otra que se refiere a los datos politicos del problema. En ^ 
talia, la ininterrumpida permanencia de la DC en la coaliciôn guber 
namental ha minimizado los riesgos de abuso de poder por parte del 
Gabinete dimisionario, porque nunca ha habido dudas de que su suce- 
sor tendria idéntica o parecida composiciôn politica. Sin embargo, 
taies riesgos pueden existir cuando en el Gobierno se suceden dis—  
tintos partidos, porque ello puede incitar al Gabinete saliente a - 
tomar decisiones que lôgicamente incumbirian a su sucesor. Ahora bien.
073
la alternancia ya se ha verificado en las dos naciones ibêricas, y 
la posibilidad de que se repita y se normalice aconseja interpre—  
tar los poderes del Gobierno prorrogado de manera restrictiva.
En Portugal, la primera manifestaciôn oficial sobre esta mate 
ria se contiens en un comunicado de la Presidencia de la Repûblica, 
emanado tras la votaciôn de desconfianza al Gabinete Soares I, que 
textualmente afirmaba: "el Gobierno asegura el normal funcionamien 
to de la vida del pais y tiene capacidad para tomar las decisiones 
necesarias, estando solamente impedido para practicar actos polity 
cos de innovaciôn fundamental o que comporten una limitaciôn signi 
ficativa de los poderes de decisiôn politica del future Gobierno" 
Este documente es importante, no sôlo por su contenido (que recoge 
algunas de las restricciones que ya hemos visto enunciadas en la - 
doctrina italiana) sino por su origen, porque expresa la interpre­
taciôn constitucional del Jefe del Estado, interpretaciôn que no - 
puso en cuestiôn el Gobierno entonces en funciones, y que posterior 
mente hizo suya oficialmente el Gabinete Nobre da Costa, después - 
de su cese^^^^^. Todo ello sugiere que se estaba fraguando una ver 
dadera convenciôn constitucional. Sin embargo, la aguda conflicti- 
vidad suscitada por la larga prorogatio del propio Gobierno Nobre 
da Costa y por la del siguiente Gabinete presidencial, el de Mota 
Pinto, demuestra que no habla suficiente consenso sobre el conten^ 
do mismo de esta posible convenciôn; y prueba por otro lado, tam—  
bién que la continuidad del Gobierno después del cese, aunque nece 
saria, es una instituciôn cuya finalidad puede fâcilmente distor—  
sionarse, cuando el Gabinete cesante puede invocar, aunque sôlo sea 
implîcitamente, el respaldo del Jefe del Estado como tîtulo de le-
V # ï
gitimidad funcional.
En definitiva, excluir "los actos politicos de innovaciôn fun 
damental" es sin duda correcte, pero no parece un remedio jurîdica 
mente suficiente y résulta necesario individualizar el nûcleo mini^ 
mo de competencias vedadas. En este sentido hay que senalar, en —  
primer término, que el art. 168,3 de la Constituciôn de 1976 dispo 
ne que las autorizaciones legislativas que la Asamblea de la Repû­
blica hubiera concedido al Gobierno caducan con la exoneragao de - 
este ûltimo (y hay que entender que, con mayor razôn, en el supue£ 
to de demissâo del mismo). Junto a esta prohibiciôn expresa, algu­
nos autores han creido poder ahadir otros limites juridicos impli- 
citos; en este sentido excederian a la competencia del Gobierno ce 
santé: los actos de direcciôn politica, la presentaciôn de proyec- 
tos de ley, el nombramiento de funcionarios ministeriales, las me- 
didas econômicas de carâcter general y la negociaciôn, concertaciôn 
y aprobaciôn de convenciones i n t e r n a c i o n a l e s ^ . Criterio exces^ 
vamente restrictive y que no ha sido confirmado por la praxis, con 
la excepciôn parcial de lo que se refiere a la iniciativa legisla-
tiva(137).
En el caso espahol, falta una declaraciôn oficial équivalente 
a las que hemos visto en la praxis italiana y portuguesa; y por su 
parte,la doctrina no se ha ocupado con excesivo detalle de este —  
problema, siendo en todo caso pocos los autores que conciben la po 
siciôn del Gobierno cesante como juridicamente limitada y menos aûn 
los que precisan los actos que hay que entender excluidos de su —  
c o m p e t e n c i a . En consecuencia, la siguiente interpretaciôn cons^
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tituye una simple aproximaciôn tentativa a este problema.
La continuidad "en funciones" del Gobierno cesante es un con- 
cepto juridico indeterminado, porque con tal expresiôn la Constitu 
ciôn no précisa que competencias concretas han de entenderse pro—  
rrogadas. No obstante, como se deduce de la doctrina juridica mâs 
moderna, taies conceptos pueden ser acotados y en consecuencia su 
determinaciôn no deberia ser realizada arbitrariamente, en este - 
caso,por el propio Gobierno c e s a n t e . El anâlisis juridico-con^ 
titucional debe individualizar unos criterios interpretativos que 
precisen el significado de esta norma.
En este sentido, un primer parâmetro puede encontrarse en el 
art. 97 de la Constituciôn que define la misiôn compleja del Go—  
no al establecer que "dirige la politica interior y exterior, la 
Administraciôn civil y militar y la defensa del Estado. Ejerce la 
funciôn ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la - 
Constituciôn y las leyes". Evitar la vacante de la funciôn guber­
namental asi definida es el objetivo al que estâ destinada la pro- 
rrogatio.
Esta primera constataciôn no exime, sin embargo, de analizar 
los reflejos que produce el hecho del cese sobre ese campo funcio­
nal. El problema se centra, sobre todo, en la funciôn de dirigir 
la politica del Estado que viene a encuadrar a todas las demâs. - 
Dando por sentado que la funciôn existe, no cabe sin embargo, pre 
sumir que pueda ejercerse en idénticos términos antes y despuês - 
del cese. El Gobierno, en el primer caso, la cumple siguiendo una
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orientaciôn programâtica aprobada expresamente por el Congreso de 
los Diputados en la sesiôn de investidura; pero el cese (aun cuan 
do ocurra por iniciativa autônoma del Gabinete) implica la inte—  
rrupciôn de la relaciôn fiduciaria y sustrae en consecuencia el - 
presupuesto que légitima una politica innovadora en base al progra 
ma gubernamental. A partir del cese, la funciôn de dirigir la po­
litica (y todas las demâs a ella subordinadas) no puede sino estar 
orientada a la conservaciôn de los intereses générales del Estado 
y debe concretarse en actos dotados de finalidades objetivamente - 
vinculadas a esa orientaciôn bâsica, actos que no presupongan una 
valoraciôn enteramente discrecional sobre su necesidad y su oportu 
nidad. En definitiva, el programa gubernamental desaparece como pa 
râmetro de la politica del Gabinete, reduciêndose su funciôn a un 
piano de conservaciôn y tutela de los intereses pûblicos, tal y co 
mo viene exigido por el principio de continuidad del Estado.
El limite asi formulado no excluye en principio, ninguna de - 
las competencias enumeradas en el art. 97, pero las reorienta y —  
circunscribe los supuestos de su utilizaciôn légitima. Sin embargo, 
la apreciaciôn de lo vedado y de lo permitido no podrâ ser aprio—  
ristica, sino que deberâ hacerse inevitablemente caso por caso aten 
diendo a las circunstancias que califican el comportamiento guberna 
mental. Por ejemplo, el nombramiento de altos funcionarios o de di- 
rigentes de los entes autônomos entra de lleno en la potestad del - 
Gobierno de dirigir la Administraciôn y, en consecuencia, el Gobier 
no cesante puede,en principio, realizar taies actos; aûn mâs, en de 
terminadas circunstancias estarâ obligado a practicarlos para evitar
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la parâlisis de los servicios. Sin embargo, una proliferaciôn de - 
nombramientos despuês del cese (lo que la doctrina francesa denom^ 
na "testamentos ministeriales", que en ese pais llegaron a estar - 
prohibidos por ley) constituirîa una autêntica desviaciôn de poder
Por otra parte, hay que tener en cuenta que una interpréta—  
ciôn sistemâtica de la Constituciôn permite excluir la competen—  
cia misma del Gobierno cesante para utilizar algunos mécanismes - 
bâsicos de la forma de gobierno, asî como algunos poderes conced^ 
dos por el Parlemente dentro de la vigencia de la relaciôn fiducie 
ria y cuyo ejercicio parece inconstitucional a falta de ese presu 
puesto.
Me refiero en primer término al poder de disoluciôn que, como 
antes se ha dicho, viene perfilado en nuestra Constituciôn con una 
finalidad marcadamente gubernamental. Es obvio que su utilizaciôn 
debe excluirse cuando el cese venge determinado por la aprobaciôn 
de una mociôn de censura, porque a tenor del art. 114,2, la conse­
cuencia de este acto es el inmediato nombramiento como Présidente 
del Gobierno del candidate propuesto. Pero a idéntica conclusiôn - 
hay que llegar en las restantes hipôtesis de cese, porque segûn el 
art. 99,1, constituyen el supuesto legîtimamente para iniciar el - 
procedimiento de investidura y, a partir de ese momento, la disolu 
ciôn sôlo serâ posible cuando se produzcan las circunstancias pré­
vis tas en el n° 5 de ese articule. En otras palabras, una interpre 
taciôn sistemâtica del texte constitucional demuestra que el cese 
détermina la caducidad del poder del Présidente del Gobierno de —  
proponer la disoluciôn, y el Gobierno cesante sôlo podrâ presidir
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las elecciones anticipadas convocadas de oficio por el Rey, cuando 
al cabo de dos meses el Congreso no haya logrado investir a un nue 
VO Présidente.
Siguiendo esta linea argumentai también hay que rechazar que 
el Gabinete prorrogado pueda plantear la cuestiôn de confianza, —  
porque este institute estâ destinado a verificar si existen las —  
condiciones parlamentarias para que el Gobierno continue su activ^ 
dad y desarrolle su programa. Pero el Gobierno después del cese —  
subsiste, no por la vigencia de la relaciôn fiduciaria, sino por - 
imperative constitucional, y hasta la toma de posesiôn de su suce­
sor. Ademâs, si el Gabinete ha cesado precisamente por el rechazo 
de una cuestiôn de confianza séria un contrasentido que pudiera —  
plantearla de nuevo, porque supondria poner en entredicho la deci­
siôn anterior de la Câmara y si la dimisiôn ha sido voluntaria, es 
decir, si el Gobierno ha rescindido espontâneamente la relaciôn de 
confianza, el principio general de que nadie puede ir contra sus - 
propios actos conduce a la misma conclusiôn. También séria incons­
titucional la utilizaciôn de este institute después de unas elec—  
ciones générales, como medio de evitar la iniciaciôn del procedi—  
miento de investidura, porque se privaria de este modo al Rey de - 
su poder de proponer un candidate a la Presidencia del Gobierno a 
la nueva Câmara.
Igualmente hay que excluir que el Gabinete cesante pueda pre- 
sentar a las Certes unos Presupuestos Générales del Estado nuevos, 
no sôlo por la radical inadecuaciôn de un Gobierno a término para 
proyectar la actividad econômica futura, sino porque la aprobaciôn
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de los Presupuestos tiene el significado sustancial de atestiguar 
la confirmaciôn de confianza al Gobierno para ejecutar una polît_i 
ca de ingresos y de gastos. Por consiguiente, la presentaciôn de 
nuevos Presupuestos équivale al planteamiento de una cuestiôn de 
confianza y excede a la competencia del Gabinete c e s a n t e . Si 
este se encuentra en la situaciôn prevista en el art. 134,3 de la 
Constituciôn (obligaciôn de presenter los Presupuestos al menos - 
très meses antes de la expiraciôn del ejercicio) no puede sino so 
licitar la prorroga de los Presupuestos precedentes.
También parece incuestionable que el Présidente del Gobierno 
cesante no puede pedir al Congreso la autorizaciôn para realizar - 
un referendum consultivo de los previstos en el art. 92 de la Cons^ 
tituciôn, porque este es un acto tîpico de orientaciôn discrecio—  
nal de la politica. Pero si el Congreso hubiera concedido la auto­
rizaciôn antes del cese y el Gobierno, por las razones que fuera, 
dimite a continuaciôn, tampoco cabe interpreter que el Présidente 
cesante esté legitimado para proponer al Rey la convocatoria de la 
consulta. Y ello no sôlo por analogie con lo ya dicho a propôsito 
de la disoluciôn, sino por lo que se deduce de un precepto de dere 
cho positivo. El art. 4 de la Ley Orgânica sobre las distintas moda 
lidades de referendum prohibe en efecto que éste se célébré (salvo 
en el supuesto de revisiôn constitucional) "entre los noventa dias 
anteriores y los noventa posteriores a la fecha de celebraciôn de 
elecciones parlamentarias". Como quiera que el cese détermina la - 
iniciaciôn del procedimiento de investidura y éste contempla la ce 
lebraciôn de elecciones générales, si en el plazo de dos meses nin 
gûn candidate ha obtenido la confianza de la Câmara, résulta que -
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el cese abre un periodo potencialmente electoral en el que, por - 
virtud de la norma antes cltada no debe celebrarse el referendum, 
para evitar que ambas consultas puedan interferir entre si. Con el 
cese del Gobierno no caduca la autorizaciôn para celebrar el refe­
rendum consultivo (a no ser que llegaran a celebrarse en efecto, 
nuevas elecciones lo que obligaria a volver a pedir la autorizaciôn 
a la nueva Câmara), pero el refrendo de su convocatoria corresponde 
al siguiente Présidente del G o b i e r n o .
A parecida soluciôn hay que llegar, aunque por diferentes ra­
zones, en relaciôn a otros actos que como el antes citado se basan 
en una autorizaciôn legislativa. Me refiero al poder de dictar dé­
crétés legislatives. La habilitaciôn para hacerlo que se confiere 
al Gobierno cuando éste se halla en plenitud funcional, amplia el 
nûcleo esencial de las competencias gubernamentales, y se fundamen 
ta en la vigencia de la relaciôn fiduciaria; por consiguiente, no 
puede entenderse implîcitamente prorrogada después del cese. No es 
que la delegaciôn caduque a causa del cese (en este sentido el ré- 
gimen de la legislaciôn delegada es distinto en Espana que en Por­
tugal) pero de ella no debe hacer uso el Gobierno cesante, sino el 
siguiente Gobierno, y en el marco de la relaciôn de confianza, que 
es lo que légitima ese poder normative e x t r a o r d i n a r i o ^ . Ni si­
quiera en el supuesto de que esté por expirar el plazo que las Cor 
tes hayan fijado para dictar el decreto legislative deberîa el Go­
bierno cesante utilizar esa delegaciôn porque ello no constituye - 
un verdadero supuesto de necesidad o de urgencia ya que las Certes 
fâcilmente pueden otorgar una nueva habilitaciôn al siguiente Go—
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bierno.
En principio parece que respecte de la emisiôn de deuda pûbl^ 
ca podrîa llegarse a una soluciôn paralela a la que se ha propues­
to para el problema de la legislaciôn delegada, porque aquel acto 
requiere también una autorizaciôn legislativa (art. 135 de la Con£ 
tituciôn). Sin embargo, en este caso la necesidad apremiante de a- 
tender a los gastos presupuestados impide llegar a tal conclusiôn. 
Esta necesidad parece évidente cuando se trata de la deuda del Te- 
soro destinada a hacer frente a "las diferencias de vencimiento de 
sus pages e i n g r e s o s " . Pero también en las otras clases de deu 
da pûblica (y especialmente si se esté ya a finales del ejercicio 
presupuestario) destinadas a financiar los servicios ordinaries - 
del Estado. Todo lo mâs podrîa decirse que, atendiendo a las carac 
terîsticas de la autorizaciôn (por ejemplo, la especial vaguedad - 
de sus términos) o a la finalidad de la misma (la realizaciôn de - 
un proyecto determinado cuya puesta en marcha haya sido la razôn - 
déterminante de la crisis) parecerîa en algunos casos constitucio- 
nalmente mâs correcte que el Gobierno cesante se abstuviera de ac- 
tuar para que fuera su sucesor quien tomara la decisiôn correspon­
diente.
En definitiva, de manera general, y no sôlo en el caso ante­
rior, las reglas de correcciôn constitucional aparecen como un li­
mite ulterior y complementerio que tiende a circunscribir también 
la actividad del Gobierno dimisionario. En este sentido hay que te 
ner en cuenta dos reglas principales que han sido individualizadas 
por la doctrina italiana pero que se han reflejado también en la -
reciente praxis constitucional espahola. La primera consiste en que 
cuando surjan dudas sobre si una determinada decisiôn se mantiene - 
en el âmbito de la conservaciôn y tutela de los intereses générales 
o si, por el contrario, se encuadra dentro de una politica discre—  
cional de ordenaciôn del future el Gobierno cesante debe de abste—  
nerse de actuar^^^^^. La segunda es que, si por razones de urgencia 
el Gobierno cesante se entiende, sin embargo, legitimado para actuar 
en los casos dudosos antes mencionados o incluso en otros en que la 
decisiôn implique una valoraciôn todavia mâs marcadamente politica, 
su llnea de conducts debe reflejarse en actos que prejuzguen lo me­
nos posible la soluciôn final del p r o b l e m a . Una tercera régla, 
enunciada también por la doctrina italiana, es que siempre que la - 
naturaleza de la decisiôn asi lo consienta, deberâ adoptarse el pro 
cedimiento especialmente garantizador del Decreto-Ley^^^^^.
Finalmente, hay que sehalar que, en los ordenamientos espahol 
y portugués tampoco faltan mécanismes para controlar la vigencia de 
los limites competenciales de carâcter juridico que afectan al Go—  
bierno cesante.Esto es especialmente claro por lo que se refiere a 
Portugal, como lo reconociô el propio Comunicado presidencial de 
ciembre de 1977, antes mencionado: "La fiscalizaciôn de la actividad 
del Gobierno en esta situaciôn compete al Présidente de la Repûbli­
ca y a los demâs ôrganos de soberanla, conforme estâ constituciona^ 
mente establecido". El Jefe del Estado, disponla a tal efecto de un 
instrumente poderoso: el veto a los Décrétés por razôn de inconsti- 
tucionalidad (art. 277 y 278) e incluso por razones polîticas, aun­
que esto ûltimo diflcilmente ocurrirla en el caso de Gobiernos de 
la confianza del Présidente, como el de Nobre da Costa y el de Mota
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P i n t o P o r  su parte, la Asamblea también podîa ejercer un con
trol previo sobre la iniciativa legislativa del Gabinete cesante y.
Lu
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de hecho, en alguna ocasiôn asî lo hizo^^^^^. Tampoco cabria excl ir
en principio, la impugnaciôn jurisdiccional de los actos viciados
En Espana, este asunto debe, a mi entender, plantearse del si­
guiente modo; el Rey debe negarse a expedir los decretos de disolu­
ciôn de las Cortes o de convocatoria del referendum consultivo pro­
puesto por un Présidente del Gobierno cesante. Fuera de estos casos 
de absolute incompetencia, su negativa no estarîa,sin embargo, jus- 
tificada, aunque algûn decreto sometido a su firma extralimitase de 
la funciôn tutelar y conservadora del Gobierno prorrogado. La comple 
ta exenciôn de responsabilidad politica que caractérisa al Jefe del 
Estado espahol impide reconocerle un poder de control en esta materia 
similar al que, como ya hemos visto, pueden ejercer sus homonimos - 
italiano y portugués. Esta misma circunstancia hace mâs necesario el 
control jurisdiccional sobre este tipo de actos del Gobierno cesante. 
Por su parte, el Congreso también debe negarse a tramitar una eues—  
tiôn de confianza o un proyecto de Presupuestos presentados después 
del cese del Gobierno. En cuanto a los decretos legislativos, un pr^ 
mer control consistiria en su posterior examen por las Cortes en el 
supuesto de que la ley de bases asi lo hubiera previsto; en todo ca­
so cabria la impugnaciôn directa por inconstitucionalidad.
En relaciôn con los problemas aqui analizados,conviene conside 
rar cual sea la posiciôn juridica del Parlemente durante la crisis 
gubernamental. En este sentido, hay que decir, en primer término, - 
que la interrupciôn de la relaciôn de confianza no es razôn juridi-
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ca suficiente para paralizar la actividad parlamentaria, por ejem­
plo, en lo referente a la legislaciôn. En Italia, sin embargo, tra 
dicionalmente se produce ese resultado, segun una praxis hoy en dia 
criticada por su disfuncionalidad (dada la frecuencia de las crisis 
gubernamentales) y que los autores tienden a interpretar no como - 
fruto de una obligaciôn juridica o de una regia de correcciôn con£ 
titucional, sino como expresiôn de una situaciôn de hecho derivada 
de la ruptura de la coaliciôn que impulsaba el obrar del Gobierno
y del P a r l e m e n t e E n  segundo lugar hay que afirmar también que
el Gobierno dimisionario o cesante sigue siendo responsable ante la 
o las Câmaras. La conclusiôn contraria séria inaceptable en un ré- 
gimen parlamentario. Porque una cosa es que las asambleas no puedan 
votar la censura del Gobierno después del cese y otra que carezcan 
de todo instrumento de control respecto del mismo. Pueden, desde - 
luego, fiscalizar los decretos-leyes que aquel dicte y recurrir tam 
bién a otros instrumentos, como las preguntas o las comisiones de - 
investigaciôn^^^^).
Por ûltimo, un problema distinto, aunque relacionado con el del 
Gobierno cesante es el del status del Gabinete después de las elec­
ciones, pero antes del cese (esto es, antes de la pubiicaciôn ofi—
cial de los resultados que détermina su obligaciôn de dimitir) .
Aqui nos encontramos con un Gobierno a pleno titulo, pero que por - 
razones de correcciôn constitucional debe restringir su actividad, 
especialmente si las primeras interpretaciones de la votaciôn evi—  
dencian que ésta determinarâ una alternancia de partidos en el Go—  
bierno. Este criterio parece haberse seguido en buena medida tras - 
las elecciones epaholas de 1982, pero no ocurriô lo mismo después -
de las portuguesas de 1979. El Gabinete Pintasilgo adopté una am»- 
plia serie de medidas que su sucesor, inmediatamente despuês de la 
toma de posesiôn, decidiô suspender y reexaminar "considerando que 
con las elecciones intercalares a la Asamblea de la Repûblica de 2 
de Diciembre de 1979, el V Gobierno Constitucional perdiô legitim^ 
dad para seguir tomando decisiones polîticas y administrativas que 
no fuesen actos de mera gestiôn de los asuntos corrientes" (Résolu 
ciôn n° 1/80 de 10-1-80).
C.- CONCLUSlONES DE LA SECCION
1°.- El Primer Ministre espahol tiene una posiciôn mâs fuerte 
en relaciôn a los procedimientos para el cese del Gobierno que sus 
homonimos italiano y portugués. La Constituciôn le atribuye expre­
samente los poderes de dimisiôn, de reajuste y de disoluciôn. Por 
el contrario el Primer Ministro portugués no tenîa reconocido el - 
poder de dimitir y su peticiôn en tal sentido podîa ser rechazada 
de piano por el Jefe del Estado. Aunque en Italia éste no fuera el 
caso, la falta de consagraciôn constitucional de la dimisiôn ha da 
do lugar a distintos intentos de reconducir el cese por iniciativa 
gubernamental hacia una tramitaciôn parlamentaria o semi-parlamen- 
taria de la crisis. En cuanto al reajuste, su reconocimiento cons­
titucional en el caso portugués, no ha impedido que el Jefe del E£ 
tado obstaculizara su realizaciôn en diferentes ocasiones; y por lo 
que se refiere a Italia hay que sehalar que no sôlo falta una acep­
taciôn expresa de este institute en la Constituciôn, sino que la - 
estructura de coaliciôn de los Gobiernos dificulta grandemente la 
sustituciôn de los Ministres por el Présidente del Consejo. Final­
mente la disoluciôn es, tanto en Italia como en Portugal, un poder 
ajeno al Gobierno (aunque su regulaciôn constitucional présente d£ 
ferencias no desdehables).
2°.- En cambio, es el Jefe del Estado portugués el que dispo- 
nîa de un répertorie de instrumentos constitucionales mâs amplio - 
para intervenir en el cese del Gobierno. Podîa rechazar libremente 
la dimisiôn del Primer Ministro, destituirle, disolver la Asamblea 
(aunque la Constituciôn sujetaba el ejercicio de este poder a aigu
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nos requisites), y obstruir la realizaciôn del reajuste ministerial.
A su vez, el Jefe del Estado italiano tiene una posiciôn mâs fuerte, 
en esta materia, que el espahol. La presentaciôn de la dimisiôn del 
Gobierno convierte en efecto al Présidente de la Repûblica italiana 
en ârbitro de la crisis, porque segûn la praxis actual, pospone la 
aceptaciôn de la dimisiôn y puede optar por iniciar los trâmites pa 
ra la formaciôn de un nuevo Gabinete o por la disoluciôn de las Câ­
maras. Por el contrario, en Espaha no séria correcto (ni necesario) 
posponer la aceptaciôn de la dimisiôn, porque estâ prevista expre­
samente la prorogatio del Gobierno; ademâs, la consecuencia obliga 
da del cese es (salvo en el supuesto de mociôn de censura) la ini—  
ciaciôn del procedimiento formai de investidura que excluye cualquier 
hipôtesis de disoluciôn distinta de la definida en el art. 99,5 de 
la Constituciôn.
3°.- Sin embargo, el Parlemente italiano aparece, en principio, 
a la vista de las Constituciones y de los Réglementes parlamentarios, 
con mayores posibilidades de determiner el cese del Gobierno. Cual­
quiera de sus dos Câmaras puede aprobar una mociôn de desconfianza, 
mediante el veto de la mayorîa simple de sus miembros. Procedimien­
to que résulta, desde luego, mucho menos gravoso que los estableci­
do s a tal efecto por las Constituciones espahola y portuguesa. Ello 
no obstante, ninguna mociôn de censura ha sido aprobada hasta ahora 
en estos très paises. Por otro lado, la cuestiôn de confianza, como 
arma del Gobierno para "forzar la mano" de las Asambleas, résulta - 
mâs inopérante también en Italia, en vista de la definiciôn restric 
tiva de su objeto que realiza el Reglamento de la Câmara de Diputa­
dos y del voto necesariamente secreto sobre las leyes.
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4°.- Finalmente, la posiciôn constitucional de los Gobiernos 
dimisionarios italianos y de los Gobiernos cesantes en Espana y - 
en Portugal no es idéntica, porque los primeros (salvo en el su—  
puesto de desconfianza parlamentaria) pueden ser restituidos a nue 
va vida, mientras que los segundos no. Tanto aquellos (en opiniôn 
de la doctrina hoy en dia dominante) como en todo caso, estos ûl- 
timos estân sujetos a verdaderos limites juridicos que restringen 
su actividad a un âmbito mâs estrecho que el que es propio del Go­
bierno en plenitud funcional. Taies limites, expresos e implicites, 
tienen distinto contenido en los très paises, pero deben en todo - 
caso complementarse mediante la autorrestricciôn del Gobierno en - 
base a normas de correcciôn constitucional. Ello no obsta para que 
en la prâctica puedan surgir fuertes tensiones que dependen en par 
te de las caracteristicas politicas de la sucesiôn. En este senti­
do parece claro que la permanente presencia de la Democracia Cris- 
tiana en el Gobierno italiano ha otorgado a la continuidad del Ga­
binete después de la dimisiônmos perfiles menos conflictivos que 
los que tuvo, en todo caso, con los Gobiernos presidenciales portu 
gueses.
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III.- LA FORMACION DEL GOBIERNO
A) La fase preparatoria
Su contenido tîpico consiste en una serie de actividades de na 
turaleza instructora u organizadora, necesarias para la formaciôn - 
de un nuevo Gobierno. Taies actividades, que en realidad suponen la 
parte polîticamente mâs relevante de procedimiento formativo, son - 
imputables a distintos sujetos polîtico-constitucionales.
Por un lado, tenemos la actividad instructora que lleva a cabo 
una autoridad "supra partes" como es el Jefe del Estado; por otro, 
la actividad organizadora desarollada por el Présidente o Primer M£ 
nistro encargado (en Espaha, el candidado a Présidente). Finalmente, 
las actividades que los partidos politicos desarrollan, en rela—  
ciôn precisamente con esas funciones preparatories del Jefe del Es­
tado y del "formador".
Résulta asî un contenido extremadamente rico en significado po 
lîtico y juridicamente muy diversificado en atenciôn a la pluralidad 
de fuentes normatives que inciden en esta fase.
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1.- Las consultas del Jefe del Estado
La formaciôn del Gobierno es tîpicamente un procedimiento de 
oficio; esto es, que arranca por iniciativa autdnoma del drgano - 
compétente para dictar el acto terminal del mismo. Se trata en e£ 
te case del Jefe del Estado, autor tanto de las consultas como de 
los nombramientos f i n a l e s De aqueilas s61o cabe prescindir cuan. 
do la sucesiôn viene determinada por una mocidn de censura constructiva 
que implica una formaciôn del Gobierno a instancias del Parlamento 
(art. 114 de la Constituciôn espanola) o también cuando la suce—  
siôn se tramita como un reajuste ministerial. Puera de estas exce£ 
ciones, la actividad instructora del Jefe del Estado es juridica—  
mente necesaria, como lo establecen expresamente las Constitucio—  
nés Portuguese y espanola y como se deduce en Italia de una régla 
no escrita sobre cuya especifica naturaleza existe, sin embargo, - 
una considerable diversidad de o p i n i o n e s . En todo caso, ademâs 
de la diverse fuente normative del institute en los très paises, - 
hay también diferencias importantes relatives al alcance y modali- 
dad de las consultas. A elles nos referiremos a continuaciôn.
En regimenes parlamentarios multipartidistas es imprescindible 
que el Jefe del Estado puise la opiniôn de los partidos politicos - 
antes de tomar ninguna decisiôn tendante a constituir el nuevo Go—  
bierno, porque debe intenter asegurar que éste obtendrâ la confian- 
za de la o las Câmaras. Sin embargo, la extensiôn de las consultas 
a sujetos distintos de los partidos ya no es una necesidad deduci- 
ble de la estructura del régimen, sino de consideraciones de otra 
indole (tradiciôn, cortesia, etc.).
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Por ello, es indudablemente ortodoxa la estricta delimitaciôn 
constitucional de las consultas operada por el art. 99,1 de la Con£ 
tituciôn espanola. Este precepto las circunscribe a los "représen­
tantes designados por los grupos politicos con representaciôn par- 
l a m e n t a r i a " . Debiendo entenderse que se trata de todos los - 
grupos politicos (incluso los que no hayan formado grupo parlamen- 
tario) présentes en el Congreso, porque el Senado no participa en 
el procedimiento de i n v e s t i d u r a .
En Portugal, por el contrario, ademâs de los partidos politi­
cos, el Jefe del Estado debla oir al Consejo de la Revoluciôn quién 
realizaba tal funciôn asesora en calidad de "garante de fidelidad 
al esplritu de la Revoluciôn portuguesa del 25 de abril de 1974" - 
(art. 147). Esta dualidad de consultas reflejaba a su vez la dual^ 
dad de legitimidades (democrâtica y revolucionaria) en que se apo- 
yaba la forma de gobierno portuguesa. Ademâs, de este modo se ins- 
titucionalizaba en ël procedimiento formativo un filtro para discr^ 
minar las fôrmulas sucesorias anti-rêgimen. Su eficacia,sin embargo, 
séria sôlo limitada, porque la opiniôn del Consejo de la Revoluciôn 
no era vinculante para el Jefe del E s t a d o T a m b i é n  hay que se 
nalar que el Présidente de la Repûblica a veces despachô durante - 
la crisis otras consultas distintas de las previstas por la Const^ 
tuciôn. Convocô as! a los titulares de ciertas posiciones institu- 
cionales y también a personalidades e x t r a - p a r t i d i s t a s .
Por su parte, en Italia, junto a las consultas con los repré­
sentantes de los grupos parlamentarios, la tradiciôn prevé otras - 
con los ex-Presidentes de la Repûblica, los Présidentes y los ex—
UPrésidentes de las Câmaras y los ex-Presidentes del Consejo. En a^ 
gunas ocasiones las consultas se extendieron también a personalida 
des que nada tenîan que ver con la vida politica y parlamentaria.
En todo caso, solamente respondena una obligaciôn juridica las —  
consultas con los grupos politicos, siendo las demâs, fruto de re­
glas de correcciôn o de simple cortesia, cuyo alcance, por otro la 
do, la praxis reciente tiende a r e s t r i n g i r .
Es importante senalar que en ninguno de los très sistemas co­
rresponde al Jefe del Estado escoger al dirigente o a los dirigen 
tes partidistas que han de ser convocados a consulta. En Italia, 
hasta 1968 solamente eran consultados los présidentes de los grupos 
parlamentarios, mâs tarde las delegaciones han pasado a incluir —  
también a los secretarios générales y los présidentes de los corre£ 
pondientes partidos lo que supone una evoluciôn de la praxis const^ 
tucionàl de sentido r e a l i s t a . En Portugal la Constituciôn ha 
establecido claramente que son los partidos y no los grupos parla­
mentarios los que deben ser oidos por el Jefe del Estado (art. 190). 
Por su parte, el texto constitucional espahol (art. 99,1), aunque 
sea menos explicito puede interpretarse en idêntico s e n t i d o .
Por cierto, que esta soluciôn constitucional quizâs peque de reduccio 
nista porque marginar completamente a los grupos parlamentarios de 
la fase instructora de proceso de formaciôn del Gobierno puede ori- 
ginar no sôlo tensiones, sino también errores politicos.
La modalidad formai de las consultas y en concrete el orden - 
de las mismas o su eventual repeticiôn son aspectos procesales que 
dependen en los très casos de la praxis o a lo sumo de reglas de 
correcciôn c o n s t i t u c i o n a l .
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Otro tanto ocurre con el objeto de las consultas. En Italia, 
segûn una opiniôn autorizada, deben referirse solamente a las ca- 
racteristicas funcionales del Gabinete, pero no a su programa que 
es competencia que la Constituciôn atribuye en exclusive al futu 
ro Gobierno (art. 95) y en la que, por tanto, el Jefe del Estado 
no debe inmiscuirse. Mâs precisamente, el objeto de las consultas 
podria describirse asî: a) la base polîtico-parlamentaria del Go­
bierno; b) la fisionomia politica del Gabinete; es decir, su corn 
posiciôn monocolor, bicolor, etc.; c) la tarea politico-constitu- 
cional del mismo: Gobierno de legislature, Gobierno programâtico, 
Gobierno puente, etc; y d) la personalidad que debe presidirlo
En Espana, dada la posiciôn procesal de las consultas como - 
acto preparatorio de la propuesta de candidate a Présidente del - 
Gobierno y no del encargo de former Gobierno (mâs adelante insis- 
tiremos sobre las diferencias entre ambas figuras) parece en prin 
cipio, que el objeto de aquellas debe ser solamente la personali—  
dad del futuro Présidente porque la propuesta del monarca se pro- 
yecta nada mâs sobre tal aspecto del problème sucesorio. Sin em—  
bargo, la fluidez y la indivisibilidad de las cuestiones politicas 
pueden conducir eventualmente a una ampliaciôn del contenido mate­
rial de las consultas.
El caso portugués présenta también matices especificos porque^ 
dada la relaciôn de confianza respecte del Jefe del Estado en la - 
que debe situarse el Gobierno, no cabe duda que aquél puede orien­
ter su actividad instructora hacia los temas programâticos y cons- 
ta que asi en efecto ha ocurrido ocasionalmente. Por ejemplo, en -
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las consultas posteriores a la caida del Gobierno Soares I, el Pre 
sidente Eanes pidiô a los partidos que le entregaran documentes —  
con sus propuestas para la recuperaciôn econômica y f i n a n c i è r e .
Cuando las consultas no ofrecen un resultado positive; esto - 
es, cuando no permiten constater la existencia de una fôrmula mayo 
ritaria, el Jefe del Estado italiano puede, como en otros regimenes 
parlamentarios, prolonger su actividad instructora de manera indi­
rects, confiriendo el mandate para una misiôn exploratoria o el —  
pre-encargo (preincarico) de former Gobierno. En el primer caso, - 
la designaciôn recae sobre una persona situada, por razôn de su —  
cargo, en una posiciôn de imparcialidad, como los Présidentes de - 
las Câmaras, y puede tener un objeto limitado (constater las proba 
lidades de êxito de una determinada fôrmula sucesoria)o general —  
(buscar una soluciôn para la crisis). En el segundo caso, la misiôn 
recae sobre el lîder politico al que el Jefe del Estado pretende—  
ria confier despuês el encargo de former G o b i e r n o E n  ambos 
supuestos, la misiôn se agota con el informe que su titular debe - 
presenter al Jefe del Estado sobre sus conversaciones con las fuer 
zas politicas, conversaciones que no son équivalentes ni sustituto 
ries de las consultas formales, porque no hay aqui una delegaciôn 
de poderes del Présidente de la Repûblica
Ambas figuras no tienen équivalente en ninguna de las dos de­
mocracies ibêricas, sin embargo, parece que el recurso a misiones 
exploratorias podria ser de gran utilidad, en el caso de crisis muy 
complejas y especialmente en Espana, por la absolute neutralidad - 
politica que debe mantener el Rey. La experiencia de otras monarquias
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parlamentarias con sistemas multipartidistas, como la holandesa o 
la belga avala esta c o n c l u s i ô n . Ademâs la Constituciôn pare­
ce sugerir un destinatario "natural" de las misiones de informa—  
ciôn: el Présidente del Congreso de los Diputados.
2,- El encargo de former Gobierno y la propuesta de candidato 
a Présidente del Gobierno.
Las consultas del Jefe del Estado dan peso al momento central 
de la fase preparatoria e incluso de todo el procedimiento format^ 
vo. Se trata por una parte del encargo de former Gobierno, objeto 
de una regulaciôn consuetudinaria en Italie y en Portugal y, por 
otra, de la propuesta de candidato a Présidente del Gobierno, pre- 
vista expresamente por la Constituciôn espanola que realize asî un 
considerable esfuerzo de racionalizaciôn.
Existe un indudable paralelismo entre ambas figuras. En los - 
dos casos el Jefe del Estado indice la persona que intentarâ enca- 
bezar el nuevo Gobierno, sin embargo, fuera de este denominador co 
mûn, las diferencias entre ambas técnicas son considerables, tanto 
por lo que se refiere a la posiciôn del Jefe del Estado como a la 
posiciôn de la persona designada.
a) La posiciôn jurîdica del Jefe del Estado en este trâmite.
En primer lugar hay que tener en cuenta que el encargo y la - 
propuesta de candidato ocupan distintos lugares dentro del procedi 
miento formativo. Si el eslabôn procesal inmediatamente anterior -
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es idêntico en ambos casos (las consultas del Jefe del Estado), el 
posterior no lo es. El encargo es un acto preparatorio de otro del 
Présidente del Consejo o Primer Ministre encargado (la presentaciôn 
al Jefe del Estado de una lista ministerial); mientras que la pro­
puesta de candidato a Présidente del Gobierno es un acto preparato­
rio de un acto del Parlamento (la votaciôn de investidura).
En consecuencia, si la fase preparatoria de la formaciôn del 
Gobierno concluye en Italia y en Portugal sin intervenciôn alguna 
del Parlamento, en el caso espanol, por el contrario, éste ejerce 
un importante control sobre los resultados de la actividad instruc 
tora del Jefe del Estado. El control parlamentario se inserta aqui 
entre la fase preparatoria y la fase constitutive del procedimien­
to, de forma que el desacuerdo del Parlamento con la soluciôn gu—  
bernamental propuesta por el Jefe del Estado no determinarâ una —  
nueva crisis sino la obligaciôn de reorientar el procedimiento su­
cesorio., Se trata por tanto de un control a priori, mâs eficaz, en 
principio, que el control a posteriori previsto Por las 
Constituciones italiana y portuguesa.
Si atendemos a las caracterîsticas formales del acto^también 
hay diferencias entre el encargo de formar Gobierno y la propuesta 
de candidato a Présidente. El encargo, tanto en Italia como en Por 
tugal, es un acto informai: se confiere verbalmente (sin perjuicio 
de su publicaciôn mediante el correspondiente comunicado de la Pre 
sidencia de la Repûblica). En cambio, la propuesta de candidato es 
un acto escrito y refrendado ademâs por el Présidente del Congreso 
de los D i p u t a d o s ^ .
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Este ûltimo aspecto constituye también un rasgo especîfico - 
del procedimiento espanol: el Jefe del Estado no viene configura- 
do como dominus exclusivo de la propuesta de candidate,como lo son 
en cambio sus homônimos italiano y portugués respecte del encargo. 
Antes bien, la Constituciôn espanola somete la propuesta a un con­
trol inter-ôrganos cuyo significado sôlo puede deducirse mediante 
una interpretaciôn de los articules 99 y 64.
Hay que senalar que las opiniones doctrinales estân un tanto 
divididas en este problema que constituye sin embargo una de las - 
cuestiones claves para una construcciôn juridica del procedimiento 
formativo. Dejando ahora de lado las posiciones de quienes anali- 
zan la propuesta de candidato sin tener en cuenta para nada el re 
quisito del refrendo por el Présidente del Congreso, cabe senalar 
dos opciones hermenéuticas p r i n c i p a l e s . Por un lado, la que 
da al refrendo un significado meramente certificante de la régula 
ridad formai de la propuesta, esto es, del cumplimiento de los —  
trâmites procesales constitucionalmente exigibles para ese acto^^^^^ 
Por otro lado, la que atribuye al refrendo un significado respon- 
sabilista y lo interpréta, en consecuencia, como un control no s6 
lo de la correcciôn externa del acto del Rey sino también de su - 
contenido .
Esta segunda opciôn que es a mi entender la preferible, se - 
fundamenta en los siguientes criterios:
- Interpretaciôn literal del art. 64 de la Constituciôn que - 
establece que "de los actos del Rey serân responsables las perso—  
nas que los refrenden".
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- Interpretaciôn histôrico-genêtica del mismo precepto. El An 
teproyecto de 5 de Enero de 1978 admitiô el significado certifican­
te del refrendo del Présidente del Congreso ("a los solos efectos - 
de certificar el cumplimiento de los requisitos establecidos por la 
Constituciôn") pero posteriormente la Comisiôn Constitucional del - 
Congreso equiparô la eficacia de las distintas clases de refrendo - 
proclamando en todo caso su carâcter responsabilista.
- Interpretaciôn sistemâtica, que debe identificar el interés 
que la Constituciôn ha querido protéger al atribuir al Présidente - 
del Congreso la competencia de refrendar este acto del Jefe del Es­
tado. En este sentido hay que tener en cuenta que el criterio orga- 
nizativo fundamental en la formaciôn del Gobierno es el principio - 
de la mayorîa. El candidato preferido por una mayoria de diputados 
debe ser el futuro Présidente del Gobierno. Asî lo expresa claramen 
te el art. 99,3 que sin embargo contempla dos reglas procesales di£ 
tintas y jerârquicamente ordenadas. La régla principal es la mayorîa 
absoluta; la subsidiaria, la mayorîa simple.
Que la propuesta del Rey debe respetar necesariamente la prefe 
rencia de la mayorîa absoluta de los diputados expresada por medio 
de las consultas es algo que no ofrece lugar a dudas. El mecanismo 
de la mociôn de censura constructiva garantiza en efecto que tal - 
preferencia en todo caso puede prevalecer: al limite, la Câmara pue 
de aceptar el candidato regio e imponer después el suyo mediante —  
una mociôn de c e n s u r a .
cCômo garantiza la Constituciôn la efectividad de la régla sub 
sidiaria, esto es, la mayorîa simple? No, desde luego, mediante la
mociôn de censura constructiva. Sin embargo, tal garantia es necesa 
ria porque al no tener los grupos parlamentarios poder para propo—  
ner candidatos cabe, en hipôtesis, que los presentados por el Rey - 
no coincidan con el preferido por la mayoria simple de los diputa—  
dos. Tal problema, en principio, no tendria otra consecuencia que - 
la de bloquear y posponer la soluciôn de la crisis gubernamental^ - 
si no fuera porque el art. 99,5 establece ademâs que al cabo de dos 
meses desde la primera votaciôn de la investidura, si ningûn candi­
dato ha obtenido la confianza del Congreso, serâ obligatoria la di- 
soluciôri de las Cortes. En consecuencia, résulta que a la preferen­
cia de la mayoria simple, criterio organizativo subsidiario en la - 
formaciôn del Gobierno, estâ ademâs vinculada la continuidad de la 
legislatura. Si la Constituciôn espanola no hubiera garantizado tal 
preferencia hubiera incurrido enfonces en una grave omisiôn lo que 
sin embargo, no ha hecho. Estableciô precisamente a tal efecto un - 
control inter-orgânico: el refrendo del Présidente del Congreso.
Toca ahora concretar la norma parâmetro que ha de servir de ba 
se para tal control. Los intereses a protéger son de un lado la for 
maciôn del Gobierno y de otro la continuidad de la legislatura, am­
bas dependientes de la efectividad de la preferencia de la mayoria 
simple de los diputados.
En consecuencia, a falta de un partido o coaliciôn con mayoria 
absoluta, la candidatura a la Presidencia del Gobierno debe atri—  
buirse a la persona preferida por el partido con mayor nûmero de d^ 
putados, porque tal partido représenta la mayoria simple potencial 
con mayores posibilidades de ser efectiva. Ademâs, porque el térmi-
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no a quo para el plazo déterminante de la disoluciôn es la primera 
votaciôn de investidura, résulta que al candidado de tal partido le 
debe venir atribuida precisamente la primera propuesta.
En definitive, el refrendo por el Présidente del Congreso de 
la propuesta de candidato a Présidente del Gobierno tiene por obje 
to certificar la regularidad formai de este acto del Jefe del Esta 
do y ademâs garantizar el respeto a una norma constitucional impl^ 
cita, deducible del art. 99, segûn la cual en el supuesto de que - 
no exista un partido o coaliciôn con mayoria absoluta de diputados, 
el Rey deberâ proponer como primer candidato a la Presidencia del 
Gobierno a la persona designada por el partido con mayor nûmero de 
diputados.
Esta norma,ademâs^ ha sido hasta el présente rigurosamente cum 
plida porque a ella se han conformado tanto la candidatura de Suâ- 
rez en 1979, como la de Calvo Sotelo en 1981.
cCabe encontrar una régla similar en los otros dos ordenamientos 
objeto de esta comparaciôn? No desde luego en el portugués donde, co 
mo se verâ, la régla organizadora_ subsidiaria en la formaciôn del - 
Gobierno tampoco es la mayoria simple. La prâctica, ademâs, lo ha —  
confirmado, como se evidenciô cuando el Jefe del Estado encargô la - 
formaciôn del Gobierno a Nobre da Costa (Agosto de 1978) , a Mota Pin 
to (Octubre de 1978) y a Pintasilgp (Julio de 1979). En estas très 
ocasiones no existia un partido o coaliciôn mayoritaria pero el Pre 
sidente de la Repûblica en vez de conferir el encargo a la persona 
designada por el partido de la mayoria relativa, esto es, el PSP, e£ 
cogiô directamente y bajo su exclusiva iniciativa un Primer Ministre
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apartidista. El ûltimo caso es especialmente significative porque 
el PSP realizô en aquella ocasiôn denonados esfuerzos por la cons­
tituciôn de un gobierno socialiste apoyado por los socialdemôcra—  
tas independientes de la A S D I .
En el caso italiano, los Présidentes de la Repûblica han res- 
petado siempre el criterio de otorgar el encargo en primer lugar a 
la Bien al candidato designado expresamente por el parti­
do de la mayorîa relativa y aceptado también por los otros de la - 
coaliciôn (cuya influencia es en este punto co-determinante desde 
que la DC perdiô la mayorîa absoluta en 1953) , o en su defecto a - 
un dirigente de la DC escogido libremente por el Jefe del Estado. 
Ejemplos de una decisiôn recepticia son los encargos a Moro en 1963, 
1964 y 1966 o a Rumor en 1968. Ejemplos de una decisiôn selective 
son, por el contrario, los encargos a Pella en 1953, a Tambroni en 
1960, a Cossiga en 1979 y a Forlani en 1980^^^^^,
Sôlo recientemente y en ocasiones en que ya habîa fracasado un 
politico demôcrata cristiano, optô el Présidente Pertini por otorgar 
el encargo a un exponente de otro partido: a La Malfa (PRI) en 1979; 
a Craxi (PSI) en 1980; y a Spadolini (PRI) en 1981^^^^^. Este ûlti 
mo, por fin, ha conseguido formar Gobierno, descargando asî a la DC 
de tan "grave s a c r i f i c i o " . Pero, interesa repetirlo, el de Spa 
dolini fue un segundo encargo; el primero correspondiô a un demôcra­
ta cristiano: Forlani.
Finalmente, hay que senalar que la clasificaciôn de los encar­
gos de formar Gobierno en base al carâcter recepticio o selective
del acto del Jefe del Estado tiene sôlo una relevancia politica, pe
ro no j u r i d i c a . Desde este ûltimo punto de vista, el encargo -
es un poder propio del Présidente de la Repûblica de origen consue-
tudinario (se trata de una costumbre interpretativa del art. 92) y
la doctrina coincide en senalar que su otorgamiento depende de la -
valoraciôn de la situaciôn politica por el Jefe del Estado y es fun
damentalmente discrecional, no pudiendo admitirse la existencia de
(179)cânones normatives en esta materia . Todo lo mâs pueden configu
rarse algunos criterios de correcciôn constitucional que sin embar­
go no constituyen en ûltimo término limites a la libertad del Jefe 
del Estado
Al considerar ahora de nuevo el caso espanol, se aprecia mejor 
la especificidad de la posiciôn procesal del Jefe del Estado en es­
te sistema. Tanto el Rey de Espana como los sucesivos Présidentes - 
de la Repûblica italiana han respetado la régla de conferir el pri­
mer encargo (o candidatura) al partido de la mayoria relativa, pero 
esta prâctica que en Italia résulta de una simple régla de correc-=.r-. 
ciôn constitucional carente de garantia, en Espana en cambio respon 
de a una norma constitucional implicita protegida por el mecanismo 
del refrendo del Présidente del Congreso.
En vista de lo cual, résulta dificilmente aceptable la tesis - 
que deduce de las facultades del Rey en la formaciôn del Gobierno un 
llamado "poder de réserva" de perfiles ambiguos porque derivados fun 
damentalmente de la situaciôn p o l i t i c a . Tal tesis, si acaso, - 
séria aplicable al Jefe del Estado en el ordenamiento portugués o - 
incluso en el italiano, pero contrasta desde luego con el sistema di
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senado por la Constituciôn espanola y prescinde por completo del 
significado del refrendo del Présidente del Congreso.
La falta de un partido o de una coaliciôn que tenga la mayo­
ria absoluta de diputados no supone que el Jefe del Estado espanol 
pueda escoger discrecionalmente el candidato a la Presidencia del 
Gobierno. Al menos la primera propuesta debe recaer sobre la per­
sona designada por el partido de la mayoria relativa. Norma que - 
responde ademâs al interés de conserver la legislatura y que estâ 
tutelada por el refrendo del Présidente del Congreso. En consecuen 
cia aqui sôlo cabria hablar de "poder de réserva" con referenda 
a las propuestas sucesivas.
b) La posiciôn del Présidente incaricato, del Primer Ministre 
indigitado y del candidato a Présidente.
Existe en Italia un amplio répertorie de opiniones sobre cuâl
sea el status juridico del encargado. Sin necesidad de repasar aqui
toda esa polémica doctrinal basta senalar que la tendencia dominan
te le reconoce la calidad de "ôrgano", "ôrgano constitucional tran
sitorio" u "oficio temporal", centre de imputaciôn en definitive
de una actividad especifica que no es referible al Jefe del Esta—  
(182)do . La doctrina portuguesa no se ha ocupado de este problema,
pero parece también aceptable considerar al Primer Ministre indigi­
tado como ôrgano dotado de funciones propias. Lo mismo cabe decir, 
aunque con mâs argumentes en el caso espahol, porque el candidato 
a Présidente es una figura expresamente prevista por la Constituciôn
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Este ôrgano sui generis tiene en Italia una funciôn organiza- 
dora del Gobierno que se manifiesta, en primer termine, en activi- 
dades de contenido instructor: consultas y negociaciones formales 
con los sujetos que pueden constituir la futura m a y o r î a . Es - 
decir, que el otorgamiento y la aceptaciôn del encargo abren una - 
nueva fase instructora que, sin embargo, difiere por su alcance y 
por su objeto de la previamente realizada por el Jefe del Estado.
En efecto, el Présidente de la Repûblica despachaba consultas con 
todos los partidos, pero el encargado, en principio, sôlo lo hace 
con los de la mayorîa en f o r m a c i ô n ^ . Por otra parte, aquellas 
consultas tenîan por objeto las caracterîsticas funcionales del Ga 
binete, mientras que êstas se refieren ademâs a sus aspectos perso 
nales y programâticos, en los que el Jefe del Estado no debe inter 
venir.
Esta descripciôn, en conjunto, también puede considerarse vâ- 
lida con referencia al caso portugués. En efecto, el Primer Minis­
tre indigitado en todas las ocasiones ha mantenido conversaciones 
con los partidos y es de destacar que ello ocurriera incluso en la 
formaciôn de los très Gobiernos " p r e s i d e n c i a l e s " . Sin embargo, 
sôlo hubo auténticas negociaciones cuando se intentô dar vida a Go 
biernos de coaliciôn. Paradigmâticas son en tal sentido las nego—  
ciaciones PS-CDS dirigidas por Mario Soares antes de formar su se­
gundo Gabinete. Fue en efecto la formaciôn de Gobierno mâs "italia 
na" del répertorie portugués.
Por lo que se refiere a Espana, aunque la Constituciôn no pre­
vé las consultas del candidato a Présidente, no cabe duda que éste
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necesita concordar su proyecto gubernamental con las fuerzas pol^ 
ticas que deban integrar la mayorîa. Sin embargo, hasta la fecha, 
estas consultas con représentantes de otros partidos no estân in£ 
titucionalizadas. Ello no quiere decir que no hayan existido, pe­
ro en todo caso han resultado poco visibles y ademâs parece que han 
tendido a celebrarse por persona i n t e r p u e s t a . En cambio pare 
ce consolidarse la praxis de que el candidato se reuna con la di- 
recciôn de su partido y eventualmente también con su grupo parla­
mentario para debatir las lîneas maestras de su discurso programâ 
tico(187).
Por otro lado, el hecho de que la Constituciôn haya exigido - 
al candidato que présente ante el Congreso su programa, pero no la 
lista ministerial, puede inducir a pensar que las funciones organ^ 
zadoras del Gobierno se distribuyen en Espana entre dos ôrganos: - 
al candidato corresponderîa la preparaciôn del programa y al Presi 
dente todo lo relativo a la composiciôn del Gobierno. Sin embargo, 
nada impone una interpretaciôn tan esquemâtica ni impide que el can 
didato se présente ante el Congreso con la composiciôn del Gobierno 
parcial o totalmente predispuesta, para darla a conocer en esa sede. 
De hecho, el Sr. Gonzâlez procediô de esta manera en el debate pre- 
vio a su investidura, lo que constituye un precedente importante.
Finalmente, en el orden procesal, hay que senalar que segûn la
praxis normal en Italia, el encargado acepta el mandate "con reser—
vas" lo que implica que si sus consultas y negociaciones con los -
partidos politicos no dan un resultado positive, renunciarâ el en­
d s  8 )cargo . Sin embargo, en Portugal la aceptaciôn no estâ sujeta a
condiciôn alguna y no se contempla generalmente la hipôtesis de - 
que llegue a renunciar el Primer Ministre indigitado (hipôtesis - 
pese a todo no descartable porque no cabria obligarle a ser Primer 
Ministre contra su voluntad). En Espana, la praxis se ha orientado 
en el mismo sentido, aunque tampoco es posible ignorar la eventua- 
lidad de una renuncia a la candidatura si su titular despuês de —  
las correspondientes consultas juzgase que se habian desvanecido - 
las posibilidades de obtener la investidura (ese comportamiente se 
justificaria ademâs para no poner en marcha o no consumir inûtilmen 
te el plazo de dos meses previsto en el art. 99,5).
c) Las relaciones entre el Jefe del Estado y el "formador" del 
Gobierno.
Se trata de uno de los aspectos mâs conflictivos de la fase a- 
qui comentada. El problema radica sobre todo en la posibilidad de - 
que el Jefe del Estado condicione o limite el mandate del "formador".
En este sentido hay que constater que en Italia han ido crecien 
do constantemente los poderes del Présidente de la Repûblica en re­
laciôn al encargado. Tendencia que se iniciô con el Présidente Gron 
chi, en 1955, y que tras algunas inflexiones ha alcanzado su punto 
culminante actualmente con el Présidente P e r t i n i . Por ejemplo, 
en lo que afecta a la fôrmula gubernamental cada vez son menos fre- 
cuentes los casos en los que el Jefe del Estado otorga el encargo 
"con mandato amplio" y se normalize en cambio la prâctica de indi- 
car expresamente (en el correspondiente comunicado oficial) la fôr­
mula del Gabinete a c o n s t i t u i r . La intervenciôn presidencial
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también se ha hecho patente de otras maneras, como la fijaciôn de 
plazos temporales para que el encargado ultime sus negociaciones - 
con los partidos p o l i t i c o s . Pero incluso en lo referente a la 
composiciôn del Gobierno se han producido actuaciones del Jefe del 
Estado, tan exhorbitantes, que sôlo pueden explicarse por la grave 
dad de la crisis politica que a la sazôn conocia el pais. Me refie 
ro, concretamente, a la convocatoria conjunta, en Marzo de 1979, a 
Andreotti, Saragat y La Malfa y al consiguiente encargo al primero 
de ellos para formar un Gobierno en el que los otros dos eran tam­
bién invitados a participar en calidad de Vicepresidentes. Se per-
filaba asi un mandato condicionado, cuya correcciôn constitucional
(192)ha sido desde luego cuestionada
En Portugal, curiosamente, asistimos a la tendencia inversa.
Si desde la caida del Gobierno Soares I el Présidente de la Repûbl^ 
ca habia asumido un papel activo en la formaciôn de los Gobiernos, 
esta evoluciôn se interrumpiô a raiz de la victoria electoral de AD 
en 1979. La intervenciôn presidencial se habia manifestado, en pr^ 
mer término, en la exigencia de un Gobierno con "mayoria parlamen­
taria estable y coherente" que condicionô el segundo encargo reci- 
bido por Soares en diciembre de 1977^^^^^. Aunque la Constituciôn
no impone este requisite y los socialistes lo consideraron exhorbi
(194)tante, lograron cumplirlo negociando un acuerdo con el CDS . -
Sin embargo, para la formaciôn de los siguientes Gobiernos de ini­
ciativa presidencial, el Jefe del Estado diluyô la exigencia ante­
rior, aunque no renunCiô a intervenir en la composiciôn de estes - 
G a b i n e t e s . Sôlo cuando el sistema de partidos logrô determinar 
inequivocamente la fôrmula sucesoria, como ocurre desde diciembre
1de 1979, ha recuperado su autonomîa el Primer Ministro indigitado.
El caso espahol es a estos efectos muy diferente, no sôlo por 
que el Rey no ha intentado condicionar el mandato de los Candida—  
tos a Présidente, sino porque jurîdicamente no podria hacerlo. Hay 
que tener en cuenta que, a diferencia del encargado, el candidato 
no présenta el resultado de su actividad organizadora al Jefe del 
Estado, sino al Parlamento. En consecuencia, ni siquiera cabe plan 
tear en Espaha el problema (que suscita polémicas en la doctrina - 
italiana) de la posible revocaciôn del "formador" en el supuesto - 
de que éste no respete los limites (especialmente los relativos a 
la fôrmula gubernamental) que estableciô el Jefe del Estado en el 
momento de su d e s i g n a c i ô n . No hay aqui medios juridicos para 
que el Jefe del Estado pueda limitar la acciÔn del candidato: tiene 
compléta libertad para buscar apoyos a lo largo de todo el espectro 
parlamentario.
d) La selecciôh del "formador" por su partido.
Ya hemos visto que êsto no siempre ocurre y que en ocasiones, 
concretamente en Italia, ha sido el Jefe del Estado quién ha reali- 
zado la selecciôn. De todas formas la régla general es la contraria, 
y por eso al analizar las figuras del Présidente encargado y del - 
candidato a Présidente se debe tener muy en cuenta el procedimiento 
intrapartidista que conduce a individualizar al titular de aquellas 
funciones constitucionales.
En este sentido, la primera cuestiôn a considerar es el ôrgano
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partidista compétente para designar al "formador". La experiencia 
de los regimenes parlamentarios, muy variada por lo que se refie­
re a este problema, puede ordenarse sintêticamente de la siguien- 
te manera :
1°- Elecciôn por el Congreso Nacional del partido o por una 
Convenciôn especialmente convocada a tal efecto, Lo primero cons—  
tituye la prâctica normal en los grandes partidos socialdemôcratas 
aunque excepcionalmente el Congreso es sustituido por un ôrgano de 
direcciôn cuando la sucesiôn es imprevista. Por otro lado los par­
tidos canadienses y a veces también el partido liberal japonés si- 
guen el sistema de la convenciôn.
2°- Elecciôn por un ôrgano de direcciôn: es el caso del Mapai 
Israeli donde la designaciôn del Primer Ministro la realiza norma^ 
mente el Comité Central del partido.
3°- Elecciôn por un "circulo interno", informai, de dirigentes 
como ocurria en el Partido Conservador britânico hasta 1965.
4°- Elecciôn por el grupo parlamentario como sucede en los par 
tidos liberal y laborista britânicos y, desde 1965, también en el - 
conservador.
iCômo es este procedimiento en los très regimenes objeto de nues 
tra comparaciôn? La respuesta depende, en primer lugar, de los esta- 
tutos de los partidos politicos que han llegado a formar Gobierno.
El estatuto de la DC atribuye la competencia para escoger a la
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persona que ha de ser Présidente del Consejo a la Direcciôn Cen­
tral del partido. Establece en efecto, que corresponde a este ôr­
gano deliberar en orden a la soluciôn de la crisis de Gobierno.
Pero ahade ademâs que tal deliberaciôn se producirâ, "oidos los - 
directivos de los grupos p a r l a m e n t a r i o s " . Se trata, por tan­
to, de un sistema mixto que combina los elementos propios del se­
gundo y del cuarto tipo de la clasificaciôn anterior.
El estatuto de la UCD no contiene ninguna régla expresamente 
referida a esta materia. Sin embargo, su art. 23 afirma que el Co­
mité Ejecutivo deberâ establecer "las directrices politicas géné­
rales del Partido en sus tareas parlamentarias y de Gobierno", nor 
ma que interpretada ampliamente podria implicar la atribuciôn de - 
la competencia que nos interesa. En todo caso, ha sido en efecto, 
el Comité Ejecutivo quien aprobô la designaciôn de Calvo Sotelo co 
mo candidato de UCD a la Presidencia del Gobierno. Interesa desta­
car, como lo hace el comunicado oficial de aquella reuniôn, que la 
propuesta del sucesor la realizô Suârez "tras varias conversaciones 
con miembros del Comité E j e c u t i v o " L o s  relatos de aquella cr^ 
sis, ademâs, asi lo c o n f i r m a n ^ . Encontramos entonces en aquella 
ocasiôn un sistema mixto que reune elementos del segundo y del ter 
cero, e incluso del primer tipo, porque la designaciôn de Calvo So­
telo fue en definitive ratificada por el Congreso del partido en - 
Palma de Mallorca antes de que el Rey le nombrara oficialmente can 
didato a la Presidencia.
En Portugal, los estatutos del Partido Socialiste atribuyen e£ 
ta competencia a la Comisiôn Directive (hoy Comisiôn Politica) y los
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del Partido Socialdemôcrata al Consejo Nacional, a propuesta de la 
Comisiôn P o l i t i c a . Se trata, por tanto, de procedimientos del 
segundo tipo: elecciôn del "formador" por la Direcciôn del Partido. 
Sin embargo estas reglas estatutarias no explican completamente el 
proceso politico real, porque los ôrganos compétentes se limitaron 
(salvo en la formaciôn del Gobierno Pinto Balsemao I) a investir - 
al mâximo dirigente del partido que, conforme a los estatutos es - 
elegido por el respective Congreso N a c i o n a l . Tal elecciôn ha 
significado por tanto, la designaciôn del Primer Ministro potencial 
y el hecho de que en ambos partidos corresponda al Congreso es una 
"correlaciôn nacional" que también aparece en otros sistemas (bas­
te pensar en el caso inglés o en el canadiense) .
La comparaciôn de estos procedimientos pone de manifiesto que 
en Espaha y Portugal, a diferencia de lo que ocurre en Italia, el 
grupo parlamentario no participa en la selecciôn del "formador", - 
lo que ademâs coincide con la mayor supremacîa del partido sobre - 
sus parlamentarios en los sistemas ibéricos. Volveremos sobre esta 
cuestiôn. Pero antes hay que subrayar que mientras los estatutos de 
los partidos gubernamentales en Italia y Portugal formalizan expre 
samente el procedimiento de selecciôn del Primer Ministro, en Espa 
ha en cambio, ésto no ocurre, lo que significa una indudable fuen­
te de inseguridad j u r î d i c a .
La segunda cuestiôn a tener en cuenta al estudiar este proce­
dimiento de selecciôn es si el partido désigna para formar Gobier­
no a su principal dirigente (Présidente o Secretario General, se—
112
gûn los casos) o si por el contrario esta designaciôn recae sobre 
otro de sus lîderes, de manera que permanezcan distintas y sépara 
das la jefatura del Partido y la del Gobierno.
El asunto desde luego no es baladî, porque la acumulaciôn de 
ambos liderazgos sin duda refuerza la posiciôn del "formador" y - 
futuro "premier" mientras que la separaciôn no lo hace. Sin embar 
go, desde otro punto de vista, la designaciôn de un "formador" sin 
responsabilidades ejecutivas en el partido puede eventualmente te 
ner el efecto positivo de faciliter las negociaciones con otros - 
partidos para una coaliciôn, porque el menor compromise del propio 
partido con ese Gobierno posibilita quizâ que el "formador" pueda 
hacer mâs concesiones a los socios de tal coaliciôn.
En todo caso, acerca de las relaciones entre los liderazgos - 
partidista y gubernamental^ cabe distinguir los siguientes escena-- 
rios, segûn que ambos estén juntos o separados durante y despuês de 
la formaciôn del Gobierno.
El Primer Ministro es 
el Principal Dirigente
El Primer Ministro no es 
el Principal Dirigente
El Formador es el 
Principal Dirigente
Principal Dirigente
Union compléta Separaciôn posterior
Uniôn posterior Separaciôn compléta
l l ô
La experiencia de las très democracies aqui consideradas ofre 
ce ejemplos de todos estos escenarios, pero en conjunto las tenden 
cias prevalecientes en cada una de ellas son diferentes.
En la DC italiana estâ profundamente arraigada la doctrina de 
la separaciôn compléta. Fue el propio De Gasperi quién la estable­
ciô al abandonar la Secretaria Politica del partido en 1946 despuês 
de formar su segundo Gobierno (que fue en consecuencia un caso de 
separaciôn posterior). Para explicar esta dimisiôn alegô la dificul 
gad de simultanear la dedicaciôn a ambos cargos, aunque probablemen 
te subyacian otras consideraciones p o l i t i c a s .
En todo caso, aquellas motivaciones iniciales de la separaciôn 
han resultado a la postre sustituidas por otra que dériva de la es­
tructura misma del partido demôcrata cristiano. El pluralisme de —  
fracciones internas y el equilibrio entre ellas exigen que no se a- 
cumulen dos cargos tan importantes. Se trata de un principio de d^ 
visiôn del poder y de una garantia frente a un liderazgo excesiva- 
mente fuerte.
Bien se advirtiô êsto en la ûnica ocasiôn en que, despuês de 
De Gasperi se intentô reunificar ambos mandos. Fuê el Gobierno que 
Fanfani formô en Julio de 1958 sin abandonar la Secretaria del par 
tido (uniôn compléta). Pero el experimento resultô poco duradero: 
a los siete meses Fanfani tuvo que dimitir de ambos cargos^ victima 
de una rebeliôn de los notables de la corriente mayoritaria de la 
DC (Iniziativa Democratica) y del ala derecha del partido que se - 
manifestô en el parlamento con el fenômeno de los "francotirado—
res"<206).
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Desde aquél episodic, la separaciôn compléta ha sido la régla 
sin excepciones. Con la circunstancia de que si al principio (espe 
cialmente en la era degasperiana) existia una buena cooperaciôn en­
tre el Secretario Politico y el Présidente del Consejo, despuês no 
han faltado los casos de fuerte rivalidad entre ambos. Ello no ha 
contribuido a la eficacia del Gobierno ni a su e s t a b i l i d a d .
En Portugal como ya se sehalô anteriormente, existe una marca 
da tendencia a la uniôn compléta entre la jefatura del partido y - 
la del Gobierno. Tendencia que inauguraron Soares y Sâ Carneiro y 
que ha continuado con Pinto Balsemao pese a la oposiciôn de un sec 
tor del PSc/^OB)^
En Espaha, durante la etapa gubernamental de UCD, no es posi­
ble constater la existencia de un modèle tan estable como los que 
presentan Italia y Portugal. El primer Gobierno formado tras las - 
elecciones de 1977 refleja el esquema de la uniôn posterior, por—  
que Suârez accediô a la Presidencia del partido en Octubre de 1978. 
Los dos Gobiernos siguientes, el de Abril de 1979 y el de Septiem- 
bre de 1980, son ejemplos de uniôn compléta entre el liderazgo par 
tidista y el gubernamental. Sin embargo, Calvo Sotelo ha repetido 
el itinerario de la uniôn posterior: en Febrero de 1981 fue nombra 
do Présidente del Gobierno y sôlo consiguiô la Presidencia del par 
tido en Noviembre de ese aho. Esta acumulaciôn de liderazgos la —  
justified el Présidente por la "convicciôn de que en una sociedad co 
mo la nuestra basta que Gobierno y partido sean percibidos como dos 
realidades distintas para que se ponga en marcha un proceso de di­
ferencias aparentes, que la opiniôn acaba entendiendo como enfren-
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tamiento; y ello es nocivo, especiaimante cuando iniciamos el ûlti
mo ano de la legislatura y se hace mâs necesaria la imâgen de per-
(209 )sonalizaciôn de nuestra oferta electoral" . Es decir, un argu-
mento en buena medida coyuntural, que a la postre, sin embargo, no 
fue atendido porque ante la grave crisis que atravesaba UCD, puesta 
de relieve con caracter inmediato por el fracaso en las elecciones 
al Parlamento andaluz, el Consejo Politico decidiô elegir, el 13 - 
de Julio, Présidente del partido a Landelino Lavilla, quien dirig^ 
rla personalmente la campana electoral de Octubre al margen del Go 
bierno<21°).
Tras la alternancia determinada por estas ûltimas elecciones, 
ha vuelto a restablecerse el modelo de la unidn compléta porque el 
Secretario General del PSOE ha sido el candidate socialista a la - 
Presidencia del Gobierno (circunstancia por lo demâs anunciada de£ 
de la mocidn de censura de Mayo de 1980) y ha manifestado después 
su decisiôn de compaginar ambos liderazgos.
3.- Los acuerdos de gobierno
Las distintas actividades instructoras de la fase preparato—  
ria desembocan a menudo en la formaciôn de pactes de coaliciôn o a- 
cuerdos de gobierno, terminologie êsta que parece preferible por - 
ser de alcance mâs general. En efecto, hay que tener en cuenta que 
taies acuerdos no sôlo aparecen en la génesis de Gobiernos de com- 
posiciôn multipartidista (Gobiernos de coaliciôn), sino también de 
Gobiernos monocolor cuando el partido gubernamental comprende una
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multiplicidad de corrientes o r g a n i z a d a s . En consecuencia, los 
acuerdos de gobierno tienen una vigencia ampllsima, y sus formas - 
son muy variadas. Intentemos una consideraciôn sistemâtica de esta 
materia.
a) El primer aspecto a tener en cuenta es el refèrente a los 
sujetos del acuerdo. Los partidos politicos y el Présidente encar- 
gado son quienes intervienen en Italia oficialmente en las négocia 
clones. Algûn autor ha negado a aquêl la condiciôn de sujeto nece- 
sario considerando que la coaliciôn se realiza exclusivamente en el 
nivel de los p a r t i d o s . Pero la mayor parte de las opiniones - 
doctrinales reconocen al encargado una funciôn organizadora del —
acuerdo(213).
En ûltimo término, sin embargo, la praxis révéla que entre la 
actividad del encargado y el acuerdo de coaliciôn no existe un ne- 
xo genéticamente necesario. Prueba de ello es que en determinados 
casos (el Gobierno Scelba o el Fanfani III) el acuerdo fue anterior 
al otorgamiento del encargo: secuencia que también puede encontrar- 
se en la experiencia constitucional lusa (Gobiernos de Sâ Carneiro 
y Pinto Balsemao) (“^1^) . sin embargo, la régla general es la contra 
r i a (213)^ Ademâs, aunque jurîdicamente lo que importa es que el en 
cargado acepte el contenido del acuerdo y no tanto que participe - 
en su elaboraciôn, parece difîcil que las negociaciones puedan de£ 
cender a detalles muy concrètes de la polîtica o la estructura del 
Gabinete sin la participaciôn de quien ha de presidirlo. Por ello, 
résulta especialmente llamativo el acuerdo celebrado en Italia por 
los partidos de la abstenciôn, en Julio de 1977, para dotar de un -
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programa al Gobierno Andreotti III, sin que el Présidente del Con­
sejo interviniera para nada en aquella n e g o c i a c i ô n . Nôtese —  
que en este caso el Gobierno ya estaba formado, por lo que la mar- 
ginaciôn de su Présidente es todavia mâs sorprendente.
Junto a estos sujetos formales de los acuerdos de Gobierno, -
la doctrina italiana distingue, haciendo gala de realismo, otros -
sujetos que aunque no participan oficialmente en la negociaciôn de
los acuerdos de gobierno, condicionan desde luego su c o n t e n i d o .
Se trata en primer término de las fracciones intra-partidistas cuya
influencia se révéla "en todos los Gobiernos monocolor de la DC", -
porque "en el procedimiento de formaciôn de cada uno de ellos se a-
precia la existencia de un acuerdo subyacente entre las corrientes,
(218)
sea en relaciôn al programa que a la estructura del Gobierno"
Ademâs se advierte que, a partir de la década de los sesenta y coin
cidiendo con la instauraciôn del centro-sinistra, la influencia de
las fracciones se exaspéra y éstas pasan a actuar también como suje
(219 )to s de los Gobiernos de coaliciôn . En efecto, las corrientes f-
de la DC y las de los otros partidos del ârea gubernamental, espe—  
cialmente del PSI y del PSDI, se asocian de distintas maneras entre 
sly a través de las fronteras partidistas^ para la formaciôn de las - 
coaliciones. De resultas, los acuerdos de gobierno oficiales inter- 
partidistas, presuponen otros pactos informales entre varias frac—  
ciones de los partidos coaligados^^^O)^
Finalmente, cabe reconocer también como sujetos sustanciales - 
de los acuerdos, a organizaciones no partidistas, como los sindica- 
tos y algunos centros del aparato estatal, especialmente los relacio 
nados a la polîtica econômica.
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No es posible extrapolar linealmente esta descripciôn a los 
casos espahol y portugués. En Espana no ha habido todavîa un Go­
bierno formado sobre la base de un acuerdo formai interpartidis- 
ta. Estâ desde luego el caso de los pactos de la Moncloa de 1977, 
pero su finalidad no era permitir la constituciôn de un nuevo Go­
bierno, sino dotar de un programa al Gabinete existente (en este 
sentido es grande la semejanza con el acuerdo porgramâtico italia 
no de 1977). La remodelaciôn ministerial de septiembre de 1980 pa 
rece que presuponîa un acuerdo de UCD con la Minorîa Catalana y -
el PSA, pero ninguno de estos acuerdos alcanzô una minima formali 
(221)zaciôn . E n  este sentido hay que reconocer que la nociôn mis-
ma de acuerdo de gobierno no estâ suficientemente afirmada en Es­
pana.
Las coaliciones, en cambio, si han entrado en la praxis cons­
titucional portuguesa, pero cabe sehalar algunas notas diferencia- 
les respecto del caso italiano. En primer lugar, los acuerdos cele 
brados en Portugal durante este periodo (el del II Gobierno de Ma­
rio Soares y el acuerdo constitutive de Alianza Democrâtica) fueron 
aprobados por cada uno de los partidos afectados con notable consen
so interno y sin que resultase tan évidente como en Italia el roi
(222)desempehado por las fracciones . Los problemas de cohesiôn par
tidista no aparecieron en la celebraciôn de los acuerdos, sino mâs 
tarde.
En segundo lugar, hay que destacar también los repetidos inten 
tos de convetir al Présidante de la Rëpûblica en sujeto formai de - 
un acuerdo de Gobierno. Intentos que, aunque no fructificaron, des-
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bordan por completo lo que la doctrina mâs "presidencialista" con-
(223)
sidera como legitimo en Italia . Se trata concretamente del —
discurso del General Eanes del 1-8-78 donde proponia la formaciôn 
de un Gobierno independiente que preparase las condiciones para "un 
acuerdo politico global, celebrado entre partidos con représenta—  
ciôn parlamentaria y el Présidente de la Rëpûblica". Tesis que vo^ 
viô a aparecer en un comunicado de la Presidencia de la Rëpûblica 
de 6-7-79 que solicitaba la formaciôn de un Gobierno de solaridad 
institucional del PS y del PSD con el Jefe del Estado.
b) Consideremos ahora los aspectos procesales de los acuerdos 
de Gobierno. Concretamente: cuâl es el ôrgano compétente para apro 
barlos dentro de cada partido y cuâl la relaciôn entre los acuerdos 
de gobierno y las elecciones.
Pese a la importancia de las coaliciones en los sistemas multi 
partidistas, es curioso constater que los estatutos de los partidos 
rara vez establecen con claridad a quien corresponde el coalition 
making power dentro de sus organigramas. Con las excepciones del es^  
tatuto de la DC que atribuye a la Direcciôn Central y a los comités 
directivos de los grupos parlamentarios la funciôn decisoria en or- 
den a la soluciôn de las crisis de Gobierno, y del estatuto del CDS 
portugués, que asigna al Consejo Nacional la competencia para apro- 
bar las coaliciones, los restantes estatutos de los partidos guber- 
namentales en estos très paises no contienen indicaciones concretas 
sobre esta m a t e r i a (2^4)^ Podria interpretarse esta laguna como senal 
de una insuficiente madurez organizativa, pero lo mâs probable es -
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que se trate de una imprevisiôn deliberada para permitir una actua 
ciôn flexible.
La praxis italiana es en este sentido bastante reveladora: - 
cuando son acuerdos de gobierno normales, es decir, que no suponen 
una variaciôn fundamental de la llnea polîtica seguida por los res^ 
pectivos partidos, los acuerdos suelen aprobarse por ôrganos de vér 
tices (en el caso de la DC, la Direcciôn Central). Sin embargo, —  
cuando se trata de acuerdos innovadores y particularmente si supo- 
nian una coaliciôn con el PSI, ha sido necesario que el Congreso de 
la DC autorizase la constituciôn de la fôrmula gubernamental. Asî 
ocurriÔ en el famoso Congreso de Nâpoles de 1962 que abriô las puer 
tas a un Gobierno DC-PSDI-PRI con el apoyo externo del PSI, o el - 
Congreso de Junio de 1973 que pidiô el retorno al centro-sinistra, 
después del parêntesis centriste del Gobierno Andreotti I I  (2^5)^ En 
otras ocasiones el Consejo Nacional de la DC supliô al Congreso en 
esta f u n c i ô n (23^)^ Ademâs, estas autorizaciones asamblearias tuvie 
ron su équivalente en el PSI; fue el Congreso del Partido el que a 
probô en Octubre de 1963 la formaciôn de un Gobierno de centro-si­
nistra. Lo mismo ocurriô en Octubre de 1968 y de nuevo el Congreso
(227)abriô las puertas a esta coaliciôn en Noviembre de 1972 . En -
consecuencia el problema de las coaliciones ha sido aqui a menudo
confiado a las instancias mâs representativas de la base de los par
tidos, a sus Congresos, sin perjuicio de la posterior aprobaciôn -
del acuerdo definitivo por un ôrgano de direcciôn y en su caso por
( 22 8 )los grupos parlamentarios
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( 229 )En Portugal, la experiencia hasta ahora es un tanto distinta 
Por un lado tenemos el caso del Partido Socialista Portugués que 
en la campaha electoral de 1976 excluyô cualquier hipôtesis de —  
coaliciôn a su derecha o a su izquierda. Sin embargo, tras fraca- 
sar su intento de gobernar en solitario el PS aceptô un Gobierno 
de coaliciôn disfrazado con el CDS('*el Gobierno de base PS con —  
personalidades"). Esta fôrmula gubernamental, empero, no fue some 
tida a la aprobaciôn de la base del partido (no hubo un Congreso 
extraordinario sobre el tema) sino que fue decidida, eso si, casi 
por unanimidad, por la Comisiôn Nacional. También en el CDS el pac 
to fue aprobado por un ôrgano de vértice, el Consejo Nacional, y 
no por un ôrgano mâs inmediatamente representativo de los afilia- 
dos, lo que puede contribuir a explicar el hecho de que estos bien 
pronto hicieran ostensible su desacuerdo con el Gobierno y pidie- 
ran que el partido se retirase del mismo, Sin embargo, y pese a e£ 
ta experiencia el Congreso socialista de 1979 volviô a confiar la 
polîtica de alianzas a la Comisiôn N a c i o n a l
Menciôn aparté merece el caso del PSD, porque el acuerdo cons^ 
titutivo de Alianza Democrâtica fue aprobado en su Congreso de Ju­
nio de 1979 y reafirmado en el de Febrero de 19 81, después de la - 
muerte de Sâ Carneiro.
Ahora bien, si no es indiferente que el procedimiento posibi- 
lite la intervenciôn de la base de afiliados en la aprobaciôn de - 
los acuerdos de gobierno, mâs crucial todavîa es que permita oir - 
la voz de los electores, para lo cual los compromisos de coaliciôn
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deben establecerse pûblicamente antes de que los partidos compare^
can ante las urnas^^^l)^ Que las coaliciones sean previas a las e-
lecciones parece, en principle, mâs correcte desde una perspectiva
normativa de la democracia y ademâs ello puede favorecer la estab^
lidad de los acuerdos, aunque también puede acarrear algunos incon
venientes a los que mâs tarde aludiremos. En cualquier caso de
be subrayarse que un acuerdo previo no implica necesariamente la -
presentaciôn de candidatures conjuntas: basta que el compromise de
(232)gobernar juntos sea pûblico antes de la votaciôn
La experiencia italiana.es, en este sentido, casi uniforme per 
que muestra un neto predominio de los acuerdos post-electorales. A- 
penas cabe senalar algunas excepciones en el periodo inicial. En - 
1948 las elecciones parlamentarias aparecieron polarizadas entre dos 
grandes opciones de gobierno: por un lado el Frente Democrâtico Po­
pular (PCI y PSI) y por otro la coaliciôn de la DC con los partidos 
laicos (PLI, PRI y PSDI). Esta coaliciôn centrista de nuevo se pre- 
sentô unida en las elecciones de 1953. Fuera de estos casos, aunque 
algunas elecciones representaron un test para una determinada coa­
liciôn (por ejemplo, las de 1963 para el centro-sinistra, recién - 
formado), lo cierto es que tal test era sôlo implicito, porque los 
patidos acudian a las urnas sin compromisos de gobierno preestable 
cidos(233)_ Eg interesante hacer notar, ademâs, que cuando los a—  
cuerdos previos se plasmaron en una coaliciôn electoral con listas 
conjuntas (Frente Popular) o emparentadas (la coaliciôn centrista 
de 1953), el electorado italiano las negô el triunfo, mostrando asi 
su preferencia por el mantenimiento de una pluralidad de formacio-
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nés independientes.
El caso portugués es bastante diferente porque si bien hubo 
al principio un acuerdo post-electoral, el pacto PS-CDS de 1978, 
la constituciôn de Alianza Democrâtica implicô una inversiôn de 
tendencia, porque se realizô antes de las siguientes elecciones 
de 1979 y permaneciô también en vigor para las de 1980. En ambas 
ocasiones, este acuerdo previo fue premiado por el electorado - 
con una mayorîa absoluta.
Por ûltimo, cabe sehalar que aunque en Espaha no ha habido 
hasta la fecha acuerdos de gobierno formales, los acuerdos ofi- 
ciosos que se manifestaron en las votaciones de confianza a los 
distintos Gobiernos desde 1979, no fueron desde luego preanuncia 
dos al electorado. Solamente el acuerdo de 19 82 entre el PSOE y 
el PAD ha supuesto una inversiôn de esta tendencia^ como lo supon 
drîa también la eventual victoria de la "mayorîa natural" propu£ 
nada por Fraga.
c) Toca ahora ocuparse del contenido tîpico de los acuerdos 
de Gobierno que puede analizarse atendiendo a très elementos prin 
cipales: sus claûsulas de resoluciôn, la distribuciôn de los car­
gos gubernamentales entre los partidos de la coaliciôn y la de- 
finiciôn de la orientaciôn polîtica de ésta. (^34)
u. w ^
En cuanto a lo primero, la praxis italiana no ofrece ejemplos
de acuerdos de coaliciôn que prevean un limite temporal de su vigen
cia. Los Gobiernos "a término", como el de Pella en 1953 o los dos
de Leone en 1963 y 1968, que asumian en su declaraciôn programâti-
ca una restricciôn de su duraciôn, vinculada a un determinado plazo
constitucional o politico, eran Gabinetes monocolor, fruto précisa
mente de la imposibilidad de articular una coaliciôn y de la nece-
sidad de atender a los problemas urgentes del p a l s (235)^ Todos los
Gobiernos de coaliciôn, incluse aquellos formados en condiciones
mâs precarias, como el de Fanfani de 1960 (el llamado de las "con-
vergencias paralelas") o el de Moro de 1974 (el ûltimo del centro-
sinistra) , declararon por el contrario no considerarse como Gobier
nos "a t é r m i n o " (236)^ En todo caso, hay un limite mâximo implicite
(237)para cualquier acuerdo de coaliciôn: el final de la legislatura 
Lo que no impide que la misma coaliciôn pueda recomponerse después 
de las elecciones, como solia ocurrir en la época del centro-sinis­
tra.
Sin embargo, no ha exisitido en este pals ningûn pacto de coa­
liciôn que se concertase expresamente para toda una legislatura. En 
otras palabras, la idea de un "contrato de legislatura", avanzada 
en distintos momentos por la izquierda francesa, no echô ralces en 
Italia, aunque encontrô la simpatla de los socialistes: Nenni hizo 
una oferta de este tipo a la DC en 1962, pero su propuesta fue re-
c h a z a d a ( 2 3 8 ) _
Ademâs, los acuerdos de gobierno en Italia tampoco han prévis^
to normalmente los procedimientos y condiciones para que los miem 
bros de la coaliciôn puedan rescindir su compromise. En consecuen­
cia, la resoluciôn de los pactos "estâsujeta a la mâs incontrola- 
da potestad de determinaciôn de cada uno de los partidos de la coa 
liciôn, en el sentido que la disoluciôn del pacto puede ocurrir en 
cualquier memento, sobre la base de las decisiones de los ôrganos 
de uno de los partidos de la coaliciôn y por motives que sôlo pue 
den adscribirse al interês que uno de estos partidos pretende tu-
telar"(239).
En definitiva, como lo advierte un estudioso de la materia, 
estas insuficiencias têcnicas de los acuerdos de coaliciôn (que re 
velan también un déficit de voluntad polîtica en relaciôn a su cum 
plimiento) no han contribuido a eliminar la inestabilidad guberna­
mental, objetivo, sin embargo, al que en principio estâ destinada
.  ^  ^ (240)
la praxis de los acuerdos
Por su parte, la experiencia portuguesa en esta materia pré­
senta algunas diferencias significativas. El acuerdo de 1978 entre 
el PSP y el CDS se proyectaba expresamente "hasta el término de la 
actual legislatura" (iniciada en 1976) y preveîa ademâs como cau­
sas de rescisiôn: "a) la violaciôn del acuerdo por cualquiera de 
sus signatarios (que fue la razôn que invocô el CDS) y b) la alte- 
raciôn radical de la situaciôn polîtica"(^41)  ^ pQ^ otro lado, el 
pacto fundacional de Alianza Democrâtica se planteô como un autén 
tico "contrato de legislatura" o "de legislatures" porque, suscr^ 
to antes de las elecciones de 1979, se propuso permanecer en vi­
gor "hasta el final de la primera legislatura que tenga poderes de 
revisiôn constitucional". Es decir, de hecho,durante el mandate
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întegro de dos parlamentos, el de 19 79 y el de 1980.
Otro elemento material de los pactos se refiere a la distribu
ciôn de los Ministerios y de los altos cargos de la Administraciôn,
como los Secretarios de Estado y los Subsecretarios, entre los par
tidos coaligados (en Italia este reparto se ha proyectado general-
mente también fuera del âmbito gubernamental, alcanzando a los Pre
sidentes de las Comisiones parlamentarias -al menos hasta la VII
legislatura- y a los miembros de los Consejos de Administraciôn de
los diferentes entes pûblicos: el conocido fenômeno de la lottizza- 
(242)zione) . Me remito al Capîtulo Segundo para el anâlisis empîrico 
de como se ha realizado esta distribuciôn de los cargos gubernamen­
tales en Italia y en Portugal(^^3)  ^ Aquî, en cambio, vale la pena 
sehalar que en los documentos pûblicos de los acuerdos no suele ha 
ber referenda alguna al reparto de puestos; el texto del pacto 
PSP-CDS Ilegaba incluso a negar expresamente que la negociaciôn in 
terpartidista hubiera afectado a esta cuestiôn: "la selecciôn de
los Ministros a proponer al Présidente de la Rëpûblica es de la ex
(244)clusiva responsabilidad del Primer Ministre" . Pero la falta
de formalizaciôn del pacto en lo tocante a esta materia no puede d^ 
simular que se trata de uno de sus contenidos bâsicos. Solamente 
révéla un cierto pudor: el deseo de no exhibir los condicionamien 
tos politicos que limitan la libertad del formador.
Por otro lado, hay que tener en cuenta que en la distribuciôn
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no se valora solamente el nûmero de Ministerios atribuidos a cada 
partido, sino también la importancia relativa de los mismos. El 
Ministerio de Trabajo o de Sanidad no valen por ejemplo tanto como 
el de Educacién o el de Asuntcs Exteriores. Hay ademâs Ministerios 
particularmente importantes que el partido mayoritario de la coa­
liciôn suele reservarse para si. La DC, por ejemplo nunca ha ced^ 
do los Ministerios del Interior y de Agriculture, y sôlo en raras 
ocasiones ha renunciado -en favor en todo caso de los pequenos par 
tidos centristes y no del PSI- a los Ministerios del Tesoro, de 
Educaciôn y de Correos y Telecomunicaciones teste ûltimo particu­
larmente estratégico por las emplies oportünidades de patronazgo 
que ofrece). En los Gobiernos de coaliciôn portugués el partido 
mayoritario también ha recabado siempre para si los Ministerios de 
Interior, Justicia, Educaciôn y Transportes y Comunicaciones.
Por ûltimo, cabe sehalar que es frecuente que la distribuciôn 
de los Secretarios de Estado y Subsecretarios sea complementaria y 
no paralela a la de los Ministerios, de tal manera que cuando un Mi­
nisterio viene atribuido a un determinado partido se incluyen en 
él uno o varios altos cargos de los restantes partidos coaligados.
Pero los acuerdos de gobierno no se limitan a realizar un re­
parto de los altos cargos, sino que definen ademâs la orientaciôn 
polîtica del future Gabinete, las lîneas bâsicas de su acciôn. El 
programa gubernamental no sera, en definitiva, mâs que un trasun- 
to (aunque no necesariamente literal) del acuerdo alcanzado en e£ 
ta fase.
J. U
Esta preordenaciôn en el âmbito partidista de lo que serâ el 
programa del Gobierno no puede considerarse contraria a la Consti 
tuciôn, porque viene a ser una manifestaciôn cualificada de la - 
funciôn, constitucionalmente atribuida a los partidos, de concurrir 
a la "determinaciôn de la polîtica nacional" o a la "organizaciôn 
del poder politico"(^45)  ^ p^ede decirse incluso que este aspecto 
del acuerdo de coaliciôn es una "carga" necesaria cuando el multi- 
partidismo extreme impide articular de otra manera la relaciôn de 
c o n f i a n z a (2^^). Ademâs no hay que olvidar que el Primer Ministre 
encargado o indigitado, que es un organe gubernamental sui generis^ 
participa también generalmente en la elaboraciôn del p a c t o  ( 2 4 ^ ) ^
Por otro lado, no existe una relaciôn de identidad o de depen 
dencia entre los actes concretes de direcciôn polîtica que el Go­
bierno irâ adoptando, en forma de propuestas o de decisiones, a lo 
largo de su mandate, y esta orientaciôn polîtica prefijada en el a 
cuerdo de gobierno. En la doctrina italiana hay quien concibe esta 
serie de actividades impulseras como intégrantes de una funciôn un^ 
taria de indirizzo, ordenada en distintas fases, de las que el acuer 
do de gobierno serîa sôlo la inicial, pero esta concepciôn -aunque 
sugestiva- parece un tanto f o r z a d a (248)^ No sôlo porque esa funciôn 
asî definida se articularîa con instrumentes procesales radicalmen 
te heterogéneos, sino sobre todo, porque entre el memento proyecti^ 
vo o teleolôgico del acuerdo y el memento efectivo de las decisio­
nes gubernamentales no subsiste un vînculo genéticamente necesario
y la relaciôn entre ambos serâ, en todo caso, de naturaleza polîti^
(249)ca, pero no jurîdica
La orientaciôn polîtica seguida por el Gobierno puede sepa- 
rarse en efecto de la que se estableciô en el acuerdo, al menos, 
por très tipos de razones. Primero, porque a fin de incorporer 
aportaciones de los grupos de la oposiciôn, el Gobierno o su ma­
yorîa parlamentaria (y esto ûltimo parece especialmente probable 
en el caso italiano, dada la progrèsiva "fluidez" de las mayorîas) 
pueden adoptar decisiones que no se ajusten por completo a la fi- 
losofîa originaria de la c o a l i c i ô n ^  En segundo lugar, porque 
en determinadas circunstancias, la ûnica manera de no poner en pe- 
ligro la cohesiôn de la coaliciôn es renunciar a la actuaciôn de 
partes de su p r o g r a m a Finalmente, porque la orientaciôn po­
lîtica establecida en el pacto no es algo inmutable, sino que pue
(252)de ser renegociada al surgir nuevas demandas y problemas
No obstante, existen mecanismos para intentar asegurar la co- 
herencia entre la polîtica del Gobierno y la prevista en el pacto. 
En primer lugar, hay que sehalar que el Primer Ministro,que ha in- 
tervenido en la elaboraciôn de aquêl, puede utilizer sus poderes 
de impulso y de coordinaciôn para que los Ministros se atengan a 
lo pactado. También cabe, como lo demuestra la praxis italiana y 
portuguesa, que los acuerdos de coaliciôn organicen comités o co 
misiones de coordinaciôn de los grupos parlamentarios de la mayo 
rîa, para asegurar un apoyo sin fisuras a la polîtica del Gobier 
no (253)^ En ûltimo término, sin embargo, la experiencia révéla 
que las reuniones de los mâximos dirigentes de los partidos coal^ 
gados con el Primer Ministre (lo que los italianos llaman vertici
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y los portugueses cimeiras) son el instrumente mâs eficaz y fre- 
cuentemente utilizado para interpretar el contenido del pacto, 
verificar e impulsar su cumplimiento, o renegociar eventualmente
la polîtica inicialmente a c o r d a d a ( ^ 3 4 ) ^
En otras palabras, a estas reuniones se trasladan de hecho 
las decisiones polîticamente mâs importantes, con el consiguiente 
vaciamiento de las competencias de los ôrganos constitucionales; 
situaciôn que, especialmente en Italia, no ha dejado de ser fuer- 
temente criticada. "Si se hiciese un referendum abrogatorio con - 
esta pregunta dirigida a todos los italianos ôQuê instituto se de 
be abolir absolutamente? Estoy seguro de que por enorme mayorîa 
la respuesta serîa: los vértices". Asî se expresaba no hace mucho 
el director de uno de los principales diarios romanos, y justifica 
ba su crîtica sobre la base del siguiente diagnôstico: "1° El po 
der ejecutivo ha pasado del Gobierno a los vértices, y los minis­
tros se limitan a gestionar no los problemas, sino los asuntos, 
con todo lo que de ello se dériva; 2° El poder legislative se ha 
trasladado del Gobierno a los vértices; 3° La Rëpûblica parlamen 
taria prevista por la Constituciôn se ha convertido en un régimen
de D i r e c t o r i o " (235)
Si nos preguntamos ahora por la extensiôn y por el grado de 
detalle o de generalidad con que suele especificarse en los pac­
tos de gobierno la orientaciôn polîtica del future Gabinete, la 
respuesta no puede ser unîvoca. Cuando la coaliciôn asocia por - 
primera vez a partidos distantes entre sî en el piano de los prin
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cipios y de la cultura polîtica, parece existir una tendencia a 
justificar ese acercamiento mediante una especificaciôn extensa 
y detallada de las "cosas" que los partidos se proponen hacer - 
juntos. Ejemplo paradigmâtico de esto puede ser el acuerdo de 
Gobierno que llevô a la formaciôn del primer Gabinete orgânico 
de centro-sinistra en 1 9 6 3 Irônicamente el dirigente libe 
ral Malagodi definiô este programa como "breves apuntes sobre 
el universo", criticando asî su pletôrica enunciaciôn de "prio- 
ridades"^^57)  ^ parecida densidad programâtica se advierte tam­
bién en el acuerdo que suscribieron en 1977 los partidos del "arco 
constitucional" y en el pacto de 1978 entre el PSP y el CDS. Sin 
embargo, cuando se trata de partidos mâs vecinos o que ya han co 
laborado entre sî en el piano gubernamental en diverses ocasio­
nes, los acuerdos suelen ser mâs breves y genêricos, como ocurriô 
en Italia en la época de la coaliciôn centrista y también en la
fase final del centro-sinistra, cuando el mantenimiento de la fôr
(258)mula pasô a tener prioridad sobre el programa . Finalmente, o
tra razôn que puede conducir a un bajo contenido programâtico es 
que el acuerdo se proyecte no tanto como un instrumento para orien 
tar una polîtica de Gobierno, sino mâs bien como un pacto entre va 
rias fuerzas afines que se comprometen a luchar juntas por la trans^ 
formaciôn del régimen, lo que lleva a unos enunciados de tipo ideo 
lôgico y estratégico. Ejemplo de esto ûltimo es el acuerdo funda 
clonal de Alianza Democrâtica, de 1979, que se proponîa "fundar un 
nuevo orden politico y econômico", para lo cual los partidos fer­
mantes aceptaban "como expresiôn privilegiada de su cooperaciôn po 
lîtica, la defensa conjunta de idénticos principles y estrategia
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(259)
acerca de la revisiôn constitucional"
d) Una vez descritos los sujetos de los acuerdos de gobierno, 
el procedimiento para su elaboraciôn y su contenido tîpico, toca - 
ahora ocuparnos de la naturaleza jurîdica de estos actos.
Ante todo, conviene precisar que no puede afectar a la solu­
ciôn de este problema el hecho de que el acuerdo tenga forma es- 
crita u oral, que su contenido se haga pûblico total o parcial- 
mente, o que por el contrario se reserve su conocimiento a las in£ 
tancias partidarias que lo han concertado. En realidad, la fija- 
ciôn del acuerdo en un documente y la publicidad del mismo respon 
den ûnica o principalmente a "exigencias de garantîa y de formai^ 
zaciôn, a evitar, o por lo menos a atenuar la posibilidad de diver 
gencias interpretativas, ademâs de a la necesidad de atestiguar el 
acercamiento producido entre diverses fuerzas polîticas"^^60)  ^
otro lado, hay que resaltar que en Italia (aunque no en Portugal) 
la praxis de hacer pûblicos los documentos de los acuerdos sôlo se 
iniciô cuando ya estaba muy avanzada la experiencia de las coali­
ciones y de todas formas nunca se ha extendido a los acuerdos que 
estipulan las facciones intrapartidistas para la formaciôn de los 
Gabinetes monocolor; acuerdos que siguen poseyendo un carâcter re 
servado e informai
La doctrina alemana es la que mâs se ha ocupado de investigar 
la naturaleza jurîdica de los pactos de gobierno. Siguiendo el anâ 
lisis que de esta doctrina han realizado un estudioso espahol y 
otro italiano, cabe distinguir en ella dos corrientes u orientacio
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nés principales: una atribuye a los acuerdos una naturaleza nor
mativa, la otra una naturaleza contractual(^^3)^
En el primer caso estân las teorîas que configuran el acuer 
do como un "sector del derecho estatal" como una "fuente de dere 
cho sui generis" o las que asimilan su naturaleza a la de los 
"tratados normativos internacionales"(^^3)  ^ Esta colocaciôn de - 
los acuerdos en un piano de tanta relevancia jurîdica résulta, sin 
embargo, difîcilmente admisible porque los partidos politicos no 
por haber sido constitucionalizados se convierten en ôrganos del 
Estado (y hay que tener en cuenta que en la época en que se formu 
laron estas teorîas ni siquiera habîan alcanzado ese reconocimien 
to). Desde el punto de vista de su naturaleza jurîdica los parti­
dos son asociaciones, aunque tengan enconendadas funciones de gran 
importancia c o n s t i t u c i o n a l (2^4)_ ^n consecuencia, pueden crear nor 
mas jurîdicas en el âmbito de su organizaciôn (sus estatutos) pe­
ro carecen del imperium necesario para producir normas obligatorias 
para terceros (en este caso el futuro Gobierno o los ôrganos de la 
Administraciôn compétentes para actuar el contenido de lo pactado). 
La estipulaciôn del pacto predispone a los ôrganos del Estado hacia 
su cumplimiento, pero no les obliga a hacerlo. No podrîa obivarse 
tal conclusiôn ni siquiera mediante la equiparaciôn -por otro lado 
muy forzada- de los acuerdos de coaliciôn con los convenios o con- 
tratos colectivos de trabajo, que sî obligan a sujetos distintos 
de los contratantes, porque tal eficacia normativa dériva en este 
ûltimo caso de una expresa disposiciôn legal que aquî, en cambio,
falta'265).
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Excluida la tesis de la naturaleza normativa de los acuerdos 
tampoco parece que pueda aceptarse la que los configura como "con 
tratos constitucionales"^^66)  ^ este caso la inadecuaciôn de la 
soluciôn propuesta radica no en el problema de la eficacia frente 
a terceros, que los contratos en principio tampoco tienen, sino 
en la diferente obligatoriedad inter partes de los acuerdos de go 
bierno y de los contratos. Estos ûltimos, como dicen los côdigos 
civiles espahol e italiano, son "obligatorios" o tienen "fuerza - 
de ley" para las partes contratantes (arts. 1278 y 1321.respecti- 
vamente) y en consecuencia éstas no son libres para rescindirlos 
unilateralmente: las causas de rescisiôn se encuentran rigurosamen 
te tasadas. Por el contrario, como ya se ha dicho mâs arriba, una 
caracterîstica definitoria de los acuerdos de coaliciôn es la in- 
controlada potestad de cada uno de los partidos para decidir la d^ 
soluciôn del pacto.
A la vista de esta dificultad para tipificar jurîdicamente -
los acuerdos de gobierno, se ha intentado asimilarlos a otras figu
ras como las prâcticas concertadas de la competencia: los "carte-
les", denominaciôn que en efecto adoptaron algunas coaliciones en
la experiencia f r a n c e s a Sin embargo parece mejor construir
la soluciôn de este problema en base a conceptos del derecho pübli
co, y en tal sentido, el estudioso italiano que mâs se ha ocupado
de esta materia, indica la posibilidad de encuadrar los pactos de
(268)gobierno en el campo de las convenciones . Es decir, unas nor
mas de conducta polîticamente relevantes que nacen del acuerdo en 
tre los sujetos politicos y que les obligan, pero no hasta el pun
to de que no sea admisible su violaciôn; al menos mientras las - 
convenciones no hayan madurado en verdaderas costumbres (cosa que 
en el terreno de los pactos de gobierno obviamente no ha ocurrido 
todavîa ya que su violaciôn es, por el contrario, la prâctica mâs 
frecuente). Aquî, la régla conventional operarîa en un doble as­
pecto: "en un primer sentido de carâcter general y abstracto, que 
prescribe que la orientaciôn polîtica de un Gabinete de estructura 
multipartidista (e incluso unipartidista) deba derivar de un acuer 
do entre los partidos que participan en el Gobierno; en un segundo 
sentido de carâcter particular, y concrete, que prescribe que aque 
lia determinada orientaciôn deba surgir de aquel preciso acuerdo 
entre los partidos adhérentes a aquella especîfica coaliciôn". En 
definitiva, me parece acertado considerar los acuerdos de coali­
ciôn como "reglas convencionales destinadas a disciplinar ulterior 
mente la actividad de un ôrgano -el Gobierno- sobre el que ya exis 
te por otra parte una regulaciôn constitucional y legislativa", re 
glas, por tanto, que carecen de eficacia j u r î d i c a (2^9),
Antes de concluir este aparato vale la pena sehalar que en 
Espaha ha surgido una modalidad sui generis de acuerdos, que no 
se encuadran en la fase preparatoria de la formaciôn del Gobierno 
y cuya significaciôn jurîdica, harto problemâtica, no puede equi- 
pararse por completo a la de los pactos de gobierno italianos y 
portugueses hasta ahora comentados. Aquî los sujetos del acuerdo 
no son los partidos solos, o si acaso con el Primer Ministre en­
cargado; sino que los participantes son, por un lado, el Gobier 
no y por otro, varios partidos (acuerdos de la Moncloa de Octubre 
de 1977) o uno sôlo (Acuerdos entre el Présidente del Gobierno y
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el Secretario General del PSOE de 31-7-1981). Es decir, que el 
Gobierno no aparece en este caso como un tercero afectado por lo 
que algunos partidos han convenido, sino como una de las partes 
del acuerdo y en consecuencia la obligaciôn gubernamental de cum 
plir su contenido no tiene por quê imputarse a una convenciôn ju 
rldicamente no sancionable, sino a la fuerza del propio acuerdo.
Lo que ocurre es que no es fâcil determiner el grado de obligato 
riedad del mismo. Desde luego no se trata de un contrato, pese que 
a veces pueda descubrirse un esquema de obligaciones bilatérales 
(p.e. la del Gobierno de presenter un determinado proyecto de ley 
y la del partido o partidos signatarios de respaldarlo con sus vo 
tos), porque tales "prestaciones" y "contraprestaciones" no tienen
el contenido econômico caracterîstico de los contratos y su cumpl^
miento difîcilmente serâ exigible a través de los cauces procesa­
les correspondientes a estos ûltimos. De hecho, para recabar la e 
fectividad de estos acuerdos no es fâcil imaginar mâs vîas y san- 
ciones que la mociôn de censura contra el Gabinete que viole sus 
compromisos o la disoluciôn del Parlamento para castigar al part^ 
do que no se atenga a lo pactado.
En todo caso, lo que sî résulta claro es que dichos acuerdos
implican una corresponsabilidad de los partidos de la oposiciôn en 
la funciôn de direcciôn polîtica, propia del Gobierno. Lo que sig­
nif ica un fenômeno de "innovaciôn constitucional" de no escasa im­
portancia, especialmente si se tiene en cuenta que el grado de efec 
tividad de estos pactos parece, a juzgar al menos por la praxis es- 
pahola, bastante mâs elevado que el de muchos acuerdos de coaliciôn 
clâsicos entre los partidos de la mayorîa en formaciôn.
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B.- LA FASE CONSTITUTIVA
ültimada la fase preparatoria de la formaciôn del Gobierno, 
se llega en Italia y en Portugal a la fase constitutive de este 
procedimiento; en la que se adoptan los actos terminales del mis^ 
mo. Sin embargo, en Espaha la secuencia es distinta, porque se 
intercala una fase de control parlamentario, de manera que no se 
dictan los decretos de nombramiento hasta que el Présidente ha ob 
tenido la investidura del Congreso.Pero esta diferente ordenaciôn 
no impide realizar una comparaciôn del contenido mismo de la fase 
constitutive, tal y como aparece en los très paises. Es lo que se 
intentarâ en las pâginas siguientes.
1.- El nombramiento del Primer Ministre
El refrendo del nombramiento del Primer Ministre es un proble 
ma tradicionalmente mal resuelto por el derecho constitucional de 
los regîmenes parlamentarios. Si la competencia para refrendar es­
te acte del Jefe del Estado se considéra atribuida al Primer Minis^ 
tro saliente, como se hacia en la IV Rëpûblica francesa y como se 
hace todavîa en Bêlgica, se llega a un resultado ciertamente absur 
do, porque viene a imputarse la responsabilidad de lo actuado a un 
Primer Ministre,que por el hecho mismo del ceser n o puede ser obje- 
to de una censura parlamentaria. A lo sumo, podrîa interpretarse 
que el refrendo en este caso no tendrîa un alcance responsabilista 
sino simplemente certificante de que han sido respetadas por el Je 
fe del Estado las normas constitucionales y las reglas consuetudina
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rias que ordenan el régimen p a r l a m e n t a r i o Por el contrario,
si es el propio Primer Ministro entrante quien contrafirma el de-
creto (regia que finalmente se adopté en la Rëpûblica de Weimar),
se produce una incoherencia formai, porque éste cuando refrenda
no es todavîa titular del c a r g o  En Italia, aunque la Const^
tuciôn nada dice sobre este asunto, se ha adoptado también esta -
soluciôn que, aunque imperfecta, parece en definitiva menos peli-
(272 )grosa, en sentido material, que la otra
Las nuevas Constituciones espanola y portuguesa han eludido 
este dilema al establecer, en el primer caso, que el nombramiento 
serâ refrendado por el Présidente del Congreso (art. 64,1) y al - 
disponer, en el segundo, que el nombramiento del Primer Ministro 
estâ exento de refrendo (pauta que ya antes siguieron la Ley Funda 
mental de Bonn y la Constituciôn francesa de 1958), y solamente - 
sometido al dictamen no vinculante del Consejo de la Revoluciôn - 
(art. 190,1). El significado politico de estas dos soluciones cons^ 
titucionales es bien distinto. En Espaha, el refrendo del Presiden 
te del Congreso certifies que la Câmara ha votado, en efecto, la 
investidura del candidate propuesto o que ha aprobado una mociôn 
de censura; mientras que en Portugal la ausencia de refrendo y la 
eficacia no vinculante de la opiniôn del Consejo de la Revoluciôn 
atestiguan que el nombramiento es un acto de exclusive responsab^ 
lidad del Présidente de la Rëpûblica.
2.- El nombramiento de los restantes miembros del Gobierno y 
la toma de posesiôn
a) Las très Constituciones aquî comentadas establecen clara-
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mente el poder del Jefe del Gobierno de proponer a los restantes 
miembros del mismo, rompiendo asî con la tradiciôn de los regîme 
nés constitucionales puros^^^^)^ sin embargo este poder no estâ 
exento de limitaciones.
La primera puede derivar de las caracterîsticas de la forma 
de gobierno disenada por la Constituciôn. El poder de propuesta 
no puede ser, en efecto, interpretado de la misma manera en el - 
cuadro de un régimen monista y en el de un régimen dualista. En el 
primer supuesto, que abarca los casos italiano y espahol, la pro­
puesta tiene, en ûltimo término, una eficacia vinculante, porque 
las observaciones que el Jefe del Estado pueda hacer a la lista - 
ministerial presentada no equivalen a un veto, sino todo lo mâs a 
una invitaciôn a reconsiderar su contenido, y la propuesta serâ - 
firme si el Primer Ministro insiste en ella. Sôlo cabrîa una nega 
tiva absoluta del Jefe del Estado a efectuar los nombramientos en 
la hipôtesis, escasamente relevante, de que su oposiciôn pudiera 
fundarse en razones jurîdicas (por ejemplo, que se solicitase el 
nombramiento de un menor, de un extranjero, o de alguien judicial^ 
mente incapacitado para el ejercicio de cargos pûblicos). Y en e£ 
ta interpretaciôn coinciden tanto la doctrina italiana como la es^
p a n o l a ' 2 7 4 )  .
Sin embargo, no puede decirse lo mismo del caso portugués, - 
porque allî la responsabilidad del Gobierno ante el Jefe del Esta 
do, definida por el art. 193 de la Constituciôn, legitimaba un con 
trol inter-orgânico no sôlo sobre el Gobierno ya formado sino in­
cluso sobre el Gobierno en formaciôn. La eficacia de este control
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dependîa sin embargo de las condiciones polîticas: si el Primer 
Ministre indigitado estaba apoyado por un partido o una coaliciôn 
con mayoria parlamentaria, el Présidente difîcilmente podîa opo- 
nerse a un nombramiento propuesto; por el contrario, en el su- 
puesto de Gobiernos minoritarios y especialménte cuando se tra- 
ta de Gabinetes apartidistas de iniciativa presidencial, exis- 
tian las premisas para una mayor intervenciôn del Jefe del Esta- 
do en los nombramientos ministeriales^^^^^.
Un segundo limite al poder de propuesta nace de las exigen- 
cias del partido o de los partidos que componen la base polltica 
del Gobierno. El formador del Gobierno no siempre puede ignorar 
taies exigencies y le serâ especialmente diflcil hacerlo cuando se 
trate de Gobiernos de coaliciôn.
La experiencia italiana es, en este sentido muy elocuente,
porque se ha consolldado una praxis, cuya naturaleza puede ya coA
siderarse convencional, en virtud de la cual son los partidos de
la coaliciôn quienes designan las personas que hàbrân de ocupar los
cargos que a cada uno corresponden en funciôn del reparto efectuado
en el acuerdo de g o b i e r n o . Cada partido désigna en principio
a sus propios représentantes, lo que no excluye que a veces tambiên
interfiera, planteando vetos, en las designaciones realizadas por
los otros partidos de la coaliciôn. Ejemplo de ello fue el veto so
cialista a la participaciôn del dirigente demôcrata cristiano Scel-
(277)
ba en el Tercer Gobierno de Aldo Moro
Hay que constater, que esta intervenciôn de los partidos en
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la selecciôn del personal gubernamental configura la propuesta co 
mo el acto final de un sub-procedimiento que viene regulado por - 
los Estatutos partidistas y por los Reglamentos de los Grupos Par 
lamentarios. Por su valor paradigmâtico, transcribo las normas re 
ferentes a la DC;
Art. 74 del Estatuto vigente: "La Direcciôn Central, oi—  
dos los Directivos de los Grupos Parlamentarios, délibéra 
en orden a la soluciôn de la crisis de Gobierno".
Art. 21 del Reglamento del Grupo de la Câmara de Diputados: 
"El Comité Directivo se convoca con ocasiôn de las crisis 
de Gobierno para seguir, desde el principio, el desarrollo 
de los procedimientos correspondientes y para precisar la 
postura del Grupo en el âmbito de las indicaciones genera 
les decididas por la Direcciôn del Partido. El Directivo 
puede reunirse conjuntamente con el Directivo del Grupo de 
la DC del Senado. El Présidente del Grupo représenta las 
orientaciones manifestadas por el Directivo, incluso en re 
laciôn a la selecciôn de los Ministros, constitucionalmen- 
te atribuida al Présidente del Consejo. Por lo que respec­
ta a la selecciôn de los Subsecretarios de Estado, el Com^ 
té Directivo élabora una "rosa" de nombres elegidos entre 
aquellos designados por la Asamblea del Grupo, teniendo en 
cuenta la actividad desarrollada, las aptitudes, las com- 
petencias y la duraciôn de los cargos ya ejercidos. La de 
signaciôn tiene lugar con votaciôn sécréta, limitada a 
seis preferencias, mediante la formaciôn de una lista que 
comprenda los cincuenta nombres que han obtenido mayor nû 
mero de votos".
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Normas similares existen tambiên en los otros partidos italia
(278)nos . Ello conduce, en definitive, a que el Présidente encarga
do solamente pueda coordinar en su propuesta la selecciôn previa- 
mente realizada por los partidos. Incluso cuando êstos le ofrecen 
una "rosa" de nombres, en vez de unas designaciones précisas, su 
campo de maniobra sigue siendo restringido, porque en virtud de un 
principio no escrito pero permanentemente respetado el Présidente 
del Consejo debe asignar los puestos gubernamentales atendiendo a 
la fuerza de las corrientes o facciones que existen en cada parti 
do, y especialmente en la DC. Esta dosificaciôn ha sido incluso ma 
temâticamente calculada con la fôrmula del mîtico, pero no publica 
do, Manuale Cencelli (llamado asî por el nombre del dirigente demo 
cristiano a quien se atribuye su autorîa). El resultado se expresa, 
por ejemplo, en la tabla siguiente que refleja la representaciôn gu 
bernamental de las facciones de la DC en 1971.








Rumor 20,4% 6 3 6





Andreotti 15,1% 3 3 6
BoUettino «Impegno 





Forlani 17,4% 6 2 5 —
Tavianei Taviani 10,5% 4 2 5 —
Am id di Moro Moro 13,4% 4 1 4 Agenzia «Progetto»
Base De M ita Misas! 11% 4 2 2
Agenzia «Radar» e 
settimanale «Politi- 
ca»
Forzc nuove Donat-Cattin 7 % 5 2 3
Agenzia «Forze nuo­
ve» e settimanale 
«Sette giomi»
Forze libère Scalfaro 3,5% 2 1 1 Settimanale «Forze li­béré»
Nuova sinistra SuUo 1,7% 1 — 1 Agenzia «Nuova si­nistra*
FUENTE; SARTORI, G., "Proporzionalismo, Frazionismo e crisi dei 
partiti, R.I.S.P., 3 (1971), -. 650.
En Portugal los Estatutos partidistas tambiên determinan quê 
ôrganos son compétentes para designar a los afiliados que han de 
desempehar cargos gubernamentales. Por ejemplo, en el PSD, se tra 
ta del Consejo Nacional y en el PSP, de la Comisiôn Polltica^^^^^. 
Sin embargo la experiencia portuguesa se diferencia de la italia­
na, no s61o porque los grupos parlamentarios no tienen interven—  
cidn alguna en esta fase, sino porque tanto la Comisiôn Polltica 
del PSP como el Consejo Nacional del PSD han tendido a delegar en
el llder de su partido,encargado de formar el Gobierno, para que
(280)escogiera libremente a su equipo ministerial . Por consiguien
te, las limitaciones al poder de propuesta del Primer Ministro no 
han surgido en este caso por la institucionalizaciôn de un proce- 
dimiento de selecciôn intrapartidista, sino por la negativa a co- 
laborar de determinadas personalidades del propio partido (sobre 
todo en los Gobiernos de Pinto Balsemao) y tambiên por las desig­
naciones hechas por los otros partidos de la coaliciôn.
En Espaha, tampoco esté institucionalizado ni en UCD ni en el 
PSOE un procedimiento de designaciôn por el partido de los cargos 
gubernamentales. Ello no signifies que el partido, sobre todo en 
el caso de UCD, haya carecido de influencia en esta materia: cuan­
do Suârez formô Gobierno en Abril de 1979, se negô a consultar con
la Comisiôn Ejecutiva de UCD, alegando que en el partido no habia
(281)tendencias con derecho a estar representadas en el Gabinete 
Sin embargo, el reajuste ministerial de Septiembre de 1980 diô lu­
gar a un Gobierno que incluîa a los dirigentes de todos los secto-
res del partido: un "Gabinete de coaliciôn Suârez-UCD" como lo de-
(282)nominô un conocido periodista . Tambiên Calvo Sotelo tuvo que
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reconocer los limites impuestos por el partido a su libertad de -
nombramiento, y abandonar en consecuencia su proyecto de un Gobier
(283)no fundamentalmente integrado por personalidades "independientes"
De todas formas parece claro que, en conjunto, el Présidente 
del Gobierno espanol se ve menos limitado en su poder de propuesta 
que sus homologos italiano y português. Hasta ahora no ha habido - 
ningûn Gobierno de coaliciôn y por tanto no ha tenido que aceptar 
ninguna designaciôn hecha por otro partido, y en cuanto al suyo no 
existe, como ya se ha dicho, ningûn procedimiento intrapartidista 
de selecciôn del personal gubernamental. Por supuesto que estos - 
procedimientos, ni siquiera en Italia plantean un problema de inva 
lidez de los nombramientos en el caso de su inobservancia: la nor­
ma constitucional prima siempre sobre el Estatuto partidista; pero 
"su violaciôn puede poner en marcha mécanismes de responsabilidad 
polltica que pueden desembocar en medidas sancionadoras incidentes 
sobre la relaciôn fiduciaria" . Y hay que reconocer que, i n d u
so desde este punto de vista, el "premier" espanol résulta aventa- 
jado, porque la fase de control parlamentario en Espaha es anterior 
a los nombramientos y no posterior como ocurre en Portugal e Italia.
b) Finalmente, otro problmea interpretativo en relaciôn al po 
der de propuesta del Primer Ministro se refiere al momento en que 
esta debe formularse; antes de su nombramiento o al menos antes de 
su toma de posesiôn o despuês de este acto. En Italia la praxis se 
ha orientado -correctamente a mi modo de ver- segûn el primero de 
estos criterios, de manera que la elaboraciôn de la lista ministe 
rial y su presentaciôn al Jefe del Estado son competencias quê ejer
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ce el Présidente del Consejo incaricato. En consecuencia, el dé­
crété de nombramiento del Présidente y el decreto de nombramien­
to de los Ministros se expiden el mismo dîa, y todos los miembros
(285)del Gobierno toman posesiôn despuês en una ceremonia conjunta
Otro tanto ha ocurrido en Portugal con ocasiôn de la forma­
ciôn del Gabinete Soares I y de los très Gobiernos de Alianza De 
mocrâtica, aunque en los otros casos el decreto de nombramiento 
de los Ministros (y hay que suponer que tcunbiên la propuesta) ha 
sido posterior en uno o varios dîas, al del nombramiento del Jefe 
del Gobierno. De todas formas, la toma de posesiôn de los miembros 
del Gabinete ha sido siempre conjunta.
Sin embargo, en Espaha las primeras aplicaciones de la Const^
tuciôn han seguido el criterio de posponer la propuesta de los Mi
nistros hasta despuês del nombramiento y de la toma de posesiôn
individual del Présidente del Gobierno. Se ha pretendido asegurar
de este modo, la correcciôn formai de la propuesta, garantizando
que êsta se realiza cuando el nuevo Présidente ya ha entrado en -
funciones. Esta puntillosa interpretaciôn pone sin embargo en cues^
tiôn la unidad del procedimiento de formaciôn del Gobierno y con-
( 287 )trasta ademâs con el tenor manifiesto de la Constituciôn
En base a esta praxis, que ordena en dos momentos sucesivos 
la integraciôn personal del Gobierno (nombramiento y toma de pose­
siôn del Présidente, nombramiento y toma de posesiôn de los Minis­
tros) , se ha interpretado en efecto que estâmes aquî en presencia 
de dos procedimientos perfectamente separados, alegando tambiên en
146
favor de esta interpretaciôn que la Constituciôn trata de esta ma
(288)teria en dos artîculos distintos: el 99 y el 100 . Aparté de
la irrelevancia de este ûltimo argumente (no habrîa, en este sen­
tido, tampoco un procedimiento legislative o un procedimiento para 
la sucesiôn en la Corona), lo importante es notar que esta tesis 
disuelve la vinculaciôn entre el nombramiento del Présidente y la 
propuesta de los Ministros. Ambos actes vendrîan encuadrados en - 
procedimientos diferentes, cada uno de ellos destinado a satisfa- 
cer un interés pûblico distinto. Por consiguiente habrîa que confi 
gurar la propuesta como una prerrogativa que el Présidente puede 
actuar y no como una carga que tiene que cumplir para llegar a ser 
nombrado o al menos para tomar posesiôn. Configuraciôn que no sôlo 
contrasta con la praxis italiana y portuguesa sino incluso con 
la de aquellos regfmenes, como el alemân o el sueco, donde taunbiên
existe una investidura individual del Primer Ministro, lo que no
(289)obsta para que la toma de posesiôn del Gobierno sea conjunta 
Y es que en realidad la formaciôn sucesiva del Gobierno se adap­
ta mejor a la estructura de un rêgimen presidencial como el norte 
americano que a la de los regîmenes parlamentarios.
Por otro lado, la praxis actual y su interpretaciôn mediante 
la teorîa de los dos procedimientos contradicen tambiên lo dispues^ 
to en èl art. 101,2 de la Constituciôn, y plantean nuevos problemas 
en torno al institute de la prorogatio. El precepto mencionado se 
refiere expresamente a "la toma de posesiôn del nuevo Gobierno", 
que, a tenor del art. 98 de la Constituciôn" se compone del Presi 
dente, de los Vicepresidentes en su caso, de los Ministros, y de - 
los demâs miembros que establezca la ley". Por consiguiente, no
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puede decirse que el art. 101 resuite cumplido con la toma de pose 
siôn separada del Présidente y de los Ministros que caracterizan - 
nuestra praxis actual. Pero ademâs, este desajuste no es solamente 
formai, porque a consecuencia del mismoqueda en la mayor impreci- 
siôn el término final del Gobierno cesante «?Cuândo debe entenderse 
que concluyen sus funciones: con la toma de posesiôn del Présidente 
o con la de los Ministros? Si se adopta la primera soluciôn résulta 
que durante algûn tiempo, que puede ademâs prolongarse durante bas- 
tantes dîas (si hay dificultad para elaborar la lista ministerial) 
se rompe la continuidad del ôrgano Gobierno, porque habrâ un Prési­
dente solo sin Ministros. Si por el contrario se prefiere el segun­
do criterio, los resultados son igualmente insatisfactorios, porque 
entonces durante ese mismo perîodo habrâ un Gobierno con dos Prési­
dentes, el entrante y el saliente.I^ra obviar esta segunda dificul­
tad hay quien propone interpreter que el Présidente saliente no for 
ma parte del Gobierno cesante, que sus funciones no deben entender­
se prorrogadas, pero parece difîcil justificar este distinguo que 
la Constituciôn no hace^^^^^. En ûltimo término, hoy en dîa,el pro­
blema viene resuelto mediante los decretos que "formalizan el cese 
del Gobierno en funciones", normas que mâs arriba hemos criticado 
por su inadecuaciôn para sustituir a los decretos de aceptaciôn - 
de la dimisiôn, y que resultarîan superflues si se siguiese una in 
terpretaciôn correcta del texto constitucional. Es decir, nombra­
miento del Présidente del Gobierno, entrega de la propuesta al Rey, 
nombramiento de los Ministros y toma de posesiôn conjunta de todo 
el G a b i n e t e .
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La toma de posesiôn del nuevo Gobierno signifies en todo caso
no sôlo el término del Gabinete prorrogado, sino tambiên el compro
miso de lealtad al régimen de los nuevos gobernantes, que se expre
sa en la fôrmula del juramento, y que viene a constituir una verda
(292)dera condiciôn suspensiva del nombramiento
3.- Algunas observaciones sobre la estructura del Gobierno y 
la posiciôn polltica de sus miembros.
El problema de como se compone y se organize el Gobierno no - 
puede estimarse ajeno al anâlisis de los procedimientos sucesorios, 
porque la estructura del ôrgano no es inamovible sino que, en dis­
tintos aspectos, viene a depender del procedimiento formativo del 
mismo y queda definida por los decretos que lo culminan.
En los très palses cabe distinguir en primer lugar un ôrgano 
amplio, el Gobierno, distinto por su composiciôn de otro mâs restrin 
gido, el Consejo de Ministros. Esta diferenciaciôn no aparege expre 
samente en la Constituciôn italiana, cuyo art. 92,1 viene en defi­
nitive a equiparar ambos términos, pero la doctrine interpréta que 
los Subsecretarios de Estado, que son nombrados por el Présidente 
de la Repûblica a propuesta del Consejo de Ministros y que tienen 
su suerte ligada a la del Gobierno, forman parte de este ôrgano, -
(293)
aunque sea en una posiciôn subordinada . En cambio, no son miem
bros del Consejo de Ministros, ni tienen otras competencias que las 
que reciban por delegaciôn de los correspondientes Ministros.
La Constituciôn portuguesa, por el contrario ofrece una défi-
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niciôn amplia del Gobierno, que "estâ compuesto por el Primer Mi­
nistro, por los Ministros y por los Secretarios y Subsecretarios 
de Estado (art. 186,1). Sin embargo los ültimos y los penûltimos 
no son miembros del Consejo de Ministros, aunque pueden ser convo 
cados para participar en sus reuniones, segûn lo dispone el art. 
187 de la C o n s t i t u c i ô n . Por lo que se refiere a los Minis­
tros de la Repûblica para las regiones autônomas, la situaciôn es 
muy distinta porque êstos, a pesar de su tftulo y de que pueden -
asistir a las reuniones del Consejo que interesen a su respective
(295)regiôn, no son parte del Gobierno
Por su lado, el art. 98 de la Constituciôn espahola dispone - 
que "el Gobierno se compone del Présidente, de los Vicepresidentes 
en su caso, de los Ministros y de los demâs miembros c[ue establez­
ca la ley", y esta remisiôn a la ley abre la puerta para que 11e- 
guen a considerarse incluidos en el Gobierno, aunque no en el Con 
sejo de Ministros, algunos altos cargos como los Secretarios de E£ 
tado, creados por el R.D. 1558/77 de 4 de Julio, y los Subsecreta­
rios. El Proyecto de Ley Orgânica del Gobierno, de la Administra- 
ciôn del Estado y de la Funciôn Pûblica (Boletîn Oficial de las - 
Cortes de 5-2-1980) incluîa en la definiciôn del Gobierno solamen 
te a los primeros, pero a mi juicio esta consideraciôn deberîa ex 
tenderse en el futuro tambiên a los segundos, no sôlo por las ra- 
zones aducidas mâs arriba por la doctrina italiana, sino sobre to
do por el papel fundamental de la Comisiôn General de Subsecreta­
rios en la preparaciôn de los Consejos de Ministros . En todo
caso ya forman parte del "aparato gubernamental".
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El ôrgano Gobierno, asî definido, tiene una estructura y un 
tamaho variable, que viene a depender en los très paîses de cada 
procedimiento formativo. En el Capîtulo Segundo se realiza un anâ­
lisis empîrico de la evoluciôn del tamaho de los Gobiernos, ahora 
en cambio, nos referiremos a los factores normativos que condicio- 
nan esa evoluciôn.
La creaciôn de los Ministerios sôlo viene reservada a la ley 
por la Constituciôn italiana (art. 95). En Espaha, la norma cons­
titucional aplicable a esta materia es el art. 103,2, en virtud del 
cual "los ôrganos de la Administraciôn del Estado son creados, re- 
gidos y coordinados de acuerdo con la ley". Texto fundamentalmente 
ambiguo porque permite que la creaciôn de los Ministerios quede a- 
tribuida a la ley ordinaria, pero posibilita tcimbiên la deslegali 
zaciôn de esta materia, que es lo que de hecho ocurriô antes de que
entrase en vigor la Constituciôn, como resultado del R.D. Ley de 8
(297)de Octubre de 1976 . Se ha cuestionado cuâl era el alcance real
de la deslegalizaciôn operada por esa norma, porque literalmente sô 
lo autorizaba al Gobierno para acordar "la supresiôn, refundiciôn 
o reestructuraciôn de los Departamentos Ministeriales", "con objeto 
de obtener una mayor economîa de los gastos pûblicos y una mayor 
eficacia en la gestiôn de los servicios" (art. 26). El PSOE, en 1979 
interpretô que la creaciôn de nuevos Ministerios no aparecîa cubier 
ta por esos supuestos y que seguîa en vigor, en este punto, la ré­
serva de ley establecida por la vieja Ley de Rêgimen Jurîdico de la
(298)Administraciôn del Estado . Aunque a corto plazo prevaleciô la
interpretaciôn extensiva, el R.D. Ley 22/1982 de 7 de Diciembre,
I D l
dictado por el Gobierno socialista, ha derogado el art. 26 del R.D. 
Ley de 8 de Octubre de 1976, a fin de que en lo sucesivo, "la crea 
ci6n de nuevos Ministerios s61o pueda hacerse por Ley". No es segu 
ro, sin embargo, que el tema haya quedado definitivamente resuelto.
Es en Portugal, en todo caso, donde la deslegalizaciôn de esta 
materia queda mâs claramente establecida por la Constituciôn. Su 
art. 186,3 dispone en efecto que "el nûmero, la designaciôn y las 
atribuciones de los Ministerios y Secretaries de Eâtado... serân - 
determinados, segûn los casos, por los decretos de nombramiento de 
los respectivos titulares o por decreto ley". De hecho, es la pri­
mera alternative la que normalmente se sigue, y por consiguiente - 
los cambios introducidos, a propuesta del Primer Ministro, en el - 
momento de la formaciôn del Gobierno, se confirman, normalmente uno 
o dos meses despuês, mediante un Decreto-Ley que establece la es­
tructura orgânica del Gobierno, precise ademâs las atribuciones de 
algunos de sus miembros y fije determinadas reglas de funcionamien
t o <299).
En cuanto a los Vicepresidentes o Vice-Primeros Ministros, sô 
lo las Constituciones lusa y espahola prevên su existencia y no as! 
la italiana, lo que ha llevado a algûn autor a negar la legitimi- 
dad de esta figura^^^^^. En todo caso no se trata de un ôrgano ne 
cesario del G o b i e r n o . En Espaha y en Italia ha habido Gabine 
tes con varios Vicepresidentes, aunque ûltimamente la tendencia en 
Italia es que exista solamente uno, como ocurre en el actual Gobier 
no socialista espahol y como ha ocurrido en todo caso en Portugal. 
Las razones que explican el nombramiento de los Vicepresidentes son
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en los très paîses bastante similares: realzar la presencia en el 
Gobierno de un lîder politico importante (por ejemplo, el princi­
pal dirigente del segundo partido de la coaliciôn) o reforzar un 
determinado departamento ministerial (por ejemplo, en el Gobierno 
Suârez II, el Vicepresidente primero era Ministro de Defensa y el 
segundo Ministro de Economîa) o crear una autoridad encargada de 
coordinar la actividad del Gobierno en un ârea determinada (como 
se hizo en el Gabinete Suârez III, o en el Gobierno Moro IV).
En los très paîses existen tambiên Ministros sin cartera. En 
Espaha fueron particularmente numerosos (très) en los Gabinetes 
Suârez III y IV y en Portugal ha habido al menos uno en todos los 
Gobiernos: el Ministro Adjunto al Primer M i n i s t r o ^ . Sin embar 
go,es en Italia donde esta figura ha sido mâs utilizada para am- 
pliar la base del Gobierno y dar representaciôn en êl a las dis­
tintas facciones o corrientes que integran los partidos gubernamen 
taies; ampliaciôn que mediante esta têcnica puede realizarse sin 
invadir la réserva de ley que establece el art. 95 de la Constitu 
ciôn. De este modo se ha llegado a una exagerada proliferaciôn de 
esta clase de Ministros (habîa nueve en el (Gobierno Rumor de 1973) . 
Vale la pena notar tambiên que en Italia se ha institucionalizado 
a veces, mediante ley^  el ârea de competencias de un Ministro sin 
cartera y se le ha dotado de una estructura administrativa, crean 
do asî una figura hîbrida que no llega a constituir un autêntico 
Ministerio: este es el caso del Ministro sin cartera.para la inter 
venciôn extraordinaria en el Mezzogiorno ^ ^^^ ^ .
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En cuanto al régimen jurîdico de los Secretarios de Estado y 
de los Subsecretarios, cabe senalar las siguientes diferencias. En 
Espaha vienen nombrados por el Consejo de Ministros a propuesta 
del Ministro respectivo, mientras que en Portugal la Constituciôn 
no exige deliberaciôn del Consejo de Ministros sobre estos nombra 
mientos, que son realizados por el Présidente de la Repûblica, a 
propuesta del Primer Ministro. En Italia, sî se exige la délibéra 
ciôn del Consejo, pero no, en cambio, la propuesta del correspon- 
diente Ministro (la propuesta en la prâctica la realizan los part^ 
dos de la coaliciôn, como ya se ha dicho) . Por otra parte, e£
tos cargos tienen solamente competencias delegadas en Italia y Por 
tugal, mientras que en Espaha tienen tambiên competencias propias, 
fijadas para los Secretarios de Estado por el R.D. 4 de Julio de 
1977 y para los Subsecretarios por la Ley de Rêgimen Jurîdico de 
la Administraciôn del Estado
En cuanto a las estructuras de apoyo del Primer Ministro, cabe 
observer lo siguiente. En los très paîses ha existido un déficit de 
instrumentes administratives de tipo staff que facilitera la tarea 
de impulse y de coordinaciôn de las actividades gubernamentales, 
aunque recientemente en Italia y Espaha se han dado pesos tendantes 
a salvar o palier este d e f e c t o .
Para no entrer en una enojosa y prolija descripciôn, basta c^ 
ter lo que a propôsito de la situaciôn italiana decîa un estudioso 
de la materia "la Presidencia no es un Ministerio, y no tiene por 
consiguiente aparatos propios, a excepciôn de algunos grupos de ser 
vicios que, por la desmembraciôn o supresiôn de Ministerios prece-
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dentes, o por la preparaciôn embrionaria de nuevos Ministerios o 
por la sustracciôn o la frustrada gestaciôn de servicios en los - 
Ministerios titulares de la funciôn administrativa general, o por 
motivos organizativos, o por razones histôrico-polîticas se con- 
servan en la Presidencia. Sôlo una parte muy limitada de la orga 
nizaciôn astable de la Presidencia (el Gabinete) colabora con la 
actividad propia del Présidente". Esta situaciôn se debe en 
buena medida a la falta de desarrollo del art. 95 de la Constitu 
ciôn que prevé una ley sobre la ordenaciôn de la Presidencia del 
Consejo. Ley, que a pesar de haber sido prometida en casi todos los 
programas gubernamentales, nunca se ha aprobado, debiendo imputar 
se este fracaso fundamentalmente a la resistencia de las faccio­
nes demôcrata cristianas a admitir la creaciôn de un centre de po 
der i n d e p e n d i e n t e . P e s e  a ello, la influencia del Présidente 
del Consejo se ha reforzado considerablemente por medio de très 
vîas: a) el reforzamiento del servicio de la coordinaciôn adminis^ 
trativa que le permite dar una direcciôn intensa en ese piano no 
directamente politico; b) el control del gasto pûblico a raîz de 
que el jefe del Gabinete del Présidente es el Ragioniere Generale 
dello Stato (Interventor General) y desde que muchos entes pûblicos 
han pasado a depender de la Presidencia; c) el control del orden 
pûblico y de la seguridad, por medio del Comité Ejecutivo para la 
informaciôn y la s e g u r i d a d ^ .
En Portugal la Presidencia del Consejo de Ministros aparece 
como un "super-ministerio" con atribuciones en muchas materias bas^ 
tante heterôgeneas . Baste pensar que en 1980 dependlan de ella.
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ademâs de los servicios del Primer Ministro, del Vice Primer Minis 
tro y del Ministro Adjunto al Primer Ministro, los correspondien­
tes a ocho Secretarîas de Estado; entre las que se contaban la de 
Cultura, la de Comunicaciôn Social, la de Ordenaciôn Territorial y 
Medio Ambiente, la de Reforma Administrativa y la de Integraciôn 
Europea .
En Espaha el R.D. 2761/1977 de 28 de Octubre estableciô los 
siguientes ôrganos de apoyo al Présidente: el Ministerio de la Pre 
sidencia, los Consejeros del Présidente, el Gabinete del Présiden­
te y la Secretarîa del Présidente; a los que se ahadiô en 1978 la 
Secretarîa de Estado para la informaciôn. El nuevo Gobierno socia­
lista mediante el R.D. 3773/1982 de 22 de Diciembre ha reordenado 
esta estructura, suprimiendo los Consejeros, potenciando el Gabine 
te("ôrgano de asistencia polltica y têcnica del Présidente y del 
Vicepresidente") y haciendo depender de la Presidencia, no sôlo al 
Secretario de Estado para la Informaciôn (que ha pasado a denomi- 
narse Portavoz del Gobierno), sino tambiên al Secretario de Esta 
do para las Relaciones con las Cortes y la Coordinaciôn Legislati 
va. De este modo se ha dotado al Présidente de unos instrumentes 
mâs eficaces para dirigir la polltica gubernamental, sin eliminar 
por otra parte la vinculaciôn con el Ministerio de la Presidencia, 
que depende del Présidente y del Vicepresidente.
Finalmente vale la pena ahadir una observaciôn que se refiere, 
mâs que a la estructura del Gobierno, a la posiciôn de sus miembros 
en el sistema politico. Los Ministros del Gobierno espahol no tie­
nen que ser necesariamente diputados o senadores, pero pueden serlo.
y pueden seguir perteneciendo ademâs a los ôrganos directivos de 
su respectivo partido. Esta acumulaciôn de las funciones guberna­
mentales con las parlamentarias y las partidistas no es en cambio 
posible en Portugal y en Italia. En el primer caso, el art. 157 de 
la Constituciôn dispone que "los diputados que fueran nombrados 
miembros del Gobierno no pueden ejercer su mandate hasta el fin 
de esas funciones", siendo sustituidos, a tenor de lo que estable 
ce la Ley 5/76, por el primer candidate no elegido de su misma li£ 
ta. Al césar en su cargo gubernamental, el sustituido recobra auto 
mâticamente su mandate y decae el del s u s t i t u t o . En Italia, 
por el contrario, lo mâs frecuente es que todos los Ministros y Sub 
secretarios sean parlamentarios (aunque no exista una obligaciôn 
constitucional que lo imponga), sin embargo, los Estatutos de la 
DC y del PSI establecen la incompatibilidad entre la pertenencia 
al Gobierno y a la Direcciôn de estos p a r t i d o s . En consecuen 
cia despuês de cada formaciôn del Gobierno suele tener lugar un 
proceso de renovaciôn de los ôrganos de direcciôn de los partidos 
gubernamentales. En definitive, esta comparaciôn révéla que la po 
siciôn de los Ministros espaholes es potencialmente mâs fuerte que 
la de sus homônimos italianos y portugueses, que el Gobierno estâ 
mâs inserto aquî en el centro del sistema politico.
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C.- LA FASE DE CONTROL PARLAMENTARIO
1.- Caracterizaciôn jurldica de la confianza parlamentaria
Un problema previo al anâlisis del contenido de esta fase es 
determiner si desde el punto de vista jurîdico se trata realmente 
de una fase del procedimiento formativo o si por el contrario, la 
intervenciôn del Parlemente en la creaciôn del nuevo Gobierno de­
be considerarse como un procedimiento distinto y aùtônomo. La corn 
paraciôn de las reglas constitucionales correspondientes révéla - 
claramente que no puede solucionarse este interrogante de la mis­
ma manera en los très paîses.
El art. 94 de la Constituciôn italiana dispone que "en los - 
diez dîas siguientes a su formaciôn el Gobierno se présenta a las 
Câmaras para obtener su confianza", y las interpretaciones doctri 
nales de este texto difieren a la hora de calificar el nexo entre 
la nomina y la fiducia y de définir la posiciôn del Gobierno antes 
de obtener esta ûltima.
Una lînea hermenêutica subraya la integraciôn entre ambos mo 
mentos. Se ha dicho asî, por ejemplo, que la confianza parlamenta 
ria significa una condiciôn suspensiva de los nombramientos, un 
requisito para su eficacia, de manera que los Ministros no pueden 
asumir sus funciones antes de la votaciôn de las Câmaras y hasta 
entonces perdurarîa para la administraciôn ordinaria, el Gobierno 
s a l i e n t e . Sin embargo, esta interpretaciôn contrasta con la 
praxis y ademâs con el art. 93 de la Constituciôn, que sôlo puede
entenderse en el sentido de que las funciones del nuevo Gobierno 
se inician desde el momento de su juramento ante el Jefe del Esta 
do. Mâs plausible parece la propuesta de considérât el voto de - 
desconfianza como una condiciôn resolutiva de los nombramientos, 
de donde se deduce que en los dîas anteriores a la votaciôn el Go 
bierno recién formado estâ desde luego en funciones, pero jurîdi- 
camente limitado a la administraciôn ordinaria, porque sôlo se be 
neficia de una presunciôn de conformidad con las orientaciones del 
P a r l e m e n t e C o n t r a  esta tesis, sin embargo, tambiên se ha ob- 
jetado que la desconfianza parlamentaria no tiene los efectos de 
inmediatez y automaticidad caracterîsticos de la condiciôn résolu 
tiva, no destruye la eficacia de los nombramientos, sino que impo 
ne solamente al Gobierno la obligaciôn de dimitir, y el Jefe del 
Estado puede ademâs posponer la aceptaciôn de esa diminsiôn^^^^^.
En todo caso, la doctrina mâs reciente tiende a construit la 
relaciôn entre la nomina y la fiducia considerando a ambas como - 
dos procedimientos distintos y a u t ô n o m o s . En otras palabras, 
la formaciôn del Gobierno se perfecciona con el juramento de sus 
miembros y la instauraciôn de la confianza parlamentaria no cons 
tituye un requisito ni para la plenitud de las competencias guber 
namentales ni para la legitimidad de su ejercicio; el Gobierno an 
tes de la fiducia estarîa sujeto a meros autolimites, a restriccio 
nés de correcciôn c o n s t i t u c i o n a l . Otra variante de la teorîa 
de los dos procedimientos considéra, sin embargo, que el Gobierno 
in attesa di fiducia se halla jurîdicamente limitado a la adminis­
traciôn ordinaria, lo que résulta menos coherente con las premisas
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de esta interpretaciôn
En resumen, concebir la instauraciôn de la confianza parlamen 
taria como un procedimiento separado es lo que mejor se ajusta al 
esquema de la Constituciôn Italiana, pero no resuelve completamen- 
te la interpretaciôn del "status" del Gobierno antes de la vota­
ciôn de las Câmaras. Parece claro que su situaciôn debe entender­
se limitada, en todo caso por reglas de correcciôn constitucional, 
pero incluso jurîdicamente en alguna materia. Por ejemplo serîa - 
ciertamente ilegîtimo que el Gobierno refrendase un decreto de di- 
soluciôn de las Câmaras antes de someterse a la votaciôn de confian 
za: la Constituciôn no admits la formaciôn de un Gabinete minorita 
rio "de combate". Sin embargo, en general, parece que las restric- 
ciones a la actividad del Gobierno in attesa di fiducia son menores 
que las que se refieren al Gobierno dimisionario. Aquel puede rea- 
lizar actos que a êste le estan vedados; por ejemplo, el nombra­
miento de los Subsecretarios, la elaboraciôn y la presentaciôn del 
programa gubernamental o instar de la Corte de Cuentas el registre 
con réserva de los d e c r e t o s .
Por lo que se refiere a Portugal, el art. 19 5 de la Constitu 
ciôn de 1976 disponîa que "el programa de Gobierno serâ presentado 
a la apreciaciôn de la Asamblea de la Repûblica en el plazo mâximo 
de diez dîas, a partir del nombramiento del Primer Ministro". Por 
tanto, tambiên se preveîa aquî un trâmite parlamentario posterior 
a la formaciôn del Gobierno, con la diferencia sin embargo, respec 
to del caso anterior, que dicho trâmite no tenîa que terminer nece­
sariamente con una votaciôn de la Câmara: sôlo habrîa votaciôn en
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el caso de que algûn grupo parlamentario presentase una mociôn de 
rechazo del programa gubernamental (lo que no ocurriô cuando se - 
presentô a la Asamblea el Gobierno Soares I). En otras palabras, 
el Gobierno português no tenia que obtener la confianza de la Asam 
blea, le bastaba que no se presentase o que no se aprobase ninguc- 
na mociôn de rechazo de su programa. Estamos por tanto ante un —  
ejemplo de "parlementarisme negative" racionalizado (por distin^ 
guirlo del "parlementarisme negative" tradicional de algunas Monar 
quias europeas) .
En consecuencia, la apreciaciôn del programa de Gobierno cons-
tituia un procedimiento perfectamente separado del procedimiento —
formativo; con los nombramientos y la toma de posesiôn el Gobierno
entraba en funciones y quedaba plenamente legitimado para el ejer-
(322)cicio de todas sus competencias . Hay sin embargo quien sostuvo
que entre la toma de posesiôn y la apreciaciôn del programa existia 
un Gobierno "por asî decirlo, provisorio,sujeto a la condiciôn reso 
lutiva del rechazo del programa" y en consecuencia, debîa limitarse 
a la gestiôn de los asuntos c o r r i e n t e s . Pero esta tesis encaja 
mal en el esquema de la Constituciôn portuguesa de 1976. La aprecia 
ciôn del programa era en realidad la primera ocasiôn en que la Câiyia 
ra podîa manifestar su desconfianza al Gabinete, y el hecho de que 
la aprobaciôn de una eventual mociôn de rechazo tuviese una efica­
cia resolutiva de los nombramientos, a tenor de lo dispuesto en el 
art. 19 8, no permitîa concluir que hasta entonces el Gobierno fuese
"provisorio" y que debiera limitarse a gestionar los asuntos corrien 
tes^^^^^. La adopciôn en un momento posterior de dos mociones de 
censura tambiên implicaba automâticamente el cese del Gobierno y.
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llevando al absurdo el argumento que criticamos, habrîa que decir, 
por tanto, que el Gobierno se hallaba siempre sometido a una con­
diciôn resolutiva, que su status era siempre "provisorio". No ca- 
bîa, en consecuencia, a mi juicio, considerar jurîdicamente limi­
tado al Gobierno antes de la tramitaciôn parlamentaria de su pro­
grama: no habîa mâs lîmites a su actividad que los derivados de 
la situaciôn de hecho, de la dificultad de adoptar medidas impor­
tantes en tan escaso tiempo, cuando el nuevo equipo gubernamental 
se encontraba ademâs ocupado en la preparaciôn de su programa. Por 
lo demâs, hay ejemplos de decisiones, que exceden por completo al 
marco de la administraciôn ordinaria, adoptadas en ese p e r î o d o .
El problema en Espaha se plantea en términos complet cimente d^ 
ferentes. Aquî, la investidura parlamentaria no constituye un pro­
cedimiento separado, sino una fase del procedimiento formativo, pre 
via a los nombramientos. Es decir, que tenemos un procedimiento par 
lamentario de formaciôn del Gobierno, como se refleja netamente en 
el refrendo del Présidente del Congreso al decreto de nombramiento 
del Présidente del G o b i e r n o . No se plantea aquî tampoco la cues^ 
tiôn de delimiter los poderes del Gobierno antes de la investidura: 
el nuevo Gabinete sôlo se constituye despuês de la misma y hasta - 
entonces sigue en funciones el Gobierno cesante.
2.- El programa gubernamental
La presentaciôn de un programa de Gobierno es el momento ini- 
cial del procedimiento o de la fase que ahora nos ocupa, como lo - 
establecen expresamente las Constituciones espahola y portuguesa y
como résulta, en el caso italiano, de una costumbre originada en 
la época de la Monarquîa e s t a t u t a r i a ^ . Elaborar y presentar 
un programa constituye asî la primera obligaciôn del Gobierno re­
cién formado o una carga que el candidate a Présidente debe cum­
plir para poder soliciter la confianza parlamentaria.
No hay duda de que esta vinculaciôn tan estrecha entre el mo 
mento formativo y el momento programâtico del nuevo Gobierno tra­
duce la tensiôn teleolôgica que hoy en dîa imprégna el principio 
representative y la praxis de los regîmenes democrâticos. Desde el 
surgimiento de los partidos de masas las elecciones han dejade de 
ser un mécanisme para la designaciôn de unos diputados individua- 
les y se han convertido en una opciôn entre partidos y programas.
De la misma manera, la formaciôn del Gobierno no aparece como un 
procedimiento solo destinado a integrar personalmente el ôrgano gu 
bernamental, sino dirigido tambiên a définir su futura lînea de ac 
ciôn; y en la consiguiente votaciôn parlamentaria pesarâ tanto a- 
quel factor personal como el programâtico.
Sin embargo, la exigencia de presentar un programa de Gobier­
no ha sido criticada por éntender que responde a una "idealizaciôn" 
y a una "racionalizaciôn" exageradas de la acciôn polîtica y que 
contrasta con el oportunismo y el coyunturalismo esenciales de la 
tarea de gobernar, especialmente cuando la multiplicaciôn y la dir 
versificaciôn de las demandas sociales conducen casi inevitablemen
te a los Gobiernos a buscar transacciones puntuales para hacer -
(328)frente a los problemas emergentes . N o  hay duda que esta obje
ciôn recoge aspectos relevantes de la realidad actual, pero su al
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cance, a mi juicio, debe circunscribirse, porque la ritualizaciôn 
del programa y su escaso cumplimiento dependen en buena medida de 
las condiciones polîticas del sistema y del Gobierno que concreta 
mente se forme.
Asî, cuando la inestabilidad gubernamental es crônica -como
lo es en Italia y en Portugal y como lo fue en la IV Repûblica fran
cesa- y cuando el Gabinete carece de mayorîa parlamentaria o se a
poya en coaliciones amplias y heterogéneas, es inevitable que en la
presentaciôn del programa prevalezca el "parler a la fenetre" sobre
una determinaciôn realista de la lînea polîtica y que la funciôn -
del programa tienda a ser "simbôlica y alusiva", porque en êl se -
incluirân medidas no tanto para ser cumplidas, sino para définir -
(329)la posiciôn polîtica del Gobierno
Bien distinta es por el contrario la situaciôn, cuando se - 
trata de Gobiernos homogêneos futo de una decisiôn electoral, por 
que entonces el programa gubernamental viene a ser el trasunto -
del programa electoral del partido ganador, que actûa asî como -
fuente de legitimaciôn popular de la polîtica del Gobierno. Este 
resultado, que es el tîpico en Gran Bretaha, ha dado pie al surg^ 
miento en ese paîs de la teorîa del "mandate electoral", en virtud 
de la cual el partido gobernante tiene el deber-derecho de reali- 
zar la polîtica anunciada al electorado y solamente esa/^^^^. Teo 
rîa cuya influencia parece tambiên detectarse en el caso espahol, 
especialmente a raîz de la reciente victoria electoral del Parti­
do S o c i a l i s t a .
De todas formas conviens notar que la funciôn constitucional 
del programa no es idéntica en Italia, en Espaha y en Portugal, En 
los dos primeros paîses el programa es objeto de la votaciôn del 
Parlemente y convierte asî a la confianza parlamentaria en el so 
porte estructural de una orientaciôn polîtica que armoniza y ho- 
mogeneiza las tareas del ejecutivo y del legislative, una orienta 
ciôn polîtica que, segûn un sector de la doctrina italiana, es ju 
rîdicamente vinculante, aunque con perfiles no tan netos como o- 
tras obligaciones constitucionales, y con sanciones que sôlo pue 
den dirigirse al ôrgano que infringe la orientaciôn aprobada y no 
al acto mismo emanado en contradicciôn con a q u e l l a . Por el 
contrario, de acuerdo con el esquema de la Constituciôn portugue­
sa de 1976, el programa no debe ser votado por la Asamblea de la 
Repûblica; lo que se votan son las eventuales mociones de rechazo 
del mismo. En otras palabras, el prograima se entiende implîcita- 
mente aprobado si no es expresamente rechazado y si ese rechazo no 
se produce ademâs por mayorîa absoluta. Esta posibilidad constitu- 
cionalmente garantizada de un programa carente del apoyo de la 
Asamblea, révéla claramente que la funciôn programâtica no se pro 
yecta aquî fuera de la ôrbita de las competencias gubernamentales, 
ni constituye la expresiôn de una orientaciôn polîtica tendante a 
armonizar la actuaciôn de los principales ôrganos constitucionales. 
El programa es aquî exclusivamente del Gobierno. A tenor del art. 
191 de la Constituciôn, "contendrâ las principales medidas polît^ 
cas y legislativas a adoptar o a proponer al Présidente de la Re­
pûblica o a la Asamblea de la Repûblica", pero como estos ôrganos 
no aprueban el programa, tampoco se comprometen a su cumplimiento
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En consecuencia, la Asamblea y el Presidents podîan pronunciarse 
libremente, sin ninguna contradicciôn formai, sobre cada una de 
las medidas que les propusiera posteriormente el Gobierno. Y no se 
olvide que el Jefe del Estado ténia poderes de obstrucciôn vasti- 
simos; el veto, por razones polîticas o de constitucionalidad, de 
los decretos leyes, de los decretos reglamentarios del Gobierno y 
de las leyes de la A s a m b l e a . El programa gubernamental portu- 
gués no pretendia, por tanto, ni conseguia unificar la orientaciôn 
politica del Estado.
Para suplir esa deficiencia los Gobiernos de Alianza Democrâ- 
tica solicitaron, inmediatamente después de la "apreciaciôn" del 
programa de Gobierno, un voto de confianza de la Asamblea sobre 
dicho programa, que oficializara el apoyo de la mayoria parlamenta 
ria^^^^). Esta praxis supuso una importante innovaciôn constitucio- 
nal pero no logrô resolver el problema planteado por el policentri- 
mo del sistema portugués: la orientaciôn politica del binomio Go- 
bierno-mayoria podia seguir siendo contrastante con la del Présiden­
te de la Repûblica, y en efecto lo fue.
Finalmente, otro problema particular que planteaba el progra­
ma de Gobierno portugués era su relaciôn con el piano de la cons­
titucionalidad. El art. 191, antes citado, consideraba el programa 
como un instrumento "para la ejecuciôn de la Constituciôn". No hay 
en ello nada sorprendente puesto que en principio la funciôn de d^ 
recciôn politica debe encuadrarse dentro del marco constitucional, 
para ser l é g i t i m a ^ . La dificultad interpretativa surgia cuan- 
do se ponia este precepto en relaciôn con el art. 182,5 de la Cons-
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programa del Gobierno. Equiparaciôn que no se rompe ni siquiera en 
el supuesto de que el programa sea posteriormente modificado: el 
nuevo texto, sobre el que lôgicamente habrîa que soliciter un voto 
de confianza del Congreso, sera una nueva versiôn del programa del 
Présidente como lo demuestra la redacciôn del art.112 de la Const^ 
tuciôn "El Présidente del Gobierno, previa deliberaciôn del Conse- 
jo de Ministres, puede plantear ante el Congreso de los Diputados 
la cuestiôn de confianza sobre su programa" y este posesivo su se 
refiere obviamente al P r é s i d e n t e . En definitive la funciôn pro> 
gramâtica aparece encuadrada, en el caso espanol, dentro de la - 
competencia presidencial de "dirigir la acciôn del Gobierno" (art. 
98,2 de la Constituciôn).
Una vez elaborado el programa, êste debe ser presentado al 
Parlemente, y las Constituciones italiana y Portuguese fijan^ a e£ 
tes efectosy un têrmino de diez dies. Este término corre en Italie 
a partir de "la formaciôn del Gobierno" (art. 95) y buena parte - 
de la doctrine identifica esta fecha con la publicaciôn de los de 
cretos de nombramiento del Présidente y de los Ministres»aunque - 
quizâ fuera mâs correcte tomar como base del cômputo la fecha del 
juramento . En Portugal, en cambio no hay problèmes interpré­
tatives a este respecte, porque el art. 195 de la Constituciôn —  
précisa que la presentaciôn debe realizarse "en el plazo mâximo 
de diez dies a conter desde el nombramiento del Primer Ministre".
Este término asî definido, tiene en ambos paîses una finali- 
dad de garantie, y es absolutamente vinculante, de forma que su 
incumPlimiento, si no es por fuerza mayor, harla obligatoria la
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diitiisiôn del Gabinete o justif icarîa, en el caso portugués, su re 
vocaciôn por el Jefe del Estado.
Nada parecido existe en cambio en Espana. Ni la Constituciôn 
ni el Reglamento del Congreso especifican término alguno en que - 
deba tener lugar la sesiôn de investidura, una vez realizada por 
el Rey la propuesta de candidate a Présidente del Gobierno. En la 
prâctica la distancia entre ambos mementos no ha llegado a diez 
dias; solamente dos en la investidura del Sr. Suârez, echo en la 
del Sr. Calvo Sotelo y cinco en la del Sr. G o n z â l e z . Esta 0£ 
cilaciôn révéla que el inicio de la sesiôn se hace depender del - 
grade de elaboraciôn del programa por parte del candidate désigna 
do. Elaboraciôn que estarâ lôgicamente mâs avanzada cuando se tra 
ta de formar un Gobierno después de unas elecciones que han deci- 
dido claramente cuâl deba ser el nuevo Présidente (como ocurriô en 
1979 y 1982) , que cuando la formaciôn sigue a una crisis extrapar 
lamentaria, a ralz de la cual el canditado propuesto debe improv^ 
sar repentinamente su programa. En todo caso, las ventajas de es­
ta elasticidad no compensan el inconveniente de no tener garanti- 
zado un término mâximo para este trâmite.
Por ûltimo, conviene precisar que la presentaciôn del progra­
ma debe realizarse, tanto en Italia como en Portugal, por el Presi 
dente del Consejo o Primer Ministro personalmente. En Portugal, s^ 
guiendo una praxis que se inaugurô con el Gobierno Soares I, el - 
Primer Ministro entrega al Présidente de la Asamblea el texto del 
programa, que suele ser considerablemente largo y prolijo, y pro-
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nuncia, acto seguido, una declaraciôn que constituye una exposi- 
ci6n sumaria del m i s m o . En Italia el programa se identifica 
con la declaraciôn del Présidente del Congreso. Este debia pres­
tar dicha declaraciôn en tërminos sustancialmente idênticos ante 
ambas Câmaras, lo que constituia una expresiôn del bicaméralisme 
perfecto caracterîstico de la Constituciôn italiana, pero desde 
el punto de vista politico representaba sin embargo una repeti—  
ciôn enojosa e i n n e c e s a r i a . Hoy en dia esta praxis ha cambia 
do, porque a tenor de una resoluciôn de los Présidentes de ambas 
Câmaras de 16 de Octubre de 1980, la declaraciôn programâtica sô- 
lo es expuesta oralmente ante la primera Câmara a la que el Go­
bierno se présenta, siguiendo un criterio de alternancia, y el 
Présidente del Consejo entrega el mismo dia el texto correspondien 
te a la otra Câmara, en cuyo diario se p u b l i c a r â .
3.- El debate y la votaciôn
Tras la declaraciôn programâtica del Primer Ministro (o cand^ 
dato) se inicia un debate, cuya obligatoriedad viene expresamente 
establecida por el art. 195 de la Constituciôn lusa y cuya necesi 
dad se deduce en los casos italiano y espanol de los principios bâ; 
sicos del rêgimen parlamentario. No obstante, hay que senalar que 
en la primera sesiôn de investidura que se celebrô en Espana, el 
Présidente del Congreso, mediante una resoluciôn de 29-3-79, inter 
pretô el silencio de la Constituciôn en el sentido de que el deba­
te debia ser posterior a la votaciôn, interpretaciôn claramente 
abusiva y que no dejô de suscitar fuertes criticas de la oposiciôn
y de la d o c t r i n a . El actual Reglamento del Congreso ha corre 
gido, sin embargo, aquel criterio estableciendo en su art. 171 la 
obligatoriedad del debate previo.
La estructura del debate no es idéntica en los très paîses, 
aunque si parecida, y se caracteriza, en todo caso, por la inter- 
venciôn de los principales lîderes politicos y por la posibilidad 
de rêplicas a cargo del Primer Ministro o del candidate. Caracte- 
risticas particulares son: en Italia, la realizaciôn del debate en 
ambas Câmaras, aunque no de forma simultânea, sino sucesiva, de 
modo que se inicia en aquella donde el Gobierno se presentô pri- 
mero, sin que sea necesario reemprenderlo en la otra Câmara si el 
Gobierno no obtuvo el voto de confianza de la primera; en Portugal, 
cabe senalar la existencia de una fase de aclaraciones posterior a 
la presentaciôn del programa y previa al debate, y también el he- 
cho de que en êste pueden intervenir los miembros del Gobierno a- 
demâs del Primer Ministro; en Espana, son particularmente breves 
los tiempos de las intervenciones de cada grupo parlamentario - 
(treinta minutos) y no estâ previsto expresamente que sea el can 
didato a Présidente quiên cierre el debate (como lo hacen los Pr_i 
meros Ministres italiano y portugués), aunque esta posibilidad - 
existe, porque el candidate puede hacer uso de la palabra cuantas 
veces lo solicite (art. 171 del Reglamento del Congreso).
Pero no son tanto las reglas del debate, sino las de la vo­
taciôn las que merecen un examen mâs detallado. Très son los as- 
pectos a considerar: el objeto de la votaciôn, su procedimiento y 
el problema de las mayorias.
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En cuanto a lo primero, hay que destacar que en los très sis- 
temas el objeto de la votaciôn es distinto. Mientras en Italia y 
en Portugal se vota una mociôn, esto es, un instrumento de inicia 
tiva parlamentaria, en Espana por el contrario se vota sobre la 
solicitud de confianza que dirige a la Câmara el candidate a Pré­
sidente (o sobre la mociôn de censura propuesta por la oposiciôn; 
supuesto del que ya hemos tratado y del que no nos ocuparemos 
ahora) .
Por otro lado, las mociones italiana y portuguesa tampoco son 
idênticas; tienen desde luego algunos rasgos comunes inherentes al 
institute, por ejemplo, la necesidad de su motivaciôn, pero difie- 
ren en otros muchos aspectos. En primer lugar, por su significado, 
que es positive o aprobatorio del Gobierno en Italia, y reprobato- 
rio en Portugal. En segundo lugar, por su autorîa: los parlamenta- 
rios de la mayoria en el primer caso, y los de la oposiciôn en el 
segundo. En tercer lugar, por los requisites de legitimaciôn activa 
para su presentaciôn: al menos 10 diputados o un Présidente de; gru 
po en Italia, y un grupo parlamentario en P o r t u g a l . Finalmen­
te por su nûmero: solamente una mociôn en Italia (y en el supuesto 
extrano de que se presenten varias, serâ el Gobierno quiên decidi- 
râ cuâl deba votarse), mientras que pueden ser varias en Portugal/ 
debiendo entonces ser votadas atendiendo al orden de su présenta-
ci6n(349).
Vale la pena detenerse algo mâs sobre el caso italiano y con 
templar algunos de los problemas particulares que plantea. La mo­
ciôn de confianza, cuyos primeros firmantes son generalmente los
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Présidentes de los grupos parlamentarios de la mayoria, se integra 
aqui con la orientaciôn politica expresa en el programa de Gobierno 
y viene a cualificarla u l t e r i o r m e n t e . Es cierto que en muchos 
casos la motivaciôn de la mociôn no anade nada al programa expues- 
to por el Présidente del Consejo, limitândose a tomar nota del mis^ 
mo y a a p r o b a r l o . Sin embargo, en otras ocasiones se ahaden - 
algunas consideraciones générales que encuadran , por asi decirlo, 
las medidas concretas propuestas en la declaraciôn programâtica 
Especialmente significativas son algunas motivaciones que subrayan 
el carâcter "administrative" o "provisional" del Gobierno reciên 
formado, prâctica que la doctrina no ha dejado de criticar, pero 
que révéla, a fin de cuentas, como la relaciôn de confianza carece 
en algunas ocasiones, de bases realmente sôlidas (me refiero con- 
cretamente al Gabinete monocolor de Tambroni y a los Gobiernos 
"balneario" Leone I y Leone II) .
Otro problema especifico dériva también de la estructura bi­
cameral del Parlemente y de la posibilidad consiguiente de que la 
motivaciôn de las mociones aprobadas en ambas Câmaras no sea com- 
pletamente coincidente. En principio^ parece claro que esta falta 
de homogeneidad ni viola la Constituciôn (que sôlo exige que la 
mociôn sea motivada) ni vuelve ineficaz la relaciôn de confianza 
asi instaurada; sin embargo, si hubiera una situaciôn de abierta 
discrepancia o contraposiciôn, tal relaciôn séria anulable, natu- 
ralmente por medio de los mécanismes constitucionales normales 
(dimisiôn del Gobierno, voto de desconfianza) ,
173
En cuanto al procedimiento de la votaciôn, la Constituciôn - 
italiana exige que sea nominal, lo que constituye una garantîa im 
portante, mientras que las Constituciones espanola y portuguesa - 
nada dicen sobre este asunto. En Espana, no obstante, la votaciôn 
siempre ha sido nominal, porque asi lo dispuso la ya citada Reso­
luciôn del Présidente del Congreso de 29-3-79, que en este punto 
ha sido confirmada por el actual Reglamento de la Câmara (art.85,2). 
Sin embargo, en Portugal, el Reglamento de la Asamblea se limitô 
a establecer que la votaciôn puede ser nominal si asi lo decide la 
Câmara, a peticiôn de la décima parte de los diputados (art. 109,2). 
En la prâctica, este procedimiento no ha sido utilizado, aunque el 
PSD y el PCP solicitaron en efecto su aplicaciôn con ocasiôn de las 
dos primeras mociones de rechazo del programa gubernamental, pero 
la mayoria de la Câmara decidiô en sentido c o n t r a r i o . Se creô 
asi un precedente que la praxis posterior ha confirmado en virtud 
del cual esta votaciôn se realiza mediante el procedimiento normal 
de "levantados y sentados" (art. 107,1 del Reglamento), que a fin 
cuentas es también una forma de votaciôn pûblica, aunque ponga me­
nos de manifiesto la responsabilidad de cada diputado.
Sobre el problema de la mayoria requerida para el otorgamiento 
de la confianza ya se dijo algo al tratar de la designaciôn del can 
didato a Présidente en Espana, porque la mayoria constitucionalmen 
te exigida indica cuâl es el criterio organizador a tener en cuenta 
en esa fase . Pero incluso en Italia y en Portugal, donde el
procedimiento formativo y el procedimiento parlamentario estân se- 
parados, el criterio vigente en materia de mayorias condiciona in
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directamente también la formaciôn de los Gobiernos, porque si é£ 
tos pueden constituirse sin una intervenciôn parlamentaria previa, 
no pueden subsistir, pasados diez dîas, sin el "aval" de la o las 
Câmaras.
La comparaciôn de las reglas correspondientes a estos très 
paîses révéla de nuevo considerables diferencias. En Italia encon 
tramos un planteamiento relativamente "clâsico" de esta cuestiôn, 
dada la renuncia de la Asamblea Constituyente a racionalizar la - 
relaciôn de confianza mediante la exigencia de una mayoria cuali 
ficada. En consecuencia, esta decisiôn parlamentaria viene régula 
da por el art. 64 de la Constituciôn, en virtud del cual las deli 
beraciones de las Câmaras no son vâlidas "si no estâ presents la 
mayoria de sus componentes, y si no se adoptan por la mayoria de 
los présentes". Sin embargo, los Reglamentos de las Câmaras, si­
guiendo la praxis tradicional en cada una de ellas, han dado una 
interpretaciôn divergente de esta norma. El Reglamento del Senado 
(art. 107,1) ha respetado el tenor literal del precepto constitu­
cional antes citado y ha incluido dentro del nûmero de los presen 
tes a los senadores que se abstienen. En consecuencia, para que la 
confianza se entienda otorgada en esta asamblea, es preciso que - 
los votos favorables superen a la suma de los contrarios y de las 
abstenciones. Estas ultimas juegan en contra del Gobierno y por e- 
so no es raro que los senadores que pretendan abstenerse, pero no 
impedir que la mociôn sea probada, se ausenten de la sala en el 
momento de la v o t a c i ô n . Por el contrario, el Reglamento de la 
Câmara, para determiner el nûmero de los présentes sôlo tiene en
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cuenta a los diputados que votan a favor o en contra de la mociôn 
(art. 48). Por consiguiente, las abstenciones ayudan en este caso 
al Gobierno. Este criterio ha sido criticado por algunos, no sôlo 
por su aparente inconstitucionalidad, sino porque fomenta las ab£ 
tenciones (que en votaciones de tanta importancia podrîan conside- 
rarse como un signo de irresponsabilidad y que por ello estân expre 
samente prohibidas en Gran Bretaha) y sobre todo, porque permite 
la formaciôn de Gobiernos muy minoritarios: paradigmâtico en es­
te sentido fue el Gobierno Andreotti III, también llamado "el de 
las abstenciones" porque obtuvo la confianza de la Câmara con 258 
votos a favor, 44 en contra y 303 a b s t e n c i o n e s S i n  embargo, 
la doctrina mâs reciente no sôlo niega la inconstitucionalidad de 
la soluciôn vigente en la Câmara, sino que la defiende ademâs por 
su funcionalidad (la abstenciôn ha sido en muchos casos la posi- 
ciôn que ha permitido a un partido expresar su acercamiento preli 
minar a una determinada coaliciôn), y preconiza su extensiôn al 
Senado para superar la actual heterogeneidad de planteamientos^^^^^.
En Espana ya dijimos que el art. 99 de la Constituciôn exige 
dos tipos de mayoria; absoluta para la primera votaciôn y simple 
para la segunda. Esta votaciôn subsidiaria tendrâ lugar cuarenta 
y ocho horas después de la anterior y previamente a la misma no ha- 
brâ un debate, propiamente dicho, sino que el candidate podrâ in­
tervenir por un tiempo mâximo de diez minutos y los Grupos Parla­
mentarios por cinco minutos cada uno para fijar su posiciôn (art. 
171,5 del R. del Congreso). En la Constituciôn, hay que entender 
que la mayoria simple significa la "mayoria de los miembros pre-
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sentes", que es el criterio comûn establecido en su art. 79,2 pa 
ra la adopciôn de acuerdos por las Câmaras. Al igual que en Ita­
lia, queda sin embargo por resolver si entre los miembros présen­
tes hay que incluir también a los que se abstienen. El Reglamento 
del Congreso no ha dilucidado esta cuestiôn directamente, pero si 
lo ha hecho indirectamente. Su art. 79 ha dispuesto que los acuer 
dos de la Câmara deberân ser aprobados "por la mayoria simple de 
los miembros présentes" y el calificativo "simple" indica que no 
se trata de la mitad mâs uno de los présentes, porque para signi- 
ficar eso el texto no deberia haber calificado la mayoria o debe- 
ria haberla denotado como "absoluta". Siendo esto asi, hay que - 
concluir que la "mayoria simple de los diputados présentes" se ca^ 
cula sin contar las abstenciones y, por tanto, se consigne cuando 
el nûmero de votos favorables supera al de los c o n t r a r i o s . Por 
consiguiente, en ûltima instancia, la mayoria exigida para el otor 
gamiento de la confianza es aqui idéntica a la que se require en 
la Câmara de Diputados italiana.
La Constituciôn portuguesa se sépara en cambio radicalmente de 
las anteriores y busca su inspiraciôn en el llamado "parlamentaris 
mo negative", cuyas pautas racionaliza en la linea de la V Repûbl^ 
ca f r a n c e s a . El art. 195 de la Constituciôn lusa establece, 
en efecto, que el programa del Gobierno se entenderâ aprobado si 
la Asamblea no lo rechaza por mayoria absoluta de sus miembros; si£ 
tema que invierte la carga de la prueba en lo que se refiere a la 
confianza parlamentaria. Pero lo mâs importante es que esta norma 
posibilita no sôlo la formaciôn de Gobiernos minoritarios (como ocu
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rre en Italia y Espana), es decir de Gobiernos cuya base parlamen 
taria es inferior a la mitad mâs uno de los diputados, sino que 
permite también los Gobiernos sin mayoria parlamentaria, Gobiernos 
que obtienen mâs votos contrarios que favorables, como ocurriô con 
el Gabinete Pintasilgo que "pasô" el trâmite parlamentario con 33 
votos a favor, 79 en contra y 125 abstenciones. Al limite el Go­
bierno no necesitaria ni un solo voto favorable, como lo ha subra 
yado un conocido comentarista^^^^^. En definitiva con este proce­
dimiento no sôlo las abstenciones favorecen al Gobierno, sino que 
los votos contrarios (los que apoyan la mociôn de rechazo) tampoco 
le perjudican cuando no alcanzan la mayoria absoluta.
En consecuencia, cuando falta un partido o una coaliciôn que 
tenga la mayoria absoluta, la formaciôn del Gobierno portugués no 
se rige con el principio subsidiario de la mayoria simple. El hecho 
de que el art, 190 de la Constituciôn establezca que el Présidente 
de la Repûblica nombra al Primer Ministro "teniendo en cuenta los 
resultados électorales", no debe atenuar el juicio anterior. El 
precepto citado, ademâs de su ambigüedad (&A qué elecciones se re­
fiere: a las parlamentarias, a las locales, a las presidenciales?), 
carece de cualquier garantia y no constituye ningûn criterio orga^ 
nizador de la formaciôn del G o b i e r n o . Prueba de ello son los 
Gobiernos de "têcnicos" que el Présidente nombrô en 1978 y 1979, 
Gobiernos que en ningûn sentido pueden considerarse mayoritarla­
mente respaldados por el electorado.
El problema de la formaciôn del Gobierno queda, en consecuen
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cia, mucho mâs indeterminado, desde el punto de vista jurldicq,- 
que en los casos anteriores. Es curioso notar que esta peculiar 
soluciôn constitucional se estableciô por iniciativa de los par- 
tidos socialista y comunista que, mediante este dispositivo y el 
correlativo de la doble mociôn de censura, trataban de asegurar 
la estabilidad gubernamental y de evitar que la joven Repûblica 
naufragase en las aguas del parlamentarismo. No hay que olvidar 
que el partido socialista pretendia también garantizar de este mo 
do sus posibilidades de gobernar en solitario. La Asamblea Const£ 
tuyente se incliné en definitiva por estas tesis y rechazô la a^ 
ternativa, sostenida por el partido socialdemôcrata (entonces PPD) 
de instaurer un rêgimen mâs clâsicamente parlamentario, donde la 
estabilidad gubernamental quedarîa asegurada mediante la cohesiôn 
de los partidos de la mayoria. A tal efecto el PPD proponla cons- 
titucionalizar la régla (que llegô a ser aprobada por la 5— Comi- 
siôn de la Asamblea) del cese del mandato de aquellos diputados 
que dejaran de pertenecer al partido politico que los presentô al 
electorado. Pero este principio fue rechazado en la misma sesiôn 
en que se aprobô el procedimiento para la apreciaciôn del programa 
gubernamental y para las mociones de censura y esta opciôn, tomada 
el 29 de Marzo de 1976, fue a mi juicio de las mâs importantes de 
todo el proceso c o n s t i t u y e n t e P a r a  evaluar sus consecuencias 
hay que atender primero a las medidas de la sucesiôn gubernamental 
que se exponen en el Capitule siguiente.
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4.- Las consecuencias de la desconfianza parlamentaria inicial
Para concluir este apartado, valgan las siguientes considera­
ciones (que sistematizan otras ya hechas en las pâginas anteriores) 
sobre los efectos de una votaciôn parlamentaria contraria a la so­
luciôn gubernamental propuesta.
En primer lugar, este supuesto no détermina la "extinciôn" 
del Gobierno ni en Italia ni en Portugal, aunque transforma su sta 
tus que pasa a ser el propio del Gobierno dimisionario, en el pri­
mer caso, y el del Gobierno cesante, en el s e g u n d o . En Espa­
na ni siquiera el status del Gobierno se ve afectado: sigue en fun 
ciones el Gabinete cesante.
En segundo lugar, tanto la Constituciôn espanola como la por­
tuguesa de 1976 obligan (aunque esta ûltima sôlo en ciertas condi- 
ciones) a proponer un nuevo candidate o a nombrar otro Gobierno.
En Portugal el Présidente de la Repûblica sôlo podîa evitar esa - 
consecuencia si la Asamblea habîa rechazado consecutivamente très 
Gobiernos; en tal supuesto, podîa optar por disolverla y convocar 
nuevas elecciones. En Espana es siempre obligatorio que el Rey ha- 
ga nuevas propuestas y si ninguna es aprobada en los dos meses s£ 
guientes a la primera votaciôn de investidura, deberâ disolver las 
Cortes, con el refrendo del Presidents del Congreso (art. 99,5 C.E.), 
A fin de realizar las propuestas sucesivas^ parece necesario que el 
Rey repita las consultas, aunque abreviândolas al mâximo para no 
consumir en vano el citado plazo de dos meses. Se ha discutido si
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serîa legîtimo qae el Jefe del Estado propusiera de nuevo al primer 
c a n d i d a t e . Como régla general, me inclino por la negativa, y 
el refrendo del Présidente del Congreso constituye, a mi modo de 
ver, una garantîa importante también en este problema; évita la h£ 
pôtesis gravîsima de que se intente forzar a la Câmara a rectifi- 
car su decisiôn anterior bajo la amenaza de la disoluciôn. Sin em 
bargo, tampoco cabe excluir que las nuevas consultas lleguen a ev£ 
denciar que existe una mayorîa de diputados dispuestos a respaldar 
al candidato antes rechazado, y en ese caso la insistencia en el 
mismo serîa légitima.
Finalmente, a diferencia de las dos Constituciones antes comen 
tadas, la italiana no racionaliza la opciôn del Jefe del Estado en 
tre la repeticiôn del procedimiento formativo y el recurso a elec­
ciones anticipadas. Esta es una decisiôn que sôlo a él le correspon 
de tomar, a la vista de las posibilidades polîticas de reconstruir 
la relaciôn fiduciaria en ese Parlemente. Desde el punto de vista 
procesal, la disoluciôn sôlo estâ sujeta al a exigencia del refren 
do que/como ya se dijo,hoy se entiende como obligatorio, y a la 
necesidad de consulter a los Présidentes de ambas C â m a r a s . Un£ 
camente en los ûltimos seis meses de su mandato estarîa obligado a 
intenter formar otro Gobierno, porque la disoluciôn en esas circun£ 
tancias estâ expresamente vedada por el art. 88 de la Constituciôn.
181
D.- CONCLUSTONES DE LA SECCION
1°.- De las pâginas anteriores se desprende que, tanto la Cons 
tituciôn como la praxis vigentes en Espana,contribuyen a fortale- 
cer especialmente el poder del "formador" y del Primer Ministro en 
este pais. De entrada, su posiciôn como candidato a la Presidencia 
se ha visto reforzada, en la mayor parte de los casos, por la cir- 
cunstancia de ser ademâs el mâximo dirigente de su partido. Por o- 
tro lado, en la realizaciôn de sus actividades preparatorias del nue 
vo Gobierno, goza de compléta independencia juridica respecto del Je 
fe del Estado, que no puede condicionar su mandato; en la prâctiea 
tampoco ha visto limitada su "libertad de movimientos" por un previo 
acuerdo de coaliciôn. A esto se anade que el Présidente es el ûnico 
miembro del Gobierno que obtiene una investidura parlamentaria y que 
solamente él define el programa gubernamental, de donde résulta una 
posiciôn de clara preeminencia, que se ha visto ademâs subrayada por 
la praxis de su toma de posesiôn individual y previa al nombramien­
to de los Ministros. Dada la estructura monista del rêgimen, su po­
der de propuesta tampoco admite limitaciones por parte del Jefe del 
Estado y, aunque de hecho haya tenido que respetar a veces los inte 
reses de los distintos sectores de su partido, ello no obedecîa a 
una obligaciôn estatutaria,porque los estatutos de los partidos es- 
panoles no llegan a organizar ningûn procedimiento interno de selec 
ciôn del personal gubernamental. Finalmente, tampoco ha tenido que 
sujetarse a una restricciôn legal en la definiciôn de la estructura 
de su Gobierno, porque la creaciôn de los Ministerios ha sido obje­
to, durante el perîodo aqui considerado, de una deslegalizaciôn ope
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rada por el R.D.-Ley de 8 de Octubre de 1976.
Los casos italiano y portugués (y sobre todo el primero) ofre 
cen un marcado contraste con la imagen anterior. En Italia estâ —  
consolidada la doctrina de la separaciôn compléta entre los lidera£ 
gos partidista y gubernamental; y en ambos paîses el "formador" ha 
visto su mandato condicionado, en distintas ocasiones por el Prési­
dente de la Repûblica y también por acuerdos interpartidistas e in­
cluso, en el caso italiano, interfaccionales. No hay que olvidar tam 
poco que dichos acuerdos se proyectan mâs allâ del momento formativo 
del Gobierno y organizan estructuras "tutelares" del mismo: los ver- 
tici y las cimeiras. Ademâs, en estos dos regîmenes, el poder de pro 
puesta del Primer Ministro aparece sujeto a importantes restricciones 
en Portugal,la derivada de la posiciôn preeminente del Jefe del ESta 
do, y en ambos casos, la que résulta de las designaciones realizadas 
por los partidos de la coaliciôn, incluyendo, en el caso italiano, 
las realizadas por el propio partido del Présidente del Consejo. Por 
otro lado, la preeminencia del "Premier"sobre los Ministros no resul 
ta aquî tan acentuada como en Espana: en los dos casos todos los - 
miembros del Gabinete toman posesiôn conjuntamente y se presentan an 
te el Parlamento con un programa aprobado por el Consejo de Minis­
tros. Finalmente, hay que tener en cuenta que si en Portugal el Pr£ 
mer Ministro puede organizar libremente la estructura de su Gobier­
no, otro tanto no ocurre en Italia, donde la creaciôn de los Minis- 
terior estâ reservada a la ley.
2°.- Por el contrario, los poderes del Jefe del Estado Espanol 
en la formaciôn del Gobierno son comparativamente menos importantes.
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Sus consultas previas estân estrictamente delimitadas por la Cons­
tituciôn. No es el dominus exclusive de la propuesta de candidato, 
porque ésta se halla sujeta al refrendo del Présidente del Congre­
so como garantîa de una norma constitucional implîcita, en virtud 
de la cual, a falta de un partido o coaliciôn con mayorîa parlamen 
taria, la primera propuesta debe recaer en la persona designada - 
por el partido con mayor nûmero de diputados. Ademâs, dada la orga 
nizaciôndsl procedimiento formativo, el Rey tampco puede condicio­
nar el mandato del candidato designado. Por otro lado, su posiciôn 
constitucional, netamente separada de la del Gobierno que sôlo res­
ponds ante el Congreso,excluye que pueda rechazar los nombramientos 
propuestos por el Presidents. Finalmente no decide sobre la disolu­
ciôn de las Cortes en el supuesto de que la crisis gubernamental no 
haya logrado resolverse: tal decisiôn estâ reglada por la Constitu­
ciôn, y aunque la mayor o menor viabilidad de las propuestas suces£ 
vas del Monarca puede influir indirectamente en esta cuestiôn, hay 
que descartar que aquêl pueda "provocar" la disoluciôn mediante la 
insistencia injustificada en un candidato previamente rechazado' por 
la Câmara.
Las competencias de los Présidentes de la Repûblica en Italia 
y en Portugal son, a estos efectos, sin duda, mucho mâs importantes. 
De entrada, las consultas previas no estân delimitadas por la Cons­
tituciôn italiana y aunque la portuguesa de 1976 sî las regulàba, lo 
hacîa de forma mâs extensiva que en el caso espanol, porque ademâs 
de los partidos debîa ser consultado también el Consejo de la Revo- 
luciôn. Por otra parte, en ambos regîmenes corresponde al Présiden­
te de la Repûblica la decisiôn exclusive sobre la designaciôn del
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"formador", cuyo mandato ademâs puede condicionar, puesto que el en 
cargado présenta al Jefe del Estado y no al Parlamento los resulta­
dos de su actividad preparatoria del nuevo Gobierno, No obstante, 
el control del Présidente italiano sobre esa actividad preparatoria 
se refiere solamente a la fôrmula politica del Gobierno, mientras 
que el Présidente portugués podla en determinadas circunstancias 
llegar a controlar también los aspectos personales del Gabinete. Por 
ûltimo, en el supuesto de que el Gobierno recién formado fuese re­
chazado por el Parlamento, el Présidente portugués debîa repetir el 
intento otras dos veces consécutives antes de poder disolver la Asam 
blea, mientras que en Italia, una vez que el Gobierno no obtiene la 
confianza del Parlamento, el Présidente de la Repûblica se convierte 
en el ârbitro del dilema disoluciôn-nueva formaciôn, dilema que no 
estâ constitucionalmente racionalizado.
3®.- Al comparar la posiciôn de los très Parlementes en lo que 
se refiere a la formaciôn del Gobierno, salta a la vista el papel 
relativamente marginal que la Constituciôn lusa de 1976 reservaba a 
la Asamblea de la Repûblica. Su intervenciôn se encuadraba en un pro 
cedimiento separado del procedimiento formativo, y esta caracterîs- 
tica (ajena al caso espanol) aparecîa aquî con tintas mâs cargadas 
que en Italia, porque en este paîs el Gobierno, después de su for­
maciôn, necesita obtener la confianza de las Câmaras, mientras que 
en Portugal le bastaban no ser rechazado por la Asamblea de la Re­
pûblica. Por consiguiente, si la posiciôn del Gobierno in attesa di 
fiducia puede considerarse jurîdicamente limitada, al faltarle el 
soporte estructural que légitima su plena actividad, otro tanto no
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puede decirse del Gobierno portugués antes de presentarse a la Asam 
blea. También conviene subrayar que el Parlamento luso ni podîa a- 
probar el programa gubernamental, como el espanol, ni mucho menos 
cualificarlo mediante una mociôn motivada como las que exige la - 
Constituciôn italiana. Finalmente, si la preferencia de la mayorîa 
absoluta de los diputados représenta en los très casos el criterio 
organizativo principal de la relaciôn de confianza y de la forma- 
ciôn del Gobierno, en Italia y en Espana existe ademâs un criterio 
subsidiario que es la mayorîa simple, mientras que en Portugal la 
Constituciôn permitîa la fiDrmaciôn de Gobiernos sin mayorîa alguna, 
esto es, carentes de la confianza parlamentaria.
4*.- Una ûltima conclusiôn, no menos relevante que las anterio 
res, se refiere al papel que desempenan los grupos parlamentarios 
de la mayorîa en lo tocante a la formaciôn del Gobierno. En las nue 
vas democracias ibéricas su intervenciôn se limita, prâcticamente, 
al momento de la votaciôn parlamentaria y esta relativa marginaciôn 
contrasta con el "activismo" de los grupos italianos, que son con- 
sultados por el Jefe del Estado, que intervienen en la selecciôn del 
"formador", que aprueban o al menos ratifican el acuerdo de gobier­
no y que tienen una funciôn primordial en la selecciôn del personal 
gubernamental. Selecciôn, ademâs que prâcticamente sin excepciones, 
se realiza de entre los propios miembros de los grupos parlamenta­
rios. Por otro lado, parece seguro que esta presencia de los grupos 
en el proceso formativo, guarda relaciôn con el papel fundamental 
que las facciones juegan en el mismo. Pero esta conexiôn resultarâ 
mâs évidente cuando se analicen en el Capîtulo 3° los estîmulos a 
la proliferaciôn faccional présentes en el ordenamiento italiano 




(1) Este es el concepto de procedimiento propuesto por MERKL; vêa 
se GARCIA DE ENTERRIA, E. y FERNAÎ7DEZ, T.R. , Curso de Derecho
’ Administrative, I (Madrid: Civitas, 1980) , p. 470.
(2) Véase, en este sentido, PREDIERI, A. "El sistema de las fueh- 
tes del Derecho" en La Constituciôn Espanola de 1978, obra d£ 
rigida por el mismo autor y por GARCIA DE ENTERRIA, E. (Madrid 
Civitas, 1981), especialmente pâgs. 228-231. También, ROMANO,
A., La formazione del Governo (Padova: Cedam, 1977), pâgs.34 a 
41. Para un tratamiento general de los problemas que suscita 
la coexistencia de costumbres constitucionales y de una Cons­
tituciôn rigida, véase LUCAS VERDU, P . , Curso de Derecho Poli­
tico, II (Madrid: Tecnos, 1977) pâgs. 506 a 515.
(3) HOOD PHILLIPS, O . , define las convenciones como "rules of po­
litical practice which are regarded as binding by those to 
whom they apply, but which are not laws as they are not en­
forced by the courts or by the Houses of Parliament". Consti­
tutional and Administrative Law, 5^ ed. (London: Sweet and 
Maxwell, 1973), pâg. 77l
(4) Sobre las distintas convenciones relatives a la sucesiôn guber 
namental, véase HOOD PHILLIPS, O . , op. cit., pâgs. 86 y 87.
(5) Un brillante y convincente anâlisis de las profundas diferen­
cias entre las convenciones constitucionales en el ordenamien­
to inglés y en el italiano se encuentra en ZAGREBELSKI, G.,
"La formazione del governo nelle prime quattro legislature re- 
pubblicane"Rjvista Trimestrale di Diritto Pubblico, N° 3 (1968) 
pâgs. 805-891.
(6) La tesis del carâcter extrajurîdico de las convenciones ha sido 
formulada por RESCIGNO, G.U. La responsabilitâ politica (Milano: 
Giuffré, 1967); véase también RESCIGNO, G.U., Corso di Diritto 
Pubblico (Bologna: Zanichelli, 1979) pâgs. 422-426. Tanto 
ZAGREBELSKY, G., op. cit. pâg. 815 como ROMANO, A . , op. cit. 
pâg. 39 admiten la hipôtesis del origen convencional de las co£ 
tumbres. PALADIN, L . , "Governo italiano" en Enciclopedia del 
Diritto, XIX (Milano: Giuffré 1970), pâgs. 675-711, va mâs le- 
jos y llega a afirmar la imposibilidad prâctica de distinguir 
entre convenciones y costumbres.
(7) Véase, en este sentido, el contraste entre las posiciones de 
RESCIGNO, Corso... loc. ult. cit. y de ZAGREBELSKY en la obra ya 
citada.
(8) Véase ROMANO, A., op. cit. pâg. 40.
(9) Sobre esta cuestiôn véase la pâg. de este trabajo.
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(10) Sobre la equivalencia entre las nociones de instituciôn y de 
ordenamiento jurîdico, véase SANTI ROMANO, L 'ordinamento giu- 
ridico (Firenze: Sansoni, 1977, 3— ed), pâgs. 40 a 43. Sobre 
las teorias sociolôgicas del derecho véase TREVES, R. Intro- 
ducciôn a la Sociologîa del Derecho (Madrid: Taurus, 1978), 
pâgs. 58-72.
(11) Véase en este sentido la opiniôn de SARTORI, G., en Parties, 
and Party Systems (Cambridge: Cambridge University Press, 1976) 
p. 95: "Dado que los partidos dictan reglas para sî mismos, ba 
jo las cuales el autor de la régla y el destinatario de la mi£ 
ma en gran medida coinciden, los estatutos partidistas son ra- 
ra vez cumplidos mâs allâ de lo que sirve al interés de los par 
tidos interesados" (traducciôn propia).
(12) UNGARI, P., "Sul diritto dei partiti" en II Diritto dei partiti 
in Italia (Roma: Camera dei Deputati, 197Ï), pâgs. 19-26.
(13) Sobre el derecho de los partidos, véase, por ejemplo, la comple 
tîsima nota bibliogrâfica de BOCCIA, V. , en. Il Diritto dei par­
titi in Italia (1945-70), (Roma: Camera dei Deputati, Quaderni 
di Studi e Legislazione , 1971), pags. 563-618; DE VEGA, P.
(dir.) Teorîa y prâctica de los partidos politicos (Madrid: Cua 
dernos para el Dialogo, 1977); RAMIREZ, M . , "Los partidos poli­
ticos en la Constituciôn espanola de 1978", Revista de Estudios 
Politicos, 13 (Enero-Febrero 1980), p. 45-61; MORODO, R. (direc 
tor), Los partidos politicos en Espana, (Barcelona: Labor, 1979) ; 
REBELO DE SOUSA, M ., "Os partidos politicos na Constituicao" en 
Estudos sobre a Constituicao,,Vol. II (Lisboa: Petrony, 1978) 
pags. 57 a 72; KHEITMI, M.R., Les partis politiques et le droit 
positif français (Paris: Librairie Générale de Droit et de Juris­
prudence , 1964).
(14) ROMANO, A., op. cit., pâg. 41
(15) MORTATI, C., Istituzioni di Diritto Publico, I, (Padova: Cedam, 
1975) pâg. 263:
(16) Sobre esta concepciôn de la confianza parlamentaria, véase MAN- 
NINO, A . , Indirizzo politico e fiducia nei rapporti, tra gover­
no e parlamento (Milano: Giuffré, 1973) pags. 291 a 305. Para 
una definiciôn del rêgimen parlamentario en base a la centrali- 
dad de la relaciôn de confianza, véase ELIA, L . , "Governo (for­
me di)" en Enciclopedia del Diritto, XIX (Milano: Giuffré, 1970) 
pags. 634-675. En cambio, CHANTEBOUT, B., identifica abusiva- 
mente el rêgimen parlamentario monista con el de asamblea, "Le 
regime parlementaire moniste, gouvernement d'assemblée" en Mé­
langes Georges Burdeau (Paris: Librairie Générale de Droit et 
de Jurisprudence, 1977) pags. 43-61.
(17) En este sentido GALIZIA, M., "Crisi di Gabinetto", Enciclopedia 
del Diritto XI (Milano: Giuffré 1962), pag. 383; ROMANO, A., 
op.cit. pag. 49; también BURDEAU, G., advierte que uno de los 
trazos que distinguen al"gobierno por delegaciôn parlamentaria" 
del gobierno de asamblea es que en el primero el Gabinete tiene
188
libertad de dimitir: Traité de Science Politique, VI (Paris: 
L.G.D.J., 1971), pag. 450.
(18) AMPHOUX, J., Le Chancelier federal dans le regime constitutio­
nal de la Republique Federale d'Allemagne (Paris: Librairie 
Générale de Droit et de Jurisprudence, 1962) pag. 141, subraya 
la "tendencia sistemâticamente hostil" de los autores de la Ley 
Fundamental de Bonn contra la dimisiôn voluntaria del Canciller, 
hasta el punto de borrarla por completo del texto aprobado.
(19) Véanse los decretos de 11-6-79, de 27-12-79 y de 14-8-81 que 
corresponden respectivamente a la dimisiôn de los Gobiernos de 
Mota Pinto, Pintasilgo y Pinto Balsemao I.
(20) VIRGA, P., La crisi e le dimissioni del gabinetto (Milano: Giu­
ffré, 1948)1 GALIZIA, M . , op. cit. pags. 382-3^6.
(21) La presentaciôn de la dimisiôn tuvo lugar el dîa 27 de Enero, 
la reuniôn del Consejo de Ministros el dîa 29. Durante la mis­
ma, Suârez no hizo un anâlisis detallado de la motivaciôn de la 
dimisiôn. Ningûn Ministro pidiô la palabra después de la comu- 
nicaciôn del Présidente, Ver MELIA, M., Asî cayô Adolfo Suârez 
(Barcelona: Planeta, 1981), p. 74 a 111.
(22) Ver, RIZZA, G. Il Présidente del Consiglio dei Ministri, (Napo­
li: Eugenio Jovene, 1970) pT 105-1141
(23) Que Mota Pinto aceptara sin protestas el rechazo de su dimisiôn 
révéla, como dicen SANTANA LOPES y DURAO BARROSO, una cierta in 
genuidad, porque la imposibilidad de que siguiera gobernando era 
manifiesta (Sistema de Governo e Sistema Partidario, Lisboa: 
Bertrand, 1980, pag. 66). De hecho volviô a presentar la dimisiôn 
un mes y medio mâs tarde y entonces ya le fue aceptada.
(24) ROMANO, A., op. cit. pag, 55; SANCHEZ AGESTA, L., Sistema Polîti- 
co de la Constituciôn Espanola de 1978 (Madrid: Editora Nacional 
19 80) pag. 2^87 y SANTAOLALLA/ F. "Art. 101" en GARRIDO FALLA, F. 
(dir.), Comentarios a la Constituciôn (Madrid: Civitas, 1980) 
pag. 1017.
(25) La praxis anterior al 23 de junio de 1958 consistla en aceptar 
la dimisiôn con un decreto que se dictaba al mismo tiempo que el 
decreto que conferîa el encargo para formar Gobierno. Ambos pre- 
cedîan, en algunos dîas, al decreto de nombramiento del nuevo 
Présidente del Consejo.
(26) Sin perjuicio de que el Présidente del Gobierno deba presentar 
su dimisiôn al Rey, también en estos supuestos, la causa del ce 
se no es aquî la aceptaciôn de la dimisiôn, sino la decisiôn par 
lamentaria o la celebraciôn de las elecciones. Me remito, en es­
te sentido a las pags.
(27) Real Decreto 249/1981, de 25 de Febrero, y R.D. 3286/1982 de 1 - 
de Diciembre que declaran el fin de las funciones de los Prési­
dentes Suârez y Calvo Sotelo, respectivamente. El primero de e- 
llos fue refrendado por el Ministro de Justicia saliente y no -
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por el Présidente del Gobierno, lo que significa una anomalia 
adicional. El segundo fue refrendado por el Présidente del Con 
greso, loque constituye una soluciôn lôgica en todos los supue£ 
tos de cese distintos de la dimisiôn voluntaria.
(27 bis) En los dos casos mencionados en la nota anterior se dictaron a- 
demas sendos decretos, refrendados por el Présidente entrante 
para declarar el fin de las funciones de los Ministros salien- 
tes.
(28) ROMANO, A., La formazione del g o v e m o , cit. p. 57 a 62; LABRIO 
LA, S., "Dalle dimissioni volontarie alia formazione del gover­
no per I'ordinaria amministrazione" Giurisprudenza Costituzio- 
nale, 2:4 (1979) 178-215; y ZAGREBELSKI, op. cit. 841-847.
(29) ROMANO, A. op. cit. pag. 63.
(30) Tras la dimisiôn del Gobierno Fanfani II en febrero de 1959, el 
Présidente de la Repûblica se negô a aceptarla e invitô al Go­
bierno a pedir un voto de confianza. Fanfani, sin embargo, ma­
nifesté su voluntad de no retirer la dimisiôn, haciendo asî ine 
vitable su aceptaciôn.
(31) ALZAGA, 0., La Constituciôn Espanola de 1978 (comentario siste- 
mâtico)(Madrid: Ediciones del Foro, 1978) pag. 634; ESPIN, E . , 
op. cit. pag. 236; mâs ambigua, sin embargo, es la posiciôn de 
SANTAOLALLA, F., "art. 101", op. cit. pags. 1017 y 1018, que ad 
mite que el Rey pueda rechazar la dimisiôn en supuestos de ca­
râcter extraordinario.
(32) MORTATI, C., op. cit. Vol. I, pags. 575 y 576; ZAGREBELSKY, G., 
op. cit. pags. 839-847.
(33) Por ejemplo, tras la dimisiôn de Zoli el 10 de Junio de 1957 o 
la de Tambroni en Abril de 1960 o la de Fanfani en Enero de 
1959. La invitaciôn del Jefe del Estado fue aceptada en los dos 
primeros casos, pero no en el ûltimo.
(34) Véase LABRIOLA, S., "Dalle dimissioni volontarie alla formazio­
ne del governo per I'ordinaria amministrazione", Giurisprudenza 
Costituzionale, 2:4 (1979) pags. 178-215. También, del mismo 
autor, "Ancora in Tema di c.d., parlamentarizzazione délia cri­
si di Governo per dimissioni volontarie" Giurisprudenza Costi­
tuzionale , 2:4(1980), 566-584. Asîmismo LIPPOLISP V., "La parla 
mentarizzazione délia crisi" Quaderni Costituzionali, 1:1 (As- 
ril 1981) , 145-154.
(35) LIPPOLIS, V., op. cit. pag. 150.
(36) La opiniôn favorable del Présidente de la Repûblica a esta mane 
ra de obrar se hizo pûblica, aunque de manera oficiosa, en su 
entrevista al Espresso de 25 de Febrero de 1979, por lo que se 
refiere a la dimisiôn de Andreotti. En cambio fue el propio Co- 
ssiga en su declaraciôn ante la Câmara quiên reconociô la anuen 
ci del Jefe del Estado con esta forma de tramitar la crisis.
Por otra parte, hay que tener en cuenta que el procedimiento pa 
ra el debate sobre la declaraciôn de Cossiga fue enteramente ne
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gociado por la conferencia de los jefes de grupos parlamenta­
rios, porque esto refuerza también la hipôtesis convencional.
(37) Ver ARI4AR0LI, P., "La doppia fiducia" Quaderni Costituzionali", 
1,3 (Diciembre 1981), p. 580-591.
(38) ROMANO, A., op. cit. pags. 50 y 51, advierte, en efecto, que 
una crisis de origen extraparlamentario no puede ser llevada 
al parlamento sin riesgo de agravarla. Por su parte GALIZIA,M. 
op. cit., pag. 383, nota 81, sehala que una discusiôn parlamen 
taria de las razones de la crisis podrîa, en ocasiones, ser 
también contraproducente por lo que se refiere a la formaciôn 
del nuevo Gobierno. Aunque estas opiniones son anteriores a
la innovaciôn procesal aquî comentada, no cabe duda que acon- 
sejan circunscribir prudentemente su âmbito de aplicaciôn.
(39) Ver MAMMARELLA, G., L*Italia dalla caduta del fascisme ad oggi, 
(Bologna: Il Mulino, 1978), p. 524.
(40) El mensaje televisivo que Suârez dirigiô al paîs el 29 de ene­
ro de 1981, no aclarô desde luego suficientemente las razones
de su dimisiôn y uno de sus pârrafos résulta especialmente enig. 
mâtico y preocupante: "como frecuentemente ocurre en la Historia 
la continuidad de una obra exige un cambio de personas y yo no 
quiero que el sistema democrâtico de convivencia sea, una vez 
mâs, un paréntesis en la historia de Espana". Cuando un mes des 
pués se produjo el frustrado golpe de Estado, las conjeturas so 
be el significado de este texto, desde luego, se multiplicaron.
(41) Cabe senalar que en algunas monarquîas parlamentarias europeas 
existen ejemplos de este segundo tipo. En Bélgica, en 1963 y 
1966 el Monarca, bajo la responsabilidad del Primer Ministro, 
rechazô las dimisiones presentadas, e invitô a los partidos en 
el poder a que buscaran un acuerdo, lo que lograron en el pri­
mer caso pero no en el segundo. WALEFFE, B., Le Roi nomme et ré- 
voque ses ministres (Bruxelles: Emile Bruylant, 1971) pags. 138- 
142) .
(42) VIRGA, P., op. cit. pag. 6, desecha, desde luego, esta soluciôn.
Define la crisis como disenso efectivoo presunto que se déter­
mina entre el Gabinete y el Parlamento ô entre el Gabinete y el 
Jefe del Estado, y el reajuste, en cambio, resultarîa de un di­
senso entre los miembros del Gobierno que no sea de tal grave- 
dad como para obligar a la dimisiôn de todo el Gabinete. Distin 
ciôn en ûltimo término imprecisa porque el criterio relevante 
es, en definitiva la gravedad del disenso, mâs que sus sujetos.
(43) Contra: RIZZA, G., op. cit. pags. 229 y ss.; quien a su vez se
inspira en GALIZIA, M . , op. cit. pag. 386.
(44) De hecho,no dejaron de suscitar crîticas por parte de la oposi­
ciôn. Togliatti protestô por el procedimiento seguido en Diciem 
bre de 1947 y sostuvo la necesidad de abrir la crisis con la d£ 
misiôn del Gobierno. Otro tanto hizo Carrillo en Septiembre de 
1980.
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(45) BON DI VALSASSINA, "Dimissioni di Ministri, crisi e rimpasto" 
Giurisprudenza costituzionale, (I960), citado por RIZZA, op. 
cit. , nota 26, p. 231; tambiên MORHOFF, p., Crisi di Governo 
(Editore Colombo, 1964) p. 19 a 21.
(46) Este comportamiento presidencial mereciô el calificativo de "ex 
cesivamente âspero" incluso por parte de un comentarista tan
"e anista" como José Carlos VASCONCELOS (G Jornal, 18-6-82, p.13); 
el Primer Ministro, en la televisién, criticé esta intervenciôn 
en términos todavîa mâs duros.
(47) Véase, en este sentido, VIRGA, P., op. cit. p. 7 y GALIZIA, M . , 
op. cit. pag. 386.
(48) PALADIN, L., op. cit. pags. 691-697 analiza ampliamente este
problema y niega la existencia de un poder de revocacién a car
go del Présidente del Consejo; en contra se expresan MORTATI,C., 
op. cit., Vol. I pag. 553 y también RIZZA, op. cit. pags. 239 y 
ss., quien sostiene incluso la vigencia del art. 2 co. III de la 
ley 24-12-1925, a tenor del cual "los ministres y los secreta­
ries de Estado son nombrados y separados por el Rey, a propues^ 
ta del Jefe del Gobierno, Primer Ministro", aunque tambiên re- 
conoce que esta norma se halla en complete desuso. Para ejem- 
plos de la praxis italiana en esta materia, véanse las pags. 243 
a 249 del libre de RIZZA.
(49) Desde la aprobaciôn de la Constituciôn se han producido los si-
guientes: el Présidente Suârez sustituyôel 18-1-80 al Ministro 
de Cultura y convirtiô en Ministro adjunto al Présidente al an­
tes Ministro de Relaciones en las Certes; el 3-5-80 hizo una re 
modelaciôn que afecté a nueve ministerios (seis ministres nue- 
vos y très cambios de departamento); el 9-9-80 realizô otra re- 
modelaciôn que afectô a once puestos (siete ministres nuevos y 
cuatro cambios de departamento); el Présidente Calvo Sotelo nom 
brô el 31-8-81 un ministro nuevo y cambiô a otro de departamen­
to; el 2-12-81 nombrô seis ministres nuevos y cambiô a otros cua 
tro de departamento (en un case, sin embargo, el cambio era prâc 
ticamente nominal; de Ministro de Agriculture a Ministro de Agri_ 
cultura, Pesca y Alimentaciôn).
(50) Puede obtenerse informaciôn estadîstica sobre esta cuestiôn en 
el excelente ensayo de HERMAN, V . ,"Comparative Perspectives on 
Ministerial Stability in Britain" en HERMAN, V. y ALT,E .J . C a ­
binet Studies: a Reader (Nueva York: St. Martin's Press IncTT 
1975) pags. 55 a 76.
(51) Si el Parlemente no se halla en perîodo de sesiones, la comuni- 
caciôn se hace por escrito a los Présidentes de ambas Câmaras 
MORHOFF, F., Crisi di Governo, cit. pag. 22.
(52) Véanse las pags. de este trabajo.
(53) MANNING, A., op. cit. pags. 330 a 343.
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(54) Después de la remodelaciôn del 3-5-80 se produjo tambiên un 
debate en el Congreso de los Diputados sobre una comunicaciôn 
del Gobierno; pero la celebraciôn de este debate habîa sido 
solicitada por la oposiciôn antes de que se realizara el rea 
juste gubernamental, y la comunicaciôn se referla exclusiva- 
mente a los temas del imperio de la ley, de la economla y del 
desarrollo autonômico (véase el texto integro en el diario YA, 
18-5-80, pag. 16) y no a las razones de la remodelaciôn mini£ 
terial por lo que en rigor no puede decirse que el debate se 
planteara como un control de esta ûltima; aunque a la postre 
si tuvo este alcance,en virtud de la presentaciôn de una mo- 
ciôn de censura por el Partido Socialiste. Véase sobre este 
asunto la "Crônica Parlamenteria" de Manuel GONZALO en la Re- 
vista del Departamento de Derecho Politico de la UNED 7 
(Otono 1980) pags. 183 a 208.
(55) ROMANO, A . , op. cit. pag. 51
(56) Véase, en este sentido, GALIZIA, M. op. cit. pag. 391; ZAGRE- 
3ELSKY, G, op. cit. pag. 816 nota 20; VIRGA, P., op. cit. 
pag. 61; la posiciôn de MORTATI, C., op.cit. vol I pags. 570 
a 572 es mâs ambigüa porque parece aceptar la tesis de la de£ 
confianza parlametaria como condiciôn resolutiva no retroacti 
va del nombramiento del Gobierno.
(57) Sobre el diferente significado de la dimisiôn y de su acepta- 
ciôn por el Rey en estos casos y en los supuestos de dimisiôn 
voluntaria, me remito a la pag. de este trabajo. La auto- 
maticidad del cese derivado de la desconfianza parlamentaria 
ha sido defendida por ESPIN, E . , "El Gobierno" en ESTEBAN, J. 
y LOPEZ GUERRA, L., El Regimen Constitucional Espanol, vol. II 
(Barcelona: Labor, 1902) pag. 236. Interpretaciones equivalen- 
tes existen también en el Derecho Comparado: sentencia del Con 
sejo de Estado francés de 19-10-62; véase LUCHAIRE, F. y CONAC,
G., La Constitution de la République Française (Paris: Econo­
mie aT%98Ôl pags. 230-231.
(58) GOMES CANOTILHO, J.J. y VITAL MOREIRA, Constituicao da Republi- 
ca Portuguese, anotada (Coimbra: Coimbra Editora, 1978) pag. 382 
sostienen que la dimisiôn dériva directe y automâticamente de 
cualquiera de los actos previstos en el n° 1 del art. 198 y que 
"por eso no tiene cabida ningûn acto del Présidente de la Repû- 
blica". En cambio MIRANDA, J. A Constituicao de 1976 (Lisboa: 
Petrony, 1978), pag. 422 nota 116 sostenla que el término exo- 
neraçao abarcaba tanto la destituciôn libre, por decisiôn del 
Présidente de la Repûblica, como la destituciôn obligatoria a 
consecuencia del art. 198, n°l.
(59) Aunque, por analogie con lo dicho en relaciôn a la dimisiôn del 
Gobierno, tambiên cabria admitir que el Présidente del Consejo 
plantée la cuestiôn de confianza por decisiôn exclusivamente 
personal. Ver RIZZA, op. cit. p. 221-229.
(60) Para un anâlisis critico de esta norma véase LABRIOLA, S., "Que£ 
tione di fiducie e disegno di legge di conversione: note critiche",
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Giurisprudenza Costituzionale, 8-10 (1980), p. 1375-1391; LI- 
PPOLIS, V., op. cit., p. 151 y ss.; MANZELLA, A., Il Parlemen­
te , cit, p. 266-269.
(61) GOMES CANOTILHO, J.J. y VITAL MORERIA, op. cit. p. 379
(62) Ver ESPIN, E . , "Las funciones de contenido politico" en ESTE­
BAN, J. y LOPEZ GUERRA, L. (dir.). El Rêgimen Constitucional 
Espanol , vol. II, cit., p. 210.
(6 3) Esta posibilidad de explicar las enmiendas peca de incongruen- 
cia, porque si el articule se aprueba las enmiendas no se vota 
rân y si no se aprueba ocurrirâ otro tanto, porque el Gobierno 
caerâ y el debate se suspenderâ sine die. Ver MANZELLA, A . , 
op. cit., p. 268.
(64) Art. 116,3 y art, 85,2 de los Reglamentes de la Câmara de Dipu 
tados y del Congreso de los Diputados respectivamente.
(65) Art. 109,2 del Reglamento de la Asamblea de la Repûblica.
(66) AMATO, G., "Un governo senza sbocco". La Repubblica 30-8-1980.
(67) Véase TRAVERSA, S., "Questione di fiducie e ostruzionismo par- 
lamentare", Giurisprudenza Costituzionale 2:4 (1980) pags. 585- 
616.
(68) Sobre el control parlamentario posterior a la formaciôn del Go 
bierno en Portugal, véase la pag. de este trabajo.
(69) La cuestiôn de confianza planteada versaba sobre la aceptaciôn 
de las negociaciones que el Gobierno habia emprendido con el 
Fondo Monetario Internacional para la obtenciôn de un emprêst^ 
to, condicionado a la reducciôn en un tercio del déficit de la 
balanza de transacciones corrientes durante 1978. El Gobierno, 
durante el debate parlamentario, no hizo ninguna concesiôn a 
las oposiciones. Véase sobre este episodio O CDS e a crise de 
1977 (Lisboa: Democracia 76, 1978); por su parte SANTANA LOPES, 
P., y DURAO BARROSO, J. op.cit., interpretan esta votaciôn co­
mo la respuesta de la Asamblea de la Republics al "desafîo par 
lamentario" que le habîa lanzado el Jefe del Estado en su dis- 
curso de 15-10-77 al atribuir a esa Câmara la responsabilidad 
exclusiva de la duraciôn del Gobierno minoritario de Soares.
(70) El texto de la mociôn de confianza planteada por Sâ Carneiro, 
modelo de la praxis posterior es el siguiente: "Considéra la 
Asamblea de la Repûblica que el Gobierno merece su confianza 
y que tiene las condiciones necesarias para ejecutar de forma 
cabal el programa que acaba de pasar en la Asamblea de la Re­
pûblica, en virtud del rechazo de las mociones presentadas 
por los grupos parlamentarios del Partido Socialiste y del Par 
tido Comunista" D.A.R. II Serie, n° 14, 18-1-1980.
(71) Diario da Assembleia da Repûblica, II Serie, n° 3 de 18-11-80. 
El debate subsiguiente aparece recogido en los D.A.R., I Serie
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numéros, 3, 4 y 5 de 20, 21 y 22 de Noviembre, respectivamente.
(72) Art. 95, art. 98,2 y art. 194,2 de las Constituciones, italiana, 
espanola y portuguesa, respectivamente.
(73) Aunque en Italia hay un sector doctrinal favorable a admitir la 
mociôn de censura individual en el supuesto de fuertes conflictos
•intergubernamentales -VIRGA, P., op.cit. p. 17 y ss.; GALIZIA,
M . , op. cit. p. 378 y 379; RIZZA, G., op. cit. p.229, nota 18- en la 
prâctica la responsabilidad individual de los ministros sôlo se 
ha hecho valer por medio de preguntas e interpelaciones; ver, 
RESCIGNO, G.ü. La responsabilité politica del singolo minis­
tre " Studi parlamentari e di politica costituzionale, 47/48,
(19 80) p. 5-16, En Espana, por otra parte, el Congreso ha vota- 
do una mociôn de reprobaciôn contra varies ministros el 12 de 
Septiembre de 1981, aunque no fue aprobada. Sobre la legitimi- 
dad de esta praxis ver JIMENEZ DE PARGA, M . , "La reprobaciôn 
de los ministros por el Parlemente", Diario 16, 13 de Octubre 
de 1981, p.2; tambiên ESPIN, E . , "Las funciones de contenido po 
litico" en ESTEBAN, J., y LOPEZ GUERRA, L. (dir), El Rêgimen 
Constitucional Espanol, vol. II, p. 212. El texto constitucional 
portugués parece menos posibilitante por cuanto, al declarer que 
los ministros son responsables ante la Asamblea "en el âmbito de 
la responsabilidad gubernamental" reconduce el problema a la mo­
ciôn de censura contra el Gobierno. Ademâs, la Constituciôn y 
el Reglamento de la Câmara (art. 183 y art. 209) reservan las 
interpelaciones para iniciar debates sobre politica general, lo 
que podria contrastar con la finalidad de debatir la politica 
de un ministerio determinado.
(74) GOMES CANOTILHO, J.J., y VITA MOREIRA, op. cit. p. 381.
(75) art. 115,2.
(76) GALIZIA, M . , op. cit. p. 384.
(77) Idem, p. 375.
(78) La mociôn presentada por treinta y dos diputados del PSOE el 21- 
5-80 contenia una motivaciôn prolija que se iniciaba con la acu- 
saciôn al Gobierno de haber traspasado los limites de la relaciôn 
de confianza al haber"incumplido reiteradamente compromises pro- 
grâmaticos contraidos". Ver también el art. 175,2 del Reglamento 
del Congreso.
(79) En Italia, el Reglamento de la Câmara dispensa de todo limite a 
las interveneiones en el debate de una mociôn de desconfianza 
(art. 39). En Espana, no estâ limitada la duraciôn de la primera 
intervenciôn en defensa de la mociôn y tampoco la exposiciôn por 
el candidate de su programa de Gobierno (art. 177 del R.C.D.); 
en Portugal, el Reglamento de la Asamblea autoriza intervencio- 
nes especialmente iargas al primer signatario de la mociôn y al 
Primer Ministro (art. 203).
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(80) En Italia, hasta 1977, sôlo han sido propuestas cinco mociones 
de censura, la ûltima en 1965, y todas han sido rechazadas. - 
Fueron la mociôn Terracini (con ocasiôn del atentado contra To 
gliatti, rechazada en el Senado el 22 de Julio de 1948); la - 
mociôn Nenni (contra el III Gobierno de Fanfani, rechazada en 
la Câmara el 13 de Julio de 1963); la mociôn Togliatti (contra 
el IV Gobierno Fanfani, rechazada en la Câmara el 26 de Enero 
de 1963) y, por ûltimo, la mociôn Longo antes citada (contra 
el II Gobierno Moro rechazada en la Câmara el 12 de Marzo de 
1965). MANZELLA, A., Il Parlemente, (Bologna: Il Mulino,1977) 
p. 279.
(81) No abundan los datos sobre la utilizaciôn de la mociôn‘de cen­
sura en los regîmenes parlamentarios actuales, pero da una idea 
de la escasa eficacia de este institute el que tan sôlo el 10% 
de las crisis habidas en los regîmenes parlamentarios desde la 
II Guerra Mundial hayan sido provocadas por el Parlemente, bien 
directamente con un veto de desconfianza, bien indirectamente 
al infringir una derrota al Gobierno en una materia importante
(COLLIARD, J.C., Les Régimes Parlementaires Contemporains (Pa­
ris: Presses de la Fondation Nationale de Sciences Politiques, 
1978), p. 269; tambiên BEYME, K. VON, "El problema de la esta- 
bilidad de los Gobiernos. Un estudio comparado" en El Control 
Parlamentario del Gobierno en las democracies pluralistes, 
dirigido por RAMIREZ, M. , (Barcelone: Labor 1978) p"I 375-389.
(82) De hecho, el eco de esta fôrmula llega hasta nuestros dîas en 
aquellas monarquîas parlamentarias, como Bélgica y Holanda, 
donde la continuidad constitucional no se ha visto interrump^ 
da. En estos casos la subsistencia formai de la prerrogativa 
regia de revocaciôn no ha impedido, sin embargo, su efectivo 
desuso. WALEFFE, B., op. cit., pags. 100 a 102; JIMENEZ DE 
PARGA, M., Las monarquîas europeas en el horizonte espanol 
(Madrid: Tecnos, 1966), pag. 65.
(83) VIRGA, P., op. cit., pag. 32-33; MORTATI, C., op. cit., Vol.I, 
pag. 574; GALIZIA, M . , op. cit., pag. 392; ZAGREBELSKY, G., 
op. cit., pag. 841; MOHRHOFF, F., op. cit., pag. 56.
(84) VIRGA, P., op. cit., pag. 33 y GALIZIA, M . , op. cit., pag. 392.
(85) ZAGREBELSKY, G., "La formazione del governo nelle prime quattro
legislature republicane" cit. p. 841, nota 93, sostiene que en 
estos casos excepcionales la competencia para sancionar al Go­
bierno no corresponde al Jefe del Estado, sino a la Corte Cons 
titucional. Idéntica opiniôn puede encontrarse en BISCARETTI DI 
RUFIIA, P. Derecho Constitucional (Madrid: Tecnos, 1973), pag. 
465.
(86) De hecho la Ley Orgânica del Estado de 1966 tampoco lo hacîa, 
porque configuraba la revocaciôn como un acto complejo que ex^ 
gîa el acuerdo de dos ôrganos; el Jefe del Estado y el Consejo 
del Reino (art. 15).Esta norma permaneciô inaplicada, porque 
cuando el Rey Juan Carlos estimô necesario sustituir al Prési­
dente Arias Navarro en Julio de 1976, le bastô con invitarle a 
dimitir.
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(87) Sobre este extremo, ver GEORGEL, J., "La crise politique de 
1978 au Portugal" en Revue du Droit Public et de la Science 
Politique, 2 (1979) pl 444.
(88) GOMES CANOTILHO, J.J., y VITAL MOREIRA, A Constituicao da Re­
pûblica Portuguese anotada, cit., pag. 291.
(89) Este distanciamiento se hizo patente en el discurso que pronun 
ciô el Jefe del Estado el dîa 25 de Abril, asî como en su pos­
terior aval para el œ t o m o  a Portugal de Americo Thomas, lo - 
que contradecia la posiciôn al respecte de Mario Soares.
(90) Comunicados de la Presidencia de la Repûblica de 25 de Julio y 
de 27 de Julio de 1978,respectivamente.
(91) Comunicado del Secretariado Nacional del PS de 2 de Agosto de 
1978. Para otros documentes sobre esta crisis puede consultar- 
se Portugal Socialiste, (Agosto 1978).
(92) Nôtese que la posiciôn del Jefe del Estado por lo que respecta 
a la parlamentarizaciôn de la crisis no es completamente igual 
en Espana y en Italia; me remito sobre este asunto a las pags.
de este trabajo.
(93) REBELO DE SOUSA/ M . , "0 sistema de governo portugués" en Estu- 
dos sobre a Constituicao, vol. III, (Lisboa: Petrony 1979) p.592; 
también MIRANDA, J. A Constituicao de 1976, cit. p. 422. De he­
cho, el Consejo de la Révolueiôn, en su sesiôn de 27 de Febrero 
de 1980, debatiô la posibilidad de revocar al Primer Ministro
Sâ Carneiro y de convocar nuevas elecciones intercalares en el 
supuesto de un choque grave e insuperable entre el Jefe del Es­
tado y el Gobierno en materia de politica exterior. Ver Exprèsso 
Revista, 8 de Marzo de 1980, p. 2.
(94) Por ejemplo, la peticiôn que Soares hizo el 26 de Marzo de 1982 
al Présidente de la Repûblica de que destituyera al Primer Mi­
nistro Pinto Balsemao. Ver El Pals, 27-3-1982.
(95) Véase MOHRHOFF, op. cit., pag. 29.
(96) El Comunicado de la Presidencia de la Repûblica de 27 de Diciem 
bre de 1979 decla que el Jefe del Estado "decidiô aceptar el 
pedido de exoneracao del cargo de Primer Ministro que le fue 
presentado por la Sra. Enga. D. Maria Lourdes Pintasilgo, a 
continuaciôn de la publicaciôn oficial del resultado de las 
elecciones legislatives".
(97) Véase la pag. de este trabajo.
(98) En este sentido ESPIN, E. "El Gobierno", cit., pag. 236.
(99) SANCHEZ AGESTA,L. , op. cit. pag. 229 se inclina también por la 
fecha de la publicaciôn oficial de los resultados; SANTAOLALLA 
F., op. cit. pag. 1016, afirma en cambio que "el cese del Go­
bierno coincide con la celebraciôn de las elecciones", conceg^
197
ciôn que parece criticable, no sôlo por su automatismo ya que 
excluye el trâmite de la dimisiôn, sino porque implica una in 
terpretaciôn reductiva del proceso electoral que en realidad 
no puede entenderse terminado hasta la realizaciôn del escru- 
tinio general. Ademâs, el criterio propuesto por SANTAOLALLA 
résulta extraho desde una perspectiva comparada, me refiero no 
sôlo a la praxis portuguesa antes comentada, sino tambiên a 
la Ley Fundamental de Bonn, cuyo art. 69,2 establece que las 
funciones del Gobierno terminarân "al reunirse un nuevo Parla 
mento Federal". El retraso en la publicaciôn de los resultados 
oficiales es el supuesto que se produjo tras las elecciones de 
1-3-79 (la Junta Electoral Central los hizo pûblicos el 17-4-79, 
pero la Constituciôn interina del Congreso tuvo lugar el 23-3-79) 
y también tras las de 28-10-82 (publicaciôn: 2-12-82; constitu­
ciôn de la Câmara: 18-11-82).
(100) Esta organizaciôn procesal del cese postelectoral es en defin^ 
tiva paralela a la que existe en el ordenamiento alemân: el 
acta de destituciôn que expide el Présidente de la Repûblica 
después de la constituciôn del nuevo Parlamento no tiene sino 
un valor declarativo del cese del Gobierno. Véase AMPHOÜX, J., 
op. cit. pag. 143.
(101) Una interpretaciôn presidencialista del poder de disoluciôn pue 
de verse, por ejemplo, en BISCARETTI, P., op. cit. pag. 449; 
GALIZIA, M. , op. cit., pags. 388-391; y PINTO, F., "Scioglimen 
to anticipate delle camere e poteri del Présidente délia Repu­
bblica" Politica del Diritto, IX: 2 (Junio 1980), pags. 227-287. 
Contra, MORTATI, C., op. cit. vol. II, pag. 661 quien sostiene 
que la disoluciôn es un acto que exige el asentimiento, con 
igual eficacia, del Jefe del Estado y del Présidente del Con­
sejo y que compromete a igual titulo la responsabilidad de am 
bos.
(102) PINTO, F., op. cit. pag. 243.
(103) GALIZIA, M . , op. cit. pag. 389, cuya opiniôn en definitive tam 
bién es juzgada como correcte por MORTATI, C., op. cit. vol.II, 
pag. 668. En el mismo sentido se alinéa PINTO, F., op. cit. 
pags. 256-62 quien sin embargo senala otra hipôtesis de disolu 
ciôn que désigna como disoluciôn de sanciôn o de garantie, desti 
nada a castigar los comportamientos de las Câmaras que modifi- 
quen los mecanismos sustanciales de la Constituciôn. Cita como 
ejemplo de esto, la disoluciôn anticipada del Senado en abril
de 1953, sosteniendo que se produjo contra la voluntad de la ma 
yoria parlamentaria y para contrapesar los posibles efectos de 
la nueva ley electoral (la "legge truffa"); sin embargo esta 
interpretaciôn contrasta con otras versiones de aquel episodio: 
véase, por ejemplo, BAGET BOZZO, 6., Il partito cristiano al 
potere (Firenze: Vallecchi, 1978), pags. 436 y 437. No obstan­
te, esta segunda hipôtesis de disoluciôn no puede ser excluida; 
en este sentido puede invocarse que el Présidente Pertini, tras 
la caida del Gobierno Cossiga II en una emboscada parlamentaria, 
a los pocos minutes de haber obtenido un voto de confianza de la 
Câmara, anunciô el propôsito de disolver el Parlamento si volvia 
a producirse una situaciôn patolôgica semejante (La Repubblica 
4-10-1980).
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03 bis) El art. 34 de la ley de 25-5-70 dispone que "en caso de disolu­
ciôn anticipada de las Câmaras o de una de ellas, el referendum 
ya convocado se entiende automâticamente suspendido", "los plazos 
para el procedimiento del referendum vuelven a contarse a partir 
del dîa 365 posterior a la fecha de las elecciones".
(104) REBELO DE SOUSA, M . , "0 sistema de governo portugués" cit., 
pag. 592, senalô en efecto que el Jefe del Estado podîa desti- 
tuir al Primer Ministro, aunque tuviera el apoyo de una mayo- 
rîa parlamentaria, y disolver a continuaciôn la Asamblea para 
someter al electorado la resoluciôn de este conflicto politico.
(105) Hay que tener en cuenta que las elecciones de 1979 han sido, ha£ 
ta la fecha, las ûnicas anticipadas, porque las de 1980, eran 
obligatorias por imperativo de la Constituciôn (art. 299), para 
formar un Parlamento con poderes de revisiôn constitucional.
(106) SANTANA LOPES, P., y DURAO BARROSO, J . , op. cit. pag. 69, se 
hacen abiertamente portavoces de esta acusaciôn.
(107) La doctrina es unânime en esta interpretaciôn: SANTAOLALLA, F., 
"art. 115", op. cit. pag. 1142; SANCHEZ AGESTA, L. , op. cit., 
pag. 201; MOLAS, I., "La disoluciôn del Parlamento" en Parla­
mento y sociedad civil (simposium) (Barcelona: Câtedra de De- 
recho Politico de la Universidad de Barcelona, 1980) pags. 101 
y 102; LOPEZ GUERRA, L . , "Los poderes de la Corona" en El Re­
gimen Constitucional Espanol, cit., pag. 37.
10 7 bis) Después de la revisiôn constitucional, las elecciones de 1983
fueron presididas, sin embargo, por el Gobierno dimisionario de 
Pinto Balsemao.
(108) VIRGA, P . , op. cit. pag. 35 consideraba injustificado trasla- 
dar esta praxis a la Repûblica, como sin embargo ha ocurrido; 
véase también MOHRHOFF, F., op. cit. pag. 29.
(109) Después de la elecciôn de Einaudi en 1948 y después de la de 
Saragat en 1964.
(110) En este sentido WALEFFE, B., op. cit. pag. 95. El Présidente 
Arias Navarro présenté su dimisiôn al Rey Juan Carlos tras su 
proclamaciôn en Diciembre de 1975 y éste no la aceptô.
(111) En este sentido VIRGA, P., op. cit. pag. 34; véase tambiên el 
Decreto 139-A/80 del Présidente de la Repûblica portuguesa que 
ordena la permanencia en funciones de los miembros del Gobier­
no Sâ Carneiro, considerando que éste cesô automâticamente con 
la muerte del Primer Ministro.
(112) Sobre las dificultades que este problema suscita en el actual 
ordenamiento alemân, puede verse AMPHOUX, J., o p .cit. pags.145-154
(113) En este sentido ZAGREBELSKY, G., op. cit. pags. 818 a 822; ROMANO, 
A . , op. cit. pag. 52.
(114) ROMANO, A., op. cit., pag. 53, llega incluso a excluir que exis­
ta un Gobierno prorogato durante tan breve lapso de tiempo.
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porque el Présidente del Consejo entrante, antes de su jura- 
mento, refrenda los decretos del nombramiento del nuevo Go­
bierno, lo que contrasta con la idea de que siga existiendo 
jurfdicamente en ese momento el Présidente del Consejo sa- 
liente.
(115) ZAGREBELSKY, G., op. cit. pag. 822, quien sostiene que la 
nalidad principal de la nueva praxis, que tiende prâcticamen 
te a eliminar la prorogatlo, es precisamente "consentir al Je 
fe del Estado la mâs amplia posibilidad de maniobra hasta el 
momento final de la crisis".
(116) VIRGA, op. cit. pag. 65 y ROMANO, A. op. cit. pags. 65-70.
(117) VIRGA, P . , op. cit. pag. 81 sostiene que los limites a la com­
petencia del Gobierno dimisionario son réglas de correcciôn 
constitucional; RESCIGNO, G.U. Corso di diritto pubblico, cit. 
pag. 437 y DI CIOLO, V . , op. cit. pag. 120 se refieren, en 
cambio, a criterios de "correcciôn politica"; ROMANO, A., op. 
cit. pag. 68 considéra que la renuncia del Gobierno dimisio­
nario a desarrollar su programa es de origen convencional.
(118) MANNING, A., op. cit. pags. 370-380. Este autor recuerda, en 
este sentido, que durante la crisis del Gobierno Andreotti 
I, en mayo de 1972, se decidiô con el asentimiento de la ma­
yor parte de los grupos politicos, posponer mediante un de- 
creto-ley la entrada en vigor del IVA, hasta enero de 1973 
(nota 48, pag. 378).
(119) ELIA, L., "Amministrazione ordinaria degli organi costituzio 
nali" Enciclopedia del Diritto, II pags. 219-230; GALIZIA,M. 
Studi sui rapporti fra Parlamento e Governo, cit. pags. 493
y ss.; D'ORAZIO, G. "Considerazioni critiche sulla prorogatio 
nell'organizazione costituzionale italiana" Revista Trimestra- 
le di Diritto Pubblico, 3 (1980) pags. 817-918.
(120) GALIZIA, M., Studi... cit. pag. 514; D'ORAZIO, G. op. cit. 
pag. 853.
(121) ELIA, L., "Amministrazione ordinaria..." cit. pag. 222; D'ORA 
ZIO, G. op. cit. pag. 849; GALIZIA, M. Studi... cit., pag.496 
tambiên MORTATI, C. op. cit. vol. I, pag"I 5T2. Contra ROMANO, 
A. op. cit. pag. 67 que acusa de "paleoparlamentarismo" a la 
equiparaciôn de la dimisiôn voluntaria con la pérdida de la 
confianza parlamentaria.
(122) GALIAZIA, M. Studi... cit. pags. 518 y 519; D'ORAZIO, G., op. 
cit. pag. 853.
(123) D'ORAZIO, G., op. cit. pag. 855; GALIZIA, M . , Studi... cit. 
pag. 523. Este ûltimo autor senala como actos en todo caso 
exluidos los siguientes: las decisiones de carâcter general 
relativas a la economia nacional, el nombramiento de los a_l 
tos cargos de los entes econômicos, los actos inherentes al 
ejercicio financiero del Estado, los relativos a las relacio 
nés internacionales, los decretos de amnistia, la intervenciôn 
del Presidents del Consejo en los juicios incidentales de le-
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gitimidad constitucional, los decretos de disoluciôn de los Con 
sejos provinciales y comunales y la actividad normativa del Eje 
cutivo en sus diverses manifestaciones (pags. 515-516). Por su 
parte ELIA, L., "Amministrazione ordinaria..." cit., pags. 224 
y ss., enumera los siguientes: el nombramiento de los dirigentes 
de los entes econômicos, la disoluciôn de los Consejos régiona­
les y comunales, la amnistia, la actividad normativa (reglamen­
to s y legislaciôn delegada), y la alta Administraciôn.
(124) GALIZIA, M . , Studi... cit., pag. 528; D'ORAZIO, G., op.cit. 
pags. 356-58.
(125) MANNING, A., op.cit., pags. 349-354 sostiene, en contra de la 
opiniôn mayoritaria, que hay que entender referida esta restric 
ciôn no al Gobierno dimisionario, sino al Gobierno en prorogatio, 
por lo quehDy careceria prâcticamente de efectividad.
(126) Las sentencias de 4 de Julio de 1956 n®713 del Consejo de Estado 
y de 20 de Noviembre de 1959 n°3430 de la Corte de Casaciôn ex 
cluyen la existencia de un limite juridico por la falta de una 
definiciôn constitucional expresa de tal limite. Véase GALIZIA,
M . , Studi... cit. pags. 497 y 539. Sin embargo, el mismo autor, 
en la pâgina 496, cita un dictamen de la II Secciôn del Consejo 
de Estado que afirma la existencia de limitaciones para el Go­
bierno dimisionario "no sôlo en un sentido esquisitamente pol^ 
tico, o de correcciôn constitucional, sino también en llnea ju- 
rldica."
(127) GALIZIA, M . , Studi... cit., pag. 537; ELIA, L . , "Amministrazio 
ne...", cit. pag. 226.
(128) Mota Pinto presentô su pedido el 6 de Junio de 1979 y el Jefe 
del Estado firmô el decreto de exoneragao al dla siguiente; Ma 
ria Lourdes Pintasilgo presentô la dimisiôn el 27 de Diciembre 
de 1979 y el Decreto de exoneragao se dictô el mismo dla; Pin­
to Balsemao dimitiô el 11 de Agosto de 1981 y el Présidente
firmô el correspondiente Decreto el dla 14.
(129) Decreto n° 160/77 de 9 de Diciembre y Decreto n° lOO-A/78 de 15
de Septiembre, correspondientes al cese de los Gobiernos Soa­
res I y Nobra da Costa, respectivamente.
(129 bis) Véase sobre esta materia lo dicho en las pâginas anteriores n°
129 Ter.) Véase lo dicho en las pâginas anteriores n°
(130) Ver Relatorio do Secretario Gérai do PS ao 3° Congreso Nacional, 
(Lisboa: Ediçoes Portugal Socialista, 1979) pT 35. También 
GOMES CANOTILHO y VITAL MOREIRA, op. cit. p. 370.
(131) Han permanecido en funciones todos los gobiernos exonerados:
Mota Pinto (11-6-79), Pintasilgo (27-12-79), Pinto Balsemao I
(14-8-81). Otro tanto ocurriô tras la muerte de Sâ Carneiro
(9-12-90).
(132) En este sentido D'ORAZIO, G . , op. cit. pag. 819 define la pro­
rogatio como "un instituto que sirve para asegurar, de alguna 
manera, la continuidad del ejercicio de las funciones pûblicas.
Un instituto por medio del cual un ôrgano ya cesado, tiene la 
posibilidad de ejercitar sus poderes, aunque sea limitadamente
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y esto no en base a un acto especial que concede la prorroga 
misma, sino de derecho" (el subrayado es mio). En cuanto a la 
eficacia de la norma declarative de la prôrroqa véase la pag. 
831.
(133) D'ORAZIO, G. op. cit. pag. 836.
(134) Comunicado de la Presidencia de la Repûblica de 11 de Diciem
bre de 1977.
(135) Comunicado del Consejo de Ministros de 27-9-78.
(136) GOMES CANOTILHO y VITAL MOREIRA, op. cit. pag. 371.
(137) Tomando en consideraciôn solamente la praxis de los Gobiernos 
cesantes Nobra da Costa y Mota Pinto cabe sehalar, por ejem­
plo: que el primero nombrô a varios miembros de los Consejos
de Gerencia de distintas empresas pûblicas (Comunicados del 
Consejo de Ministros de 18-10-78 y de 25-10-78); que ambos a 
probaron acuerdos internacionales (véase p.e. los Comunica­
dos del C.M. de 8-11-78 y de 12-6-79); que tomaron, y sobre 
todo el segundo, decisiones de gran alcance politico y econô 
mico, como la adopciôn del sistema PAL de televisiôn en colq 
res (comunicado del C.M. de 25-7-79) o la elevaciôn del sa­
larie minime (Comunicado del C.M. de 31-7-79); que ambos pre 
sentaron proyectos de ley a la Asamblea de la Repûblica. Pe­
ro la Mesa de ésta, en uso de las facultades que le confiere 
el art. 136 del Reglamento, no admitiô a trâmite un proyecto 
presentado por el Gobierno Nobra da Costa. Cabe deducir que 
se interprété que un Gabinete como éste que habia sido expre 
samente rechazado por la Asamblea, carecia del poder de ini- 
ciativa; limitaciôn que en cambio no afectaria a los Gobier­
nos que cesaron por otras causas, como el de Mota Pinto (véan 
se los Comunicados del C.M. de 15-11-78 y de 27-6-79).
(138) ALZAGA, 0. op. cit. pag. 635 dice que si el Gobierno en fun­
ciones, en la prâctica suele limitarse a la gestiôn de los a- 
suntos de trâmite, de iure puede ejercer la totalidad de las 
funciones politicas y juridicas que corresponden al Gobierno. 
Por su parte, SANCHEZ AGESTA, L., op. cit. pag. 227 constata 
que la Constituciôn no dice nada sobre posibles limitaciones 
de las competencias del Gobierno cesante y ahade que "es de 
esperar que en la prâctica se adecuen a las exigencias del - 
sentido comûn". SANTAOLALLA, F., se distancia de esta linea 
interpretativa al afirmar que la situaciôn del Gobierno ce­
sante "es intermedia entre la hipotética de ausencia de to­
do Gobierno, y la regular de Gobierno en plenitud de atribu- 
ciones"; pero no deduce esta limitaciôn de la Constituciôn 
misma, sino que "las competencias del Gabinete en funciones 
irân progresivamente decantândose a través de la costumbre 
constitucional" (op. cit. pag. 1018). FERNANDEZ MIRANDA, F. 
afirma claramente que "la situaciôn jurîdica en que se encuen 
tra el Gobierno cesante es limitada" y cifra tal limite en 
que no puede ejercer las funciones "relativas a la direcciôn 
de la orientaciôn politica del Estado en sus mûltiples face- 
tas" ("La regulaciôn del Gobierno en la Constituciôn" en Lec­
tures sobre la Constituciôn Espanola, II, Madrid: UNED, 1978
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pag. 623). Solamente ESPIN, E. "El Gobierno", en El Regimen 
Constitucional Espanol cit., pag. 237, senala dos limites 
competenciales concretes: el Gobierno cesante no puede plan 
tear la cuestiôn de confianza ni disolver las Cortes.
(139) Sobre la delimitaciôn del significado de los conceptos jur^ 
dicos indeterminados en base a las orientaciones de la doc­
trina alemana, que nuestra jurisprudencia ademâs ha hecho 
suyas, véase GARCIA DE ENTERRIA, E. y FERNANDEZ, T.R., Cur- 
so de Derecho Administrative, I, cit., pags. 385-391.
(140) Se trata del art. 141 de la ley de 23 .de Julio de 1911, ci­
tado por GALIZIA, M . , Studi..., pag. 5 07.
(141) Sobre el significado politico de la aprobaciôn de los Presu- 
puestos véase BUSCEMA, S., "Bilancio dello State", Enciclo­
pedia del Diritto, V (Milân: Giuffré 1959) pags. 378-436., 
quien excluye expresamente que el Gobierno dimisionario pue­
de presenter nuevos presupuestos. También en RISTUCCIA, S., 
Amministrare e governare: Governo, Parlamento e Amministra­
zione nella crisi del sistema politico (Roma: Officina Edi- 
zioni, 1980) pag. 165. En la doctrina espanola existe una 
interpretaciôn paralela de la aprobaciôn de los Presupuestos; 
véase GARRIDO FALLA, F., op. cit. pags. 1419 y 1433.
(142) Nôtese que no se tratarîa aquî de una simple suspensiôn de la 
celebraciôn del referendum como la que prevé el ütlimo inci- 
so del art. 4,2, porque tal supuesto es aplicable cuando la 
convocatoria se harealizado en el perîodo comprendido entre 
los noventa dîas anteriores y posteriores a la celebraciôn
de las elecciones (LINDE PANIAGUA, E. y HERRERO LERA, M . , 
"Comentario a la Ley Orgânica de modalidades de referendum" 
Revista del Departamento de Derecho Politico de la UNED, 6 
(1980) pags. 83-105). Pero si el referendum ha sido convoca- 
do antes de ese perîodo y con mayor razôn si no ha llegado a 
convocarse, como aquî proponemos, se deberâ procéder "a nue­
va convocatoria". Entiendo que esto no exigirîa pedir otra 
autorizaciôn parlamentaria si la crisis gubernamental no ha 
dado lugar a la disoluciôn prevista en el art. 99,5, salvo 
quizâ para lo que se refiere a la fecha de la consulta.
(143) En este sentido la soluciôn a adoptar en Espana serîa parale 
la a la que defienden en Italia todos los autores que consi- 
deran la posiciôn del Gobierno dimisionario como jurîdicamen 
te limitada: véase ELIA, L. "amministrazione..." cit. pag. 
226; GALIZIA, M. Studi...., cit. pag. 516; D'ORAZIO, G., op. 
cit., pags. 864-865. Estos autores insisten ademâs en que la 
delegaciôn no suprime por completo un margen considerable de 
discrecionalidad en la elaboraciôn del decreto-legislative.
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(144) Art. 112 de la Ley General Presupuestaria de 4 de Enero de 
1977.
(145) Un ejemplo de esto puede ser la decisiôn del Gobierno Calvo 
Sotelo de no subir los precios de los carburantes después - 
de las elecciones de 28 de Octubre de 1982. Seguramente tal 
subida hubiera debido producirse antes de las elecciones, pe 
ro después es dudoso que hubiera sido correcta. El propio - 
Calvo Sotelo explicô a posteriori asl su conducta: " En ese 
diâlogo de lo que se ha llamado transmisiôn de poderes, sal- 
tô el tema de los precios del petrôleo, y a mi se me pidiô 
que hiciera la subida, pero yo no crei que debla hacerla. Y 
hablo en primera persona porque fue tema de conversaciôn de 
Felipe Gonzâlez conmigo, y luego en reuniones mâs amplias, 
en las que estaban también el Vicepresidente Garcia Diez, 
guel Boyer y en algûn momento Alfonso Guerra. La razôn es 
muy Clara; la subida de los precios de los productos petrol^ 
feros es una decisiôn que estâ en el corazôn mismo <fe la po­
litica econômica del pais y es una decisiôn que nunca se pué 
de tomar sola y aislada, sino que necesita medidas de acompa 
namiento que, en este caso, son consecuencias inevitables de 
la subida. Mi actitud en este tema fue no de negarme a cola- 
borar, por no echar sobre mi Gobierno la impopularidad de una 
subida. A un Gobierno que cesa, que ha visto reducido su gru^ 
po parlamentario de 168 a 12 iqué le puede importer la impo­
pularidad de una subida de unos productos? Lo que habîa era 
otra razôn de responsabilidad no por técnica menos politica
y menos importante" El Pais 19 diciembre 1982, pag. 18.
(146) Ejemplo de esto puede ser tambiên la decisiôn del Gobierno ce 
santé de Calvo Sotelo de autorizar la firma del precontrato 
de compra de los aviones F-18A y de negociar asîmismo una pro 
rroga para la firma de esa carta de interveneiones. Si no se 
hubiera autorizado el precontrato antes del fin del mes de No 
viembre hubiera caducado la opciôn de compra en los precios 
en que fue negociada, y una futura adquisiciôn de esos avio­
nes hubiera debido hacerse con precios marcadamente superio- 
res. De esa otra forma, en cambio, era el Gobierno socialis­
ta al que le corresponderîa la decisiôn final sobre el tema 
(de hecho firmô el precontrato) y el ûnico riesgo era la po­
sibilidad de perder la cantidad, comparativamente pequena, 
adelantada en concepto de senal.
(147) Véase para esta, como para las anteriores reglas de correcciôn 
constitucional GALIZIA, M . , Studi... cit. pags. 528 y 529.
(148) El veto politico de los actos del Gobierno no estâ expresamen 
te previsto por la Constituciôn, pero la doctrina lo conside­
raba implicite. Véase SALEMA, M. 0 direito de veto na Consti- 
tuiçao de 1976 (Braga; Livraria Cruz, 19 80) pag. 67 y MIRANDA 
J., "Actos e funçoes do Présidente da Repûblica" en Estudos 
sobre a Constituigao, (Lisboa; Petrony, 1977) pags. 261-279.
(149) Se trata de la no admisiôn de la iniciativa legislativa del 
Gobierno cesante de Nobra da Costa; véase nota 137.
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(150) En este sentido, GOMES CANOTILHO y VITAL MOREIRA, op. cit. 
pag. 371.
(151) Véase: DI CIOLO, V. op. cit. pags. 116-119; MANZELLA, A . , op.
cit. pags. 62 y 63; MANINO, A., op. cit., pags. 366-380. No 
del todo coïncidente es sobre este punto, la posiciôn de S2N 
TAOLALLA, F., op. cit. pag. 1018. En todo caso, la praxis e£ 
panola parece también orientarse segûn la linea italiana; en 
este sentido puede decirse que la Junta de Portavoces del Con 
greso el 11 de Febrero de 19 81 acordô no incluir en el orden 
del dia de la Câmara los proyectos de ley del divorcio y de 
autonomie unlversitaria, posponiêndolos hasta después de’la 
sesiôn de investidura del nuevo Gobierno. El Pais, 12-2-81.
(152) La responsabilidad del Gobierno dimisionario ante las Câmaras 
ha sido claramente afirmada por VIRGA, P. op. cit. pags. 74-77 
y también por DI CIOLO, V., op. cit. pags. 119-121 que recuer 
da la existencia de medios de control secundarios. En concrete 
DI CIOLO senala que los miembros del Gobierno dimisionario fue 
ron sometidos a interrogaciones en 1979 a ralz de un atentado 
terrorista.
(153) SANTAOLALLA, F., "art. 101" op. cit. pag. 1017 plantea ademâs 
otro problema: se pregunta cuâl es la situaciôn del Gobierno 
desde la terminaciôn del mandate de las Câmaras hasta la cele 
braciôn de nuevas elecciones y aconseja que la soluciôn a es­
te asunto se haga depender de como se interprète la extensiôn 
de los poderes de las Diputaciones Permanentes. Si se entien­
de que estas sôlo tienen las competencias expresamente mencio 
nadas en el art. 78 (lo que parece claro; véase en este sent^ 
do JIMENEZ CAMPO, J. "Las Diputaciones Permanentes y el con­
trol sobre el decreto-ley" Revista de Derecho Politico de la 
UNED, N°15, Otono 1982, pagsi 35-56) deberia, en opiniôn de 
SANTAOLALLA darse "una consideraciôn igualmente limitativa de 
la posiciôn del Gobierno durante ese periodo". Argumentaciôn 
que a mi modo de ver no cuadra, pero en todo caso tiene razôn 
este autor al senalar que tal limitaciôn sôlo podria lograrse 
por via convencional; pero de ese modo, en cambio, no se 11e- 
garia a una situaciôn "cercana a la del Gobierno en funcio­
nes". Porque éste estâ sujeto a verdaderos limites juridicos 
que dificilmente podrian extenderse -por ejemplo, en lo rela 
tivo a la legislaciôn delegada- a un Gobierno que todavia no 
ha cesado. Aqui las convenciones o las reglas de correcciôn 
constitucional deben ir en otro sentido: impedir una utiliza 
ciôn partidista de los poderes gubernamentales de cara a las 
elecciones.
(154) ROMANO, A . , op. cit. pag. 71.
(155) PALADIN, L., op. cit. pags. 680 y ss. analiza las diferentes 
tesis propuestas: las consultas como praxis, como régla de 
correcciôn constitucional, como convenciôn, y como norma con 
suetudinaria; y concluye que al menos las consultas con los 
présidentes de los grupos parlamentarios responden a una si-
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tuaciôn de tipo consuetudinario.
(156) Tanto ALZAGA, 0. op. cit. pags. 626 y 627 como SANTAOLALLA,
F., "art. 99" op. cit. pags. 1003 y 1004 critican sin embar 
go esta norma por considerarla restrictiva de la libertad 
del Rey para consultar con otras personas cuya audiencia pu 
diera ser esclarecedora. Pero la experiencia negativa de las 
"consultas amplias" en nuestra propia historia constitucio­
nal no avala tal opiniôn. Véase, en este sentido TOMAS VILLA 
RROYA, J . , "La formaciôn del Gobierno durante la II Repûbli­
ca" Revista de Estudios Politicos, 204 (Nov-Dic. 1975) pags. 
49-91.
(157) En 1979 fue consultado incluso el lîder del PSG, partido fe 
derado con el PSOE (El Pals 29-3-79). En todo caso parece in 
dispensable la intervenciôn del Présidente del Congreso para 
indicar al Rey los grupos que han de ser consultados; en es­
te sentido SATRÜSTEGUI, M . , "El Rey y el Présidente del Con­
greso en la formaciôn del Gobierno" El Pals, 10-3-79. Opiniôn 
que ha sido confirmada por la praxis.
(158) En la prâctica el Présidente de la Repûblica circunscribiô 
aûn mâs el alcance de esta consulta, al limitarse a pedir al 
Consejo de la Revoluciôn su opiniôn sobre el perfil politico 
pero no sobre el nombre, de la personalidad que habrla de re 
cibir el encargo; asl ocurriô en efecto en la formaciôn del 
III y del IV Gobiernos constitucionales. Véase REBELO DE SOU 
SA, M . , "0 sistema de governo portugués" cit. pag. 592 y 
SANTANA LOPES Y DURAO BARROSO, op. cit. pag. 48.
(159) Particularmente prolijas fueron las consultas posteriores a 
la dimisiôn de Mota Pinto, en 1979. Incluyeron a los Prési­
dentes de los Gobiernos régionales de Azores y de Madeira 
(Mota Amaral y Joao Jardim, respectivamente) al ex-Presiden 
te de la Asamblea Constituyente (Henrique de Barros), ex­
primer Ministres como Nobra da Costa, personalidades cerca- 
nas a la Iglesia como Manuel Antunes, représentantes sindi- 
cales, etc. (para un calendario de la crisis, véase Portugal 
Socialista n°144 y 145 de 1979.
(160) En este sentido la opiniôn de PALADIN, L . , antes citada; en 
contra ZAGREBELSKY, G., op. cit. pag. 626, quien sostiene 
que no son de mera cortesia las consultas con los Présiden­
tes de las Câmaras, porque aparté del valor que puedan tener 
para el nombramiento del nuevo Gobierno, asumen un relieve 
particular de cara a una de las posibles salidas de la cri­
sis: la disoluciôn de las Câmaras, para lo cual la Constitu 
ciôn exige la previa consulta con sus Présidentes (art. 88). 
Hay que senalar, en todo caso, que el Présidente Pertini ha 
procurado imprimir la mâxima celeridad a esta fase: tras las 
dimisiones de los Gobiernos Cossiga I y Forlani celebrô to­
das las consultas en 4 8 horas, limitando estrictamente las 
personas convocadas: ex-Presidentes de la Repûblica, Prési­
dentes de las Câmaras y delegaciones de los partidos.
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(161) En todo caso, en Italia, es normal que los grupos parlementa 
rios se reunan antes de las consultas con el Jefe del Estado 
y, en alguna ocasiôn, éste ha invitado expresamente a que asî 
lo hicieran (ZAGREBELSKY, op. city pag. 836).
(162) DE OTTO, I., Ha senalado en efecto que "no son los grupos par 
lamentarios quienes designan a esos représentantes, sino los 
grupos con representaciôn parlamentaria, lo que es evidente- 
mente distinto, ya que permite que sea el grupo politico el 
que désigné a los représentantes al margen del grupo parla­
mentario de ese mismo grupo" ("La posiciôn constitucional del 
Gobierno" Documentaciôn Administrative. 188, Oct.-Die. 1980, 
pag. 149). La praxis ha confirmado esta interpretaciôn: en 
1981, el sector crîtico de UCD o, al menos una tendencia del 
mismo, querîa que fuese consultado el grupo parlamentario 
(véase El Fais de 1-2-81, pag. 11 y de 3-2-81, pag. 11) sin 
embargo, los convocados fueron, para la primera ronda de con 
sultas, Adolfo Suârez y para la segunda -que sôlo tuvo por ob 
jeto tomar conocimiento de la propuesta del Rey- Agustîn Ro­
driguez Sahagûn, recién elegido Présidente del partido en el 
Congreso de Raima de Mallorca.
(163) En Italia el orden de las consultas ha variado a menudo; en 
todo caso las delegaciones de los partidos son recibidas se- 
gûn un orden alfabético (MOHRHOFF, op. cit. pag. 58). En Por 
tugal, el criterio seguido es recibirlos en el orden inverso 
al de sus resultados électorales (O Jornal , 245, 28-12-79, 
pag. 40). En Espana, parece que se consolida una ordenaciôn 
decreciente en base a la representaciôn parlamentaria de cada 
grupo.
(164) RIZZA, G., op. cit. pags. 20-23.
(165) Comunicado de la Presidencia de la Repûblica de 11-12-1977.
(166) Sobre la misiôn exploratoria y el preincarico véase RIZZA,G,op. 
cit. pags.17-20 y GALIZIA, M. Studi sui rapporti fra Parlamento 
e Governo (Milano: Giuffré, 1972) pags. 68-73.
(167) RIZZA, G., y GALIZIA, M., op. e loc. ult. cit. y también ZA_ 
GREBELSKY op. cit. pag. 834.
(168) WALEFFE, B., op. cit. pag. 36.
(169) La praxis, hasta la fecha, es que el Monarca entregue personal 
mente la propuesta del candidate al Présidente del Congreso
de los Diputados (véase El Pais, de 29-3-79 y de 11-2-81). El 
texto de la propuesta, con ocasiôn de la primera investidura 
fue el siguiente: "De acuerdo con lo establecido en el art.
99 de la Constituciôn, y habiendo sido llamados a consulta 
los représentantes designados por los grupos politicos con re 
presentaciôn parlamentaria, vengo en proponer al Excelentisi- 
mo Sehor Don Adolfo Suârez Gonzâlez como candidado a la Presi 
dencia del Gobierno.- La Zarzuela, 28 de Marzo de 1979, Juan 
Carlos.- El Présidente del Congreso de los Diputados, Lavilla
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Alsina". (GONZALO, M. "Cronica Parlamentaria" Revista del De- 
partamento da Derecho Politico de la UNED, 4, Otono 1979, 
pag 155) .
(170) En este sentido: DE OTTO, I. op. cit. pags. 149-153; FERNAN 
DEZ MIRANDA, F. op. cit. 619-20; ALZAGA, 0. op. cit. pags. 
625-27 y ROVERSI MONACO, F., "Breves consideraciones sobre el 
Gobierno y la Administraciôn en la Constituciôn espanola" en 
PREDIERI, A. y GARCIA DE ENTERRIA, E. (dir.) La Constituciôn 
Espanola de 1978, cit. pags. 615-623.
(171) SANCHEZ AGESTA, L. op. cit. pag. 230; SANTAOLALLA, F., "Art! 
culo 99" op. cit. pag. 1005 y SANDULLi, N.M., "Il Governo de­
lla Spagna democratica: riflessiqni introduttive" en SPAGNA 
MUSSO, E. (dir.) Costituzione e strutttœ del Governo (Padova: 
Cedam, 1982) pag. 463.
(172) BAR CENDON, A. "La monarqula parlamentaria como forma pollti 
ca del Estado Espanol segûn la Constituciôn de 1978" en Estu- 
dios sobre la Constituciôn de 1978 (Zaragoza: Libros Pôrtico
1979) pag. 210; SATRUSTEGUI, M. , '^ El Rey y el Présidente del 
Congreso en la formaciôn del Gobierno" El Pals. 10-3-79, pag 
16;'ESPIN, E. op.cit. p. 184; y a GÜÎAR, L. "La estructu^ra dèl 
proceso de formaciôn del Gobierno. El caso espanol en el mar 
co del derecho comparado" Revista del Departamento de Derecho 
Politico de la UNED, 6 Primavera de 1980, pags. 72 y 73.
(173) Esta posibilidad ha sido acertadamente senalada por DE OTTO, 
I., op. cit. pags. 158-159.
(173 bis) Véase la entrevista con Mario Soares en 0 Jornal 13-7-79 
pâg. 4.
(174) La ûnica excepciôn se diô, antes de la aprobaciôn de la Cons­
tituciôn , cuando en Mayo de 1947, el Présidente De Nicola con- 
firiô el encargo a Orlando, después a Nitti y sôlo en tercer 
lugar a De Gasperi.
(175) RIZZA, G., op. cit. pags. 26-30; ARMAROLI, P., "La doppia fjL 
ducia", Quaderni Costituzionali, 3, Diciembre 1981, pags. 580- 
590. A veces, las tensiones entre la DC y el Jefe del Estado 
han sido muy fuertes en esta materia y el partido ha luchado 
por su autonomla politica frente a las iniciativas presiden- 
ciales; ejemplo de esto fue la "batalla" por imponer la can- 
didatura de Segni, en 1959, frente a la de Tambroni, prefe- 
rida por el Présidente de la Repûblica (véase BAGET BOZZO,G., 
Il partito cristiano e l'apertura a sinistra, Firenze: Va- 
llechi, 1977, pags. 164-165).
(176) Hay que senalar ademâs que estos encargos que implicaban una 
innovaciôn politica tan grande se confirieron sin una segun­
da ronda de consultas por el Jefe del Estado; es decir, que 
fueron especialmente "presidenciales".
(177) Un Comunicado de la Direcciôn Central de la DC de 29-12-1945 
da cuenta de que reunidos los componentes de este ôrgano jun
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to al lecho de De Gasperi que a la sazôn se hallaba afectado 
de un ataque de gripe, discutieron la eventualidad de una 
candidatura del lider del partido a la Presidencia del Conse 
jo y expresaron su disponibilidad a aceptar esta hipôtesis 
"que représenta de todas formas un sacrificio grave para la 
DC". Fue asî como el partido llegô a dirigir, por primera 
vez, el Gobierno del pals. Véase el texto de este comunicado 
en DAMILANO, A. Atti e documenti délia DC 19 43-67, I (Roma; 
Cinque Lune, 1968), pag. 213.
(178) Véase, por ejemplo, ROMANO, A.,op. cit. pags. 120-121.
(179) En este sentido ZAGREBELSKY, G., op. cit. pags. 854; PALADIN, 
L. op. cit. pag. 684 y MORTATI, C., op. cit. vol. I, pag.566.
(180) ZAGREBELSKY, G. op. cit. pag. 555, senala los siguientes cr^ 
terios; el encargo debe conferirse a la persona que haya ob­
tenido el mayor nûmero de designaciones en las consultas; a 
la que dé mayores garantîas de una soluciôn râpida de la cr^ 
sis; al lîder del partido que tenga una mayorîa absoluta o a 
la persona indicada por el présidente del grupo parlamentario 
de ese partido; a la persona indicada por el partido de la 
mayorîa relativa.
(181) DE OTTO, I., op. cit. ha teorizado este poder de réserva en 
los siguientes termines; "Esta construcciôn llevada al terre 
no de la formaciôn del Gobierno, significa que el papel del 
Jefe del Estado consiste fundamentalmente en instar a la Câ­
mara a que manifieste su voluntad, en el caso de funcionamien 
to correcte del sistema, y, en el supuesto de funcionamiento 
defectuoso, en decidir en la medida que la Câmara no se en- 
cuentra en situaciôn de hacerlo" (pag. 156). El funcionamien 
to correcto viene, evidentemente facilitado por la existencia 
de un candidate que cuente con la mayorîa absoluta del Congre 
so;fuera de este caso, la propuesta del Rey estâ sometida a 
un ûnico limite: no susciter la oposiciôn mayoritaria de la 
Câmara (pag. 159); lo que confiere al Rey una "libertad de mo 
vimiento" que debe ser usada con "extrema correcciôn" (160). 
En definitive "la Constituciôn abre una puerta al arbitrio 
real al mantener en sus manos el derecho de presentaciôn.
Que esa facultad se use sôlo en los limites del poder de reser 
va o bien como un instrumento de la voluntad personal del Rey 
es cosa que no depende del derecho constitucional, al menos 
del derecho constitucional escrito, sino de las convenciones 
y de los usos constitucionales, que concretan la norma cons­
titucional" (p. 161). Como se ve, conforme a esta interpréta 
ciôn, los limites a la facultad del Rey de "decidir" y a su 
"libertad de movimientos" se sitûan en el piano de los hechos 
(existencia de una mayorîa absoluta) o en el de los usos y 
convenciones, con olvido de un precepto de derecho constitu­
cional escrito: el refrendo de la propuesta por el Présiden­
te del Congreso.
(182) En este sentido RIZZA, G. op. cit. pag. 32; PALADIN, L., op.
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cit. pag. 685 y GALIZIA, M., Studi sui rapporti fra Parlamen­
to e Governo, cit. pags. 84-86. Contra ROMANO, A., op. cit. 
pag. 147 que concibe el encargo como un munus pûblico o fra£ 
mento de oficio, situado en una posiciôn auxiliar respecte 
del Jefe del Estado a quien serâ imputable la actividad con 
sultiva del encargado.
(183) Véase RIZZA, G., op. cit. pag. 34, FERRARA, G., Il Governo 
di coalizione (Milano: Giuffré, 1973) pags. 120 y ss.
(184) Hay, sin embargo, frecuentes excepciones a esta régla; des­
pués de la caida de De Gasperi y de la concepciôn dura del 
centrisme, el PSI fue a veces consultado por los Présidentes 
encargados, aunque no fuera a entrar en la mayorîa. Lo mismo 
ocurre actualmente con el PCI. Elle indica el propôsito de 
no delimiter rîgidamente la mayorîa gubernamental.
(185) Cabe destacar también que las consultas del Primer Ministro 
indiqitado, en los très Gobiernos, presidenciales se dirigîan 
a todos los principales partidos (aunque el CDS y PSD se ne-
garon a acudir a las convocadas por Maria Lourdes Pintasilgo)
mientras que posteriormente Sâ Carneiro y Pinto Balsemao han 
limitado las consultas estrictamente a los partidos de la 
Alianza Democrâtica.
(186) Por ejemplo, Marcos Vizcaya, en un debate en el Congreso el 
17 de Junio de 1982, revelô que 48 horas antes de la invest^ 
dura de Calvo Sotelo se reunieron los Sres. Rosôn, Pérez Llor
ca, Pîo Cabanillas y Martin Villa con una representaciôn del
PNV, para pactar el apoyo de este partido, aunque la opera- 
ciôn finalmente no fraguô (El Paîs, 18 de Junio de 1982).
(187) Calvo Sotelo se reuniô en efecto con la ejecutiva centrista 
y tambiên con su grupo parlamentario. También Felipe Gonzâ­
lez, cuando fue propuesto como candidato a Présidente en la 
mociôn de censura de Mayo de 1980, discutiô el programa que 
presentarîa al Congreso de los Diputados con el Comité Fede 
ral del PSOE.
(188) Ha habido casos excepcionales de aceptaciôn del encargo sin 
"réservas". Andreotti asî lo hizo en 1979, lo que indicaba 
su decisiôn de formar Gobierno, cualesquiera que fuesen los 
resultados de sus conversaciones con los partidos. Véase 
MANZELLA, A . , Il tentative La Malfa (Bologna: Il Mulino,
1980) pag. 113. LABRIOLA, S., Il Governo e alcune sue fun- 
zioni (Padova: Cedam, 1981), pag. 40, précisa, sin embargo, 
que la falta de réserva en la aceptaciôn no implica la inad 
misiblidad de la renuncia del Présidente encargado a formar 
el nuevo Gobierno: la apariciôn de elementos nuevos (p.e. 
el perfilarse de una distinta mayorîa gubernamental) puede 
provocar tal renuncia.
(189) Véase ZAGREBELSKY, G., op. cit. pag. 865 y ss. y ARMAROLI,P. 
"La doppia fiducia" cit.
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(190) For ejemplo. Rumor, en 1970, recibiô el encargo de formar un 
"Gabinete orgânico de centro-sinistra"; Andreotti y después 
La Malfa, en 1979, el de constituir un "Gobierno de solidary 
dad nacional"; ello no implica que el mandate amplio haya de 
saparecido: el encargo a Spadolini en 1981 fue de este tipo.
(191) Asî lo hizo Pertini en su segundo encargo a Forlani (La Re­
pubblica 9-6-81).
(192) Véase LABRIOLA, S. II Governo e alcune sue funzioni, cit. 
pags. 41-57.
(193) Comunicado de la Presidencia de la Repûblica de 28-12-77.
(194) Mario SOARES en su informe al 3° Congreso del Partido calif^ 
ca esta exigencia de "incostitucional"; Relatorio do Secreta­
rio Gérai ao 3° Congresso Nacional, cit. pag. 2^.
(195) Nobre da Costa recibiô el encargo de formar un "Gobierno de 
apoyo mayoritario sin coaliciôn", lo que implicaba renunciar 
a la exigencia de la estabilidad de la mayorîa (Comunicado de 
la Presidencia de 10-8-1978). Mota Pinto fue encargado de for 
mar un "Gobierno con apoyo parlamentario mayoritario" que 
sin embargo "podrâ no revestir el carâcter de apoyo êxpreso 
en votaciôn positiva" aunque deberâ "evolucionar, en plazo û 
til, hacia una forma de acuerdo interpartidista". Bajo esta 
terminologîa barroca, desaparecîa de hecho todo condiciona- 
miento en cuanto a la base del Gobierno (Comunicado de la 
Presidencia de la Repûblica de 25-10-1978).
(196) GALIZIA, M . , Studi sui rapporti fra Parlamento e Governo, cit, 
pags. 93-104 acepta la revocaciôn si el encargado propone una 
polîtica opuesta a la que motivô su mandato y si rechaza las 
consideraciones crîticas que sobre tal propuesta le manifies­
te el Jefe del Estado; ROMANO, A . , la admite solamente si la 
fôrmula proyectada por el encargado es imposible o peligrosa 
para "las finalidades constitucionales" del paîs(op. cit.pag. 
149); ZAGREBELSKY, G., op. cit. excluye, en cambio la posibi 
lidad de la revocaciôn (pag. 873 y ss.).
(197) COLLIARD, J.C., "La designation du Premier Ministre en Regi­
me Parlementaire" en Mélanges Georges Burdeau (Parîs: Libra^ 
re Générale de Droit et de Jurisprudence, 1977) pags. 43-61.
(198) Art. 74b del Estatuto de 1978. En anteriores versiones del 
Estatuto de la DC se atribuîa esta competencia a la Direcciôn 
Central de acuerdo con los directives de los grupos pariamen 
tarios. Parece, en consecuencia, que el texto actual ha deb^ 
litado un poco el papel de estos ûltimos en el procedimiento 
en cuestiôn.
(199) El Paîs, 31-1-81, pag. 10
(200) Los consultados fueron: Pîo Cabanillas, Rafael Calvo, Pérez 
LLorca, Calvo Sotelo, Lavilla, Arias Salgado, Fernândez Or-
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dohez, Martin Villa y Abril. Véase MELIA, J., Asî cayô Adol­
fo Suârez, cit. pags. 96-97 y ONETO, J. , Los ûltimos dîas de 
un Présidente, 1981), pag. 124.
(201) PSP: La designaciôn de cargos pûblicos de âmbito nacional co 
rresponde: "a la Comisiôn Directiva a propuesta del Secreta­
riado Nacional" (art. 25, Estatuto de 1974) "a la Comisiôn 
Directiva" (art. 73 Estatuto de 1977); "a la Comisiôn Polîti 
ca" (art. 69, Estatuto de 1981). PSD; arts. 35,h y 29,g del 
Estatuto de 1978 y art. 23,f y 26,g del Estatuto de 1981.
(202) El Présidente del PSD es elegido por el Congreso Nacional —
(art. 23,e, Estatutos de 1978); El Secretario General del PSP
es elegido por el Congreso Nacional (art. 18,3, Estatuto de 
1974, art. 49,a Estatuto de 1977 y art. 54, Estatuto de 1981)
(203) COLLIARD, J.C., "La designation du Premier Ministre en Regime
Parlementaire" cit. pag. 91 "en el interior de cada paîs to­
dos los partidos tienen la tendencia a alinear su modo de se 
lecciôn sobre la misma fôrmula".
(204) No parece exacte afirmar, como lo hace COLLIARD, J.C. ("La 
designation du Premier Ministre..." cit. pag. 91) que sôlo ra 
ramente se encuentra en los Estatutos de los partidos reglas 
relativas a esta cuestiôn. Al menos en Italia y Portugal es­
to no es asî.
(205) Ya en Abril de 1946, De Gasperi habîa expresado claramente - 
esta doctrina: "creo que en tiempos normales debe evitarse - 
la combinaciôn de un hombre que esté en el Gobierno y tenga 
contemporâneamente el timôn del Partido. Esto tanto por la 
pobre vîctima, como por una cierta distribuciôn de funciones 
ûtil al Partido y también al Gobierno", Atti e documenti de­
lla PC, pag. 290. Por su parte, BAGET BOZZO, G., Il partito 
cristiano al potere (Firenze: Vallecchi, 1978) pag. 137, su 
giere que la motivaciôn latente a la renuncia de De Gasperi 
era dejar las manos libres a la DC para polemizar con el PCI, 
a la sazôn también miembro de la coaliciôn.
(206) BAGET BOZZO, G. Il partito cristiano e l'apertura a sinistra, 
cit. pags. 159-165; vease también CHELI, E . , Costituzione e 
sviluppo delle istituzioni in Italia (Bologna: Il Mulino,
1978) pags. 113-116.
(207) Por ejemplo, Fanfani, siendo Secretario de la DC colaborô a 
la caîda del Gobierno Rumor en Octubre de 1974 (MAMMARELLA,
G . ,  op. cit. p a g s . 5 2 6 - 2 7 ) ;  vease también, ELIA, L., "La for 
ma di governo dell'Italia repubblicana" en FARNETI, P. (dir.) 
Il sistema politico italiano (Bologna: Il Mulino, 1 9 7  3) pags. 
3 3 1 - 3 4 0 .
(208) El tema central del VIII Congreso del PSD, celebrado en Fe­
brero de 1981 fue precisamente la relaciôn entre el partido 
y el Gobierno y la confirmaciôn de la elecciôn (que proviso- 
riamente habîa realizado el Consejo Nacional) de Pinto Bal­
semao a la Presidencia del partido. Pese a una dura confron-
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taciôn sobre estas materias , acabaron por prevalecer amplia 
mente las tesis favorables a la uniôn compléta.
(209) Carta dirigida por Calvo Sotelo al Présidente de UCD, Agustîn 
Rodrîguez Sahagûn. Vease El Paîs 14-11-81, pag. 15.
(210) A posteriori, Calvo Sotelo no dejô de criticar esta estrete- 
gia: "en estas elecciones no ha habido un Gobierno contra una 
oposiciôn o una oposiciôn contra un Gobierno. UCD se ha sepa 
rado del Gobierno; en ningûn momento ha invocado al Gobierno 
ni se ha presentado como el partido del Gobierno, <îHa sido a- 
certada esta técnica? Yo creo que no, pero en todo caso el da 
to ahî estâ. Cuando Landelino Lavilla ha presentado su progra 
ma electoral, en ningûn momento de la campana ha pretendido 
apoyarse en una gestiôn del Gobierno anterior". Entrevista
en El Paîs de 19-12-1982, pag. 17.
(211) CAPOTOSTI, P.A. Accordi di Governo e Présidente del Consiglio 
dei Ministri (Milano: Giuffe, 1975) pag. 123.
(212) ROMANO, A. op. cit. pags. 92-99.
(213) FERRARA, G. op. cit.pags. 120 y ss.; CAPOTOSTI, P.A., op. cit.ARA,
pags. 126 y ss.; NEGRI, G . , "Il discorso programmatico dei 
Presidenti del Consiglio dei Ministri nell'esperienza statuta 
ria e repubblicana" en I Programmi dei Governi Repubblicani 
(Roma: Centro Romano Editoriale, 1978) pag. XIII.
(214) Gobierno Scelba: acuerdo 5-2-54, encargo 8-2-54; Gobierno Fan 
fani III: acuerdo 18-7-60, encargo 23-7-60; el acuerdo funda- 
cional de Alianza Democratica es de 5-7-79 y sobre el mismo
se asientan los siguientes Gobiernos portugueses, pero como se 
verâ se trataba de un acuerdo marco que necesitaba ser concre- 
tado en cada caso y en esta segunda fase sî participaron los 
Primeros Ministros indigitados.
(215) En Portugal, la formaciôn del Gabinete Soares II también sigue 
la pauta general: encargo 28-12-77, acuerdo 19-1-78.
(216) RESCIGNO, G.U., "Dal governo delle astensioni al governo sen­
za fiducia e senza programma", Studi di politica costituzio­
nale , N° 36/37, 1977, pags. 6 y 7.
(217) CAPOTOSTI, P.A. op. cit. pags. 123-131.
(218) Idem, pags. 123-24.
(219) LOMBARDO, A. "Sistema di correnti e deperimento dei partiti 
in Italia". Rivista Italiana de Scienza Politica, n° 1 (1976) 
pags. 139-161.
(220) ZUCKERMAN, A.S. The Politics of Faction: Christian Democratic 
Rule in Italy (New Haven and London: Yale University Press: 
1^79) pags. 144 y ss.
(221) Es notable la tendencia a disimular estos pactos. Asî, aunque 
El Paîs de 9 de Septiembre de 1980 informaba de que los Comi-
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tês Eiecutivos de UCD y Convergencia Democrâtica de Catalu- 
na habîan ratificado unos acuerdos, Miguel Roca negaba dos 
dîas mâs tarde que existiera un pacto "concrete y escrito" 
con UCD (El Paîs 13-9-80). En el debate de confianza subsi- 
quiente Rojas Marco también pretendiô presentar el apoyo 
del PSA al Gobierno como resultado de las respuestas satis- 
factorias que el M° de Administraciôn Territorial diô a sus 
preguntas sobre el plan de autonomîa para Andalucîa, y no 
como fruto de un acuerdo previo entre ambos partidos (El 
Paîs, 18-9-80).
(222) La Comisiôn Nacional del PS aprobô el acuerdo con el CDS con 
un solo voto en contra (Portugal Socialista, 129, Febrero de 
1978, pag. 16). El Congreso del PSD aprobô el acuerdo const^ 
tuyente de Alianza Democrâtica con un voto abrumadoramente 
favorable. Por su parte, el CDS, en la época de la celebra­
ciôn de ambos acuerdos era un partido cohesionado y con esca 
sa divisiôn faccional.
(223) Por ejemplo, ROMANO, A., op. cit. pags. 89-99, admite que el 
Présidente de la Repûblica puede intervenir en el iter forma 
tivo de la coaliciôn y que su papel no es simplemente nota­
rial, pero la coaliciôn se desarrolla siempre en el âmbito 
partidista y el Jefe del Estado no pierde nunca su posiciôn 
imparcial.
(224) Art. 74, b del Estatuto de la DC de 1978; art. 79,d del Esta 
tuto del CDS. En otros casos, se utilizan fôrmulas ambigûas 
que podrîan entenderse comprensivas de la competencia que a- 
quî nos ocupa. Por ejemplo: el art. 29 del Estatuto del PSD 
de 1978 atribuye al Consejo Nacional la competencia para 
"aprobrar los principios fundamentales del programa de go­
bierno del partido" o el art. 23 del Estatuto de la UCD que 
atribuye al Comité Ejecutivo la funciôn de "establecer las - 
directrices polîticas générales del partido en sus tareas 
parlamentarias y de Gobierno". Los Estatutos vigentes del 
PSOE tampoco contienen ninguna disposiciôn expresa sobre es­
ta materia, pero la Resoluciôn sobre "Estrategia y objetivos 
politicos actuales" aprobada por el Congreso Extraordinario 
de Septiembre de 1979, incluîa la siguiente frase: "cualquier 
colaboraciôn temporal con otras fuerzas polîticas deberâ ser 
sometida y aprobada por el Comité Federal del partido".
(225) Véase Atti e documenti délia PC, cit., pag. 1279 y CAPOTOSTI, 
P.A. op. cit. pag. 94.
(226) El Consejo Nacional de Noviembre de 1963 autorizô la constitu 
ciôn de un Gobierno orgânico de centro-sinistra (Atti e docu­
menti délia DC, cit. pags. 1650-1668); el Consejo Nacional de 
otono de 1968 aprobô el relanzamiento de esta coaliciôn tras 
el monocolor Leone II (CAPATOSTI, P.A., op. cit. pag. 84).
(227) CAPOTOSTI, P.A. op. cit. pags. 76, 85, 94.
(228) Por ejemplo, el acuerdo del Gobierno Moro II fue aprobado por
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los ôrganos directivos y parlamentarios de los cuatro parti­
dos (Atti e documenti della DC, cit. pag. 1779).
(229) El caso espanol, dada la eximia praxis en esta materia ape- 
nas merece comentario. Recordar, en todo caso, que fue el Co 
mité Ejecutivo de UCD quien aprobô el acuerdo informal con 
la Minoria Catalana en 1980 (El Pals, 9-9-1980).
(230) "El Secretario General afirmô entonces que "el Congreso debe 
râ concéder un cierto margen de flexibilidad a las instancias 
dirigentes del partido y designadamente a la Comisiôn Nacional 
para que en ûltimo anâlisis y coyunturalmente décida sobre la 
politica de alianzas que las circunstancias aconsejea como 
mâs indicada tanto para el partido como, sobre todo, para el 
pais"."Lo importante es no ligar a nuestro partido, por deci­
siôn del Congreso. a una determinada politica de alianzas" 
Relatorio de Secretario Gérai ao 3° Congresso Nacional, cit. 
pags. 133 y l43.
(231) Véase en este sentido la distinciôn formulada por COLLIARD, 
J.C. Les Regimes Parlementaires Contemporains, cit. pags. 222 
225, entre la ‘'mayorîa formada por las elecciones" y la "ma­
yorîa formada por el parlamento".
(232) En consecuencia, la distinciôn aquî propuesta no coincide con 
la que DUVERGER formula entre alianzas électorales, parlamen­
tarias y gubernamentales: "las primeras se situan en el nivel 
de los candidatos; las segundas en el nivel de los diputados; 
las terceras en el nivel de los ministros" (Les partis poli­
tiques , Paris, Armand Colin, 1969, pag. 365).
(233>= TAMBURRANO, G. Storia e cronaca del centro-sinistra (Milano: 
Feltrinelli, 4^ ed. 1976) pags. 205 y 206, comenta como la DC 
se presentô a aquellas elecciones intentando recuperar su e- 
lectorado moderado y denunciando a los socialistas por sus 
vînculos con el PCI, al tiempo que confirmaba su adhesiôn al 
centro-sinistra; y anade que esta actitud incohérente no be- 
neficié a la DC y perjudicô en cambio al PSI: "es un error 
renegar de la propia opciôn en vîsperas de las elecciones; es 
un error doble renegar de ella y declarer la voluntad de se- 
guirla otra vez. En polîtica vale el principle del procedi­
miento civil: electa una via, non datur recursus ad alteram".
(234) FERRARA, G., op. cit. pag. 125.
(235) Pella definiô su Gobierno como un Gabinete de transiciôn hasta 
que se clarificase la situaciôn polîtica (I programmi di gover- 
ni repubblicani, cit, pag. 196); Leone, en 1963 declarô que
concluida la aprobaciôn de los presupuestos, el Gobierno con 
siderarâ cumplido su mandato" (op. ult. cit. pag. 276), y en” 
1968 afirmô que "si en el horizonte no hay plazos constitucio 
nales inminentes -salvo el de la aprobaciôn del presupuesto ” 
que es ademâs un acto de especial compromise politico- existe 
sin embargo la perspectiva no lejana de una propugnada y ne- 
cesaria clarificaciôn polîtica de la cual deberâ nacer la 
formaciôn de un Gobierno de colaboraciôn" (op. ult. cit.) pag. 
361). -----------
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(236) Pueden verse estas declaraciones en I programmi di governi re­
pubblicani , cit. pags. 234 y 558.
(237) FERRARA, G. op. cit. pag. 128 y CAPOTOSTI, P.A., op. cit. 
pag. 135.
(238) TAMBURRANO, G., Storia e cronaca del centro sinistra, cit. 
pags. 162-165. La idea de un Gobierno de legislature fue de­
fendida en Francia por Mendês France y retomada después por el 
programa comûn de la izquierda en 1972.
(239) FERRARA, G. op. cit. pag. 128.
(240) CAPOTOSTI, P.A., op. cit. pag. 152
(241) Vease el texto Integro de este acuerdo en O CDS e o 2° Governo
Constitucional (Lisboa: Grafilarte 1978) pags. 111-126.
(242) LEONARDI, R . , NANETTI, R. y PASQUINO, G., "Institutionalization 
of Parliament and Parliamentarization of Parties in Italy" Le­
gislative Studies Quaterly, III (Febrero de 1978) pags. 161-186, 
subrayan la importancia de que en la VII legislatura, por pri­
mera vez, se hiciera un reparte "institucional" y no "mayorita 
rio" de las Presidencias de las Comisiones y que fueran atri- 
buidas algunas al PCI. Para el fenômeno de la lottizzazione en 
los entes pûblicos, vease CAZZOLA, F., Anatomia del potere D C : 














O CDS e o 2° Governo Constitucional, cit. pag. 114
Art. 49 de la Constituciôn italiana y art. 47 de la Constitu­
ciôn portuguesa.
CAPOTOSTI, P.A., op. cit. pag. 158
FERRARA, G . , op. cit., pag. 135, insiste en este punto.
Esta concepciôn de indirizzo formulada por diverses autores y 
en concrete por Temistocles MARTINES, aparece recogida por FE­
RRARA, G., op. cit. pags. 132-136.
CAPOTOSTI, P.A. op. cit. pgs. 162-164.
Op. ult. cit. pag. 164.
Vease por ejemplo PAPPALARDO, A . , "Requisiti per la stabilité 
delle coalizioni" Rivista Italiana di Scienza Politica, 1 (Abril 
de 1976), especialmente pags. 54-57.
CAPOTOSTI, P.A., op. cit. pag. 171
Los "comités de la mayorîa" se institucionalizaron en Italia
216
a partir de la III legislatura. Sobre la creaciôn de la Comi- 
sidn Coordinadora de les Grupos Parlamentarios de la Alianza 
Democrâtica portuguesa, vease el Expresse de 19-1-80. El pun 
to 21 del Acuerdo PSP-CDS tambiên preveîa la formaciôn de una 
Comislôn inter-partidaria para asegurar la cooperaciÔn parla- 
mentaria entre ambos partidos.
(254) En algunas ocasiones se convocan tambiên vértices especiali- 
zados para asuntos concretes, y entonces la composiciôn de 
la reuniôn difiere respecte del modèle anterior, porque en 
vez de les Secretaries de les partidos, asisten otros repre 
sentantes de les mismos ademâs del Primer Ministre y de les 
Ministres afectados. Vease per ejemplo en Atti e documenti 
délia PC, cit. pag. 2027, la noticia de la reuniôn celebra- 
da el 15-12-1965 para lograr un acuerdo sobre el plan de fi- 
nanciaciôn de las escuelas.
(255) SCALFARI, E . , "E tempo di tornare alla Prima Repubblica" en
La Repubblica 17-12-1980, pags. 1 y 4.
(256) Vease el texte de este acuerdo en Atti e documenti délia PC
cit., pags. 1674-1700.
(257) TAMBURRANO, G., Storia e cronaca del centro-sinistra, cit. pag. 
249.
(258) Vease per ejemplo el texte del acuerdo de 5-2-1954 entre la DC, 
el PSDI, el PLI y el PRI que permitiô la formaciôn del Gobier- 
no Scelba en Atti e docummenti délia DC, cit. pags. 661-663.
Mâs detallado y programâtico fue sin embargo el acuerdo de 
28-6-58, entre la DC y el PSDI que apareciô ya como un giro ha 
cia la izquierda de la situaciôn polîtica, preparatorio del 
centro-sinistra (op. ult. cit. pags. 944-951). "Modêlico" por 
su brevedad y por su concentraciôn sobre los aspectos politi­
cos de la coaliciôn es el documente preparado por Colombo pa­
ra la formaciôn de su Gobierno de 1970. Vease la referenda a 
este texte en CAPOTOSTI, P.A. op. cit. pag. 91, nota 110.
(259) Ademâs, se comprometieron a defender tambiên: "la disoluciôn 
de la Asamblea de la Repûblica y la convocatoria de elecciones 
legislatives en el prôximo Otono; la negative a dar apoyo par 
lamentario por parte del PSD y del CDS a nuevos Gobiernos de 
naturaleza apartidaria antes de las elecciones générales; la 
presentaciôn conjunta de un mismo programa electoral de gobier 
no y de una misma polîtica econômica de salvaciôn nacional; la 
formaciôn de un Gobierno de coaliciôn, constituido en base a 
la nueva mayorla y la correlative negative a participer en Go­
biernos minoritarios; y la legitimidad del referendum, en tan- 
to que es inherente a la soberanla popular y compatible con
la Constituciôn". Aslmismo decidieron "presentarse, en prin­
ciple, al electorado mediante listas separadas" admitiendo, 
sin embargo, que "en ciertas âreas y circunstancias, los de- 
safîos politicos existantes pueden aconsejar a los ôrganos 
partidarios compétentes a decidirse por la presentaciôn de
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listas conjuntas", como de hecho finalmente ocurriô, salvo en 
Azores y Madeira que estaban expresamente excluidas de este 
acuerdo.
(260) CAPOTOSTI, P.A., op. cit., pag. 131.
(261) El primer acuerdo cuyo texto escrito fue hecho pûblico fue el 
de 5-2-1954, que precediô a la formaciôn del Gobierno Scelba. 
Puede verse este documente en Atti e documenti délia PC , cit. 
pags. 661-663.
(262) NICOLAS MüNlZ, J. "Programa politico y legislative del Gobier 
no. Pactes de coaliciôn y contrato de legislatura" Documenta- 
ciôn Administrativa, 188 (Octubre-Diciembre de 1980), pags. 
385-413; CAPOTOSTI, P.A. op. cit. pags. 137-147.
(263) LIERMANN, "Über di rechtliche Natur der Vereinbarungen poli- 
tischer Parteien untereinander, Arch. ôff. Rechts 1926, 412 
califica los acuerdos como "sector del derecho estatal"; V. 
ADAMOVICH SPANNER, Hanbuch des ôsterreichischen Verfassungs- 
rechts, Wien 1957, 120, los define como ^fuente del derecho 
sui generis"; BINDING, "Die Gründung des Norddeutschen Bundes"
en Festgabe fur Windscheid, 1888, 67 y ss. y TRIEPEL, Vôlkerrecht 
und Landesrecht, 1899, 49-62; los configuran como "tratados 
normatives internacionales". Tome estas referencias de CAPO­
TOSTI, P.A., op. cit. 137 y 138.
(264) Vease la Sentencia del Tribunal Constitucional espahol de 2-2- 
81, Recurso de Amparo n° 98/80 (BOE de 24-2-81) en cuyo Fun­
dament o jurldico n° 1 se define al partido politico como "una 
forma particular de asociaciôn". La jurisprudencia italiana, 
por su parte, se ha pronunciado constantemente por la configura 
ciôn de los partidos como "asociaciones de hecho", vease NEGRI,
G. , "Pero une studio giuridico dei partiti poltici" en II di- 
ritto dei partiti in Italia, cit. pags. 3-15.
(265) El art. 39 de la Constituciôn italiana dice que los sindicates 
"representados unitariamente en proporciôn a sus miembros, pue 
den estipular contrâtes colectivos de trabajo con eficacia o- 
bligatoria para todos los pertenecientes a las categorlas a las 
que el contrato se refiere", el art. 82,3 del Estatuto espahol 
de los trabajadores, de 10-3-1980 dice que "los convenios colec 
tivos regulados por esta ley obligan a todos los empresarios y 
trabajadores incluidos dentro de su âmbito de aplicaciôn"; el 
art. 58 de la Constituciôn portuguesa afirma que "compete a 
las asociaciones sindicales ejercer el derecho de contrataciôn 
colectiva. La ley establece las reglas realtivas a la compe- 
tencia para la celebraciôn de convenios colectivos de trabajo, 
asl como a la eficacia de las respectivas normas".
(266) SASSE, "Koalitionsvereinbarung und Grundgesetz" en Juristen- 
zeitung, 1961, 726 y FRIAUF, "Zur Problematik des verfassungs- 
rechtlichen Vertages, en Arch, ôff. Rechts, 1963, 308. Tomo 
estas referencias de CAPOTOSTI, P.A. op. cit. pag. 141.
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(267) SCHULE, Koalitionsvereinbarunqen im Lichte des Verfassungs- 
recht, Tubinga, 1964. TomP esta referenda de NICOLAS MUNIZ,
J., op. cit. pag. 408 y de CAPOTOSTI, P.A., op. cit. pag.145.
(268) CAPOTOSTI, P.A., op. cit. pag. 148.
(269) CAPOTOSTI, P.A. op. cit. pags. 148 y 151.
(270) En este sentido WALEFFE, B . , op. cit. pag. 71.
(271) Sobre como se planted este problema en la Repûblica de Weimar, 
vease AMPHOUX, J., op. cit. pag. 99.
(272) ROMANO, A.A., op. cit. pags. 125-128. RIZZA, G., op. cit. 
pags. 56 y ss. considéra que la praxis actual tiene su funda- 
mento normative en el art. 2,11 de la ley 24-XII-1925.
(273) Art. 92,2 de la Constituciôn italiana, art. 100 de la Consti­
tuciôn espahola y art. 190,2 de la Constituciôn portuguesa.
(274) VIRGA, P. op. cit. pags. 41 y 42; MORTATI, C., op. cit. Vol.I, 
pag. 566; GALIZIA, M . , Studi sui rapporti... cit. pag. 105; 
CAPOTOSTI, P.A., op. cit. pags. 188-191. En cuanto a Espaha, 
vease ESPIN, E., op. cit. pag. 234; AGUIAR, L., "El proceso 
de formaciôn del Gobierno. El caso espahol en el marco del de 
recho comparado" Revista del Departamento de Derecho Politico 
de la UNED, 4 (Primavera 1980) pags. 7^-79; SANTAOLALLA, F., 
op. cit. pag, 1014; ALZAGA, 0., op. cit. pag. 632. Algo discre 
pante es la opiniôn de SANCHEZ AGESTA, L. op. cit. pag. 240, 
segûn la cual "El Rey puede hacer observaciones Tsobre la pro- 
puesta) que tienen mâs peso que el de un puro consejo".
(275) GOMES CANOTILHO y VITAL MOREIRA, op. cit. pag. 372, sostienen, 
en efecto que "el Présidente de la Repûblica podrâ negarse a 
nombrar a un Ministre propuesto por el Primer Ministre". Duran 
te la formaciôn del primer Gobierno de Alianza Democrâtica se 
multiplicaron los rumores de que el Présidente iba a oponerse 
a alguno de los nombramientos solicitados, sin embargo la Pre- 
sidencia le desmintiô con un comunicado oficial (Diario de No- 
ticias, 1-1-80). En cambio con ocasiôn del reajuste ministerial 
realizado por Pinte Balsemao en Junio de 1982, las objeciones 
presidenciales fueron notorias (vease pag. ). El hecho de 
que, en ûltimo têrmino, el Jefè del Estado no impidiese ningu 
no de estes nombramientos demuestra la dificultad de oponerse 
a una coaliciôn mayoritaria.
(27 6) CAPOTOSTI, P.A. op. cit. pag. 194 considéra que esta praxis 
tiene ya la fuerza de una convenciôn.
(277) TAMBURRANO, G., Storia e cronaca del centro-sinistra cit. pag. 
315.
(278) Art. 58 del Estatuto del PRI de 1979: "Las designaciones a car­
gos del Gobierno nacional son realizadas por los grupos parla-
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mentarios"; art. 46 delEstatuto del PLi: "La direcciôn y los 
grupos parlamentarios, en sesiôn conjunta, con un quorum de 
2/3 de sus componentes y por mayoria de 2/3, proceden a la de 
signaciôn de los candidates para cargos del Gobierno"; art.
42 del Estatuto del PSDI de 1980: "La designaciôn de los Mi­
nistres y de los Subsecretarios de Estado es realizada por 
la Direcciôn, escogiendo entre los nombres indicados, mediante 
escrutinio secrete, por los Grupos Parlamentarios del Senado 
y de la Câmara, en cantidad doble respecte del nûmero de Mi­
nistres y de Subsecretarios a designar"; art. 37 del Estatuto 
del PSI de 1976 "la designaciôn de los Ministres y de los Sub 
secretaries se realiza por los miembros efectivos de la Direc 
ciôn junte con los Présidentes de los dos grupos parlamenta­
rios , escogiendo entre los nombres indicados mediante escrut^ 
nie secrete por los dos grupos, en cantidad doble respecto del 
nûmero de Ministres y Subsecretarios correspondientes a la 
delegaciôn socialista".
(279) Art. 29, g de los Estatutes del PSD de 1978: "compete al Conse 
je Nacional aprobar la elecciôn de los militantes que deben e- 
jercer funciones en el Gobierno"; art. 69,c de los Estatutos 
del PSP de 1981: "La designaciôn de los cargos politicos compe 
te a la Comisiôn Polîtica cuando se trate de cargos de âmbito 
nacional".
(280) Asi le hizo el Consejo Nacional del PSD el 7-12-79 (vease Dia­
rio de Noticias, 8-12-79) y la Comisiôn Nacional del PSP el 
17-1-1978 (vease el texto del correspondiente acuerdo en el 
Relatorio do Secretario Gérai Mario Soares ao 3° Congresso, 
cit. pag. 30).
(281) El Pais, 4-4-1979, pags. 8 y 19.
(282) Para una informaciôn sobre este reajuste vease El Pais, 9-9-1980.
En la pag. 13 figura el articulo de Miguel Angel Aguilar, "Un 
Gabinete de coaliciôn Suârez-UCD".
(283) Sobre este proyecto y sobre la oposiciôn al mismo dentro de UCD, 
vease El Pais 6-9-1981, pags. 1 y 15, y tambiên el articulo de 
Rafael ARIAS SALGADO "Las reglas democrâticas de Garrigues Walker" 
en El Pais 9-9-1981.
(284) CAPOTOSTI, P.A., op. cit, pag. 193.
(285) ROMANO, A. op. cit.pags. 171-175.
(286) Cabe sehalar que la toma de posesiôn de los Secretarios de Es­
tado, que tambiên forman parte del Gobierno, se ha realizado
a veces en un acto posterior.
(287) Antes de que se formase el primer Gobierno constitucional ya 
critiqué la posibilidad de que se adoptase esta praxis. Vease 
SATRUSTEGUI, M. , "La investidura parlamentaria" El Pais 9-3- 
79.
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(288) V e a s e ,  en este sentido,AGUIAR, L. op. cit.pags. 68 y 69 y 
SANTAOLALLA, F. op. cit. pag. 1013. En contra de esta teorla 
puede verse SANDULLI, N.M. "Il Governo délia Spagna democra- 
tica: riflessioni introduttive" op. cit. pags. 468 a 471, 
ademâs de mi articule antes citado.
(289) Sobre Alemania, vease AMPHOUX, J. op. cit.pag. 95 y en cuan 
to a Suecia, ei art. 4 del Capitule 6 de la Constituciôn.
(290) RUBIO LLORENTE, F. y PEREZ SERRANO, N. "Notas Parlamentarias" 
Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Complu- 
tense, 60 (Otono 1980) pags. 167-173.
(291) ESPIN, E. op. cit. pag. 235, estudia tambiên esta soluciôn
y la considéra mâs idônea que la praxis actual especialmente 
cuando se produce un cambio del partido en el poder. Por mi 
parte creo que la cuestiôn no es de oportunidad, sino de prin 
cipio. En todo caso hay que senalar que segûn la propuesta 
de este autor la firma de los decretos de nombramiento debe 
ria hacerse en el mismo acto de la toma de posesiôn, lo que 
a mi juicio es innecesario e incluso improcedente, porque la 
toma de posesiôn exige que los decretos hayan sido previa- 
mente publicados.
(292) ROMANO, A. op. cit. pag. 171. La fôrmula del juramento en E s  
pana se contiene en el Real Decreto 707/1979 de 5 de Abril.
(293) Vêase RESCIGNO, G.U. Corso di diritto pubblico, cit. pag. 405 
y MORTATI, C. op. cit. pag. 562.
(294) Ademâs del Secretario de Estado de la Presidencia del Conse­
jo, los distintos Decretos-Leyes sobre la estructura orgâni- 
ca del Gobierno han dispuesto a veces tambiên que asistan re 
gularmente al Consejo otros Secretarios de Estado. D.L. 300- 
A/78 de 30 de Septiembre, los Secretarios de Estado de la Co- 
municaciôn Social y dé la Administraciôn Pûblica; D.L. 448/78 
de 30 de Di'ciembre, Secretario de Estado de la Administraciôn 
Pûblica; D.L. 386/79 de 19 de Septiembre, Secretario de Esta­
do Adjunto del Primer Ministre; D.L. 28/81 de 12 de Febrero, 
Secretario de Estado de Cultura.
(295) Vease GOMES CANOTILHO y VITAL MOREIRA, op. cit. pag. 366.
(296) Sobre el papel de la Comisiôn General de Subsecretarios, vea 
se SANCHEZ MARISCAL, J.A. y COLODRON, V. "Funcionamiento y 
ordenaciôn de los trabajos del Gobierno" Documentaciôn Admi­
nistrativa , 188 (Octubre-Diciembre 1980) pags. 347-3841 Un 
argumente adicional en favor de la consideraciôn de los Sub 
secretarios como miembros del Gobierno, puede quizâ extraer 
se del art. 2° del R.D.-Ley 22/1982 de 7 de Diciembre que es 
tablece que "1.- Son ôrganos superiores de los Departamentos 
ministeriales, ademâs del Ministre, los Secretarios de Esta­
do, los Subsecretarios y los Secretarios Générales que tengan 
range de Subsecretario, 2.- Todos los demâs ôrganos y Entida-
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des de la Administraciôn Central del Estado se encuentran ba 
jo la dependencia de uno de los ôrganos superiores". Por su 
parte GARRIDO FALLA, F. Comentarios a la Constituciôn, cit. 
pags. 986 y 987 considéra innecesaria la nueva figura de los 
Secretarios de Estado, ya que sus funciones podrîan desarro- 
llarse perfectamente por los Subsecretarios.
(297) Sobre la interpretaciôn del art. 103,2 de la Constituciôn vea 
se, MARTIN REBOLLO, L. "Ante la reforma administrativa: los 
Ministros y otros miembros del Gobierno" Documentaciôn Ad­
ministrative , 188 (Octubre-Diciembre, 1980) esp. pags. 260-283; 
y ORTEGA, L. Apuntes de Derecho Administrative II (Madrid: Fa­
cultad de Derecho de la Universidad Complutense, 1982) pags. 
39-43.
(298) Vease El Pais de 17-4-79, pag. 13 y de 18-4-79, pag. 11.
(299) Decreto 683-A/76 de 10 de Septiembre; Decreto-Ley 178-A/77 de 
3 de Mayo; Decreto-Ley 41-A/78 de 7 de Marzo; Decreto-Ley 
300-A/78 de 30 de Septiembre; Decreto-Ley 443/78 de 30 de Di­
ciembre; Decreto-Ley 386/79 de 19 de Septiembre; Decreto-Ley 
3/80 de 7 de Febrero; Decreto-Ley 28/81 de 12 de Febrero.
(300) Vease, por ejemplo, MORTATI, C. op. cit. vol. I pags. 559 y 
560.
(301) Art. 186,2 de la Constituciôn portuguesa: "El Gobierno puede 
incluir uno o mâs Vice Primeros Ministros"; Art. 98 de la Cons_ 
tituciôn espahola: "El Gobierno se compone del Présidente, de 
los Vicepresidéntes en su caso,..."
(302) En los Gobiernos Calvo Sotelo y Gonzâlez no han sido nombrados 
Ministros sin cartera.
(303) Vease CALANDRA, P., "Portafogli Ministeriali, Ministri senza 
Portafogli ed incarichi speciali a Ministri" Rassegna di Diri­
tto Pubblico, 1967, pags. 469-497.
(304) Vease, en este sentido, tambiên RESCIGNO, G.U. op. cit. pag. 
405.
(305) En Portugal, el Decreto Ley 3/80 de 7 de Febrero convirtiô a 
los Secretarios de Estado en ôrganos sin competencia propia, 
y a partir de ese momento "résulta difîcil evidenciar una di- 
ferencia neta entre los Secretarios y los Subsecretarios de E£ 
tado", BOTTARI, C., "L'organizzazione dell' esecutivo nella 
forma di governo del Portogallo" en SPAGNA MUSSO, E. (dir.) 
Costituzione e struttura del governo, cit. pag. 351.
(306) Me refiero a la Orden de servicio dictada por Spadolini el 1- 
9-19 81 que reestructura la organizaciôn de su Gabinete (vease 
MERLINI, S. "Présidente del Consiglio e collégialité di Gover­
no" Quaderni Costituzionali, 1, 1982, pags. 7-32) y al R.D. 
3773/1982 de 22 de Diciembre, por el que se détermina la es-
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tructura orgânica de la Presidencia, dictado por el Gobierno 
Gonzâlez.
(307) CASESE, S., Esiste un Governo in Italia? (Roma: Officina, Edi- 
zioni, 1980) pag. 35
(308) Vease CHELI, E. y SPAZIANTE, V. "Il Consiglio dei Ministri e 
la sua Presidenza: dal disegno alla prassi" en RISTUCCIA, S. 
(dir.) L*istituzione governo, analisi e prospettive (Milano; 
Edizioni di Comunitâ, 1977) p^ 46.
(309) CASESE, S. op. cit. pags. 39 y 40.
(310) Vease BOTTARI, C. op. cit. pags. 348-350.
(311) Art. 15,1 del R.D. 3773/1982 de 22 de Diciembre.
(312) Arts. 19 y 22 de la Ley 5/76 de 10 de Septiembre.
(313) Art. 21 del Estatuto de 1978 de la DC y art. 28 del Estatuto
de 1976 del PSI. En otros partidos, como el PRI, existe una 
incompatibilidad mâs limitada, referida al Secretario del par 
tido solamente: art. 60 del Estatuto del PRI de 1979.
(314) VIRGA, P. op. cit. p. 57.
(315) MORTATI, C. op. cit. pags. 571, 572.
(316) GALIZIA, M. Studi sui rapporti... cit. pags. 8 y 9.
(317) FERRARA, G. op. cit. pags. 100-104; GALIZIA, M. Studi sui ra­
pporti. .. pags. 12-13; ROMANO, A.A., op. cit. pags. 181-232.
(318) ROMANO, A.A. op. cit. pags. 206-216.
(319) GALIZIA, M. Studi sui rapporti... cit. pags. 493 y ss. Vease
la crîtica de MORTATI, C. op. cit. pags. 571 y 572 y de ROMA­
NO, A.A. op. cit. pags. 204-211.
(320) HONORATI MAZZONI, M.L. "Note sui Governo privo di fiducia nell'
ordinamento costituzionale italiano" Rivista trimestrale di 
Diritto Pubblico, n® 1 (1980) pags. 166-193.
(321) Para el concepto de "parlementarisme negative", vease FUSILLER, 
R. Les monarchies parlementaires (Paris: Les editions ouvrières, 
1960).
(322) Esta posiciôn me parece que en definitive es la que implîcita- 
mente defiende MIRANDA, y "0 programa de Governo" en Estudos 
sobre a Constituicao, I (Lisboa: Petrong, 1977) pags. 301-306, 
cuando dice "el programa no estâ ligado a la constituciôn del 
Gobierno -que existe sin necesidad del voto de la Asamblea- 
sino a la efectividad de su responsabilidad polîtica, aunque 
en términos distintos de los de las mociones de censura/*
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(323) GOMES CANOTILHO y VITAL MOREIRA, op. cit. pag. 377.
(324) Sobre la eficacia resolutiva de la desconfianza parlamentaria
en Portugal, vease la pag. de este trabajo.
(325) El Gobierno Sâ Carneiro antes de la presentaciôn de su progra 
ma decidiô suspender una serie de medidas tomadas por su ante 
cesor (vease pag. ) y "llamar a consultas" al Embajador por 
tugués en la URSS como protesta por la invasiôn de Afganistan 
(Diario de Notices, 6-1-80).
(326) Expuse esta tesis por primera vez en mi articulo sobre "La in
vestidura parlamentaria" El Pais, 9-3-1979, pag. 14.
(327) Vease NEGRI, G., "Il discorso programmatico dei Presidenti del 
Consiglio dei Ministri nell'esperienza statutaria e repubbli- 
cana" en I programmi dei governi repubblicani, cit. pags. VII 
a XVI.
(328) Vease NICOLAS MUNIZ, J. op. cit. pags. 386 y 387.
(329) Este es el tipo de criticas que la doctrine italiana dirige -
contra la praxis actuel de los programas de gobierno en ese
pais. Vease por ejemplo ROMANO, A.A. op. cit. p. 219 y CAPOTO£
TI, P.A. op. cit. p. 96.
(330) Sobre la teoria del "mandate electoral" vease CROSSMAN, R.H.S. 
The myths of cabinet government (Harvard: The University Press, 
1^76), y para una critica de la misma, EPSTEIN, L.D., Political 
parties in Western democracies (London: Pall Mall Press, 1967, 
pags. 261-288%
(331) Ya la UCD acudiô a esta teoria para justificar la legitimidad 
del ingreso de Espaha en la OTAN, sin referendum previo, adu- 
ciendo que esta propuesta figuraba en el programa del partido.
(332) Vease GALIZIA, M. Studi sui rapporti... pags. 202-218.
(333) El Présidente de la Repûblica no aprueba en efecto el programa 
pero siempre ha solicitado al Consejo de la Revoluciôn que le 
manifieste su opiniôn sobre el mismo. Vease por ejemplo Diario 
de Noticias, 9-1-80.
(334) Las normas constitucionales relativas a esta cuestiôn son los 
arts. 137, 139, 277 y 278. Vease el comentario de las mismas 
en SALEMA, M., 0 direito de veto na Constituicao de 1976, cit.
(335) Vease tambiên sobre este punto lo dicho en la pag.
(336) Vease GALIZIA, M. Studi sui rapporti... cit. pags. 218 y 219.
(337) En este sentido, MIRANDA, J. "0 programa do Governo" en Estudos 
sobre a Constituicao, I, cit. pags. 301-306. No del todo con­
cordante era sin embargo la opiniôn de GOMES CANOTILHO y VITAL 
MOREIRA, op. cit.pag. 365.
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(338) La Constituciôn portuguesa establece la competencia del Conse 
jo de Ministros para aprobar el programa (art. 203,a), sin em 
bargo la italiana no lo hace asi, aunque esta disposiciôn pue 
de considerarse implicita.
(339) Vease NEGRI, G., "Il discorso programmatico dei Presidenti del 
Consiglio dei Ministri" cit. pags. XIV y XV; GALIZIA, M., Stu­
di... cit. pags. 427-432.
(340) DE OTTO, I., op. cit. pags. 151.
(341) GALIZIA, M. Studi... cit. pag. 417
(342) Vease el Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados de - 
los dias 30 de Marzo de 1979, 18 de Febrero de 1981 y 30 de No 
viembre de 1982.
(343) Sobre el surgimiento de esta praxis vease el Diario da Assembleia 
da Repûblica, n° 17 de 3 de Agosto de 1976.
(344) Vease en este sentido el comentario de ANDREOTTI, G., en Diari
1976-1979, gli anni délia solidarietâ (Milânr Rizzoli, 1981) 
pag. 26, donde sugiere suplir la repeticiôn del discurso, me­
diante la entrega a la otra Câmara de un ejemplar escrito del
mismo; es decir, la praxis actual.
(345) Vease el texto de esta resoluciôn en DI CIOLO, V., op. cit. - 
pag. 455.
(346) Vease el texto de esta resoluciôn en el Diario de Sesiones del
Congreso de los Diputados, n° 3 de 30 de Marzo de 1979; como -
muestra de las opiniones doctrinales a este respecto vease, por 
ejemplo, SANTAMARIA, J., "El debate de investidura" El Pais, 24 
de Marzo de 1979 y ESPIN, E. op. cit. pag. 186. Contraria, sin 
embargo, en este punto es la opiniôn de AGUIAR, L. op. cit., pag 
76 quien no estima necesario el debate previo, porque reduce la 
investidura a "un acto de voluntad" de la Câmara.
(347) Veanse las pags.
(348) El art. 157 del Reglamento del Senado exige que la moeiôn sea 
presentada, al menos, por ocho senadores.
(349) Vease GALIZIA, M. Studi... cit. p. 458, y el art. 198,4 del Re 
glamente de la Asamblea de la Repûblica.
(350) GALIZIA, M. Studi... cit. pags. 450-452.
(351) Vease poif ejemplo Atti Parlamentari délia Camera dei Deputati, 
Sesiôn dél 16-3-78, pag. 14552; y Atti Parlamentari del Senato 
délia Repubblica, Sesiôn del 17-4-80, pag. 6315.
(352) Por ejemplo, el texto de la moeiôn de confianza al Gobierno 
Moro I, el primero del centro-sinistra, aprobada por la Câmara 
de Diputados decîa: "La Câmara, oidaslas declaraciones del
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Gobierno, considerando que el Gobierno, por su composiciôn y 
su programa, responde a las exigencias de la situaciôn polî­
tica y es capaz de conducir al paîs, superando la difîcil co 
yuntura, hacia metas de amplio bienestar, de superaciôn de 
los desequilibrios y desigualdades sociales, de progreso en 
la libertad, de paz en la seguridad de la naciôn, las aprue­
ba y pasa al orden del dîa" Atti Parlamentari délia Camera 
dei Deputati, Sesiôn del 17-12-63, pag. 4332.
(353) La moeiôn de confianza al Gobierno Tambroni decîa: "La Cama 
ra, oidas las declaraciones del Présidente del Consejo, con 
siderando que el partido de la mayorîa relativa tiene el de 
ber de asegurar al paîs un Gobierno que afronte los proble- 
mas mâs urgentes de la administraciôn del Estado, y partie^ 
pe activamente en una polîtica de paz y de seguridad, asegu 
rando la presencia de Italia en las inminentes citas interna 
cionales, convencida de que taies tareas serân plenamente cum 
plidas por el Gobierno presidido por el honorable Tambroni, 
las aprueba y pasa al orden del dîa", Atti Parlamentari délia 
Camera dei Deputati, sesiôn del 8-4-60, pag. 13683; la moeiôn 
de confianza ax Gobierno Leone I, se referîa tambiên al com­
promise del Présidente "de afrontar, en la continuidad de la 
vida administrativa del Estado, los problemas mâs urgentes
e improrrogables", Atti Parlamentari délia Camera dei Deputa­
ti , sesiôn 11-7-63, pags. 335 y 336; la moeiôn de confianza 
al Gobierno Leone II, consideraba que el Présidente del Con­
sejo "con el compromise democrâtico suyo y de los otros mi­
nistros, de un lado consiente a las fuerzas polîticas un pe- 
rîodo de reflexiôn que pueda desembocar pronto en la consti­
tuciôn de un Gobierno de legislatura, y de otro garantiza 
al paîs un Gobierno que, en la plenitud de las prerrgativas 
constitucionales, sea capaz desde ahora de resolver -o de en 
cauzar hacia una soluciôn- en têrminos de libertad y de pro­
greso, algunos de los problemas mâs urgentes e improrroga­
bles..." Atti Parlamentari délia Camera dei Deputati, sesiôn 
del 11-7-68, pag. 401.
(354) GALIZIA, M . , Studi... cit. pags. 453-460.
(355) Diario da Assembleia da Repûblica , 1— Serie, n° 39, 13-2-78, 
pags. 1493-1496.
(356) Vease pag.
(357) LONGI, V. Elementi di diritto e procedura parlamentare (Milano 
Giuffrê, 1978), pag. 196.
(358) Para un anâlisis crîtico de la praxis seguida en la Câmara de 
Diputados, vease GALIZIA, M. Studi... cit. pags. 468-479.
(359) MANZELLA, A. op. cit. pags. 207-211; LONGI, V., op. cit.pag. 
196.
(360) A la misma conclusiôn, aunque con diferentes argumentos, llega
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LOPEZ GUERRA, L., "Las Cortes Générales" en ESTEBAN, J., y LO 
PEZ GUERRA, L. (directores) El Régimen Constitucional Espahol 
cit. pags. 125 y 126.
(361) Me refiero al art. 49 de la Constituciôn francesa de 1958.
(362) LUCENA, M. , 0 Estado de Revolucao. A Constituicao de 1976
(Lisboa: Sojornal, 1973) pag. 173.
(363) REBELO DA SOUSA, M. "0 sistema de governo portugues" cit. pag. 
587 y GOMES CANOTILHO y VITAL MOREIRA, op. cit. pag. 372, inter 
pretan esta precepto en el sentido de referirlo ûnicamente a 
las elecciones parlamentarias. Por el contrario MIRANDA, J.
A Constituicao de 1976, cit. pag. 430, y BOTTARI, C., op. cit. 
pag. 332 entienden que alude tanto a los resultados de las 
elecciones parlamentarias, como a los de las presidenciales.
(364) Sobre este debate y las correspondientes votaciones, vease Dia­
rio da Assembleia Constituinte , n° 129, 30 de Marzo de 1976,
pags. 4240 a 4252.
(365) Remito a las pags. para el tratamiento de estos con 
ceptos.
(366) Vease sobre este asunto SANTAOLALLA, F., op. cit.pag. 1010 y 
ESPIN, E. op. cit. pag. 184.
(367) Vease la pag.
CAPITULO SECUNDO: DIMENSlONES Y
MEDIDAS DE LA SUCESION GUBERNAMENTAL
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I.- PREMISAS METODOLOGICAS
Hasta ahora hemos tratado sobre el marco jurldico en el que se 
produce la sucesiôn de los Gobiernos. El presente capltulo, cambian 
do de metodologla, intentarâ medir las variables mâs relevantes de 
este proceso politico y realizarâ, en consecuencia, un diagnôstico 
de los casos estudiados.
Al emprender este trabajo emplrico se tropieza con la dificul­
tad de tener que examiner très casos asimétricos. En efecto, la ex- 
periencia sucesoria en las nuevas democracies ibêricas se reduce a 
pocos ahos (desde 1976 en Portugal y desde 1977 en Espaha), mientras 
que en Italie comienza en la postguerra. De résultés, comparer datos 
globales de los très palses tiene poco sentido.
Por ello parece necesario periodificar la experiencia italiana, 
para obtener casos mâs proporcionados con los dos restantes. Se han 
establecido a tel efecto, cuatro perlodos, cada uno de los cuales 
abarca varias legislatures mâs o menos homogéneas en cuanto a su sig, 
nificado politico
El primer perlodo se extiende de 1946 a 1953 y estâ caracteriza
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do por el liderazgo de De Gasperi (es el Présidente de todos los Go 
biernos) y por la coaliciôn centriste. Incluye tambiên los dos Go­
biernos de concentraciôn con los que se iniciô la legislatura cons- 
tituyente, porque aunque contrastan con la pauta general del pério­
de, no pueden intégrer otro distinto, dada su escasa duraciôn (los 
dos juntos no llegan a diez meses, es decir, menos que la mitad del 
mandate de la Asamblea Constituyente).
El segundo période, 1953-63, se significa precisamente por la 
faite de una fôrmula gubernamental definida. En efecto, la etapa post 
degasperiana conoce grandes dificultades sucesorias y registre, des­
de Gobiernos que intentan reformular la coaliciôn centriste (el neo- 
centrismo de Scelba y Segni I),hasta Gabinetes democristianos que 
se apoyan en los partidos de la derecha y finalmente, unos Gobiernos 
que inician una colaboraciôn limitada con los socialistes: la apertu­
re a sinistre.
El tercer période, que es tambiên el mâs largo, de 1963 a 1976 
vuelve a recuperar una fôrmula politica hegemônica: el centro-sinis­
tra. En efecto, la coaliciôn DC, PRI, PSDI, PSI es, en sus distintas 
modalidades, la que sostiene prâcticamente todos los Gobiernos del pe 
riodo. Por ello, y aunque en una etapa tan large como êsta, siempre 
cabe establecer subdivisiones relevantes, no hay inconvénients en - 
considérer estos trece ahos como constitutivos de un periodo global.
Por ûltimo, con la crisis del centro-sinistra a mediados de los 
70 se inicia el cuarto periodo, 1976-1981, que de nuevo vuelve a in- 
dividualizarse, como ocurriô con el segundo, por la dificultad de ha 
lier una fôrmula estable sustitutiva de la antes hegemônica. Asi, en
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estos ahos mâs recientes se han ensayado grandes coaliciones de so- 
lidaridad nacional (Andreotti III y IV), reediciones del centrisme 
y una nueva versiôn de la cooperaciÔn entre la DC, el PSI y los par 
tidos laicos. La novedad mâs visible que ha aportado esta ûltima ex 
periencia ha sido la atribuciôn de la Presidencia del Consejo a un 
lider no democristiano; Spadolini. Con este hecho tan simbôlico se 
concluye la serie de los procesos sucesorios aquî estudiados.
Esta periodificaciôn nos proporciona un total de seis casos con 
los que es posible estudiar diacrônicamente la experiencia sucesoria 
italiana y realizar tambiên comparaciones ûtiles con Espaha y Portu­
gal. El sentido de estas comparaciones a su vez se diversifica, por 
que cabe realizarlas con un criterio sincrônico (considerando la si 
tuaciôn reciente en los très paises) y se puede confronter tambiên 
los datos espaholes y portugueses con los de perlodos italianos an- 
teriores, y en particular con los del periodo inicial. Ello permite 
poner a la luz los problemas sucesorios especificos de la fase de - 
instauraciôn de estos regimenes.
Finalmente, para situar el estudio empirico de estas democra­
cies del Sur de Europe en una perspective comparada mâs rica, se han 
tomado tambiên las medidas de un sistema parlamentario muy distinto 
de los aqui considerados: una democracia estable y eficaz, como tie 
ne reputaciôn de serlo la Repûblica Federal de Alemania. A su vez 
se ha dividido la experiencia de ese rêgimen en dos periodos. El 
primero, de 1949 a 1965, corresponde a la etapa de Adenauer y a la 
coaliciôn democristiana-liberal. El segundo, de 1965 a 1976, abar­
ca la experiencia sucesoria desde la crisis de aquella coaliciôn -
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hasta la consolidaciôn de la pequeha coaliciôn SDP-FDP, pasando por 
el breve episodio de cooperaciÔn gubernamental entre socialdemôcra- 
tas y demôcrata cristianos.
No se describirâ detalladamente la sucesiôn gubernamental en 
la R.F.A. (los datos relativos a sus Gobiernos no se incluyen en - 
las tablas générales, sino en el Apéndice 1), pero se tendrân en - 
cuenta las medidas sintéticas de esos dos perlodos de la experien­
cia alemana, en las diferentes dimensiones del problema sucesorio, 
que a continuaciôn se analizarân.
Resultan asl un total de ocho casos que, si no son bastantes 
para alcanzar conclusiones générales sobre las democracias parlamen 
tarias, si posibilitan un anâlisis de la sucesiôn gubernamental en 
Italia, Portugal y Espaha con una perspectiva comparada interesante.
TABLA 1: "Los casos incluidos en la comparaciôn"
Caso Periodo Duraciôn Legislatures
Italia 1 1946-53 7 ahos C y I
Italia 2 1953-63 10 II y III
Italia 3 1963-76 13 IV, V y VI
Italia 4 1976-81 5 VII y VIII
Portugal 1976-81 5 I, II y III
Espaha 1977-81 4 C y I
Alemania 1 1949-65 16 I, II, III y IV
Alemania 2 1965-76 11 V, VI y VII
Una vez aclarado el problema de los casos de la comparaciôn hay
que tratar de otra cuestiôn metodolôgica previa: cômo contar los Go-
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biernos, esto es, las unidades bâsicas de cada uno de los casos y 
tambiên de este anâlisis.
Hasta ahora han sido varios los criterios propuestos. Russet
tuvo en cuenta los cambios del Primer Ministre, Blondel, seguido de
otros autores como Taylor y Herman, considéré los cambios del Pri-
(2)mer Ministre y la variaciôn de los partidos que apoya al Gobierno
Pero ha sido Hurwitz quién ha elaborado la régla mâs articulada, de
acuerdo con la cual hay que contar un cambio de Gobierno: a) cuando
se forma despuês de las elecciones, b) cuando cambia el Primer Mini£
tro, c) cuando cambia la composiciôn partidista del Gabinete, y
d) cuando entre dos elecciones dimite el Gobierno y se vuelve a for
(3)mar con el mismo Primer Ministre y composiciôn partidista .
Esta régla operacional es desde luego la mâs sensible porque - 
en base a los criterios a) y d) se registran casos que con anterio- 
res definiciones no hubieran sido necesariamente contemplados. En 
consecuencia, es la que utilizaremos en este estudio con una sola 
matizaciôn: cuando en el periodo inter-electoral no dimita el Go­
bierno, pero se produzca un reajuste ministerial, lo contaremos co­
mo un cambio de Gobierno, aunque no varie su composiciôn partidista, 
si détermina la sustituciôn de mâs de la mitad de los Ministros. E£ 
te quinto criterio, que anadimos a los cuatro de Hurwitz, es nece­
sario para descubrirlas sucesiones gubernamentales disfrazadas de 
simples reajustes.
Resultan asi siete Gobiernos en el primer periodo italiano (uno 
mâs de los que usualmente se cuentan porque la remodelaciôn que hizo
De Gasperi en Diciembre de 1947 variô la composiciôn partidista del
Gabinete y en consecuencia cumple el tercer criterio de Hurwitz) ,
(4)once en el segundo, quince en el tercero y seis en el cuarto
En Portugal ha habido, hasta 19 81, ocho Gobiernos. No se han 
tenido en cuenta los Gobiernos contemporâneos a la Asamblea Consti­
tuyente, porque a diferencia de lo que ocurriô en la experiencia 
italiana y espahola, aquellos Gobiernos no eran responsables ante 
erl Parlemente, en virtud de lo dispuesto en la 1— Plataforma de 
Acuerdo Constitucional. Por otro lado, la implicaciôn directe de 
las Fuerzas Armadas les daba perfiles singulares e incomparables. 
con los restantes Gobiernos aquî considerados.
En Espaha de acuerdo con los criterios citados,ha habido cuatro Go 
biernos. No se han considerado en efecto como cambios de Gobierno los 
reajustes ministeriales de Febrero de 1978 y de Mayo de 1980, por­
que ni variaron la composiciôn partidista del Gabinete ni interrum 
pieron la continuidad de la mitad de los Ministros. En cambio, la 
remodelaciôn de Septiembre de 1980 si ha sido considerada, porque 
acumulada a la del mes de Mayo, determinô una discontinuidad de mâs 
del 50%.
Por ûltimo en Alemania ha habido cinco Gobiernos en el primer 
periodo y otros cinco en el segundo, sin que ninguna remodelaciôn 
haya cumplido los requisitos exigidos para ser contada. Las obser­
vaciones se basan por tanto en una poblaciôn total de sesenta y un 
Gobiernos.
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II.- LAS MEDIDAS TEMPORALES DE LA SUCESION GUBERNAMENTAL
El tiempo es unelemento importante de todo proceso politico 
En el caso de la sucesiôn gubernamental hay dos medidas temporales 
especialmente significatives. En primer lugar, la frecuencia con que 
se repite la sucesiôn o, dicho de otro modo, el problema de la dura 
ciôn de los Gobiernos, cuestiôn que desde hace mucho reclama la aten 
ciôn de là opiniôn pûblica y de los estudiosos de los sistemas demo 
cfaticos^^^. Subyace a la preocupaciôn por este problema, la idea - 
de que ningûn Gobierno puede ser eficaz si no se mantiene en funcio 
nés un tiempo minimamente razonable.
Sin embargo, conviene precisar que "frecuencia de la sucesiôn" 
o "duraciôn del Gobierno" no son conceptos fdênticos al de estabili^ 
dad gubernamental. Un cambio de Gobierno no implica siempre inesta- 
bilidad, porque algunas sucesiones -como lo ha sehalado Hurwitz- ex 
presan el cumplimiento de una norma fundamental del rêgimen; como 
es el caso por ejemplo de los cambios de Gobierno despuês de las e- 
lecciones. Por otro lado, tambiên sehala este autor que hay sucesio 
nés que no traducen una inestabilidad de fondo: por ejemplo los cam­
bios de Gobierno derivados de la muerte accidentai del Primer Minis
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tro^^^. En definitiva, el problema de la inestabilidad gubernamen- 
tal no puede plantearse en abstracto, prescindiendo de los parâmetros 
funcionales del rêgimen y se refiere sobre todo a las causas poli- 
ticas que obstaculizan la duraciôn de los Gobiernos.
La segunda dimensiôn temporal que vamos a analizar es la dura 
ciôn de la crisis, es decir, el tiempo que media desde que cesa un 
Gobierno hasta que se forma el siguiente. Aunque este aspecto del 
proceso sucesorio ha sido menos estudiado, no cabe duda que consti- 
tuye una variable politica importante, porque la crisis no sôlo dé­
termina una limitaciôn de las competencies del Gobierno, derivada 
de su status cesante o dimisionario, sino que ademâs en ese perio­
do tiende a reducirse la eficacia decisioria de los gobernantes, su
( 8 )voluntad y su capacidad de dar respuesta a las demandas planteadas
Pasemos ya al examen de los casos, con las siguientes observa­
ciones générales. Como puede verse en la Tabla 2, la duraciôn es una 
variable que présenta grandes oscilaciones. El Gabinete italiano que 
mâs ha durado (alcanzando ademâs la cota mâxima para los très palses) 
fue el tercero de Aldo Moro (833 dlas), mientras que el mâs eflmero 
fue el primero de Andreotti (9 dlas) que, al igual que otros, no ob 
tuvo la confianza del Parlamento. En Portugal, el mâximo y el mlni- 
mo corresponden al Gobierno Soares I (503 dlas) y el de Nobre da 
Costa (17 dlas), cuyo programa fue rechazado por la Asamblea de la 
Repûblica. En Espaha por ahora, la oscilaciôn ha sido menor: entre 
los 630 y los 143 dlas de los Gobiernos Calvo Sotelo y Suârez IV, 
respectivamente. Hay que tener en cuenta sin embargo que, al ser 
aqul la investidura anterior al nombramiento del Gobierno, no es -
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probable que se presenter! Gabinetes de duraciôn tan breve como en 
los otros dos sistemas.
Por su parte, Calise y Manheimer han observado que los Gobier­
nos italianos de mâs duraciôn aparecen al final de cada legislatu 
(9 )ra . Interpretan este fenômeno como sîntoma de que cada legisla 
tura replantea los têrminos del problema sucesorio y obliga a rea 
lizar una serie de ensayos infructuosos que sôlo maduran en su eta 
pa final. Es curioso, sin embargo que esta tendencia no se verifi- 
que en el cuarto periodo italiano y, por ahora, tampoco en Portugal. 
Ello sugiere que las condiciones del problema sucesorio han sido en 
estos casos mâs dificiles de aprender y de contrôler por la élite . 
polîtica. Es pronto todavla para opinar por lo que se refiere a Es- 
pana.
En cambio una segunda observaciôn de Calise y Manheimer parece 
de alcance mâs general: ningûn Gobierno italiano (con excepciôn del 
cuarto de Andreotti) ha entrado en crisis en el intervalo que va - 
desde los 240 hasta los 340 dias posteriores a su f o r m a c i ô n . Su 
perados los ocho primeros meses, los Gobiernos ganan un "periodo de 
gracia" de 100 dias. Las experiencias portuguesa y espanola confir- 
man tambiên esta tendencia cuya explicaciôn, sin embargo, no es fâ- 
cil de encontrar.
Una posible interpretaciôn, en mi opiniôn, podria venir suger^ 
da por el anâlisis de las fechas del cese. El 87% de los Gobiernos 
italianos ha dimitido entre los meses de Enero y Julio. Mâs aûn, de 
los 23 Gobiernos que duraron menos que 240 dias, 18 cayeron en esos
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TABLA 2 : "Duraciôn de los Gobiernos y de las crisis"
Caso L. N® Gobierno Formaciôn Cese Duraciôn Crisii
C 1 De Gasperi II 13- 7-46 20- . 1-47 191 13
C 2 De Gasperi III 2- 2-47 13- 5-47 100 18
C 3 De Gasperi IV 31- 5-47 15- 12-47 198 -
C 4 De Gasperi V 15- 12-47 12- 5-48 149 11
I 5 De Gasperi VI 23- 5-48 12- 1-50 599 15
I 6 De Gasperi VII 27- 1-50 16— 7-51 535 10
I 7 De Gasperi VIII 26- 7-51 29- 6-53 704 17
II 8 De Gasperi IX 16- 7-53 28- 7-53 12 20
II 9 Pella 17- 8-53 5- 1-54 141 13
II 10 Fanfani I 18- 1-54 30- 1-54 12 11
II 11 Scelba 10- 2-54 22- 6-55 497 14
II 12 Segni t 6- 7-55 6— 5-57 670 13
II 13 Zoli 19- 5-57 19- 6-58 395 12
III 14 Fanfani II 1- 7-58 26- 1-59 209 20
III 15 Segni II 15- 2-59 24- 2-60 374 30
III 16 Tambroni 25- 3-60 19- 7-60 116 7
III 17 Fanfani III 26- 7-60 2- 2-62 556 19
III 18 Fanfani IV 21- 2-62 16— 5-63 449 36
IV 19 Leone I 21- 6-63 5- 11-63 137 29
IV 20 Moro I 4- 12-63 26- 6-64 205 26
IV 21 Moro II 22- 7-64 21- 1—66 548 33
IV 22 Moro III 23- 2-66 5- 6-68 833 19
V 23 Leone II 24- 6—68 19- 11-68 148 23
V 24 Rumor I 12- 12-68 5- 7-69 205 21
V 25 Rumor II 5- 8-69 7- 2-70 186 48
V 26 Rumor III 27- 3-70 6— 7-70 101 31
V 27 Colombo 6- 8-70 15- 1-72 572 33
V 28 Andreotti I 17- 2-72 26- 2-72 9 121
VI 29 Andreotti II 26- 6-72 12- 6-73 351 25
VI 30 Rumor IV 7- 7-73 2- 3-74 238 12





TABLA 2: "Duraciôn de los Gobiernos y de las crisis" (Cont.)






VI 32 Moro IV 23- 11-74 7— 1—76 410 36
VI 33 Moro V 12- 2-76 30— 4—76 78 90
VII 34 Andreotti III 29- 7-76 16— 1—78 536 55
VII 35 Andreotti IV 11- 3-78 31- 1-79 326 49
VII 36 Andreotti V 20- 3-79 31- 3-79 11 126
VIII 37 Cossiga I 4- 8-79 19- 3-80 227 16
VIII 38 Cossiga II 4- 4-80 28- 9-80 177 20
VIII 39 Forlani 18- 10-80 26- 5-81 220 33
I 1 Soares I 23- 7-76 8-12-77 503 53
I 2 Soares II 30- 1-78 27- 7-78 178 ' 33
I 3 Nobre da Costa 29- 8-78 15- 9-78 17 68
I 4 Mota Pinto 22- 11-78 7- 6-79 197 55
I 5 Pintasilgo 1- 8-79 27-12-79 148 7
II 6 Sâ Carneiro 3- 1-80 9-12-80 341 31
III 7 Pintô Balsemao I 9- 1-81 14- 8-81 217 21
III 8 Pinto Balsemao II 4- 9-81 19-12-82 471
c 1 Suârez II 4- 7-77 23- 3-79 627 13
I 2 Suârez III 5- 4-79 8- 9-80 522 -
I 3 Suârez IV 8- 9-80 29- 1-81 143 28
I 4 Calvo Sotelo 26— 2-81 18-11-82 630 14
FUENTES; Los datos de los Gobiernos italianos hasta Andreotti III (sa^ 
vo lo indicado en la nota 1 de la pâg. ) proceden de Ca­
lise, M. y Manheimer, R., op. cit. p. 49; los de los Gobiernos 
posteriores, de la Gazzetta Ufficiale délia Repubblica Italiana. 
Los datos sobre los Gobiernos portugueses se han tomado del Dia­
rio da Repûblica. Los datos de los Gobiernos espaholes, del Bo- 
ïetin Oficial del Estado.
NOTAS ;
l*T-Cuando el nombramiento del Jefe de Gobierno y de los Ministros 
ocurren en distintos dias, se ha tomado como fecha de la forma 
ciôn del Gobierno, la del nombramiento de los Ministros.
2.- La fecha del cese de los Gobiernos italianos es la del 
dîa que presentaron la dimisiôn. Para los Gobiernos por 
tugueses es la del correspondiente decreto del Presiden 
te de la Repûblica. En Espaha, a falta de dimisiôn for­
mai, hemos tomado como fecha de cese del Gobierno Suârez 
II la de la constituciôn interina del Congreso (sobre 
las razones de este criterio, vêase la pâg. de este 
trabajo); por otro lado, ante la imposibilidad de docu­
menter oficialmente el momento de la dimisiôn del Go­
bierno Suârez IV y de su aceptaçiôn por el Rey, hemos 
tomado como fecha de cese, en este caso, aquella en la 
que el Présidente del Gobierno hizo pûblica su dimisiôn.
3.- La duraciôn de los Gobiernos Calvo Sotelo y Pinto Balse­
mao II no ha sido tenida en cuenta para el câlculo de la 
frecuencia sucesoria. La fecha del cese de este ûltimo Go 
bierno es aquella en que presentô su dimisiôn.
siete primeros meses del aho y ninguno de los que duraron mâs de 240 
dîas cayô en los cinco ûltimos meses. El 31 de Julio parece, por tan­
to una fecha discriminante, transcurrida la cual, los Gobiernos tien- 
den a ver asegurada su posiciôn, hasta Enero. Puede interpretarse esta 
regularidad como resultado, en parte, de las vacaciones de verano (en 
toda la historia de la Repûblica sôlo un Gobierno ha caîdo en los me 
ses de Agosto y Septiembre) e imputarla en parte tambiên, a un forta 
lecimiento de los Gobiernos despuês de la presentaciôn de^los Presu-
puestos, que debe realizarse el 31 de J u l i o E s t a  explicaciôn,
(12)sin embargo, no parece valer para los casos espahol y portugués
En cuanto a la duraciôn de la crisis, sobresalen en Italia los 
Gobiernos Andreotti I (121 dîas), Moro V (90 dîas) y Andreotti V 
(126 dîas). Presidieron, en calidad de Gobiernos dimisionarios, las 
elecciones anticipadas de 1972, 1976 y 1979, respectivamente. En cam 
bio, en Portugal, la crisis mâs breve corresponde precisamente al Go­
bierno Pintasilgo (7 dîas) que tambiên presidiô las elecciones anti­
cipadas de 1979, pero lo hizo como Gobierno en plenitud de funciones 
y sôlo dimitiô despuês de su celebraciôn. Las crisis portuguesas mâs
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prolongadas han venido determinadas por el Parlamento: fueron las de 
los Gobiernos Soares I (que perdio una votaciôn de confianza) , Nobre 
da Costa (cuyo programa fue rechazado por la Asamblea), y Mota Pinto 
(que dimitiô antes de que se votara una moeiôn de censura cuya apro 
baciôn estaba garantizada).
De todas formas, estas observaciones puntuales sobre la duraciôn 
mâxima y minima de los Gobiernos y de las crisis, no bastan para ca- 
racterizar sintêticamente las medidas temporales de la sucesiôn gu- 
bernamental en los ocho casos aqui considerados. A tal efecto utili- 
zarë los siguientes instrumentes:
a) Un indice de frecuencia de la sucesiôn que résulta de divi- 
dir 1460 dias, esto es, cuatro ahos (que es la duraciôn tipica de un 
Parlamento) por la duraciôn media de los Gobiernos en cada uno de - 
los casos. Indice que nos indica cuantos Gobiernos hay, por têrmino 
medio cada cuatro ahos.
1460
F =  ------------------------------------------------------------------------------
duraciôn media de los Gobiernos
b) Por otro lado, como medida de la duraciôn de las crisis, va^ 
drâ el percentage de tiempo que en cada uno de los casos estâ ocupa- 
do por situaciones de crisis gubernamental, esto es, por Gobiernos 
dimisionarios o cesantes.
tiempo de crisis
TC =   X 100
tiempo total
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TABLA 3 : “Frecuencla de la sucesiôn y duraciôn de los tiempos de 
crisis”.
Caso F. T.C.
Italie 1 4,1 3,2
Italie 2 4,6 5,3
Italie 3 5,1 12,4
Italie 4 5,8 16,6
Portugal 6,4 14,3
Espaha 3,3 3
Alemania 1 lr2 1
Alemania 2 1,8 1,1
A la vista de la tabla anterior cabe concluir lo siguiente:
1) La sucesiôn gubernamental tiene en Alemania unas dimensiones tem 
porales radicalmente distintas que en los otros très sistemas, pese 
a que en la RFA la fecuencia sucesoria ha tendido a aumentar en el 
ûltimo periodo. Concretando algo mâs la comparaciôn, cabe senalar que 
el 64% de'los Gobiernos italianos ha durado menos de un aho y sÔlo el 
17% ha superado la marca de un aho y medio (que ûnicamente ha alcan 
zado un Gobierno espahol y ninguno el português); sin embargo, el 
80% de los Gobiernos alemanes se sitûa por encima de ese umbral y 40% 
de ellos han durado mâs de très ahos. En definitive, la idea de un 
"Gobierno de legislature" sôlo ha tenido vigencia, hasta ahora, en 
Alemania. 2) Se ha registrado en Italie un incremento constante de 
la frecuencia de la sucesiôn y de los tiempos de crisis: los Gobier 
nos, por término medio, cada vez duran menos y tardan mâs en formar 
se. Se ha llegado asî a la situaciôn patolôgica de que los Gobiernos 
dimisionarios han ocupado el 16,6% del tiempo transcurrido entre el
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29-7-76 y el 28-6-81. 3) Los datos portugueses reflejan unas pautas 
negatives similares a las del ûltimo periodo italiano. La instaura 
ciôn de la democracia portuguesa se estâ produciendo, por tanto, en 
condiciones de precariedad que limitan indudablemente la eficacia de 
cisoria del Gobierno. 4) En cambio, los indices espaholes se parecen 
a los relativamente mâs favorables del periodo italiano inicial.
No entraré ahora en el anâlisis de los factores que pueden con 
tribuir a explicar estas diferentes pautas de estabilidad guberna­
mental. Esto es materia del capitule tercero. Lo que interesa ahora 
es completar la "fotografia" de estos casos y ver si sus medidas, en 
otras dimensiones relevantes del proceso sucesorio, guardan relaciôn 
con las que aqui hemos observado.
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III.- LAS CARACTERISTICAS PROCESALES PE LA SUCESION
Se trata ahora de analizar las dos decisiones principales que 
delimitan la crisis de un Gobierno; su cese y el nombramiento del 
sucesor. ôCômo se produce el cese? dCuâles son sus causas? cCuâl es 
la relaciôn entre el cese y la formaciôn del siguiente Gobierno? E£ 
tas son las cuestiones de que se ocupan las siguiente pâginas.
A._ LAS CAUSAS DEL CESE DE LOS GOBIERNOS
Una simple ojeada a la Tabla 4 basta para comprobar la désignai 
frecuencia de las distintas causas del cese. Hay algunas que apare- 
cen a menudo, como la dimisiôn del Primer Ministre por retirada de 
un partido de la coaliciôn o por otros motives; mientras que otras - 
causas apenas tienen vigencia: un solo Gobierno ha caîdo por descon- 
finaza parlamentaria sobrevenida (Soares I) y tan solo dos reajustes 
ministeriales en périodes inter-electorales han supuesto una verdade 
ra sucesiôn (De Gasperi IV y Suârez III).
Pero mâs que estas observaciones générales interesa obtener me-
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didas sistêmicas de las causas del cese. A tal efecto se han reagru 
pado las diferentes clases en funciôn de su significado politico.
(a) Por un lado las que implican un conflicto institucional en 
tre el Gobierno y otro ôrgano: desconfianza parlamentaria inicial o 
sobrevenida, destituciôn por el Jefe del Estado y dimisiôn del Pri­
mer Ministre por una derrota parlamentaria. (b) Por otro, los proce 
dimientos caracteristicos de las crisis extraparlamentarias, es de- 
cir, la dimisiôn del Primer Ministre por ruptura de la coaliciôn o por 
por otros motives y los reajustes ministeriales en périodes inter- 
electorales. (c) Bien distinto es el caso de las dimisiones y reaju£ 
tes después de las elecciones, por cuanto suponen el cumplimiento 
de una exigencia funcional del rêgimen democrâtico. (d) Finalmente 
hay que considerar aparté las sucesiones debidas a la muerte del Pr^ 
mer Ministre.
Resultan por tanto cuatro grandes categories ; sucesiones conflie 
tivas, extraparlamentarias, electivas y fortuites. En las dos prime­
ras el cese del Gobierno estâ provocado por decisiones de las élites 
politicas, en la tercera, por el contrario, es consecuencia de las 
elecciones.
Conviens préciser algo mâs este extremo. De acuerdo con la défi 
niciôn anterior, electivas son solamente aquellas sucesiones debidas 
a unas elecciones pero no las que dan lugar a unas elecciones. La d^ 
ferencia es importante porque sôlo en el primer caso nos encontramos 
con ui cese post-electoral, mientras que en el segundo la causa del 
cese es otra. Por ejemplo, que el Gobierno no ha obtenido la confian 
za del Parlemente y entonces, en vez de repetir el procedimiento for
2 4 4
Tabla 4 ; "Las causas del cesQ de los Gobiernos
Caso N' Gobierno Causa del cese
Italia 1
Italia 2
1 De Gasperi II
2 De Gasperi III
3 De Gasperi IV
4 De Gasperi V
5 De Gasperi VI
6 De Gasperi VII
7 De Gasperi VIII





































































Tabla 4 : "Las causas del cese de los Gobiernos" (Cont.)
Caso N° Gobierno Causa de]
Italia 3 
(Coht. ) 32 Moro IV G
33 Moro V G
Italia 4 34 Andreotti III H
35 Andreotti IV G
36 Andreotti V A
37 Cossiga I H
38 Cossiga II F
39 Forlani H
Portugal 1 Soares I B
2 Soares II C
3 Nobre da Costa A
4 Mota Pinto F
5 Pintasilgo E
6 Sâ Carneiro D
7 Pinto Balsemao I H
Espaha 1 Suârez II E
2 Suârez III I
3 Suârez IV H
NOTA: Se ha utilizado la siguiente clasificaciôn:
Desconfianza parlamentaria inicial (A) sobrevenida (B) 
Destituciôn por el Jefe del Estado (C)
Muerte del Primer Ministro (D)
Dimisiôn del Primer Ministro
después de las elecciones (E) 
por una derrota parlamentaria (F) 
por ruptura de la coaliciôn (G) 
por otros motivos (H)
Reajuste ministerial: jdespuês de las elecciones (E)
jen el periodo interelectoral (I)
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mativo, se convocan elecciones anticipadas. Pero ésto no cambia la 
estructura de la crisis que séria, de acuerdo con la clasificaciôn 
anterior,una sucesiôn conflictiva.
Concretamente, esto es lo que ocurriô con las crisis de los 
Gabinetes Andreotti I y Andreotti V, que vienen en la Tabla 4 cata- 
logadas como casos de desconfianza parlamentaria inicial. También - 
diô lugar a unas elecciones anticipadas la dimisiôn del Gobierno Mo 
ro V en 1976, debida a que el PSI le retirô su apoyo, por lo que vie 
ne clasificada como dimisiôn del Primer Ministro por ruptura de la 
coaliciôn.
Sin embargo no hay que vincular la nociôn de sucesiôn elective 
a la de elecciones ordinaries. De hecho, la dimisiôn del Gobierno 
Pintasilgo después de las elecciones anticipadas de 1979 constituye 
un claro ejemplo de sucesiôn elective. En definitive, lo caracterls- 
tico de esta clase no es tanto que el nuevo Gobierno se forme después 
de las elecciones, como que el cese mismo sea post-electoral, que el 
Gobierno no haya caido antes de las elecciones.
Tabla 5: "Proporciôn de sucesiones conflictivas, extraparlamentarias 
y fortuitas*































Résulta asî évidente que la sucesiôn gubernamental en estos sis_ 
temas se ajusta a pautas formales muy diferentes. Unicamente en Ale­
mania y en realidad sôlo durante su primer periodo han sido prédomi­
nantes las sucesiones electivas. En el segundo perîodo aparecen ya 
sucesiones conflictivas y aumentan las extraparlamentarias, de modo 
que la mayor parte de los ceses son provocados por las élites poli­
ticas.
Pero conviene precisar que si en Italia han prevalecido amplia- 
mente las sucesiones extraparlamentarias, en Portugal, por el contra 
rio la mayor parte de las sucesiones han sido conflictivas.
El incremento de la proporciôn de sucesiones conflictivas en - 
Italia révéla,por ctra parte, que aumentan las dificultades de coope 
raciôn entre las élites politicas. Los datos espaholes, aunque no - 
son muy significativos dado el escaso nûmero de sucesiones, se ase- 
mejan de nuevo a los del periodo italiano inicial.
B.- LA RELACrON ENTRE EL CESE Y LA FORMACION DEL GQBIERNQ
Interesa tener en cuenta cômo estân situadas una respecte de la 
otra, las dos decisiones bâsicas de este proceso, esto es, el cese 
del Gobierno y el nombramiento de su sucesor. ^Existe o no un con- 
senso mayoritario sobre el sucesor antes de que cese el Gobierno?
En el primer caso, la sucesiôn estarâ predeterminada, en el segundo, 
estarâ abierta a varias posibles alternativas.
Consideramos necesario y suficiente el acuerdo sobre la fôrmula
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gubernamental. En otras palabras, una sucesiôn serâ catalogada como 
predeterminada, aunque en el momento del cese no exista acuerdo so­
bre quiên deba ser el nuevo Primer Ministro, con tal de que ya enton 
ces haya un consenso mayoritario acerca de la composiciôn partidista 
del futuro Gobierno. Salvo cuando el cese del Gobierno sea consecuen 
cia de las elecciones, ello presupone normalmente que los mismos ac 
tores que determinan el fin de un Gobierno sean los que pasan a apo 
yar a su sucesor.
Para hacer operativos estos conceptos de la manera mâs objetiva 
posible se ha elaborado una lista de indicadores que sirven como cr^ 
terior clasificadores de los cambios de Gobierno. Son los siguientes;
1°) Se considerarân predeterminadas las sucesiones cuando en el 
Parlamento exista un partido con mayorla absoluta de diputados.
En los restantes supuestos se clasificarân como sucesiones 
abiertas las que hayan cumplido uno o varios criterios de los que a
continuaciôn se exponen y que indican falta de consenso mayoritario
acerca de la sucesiôn:
2°) Que el Gobierno sucesor sea minoritario.
3°) Que la crisis supere la duraciôn media de las crisis guber
namentales del sistema en cuestiôn.
4°) Que durante la crisis el Jefe del Estado otorgue mâs de un 
encargo para formar Gobierno.
Ahora bien, porque se trata de indicadores incomplètes (no cu- 
bren todos los supuestos posibles) y ademâs de validez limitada, ha 
sido necesario confirmar la clasificaciôn acudiendo a la informaciôn
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histôrica sobre cada uno de los cambios de Gobierno. En consecuen­
cia, se ha procedido de la siguiente manera:
5°) Cuando no se verifican los cuatro indicadores, se ha rea- 
lizado la clasificaciôn atendiendo a las fuentes de historia poli- 
tica que en cada caso se citan.
6®) Aunque se verifique alguno de los cuatro indicadores se ha 
realizado la clasificaciôn en base las fuentes histôricas, si éstas 
no confirman la validez del indicador en cuestiôn.
Mediante la aplicaciôn de estos criterios se ha elaborado
la Tabla 6. No cabe pretender que la clasificaciôn que en ella figu 
ra sea perfecta, pero al menos su método es contrôlable. Ademâs, en 
base a los datos de esa tabla cabe establecer una medida sistêmica 
de predeterminaciôn sucesoria. Consiste en dividir el nûmero de suce
sicones predeterminadas por el Total de sucesiones:
P = n® de sucesiones predeterminadas 
n® Total de sucesiones
Una predeterminaciôn alta corresponde a sistemas donde la idea 
misma de "crisis gubernamental" résulta poco aplicable, porque lo 
que hay normalmente es la sustituciôn de un Gobierno por otro previa 
mente preparado. Tanto la sucesiôn monârquica como la sucesiôn en 
los regimenes presidenciales se caracteriza por obedecer a ese mode 
lo sucesorio. Sin embargo, en los regimenes parlamentarios ésto no 
es necesariamente asî. Aqui la predeterminaciôn no estâ constitucio 
nalmente garantizada y depende de que el electorado haya realizado 
una opciôn muy neta en favor de un partido o de una coaliciôn o, en 
su defecto, de que las élites politicas actûen en el proceso suceso
250
rio de manera muy responsable, esto es, sin derribar un Gobierno an 
tes de tener predispuesto su sucesor.
Tabla 6: "Relaciôn entre el cese y la formaciôn de los Gobiernos"




1 De Gasperi II 5 Abierta
2 De Gasperi III 2 y 4 Abierta
3 De Gasperi IV 5 Predeterminada
4 De Gasperi V 1 Predeterminada
5 De Gasperi VI 1 Predeterminada
6 De Gasperi VII 1 Predeterminada
7 De Gasperi VIII 2 Abierta
8 De Gasperi IX 4 Abierta
9 Pella 2 Abierta
10 Fanfani I 5 Abierta
11 Scelba 6 Predeterminada
12 Segni I 4 Abierta
13 Zoli 2 Abierta
14 Fanfani II 5 Abierta
15 Segni II 4 Abierta
16 Tambroni 5 Predeterminada
17 Fanfani III 6 Predeterminada
18 Fanfani IV 2,3 y 4 Abierta
19 Leone I 5 Predeterminada
20 Moro I 5 Predeterminada
21 Moro II 3 y 4 Abierta
22 Moro III 2 y 4 Abierta
23 Leone II 5 Predeterminada
24 Rumor I 4 Abierta
25 Rumor II 6 Predeterminada
26 Rumor III 4 Abierta
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Tabla 6; "Relaciôn entre el cese y la formaciôn de los Gobiernos" (Cont.)
Caso N° Gobierno cesante Criterio 'clasificador Sucesiôn
Italia, 3 
(cont.)
27 Colombo 2 y 4 Abierta
28 Andreotti I 3 Abierta
29 Andreotti II 5 Predeterminada
30 Rumor IV 5 Abierta
31 Rumor V 3 y 4 Abierta
32 Moro IV 2 y 3 Abierta
33 Moro V 2 y 3 Abierta
Italia, 4 34 Andreotti III 6 Predeterminada
35 Andreotti IV 2,3 y 4 Abierta
36 Andreotti V 2,3 y 4 Abierta
37 Cossiga I 5 Abierta
38 Cossiga II 5 Abierta
39 Forlani 3 y 4 Abierta
Portugal 1 Soares I 3 Abierta
2 Soares II 2 Abierta
3 Nobre da Costa 2 y 3 Abierta
4 Mota Pinto 2 y 3 Abierta
5 Pintasilgo 5 Predeterminada
6 Sâ Carneiro 5 Predeterminada
7 Pinto Balsemao 5 Predeterminada
Espaha 1 Suârez II 5 Abierta
2 Suârez III 5 Predeterminada
3 Suârez IV 5 Abierta
FUENTES:
La informaciôn histôrica utilizada en cada caso, para clasificar las su 
cesiones en funciôn de los criterios 5 y 6, figura en el Apêndice 2.
NOTAS :
1.- Se ha considerado Gobiernos Minoritarios (criterio 2) a los 
clasificados como taies en la Tabla 8.
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2.- La duraciôn media de las crisis (criterio 3) es en Italia 
de 30 dias, en Portugal de 38 dîas y en Espaha de 13.
torios.
3.- Los encargos (criterio 4) no incluyen los mandatos explora

















Como puede verse en la Tabla 7, el modelo sucesorio alemân difie 
re tambien en este sentido de los restantes casos aqui considerados. 
La sola excepciôn es el primer periodo italiano (y el caso espahol no 
le imita en este aspecto), que mostrô también una elevada predetermi­
naciôn en virtud de la mayoria parlamentaria que tuvo la DC durante 
la legislatura 1948-53. Por otro lado, los valores particularmente ba 
jos del 2® y sobre todo del 4® periodo reflejan la ausencia de una - 
coaliciôn bâsica y en conjunto, la tendencia decreciente de la pre­
determinaciôn en Italia constituye otro sintoma preocupante de la e- 
voluciôn de ese sistema. El indice relativamente alto de Portugal se 
debe a los procesos sucesorios habidos después de las elecciones de 
1979, en las que triunfô Alianza Democrâtica, porque durante la pri­
mera legislatura no hubo ni una sola sucesiôn predeterminada.
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IV.- LOS RESULTADOS DE LA SUCESION GUBERNAMENTAL
A.- LAS FORMULAS GUBERNAMENTALES
1.- Su tipologia
Cada proceso sucesorio en las democracias parlamentarias permr. 
te redéfinir la composiciôn polltica del Gobierno y de su mayoria, 
esto es, la fôrmula gubernamental, que consiste ante todo en una - 
combinaciôn de partidos p o l i t i c o s . El estudio de las fôrmulas 
es, por tanto, un aspecto central del anâlisis del proceso suceso­
rio.
Es inevitable comenzar este estudio con el problema clasificato
rio. îQué criterios utilizer? Hasta ahora han sido varios los propue£
yos. En un reciente trabajo Colliard ha realizado una clasificaciôn
atendiendo al nûmero de partidos que componen la fôrmula, a su posi-
ciôn en el Gobierno o en la mayoria, y al tamaho de la base parlamen
(14 )taria del Gobierno . Resultan asî nueve clases reagrupables en 
très families:
1) Gobierno homogêneo mayoritario
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2) Gobierno homogêneo casi mayoritario
3) " " con apoyo mayoritario
4) Gobierno de coaliciôn mayoritario
5) " " casi mayoritario
6) " " minoritario con apoyo mayoritario
7) Gobierno homogêneo minoritario
8) Gobierno de coaliciôn minoritario
9) Gobierno extraparlamentario.
Otra clasificaciôn reciente la ofrece A. Pappalardo quien tiene 
en cuenta dos variables principales: el sistema de partidos y las o- 
portunidades de cooperaciôn entre los partidos en la gestiôn del pro 
ceso decisorio/^^^. Segûn este autor, taies oportunidades serân mayo 
res: a) cuanto mâs numerosos sean los partidos que participan en el 
Gobierno; b) si el Gobierno es minoritario, porque en tal caso debe- 
râ buscar el apoyo de otras fuerzas politicas en el Parlamento y no 
habrâ una demarcaciôn estable entre los partidos del Gobierno y los 
de la oposiciôn; c) si hay poca distancia ideolôgica entre éstos y 
aquellos partidos; y d) si hay grandes probabilidades de alternancia 
porque entonces los vencedores de hoy difîcilmente aprovecharân su 
fuerza para humillar sistemâticamente a la minoria.
En consecuencia Pappalardo distingue siete tipos de Gobierno, 
caracteristicos de las democracias multipartidistas y las ordena se 
gûn una escala decreciente de oportunidades de cooperaciôn partidi£ 
ta, de la siguiente manera:
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1) Gobierno temporal de todos los partidos, basado por tanto 
en el 100% de los escahos, lo que en principle sôlo parece posible 
en los sistemas de pluralisme moderado,
2) Gobierno minoritario, homogêneo o de coaliciôn, en los sis 
temas de pluralisme moderado o polarizado.
3) Gobierno de coaliciôn mayoritaria susceptible de alternan­
cia, en los sistemas de pluralisme moderado donde todos los partidos 
tienen iguales posibilidades de entrar en una coaliciôn.
4) Gobierno de coaliciôn mayoritaria preferencial, propio de 
aquellos sistemas de pluralisme moderado en los que existe un parti­
do de oposiciôn con posiciones politicas marcadamente distantes de - 
los otros y con menos posibilidades de entrar en una coaliciôn.
5) Gobierno de coaliciôn mayoritaria casi prédominante, es de- 
cir las coaliciones centristas caracteristicas de los sistemas pola- 
rizados
6) Gobierno temporal de un solo partido mayoritario en los sis­
temas de pluralisme moderado o polarizado.
Todavia se puede ahadir alguna otra propuesta taxonômica, pro­
cédante de la teoria de las coaliciones. Por ejemplo, Dodd atendien 
do a la base parlamentaria del Gobierno y al nûmero de partidos que 
lo integran, distingue très tipos de Gobierno de coaliciôn: con sta 
tus ganador minimo (es decir Gobiernos mayoritarios que no contie- 
nen ningûn partido numêricamente superfluo), con status ganador su­
perior al minimo (es decir con partidos superfluos) y sin status ga
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nador^^^^. A su vez. De Swaan (y en parecidos têrminos Axelrod) d^
ferencian las coaliciones cerradas o conexas de las abiertas: las
primeras constan de partidos adyacentes en el eje derecha-izquierda
(17)y las segundas no
Todas estas clasificaciones ponen a la luz diferentes aspectos 
de las fôrmulas gubernamentales. Intentaré combinar algunas de sus 
aportaciones en una clasificaciôn construida en torno al criterio de 
la normalidad de las fôrmulas. No me refiero con ésto a la mayor o 
menor frecuencia con que aparecen unas u otras, sino a la medida en 
que se ajustan a ciertas normas o exigencias establecidas de antemano
ôCuâles son estas normas? La primera, por decirlo con palabras
de Jeam Blondel, es que en los sistemas compétitives los partidos po
llticos son los ûnicos actores con destine manifiesto a formar Go-
(18)bierno . En consecuencia, los Gobiernos de técnicos sin represen- 
taciôn partidista -esos que Colliard llama Gobiernos extraparlamenta 
rios- deben ser considerados completamente anormales.
La segunda norma se desprende del sistema de partidos. En este
sentido hay que tener en cuenta que se trata aqui de sistemas pola- 
( 19 )rizados . Esto es, que cubren un amplio espectro ideolôgico, de 
manera que los partidos que ocupan los polos extremos del continue 
estân considerablemente s e p a r a d o s . La percepciôn de esta distan 
cia ideolôgica no es desde luego igual en la base del sistema (en­
tre los electores) que en el vêrtice (entre las élites politicas), 
pero en todo caso un rasgo estructural résultante es que los parti­
dos tienen desiguales posibilidades de gobernar, no tanto por su di
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versa fuerza numérica, sino por la exclusiôn de algunos de ellos 
del ârea gubernamental normal en la que se elaboran las fôrmulas 
politicas.
En consecuencia, la segunda distinciôn relevante serâ entre 
aquellas fôrmulas que se ajustan a la pauta antes descrita y que 
constan solamente de partidos normales y las fôrmulas excepciona- 
les en las que tcunbién participan partidos antisistema.
La nociôn sartoriana de partido antisistema nodsbe ser desvia 
damente interpretada. Antisistema no es igual a fuera del sistema, 
de hecho los partidos antisistema a menudo detentan una influencia 
codeterminante en mcuhos aspectos de su funcionamiento. Tampoco son 
idénticos los târminos antisistema y anticonstitucional; en realidad 
no es raro que se trate de partidos que manifiestan su respeto hacia 
la Constituciôn. Menos aûn quiere decir revolucionario; es la estra- 
tegia electoral y no la insurreccional la que siguen tipicamente los 
partidos antisistema (por otro lado, algunos de ellos son obviamente 
reaccionarios).
En definitiva, atendiendo al nûcleo esencial del concepto de - 
Sartori (y no a alguna de sus ûltimas concreciones), se puede consi­
derar como antisistema a aquellas fuerzas politicas que encarnan una
ideologîa extraha a los valores bâsicos del orden politico-social en
(21)el que operan . Su presencia misma révéla una incompleta legiti- 
maciôn de dicho orden y su acciôn contribuye a mantener o a incre- 
mentar ese déficit de legitimidad. Por consiguiente, el concepto tie­
ne un alcance general y es aplicable no sôlo en regimenes democrâti-
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cos, sino también a veces en los autoritarios (Sartori invoca a pro
pôsito de este ûltimo la experiencia de Solidarnosc), pero cuando -
se trata de los primeros, no es posible equiparar "partido antitis-
tema" y "partido de oposiciôn", ni cabe considerar antisistema a to
dos los partidos que no han gobernado, sino solamente a aquellos que
han sido exprèsamente excluidos del ârea gubernamental por los parti
(22)dos que normalmente gobiernan
Desde luego que la categorîa concpetual asî definida no es fâci^ 
mente operacional. En mi opiniôn, hay que rechazar en todo caso cô- 
modos (pero abusivos) expedientes nominalistas como calificàr de an
tisistema a todos los partidos que llevan una determinada étiqueta;
(23)por ejemplo, comunista . Es cierto que algunos grupos o familias 
de partidos y concretamente los comunistas, han ocupado generalmente 
una posiciôn antisistema en las democracias occidentales, pero no ca 
be ignorar que mediante procesos de relegitimaciôn mâs o menos len- 
tos y contradictorios que suelen pasar por fases intermedias de sem^ 
aceptaciôn, algunos partidos inicialmente antisistema pueden alcan- 
zar su integraciôn positiva en el régimen. Ello exige, en ûltimo tér 
mino, su aceptaciôn de las caracteristicas definitorias de éste y a 
su vez la aceptaciôn de taies partidos por los restantes como fuer­
zas gubernamentales légitimas.
Sin embargo, a falta de tal relegitimaciôn, las fôrmulas guber- 
namentales que incluyan partidos antisistema, suscitando el consi­
guiente rechazo de la mayoria de los partidos que normalmente go­
biernan, 'deben ser consideradas desviantes. Con mâs precisiôn, me- 
recen esta calificaciôn las fôrmulas en las que los partidos anti-
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sistema ocupen una posiciôn condicionante, esto es, cuando de su 
concurso dependa que el Gobierno tenga o no status mayoritario.
En los restantes casos su participaciôn no résulta suficientemente 
caracterizadora porque lo relevante, en ultimo têrmino, no es quiên 
pertenezca al Gobierno o a su mayoria, sino quiên puede mandar en 
su politica.
Ademâs de estas primeras exigencias para la normalidad de las 
fôrmulas cabe senalar otras dos. Una es el principio de la mayoria, 
consustancial a los regimenes par1amentarios. En consecuencia sôlo 
los Gobiernos mayoritarios, ya sean homogêneos o de coaliciôn, pue­
den ser considerados plenamente normales, mientras que los minorita
rios, esto es, los que no cuentan con el respaldo de la mitad mâs
(24)uno de los diputados suponen una desviaciôn
Sin embargo, todas las coaliciones mayoritarias no tienen el - 
mismo significado y mâs concretamente no todas satisfacen en igual 
medida la ûltima exigencia de normalidad que consiste en la cohesiôn 
gubernamental.
Tal cohesiôn es impensable si la fôrmula tiene componentes de- 
masiado heterogêneos lo que probablement^ ocurrirâ siempre que la 
base parlamentaria del Gobierno sea exageradamente grande. En con­
secuencia sôlo consideraremos plenamente normales las coaliciones 
mayoritarias cuya base parlamentaria no exceda de un cierto limite 
que ciframos, a efectos operativos, en las dos terceras partes de 
los diputados. Mâs aûn, la cohesiôn gubernamental depende, cuando 
en la fôrmula hay varios partidos, de que estos tengan intereses y
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posiciones politicas vecinas, es decir, que sean adyacentes en el 
eje derecha-izquierda. En otras palabras, sôlo serin completamente 
normales las coaliciones mayoritarias que Axelrod y De Swaan deno- 
minan conexas o cerradas, siempre que ademâs su base parlamentaria 
no sea excesivamente amplia, segûn el criterio antes expuesto.
Por ûltimo hay que precisar que, al igual que Colliard y De 
Swaan, consideramos miembros de la fôrmula tanto a los partidos pré­
sentes en el Gobierno como a los partidos que de manera estable le
prestan apoyo parlamentario y concretamente los que le respaldan en
( 25 )la votaciôn formai posterior a su formaciôn . Ello no supone ig- 
norara el distinto alcance de estas dos modalidades de participa­
ciôn en la fôrmula, sino reconocer que ambas son relevantes y también 
normales.
Résulta, en definitiva, un nûcleo central de fôrmulas normales 
integrado por los Gobiernos homogêneos mayoritarios (PI) y las coa­
liciones conexas mayoritarias (CC).
Cuando los procesos sucesorios no conduzcan a taies fôrmulas, 
sus resultados deben ser considerados desviantes. Lo serân, en pri^ 
mer têrmino si la base parlamentaria del Gobierno es demasiado pe- 
queha, Gobiernos Minoritarios (Mi), o si es excesivamente amplia. 
Grandes coaliciones (GC). Pero resultarân igualmente desviantes las 
coaliciones mayoritarias si estân integradas por partidos no conti- 
guos en el eje derecha-izquierda, Coaliciones abiertas (CA) . La des^ 
viaciôn serâ mâxima en los supuestos de Gobiernos Técnicos (Tec.) 
y de las coaliciones con partidos antisistema (CPAS).
2GÎ
En resumen, siete tipos bâsicos de fôrmulas gubernamentales que 
se ajustan en distinta medida a las exigencias funcionales del sis­
tema de partidos y del rêgimen parlamentario y que por tanto repre- 
sentan resultados del proceso sucesorio con diferente grado de nor­
malidad, como se expresa en la figura 1.







2.- Estudio de los casos
a) Conforme a la tipologia anterior se han clasificado, en la 
Tabla 8, los Gobiernos objeto de este estudio. Para determinar el ta 
maho de su base parlamentaria y los partidos que la componen se han 
tenido en cuenta las votaciones de confianza y de investidura en los 
casos italianoy espahol y , en el português, la votaciôn de las mocio 
nés de rechazo del programa gubernamental.
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mayoritarios, excepto en el cuarto perîodo italiano (donde s61o hubo 
dos sobre un total de seis) y en Portugal (donde la mitad de los Go- 
biernos no ha alcanzado status mayoritario). Aparecen también Gob1er 
nos minoritarios en todos los casos, pero los Gobiernos con bases 
parlamentarias sobreexcedentes, es decir, las grandes coaliciones s6 
lo se han presentado en el primero y en el ûltimo perîodo de la expe 
riencia italiana.
Hay que senalar que, hasta el actual Gobierno espanol del PSOE, 
no ha habido enestos très paîses ningûn Gobierno mayoritario de un 
solo partido. Aunque la DC tuvo la mayorîa absoluta en la Câmara y 
en el Senado durante la primera legislatura. De Gasperi se negô (no 
obstante las presiones de la Iglesia) a gobernar en solitario y man 
tuvo en su VI, VII y VIII Gobiernos la coaliciôn centrista con la 
que habîa triunfado en las elecciones.
Los Gobiernos de un solo partido o fueron minoritarios o conta 
ron con el apoyo externo de otros partidos. Esta modalidad ha veni- 
do siendo, hasta ahora, la mâs frecuente en Espaha, pero no en Por­
tugal donde el PSP a diferencia de la ÜCD no encontrô partners dis 
puestos a darle un apoyo externo sin contrapartidas ministeriales.
En el caso italiano los Gobiernos monocolor (minoritarios o con el 
apoyo mayoritario de otros partidos) han sido bastante numerosos; 
quince en total. Segûn Pasquino estos Gobiernos suelen aparecer en 
algunas situaciones tîpicas; despuês de las elecciones para permi- 
tir el enfriamiento de las tensiones interpartidistas (Leone I y II); 
antes de las elecciones si algûn partido de la coaliciôn desea con- 
currir a ellas desde fuera del Gobierno (fue una situaciôn semejante
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la que llevô a la formaciôn del Gabinete Moro V); o bien trâs una 
crisis importante (como el Gobierno Pella, nombrado despuês que la 
Câmara negô su confianza al ûltimo Gabinete de De Gasperi); o para 
iniciar una nueva fase polîtica (por ejemplo el Gobierno Fanfani 
III)
b) Para determinar cuales son las coaliciones abiertas y cerra 
das, los trcüDajos sobre esta materia asumen y los estudios sobre la 
autocolocaciôn de los electores confirman, que los partidos italianos
pueden ordenarse de izquierda a derecha de la siguiente manera: PCI,
1 2 1 )
PSI, PSDI, PRI, DC, PLI, Mon, y MSI . En Espana esta ordenaciôn,
tal y como viene percibida por el electorado es; PCE, PSOE, PNV, CDC,
ÜCD, AP, teniendo probablemente el PSA una posiciôn intermedia entre
(28)el PSOE y ÜCD, es decir, como los otros dos partidos régionales
En Portugal, la disposiciôn espacial, conforme al mismo criterio, es
(29)
ÜDP, PCP, PSP, PSD y CDS^ .
En consecuencia résulta que no ha habido ninguna coaliciôn abier 
ta en Espaha, pero si en Italia (por ejemplo el Gobierno Cossiga II 
que no incluia al PSDI) y también en Portugal: el Gobierno Soares II 
que dejaba fuera al PSD. Por cierto que estos y los restantes casos 
de coaliciôn abierta han resultado ser Gobiernos de escasisima du- 
raciôn, como las teorîas de Axelrod y de Swaan ya lo preveian.
c) Ahora bien, las coaliciones pueden resultar desviantes no sô 
lo por ser abiertas, sino por incluir, como antes se dijo, partidos 
antisistema.
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En este sentido no parece que tal calificaciôn sea aplicable 
al PCI durante la legislatura constituyente o al menos durante la 
primera parte de aquella. Hay una buena razôn para ello: el sistema 
no estaba aûn configurado, su instauraciôn no se habîa completado 
al faltar las principales decisiones fundacionales: la aprobaciôn 
de la Constituciôn y la definiciôn de la posiciôn internacional de 
I t a l i a En consecuencia, los dos primeros Gobiernos de aquella 
legislatura se inscriben todavîa en realidad dentro del régimen tran 
sitorio que se inaugurô cuando en Abril de 1944, los partidos del Co 
mité de Liberaciôn Nacional, incluido el comunista, entraron a for- 
mar parte del Gobierno Badoglio. Considerar que la proclamaciôn de 
la Repûblica en Junio de 1946 habîa liquidado por completo el rêgi- 
men transitorio, cuando todavîa la Repûblica misma .carecîa de cual- 
quier organizaciôn, serîa una distorsiôn compléta de los hechos.
Prueba de ello es que los partidos estimaron indispensable pro­
longer la fôrmula gubernamental tîpica del Gobierno provisional, es- 
to es, la coaliciôn de todos ellos. En este sentido es muy signifi­
cative que cuando De Gasperi en Enero de 1947, tras la crisis de su 
segundo Gabinete, intentô former otro con la exclusiôn de comunistas 
y socialistes, los pequehos partidos centristes se negaron a secun- 
darle y le aconsejaron que mantuviera la cooperaciôn gubernamen­
tal con la izquierda, como en efecto lo hizo en su tercer Gobierno
Por esta razôn ni aquêl Gobierno ni el precedente han sido cia 
sificados como coaliciones con partidos antisistema. En realidad el 
De Gasperi II, de acuerdo con los principios arriba expuestos, no en 
trarîa en ningûn caso dentro de esa catégorie porque no precisaba el
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apoyo comunista para alcanzar la mayorîa absoluta. En consecuencia 
el perfil de aquel Gobierno viene descrito adecuadamente en tërmi- 
nos de gran coaliciôn porque contaba con el respaldo del 69% de los 
diputados.
El caso del De Gasperi III es distinto, porque su mayorîa des­
puês de la escisiôn del partido socialiste era mucho menor (no alcan 
zaba los dos tercios) y los votos comunistas resultaban condicionan- 
tes. Sin embargo, si se rechaza como antes lo hemos hecho, el califi- 
cativo de antisistema para el PCI en la etapa preconstitucional, que 
de como caracterîstica mâs relevante de aquel Gobierno la de ser una 
coaliciôn abierta. Esto es, un acuerdo de la DC con los partidos de 
izquierda sin elconcurso de las fuerzas intermedias; socialdemôcra- 
tas y republicanos; lo que ya era indicative de las dificultades de 
cooperaciôn de las fuerzas moderadas con el PCI y constituîa un mal 
augurio para la duraciôn de ese Gobierno.
La evoluciôn posterior de la polîtica italiana muestra un proce
SO de radical deslegitimaciôn del PCI. Su expulsiôn del Gobierno en
Mayode 1947, la formaciôn de la coaliciôn centrista y el triunfo arro
llador de êsta en las elecciones de Abril de 1948 (que fueron dispu-
tadas en un clima de guerra frîa y de contraposiciôn frontal entte
la DC y el PCI), supusieron en efecto el establecimiento de una "con
vetio ad excludendum" que vino a marginar a uno de los actores nor-
( 32 )maies de la transiciôn
En este sentido la experiencia espahola es histôricamente dis­
tinta porque el PCE no llegô a ingresar en el ârea gubernamental.
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En efecto, aunque el Partido Comunista avanzô desde luego en su coo 
peraciôn con las otras fuerzas polîticas en los momentos iniciales 
del proceso democrâtico, es decir, durante los ahos 1977 y 1978, lo 
cierto es que no logrô convertirse en un actor gubernamental de la 
transiciôn. La firma de los Pactos de la Moncloa fue su mayor aprox^ 
maciôn a esa meta. Tras la aprobaciôn de la Constituciôn, su crisis 
interna y la consolidaciôn del PSOE como opciôn electoral y guberna 
mental de la izquierda, parecen reducir ulteriormente sus posibili- 
dades de gobernar.
El contraste es todavîa mayor en el caso portugués, porque a di
ferencia de sus homôlogos italianos y espaholes, los comunistas lu-
sos no se hicieron promotores de una polîtica de solidaridad demo-
crâtica durante la transiciôn, sino que impulsaron especialmente en
la primavera y en el verano de 1975, un proyecto: pseudo-revoluciona
rio de monopolio del poder en uniôn del ala radical del MFA. En esas
condiciones, la permanencia del PCP en el Gobierno Provisional i n d u
SO cuando aquel proyecto habîa perdido cualquier posibilidad de impo
nerse, al fracasar la sublevaciôn de los sectores izquierdistas de
las Fuerzas Armadas en Noviembre de 1975, debe imputarse sobre todo
a la voluntad de los socialistes de evitar un giro demasiado brus-
( 33 )
CO del proceso portugués hacia la derecha . Motivaciôn puramente 
tâctica que no impidiô que surgiera entre el PCP y los restantes - 
partidos una brecha de recelo y desconfianza difîcilmente salvable 
y que supone la exclusiôn de aquél como actor gubernamental.
Si volvemos ahora al caso italiano para evaluar la situaciôn 
contemporânea del PCI, salta a la vista lo mucho que ha cambiado su
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relaciôn con los partidos gubernamentales desde 1948. Ha habido, en 
efecto a lo largo de este perîodo persistentes procesos de relegi- 
timaciôn de las fuerzas polîticas de izquierda, protagonizados pri­
mera por el PSI y despuês por el PCI.
Como aliados de los comunistas en el Frente Popular de 1948 y 
mâs tarde mediante un pacto de unidad de acciôn que sôlo fue rescin 
dido en 1957, los socialistes habîan perdido en efecto toda posibi­
lidad de coaliciôn con los partidos a su derecha, pero gradualmente 
fueron recobrando su autonomie y cambiando de polîtica.
La presentaciôn de listas propias a las elecciones de 1953, la 
aprobaciôn en su Congreso de 1955 de una tesis favorable al diâlogo 
con los catôlicos; la condena en 1956 de la invasiôn de Hungrîa; la 
rupture en 1957 del pacto con el PCI; el trinfo neto de la corrien- 
te autonomiste de Nenni en el Congreso de 1959 y la aceptaciôn en 
el de 1961 de la permanencia de Italie en la NATO, son etapas impor 
tantes de proceso que llevô a la relegitimaciôn del PSI como parti­
do gubernamental. Proceso que desembocarîa en el apoyo externo de 
los socialistes al Gobierno Fanfani IV en 1962. Gobierno sôlo aparen 
temente minoritario porque contaba en efecto con la abstenciôn con- 
cordada de los diputados socialistes. Finalmente, un aho despuês, 
el PSI retornaba al Gobierno despuês de très lustros de exclusiôn.
Pero la relegitimaciôn del PSI no implicô inmediatamente la del 
PCI. Al contrario, el centro-sinistra se concibiô como una fôrmula 
rîgidamente delimitada, como una mayorîa autosuficiente y contrapues^ 
ta al PCI. Sin embargo, tanto la evoluciôn de las posiciones poli-
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ticas de este partido (por ejemplo, su condena de la invasiôn de 
Checoslovaquia, la rectificaciôn de su anterior valoraciôn negati 
va del Mercado Comûn con el envîo de diputados comunistas al Par- 
lamento europeo en 1969 y la polîtica del compromesso storico for- 
mulada por Berlinguer en 1973) asî como la creciente debilidad del 
centro-sinistra llevaron a constituir Gobiernos cada vez mâs rela- 
cionados con el PCI. Asî éste anunciô su "oposiciôn diverse" al Go­
bierno Rumor de 1973 y al ano siguiente, el cuarto Gobierno de Aldo 
Moro se declarô "abierto a una relaciôn dialéctica con el PCI", pre- 
parando asî el terreno para el apoyo comunista (en forma de absten­
ciôn) al Gabinete minoritario de Andreotti en 1976. Este proceso de
cooperaciôn culminô el mismo dîa del secuestro de Moro con el ingre-
(34)
SO del PCI en la mayorîa del Gobierno Andreotti IV
A estas alturas ya es mâs que dudoso que el PCI resultase un
partido antisistema, su polîtica al contrario fomentaba la légitima
ciôn del sistema en un momento de grave crisis, al tiempo que reafir
maba su vocaciôn de partido gubernamental. En esas condiciones pare
ce que el status algo incierto de semi-aceptaciôn (comparable al
que el PSI tenîa al final de los cincuenta) es el que mejor caracte
(35)riza la situaciôn del PCI de la ûltima fase . En todo caso, su 
posiciôn en la mayorîa del Gobierno Andreotti IV no era condicionan 
te en términos numéricos, porque aquel Gobierno contaba con un apoyo 
parlamentario amplîsimo: era una gran coaliciôn que iba de la DC al 
PCI y que suponîa el 86,5% de la Câmara.
Aquella experiencia se terminô por la retirada del PCI de la ma 
yorîa en Enero de 1979. Aunque los siguientes Gobiernos ya no han re
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construido la fôrmula de "solidaridad democrâtica" no cabe duda que 
los comunistas italianos, que fueron en su dîa objeto de una margi- 
naciôn mâs radical que la que soportan actualmente sus homôlogos i- 
béricos (no hay que olvidar que el PCI en la guerra frîa aparecîa 
como aliado de la gran potencia enemiga) se hallan hoy sin embargo 
mâs prôximos al ârea gubernamental que los espanoles y sobre todo 
que los portugueses.
Paradôjicamente las fuerzas de la extrema derecha del continue 
se encuentran mâs relegitimadas en Espaha y en Portugal. En efecto, 
en Italia el MSI sigue siendo claramente un partido antisistema que 
sôlo se aproximô al ârea gubernamental al final de los ahos cincuen­
ta. Entonces llegô a tener una posiciôn condicionante en la fôrmula 
de los Gobiernos Zoli y Tambroni. Sin embargo nunca fue realmente 
aceptado como un partner legîtimo. Zoli rechazô el voto de los dipu 
tados misinos y aunque Tambroni no lo hizo asî, ello provocô la di- 
misiôn de varios de sus Ministres. En ûltimo término, a la vista de 
la protesta de masas contra la polîtica gubernamental, la propia DC 
presionô para que dimitiera aquél Gobierno y para sustituirlo por 
otro de "convergencia democrâtica" de los partidos pro-sistema.
No hay en Portugal un équivalente parlamentario del MSI. El par 
tido mâs a la derecha, el CDS, que recoge a los sectores mâs ident^ 
ficados con el antiguo régimen, tiene sin embargo una ideologîa aie 
jada de los postulados del fascisme. Se trata de un partido demôcra 
ta cristiano que pertenece a la correspondiente Internacional. No 
obstante es indudable que este partido se encontraba con serios pro 
blemas de legitimidad en la nueva Repûblica. De hecho habîa sido e^
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cluido de todos los Gobiernos provisionales y ademâs habîa votado 
contra la Constituciôn. En esas circunstancias supo aprovechar sin 
embargo la débil situaciôn parlamentaria del PSP para lograr en 
1978 un acuerdo de Gobierno con ese partido que supuso vitualmen- 
te su relegitimaciôn. En consecuencia, los Gobiernos posteriores de 
la alianza CDS-PSD-PPM también han sido catalogados como fôrmulas 
normales, porque aunque esta coaliciôn propugnaba una revisiôn de 
la Constituciôn mediante referendum (lo que era inconstitucional), 
condicionaba tal proyecto a una victoria en las elecciones legisla 
tivas y presidenciales de 1980, y al fallar este segundo supuesto, 
abandonô su plan inicial.
En Espaha (dejando aparté a Fuerza Nueva por su escasa implan- 
taciôn electoral), el caso de Alianza Popular es también el de un 
partido con problemas de legitimaciôn aunque sus posibilidades de 
integrarse en el ârea gubernamental son ciertamente mayores que las 
del MSI. De hecho votô a favor de la investidura de Suârez en 1979 
y de Calvo Sotelo en 1981, aunque su voto sôlo fue condicionante en 
la primera ocasiôn. Sin embargo nadie cuestionô entonces la legiti­
midad de aquel apoyo y por tanto hemos considerado que se trataba 
de una fôrmula normal. No obstante hay que tener en cuenta que en 
ninguna de aquellas ocasiones mediô un acuerdo previo entre UCD y 
AP (Fraga definiô su voto a Suârez en 1979 como incondicional). Por 
otro lado, aunque a partir de 1981 la imâgen de AP indudablemente 
ha cambiado y ha perdido muchas de las connotaciones antisistema que 
previamente tenîa, hay razones para pensar que tal cambio no ha eli- 
minado todavîa todo el "lastre" anterior, y algunas manifestaciones 
del mâximo dirigente aliancista contribuyen seguramente a la persis^
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tencia de esta a m b i g ü e d a d .
Finalmente, el sistema espanol incluye también el caso rela- 
tivamente raro de un partido centrista aiejado del ârea gubernamen 
tal. Se trata del PNV que ocupa una posiciôn adyacente a UCD en el 
eje derecha-izquierda y que sin embargo es el dnico de los partidos 
régionales moderados que no ha dado su voto a ninguno de los Gobier 
nos hasta ahora formados. Aunque el PNV no es un partido antisiste­
ma como Herri Batasuna, no hay duda que algunas de sus posiciones 
polîticas (como el abandono de las Cortes entre Enero y Septiembre 
de 1980 o su ambigüedad sobre la cuestiôn de la unidad espahola) 
tienen un significado deslegitimizante que impiden considerarlo co­
mo un partido claramente pro-sistema.Se trata de nuevo de un caso de 
semi-aceptaciôn.
En ûltimo término, estos problemas de legitimaciôn de algunos 
partidos importantes indican que la propia legitimaciôn de los reg^ 
menes considerados estâ en proceso, aunque los très sistemas no se 
hallan en la misma fase de ese proceso. Como lo expresa muy grâfica 
mente Di Palma, "la obsesiôn continua y omniprésente por las alian- 
zas y las delimitaciones, por las "aperturas" y por los "cierres"
-la apasionada preocupaciôn no sôlo por quién gobernarâ sino por 
quién tenga derecho y deba hacerlo- responds a que nuestra ârea es­
tâ ocupada de varias maneras en fundar, restaurar o renovar radical^ 
mente sus regîmenes compétitives. Porque inmediatamente detrâs de 
estos regîmenes existe una prolongada experiencia autoritaria o una 
insôlita crisis de los partidos guberneimentales, se comprends que 
lo que estâ en cuestiôn es nada menos que su legitimaciôn o relegi-
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t i m a c i ô n " ,
La sucesiôn gubernamental constituye por tanto, en estos ca­
sos, un momento crucial del proceso de legitimaciôn del régimen.
En este sentido, la constataciôn de que los partidos antisistema sô 
lo han tenido una posiciôn condicionante en dos fôrmulas guberna­
mentales (los Gobiernos Zoli y Tambroni) no puede hacer olvidar que 
algunas de las fôrmulas que hemos considerado normales, contribuye 
ron también, sin embargo, a aumentar la polarizaciôn del sistema, a 
incrementar la distancia entre sus miembros y a reducir las oportu- 
nidades de cooperaciôn interpartidista. Mâs tarde volveremos sobre 
este tema.
3.- El indice de normalidad de las fôrmulas
Busquemos ahora una medida sintética de la normalidad de las
fôrmulas de cada uno de los casos de esta comparaciôn. A tal fin, s^
guiendo una técnica similar a la que Hurwitz emplea para elaborar
su Indice de estabilidad gubernamental, se ha atribuido una puntua-
ciôn a cada uno de los tipos de fôrmula gubernamental, antes indiv^
{38 'dualizados en funciôn de su normalidad o desviaciôn ‘ ,
A los Gobiernos homcgéneos mayoritarios (PI) y a las Coalicio 
nés conexas mayoritarias (CC) les corresponderâ la puntuaciôn mâx^ 
ma, es decir, un punto, por ser las fôrmulas normales por excelen- 
cia.
Los Gobiernos minoritarios (Mi), las Coaliciones abiertas mayo__
277
ritarias (CA) y las Grandes coaliciones (GC) son fôrmulas desvian­
tes respecto del nûcleo de normalidad anterior, sin embargo tampo- 
co representan resultados completamente anormales del proceso suce 
sorio. Se les asignarâ por tanto medio punto a cada uno.
Los Gobiernos Técnicos (Tec) y las Coaliciones con partidos 
antisistema (CPAS) son por el contrario fôrmulas absolutamente des^ 
viantes. Se les darâ por tanto la puntuaciôn cero.
El indice resultarâ de dividir el total de puntos de normalidad 
por el nûmero de Gobiernos;
N = n° Total de puntos de normalidad ^ 
n° de Gobiernos
Este indice représenta sintêticamente en que medida se han te 
nido en cuenta en la formaciôn de los Gobiernos las exigencias fun 
cionales bâsicas del sistema de partidos y del régimen parlamenta­
rio. Cuanto mâs se acerque su valor a 100, mayor serâ la normalidad. 
Por el contrario, los valores inferiores a 75 corresponden a una 
normalidad negativa, porque implican que ha habido mâs fôrmulas re- 
lativamentedssviantes (Mi,GC, y CA) que fôrmulas normales (PI y CC)? 
o que ha habido igual nûmero de estas que de fôrmulas absolutamente 
desviantes (Tec y CPAS); o ambas cosas a la vez.
Por otro lado, este indice es también relevante desde el punto 
de vista de la eficacia decisoria de los Gobiernos. No se trata de 
un indicador de eficacia, indicador que sôlo podria hacerse sobre 
la base de medir alaunas decisiones fundamentales de los Gobiernos
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y sus consecuencias, es decir, sus outputs y sus outcomes, lo que 
excede del objeto de este trabajo.
Sin embargo, no cabe duda que los resultados de la sucesiôn gu 
bernamental (y no sôlo los relativos a la fôrmula de Gobierno) pue 
den favorecer mâs o menos la eficacia decisoria y deben ser consi­
derados, por tanto, como precondiciones de la misma. En este sent^ 
do hay que tener en cuenta, como lo hace Pappalardo, que cada tipo
de fôrmula implica diversas exigencias de cooperaciôn interpartidis_
(39)ta para un funcionamiento
En efecto, la actividad gubernamental de las grandes coalicio 
nés y de las coaliciones abiertas requiere énormes esfuerzos de coo 
peraciôn, dada la heterogeneidad de sus componentes. Por su parte, 
los Gobiernos minoritarios necesitan la cooperaciôn de partidos ex- 
ternos a la fôrmula, sin cuyo apoyo no podrian dirigir los trabajos 
del Parlemente; se trata, por tanto de una cooperaciôn constantemen 
te negociada y en ese sentido mâs problemâtica, aunque desde luego 
no imposible de obtener. En todo caso, taies dificultades resultan 
mâximas para un Gobierno de técnicos apartidistas, como lo prueba 
hasta la saciedad la experiencia portuguesa. Finalmente, la i n d u  
siôn de partidos antisistema en la fôrmula tiende a ahadir otro ob£ 
tâculo a la cooperaciôn interpartidista, no sôlo en el Gbbierno, s^ 
no probablemente también en el Parlemente y sobre todo en el pais. 
En principle, por tanto, la eficacia decisoria sôlo viene favore- 
cida por los Gobiernos homogéneos mayoritarios y las coaliciones co 
nexas mayoritarias.
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Tabla 9: "Indice de normalidad de las fôrmulas"
Italia 1: 78,5 Portugal; 50,0
Italia 2: 59,0 Espana; 87,5
Italia 3; 83,3 Alemania 1; 100,0
Italia 4; 58,3 Alemania 2: 90,0
Si considérâmes ahora los valores de la Tabla 9, destaca en 
primer lugar la elevada normalidad de las fôrmulas alemanas y tam 
bién de las italianas del primer y tercer périodes (que correspon 
den a la coaliciôn centrista y al centro-sinistra, respectivamente). 
Otro tanto puede decirse, hasta el présente, del caso espanol. Por 
el contrario, el segundo y el ûltimo périodes italianos (en los que 
faltaba una coaliciôn bâsica) y sobre todo la experiencia portugue­
sa no han alcanzado el umbral de la normalidad positiva; la sucesiôn 
gubernamental ha tenido en estos casos resultados marcadamente des­
viantes y en principio desfavorables para la eficacia decisoria del 
Gobierno. Sin embargo antes de emitir un diagnôstico conviene tener 
en cuenta otras consecuencias de la sucesiôn y, en primer término, 
su impacto sobre el tamaho del Gobierno.
B , -  EL TAMANO y l a  COMPOSICION DEL GOBIERNO
La sucesiôn gubernamental no se refiere tan sôlo a los Minis^ 
tros sino también a los titulares de algunos cargos inmediatcunente 
subalternos de aquellos, cuya renovaciôn como se viô en el Capitu­
le Primero se ajusta a las mismas o parecidas pautas polîticas
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(distribuciôn de los puestos en el acuerdo de coaliciôn y duraciôn 
del cargo vinculada a la del Gobierno) ^•
En este sentido debenser considerados miembros del Gobierno 
-cualquiera que sea la definiciôn constitucional de este ôrgano- 
los Subsecretarios de Estado italianos; los Secretarios de Estado 
y los Subsecretarios espanoles y los Secretarios y Subsecretarios 
de Estado portugueses. Todos estos, junto con los cargos principa­
les, esto es. Presidents, Vicepresidentes y Ministres, determinan 
el tamaho de la instituciôn gubernamental.
Como se advierte fâcilmente, con una simple ojeada a la Tabla 
10, el tamaho del Gobierno es una variable dependiente de la suce­
siôn gubernamental. De hecho, en Italia, sus valores oscilan cons_i 
derablemente (desde 24 miembros en De Gasperi IV a 87 en Rumor IV). 
Lôgicamente en las breves experiencias portuguesas y espahola, la 
variaciôn ha sido menor: de 63 miembros en Soares I a 46 en Nobre 
da Costa; y de 51 en Suârez III a 47 en Calvo Sotelo.
La evoluciôn del tamaho de los Gobiernos en cada uno de los pe 
riodos italianos es netamente expansiva. El ûltimo de cada période, 
tiene siempre mâs miembros que el primero (a diferencia, por cier­
to de lo que Gcurre en Espaha y Portugal). Mâs aûn, como la base de 
partida es cada vez mâs elevada résulta una tendencia expansiva pa 
ra el conjunto de la experiencia italiana, como se aprecia por otro 
lado claramente en la Tabla 11.
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Tabla 10; "Tamaho de los Gobiernos"
Caso N° Gobierno Miembros % de Ministres
1 De Gasperi II 44 50 0
2 De Gasperi III 40 40 0
3 De Gasperi IV 24 70 8
4 De Gasperi V 37 54 0
5 De Gasperi VI 45 46 7
6 De Gasperi VII 44 36 4
7 De Gasperi VIII 52 34 6
8 De Gasperi IX 49 38 8
9 Pella 50 38 0
10 Fanfani I 48 39 6
11 Scelba 59 37 3
12 Segni I 58 36 2
13 Zoli 53 40 7
14 Fanfani II 57 40 4
15 Segni II 66 36 4
16 Tambroni 60 36 7
17 Fanfani III 61 39 3
18 Fanfani IV 62 38 7
19 Leone I 53 45 3
20 Moro I 65 40 0
21 Moro II 68 38 2
22 Moro III 72 36 1
23 Leone II 69 23 3
24 Rumor I 84 32 1
25 Rumor II 80 31 3
26 Rumor III 82 32 9
27 Colombo 85 32 9
28 Andreotti I 56 44 6
29 Andreotti II 86 32 6
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1 Soares I 63 28,5
2 Soares II 52 30,7
3 Nobre da Costa 46 32,6
4 Mota Pinte 51 31,3
5 Pintasilgo 50 34,0
6 Sâ Carneiro 53 26,4
7 Pinte Balsemao 59 30,5
8 Pinte Balsemao II 60 25,0
1 Suârez II 48 41,6
2 Suârez III 51 47,0
3 Suârez IV 48 47,9
4 Calvo Sotelo 47 34,0
FUENTES; Los dates sobre los Gobiernos italianos, salve los de De 
Gasperi IV y V y los posteriores a Andreotti III, pro- 
ceden de Calise, M. y Manheimer, R. op. cit. p. 54; los 
restantes se han elaborado a partir de la Gazzeta Uffi- 
ciale délia Repubblica Italiana. Los dates sobre los Go­
biernos portugueses se han elaborado a partir de la docu 
mentaciôn de la Secretarîa Gérai da Presidencia do Con- 
selho de Ministres. Los dates de les Gobiernos espaholes 
se han elaborado a partir del Boletîn Oficial del Estado.
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Tabla 10; "Tamaho de los Gobiernos" (Cont.)
NOTAS
1.- El porcentaje de Ministres incluye también a los Primeros Mi 
nistros o Présidentes y a los Vice-Primeros Ministres o Vice- 
Presidentes.
2.- Los dates se refieren a la composiciôn inicial de cada Gobier 
no. Dado que en Espaha el nombramiento de les Subsecretarios 
no se produce en bloque, como ocurre en Italia y Portugal, 
sino escalonadamente ha habido que establecer un criterio 
para determinar los que corresponden a cada Gobierno. Es el 
siguiente; se han considerado miembros de un Gobierno los 
nombrados dentro de un cierto plazo posterior a su formaciôn 
y los nombrados con anterioridad que continuan en el cargo 
despuês de ese plazo inicial. Este plazo suele durar unos 
dos meses, salvo en el caso del Gobierno de Calvo Sotelo don 
de se extiende a cinco, porque debido a las especiales cir­
cunstancias que caracterizaron aquella sucesiôn, el nombra­
miento de algunos de los nuevos Subsecretarios se demorô ba£ 
tante. El plazo para los nombramientos en el Gobierno Suârez 
II va del 5-7-77 al 13-9-77; en el Suârez III del 6-4-79 al 
26-5-79; eh el Suârez IV del 9-9-80 al 15-11-80; en el Calvo 
Sotelo del 27-2-81 al 28-7-81.
Tabla 11; "Valores mediosdel tamaho de los Gobiernos"
Caso Miembros % de Ministres
Italia 1 40 47,5
Italia 2 56 38,3
Italia 3 72 35,6
Italia 4 75 31,3
Portugal 54 29,8
Espaha 48 42,6
Muy notable es también la constante disminuciôn del porcentaje 
de Ministres en el Gobierno italiano, porque ello indica que el cre 
cimiento del aparato gubernamental se debe sobre todo a la multipli- 
caciôn de los cargos de Subsecretario; 21 por término medio en el
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primer perîodo y 52 en la actualidad.
Los Gobiernos portugués y espanol son claramente mâs pequehos 
que el italiano de hoy en dîa. Su tamaho se asemeja, mâs bien, al 
que tenîa el Gobierno de Roma durante los dos primeros perîodos, 
cuyo porcentaje de Ministres, es también similar al espahol. En Por 
tugal en cambio, la distribuciôn de puestos gubernamentales entre 
Ministres y cargos subalternos es parecida a la que existe en Ita­
lia actualmente, es decir, relative sobreabundancia de estos ûlti- 
mos.
El tamaho de les Gobiernos estâ relacionado con su composiciôn 
partidista. Se ha observado, en efecto, que la clave interpretative 
del crecimiento del Gobierno italiano son los rîgidos requerimien- 
tos de la DC en cuanto al nûmero de sus puestos gubernamentales y 
los de sus aliados en cuanto a sus respectives cuotas de participa 
cl6n<41).
Como se puede observer en la Tabla 12, el porcentaje de miem­
bros demôcrata cristianos ha oscilado entre el 47,7% del Gobierno 
de De Gasperi II, hasta el 100% de los distintos Gabinetes monoco­
lores. En todo caso, salvo aquella primera excepciôn, siempre se ha 
situado por encima del 50%, es decir, mayorîa gubernamental demô- 
crata cristiana.
Ahora bien, la DC tiene, desde el final del primer perîodo,
(42 )un mînimo de cuarenta miembros en el Gobierno . En consecuencia, 
el tamaho de los Gobiernos de coaliciôn suele ser mayor que el de
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los anterlores Gobiernos monocolor. Por ejemplo la sucesiôn de 
Fanfani I a Scelba supuso un incremento de once puestos; la su­
cesiôn de Zoli a Fanfani II ahadiô cuatro; la de Leone I a Moro 
1, doce; la de Leone II a Rumor I, quince; la de Andreotti I a 
Andreotti II, treinta (!); la de Andreotti IV a Andreotti V, tres.
Por otro lado, los siguientes Gobiernos monocolor no reducen
en general drâsticamente el nûmero de puestos para compensar los
incrementos anteriores, sino que mantienen, disminuyendo apenas
algo, el nivel alcanzado por la ûltima coaliciôn y en algûn caso,
(43)como Segni II, incluso lo sobrepasan
En ûltimo término esta rigidez de la representaciôn guberna­
mental de la DC no puede explicarse sin tener en cuenta la dinâm£ 
ca de sus facciones internas que son en buena medida canales para 
la ocupaciôn de puestos politicos. Pero otro tanto cabe decir de 
sus aliados, también partidos faccionalizados, que reivindican con 
igual rigidez sus cuotas de participéeiôn. Lo hacen incluso con mâs 
éxito porque la porciôn de puestos gubernamentales de cada uno de 
ellos suele ser mayor que la que le corresponderia por su aporta- 
ciôn de diputados a la base parlamentaria del Gobierno; y la de la 
DC, por el contrario, suele ser menor.
Por su parte el caso portugués ofrece ejemplo relativamente 
raro de un Gobierno de coaliciôn que reduce el tamaho de un mono­
color anterior: fue lo que ocurriô en la sucesiôn de Soares I a 
Soares II. Sin embargo, también aquî se ha verificado, a partir 
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Pero lo mâs caracterîstico de la composiciôn de los Gobiernos 
lusos, es su incomplets ocupaciôn partidista, rasgo que también a- 
parece en el caso espahol. En ambos paîses el acceso a posiciones 
de Gobierno no estâ reservado exclusivamente a quienes tienen el 
aval de una afiliaciôn partidista. Esto ha sido especialmente lia 
mativo en Portugal donde ha habido tres Gobiernos compuestos înte- 
gramente por independientes y donde ni siquiera los Gobiernos de 
coaliciôn han sido objeto de un completo reparto partidista (ver - 
Tabla 13). Esta prâctica contrasta vivamente con la experiencia ita 
liana caracterizada por un completo monopolio de les partidos sobre 
la estera gubernamental que prâcticamente sôlo se ha atenuado en el 
ûltimo perîodo con la incorporaciôn de algunos Ministres "técni- 
cos'(44).
En el ûltimo término esta diferencia révéla también la diver- 
sa relaciôn originaria entre administraciôn y polîtica en estas de 
mocracias. Mientras en Italia tras la derrota militar y la caîda 
del fascisme los partidos se convierten en los soportes fundamen­
tales del Estado y se superponen al sistema administrative, en Por 
tugal y en Espaha los partidos han tenido que ir conquistando su 
espacio en competencia con importantes estructuras administrati- 
vas y militares que desempeharon un papel crucial durante la tran 
siciôn (en cuanto a esto ûltimo, baste pensar que el de Sâ Car­
neiro y el de Calvo Sotelo han sido los primeros Gobiernos sin 
participaciôn directa de los militares).
En conclusiôn: a) si por su tamaho los Gobiernos espaholes y 
portugueses se asemejan a los italianos de los perîodos iniciales.
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su composici6n révéla en cambio significativas diferencias; y
b) la "generosa" expansiôn del Gobiernode Roma en los dos Ulti­
mo s periodos, debida sobre todo a razones polîticas, no ayuda ob 
viamente a su funcionalldad.
C.- LA CONTINUIDAD DE LOS GOBERNANTES
La continuidad o el recambio de los gobernantes es sin duda 
uno de los resultados principales del proceso sucesorio. Puede di£ 
tinguirse una continuidad estructural que se refiere a los indivi- 
duos que ocupan los mismos cargos en sucesivos Gobiernos y una con 
tinuidad personal que se refiere al porcentaje de miembros de un 
Gobierno que consigue superar la prueba de la sucesiôn y figurar - 
tambiên en el siguiente, con indpendencia de que sigan ocupando los
(45 )
mismos o distintos cargos . Aqui trataremos solamente de este se* 
gundo tipo de continuidad.
Como puede advertirse en la Tabla 14, la mayor parte de las 
sucesiones italianas, a diferencia de lo que ocurre en Espana y en 
Portugal, han determinado una escasa renovaciôn del personal guber 
namental. Por consiguiente, en Italia, la continuidad personal es 
el contrapunto de la inestabilidad gubernamental.
Una primera explicaciôn de la pauta italiana es la permanen- 
cia de un mismo partido en el Gobierno a lo largo de estos treinta 
y cinco anos. En consecuencia, el recambio se ha producido funda- 
mentalmente dentro del mismo nûcleo de dirigentes. Expresidn para 
digmâtica de esto es la constante repeticiôn de las mismas perso-
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nas en la Presidencia del Consejo de Ministres: De Gasperi diri- 
giô nueve Gobiernos; Moro, Rumor y Andreotti cinco cada uno; Fan- 
fani, cuatro; y Segni, Leone y Cossiga, dos cada uno. Pero la con 
tinuidad es aün mayor que la que esos datos sugieren, porque los 
ex-Presidentes no abandonan necesariamente el Gobierno. Ejemplar 
en este sentido, es la composiciôn del cuarto y quinto de Aldo Moro: 
en ambos figuraba Rumor como Ministre de Asuntos Exteriores, An­
dreotti como Ministre del Presupuesto y de la Programaciôn Econô- 
mica y Colombo como Ministre del Tesoro.
El cambio total de los partidos que componen el Gobierno es, 
por otro lado, la mejor explicaciôn de las dos radicales quiebras 
de continuidad que présenta la sucesiôn gubernamental portuguesa.
Con la salida del PS y del CDS del Gobierno en Julio de 1978 sola­
mente el 9% de los miembros de aquel Gobierno de coaliciôn pasaron 
al Gabinetede independientes formado por Nobre da Costa (entre ellos 
sôlo habîa un Ministre: el de Defensa, Coronel Mario Firmino Miguel) 
La segunda ruptura es compléta y se produce con la formaciôn del 
Gobierno Sâ Carneiro que no recoge a ningûn miembro del anterior.
Que la continuidad siga siendo relativamente baja entre los 
diferentes Gobiernos de la "Alianza Democrâtica", no obstante la 
permanencia de la misma fôrmula gubernamental (como por otro lado 
ya lo habla sido en la sucesiôn de Soares I a Soares II, pese a 
que el PS era el soporte fundamental de ambos Gobiernos), es algo 
que reclama desde luego otra explicaciôn. Otro tanto cabe decir 
del caso espanol, donde a pesar de la permanencia de un mismo par 






La continuidad personal de los gobernantes"
Gobierno % de miembros présentes en
1 De Gasperi II 48 8
2 De Gasperi III 33 3
3 De Gasperi IV 87 5
4 De Gasperi V 67 5
5 De Gasperi VI 50 0
6 De Gasperi VII 52 3
7 De Gasperi VIII 55 1
8 De Gasperi IX 82 9
9 Pella 58 3
10 Fanfani I 75 0
11 Scelba 65 5
12 Segni I 55 1
13 Zoli 50 0
14 Fanfani II 60 0
15 Segni II 73 7
16 Tambroni 66 1
17 Fanfani III 61 6
18 Fanfani IV 70 9
19 Leone I 42 3
20 Moro I 84 6
21 Moro II 65 6
22 Moro III 44 4
23 Leone II 39 7
24 Rumor I 51 8
25 Rumor II 52 5
26 Rumor III 92 6
27 Colombo 54 7
28 Andreotti I 44 6
29 Andreotti II 43 3
30 Rumor IV 63 2
31 Rumor V 41 1




"La continuidad personal de los gobernantes"
N° Gobierno % de miembros présentes en el siguiente Go.
Italia 3 33 Moro V 54,0
(Cont.)
Italia 4 34 Andreotti III 77,2
35 Andreotti IV 63,2
36 Andreotti V 64,7
37 Cossiga I 45,5
38 Cossiga II 69,0
Portugal 1 Soares I 34,9
2 Soares II 9,6
3 Nobre da Costa 43,4
4 Mota Pinto 25,4
5 Pintasilgo 0
6 Sâ Carneiro 50,9
7 Pinto Balsemao I 50,9
Espana 1 Suârez II 29,1
2 Suârez III 43,1
3 Suârez IV 70,2
PUENTES : Calise y Manheimer R. op. cit. p. 60 para los Gobiernos italia 
nos excepto De Gasperi IV y V y los posteriores a Moro V. Pa 
ra los restantes, elaboraciôn propiâ, al igual que para los 
Gobiernos portugueses y espanoles.
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fue importante en la sucesiôn de Suârez IV a Calvo Sotelo, pero a- 
quello respondiô sobre todo a un reflejo defensivo de la clase po 
lîtica frente al golpe de Estado.
Nôtese por el contrario que en Italia, una continuidad igual o 
inferior al 50% de los miembros del Gobierno nunca se ha producido 
cuando ha permanecido inalterada la composiciôn partidista del Gabi 
nete. Un recambio tan importante ha sido siempre resultado de proce 
SOS sucesorios entre un Gobierno monocolor y otro de coaliciôn (o 
viceversa) o tambiên entre dos coaliciones parcialmente distintas.
En la gran mayorîa de los casos, estas sucesiones renovadoras del per 
sonal gubernamental implicaban ademâs la salida o la entrada del PSI 
en el Gobierno.
Una hipôtesis explicativa de la menor continuidad personal de 
los gobernantes portugueses y espanoles, cuando no cambia la compo 
siciôn partidista del Gabinete, es que estâ menos institucionaliza- 
da en estos sistemas la participaciôn de los partidos y sobre todo 
de las facciones en la formaciôn del Gobierno, como ya se ha comenta 
do al tratar de este tema en el Capitule anterior. Por consiguiente 
la mayor discrecionalidad de los Primeros Ministres portugueses y 
espanoles para escoger a sus colaboradores podria ser un factor po- 
sibilitante de la mayor renovaciôn del personal gubernamental.
En cualquier caso, como lo expresa la Tabla 15, no cabe duda que 
la baja continuidad media de los gobernantes en Espana y Portugal 
es una caracterlstica relevante que distingue la sucesiôn gubernamen 
tal en estos sistemas no sôlo frente a la praxis italiana sino tam-
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bién frente a la de Alemania Occidental.
Tabla 15 : "Continuidad personal media de los gobernantes"
Italia 1 56,3 Portugal 30,6
Italia 2 59,7 Espana 47,4
Italia 3 57,0 Alemania 1 63,2
Italia 4 63,9 Alemania 2 56,6
NOTA; Los datos de Alemania se refieren solamente a la continuidad 
personal de los Ministros.
Por ûltimo no hay que olvidar que el recambio mâs o menos fre 
cuente de los titulares de los cargos pûblicos condiciona la efica- 
cia decisoria de las instituciones^*^^. Es cierto que la continui­
dad personal de los gobernantes no es medida de frecuencia (es de­
cir temporal), sin embargo, la simple lectura de los datos que Her­
man présenta en su trabajo sobre esta materia sugiere ya una cierta
(47)asociaciôn entre elevada continuidad y elevada eficacia
En todo caso si se consideran conjuntamente la continuidad per­
sonal y la frecuencia de la sucesiôn se obtiene una impresiôn mâs 
ajustada de cuâl ha sido el ritmo de renovaciôn de los gobernantes.
Un indice rudimentario de la frecuencia del recambio puede ob- 
tenerse multiplicande la discontinuidad personal media por la fre­
cuencia de la sucesiôn. El indice expresarâ por tanto el nûmero de 
veces que por término medio se ha renovado el personal gubernamental 
cada cuatro anos;
R = (1-C) X F
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Se trata de una estimaciôn rudimentaria porque no considéra 
el fenômeno de los retornos al Gobierno ni tampoco la incidencia - 
de los pequenos reajustes ministeriales que no llegan a computarse 
como una sucesiôn. De todas formas sus valores son orientadores.

















Como résulta en la Tabla 16, aunque la continuidad personal de 
un Gobierno a otro tenga valores bastante semejantes en Italia y en 
Alemania, el recambio sigue un ritmo muy diferente en ambos casos y 
claramente mâs favorable para la eficacia decisoria del Gobierno en 
el segundo. El proceso espanol con una continuidad menor pero con una 
frecuencia tambiên menor que la de Italia, présenta una velocidad de 
recambio parecida a la de este pais. Uno y otro tienen de todas for­
mas unas pautas mâs favorables que las de Portugal, donde la esca- 
sisima continuidad personal y la rapidisima frecuencia han determi­
nado un "baile de ministros" tan vertiginoso como ineficaz.
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V.- LOS MQDELOS SUCESORIOS
Llegados a este punto, y antes de entrar en la tipologîa de 
los modelos sucesorios, es preciso subrayar que las distintas di- 
mensiones de la sucesiôn gubernamental hasta aqui consideradas no 
estan aisladas unas de otras. sino que hay entre ellas multiples 
interrelaciones.
Como era de esperar, existe una correlaciôn negativa entre - 
las dos medidas temporales de la sucesiôn, esto es, entre la dura 
ciôn de los Gobiernos y la de las crisis (r = -0,369). Por otro la 
do, si se consideran de dos en dos las restantes variables del pro 
ceso y se estudia las correspondientes distribuciones mediante el 
estadistico Chi Cuadrado (vêanse las Tablas del Apéndice 3), cabe 
concluir lo s i g u i e n t e E n  primer lugar, la normalidad de las fôr 
mulas estâ significativamente relacionada con la duraciôn de los Go 
biernos (Tablas A y B). Las fôrmulas normales (CC) tienden a durar 
mâs y a dar lugar a sucesiones electivas y extraparlamentarias. 
Mientras que las fôrmulas relativamente desviantes (Mi, CA y GC) y 
sobre todo las absolutamente desviantes (Tec y CPAS) tienden a du­
rar menos y dan lugar mâs frecuentemente a sucesiones conflictivas. 
Los criterios utilizados para définir la normalidad de una fôrmula
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gubernamental aparecen, por consiguiente, confirmados por estas ob 
servaciones.
En segundo lugar, las causas del cese estân tambiên significa 
tivamente relacionadas con la duraciôn de la crisis, con la norma­
lidad de la fôrmula del siguiente Gobierno y con el carâcter abier 
to o predeterminado de la sucesiôn (Tablas C,D y E). Las sucesiones 
electivas tienden a ser breves, algo mâs largas las extrapariamenta 
rias y todavia mâs las conflictivas. Ademâs estas ultimas tienen mâs 
probabilidades de dar lugar a fôrmulas absolutamente desviantes que 
las otras dos, y se caracterizan tambiên, como es lôgico, por un me 
nor grado de predeterminaciôn.
No se ha apreciado sin embargo ninguna relaciôn significativa 
entre la continuidad personal de los gobiernantes y la predetermi­
naciôn sucesoria o las causas del cese (Tablas F y G), lo que con­
trasta con lo que se intuia. En cambio, se ha encontrado una rela­
ciôn relevante entre la continuidad personal y el grado de normali­
dad de las fôrmulas; es decir, résulta mâs frecuente, en los Gobier 
nos normales que en los desviantes, que mâs de la mitad de sus miem 
bros continûen en el siguiente Gabinete (Tabla H), Por ûltimo, cabe 
sehalar que el tamano del Gobierno, al menos en Italia, aparece tam 
biên relacionado con la duraciôn de las crisis: las crisis prolonga 
das tienden a "producir" Gobiernos mayores que los que suelen nacer 
de crisis breves (Tabla I).
Todas estas interconexiones sugieren que nos hallamos ante dis^  
tintos modelos de comportamientos sucesorios, e invitan a intentar 
una tipologîa que sirva para describir de manera sintética, el per-
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fil de la sucesiôn en cada sistema. En este sentido, hay que tener 
en cuenta que, dada la permanencia de los regimenes constituciona- 
les y de los sistemas de partidos, los actores politicos no tratan 
cada cambio de Gobierno como un acontecimiento completamente nuevo, 
sino como la repeticiôn de un suceso tipico, condicionado necesa­
riamente por los precedentes. Por consiguiente el perfil sistémico 
de la sucesiôn gubernamental tiende a estabilizarse, aunque ello no 
excluye evoluciones importantes a lo largo del tiempo.
A la vista de los casos aqui estudiados résulta posible distin 
guir très modelos bâsicos de comportamiento sucesorio.
En primer lugar, la sucesiôn ordenada por el electorado, que
se caracteriza, en lo temporal, por la baja frecuencia del proceso
(se repite, por término medio, cada très anos aproximadamente) y
por la brevedad de los tiempos de crisis; desde el punto de vista
procesal se distingue por el predominio de las sucesiones predeter
minadas y electivas; y en lo relativo a los resultados, por la ele
vada normalidad de las fôrmulas y el recambio lento del personal -
(49)gubernamental
En segundo lugar, la sucesiôn ordenada por las élites, cuyos -
rasgos tipicos son, de un lado, la mayor frecuencia del proceso (que
se repite por término medio cada aho y medio aproximadamente) y las 
crisis tambiên mâs largas; de otro, el predominio de las sucesiones 
predeterminadas, pero a diferencia del caso anterior, êstas son.la 
mayoria de las veces extraparlamentarias y no electivas; por ûltimo, 
la normalidad de las fôrmulas que sigue siendo elevada y el recambio 
moderadamente râpido del personal gubernamental.
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Finalmente, la sucesiôn desordenada, que tiene caracterîsticas 
bien distintas de los dos modelos anteriores: frecuencia rapidisima 
(el proceso se repite por término medio cada ocho meses), tiempos de 
crisis prolongados; predominio de las sucesiones abiertas y conflic- 
tivas; fôrmulas generalmente desviantes y recambio acelerado de los 
gobernantes.
Résulta asi una tipologia basada en criterios multiples. Dis­
tingue, por una parte, los comportamientos sucesorios en los que el 
electorado tiene un papel regulador fundamental (primer modelo), de 
aquellos otros (segundo y tercero) en que tal cosa no ocurre. Preci 
semos que ello no supone minimizar la importancia de la decisiôn 
electoral en los dos ûltimos casos. De hecho tambiên en ellos puede 
ocurrir que unas elecciones creen directamente una mayoria pariamen 
taria y determinen, en consecuencia, uno de los resultados del pro­
ceso sucesorio: la fôrmula gubernamental. Pero a diferencia de lo 
que acontece en el primer modelo, tal decisiôn electoral no lograrâ 
regular los aspectos temporales y procesales de la sucesiôn: no ase- 
gurarâ la duraciôn del Gobierno, ni evitarâ la apariciôn de crisis 
extraparlamentarias en el curso de la legislatura.
En segundo término esta tipologia distingue los comportamien­
tos sucesorios favorables para la eficacia decisoria del Gobierno, 
de aquellos que no lo son, atendiendo tanto a las variables tempo­
rales como a los resultados de la sucesiôn. En funciôn de este cr^ 
terio, la linea de separaciôn fundamental pasa ahora entre los dos 
primeros modelos y el tercero. Es cierto que la sucesiôn ordenada - 
por las élites résulta ya mâs disfuncional que la ordenada por el
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electorado, pero a fin de cuentas, todavia ofrece algunos presupue^ 
tos para la eficacia del Gobierno: la normalidad de las fôrmulas, el 
recambio moderado de los gobernantes e incluso una frecuencia suce­
soria y unos periodos de crisis no patolôgicos. En definitive, este 
modelo corresponde a un comportamiento sucesorio que estâ tambiên 
ordenado, aunque el momento ordenador esté en el nivel de las éli­
tes mâs que en el de los electores.
Por el contrario, las consecuencias negatives de la sucesiôn 
desordenada expresan un fracaso, esto es, la incapacidad tanto del 
electorado como de las élites politicas de contrôler el proceso suce 
sorio, como lo prueba el predominio de las sucesiones abiertas y - 
conflictivas. Aqui, por tanto, el sindrome de la ingobernabilidad 
aparece con todos sus sintomas.
Aunque deducidos del anâlisis empirico, estos modelos pueden - 
considerarse como tipos puros, es decir, que no estân destinados a 
verificarse completaonente en la realidad, sino mâs bien a faciliter 
la comprensiôn de los casos reales que pueden aproximarse mâs o me 
nos a cada uno de los tipos o modelos enunciados.
Como se puede comprobar en las Figuras, 2, 3, 4 y 5, de entre 
todos los casos estudiados, es el alemân y sobre todo en su primer 
periodo el que mejor se ajusta al modelo de sucesiôn ordenada por 
el electorado. Portugal, en cambio, constituye un caso paradigmâ- 
tico de sucesiôn desordenada.
Por su parte, la experiencia italiana del primer periodo pre-
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FIGURA 5: "Recambio del personal gubernamental y norma­





senta fundamentalmente los rasgos de la sucesiôn ordenada por las 
élites. Porque aunque la frecuencia de la sucesiôn sea aqui algo mâs 
râpida que la que hemos estimado como tipica del modelo, si se des- 
cuentan los Gobiernos de la Asamblea Constituyente y se consideran 
solamente los de la primera legislatura, que son los bâsicos del pe 
riodo, entonces las pautas coinciden plenamente. Vale la pena subra 
yar que las elecciones de 1948 dieron a la DC una mayoria absoluta 
en el Parlemente, pero esa decisiôn del electorado no fue el ûnico - 
factor que ordenô la sucesiôn gubernamental durante aquella legisla­
tura: de hecho, no se formô un Gobierno monocolor DC hasta el final 
de la misma, sino que De Gasperi constituyô diferentes Gabinetes de 
coaliciôn, de distinta composiciôn partidista, que se sucedieron unos 
a otros mediante crisis extraparlamentarias provocadas por las élites 
de los p a r t i d o s . Es decir que en este caso las élites impusieron 
un orden (en lo que se refiere a la duraciôn de los Gobiernos, a sus 
fôrmulas y a las causas del cese) distinto del que predisponîa la de 
cisiôn electoral, aunque no fuera contrario a la misma, ni tampoco 
negativo para la eficacia del Gobierno. Basta comparar esta experien 
cia con la de la III legislatura portuguesa 1981-83 (cuyos Gobiernos, 
pese a la mayoria absoluta de Alianza Democrâtica, duraron por têrm^ 
no medio aproximadamente la mitad que los Gabinetes degasperianos —  
ahora comentados) para apreciar cômo hubo en Italia una gestiôn favo 
rablede las élites; y esta diferencia merece ser subrayada.
En todo caso, la experiencia italiana posterior ha sido marcada 
mente distinta. El segundo y el tercer periodos mantienen, junto a 
pautas caracteristicas de la sucesiôn ordenada por las élites, otras 
que contrastan vivamente con ese modelo (las fôrmulas gubernamentales
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del segundo periodo, las variables temporales del tercero y la esca­
sa predeterminaciôn sucesoria de ambos). Pero el ûltimo periodo reu- 
ne ya casi todos los rasgos de la sucesiôn desordenada.
Finalmente, la praxis espanola, en el periodo correspondiente 
a las Cortes Constituyentes y a la I legislatura constitucional se 
ajusta tambiên a las pautas de la sucesiôn ordenada por las élites 
Las ûnicas discrepancias con ese modelo serian su indice de predeter 
minaciôn ligeramente inferior y elhscho de que si se cuenta el cambio 
del Gobierno Calvo Sotelo al Gobierno Gonzâlez (que no estâ incluido 
en las Tablas) habria un nûmero igual de sucesiones electivas y ex­
traparlamentarias, y no un predominio de estas ûltimas. De todas for 
mas, aun razonando por exclusiôn, habria que clasificar el caso espa 
nol como aqui se ha propuesto, porque la elevada normalidad de sus 
fôrmulas y el moderado recambio de su personal gubernamental, impi- 
den considerarlo como un caso de sucesiôn desordenada. Por otra par­
te, atendiendo a sus variables temporales (frecuencia de la sucesiôn 
y duraciôn de los tiempos de crisis) esta experiencia se diferencia 
tambiên netamente del modelo ôptimo de la sucesiôn ordenada por el 
electorado. Ahora bien, en contraste con lo ocurrido durante el pr^ 
mer periodo italiano, las élites en Espana no han establecido un or 
den sucesorio por encima del predispuesto por los electores, sino 
que han suplido la falta de una ordenaciôn electoral (la primera e- 
lecciôn que ha producido una mayoria parlamentaria ha sido la de 
1982). En ambos casos, sin embargo, la intervenciôn de las élites 
ha tenido unos resultados que no pueden considerarse desfavorables 
para la eficacia del Gobierno.
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Antes de concluir, quisiera senalar en quê medida se distancia 
la tipologia aqui utilizada para el diagnôstico de estos casos, de 
otras elaboradas previamente. Me refiero a la clâsica de Duverger 
y a la mâs reciente de Colliard.
Duverger considéra, por un lado, el "parlamentarismo mayorita- 
rio" (que tambiên désigna a veces como "neoparlamentarismo") y, por 
otro, las versiones no mayoritarias del rêgimen parlamentario. El 
primero se caracteriza por el hecho de que los Gobiernos pueden a- 
poyarse en mayorias astables que les permiten durar, normalmente, 
toda una legislatura. Condiciones para ello, son que exista un si£ 
tema bipartidista o con dos coaliciones astables o con un partido 
dominante; en todo caso es preciso que los partidos sean discipli- 
nados y que tengan un lider indiscutido y conocido antes de las 
elecciones. Entonces estas se transforman en una investidura del 
Primer Ministre, a diferencia de lo que ocurre en los sitemas don­
de el Gobierno se forma sobre la base de frâgiles coaliciones ela­
boradas en el Parlemente. Finalmente, atendiendo a razones constitu 
cionales, este autor distingue tambiên ambas versiones del rêgimen 
parlamentario, de aquellos regimenes que denomina "semi-presidencia 
les", que se caracterizan por la elecciôn directe del Jefe del Esta 
do y por la responsabilidad del Primer Ministre ante el Parlemente
Por su parte, Colliard, en un reciente trabajo ha elaborado una 
tipologia que en parte sistematiza y en parte corrige la de Duverger. 
El tipo bâsico es el "parlamentarismo estructurado estabilizado", 
que se define por la existencia de partidos disciplinados (estructu 
raciôn), con alianzas firmes, concertadas ante el electorado (esta- 
bilizaciôn). Los casos desviantes serân aquellos que cuenten con sis-
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temas multipartidistas carentes de una cualquiera de estas condi­
ciones o de ambas a la vez. Otra desviaciôn -que para Colliard no 
significa sin embargo un rêgimen distinto- puede derivar de un "co­
rrective presidencial" résultante, no sôlo de un rasgo constitucio 
nal (la elecciôn del Jefe del Estado por sufragio universal) sino 
tambiên de ciertas condiciones del sistema de partidos (su elevada 
fragmentaciôn o el hecho de que el Jefe del Estado sea el lider 
reconocido de la coaliciôn mayoritaria), condiciones que otorgan al 
Présidente de la Repûblica posibilidades de ejercer un poder efec-
tivo(52).
La tipologia aqui propuesta se sépara de las anteriores en los 
siguientes sentidos:
1®.- Pone el acento sobre un proceso bâsico del rêgimen parla­
mentario, como es la sucesiôn gubernamental, considerando sus dife­
rentes dimensiones. Por consiguiente, los tipos résultantes se re­
fieren al funcionamiento del rêgimen y no a su estructura (a su si£ 
tema de partidos o a sus rasgos constitucionales). Ello présenta las 
siguientes ventajas; a) permite estudiar la evoluciôn del funciona­
miento de un rêgimen (como lo hemos visto en los casos alemân e ita 
liano) y no sôlo catalogarlo; b) es una tipologia basada en criterios 
mâs générales y exclusivamente politicos, de manera que résulta igual 
mente aplicable para regimenes parlamentarios monistas que para los 
llamados semi-presidenciales, como por otro lado se ha demostrado con 
el estudio del caso português, y en consecuencia posibilita la com- 
paraciôn entre unos y otros; c) las variables que permiten construir 
la tipologia y que facilitan la comparaciôn son concretas y suscep- 
tivles de cuantificaciôn.
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2°.- Las tipologîas de Duverger y de Colliard son fundamental­
mente dicotômicas (si se prescinde del elemento de complejidad que 
para ellas supone el problems de los regimenes semi-presidenciales). 
Es decir, distingue un tipo bâsico: el "parlamentarismo mayorita- 
rio" o el "parlamentarismo estructurado y estabilizado", que son 
prâcticamente équivalentes,y todo lo demâs son desviaciones, que Co 
lliard sin embargo catalogs con mâs precisiôn que Duverger. Pero fun 
damentalmente hay un ûnico criterio de discriminaciôn: existe o no 
una mayoria parlamentaria estable, producida por las elecciones. Sin 
embargo, la tipologia aqui utilizada es tricotômica y responds a dos 
criterios diferentes. En primer lugar, atiende, comolas otras, al pa 
pel regulador de las elecciones y sépara la sucesiôn ordenada por el 
electorado (que intuitivamente cabe suponer relacionada con el for­
mate de los tipos bâsicos de Duverger y de Colliard), de la sucesiôn 
ordenada por las élites y de la sucesiôn desordenada. Pero, en segun 
do lugar, tiene en cuenta tambiên otro criterio, esto es, la medida 
en que los comportamientos sucesorios favorecen o perjudican la efi­
cacia decisoria del Gobierno. Por consiguiente, distingue los casos 
en que la sucesiôn refleja un orden favorable (establecido por las 
élites o por los electores) de aquellos otros en que tal cosa no o- 
curre, donde la sucesiôn aparece desordenada. De este modo, pone de 
relieve el posible papel regulador atuônomo de las élites. Subraya 
su capacidad o su incapacidad de cumplir el mandate mayoritario de 
los electores, cuando este sea explicite, o de suplirlo, cuando fa^ 
te, regulando entonces ellas mismas el proceso sucesorio. Y este 
problema en sistemas politicos como el italiano, el português y el 
espanol, me parece sin duda crucial. Una ûltima observaciôn: el mo
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delo de sucesiôn ordenada por las élites no tiene nada que ver con
la "democracia consociativa" definida por Lijphart y otros auto- 
(53 )res . Los presupuestos de la "democracia consociativa" (segmen- 
taciôn, integraciôn vertical de los segmentes y escasa distancia 
ideolôgica) faltan por complete en los casos aqui considerados. Se 
ria absurde describir como consociativas a las democracias italiana 
y espanola en sus fases iniciales. La idea de una sucesiôn ordenada 
por las élites es mucho mâs limitada; sôlo quiere poner de manifie£ 
to que en sistemas de partidos dificiles y proclives a una sucesiôn 
desordenada, las élites a veces logran cumplir una funciôn estabili- 
zadora del Gobierno.
Con la pregunta de por quê cumplen a veces esa funciôn y otras 
no, entramos de lleno en la materia del siguiente Capitule y deja- 
mos el diagnôstico de los casos para estudiar su etiologia.
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NOTAS DEL CAPITULO 2°
(1) Toda periodificaciôn entrana un elemento de arbitrariedad, he 
procurado sin embargo reducirlo lo mâs posible, definiendo los 
periodos sobre la base de legislatures, porque las elecciones 
son los momentos cruciales en que se "redestribuyen las cartas" 
en el juego politico, y atendiendo tambiên a las periodifica- 
ciones elaboradas por otros autores. En concreto, MAMMARELLA, G. 
L'Italia dalla caduta del fascismo ad oggi, cit. distingue cin 
co periodos: centrismo, de 1948 a 1953; del centrisme a la 
apertura a sinistra, 1953-1958; centre sinistra, 1958-1968; del 
primer al segundo centre sinistrâl 1968-1974; del centre sinis­
tra al Gobierno de emergencia, 1974-1978. Criterio que, al me­
nos para los periodos iniciales viene taimbiên confirmado por 
otros autores (vêase, por ejemplo, BISCARETTI DI RUFFIA, P. "La 
forma di governo parlamentare dell'Italia alla luce di un ven- 
tenio d'attuazione costituzionale" en Studi per il ventesimo 
anniversario dell'Assembles Constituents Firenze: Vallechi, 1969 
pags. 39-65). Me he separado de la periodificaciôn anterior en 
très puntos y por las siguientes razones: a) en el primer perio 
do he incluido tambiên los Gobiernos de la Asamblea Constituyen 
te, porque -como ya se dijo mâs arriba-
eran Gobiernos responsables ante el Parlamento y por tanto de- 
blan ser considerados; b) he englobado en un solo periodo las 
distintas fases del centro-sinistra y he situado el final del 
mismo en 1976 y no en 1974 como propone MAMMARELLA, porque la 
legislatura acabô en 1976 y tambiên porque las elecciones de 
ese aho supusieron un punto de inflexiôn fundamental en la 
historia de las coaliciones italianas, dado el enorme progreso 
que registrô en ellas el PCI (vease en este sentido la opiniôn 
de PASQUINO, G.F. "Per un'analisi delle coalizioni di governo 
in Italia" en PARISI, A y PASQUINO, G.F., dirs. Continuité e 
mutamento elettorale, Bologna: il Mulino, 1977. pags. 251-280); 
y c) he pospuesto la fecha final del ûltimo periodo, hasta 1981. 
Naturalmente estos periodos no constituyen compartimentes estan 
COS sino que las fases inicial y final de cada uno de ellos se 
imbrican respectivamente con el periodo anterior y el posterior.
(2) BLONDEL, J. "Party Systems and Patterns of Government in Western
Democracies" Canadian Journal of Political Science, 1 (1968)
pags. 130-203. TAYLOR, M. y HERMAN, V.M. "Party Systems and 
Government Stability" American Political Science Review, 65 
(1971), pags. 28-37.
(3) HURWITZ, L. , "An index of democratic political stability: a Metho 
dological note" Comparative Political Studies, Abril 1971, pags. 
41-68.
(4) CALISE, M. y MANNHEIMER, R. "I governi misurati.Il trentennio de
mocristiano" Critica Marxista, 6 (1979) pags. 47-62 y MESCHINO,
M. y LONG, G. "Le crisi di governo nel dopoguerra" Rivista Tri- 
mestrale di Diritto Pubblico, 1 (1980) pags. 211-215, siguen en
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efecto el criterio mâs tradicional de la dimisiôn formal del Go 
b i e m o  y en consecuencia no cuentan el Gobierno De Gasperi V 
(15-12-47 a 12-5-48). Para ellos, de resultas. De Gasperi formô 
ocho Gabinetes, mientras que, segûn las reglas de contar que 
yo he utilizado, son nueve. En cambio DE SWAAN, A. Coalition 
Theories and Cabinet Formations (Amsterdam: Elsevier, 1973) 
pag. 196, si computa el Gobierno citado, y divide la "era degas- 
periana" en nueve Gobiernos.
(5) Sobre el papel del tiempo en el proceso politico, vease BLONDEL,
J. Thinking Politically (Londres: Wildwood House, 1976) p.107-111.
(6) Una obra clâsica que se preocupô por las causas de la escasa du­
raciôn de algunos Gobiernos es la de LOWELL, A.L. Governments and 
Parties in Continental Europe (Cambridge: Harvard University Press 
1896), sosteniendo que la principal razôn de su inestabilidad es
la presencia en ellos de una coaliciôn, y no de un solo partido.
(7) HURWITZ, L. "An index..." cit. pags. 43-49.
(8) Sobre la situaciôn juridica de los Gobiernos cesantes y dimisio-
narios, veanse las pags. de este trabajo.
(9) Op. cit. pag. 48
(10) Op. cit. pag. 51
(11) La ley n° 468 de 1978 ha propuesto sin embargo el término para 
la presentaciôn del bilancio preventive, hasta el 30 de Septiem- 
bre (RISTUCCIÀ, S., Amministrare e governare... cit. pag. 172). 
En consecuencia, la "explicaciôn" sugerida no séria ya vâlida
a partir de la entrada en vigor de esta norma.
(12) En ambos palses el nûmero de Gobiernos es tan escaso que no ca­
be descubrir ninguna tendencia clara en cuanto a las fechas del 
cese. Ademâs, en los dos casos, el momento obligatorio para la 
presentaciôn del Presupuesto es tambiên posterior que en Italia: 
15 de Septiembre en Portugal (Ley 64/77) y 1 de Octubre en Es- 
paha (art. 134,3 de la Constituciôn). En todo caso, en Portugal, 
la mitad de los Gobiernos han caldo en el mes de Diciembre.
(13) Utilizo, por tanto, la expresiôn fôrmula polîtica del Gobierno 
en un sentido muy distinto al de la "fôrmula polltica" de MOSCA. 
Este autor se referla con ese término al principio abstracto 
que sirve para justificaciôn del poder de una clase polltica 
(por ejemplo, soberanîa del Rey o voluntad popular). Vease,
Sulla teorica dei governi e sul governo parlamentare (Palermo: 
Tipografia dello Statuto, 1884), pags. 42-45.
(14) COLLIARD, Les Régimes Parlementaires Contemporains, cit. pags. 
95-126.
(15) PAPPALARDO, A . , Partiti e governi di coalizione in Europa (Milan; 
Franco Angeli Editore, 197a), pags. 13-21.
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(16) DODD, L. C., Coalitions in Parliamentary Government (Princeton: 
The University Press, 1976) pags. 17-18.
(17) DE SWAAN, A . , Coalition Theories and Cabinet Formations, cit. 
especialmente, pags. 284-289 y AXELROD, R., Conflict of Interest: 
A theory of divergent goals with applications to politics (Chi- 
cago: Markham, 1970).
(18) BLONDEL, J. Introducciôn al estudio comparative de los Gobiernos 
(Madrid: Revista de Occidente, 1969) pag. 383.
(19) Sobre el concepto de pluralisme polarizado, vease SARTORI, G., 
Parties and party systems, cit. pags. 131-145.
(20) Para una informaciôn detallada sobre el grado de polarizaciôn de 
estos sistemas, me remito al apartado correspondiente del Ca­
pitule 3.
(21) Las ûltimas precisiones de SARTORI, G. sobre el concepto de par­
tido antisistema, pueden verse en su reciente trabajo,"II plura­
lisme polarizzato: critiche e repliche" Rivista Italiana di 
Scienza Politica, 1 (1982) , pags. 3-44. A mi mode de ver, sin 
embargo, al tratar en este articule del caso del PCI, el autor 
"carga la mano" excesivamente en la equiparaciôn de la lealtad 
primaria al sistema con una determinada politica de defensa. 
Manteniendo ese criterio, habria varies partidos socialdemôcra- 
tas europeos que, paradôjicamente vendrian a ser considerados 
antisistema.
(22) MORLINO, L. Come cambiano i regimi politici (Milano: Franco An­
geli Editore, 19 80) pag. 169 ha propuesto distinguir entre par­
tidos "antirégimen" (contraries al rêgimen vigente, pero no a 
la estructura econômica que coexiste con êl) y partidos "anti­
sistema" (contraries tambiên al orden socio-econômico). Se tra­
ta sin duda de una precisiôn importante, pero a los efectos del 
présente estudio es innecesaria, porque el mere hecho de que un 
partido sea contrario al rêgimen détermina que su inclusiôn en 
una fôrmula gubernamental sea un fenômeno desviante.
(23) Discrepo por tanto, en este respecto, del criterio clasificador 
seguido por autores como BUDGE, I. y HERMAN, V. "Coalitions
and Government Formation: an empirically relevant theory" British 
Journal of Political Science, 8 (1978) pags. 459-477 y HURWITZ,L.
"An Index o£ Democratic Political Stability" cit.
(24) En la definicion del carâcter mayoritario de un Gobierno no me 
atengo, por tanto, a los requisitos constitucionalmente estable- 
cidos para que pueda pasar el trâmite del control parlamentario 
sobre su formaciôn. Ya se dijo en el Capitule Primero que en 
Italia y en Espana no se requiere para ello la mayoria absoluta, 
sino que basta la mayoria simple, mientras que en Portugal no
se exige, en ûltimo término, ningûn tipo de mayoria. La clasif^ 
caciôn que ahora utilizo es, por consiguiente, politica y no 
constitucional. Los Gobiernos mayoritarios son los capaces de 
controlar realmente el Parlamento, sin precisar el apoyo de
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partidos ajenos a la fôrmula gubernamental; y este criterio en 
definitive, es el que suelen seguir los autores que se ocupan 
de la teoria de las coaliciones, como DODD y DE SWAAN. Sin em­
bargo, HERMAN, V. y POPE, J. "Minority Government in Western 
Democracies" British Journal of Political Science, 3 (1973) 
pags. 191- 212 han objetado la validez de esta definiciôn de 
la mayoria, porque "la existencia de un gran nûmero de Gobier­
nos que controlan mâs del 45% de los escanos, sin llegar a la 
mayoria de los mismos" sugiere que el punto de decisiôn efec- 
tivo en los Parlamentos de las doce democracias, por ellos e£ 
tudiadas, es inferior a la mayoria absoluta. Pero esta objeciôn 
aunque interesante, no me parece relevante para el présente es­
tudio, porque el nûmero de esos Gobiernos casi mayoritarios, en 
los paises aqui considerados, es comparativamente escaso: sôlo 
cinco en Italia (los Gabinetes Segni I, Fanfani II, Fanfani IV, 
Moro V y Cossiga I), uno en Espana (El Gobierno Suârez II) y 
ninguno en Portugal. Por otro lado los ejemplos que HERMAN y 
POPE dan de Gobiernos casi-mayoritarios se refieren siempre a 
Gabinetes formados por un solo partido (el partido dominante 
del sistema), circunstancia que concurre en el Gobierno Suarez 
II, pero no en cambio en los Gabinetes italianos antes citados, 
que eran todos de coaliciôn. Finalmente, aun en el supuesto de 
aceptar el criterio del 45% de los escanos como umbral de nor­
malidad, el indice de los correspondientes casos no variaria 
radicalmente: Italia 2 pasaria a tener 0,72; Italia 3, 0,86; 
Italia 4, 0,66; y Espana, 100%.
(25) COLLIARD, J.C. Les Régimes Parlementaires, cit. pag. 95 y ss. 
y DE SWAAN, A . , op. cit. pag. 143. Por el contrario, DODD, L. 
op. cit. pag. 213 no tiene en cuenta mâs que a los partidos que 
se incluyen en el Gabinete, lo que como êl mismo reconoce puede 
resultar reduccionista en algunos casos.
(26) PASQUINO, G.F. "Per un'analisi delle coalizioni di governo in 
Italia" cit. pags. 263-265.
(27) Vease, en este sentido, DE SWAAN, op. cit. pag. 194; PAPPALARDO, 
A., Partiti e Governi di Coalizione in Europa, cit. pag. 37; 
SANI, G. y SARTORI, G. "Polarizaciôn, Fragmentaciôn y Competi- 
ciôn en las Democracias Occidentales" Revista del Departamento 
de Derecho Politico de la UNED, 7 (Otono 1980) pag. 7-38.
(28) LINZ, J. (dir.), Informe Sociolôgico sobre el Cambio Politico 
en Espana. Fundaciôn Foessa (Madrid: Euramerica S.A., 1981) 
pag. 367; MARAVALL, J.M. La politica de la transiciôn, 1975- 
1980 (Madrid: Taurus, 1981), pag. 45; y SANI, G. "Partiti
e atteggiamenti di massa in Spagna e in Italia" Rivista Italia­
na di Scienza Politica, 2 (1981) pags. 235-279.
(29) BACALHAU, M. Inquêrito a situaçao politica: Eanes a soluçao? 
(Lisboa: Heptagone, 1979), pag. 76.
(30) Me refiero al Tratado de Paz y al ingreso en la OTAN.
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(31) MAMMARELLA, G. L*Italia dalla caduta del fascismo ad oggi, cit. 
pags. 166-167; BAGET BOZZO, G., Il partito cristiano al potere 
cit. pag. 146.
(32) ELIA, L . , "Governo (forme di)" cit. pags. 657-662.
(33) Vêase SOARES M.,"0 significado do 25 de Novembre" Portugal So­
cialiste 1-12-75 y "Ao Trabalho" Portugal Socialiste, 10-12-75 
recopilados en SOARES, M . , PS fronteira da liberdade.(Lisboa, 
Edicoes Portugal Socialiste, T5T9) pags. 75-85.
(34) No hay que olvidar tampoco que el 1-12-77 el PCI, en uniôn del
PSI, PSDI, PRI, PLI y DC présenté una mociôn de la Câmara de
Diputados, que fue votada por emplie mayoria,en la que se défi­
nie a la Alianza Atlântica como "término fundamental de referen 
cia de la polîtica exterior italiana", hecho al que ANDREOTTI, G. 
Diari 1976-1979, cit. pag. 10 atribuye una importancia excepcio- 
nal.
(35) SARTORI, G. "Il pluralisme polarizzato: critiche e repliche" 
cit. pag. 44.
(36) Sobre la anterior imagen antisistema de AP hay bastante coinci- 
dencia de opiniones. Por ejeitplo LINZ, J. en 1979 escribia: "pa­
ra un sector importante de la opiniôn pûblica espanola, AP, a 
pesar de sus esfuerzos no es un partido del sistema" ("Europe's 
Southern Frontier..."cit. pag. 184). Tambiên SANI, G., en su anâ 
lisis comparado de las actitudes de masa en Italia y en Espana, 
antes citado, constataba, sobre la base de datos de 1979, que 
"las valoraciones globales de Coaliciôn Democrâtica y del MSI 
son muy negatives y no sôlo entre los electores de izquierda; 
aparentemente los electores de centro tampoco aprecian mucho e£ 
tas fuerzas politicas" (pag. 266). Por su parte, ESTEBAN, J. y 
LOPEZ GUERRA, L., Los partidos politicos en la Espana actual 
(Barcelona: Planeta, 1982), pag. 222, aunque insisten en el cam­
bio de imâgen de AP a partir de 19 80-81, recuerdan que "sobre to 
do en 1977 y 1978, AP corriô el riesgo de convertirse en un par­
tido anti-sistema y, por tanto, excluido de las alianzas parla- 
mentarias y électorales". Finalmente, ya en 1981, el IV Informe 
Foessa, antes citado, pag. 380, comentaba a propôsito de la 11a- 
lïïada "mayoria natural" que "aunque AP ha tenido mâs exito que el 
MSI para actuar como un participante responsable en el sistema 
politico, una coaliciôn homogénea de centro-derecha bajo el li- 
derazgo de UCD séria objetable por grandes sectores del electo­
rado, que verian en ella una continuaciôn del pasado". Cuando
he afirmado que hay razones para pensar que la imâgen de AP no 
se ha renovado totalmente me referia a un significative dato 
que ofrecen LOPEZ PINTOR, R. y JUSTEL, M. En una encuesta pos­
terior a las elecciones de 1982, gran parte de los electores de 
AP no reconocian haber votado a este partido; y comentaban los 
citados autores:"no es normal (y yase vio en las elecciones an- 
daluzas de mayo) que un partido que aumenta su apoyo tan fuerte- 
inente como AP aparezca en las encuestas postelectorales tran in- 
franvalorado por sus propios votantes (casi dos millones de AP
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no contestan a la pregunta o contestan que no saben, engrosan 
do muy per encima de la abstenciôn real el percentage que en 
la encuesta engloba "no vot6", "no sabe", "no contesta"). La 
interpretaciôn que dimos en Andalucia sigue siendo vâlida. Se 
trata de votantes de AP sin demasiada convicciôn, y ante el 
hundimiento de UCD como opciôn politica con credibilidad y 
viabilidad". ("Iniciando el anâlisis de las elecciones genera- 
' les de Octubre de 1982" Revista Espanola de Investigaciones So- 
clolôgicas, 20, Oct.-Die. 1982, pags. 155-168. En cuanto a las 
declaraciones de Fraga, pienso sobre todo en su manifestaciôn 
en la Diputaciôn Permanente del Congreso, el 11 de Octubre de 
1982, sobre la necesidad de "entender" a los golpistas. Ha sido 
de todas formas el PCE el partido que mâs ha insistido en la 
amenaza que supone AP para éL sistema democrâtico, vêase la Re
soluciôn de su Comité Central el 3-7-1982 (El Pals, 4-7-1982).
(37) DI PALMA, G., "Left, Right, Left, Right or Center? On the legi­
timation of parties and coalitions in Southern Europe", ponen- 
cia presentada en la Conferencia sobre "La Politica en la Euro- 
pa Mediterrânea" Atenas, 28 Junio de 1978. El texto ha sido pu- 
blicado en Espaha: "cDerecha, izquierda,o centro? Sobre la le- 
gitimaciôn de los partidos y coaliciones en la Europa del Sur" 
Revista del Departamento de Derecho Politico de la UNED, N° 4 
Ï1979) pags. 125-145 y N° 6 (1980) pags. 133-145.
(38) HURWITZ, L. op. cit. pags. 43 y ss.
(39) PAPPALARDO, A . , op. cit. pags. 13-21.
(40) Veanse los apartados siguientes: "Los acuerdos de gobierno", "El 
nombramiento de los restantes miembros del Gobierno" y "Algunas 
observaciones sobre la estructura del Gobierno".
(41) CALISE, M . , y MANHEIMER, R. op. cit. pags. 55-56.
(42) Las ûnicas transgresiones a esta regia fueron los Gobiernos Moro 
I y Rumor V, donde la DC tuvo 39 y 38 miembros respectivamente.
(43) Una excepciôn es el Gabinete monocolor Andreotti I que redujo 
radicalmente el tamano alcanzado por la coaliciôn precedente, 
pero curiosamente hay que constater que no obtuvo la confianza 
parlamentaria y se limité a gestionar las elecciones anticipadas,
(44) También en el primer periodo hubo algunos casos de Ministres in- 
dependientes en los Gobiernos degasperianos (especialmente en el 
IV y en el V). Pero sôlo algunos eran verdaderos técnicos inde- 
pendientes, como Merzagcra o Del Vecchio; mientras que otros te- 
nian una afiliacion partidista, pero estaban en el Gobierno a t^ 
tulo personal: Einaudi o Sforza. Pueden verse algunas reflexio- 
nes interesantes sobre el papel de los Ministres técnicos en los 
Gobiernos italianos en CASESE, S. Esiste un Governo in Italia? 
cit. pag. 25.
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(45) Estos conceptos proceden de HERMAN, V. "Comparative perspectives 
on ministerial stability in Britain" cit. pag. 55 a 57.
(46) MORLINO, L. Come cambiano y regimi politici (Milano: Franco 
Angeli Editore, 1980) , pag. 197.
(47) Vease HERMAN, V., "Comparative perspectives..." cit. pag. 70.
La Tabla n° 3.5 alii publicada muestra como los sistemas con 
mayor continuidad personal de los gobernanentes son: Suecia,
V Repûblica francesa, Australia, Austria, CanadS y Alemania; y 
los que prssentan una continuidad mâs baja son: IV Repûblica 
francesa, Finlandia, Bêlgica e Irlanda.
(4 8) Sobre la adecuaciôn de Chi Cuadrado para el estudio de la rela- 
ci6n entre variables nominales, vease BLALOCK, H., Social Sta­
tistics (New York: McGraw Hill, 2& ed. 1972) pags. 275 y ss. y 
TERRENCE JONES, E. Conducting Political Research (New York:
Harper and Row, 197 D  pags. 167 y ss. Para estudiar la relaciôn 
entre una variable nominal y otra ordinal, se han seleccionado 
intervalos relevantes de esta ûltima.
(49) Como se observarâ no se ha incluido como factor de esta tipolo- 
gia el tamano del Gobierno, porque no se disponia de un crite- 
rio claro para determinar cuando un Gobierno es grande o peque- 
no. Es seguro que el Gobierno italiano hoy résulta demasiado 
grande, pero esta no es una referenda suficiente. Por otro lado, 
es posible que el tamano del Gobierno s61o sea una dimensiôn 
relevante para hacer comparaciones a lo largo del tiempo dentro 
de un mismo sistema y no tanto entre sistemas diferentes, por­
que un tamano que parezca grande en un pais (por relaciôn a la 
dimensiôn de Gobiernos anteriores) puede ser sin embargo peque- 
no en otro, si se lo compara también con los précédantes.
(50) La primera crisis surgiô en Enero de 1950 cuando De Gasperi di- 
mitiô para posibilitar el regreso al Gobierno de los socialde- 
môcratas de Saragat, que lo habîan abandonado el anterior mes 
de Octubre para facilitar el proceso de unificaciôn de los di£ 
tintos grupos socialistes moderados, siendo sustituidos entre 
tanto por Ministros "ad interim". Finalmente la unificaciôn no 
se produjo pero el Congreso del PSLI aprobô la vuelta al Go­
bierno y entonces De Gasperi abriô la crisis (Keesing's Contem­
porary Archives, pags. 10.368 y 10.569). Por su parte, BAGET- 
BOZZO, G. senala también que importantes sectores de la DC bus- 
caban también la crisis, pero para intenter hacer un Gobierno 
monocolor (Il partito cristiano al potere, cit. pags. 300-312).
En todo caso los libérales no entraron ya en el nuevo Gobierno.
La nueva dimisiôn vino de nuevo precedida por otra retirada de 
los Ministros socialdemôcratas, en Abril de 1951, que aceptaban 
asî la condiciôn que les imponîa el PSU de Romita para la unif^ 
caciôn de ambos partidos. De Gasperi, sin embargo, no quiso 
abrir la crisis y sustityô de nuevo a los socialdemôcratas con 
Ministros "ad interim", sin embargo no logrô salvar la situaciôn 
porque en Julio dimitiô el Ministro democristiano del Tesoro, 
cuya polîtica financiera era fuertemente combatida por la iz-
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quierda del partido, siendo finalmente censurada en dos resolu- 
ciones que aprobô el grupo parlamentario de la DC de la Câmara 
de Diputados. La dimisiôn del Gobierno entonces fue inevitable 
(Keesing*s Contemporary Archives pag. 11.669 y BAGET BOZZO, G. 
op.ult.cit. pags. 335-347). En el siguiente Gabinete, que term^ 
no la legislature, ya no participaron los socialdemôcratas.
(51) Vease DUVERGER, La Monarqula Republicana (Barcelona: Dopesa,
1974) ; para la definiciôn del parlementarisme mayoritario, 
pags. 60-64. Su elaboraciôn mâs sistemâtica sobre el rêgimen 
semi-presidencial se encuentra en Echec an Roi (Paris: Albin 
Michel, 1978).
(52) Vease COLLIARD, J.C. Les Régimes Parlementaires Contemporains, 
cit. esp. pags. 280-283.
(53) LIJPHART, A. "Typologies of democratic systems" Comparative 
Political Studies, 1 (1968) pags. 3-44; LORWIN, V.R. “Segmented 
pluralism: ideological cleavages and political cohesion in smaller 
european democracies" Comparative Politics, 3 (1971) pags.141-175.
CAPITULO TERCERO; LOS FACTORES POLITICOS E 
INSTITUCIONALES QUE CONDICIONAN EL PERFIL 
DE LA SUCESION GUBERNAMENTAL
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I.- EL SISTEMA DE PARTIDOS
Nadie duda que algunas de las principales dimensiones suceso 
rias, como las fôrmulas gubernamentales o la duraciôn de los Gobier 
nos, dependen estrechamente del sistema de partidos, pero es nece- 
sario establecer con precisidn quê aspectos o caracteristicas del 
mismo son los verdaderamente relevantes y cuâles sus concretas con- 
secuencias. A tal efecto, en las siguientes pâginas prestaré aten- 
ciôn a la estructura del sistema, es decir a su formate, a su frag 
mentaciôn y a su polarizaciôn. En otras palabras, al nûmero de par 
tidos, a la fuerza relativa de los mismos y a la distancia ideolôgi 
ca que los sépara. Consideraré también la dinâmica del sistema, es­
te es, las estrategias en êl prevalecientes, y finalmente el proble 
ma de la cohesiônde los partidos gubernamentales.
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A) EL FORMATO DEL SISTEMA PE PARTIDOS
El nûmero de sus elementos es uno de los rasgos mâs catacterîs- 
ticos de cualquier sistema partidista y también el que se puede me- 
dir con mayor facilidad. Obviamente no hay que contar todos los par 
tidos que existen en el sistema, sino tan sôlo aquellos mâs importan 
tes que resultan indispensables para explicar su funcionamiento. En 
este sentido, es bien sabido que Sartori propone tener en cuenta a- 
quellos partidos con potencial de coaliciôn o de intimidaciôn^^^.
Dando esto por sentado, no parece aventurado afirmar que el mo 
delo que hemos llamado de sucesiôn ordenada por el electorado estâ 
asociado con la competiciôn entre pocos partidos y, mâs concretamen 
te, que constituye el modelo tipico de los sistemas bipartidistas.
Sin embargo, superando el umbral del bipartidismo, el nûmero de
partidos résulta, a todas luces, una variable menos explicative. Asî
dentro de la clase del pluralisme limitado (entre très y cinco par-
( 2 )tidos) encontramos ejemplos de todos los modelos sucesorios . L a  
RFA, con très partidos, présenta las pautas de la sucesiôn ordena­
da por el electorado. Sin embargo, un sistema como el belga, tcun- 
bién con très partidos,hasta la profunda crisis que expérimenté al 
final de los ahos sesenta,podrîa ser seguramente descrito como un 
ejemplo de sucesiôn ordenada por las é l i t e s M i e n t r a s  que Por­
tugal, con sôlo cuatro partidos (o cinco, si se cuenta también al 
pequeno PPM) reune, como se viô, todas las caracterîsticas de una 
sucesiôn desordenada.
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Finalmente, en el campo del pluralisme extreme, (cen mâs de 
cince partides) hay ejemples tante de una sucesiôn erdenada per 
las élites (el primer perîede italiane y también el case espanel, 
hasta la fecha), ceme de una sucesiôn desordenada (la experiencia 
italiana del ûltime perîede).
Ne existe, per tante, cerrespendencia entre la clasificaciôn 
de les sistemas de partides en base a su fermate y la tipelegîa 
prepuesta de les medeles suceseries. En consecuencia es necesarie 
erientar el anâlisis en etras direccienes.
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B) LA FRAGMENTACIQN PARLAMENTARIA
Se trata de considerar ahora no sôlo el nûmero de partidos, si_ 
no también su fuerza relativa. Por ejemplo se ha advertido que la
fuerza del primer partido o de los dos primeros partidos esté poai
go 
(5)
(4)tivamente correlacionada con la duraciôn de los biernos . Aso-
ciaciôn que viene confirmada por nuestros datos
Pero hay una medida que caracteriza mejor la distribuciôn de 
las fuerzas dentro de un sistema de partidos: es el indice de frag- 
mentaciôn de Rae^^^. Este indice puede referirse tanto a la fuerza 
electoral como a la fuerza parlamentaria de los diferentes partidos, 
aunque obviamente es esto ûltimo lo que aqui interesa porque se tra­
ta de estudiar regimenes donde los Gobiernos se forman atendiendo a 
la composiciôn politica de las Asambleas. La fôrmula de este indice 
es
n ,
'p  -  ‘
donde P es la proporciôn de escahos correspondientes a cada par­
tido .
Como puede verse en la Tabla 18, los valores de este indice os^  
cilan en los casos estudiados entre .781, nivel mâximo que corres- 
pondiô a la Asamblea Constituyente italiana y .563, fragmentaciôn 
de la VI legislatura alemana. Se trata, por tanto, de un campo de 
variaciôn muy amplio, cuya asociaciôn con las diferentes variables 
del proceso sucesorio es lo que intentaremos precisar a continua- 
ciôn.
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En primer lugar, hay que senalar que, tomando como unidad ana 
litica cada uno de los cambios de Gobierno, se descubre una corre- 
laciôn significativa entre la fragmentaciôn parlamentaria y la es- 
tabilidad gubernamental. Se trata, como es lôgico, de una correla- 
ciôn negativa (r = -.542), mâs fuerte incluso que la que encontra- 
ron Taylor y Herman
Por lo que respecta a las restantes variables ordinales de ca 
da proceso sucesorio, no résulta, en cambio que estén tan estrecha­
mente asociadas con la F^. Sôlo hay una débil correlaciÔn de signo 
positive con la duraciôn de las crisis gubernamentales (r = .200) 
y la correlaciÔn es absolutamente insignificante cuando se refiere 
al tamano de los Gobiernos (al menos en Italia) y a la continuidad 
de los gobernantes.
Por el contrario, con el estadîstico Chi cuadrado se ha podido 
comprobar que existe una dependencia significativa entre algunos in 
tervalos relevantes de fragmentaciôn parlamentaria y algunas varia­
bles nominales de los cambios de Gobierno. Las fôrmulas normales 
aparecen con mayor frecuencia cuando la fragmentaciôn es baja, aun­
que no escasean tampoco en Parlementes muy fragmentados, resultando 
en cambio relativamente infrecuentes en Parlementes con valores inter 
medios de fragmentaciôn (entre 701 y 725), donde en cambio hay una 
sobreabundancia de fôrmulas relativamente desviantes (véase Apêndice 
4, Tabla J). Este fenômeno se explica porque en esos Parlementes se 
han formado algunos Gobiernos casi-mayoritarios que controlan mâs del
45% de los escanos; Gobiernos que en conjunte son poco abundantes
(9)en los cuatro sistemas aqui considerados . Por otro lado, la pre-
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Tabla 18: "Fragmentaciôn parlamentaria"
Caso N° Gobierno Legislatura Frag. Parlam.
1 De Gasperi II C 0,781
2 De Gasperi III
3 De Gasperi IV
4 De Gasperi V
5 De Gasperi VI I 0,619
6 De Gasperi VII
7 De Gasperi VIII




























Tabla 18; "Fragmentaciôn parlamentaria" (Cont.)
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Tabla 18: "Fragmentaciôn parlamentaria" (Cont.)
NOTA: La fragmentaciôn correspondiente a la II y III legislatures 
portuguesas se ha estimado sin considerar a Alianza Democrâ- 
tica como un bloque; se ha tenido en cuenta por separado a 
cada uno de sus componentes, porque conservaron sus grupos 
parlamentarios y actuaron en ocasiones con notable indepen- 
dencia en el proceso sucesorio.
determinaciôn sucesoria tiende a ser mayor cuando la F^ es baja 
(Tabla K). Sin embargo, no se ha advertido ninguna asociaciôn sig­
nificativa entre la fragmentaciôn parlamentaria y las causas del 
cese de los Gobiernos (Tabla L).
En resumen, la fragmentaciôn parlamentaria influye de manera 
significativa aunque incomplete sobre las pautas de los procesos 
sucesorios individuales. En cambio parece tener una influencia mâs 
decisive y extensa sobre el perfil sucesorio a medio plazo de los 
sistemas politicos, como se advierte cuando se tome como unidad 
de anâlisis cada uno de los ocho casos de esta comparaciôn y se 
estudia la relaciôn de sus pautas sucesorias con la fragmentaciôn 
media de sus respectives Parlementes.
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Tabla 19: "Fragmentaciôn parlamentaria media"
Italia 1 .700 Portugal .752
Italia 2 .719 Espana .661
Italia 3 .729 Alemania 1 .652
Italia 4 .707 Alemania 2 .577
La Fp media esté en efecto correlacionada positivamente con 
la frecuencia de la sucesiôn ( r = .861) y también con la propor­
ciôn del tiempo total de cada caso ocupado por Gobiernos en crisis 
(r =.714) .
Asimismo, existe una asociaciôn notable entre la F^ media y 
la proporciôn de sucesiones conflictivas (r = .465) y electivas 
(r = -.609). Es decir, que las "caîdas" del Gobierno por la inter 
venciôn del Parlamento (y excepcionalmente del Jefe del Estado) - 
son mâs frecuentes cuando la fragmentaciôn es elevada, mientras 
que los ceses postelectorales estén favorecidos por una fragmenta 
ciôn moderada.En realidad no hay en ello nada sorprendente.
Por el contrario, la proporciôn de crisis extraparlamentarias 
aparece escasamente vinculada a la F^ media, aunque la asociaciôn 
séria évidente (y de signo positivo) si se excluyese el caso por- 
tugués que parece reflejar a este respecte la influencia de un 
factor especifico, probablemente de orden constitucional.
Finalmente, la proporciôn de sucesiones predeterminadas esté 
también correlacionada con la F^ media ( r = -.545), aunque con
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signo negative, como por otra parte era de esperar.
En definitiva, todas estas observaciones permiten concluir 
que los distintos modelos sucesorios estén asociados con la fra£ 
mentaciôn parlamentaria media. Concretamente la sucesiôn ordenada 
por el electorado aparece correlacionada con valores bajos de fra£ 
mentaciôn y, por el contrario, la sucesiôn desordenada con una fra^ 
mentaciôn alta. Hay, por tanto aqui, una primera explicaciôn de 
las pautas sucesorias relativamente mâs favorables que présenta la 
RFA en comparaciôn con las democracias del Sur de Europa.
Sin embargo, la conclusiôn es incomplete, en la medida que no 
se refiere al modelo de sucesiôn ordenada por las élites, fôrmula 
intermedia y relativamente asequible, cuya importancia precisamen 
te queremos destacar. Porque se ha advertido su realizaciôn en el 
primer periodo de la Repûblica italiana y también en el caso espa- 
fiol, cabe deducir que este modelo viene favorecido por valores 
Intermedios de fragmentaciôn que se acercan en el caso espahol a 
un nivel tan bajo como el que tuvo la RFA en su periodo inicial.
Esto sugiere que las élites solamente logran ejercer su fun- 
ciôn ordenadora cuando las fuerzas parlamentarias no aparecen de­
masiado dispersas. Resultado que puede obtenerse "de manera natu­
ral", cuando los electores concentran su voto en pocas opciones 
partidistas, pero que puede venir también artificalmente favore- 
cido por la legislaciôn electoral, cuya capacidad distorsionadora 
y reductiva ha sido puesta de manifiesto por una literatura abun- 
dantlsima, a la que por tanto me remito^^^^. Al objeto de este tra 
bajo, basta tener en cuenta lo que senala el valioso anâlisis de
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F. Lanchester, esto es; que la legislaciôn electoral portuguesa y 
sobre todo la espanola distorsionan considerablemente la propor- 
cionalidad (en todo caso mâs que la legislaciôn italiana y alema 
na) y consiguen también que la fragmentaciôn parlamentaria sea 
bastante menor que la fragmentaciôn electoral (efecto reductivo 
que también es mâs fuerte en estos paîses que en Italia y en Aie 
mania); aunque, seguramente el sistema electoral alemân favorece 
mâs la limitaciôn del nûmero de partidos, en virtud de la claûsula 
de exclusiÔn del
En todo caso, aunque la fragmentaciôn parlamentaria sea un - 
factor importante para explicar los diferentes perfiles sucesorios 
de cada sistema, no da respuesta a diversos interrogantes: 6Por qué 
a veces, pese a la considerable concentraciôn de fuerza en algunas 
opciones partidistas (recuêrdese que la DC en 1948 obtuvo la mayo- 
ria absoluta) no se desarrollan las pautas ôptimas de la sucesiôn 
ordenada por el elector ado ?<î.Pcr qué dif ieren tanto las medidas suce 
srias del primero y del ûltimo perîodos de la experiencia italiana, 
si presentan valores de F^ prâcticamente iguales?iPor quê la Repû 
blica Federal de Alemania se ha ajustado, desde las primeras elec 
ciones al Bundestag, al patrôn de la sucesiôn ordenada por el elec 
torado, aunque el Parlamento entonces elegido y también el siguien 
te tuvieron una fragmentaciôn muy considerable y en todo caso si­
milar a la de las dos primeras legislaturas italianas?
Es necesario, por tanto buscar explicaciones en otra direcciôn 
y explorar, en concrete, el problema de la polarizaciôn de los sis^ 
temas de partidos.
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C) LA POLARIZACION DSL SISTEMA DE PARTIDOS
La polarizaciôn hace alusiôn, en primer têrmino, a una medida 
estâtica: la distancia ideolôgica que media entre los partidos de 
un sistema. Ello presupone la posibilidad de ordenarlos en un eje 
derecha-izquierda que refleja la percepciôn que los electores o 
las élites polîticas tienen de la posiciôn de los partidos. Por 
supuesto que la distancia percibida no serâ igual en ambos casos, 
aunque exista sin duda una influencia recîproca entre las imâgenes 
de polarizaciôn vigentes en la base y en la cûspide del sistema po 
lîtico.
Sani y Sartori, centrando el anâlisis en las actitudes de los
electores, han elaborado un indice de polarizaciôn a partir de la
autocolocaciôn de los simpatizantes de los principales partidos en
( 12 )una escala ordinal de derecha a izquierda . El indice refleja 
la distancia entre los dos grupos de simpatizantes mâs aiejados 
entre si.
De acuerdo con sus valores aparecen netamente diferenciados 
dos grupos de sistemas: los tipificados como casos de pluralisme 
moderado, con un indice de polarizaciôn bajo (entre 0,08 y 0,33) 
y los sistemas de pluralisme polarizado, con valores altos (que 
oscilan entre 0,57 y 0,65). En estos ûltimos, la gran distancia 
ideolôgica reflejaria, a juicio de Sartori, la presencia de part^ 
dos antisistema^^^).
De acuerdo con este indice Alemania pertenece claramente al
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primer grupo de sistemas (0,27), mientras que Italia al segundo
(0,64). Por su parte, Espana présenta un valor de polarizaciôn in-
termedio (0,48), aunque mâs cercano a las caracterîsticas del plu
(14)ralismo polarizado . Finalmente, hay que advertir que aunque 
el estudio mencionado no incluye el caso portugués, otros traba- 
jos empîricos demuestran que las imâgenes de los partidos se di£ 
tribuyen también en este pais, entre posiciones muy distantes en 
el eje d e r e c h a - i z q u i e r d a .
Hay por tanto aquî una segunda diferencia relevante entre el 
sistema de partidos alemân y el de estas très democracias del Sur 
de Europa. Ahora bien <?Hasta qué punto la polarizaciôn tiene conse 
cuencias para el problema de la sucesiôn gubernamental?
Dodd, por ejemplo, en un estudio metodolôgicamente sofistica 
do, llega a la conclusiôn de que la polarizaciôn no afecta a la 
estabilidad de los G o b i e r n o s . Sin embargo, hay que senalar que 
los datos que utiliza para este anâlisis se basan en la colocaciôn 
de los partidos en el eje derecha-izquierda por el propio autor y 
no en la autocolocaciôn de los seguidores de los partidos, como 
el indice de Sani y Sartori. En consecuencia hay fuertes discre- 
pancias entre ambas estimaciones (por ejemplo en lo que se refie 
re al caso italiano) y su fiabilidad es muy diferente.
Para analizar este problema sobre bases mâs firmes he calcu- 
lado la correlaciÔn entre la polarizaciôn de nueve sistemas de 
partidos, medida a partir de la autocolocaciôn de los simpatizan 
tes, y la duraciôn media de sus Gobiernos, datos que figuran en 
la Tabla 20.
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Tabla 20: "Polarizaciôn del sistema de partidos y duraciôn media 
de los Gobiernos"











1.- Los valores de polarizaciôn proceden de: SARTORI,G. "El plura 
lismo polarizado: critiche e repliche" cit., p. 11.
2.- Los datos sobre la duraciôn de los Gobiernos, exceptuando el 
caso espahol, se han tomado de HERMAN, V "Comparative perspec 
tives on ministerial stability in Britain" cit. p. 57.
El resultando es una asociaciôn muy fuerte de signo negativo
( r = -.816) que indica que la distancia ideolôgica no es ni mucho
menos un factor irrelevante para el perfil sucesorio de los siste
(17)mas democrâticos
Esta correlaciÔn permite ademâs analizar con mejor perspecti^
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va uno de los hallazgos de Taylor y Herman en su clâsico estudio
( 18 )sobre la estabilidad gubernamental . Pusieron de manifiesto e£
tos autores la existencia de una asociaciôn negativa entre la dura
ciôn de los Gobiernos y la proporciôn de escahos controlados por
los partidos antisistema, precisando que la asociaciôn se mante-
nîa con la misma intensidad si se referia exclusivamente a los e£
(19 )cahos de los partidos comunistas . Observaciôn que ha sido pos-
teriormente confirmada por Fulco Lanchester y que también viene
(20)
avalada por los datos de este estudio
Ahora bien, correlaciÔn no tiene por quê implicar causalidad, 
y en base a lo tratado anteriormente se puede deducir que en este 
caso concreto desde luego no lo impiica. En otras palabras, la caf 
da frecuente de los Gobiernos no es seguramente imputable a la 
fuerza de los partidos comunistas o al menos este factor debe ser 
considerado en un contexte mâs amplio.
De entrada hay que tener en cuenta que la actividad pariamen
taria de estos partidos no suele caracterizarse por una oposiciôn
incondicional a las iniciativas gubernamentales. Limitândonos a
los paîses objeto de este estudio, los siguientes datos parciales
pueden asî atestiguarlo: el PCI votô a favor del 67,7% de los pro
yectos de ley del Gobierno durante las cinco primeras legislaturas
(21)del Parlamento italiano ; el PCE ha respaldado con su voto el
64,5% de las leyes orgânicas aprobadas entre el 24-7-79 y el 
20-5-81; e incluso el PCP dio su apoyo al 55,1% de los proyect 
de ley gubernamentales aprobados entre el 3-6-76 y el 14-10-77
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Pero lo fundamental a mi juicio, es tener en cuenta que los
sistemas polarizados, que son precisamente aquellos donde hay par
tidos comunistas de dimensiones no despreciables, se caracterizan
no sôlo por la gran distancia ideolôgica que existe entre los par
tidos extremos (esto es, entre los comunistas y las fuerzas mâs a
la derecha) sino también por los grandes intervalos que separan
entre si a los partidos intermedios, que son los del ârea guberna
(23)mental . En consecuencia, las coaliciones tan frecuentes en e£ 
tos sistemas parecen condenadas a la inestabilidad por la propia 
heterogeneidad de sus componentes y ello serâ especialmente asi 
cuando incluyan a partidos socialistas y centristas.
Résulta de este modo que el fenômeno complejo de la distan 
cia ideolôgica y no tanto los partidos comunistas (aunque por su 
puesto su presencia tiende a mantener la distancia ideolôgica in^ 
cial), puede explicar algunas de las paradojas a las que la varia 
ble fragmentaciôn no daba respuesta. Si los Gobiernos de coali­
ciôn formados en el Parlamento alemân de 1949 y en el italiano de 
1948 tuvieron distinta duraciôn, ello no es seguramente imputable 
a la diferente fragmentaciôn de ambos Parlamentos (mayor en el ca 
so alemân que en el italiano, donde la DC tenia la mayoria absolu 
ta), sino a la mayor heterogeneidad de los partidos coaligados en 
Italia (y en definitiva a la gran distancia ideolôgica propia de 
este sistema) que determinô la necesidad de reformer repetidamente 
la composiciôn del Gobierno durante aquella legislatura (De Gaspe­
ri VI; DC-PLI-PRI-PSLI; De Gasperi VII; DC-PRI-PSLI; De Gasperi 
VIII: DC-PRI).
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Por otro lado, la polarizaciôn relativamente moderada del sis 
tema espahol seguramente ha favorecido la duraciôn de los Gobiernos 
monocolor de UCD, en cuanto que ha facilitado la cooperaciôn con 
los mismos de otros partidos, pero al mismo tiempo esta polariza­
ciôn ha sido lo suficientemente relevante como para impedir la for 
maciôn de acuerdos de coaliciôn expresos y astables.
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D) LAS ESTRATEGIAS PARTIDISTAS Y LA POSICION 
POLITICA DEL GOBIERNO
Junto a la polarizaciôn como estado, como medida de la distan 
cia ideolôgica vigente en un momento dado en un sistema de parti­
dos, hay que distinguir -como lo hace Sartori en su ûltimo trabajo- 
la polarizaciôn como proceso, esto es, la variaciôn de esa distan­
cia, para incrementarla (procesos de polarizaciôn) o para reducir-
(24)la (procesos de despolarizaciôn)
Sin embargo, importa notar que la distancia ideolôgica es una
variable que evoluciona muy lentamente, como no ha dejado de seha-
larlo el citado autor, y por tanto, desde el punto de vista de nue£
tro estudio parece légitime considerarla como un factor estructural
(25)que condiciona las pautas de la sucesiôn gubernamental . Ello no 
obsta para advertir que las estrategias competitivas centripetas o 
centrifugas puestas en marcha por los partidos, estrategias que a 
la larga pueden determinar variaciones en la distancia ideolôgica 
del sistema, repercuten en cambio mâs inmediatamente sobre las va­
riables sucesorias.
Las estrategias partidistas son un fenômeno complejo, porque 
los partidos despliegan su actividad competitiva en mûltiples pia­
nos: en el terreno de la afiliaciôn, de las elecciones, de la ac­
tividad parlamentaria y también en la formaciôn de las coaliciones 
gubernamentales. Aquî, como es lôgico, nos interesa sobre todo és- 
to ûltimo, porque las estrategias de coaliciôn no sôlo determinan 
fôrmulas mâs o menos correspondientes a los parâmetros funcionales
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del rêgimen parlamentario (sobre esto ya hemos tratado), sino que 
ademâs adjudican al Gobierno una posiciôn politica en el eje dere 
cha-izquierda. Los Gobiernos, en definitiva pueden resultar basa- 
dos en la derecha, en el centro y en la izquierda del continue po 
litico y vale la pena revisar, con este enfoque, los resultados 
-por ejemplo en lo relative a la estabilidad gubernamental- de estas 
diversas posiciones.
1.- La mediaciôn centriste
El centro es en politica un espacio polêmico: su existencia
misma es objeto de discusiôn. Basta recorder como para Duverger las
tendencies politicas son naturalmente duales, de modo que aunque a
veces haya un partido de centro, no habrâ sin embargo una tenden-
cia o una doctrine de centro; tesis que en definitiva ha sido tam
bién aceptada por otros analistas del problema de las coaliciones
( 26 )como Budge y Herman . Es bien sabido que Sartori ha refutado e£
ta proposiciôn, invirtiêndola (puede no haber un partido de centro,
pero siempre hay una tendencia central) y que, a su juicio, la ocu
paciôn de espacio central por uno o varios partidos es una carac-
teristica especifica del pluralisme polarizado. Mientras que en los
sistemas de pluralisme moderado el polo central no estâ estructura-
do: el electorado que corresponde a esa tendencia estâ "libre" y su
apoyo fluctuante es precisamente el objeto que se disputan los par
tidos de la derecha y la izquierda que por eso mismo tienden a mo-
(27 )derar sus posiciones . Sin embargo, el propio autor reconoce 
que la nociôn de centro no estâ todavia suficientemente afinada y 
ello constituye el punto mâs delicado y escurridizo de todo su 
enfoque ^.
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A los efectos del presente trabajo no es imprescindible afron- 
tar este problema en toda su complejidad. Basta delimitar lo que 
aquî entendemos por partido de centro y por Gobierno de centro.
En cuanto a lo primero, parece claro que una definiciôn que 
atienda a la ideologia declarada de los partidos résulta radical­
mente inûtil: el libéralisme, el humanisme cristiano, la socialde- 
mocracia o una ambigua slntesis "centrista" de todas estas tradicio 
nes no son condiciôn necesaria ni suficiente de la centralidad de 
un partido. La idea de partido de centro sôlo puede tener un sent^ 
do posicional.
Un indicador importante de la posiciôn de los partidos es la 
autocolocaciôn de sus simpatizantes en la dimensiôn derecha-izquier­
da. En este sentido, el estudio antes citado de Sani y Sartori, mue£ 
tra que en muchos sistemas democrâticos hay grupos de simpatizantes 
que se situan en los valores intermedios de la escala ordinal de 
diez puntcs que représenta esa dimensiôn. Cercanos al valor 5 estân 
en Italia los socialdemôcratas y los republicanos (4,8) y también 
los demôcrata cristianos (5,9); en Espaha, los simpatizantes de UCD 
(5,9); en Alemania, los libérales (5,8) y, por dar ejemplos de paî­
ses que no son objeto de este estudio, cabe ahadir que también se
colocan en posiciones intermedias los socialistas austrîacos (4,9)
(OQ )
y los demôcratas norteamericanos (5,7) . En cuanto a Portugal,
ya se dijo que no hay medidas équivalentes, pero puede servir de 
orientaciôn una encuesta dirigida por M. Bacalhau que révéla que 
los electores (no sus simpatizantes) dan también al PSP una posi­
ciôn intermedia (4,6)^^^^. En consecuencia, puede decirse que estos
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partidos se apoyan en la tendencia central de electorado.
Ahora bien, <?significa êsto que todos son partidos de centro? 
Obivamente no, porque lo que define la centralidad de un partido no 
es s61o la posiciôn de sus seguidores, sino tambiên su posiciôn re­
lative en el sistema. Por tanto, sôlo podrân ser considerados como 
partidos de centro aquellos que ademâs de apoyarse en la tendencia 
central, tengan partidos relevantes a su derecha y a su izquierda.
De ahî que ni el partido socialiste austriaco ni el demdcrata ame- 
ricano puedan entrer en esta catégorie; su posiciôn sistémica no es 
central, sino que ocupan la izquierda del continue partidista de - 
sus respectives paises (sin que quepa deducir necesariamente de e£ 
ta posiciôn une connotaciôn ideolôgica "de izquierdas" con el sig- 
nificado que la tradiciôn polltica europea atribuye a esta expresiôn).
Continuando esta linea argumentai, cabe decir que un Gobierno 
de centro no es cualquier Gobierno en que participe un partido de - 
centro. La centralidad del Gobierno dériva ademâs del hecho de es- 
tar sometido a una oposiciôn bilateral, caracteristica que no es so 
lamente topogrâfica, porque tiende a condicionar su manera de actuar; 
atribuye naturalmente al Gobierno una funciôn mediadora entre las 
demandas que las oposiciones articulan.
En otras palabras, si el Gobierno austriaco de Kreisky no puede ser 
considerado de centro porque el partido socialista représenta la iz­
quierda de aquêl sistema, los Gobiernos alemanes de Adenauer tampoco 
merecen este calificativo, pese a que en ellos participate el parti­
do liberal. La coaliciôn CDU-FDP no estaba sometida a oposiciones
3 4 0
bilatérales (no habîa ninguna fuerza parlamentaria importante a su
derecha), ni desempehô una funciôn caracterizable como mediadora:
sus relaciones con la oposiciôn socialista se establecieron, como
(31)lo sehala Pappalardo, en términos de una fuerte contraposiciôn
Aclaradas estas cuestiones, y volviendo al objeto de nuestro 
estudio, parece que pueden describirse vâlidamente como Gobiernos 
de centro, los ûltimos de la Asamblea Constituyente italiana, tam­
biên los sucesivos de la primera legislatura y parte de los de la 
segunda y la tercera; asîmismo, los Gobiernos de UCD y tambiên el 
primero de Mario Soares.
Todos ellos estuvieron integrados por partidos de centro, en 
el sentido antes dicho, y todos tambiên tuvieron que lidiar con opo 
siciones bilatérales. Sin embargo, como se puede ver en la Tabla 21, 
la fuerza parlamentaria de las oposiciones de derecha e izquierda 
fue muy diferente en los très paises. En Italia sobresalîa la opo­
siciôn de izquierdas (PSI, PCI fundamentalmente),aunque en el se- 
gundo période de la experiencia republicana la derecha se reforzô 
notablemente. El caso espahol es en buena medida similar, presen- 
tando como caracteristica especificas la presencia de una cierta 
oposiciôn de centro (fundamentalmente el PNV) y la debilidad de la 
oposiciôn de derechas todavia mâs marcada que en el caso italiano. 
Pero tal oposiciôn en definitive existia, porque aunque AP respaldô 
la investidura de los Gobiernos Suârez III y Calvo Sotelo, faltô 
en aquellas ocasiones un explicite acuerdo de gobierno. En consecuen 
cia, la derecha no se comprometiô a apoyar solidariamente la poli- 
tica gubernamental y de hecho se opuso a ella en importantes eues-
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tiones (Côdigo de Justicia Miliar, Ley de Financiaciôn de las Co- 
munidades Autônomas, Ley del Divorcio, Estatuto Vasco, etc.). Por 
el contrario, el Gobierno de Mario Soares en Portugal tuvo que ha 
cer trente, sobre todo, a una fuerte oposiciôn de derechas.
Tabla 21: 
Caso
"Las oposiciones bilatérales a los Gobiernos de Centro"
Gobierno Op. de izquierda Op. de derecha
Italia 1 De Gasperi IV 219 diputados 46 diputados
De Gasperi V 179 46
De Gasperi VI 183 20
De Gasperi VII 183 39
De Gasperi VIII 216 39
Italia 2 De Gasperi IX 242 82
Fanfani I 242 82
Scelba 218 69
Segni I 218 69
Fanfani II 224 66
Portugal Soares I 30 97
Espana Suârez II 138 16
Suârez III 145 10
Suârez IV 145 10
Calvo Sotelo 150 10
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En definitiva, este simple repaso de la geograffa parlamenta 
ria prueba que los Gobiernos de centro en Italia y en Espana han 
tenido realmente una colocaciôn de centro-derecha y en Portugal 
de centro-izquierda. Precisiôn obivamente cargada de implicaciones 
sustanciales, pero que no suprime el denominator comûn a todos e- 
llos de ser Gobiernos de mediaciôn, proclives por su propia posi­
ciôn central a no marginar completamente a las oposiciones y por 
tanto a favorecer el consenso, lo que résulta particularmente impor 
tante en la fase de instauraciôn de nuevos regîmenes democrâticos.
La mediaciôn centrista tiene su âmbito mâs natural y visible 
en el Parlemente y se realize mediante la desvinculaciôn entre la
mayorîa gubernamental (cuando tal mayorîa efectivamente existe) y
las mayorias legislatives, de forma que estas ûltimas abarquen mâs 
que la primera e incorporen a las oposiciones.
Esta manera de legislar se manifestô durante el primer Parle­
mente constitucional italiano e incluse con perfiles mâs netos en 
el segundo y en el tercero. El percentage medio de votes favorables
a las leyes fue en la primera legislatura 78,4%; en la segunda 83,9%
y en la tercera, 88,3%, mientras que la mayorîa gubernamental no so
brepasô el 63,7% de los diputados, techo mâximo correspondiente al
(32)Gobierno De Gasperi VI, y fue en general bastante mener . En con 
creto, la implicaciôn comunista en la aprobaciôn de las leyes fue, 
como ya se ha dicho en otra parte, muy significative, aunque es —  
cierto que el respaldô del PCI se mostrô con mayor fecuencia cuando 
se seguîa el procedimiento (previsto por el art. 72 de la Constitu- 
ciôn) de aprobarlas en Comisiôn y no tanto cuando la votaciôn final
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ocurrîa en el marco mâs pûblico del Plenario de las Câmaras^^^^.
Hay que subrayar tambiên, como lo hace Provasi, el especial signi- 
ficado compensador de esta integraciôn parlamentaria del PCI en 
aquellos anos de la postguerra cuando la posiciôn de la clase obre 
ra en el terreno de la organizaciôn social e industrial era parti­
cularmente d ê b i l .
En Portugal el primer Gobierno de Mario Soares suscitô igual- 
mente una intensa cooperaciôn legislativa en la Asamblea de la Re- 
pûblica. Durante la primera sesiôn del parlamento elegido en 1976 
(que cubre prâcticamente todo el mandate de aquêl Gobierno), se 
aprobaron 24 leyes por unanimidad (PCP, PS, PSD, CDS); 11 por el PS, 
PSD y CDS; 3 por el PCP, PS y PSD; 2 por el PCP y PSP ; y 13 por el 
PS solo, con la abstenciôn de otros g r u p o s . Mâs aûn, como sena- 
la Water C. Opello, en el mismo periodo aproximadamente y en vota- 
ciones de procedimiento o sustantivas, los socialistas se alinearon 
con cada uno de los otros grandes grupos un nûmero de veces prâcti­
camente igual, lo que indica "hasta quê punto andaban en la cuerda 
floja entre los partidos de oposiciôn y expresa su disposiciôn ge­
neral al compromise en la Asamblea"
Por loqae se refiere a los Gobiernos de centro espaholes, sô­
lo disponemos de datos referentes a la votaciôn de las leyes orgâ- 
nicas durante los Gobiernos Suârez III y IV y la primera fase del 
de Calvo Sotelo. Faltan medidas sobre la cooperaciôn legislativa en 
las Cortes constituyentes pero cabe pensar que fue muy intensa dado 
el clima de consenso entonces imperante. Como résulta de la Tabla 22
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la prâctica totalidad de la legislaciôn orgânica ha sido respaldada 
por UCD, PSOE y CiU. Los partidos de los extremos del continue (AP 
y PCE) dieron su voto afirmativo con frecuencia menor, pero de to- 
das formas muy apreciable. Fue el PNV el partido que menos se im­
plied en esta legislaciôn, entre otras razones, porque se ausentô 
del Parlamento entre Enero y Septiembre de 1980. Por tanto el cua- 
dro resumen refleja una fuerte cooperaciôn interpartidista.
79 y el 20-5-81"
SI NO AB
AP 21 4 6
UCD 31 - -
CiU 29 2 -
PNV 14 5 1
PSOE 29 2 -
PCE 20 8 3
Ahora bien, la mediaciôn centrista en estes très sistemas pré­
senta marcadas diferencias no sôlo en lo que atahe a las polîticas 
sustantivas llevadas a cabo por los respectives Gobiernos (diferen 
cias que reflejan su posiciôn de centro-izquierda o de centro-dere­
cha) sino tambiên por las estrategias seguidas para la formaciôn de 
estes Gobiernos y es este sobre todo lo que importa subrayar aquî. 
Dos parecen ser en este sentido las principales estrategias: la 
mediaciôn en coaliciôn y la mediaciôn solitaria. Mientras la DC 
escogiô claramente la primera, los partidos de centro en Portugal
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y en Espana se inclinaron por la segunda y las consecuencias de es­
ta opciôn parecen bastante relevantes. Repasemos los hechos.
La crisis del Gobierno tripartite DC-PSI-PCI en mayo de 1947
diô un giro espectacular a la polltica italiana. Tras mûltiples
intentes acabd resolviéndose con la formaciôn de un Gabinete mono-
color de la DC que representaba la exclusiôn de la izquierda del
ârea gubernamental. Sin embargo esta fôrmula "no expresaba el de-
(37)seo de la DC de obrar por su cuenta" . Tan pronto como fue po- 
sible De Gasperi procediô en efecto, a sustituir aquêl Gobierno por 
otro en el que se integraban, junte al suyo, los partidos liberal, 
republicano y socialdemôcrata. Nacîa as! la coaliciôn centrista - 
que aseguraba al Gobierno una mayorîa parlamentaria (aunque la DC 
en la primera legislatura disponîa de esa mayorîa por sî sola) y 
le daba ademâs una cierta autonomîa frente al partido democristia- 
no, lo que favorecîa su funciôn de ôrgano mediador.
Esta coaliciôn, con algunas variantes (el PLI, por .ejemplo, 
no participe en los Gabinetes De Gasperi VII y VIII) fue capaz de 
sostener continuadamente varies Gobiernos de centro durante cinco 
anos y medio. Era en realidad un instrumente insustituible para tal 
funciôn, como bien se viô tras las elecciones de 1953, cuando los 
pequenos partidos laicos "castigados" por los resultados de aquellos 
comicios se negaron a renovar la coaliciôn. De Gasperi probô enton­
ces la vîa de la mediaciôn en solitario, pero el Gobierno monocolor 
que formô fue rechazado por la Câmara. Su fracaso, propiciado in­
cluse por la abstenciôn de los antiques aliados, evidenciaba las 
dificultades casi insuperables de aqeulla estrategia, como pudo corn
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probarlo a lospocos meses Fanfani al intentar un Gobierno del mismo 
tipo, aunque mâs cualificado desde el punto de vista programâtico. 
No cabla, por tanto, sino volver al esquema originario de la coali­
ciôn centrista, aunque en condiciones mâs desfavorables para la DC, 
que privada ahora de su mayorîa parlamentaria, veîa disminuido su 
poder négociai frente a sus partners. Los Gabinetes Scelba y Segni 
I siguieron esa vîa y aseguraron todavîa otros très anos mâs de go- 
bérnaciôn de centro.
Con la crisis de este ûltimo, determinada por el abandono de 
los ministros socialdemôcratas, se excluyeron de manera casi defi- 
nitiva las posibilidades de un Gobierno de centro (la pequeha coa­
liciôn DC-PSD intentada despuês por Fanfani sôlo durô 200 dîas) y 
la DC entonces buscô soluciones a su derecha formando Gobiernos mo­
nocolor que recibîan el apoyo (no contratado) del MSI. Paradôjica- 
mente, esta estrategia, ajena al esquema de centro, no interrumpiô 
sin embargo la dinâmica de cooperaciôn legislativa. A juzgar por 
los datos de Cazzola, el PCI llegô incluso a apoyar con mâs fre­
cuencia las iniciativas de los Gobiernos de este tipo que las de
/ o g \
los anteriores Gabinetes centristes .
La mediaciôn solitaria fue, en cambio, la estrategia del PSP 
y de la UCD. En el primer caso, permitiô mantener un Gobierno de 
centro durante un ano y medio aproximadamente, y en el segundo, cua 
tro Gobiernos que duraron cinco anos y algunos meses. El PSP se 
"encerrô" en esta estrategia al comprometerse durante la campaha 
electoral de 1976 a no hacer ningün Gobierno de coaliciôn, decisiôn 
que retrospectivamente parece a todas luces errada. No obstante, la
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escasa duraciÔn de la experiencia de centro en Portugal no puede
explicarse, como veremos mâs adelante, sin tener en cuenta los fac
(39 )tores constitucionales del caso
En Espana, la mediaciôn solitaria de UCD tras las elecciones 
de 1977 venîa probablemente aconsejada por la escasa homogeneidad 
interna de esta formaciôn (que le restaba maniobrabilidad) y por 
la naturaleza del proceso de transiciôn. Sin embargo, una vez aca 
bada la fase constituyente, hay que imputar a una cierta "arrogan 
cia del poder"ysobre todo a las propias dificultades del sistema 
de partidos, la reafirmaciôn de esta estrategia que a la postre 
séria desastrosa para UCD. Comparando el espanol con el caso ita­
liano salta en efecto a la vista que la configuraciôn de un siste­
ma con fuertes partidos régionales, fue el obstâculo mayor para una 
mediaciôn en coaliciôn. A estos partidos centristas y en particular 
al PNV y a CiU les hubiera correspondido naturalmente el papèl de 
apuntalar la posiciôn del Gobierno de centro, como en Italia lo h^ 
cieron el PLI, el PRI y el PSDI. Pero la tensiôn Madrid-periferia, 
caballo de batalla de toda la transiciôn espahola, impidiô estruc- 
turar una relaciôn astable, en cualquiera de sus posibles formas 
(federaciôn o alianza) entre UCD y dichos p a r t i d o s ^ . Por el con 
trario, el PNV, como pudo verse en la Tabla 2, realizô una oposi­
ciôn de tenaz a los Gobiernos de UCD y por su parte CiU y el PSA, 
aunque cooperaron con ellos en las tareas législatives e incluso 
los apoyaron en ocasiones en la votaciôn de investidura, no llegaron 
a suscribir un acuerdo explicito que los corresponsabilizara en la 
polltica gubernamental ni a participer en el Gabinete. En conjunto.
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los partidos régionales posibilitaron la mediaciôn centrista en 
las Cortes, sin sufrir el correspondiente desgaste y quedaron en 
todo caso libres para competir con UCD en sus respectives âmbitos 
territoriales. El partido del Gobierno concurrîa, por tanto, des­
de una pésima posiciôn a las consultas régionales, y los resultados 
de las elecciones a los Parlamentos vasco y catalân y del referen­
dum andaluz de 19 80 acabaron por acelerar su descomposiciôn interna
2.- La crisis de la gobernaciôn centrista y las nuevas 
estrategias; ampliaciôn del centro o alternancia
Si en estas très democracies del sur de Europe han prevalecido 
en un primer momento los Gobiernos de centro, esta vîa -aunque con 
marcadas diferencias temporales- acabô por deteriorarse, volviéndo- 
se inutilizable. En Italie, durante la tercera legislatura se ago- 
tô la coaliciôn centirsta, minada por el disenso entre sus miembros, 
siendo un factor importante a estos efectos la derechizaciôn del PLI 
bajo la guia de Malagodi. En Portugal, la Asamblea de la Repûblica 
puso fin en 1977 a la experiencia de mediaciôn solitaria emprendi- 
da por el Gabinete Soares I, al negarle un voto de confianza para 
concluir la negociaciôn de un emprêstito con el FMI; finalmente en 
Espana la fase de los Gobiernos de centro se ha visto abocada a su 
fin por el desgaste electoral de UCD, evidenciado en las elecciones 
régionales de 1980 y 82 y drâmaticamente rubricado en las générales 
de este ano.
Se llegô de este modo en todo los casos a un punto de inflexiôn
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lo que a las estrategias gubernamentales se refiere, a una encru- 
cijada con dos salidas; la ampliaciôn del centro o la alternancia.
El primer supuesto se verified en Italia y tambiên durante un tiem 
po en Portugal. El segundo, en cambio, corresponde a un momento 
posterior de la experiencia lusa y tambiên a la espahola, tras el 
proceso de centrifugaciôn electoral que limô el polo intermedio 
de nuestro sistema de partidos.
La ampliaciôn del centro implica una coaliciôn del o de los par 
tidos centristas con otro de la izquierda o de la derecha, tal y co­
mo se hizo en Italia en 1962, al constituirse el centro-sinistra con 
la incorporaciôn del PSI, o en Portugal en 1978 al aliarse el PS con 
el CDS para formar el Gabinete Soares II.
El significado de estas coaliciones, en términos de polltica 
sustantiva, era desde luego muy diferente, porque el Gobierno demo- 
cristiano-socialista se proponla en Italia una ambiciosa serie de 
reformas de estructura, mientras que en Portugal sôlo un plan de e£ 
tabilizaciôn y un proyecto de desarrollo a medio plazo. Pero en am- 
bos casos se trataba de una esrrategia gubernamental dirigida por el 
partido que protagonizô la etapa anterior y por tanto no suponîa 
una soluciôn de continuidad ni un desplazamiento radical de la po­
siciôn polltica del Gobierno, De hecho, los Gobiernos del centro am 
pliado apareclan, como los de centro "puros" sometidos a oposicio­
nes bilatérales. En Italia, el PCI por la izquierda y por la dere­
cha el PLI, los Monârquicos y el MSI; en Portugal, el PCP por la iz­
quierda y el PSD por la derecha, Mejor dicho, en este ûltimo caso, 
no es que el PSD estuviera a la derecha de la coaliciôn -su posi-
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ciôn en el continue português es intermedia entre el PS y el CDS- 
pero si realizô y représenté una oposiciôn "de derechas" al Gobier­
no Soares I I .
Sin embargo, estas continuidades y esta semejanza formai no 
deben ocultar las diferencias reales que separan ambos tipos de Go­
bierno. La ampliaciôn del centro otorga, en primer término, al Ga­
binete una base mayoritaria, generalmente holgada, que los Gobier­
nos de centro no tenîan ni en Espana ni en Portugal ni tampoco en 
Italia, cuando se trataba de Gabinetes monocolor o en el caso de a^ 
gunos Gobiernos de coaliciôn (por ejemplo, el Segni I o el Fanfani 
II). Sin embargo, esta mayorîa, dada su hetereogeneidad es mâs apa- 
rente que efectiva y de todas formas bastante menos operative que 
la de los Gobiernos de coaliciôn centristas.
La cohesiôn del Gobierno y de su mayorîa se convierte aquî en
el problème nûmero uno. Los esfuerzos por asegurarla tienden a
reflejarse durante la formaciôn del Gobierno en dos aspectos. En
primer lugar, la acentuaciôn del momento programâtico del proceso;
esto es, la elaboraciôn de acuerdos de gobierno extensos y detalla-
dos que proponen soluciones a corto y a medio plazo para los distin
tos problèmes, acuerdos que justifican asî la cooperaciôn guberna-
(4 3)mental entre partidos que ocupan posiciones muy distantes. . Para- 
digmâticos son en este sentido los acuerdos politicos que permitie- 
ron la formaciôn de los Gabinetes Soares II y Moro I. Comparados 
con ellos, los acuerdos de gobierno que fundamentaron los Gabine­
tes centristas de Scelba en 1954 y de Segni en 1955 resultan breves 
y genéricos.
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Pero ademâs de este esfuerzo programâtico, los miembros de 
la coaliciôn, para asegurarse de que el Gobierno no desplazarâ 
su linea buscando apoyos fuera del marco concertado tienden tam­
biên a hacer una delimitaciôn clara de la mayorîa. Transcribo pa­
ra iluminar este punto algunas frases del acuerdo politico prépara 
torio del primer Gobierno de centro-sinistra.
"Esta mayorîa debe ser y debe aparecer razonablemente
determinada y netamente definida.., se limita riguro
samente a los cuatro partidos comprometidos en ella...
y déclara su plena autonomîa polltica y programâticar
persiguiendo sus propios objetivos politicos con sus
propias fuerzas que son todas necesarias y sufcientes
para la coaliciôn. Quedan por consiguiente fuera de
la mayorîa, naturalmente segûn las reglas del mêtodo
democrâtico y dentro de la dialêctica parlamentaria,
las fuerzas de la derecha y el partido liberal, por
(44 )un lado y el partido comunista por el otro"
En el mismo sentido, aunque con menos precisiôn, el pacto en­
tre el PS y el CDS fijaba los limites de la ampliaciôn del centro 
al declarar que "el présente acuerdo que procura la formaciôn de 
un nuevo Ejecutivo con apoyo parlamentario mayoritario y estable es 
incompatible con la celebraciôn por algunos de sus signatarios de 
cualesquiera otros acuerdos que contradigan sus principles, inuti- 
licen su contenido o limiten su a l c a n c e " . Se renunciaba, de es­
te modo, al intente previamente realizado por el PS de simultanear 
su pacto de gobierno con el CDS con otro "acuerdo de incidencia so­
cial" con el PCP^^^^.
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Sin embargo, los esfuerzos por delimiter la mayorîa y por do- 
tarla de unos objetivos programâticos précisés no suele bastar, co 
mo la experiencia lo demuestra,para soldar en el piano funcional - 
partidos tan distantes como los que integran el centro ampliado. Sur 
gen en efecto inevitablemente interpretaciones polîticas discordan­
tes de la operaciôn realizada y en Italia no tardan en manifestarse 
dos versiones del centro-sinistra que discrepan sobre el ritmo a im 
primir a las reformas de estructura previstas en el programa; por un 
lado, el ala "radical" personificada por la trîada Fanfani, La Mal- 
fa y Lombardi y por otro, la componente "moderada" de la coaliciôn 
integrada por la corriente dorotea de la DC y los socialdemôcratas
de Saragat que insisten en la prioridad de las medidas anticoyuntu 
( 47 )raies . Bien pronto esta ûltima serîa la tendencia prevalecien- 
te, con el efecto consiguiente de posponer las reformas (aspectos - 
cruciales del acuerdo inicial de 1963, como el estatuto de los tra 
bajadores, la reforma regional o la polîtica de la vivienda sôlo ve 
rîan la luz al inicio de la década de los setenta). En realidad, a 
partir del Gobierno Moro II, el centro-sinistra sobrevive sôlo como 
fôrmula, vacîa de gran parte de su impulso p r o g r a m â t i c o . Que - 
los socialistas aceptaran esta situaciôn y decidieran pese a todo - 
continuar en el Gobierno,no puede entenderse sin tener en cuenta el 
peligro de un retroceso reaccionario en la polîtica italiana que se 
evidenciô, precisamente en julio de 1964, con la "conspiraciôn" del 
Présidente de la Repûblica y de altos mandos militares para formar 
un Gobierno de derechas que sustituyera al centro-sinistra. Hacer 
frente a esa amenaza fue lo que impulsô a Nenni a restablecer la - 
coaliciôn .
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De todas formas, las tensiones dentro de la mayorîa fueron per 
manentes y exigieron un enorme esfuerzo de mediaciôn, que a dife- 
rencia de lo que ocurrîa durante los Gobiernos de centro, serîa una 
mediaciôn entre los propios componentes de la mayorîa y no tanto en 
tre las o p o s i c i o n e s . En estas condiciones, ni las frecuentes - 
reuniones de los partidos para "verificar" el grado de cumplimiento 
del programa, ni el recurso incesante a la cuestiôn de confianza en 
el Parlamento para disciplinar a la mayorîa, bastarîan para asegurar 
la estabilidad de este tipo de Gobiernos: a partir de Moro III, la 
duraciÔn de los Gabinetes de centro-sinistra se vuelve muy efîmera 
y comparable en muchos casos al breve lapso del Gobierno Soares II.
Por fin, en 1974, el PSI acabarîa desenganchândose de esta pre 
caria gobernaciôn; y si se pregunta por qué esta experiencia italia 
ne del centro ampliado durô tanto mâs que la portuguesa, parece que 
la respuesta se halla en la vulnerabilidad mayor de la coaliciôn in­
tentada en Lisboa, objetivamente mâs reversible que el centro sinis- 
tra, lo que sugiere que Soares se equivocô al escoger su aliado. Al 
ccaligarse con el CDS, los socialistas portugueses no sôlo se unie- 
ron a un partido muy conservador, sino que ademâs legitimaron como 
actor gubernamental a un partido que -como se ha dicho en otra par­
te- sôlo se hallaba semi-aceptado en la nueva R e p û b l i c a ^ . En con 
secuencia ampliaron objetivamente el campo de las coaliciones posi­
bles y, de resultas, el CDS quedô en una posiciôn muy diferente a 
la del PSI en Italia. Para éste, la coaliciôn con la DC era la ûnica 
vîa para accéder al Gobierno, en tanto que el PCI no hubiera alcan- 
zado credibilidad gubernamental; sin embargo, el CDS, una vez con- 
guistado el status de partido de Gobierno, tenîa la opciôn de unir-
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se al PSD que se hallaba excluido de la coaliciôn aunque era indu 
dablemente pro-sistema, para formar una alianza alternativa. A- 
lianza que en el primer Parlamento constitucional no era todavia 
mayoritaria, pero que en perspective podia llegar a serlo. En de 
finitiva, si en Italia el centro-sinistra era la opciôn gubernamen 
tal mâs a la izquierda de todas las posibles, en Portugal, despuês 
del Gobierno Soares II, habîa otra estrategia posible mâs a la de­
recha, y el CDS pronto se viô empujado a recorrerla, Con indepen- 
dencia, por tanto, de cuales fueran los factores concretos que de-
terminaron la rupture de la coaliciôn, lo que parece claro es que
( 52 )esa operaciôn resultaba para el CDS polîticamente rentable
En Italia, las estrategias de ampliaciôn del centro no se con- 
cluyeron con la crisis del centro-sinistra. El agotamiento de esta 
fôrmula se imbricô con una aperture hacia el PCI, obligada por el 
crecimiento constante de este partido y por el clima de movilizaciôn 
polîtica y sindical de finales de los sesenta que habîa puesto en 
crisis los mecanismos clientelares de absorciôn de los conflictos.
De hecho, los ûltimos Gobiernos del centro-sinistra tuvieron una 
mayorîa menos rîgidamente delimitada y contaron con la cooperaciôn 
parlamentaria del PCI en importantes cuestiones, lo que no obsta - 
para que los comunistas siguieran realizando una fuerte oposiciôn 
en la s o c i e d a d . La tendencia al acercamiento culminô -como se 
ha dicho en otra parte- trâs las elecciones de 1976 que llevaron al 
ingreso del PCI en la mayorîa, de forma encubierta, con el Gobierno 
de la non sfiducia y, formalmente, en 1978.
Interpreter esta fase de la experiencia gubernamental italiana
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en términos de ampliaciôn del centro, contrasta con la visiôn bastan 
te mâs ambiciosa que los comunistas tenîan de su estrategia polîtica, 
pero concuerda con lo que a la postre aconteciô. El compromise his- 
tôrico era concebido por aquellos como una alianza permanente y no 
coyuntural entre las fuerzas democrâticas, particularmente el PCI 
y la DC; alianza que ademâs de su carâcter instrumental para hacer 
frente a la crisis econômica y social, se proyectaba como la vîa pa 
ra corregir los desequilibrios seculares de la sociedad italiana, 
para establecer un nuevo tipo de democracia que desde el punto de 
vista procesal debîa acercarse, segûn un destacado politôlogo co­
munista, al modelo de las democracias consociativas, y sobre todo 
para construir el socialisme en una versiôn distinta y mâs radical 
que la socialdemôcrata . En definitiva, el compromise histôrico 
significaba que los comunistas apostaban por la renovaciôn de la 
DC, por su capacidad de incorporer a una polîtica progresista a 
importantes sectores de la sociedad italiana, lo que lôgicamente 
debîa reflejarse en un sustancial desplazamiento hacia la izquier 
da de la posiciôn del Gobierno.
Como es notorio, los hechos quedaron lejos de tal perspecti­
ve. La "solidaridad democrâtica" de la VII legislatura se concre- 
tô en coaliciones que englobaban al PCI pero que no alteraban la 
composiciôn del Gobierno, que seguîa siendo întegramente democri£ 
tiano. Sôlo se ampliaba su base polîtica y esta estructura de la 
coaliciôn, que revelaba la ausencia de una fôrmula plenamente ace£ 
tada, indicaba tambiên las resistencias de la DC (y no sôlo de e- 
11a) a prorrogar estos Gobiernos mâs allâ de la fase de emergencia.
De hecho fue el PCI quiên tomô la iniciativa de la ruptura ante las
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resistencias de su base a secundar una operaciôn que, pese a sus 
frutos en términos de relegitimaciôn gubernamental, desvanecia 
la identidad especifica del partido y no mostraba una capacidad 
reformista inmediata, capaz de compensar los sacrificios exigidos 
por la polîtica de austeridad.
En consecuencia, el ingreso del PCI en el ârea gubernamental, 
no obstante el pathos histôrico que se atribuyô al acontecimiento, 
ni desplazô notablemente la posiciôn polîtica del Gobierno ni trans^ 
formô en sentido consociativo las reglas funcionales de la democra 
cia italiana, para lo cual faltaban en realidad casi todos los re- 
quisitos^^^'. Diô lugar a otra coaliciôn sincrética de las que la 
historia de Italia ofrece un muestrario tan rico^^^^. Coaliciôn sin 
embargo, abocada a ser mâs inestable que las -anteriores, porque el 
liderazgo de la misma era objeto de disputa, lo que en el centris^ 
mo y en el centro-sinistra (si se exceptua quizâ el momento de la 
breve unificaciôn socialista de 1966) no habîa ocurrido. Un lidera^ 
go compartido entre la DC y el PCI resultaba completamente impensa­
ble porque "el centro de la coaliciôn no puede ser ocupado simultâ-
neamente y durante mucho tiempo por dos formaciones con fuerzas a-
(57)proximadamente iguales y claras ambiciones gubernamentales" . E n
consecuencia, la ûnica posibilidad de estabilizar el compromise hi£
tôrico era que el PCI consiguiera hegemoneizar la coaliciôn, pero
-como anticipadamente lo advirtiô Peter Lange- el partido no conta-
( 58 )ba con suficientes recursos para lograrlo
Superada la fase de la solidaridad democrâtica, aunque no sus 
premises (el PCI sigue representando una cuota fundamental del elec
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torado italiano y la crisis de pais se alarga en el piano econômico 
y social sin que el Estado ofrezca las respuestas flexibles que la 
situaciôn requiers), han vuelto a prevalecer estrategias guberna­
mentales que corresponden al esquema del centro-sinistra, sin 
perjuicio de que ya no reivindiquen ese nombre, y de algunas cond^ 
ciones nuevas que distinguen netamente la situaciôn actual. La no- 
vedad mayor procédé de la acentuada erosiôn de la DC, tanto en su 
capacidad de liderazgo (minada por una imagen de escândalos y co- 
rrupciôn), como en el piano electoral (erosiôn evidenciada en las 
consultas régionales y administratives de 1980 y de 1981). Parale- 
laitiente a este proceso se ha registrado un incipiente crecimiento 
electoral del PSI, apoyado en una estrategia llena de contradiccio 
nés pero que intenta responder a las transformaciones recientes de
la sociedad italiana (concretamente,su secularizaciôn y tambiên la
(59)mayor movilidad del electorado) . Todo ello ha conducido a po- 
ner en cuestiôn el primado de la DC en esta coaliciôn mâs reducida, 
y ûltimamente a que este partido haya tenido que abandonar la Pre- 
sidencia del Consejo.
En taies condiciones résulta altamente improbable la estabili- 
zaciôn del nuevo centro-sinistra y todo lleva a pensar que el siste 
ma italiano deberâ finalmente enfrentarse a la prueba de la alter­
nancia como lo han hecho el português y el espahol. La estrategia 
de "alternativa democrâtica" adoptada por el PCI en diciembre de 
1980 se sitûa ya en esta perspectiva, y aunque su viabilidad pare£ 
ca escasa en la actual legislatura no cabe excluir que la nueva 
propuesta polltica tenga êxito en las prôximas elecciones. En este 
sentido vale la pena recordar que, segûn el anâlisis de Parisi, el
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relative inmovilismo de los resultados électorales de 1979 se expl^ 
ca precisamente por la ausencia de propuestas polîticas nuevas y 
C l a r a s H a y  que tener en cuenta ademâs que las posibilidades de 
la alternancia no dpenden sôlo del reforzamiento del PCI, sino que 
el crecimiento del PSI, de continuar (y pese a sus actuales alian- 
zas) puede acabar contribuyendo al mismo resultado.
Para terminar, parece convenience, subrayar que la verosimili- 
tud actual de la alternancia dériva directamente de la estrategia 
comunista del compromise histôrico y de su fracaso. De modo pareci 
do a lo que hemos visto que ocurriô en el caso português, esta am­
pliaciôn del centro no diô lugar a una fôrmula estable, pero ha rele 
gitimado en buena medida al outsider, ampliando objetivamente las 
coaliciones posibles. La propia DC ha debido admitir esta realidad al 
reconocer la "legitimidad democrâtica" del PCI a colocarse como al­
ternativa de Gobierno (exigiêndole a cambio que no haga una descali 
ficaciôn moral de la DC) . Por consiguiente no parece una mera 
autojustificaciôn la declaraciôn de Berlinguer de que "si hoy un 
partido como el nuestro, que no es un partido socialdemôcrata, pue 
de hacer con credibilidad una propuesta de Gobierno basada sobre la 
fuerza y las garantîas que ofrece, esto ocurre no a pesar de las ex 
periencias y del camino recorrido estos ûltimos anos, sino gracias a 
ellos" (62).
De todas formas la experiencia italiana no es el mejor marco 
de referenda para estudiar la alternancia. Es en Portugal y en Es- 
paha donde ésta ha dejado de ser un escenario posible para conver- 
tirse en un hecho, aunque no sea todavîa una prâctica consolidada.
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En ambos casos, la alternancia ha venido de la mano de impor 
tantes cambios en la estructura de la competiciôn partidista. Ini 
cialmente se desenvolvia entre très polos; uno de la derecha (AP; 
CDS) otro de la izquierda (PSOE y PCE; PCP) y otro central(UCD,
CiU y PNV; PSP y PSD); y el ûltimo era lo bastante fuerte como pa 
ra que prevalecieran los Gobiernos de centro o del centro amplia­
do (63). Sin embargo, este esquema se transforma a raiz de las elec­
ciones portuguesas de 1979 y de las espaholas de 19 82 que redimen- 
sionan radicalmente el polo central. En Portugal, el PSP pasa de 107 
a 74 diputados y el PSD aparece situado ya en la derecha. En Espa- 
ha, UCD queda reducido a 12 diputados y el partido de Suârez ûnica- 
mente obtiene 2, de modo que son los 20 diputados nacionalistas 
quienes constituyen el grueso de las fuerzas parlamentarias de cen 
tro.
En base al modelo de Sartori, esta evoluciôn de los sistemas 
portugueses y espahol podrîa atribuirse a las predisposiciones me- 
cânicas de la competiciôn partidista en los sistemas polarizados.
En efecto, el citado autor sostiene que la ocupaciôn del centro por 
uno o varios partidos que "capturan" al electorado intermedio (lo 
que no ocurre en los sistemas de pluralisme moderado, donde este 
electorado es tîpicamente fluctuante) hace que la competiciôn par 
tidista tienda a ser centrîfuga y no centrlpeta (los partidos ex- 
temos no se desplazarân hacia el centro y serân a la inversa los 
partidos centristas los que tenderân a moverse hacia uno de los ex 
tremos o alternativamente hacia uno y otro para mantener su electo 
rado). Tendencia que puede acabar vaciando el centro. (6^^
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Ahora bien, desde mi punto de vista, este tipo de explicaciôn 
ayuda a comprender la evoluciôn del caso português y la alternan­
cia de 1979, pero no tanto el caso espahol y la alternancia de 1982. 
Lo que quizâ se deba a que el sistema espahol no tiene un grado de 
polarizaciôn muy alto (vêase lalhbla 20) o bien a que en êl se han 
producido comportamientos de los actores politicos que han compensa 
do los condicionamientos sistêmicos, determinando consecuencias ine£ 
peradas^^^^ De todas formas esta discusiôn resultarâ mâs clara al 
hilo de la descripciôn de los casos concretos.
La vida polîtica portuguesa, desde principios de 1979, ha esta
do dominada por la "batalla de la Constituciôn". Aunque quizâ vale
la pena recordar que el tema constitucional nunca habîa dejado de
ser contencioso porque no existiô realmente en Portugal un acuerdo
inicial entre las fuerzas polîticas sobre cuâles habîan de ser los
valores, reglas y contenidos del nuevo rêgimen. La Constituciôn de
1976 no fue elaborada consensualmente y de hecho el CDS votô contra 
(66)la misma
Fue sin embargo, a partir de 1979 cuando el problema de la Cons^ 
tituciôn pasô al primer piano, a raîz de la decisiôn del PSD de in- 
tegrarse, junto con el CDS y el Partido Popular Monârquico, en un 
frente que querîa revisar radicalmente la Ley Fundamental, tanto en 
sus aspectos ideolôgicos (suprimir la referenda al socialisme) co 
mo en sus disposiciones sobre el poder politico y la economîa^^?). 
Mâs importante aûn; estos partidos pretendîan realizar tal revisiôn 
no a travês del procedimiento previsto por la Constituciôn -que exi^ 
gîa una mayorîa parlamentaria de 2/3- sino mediante r e f e r e n d u m . ) ,
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No es de extrahar que la izquierda reaccionase tachando aquêl pro­
yecto de subversive y de autêntico golpe de E s t a d o  (6^).
Las elecciones de ese ano se disputaron por tanto en un con­
texte de competiciôn maraadamente centrîfuga y cargada de mensa- 
jes desligitimantes; con una derecha escorada hacia posiciones an- 
ti-régimen y un partido comunista ortodoxamente pro-soviêtico que 
pugnaban, cada uno desde su lado, por vaciar al PS de su electora­
do.
Los resultados confirmaron en buena medida ese planteamiento, 
premiando a las estrategias centrîfugas: el PSP descendiô del 34% 
al 29% de los votes; el PCP subiô del 14% al 20%; y AD obtuvo el 
48% de los sufragios y la mayorîa absoluta de los diputados.
La alternancia en Espana tuvo sin embargo una gênesis bien di£ 
tinta. El trasfondo de las elecciones de 1982 fue una transiciôn 
que, a diferencia de la portuguesa, se realizô mediante un proceso 
de reforma pactada y en un clima de progrèsivo acercamiento entre 
los partidos que culminô con la aprobaciôn de una Constituciôn con 
sensual. Las amenazas contra el nuevo rêgimen tampoco vinieron des­
puês del sistema de partidos, sino de factores externes al mismo 
(terrorisme y sectores golpistas de las Fuerzas Armadas). UCD no 
ha sido, por tanto, derrotada p o r m a  formaciôn enemiga de la Cens 
tituciôn, sino por un partido socialista reformista que apareciô 
ante muchos electores de centro como una opciôn con mâs capacidad 
de consolider la democracia que el partido gubernamental, ya ero- 
sionado por su difîcil experiencia de mediaciôn solitaria y en es-
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tado de avanzada d e s c o m p o s i c i ô n ^. Por otro lado, el relative 
êxito de AP se explica tambiên por la creciente moderaciôn de sus 
posiciones (por ejemplo, renunciô a la reforma de la Constituciôn).
En otras palabras, las elecciones de 1982 han revelado un pro­
ceso de centrifugaciôn, sin que los partidos se embarcasen en una 
competiciôn centrîfuga. Los partidos de izquierda y derecha se - 
han acercado hacia el centro y la operaciôn ha sido rentable en 
términos électorales; he aquî la anomalîa desde el punto de vista 
del modelo sartoriano. Anomalîa que puede entenderse como prueba 
de que el sistema de partidos espanol no era realmente polarizado, 
o interpretarse sobre todo -que es lo que yo creo- como el resul­
tado de la escasa cohesiôn interna de UCD (cuestiôn sobre la que 
insistirâ en el apartado siguiente) y de su incapacidad para lograr 
una colaboraciôn estable con los partidos régionales.
En todo caso, la alternancia no refleja ni en Espana ni en Por
tugal que el sistema de partidos sea ya bipolar (y mucho menos bipar
tidista). Lo que hay ahora es una bipolarizaciôn imperfecta. En Por­
tugal se ha agregado el polo de la derecha (y ni siquiera esto pa­
rece definitive), pero no el de la izquierda. De hecho, la fractu­
ra entre el PS y el PCP se ha ahondado todavîa mâs a raîz del voto 
contrario de este ûltimo en la revisiôn constitucional. En Espana, 
en cambio, se ha agregado el polo de la izquierda (y este resulta­
do puede ser bastante estable), pero no el de la derecha. Cuesta
ademâs creer que una fuerza, pese a todo tan conservadora, como 
AP logre nuclear a los restos del naufragio centrista, y aliarse 
con el PNV y CiU sin perder en esa operaciôn su clientela mâs ra-
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dical. En consecuencia, la repeticiôn de la alternancia -que ex^
ge completar la bipolarizaciôn del sistema- parece, a mi juicio,
bastante difîcil tanto en Portugal como en Espana, al menos en
(71)las prôximas elecciones
Cabe incluso preguntarse sî, en las condiciones actuales, e- 
llo beneficiarîa a la estabilidad de la democracia. Vale la pena 
recordar, en este sentido, que la principal variable explicative 
de los sistemas de partidos no es el nûmero de polos de la compe­
ticiôn partidista, sino la polarizaciôn o distancia ideolôgica que
(72 )media entre los mismos . En otras palabras, es obvio que para 
la estabilidad de sistemas bipolares no résulta indiferente que am 
bos polos estén cercanos o aiejados entre sî. En el segundo supues^ 
to, es decir, cuando la polarizaciôn es grande, la alternancia pue 
de plantear amenazas de abuso del poder y chocar con la resistencia 
de los perdedores. Para que la alternancia no provoque problemas 
de legitimidad es preciso entonces que dentro de cada polo préva­
lez ca el sector o el partido mâs moderado. Sôlo asî podrîa estab^
lizarse (o incluso reducirse) la distancia ideolôgica, en vez de 
(73)acenturarse
Esta garantîa estâ présente en la izquierda espahola gracias
al neto predominio del PSOE dentro de ella, pero no todavîa en la
(74)derecha, donde la hegemonîa de AP no résulta tranquilizante 
De ahî que una compléta bipolarizaciôn de nuestro sistema sôlo pue- 
da ser ûtil para la democracia a condiciôn de que previamente se re 
nueve la configuraciôn actual de la derecha y se modifiquen sus 
equilibrios internes.
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Esta conclusiôn, se invierte en el caso portugués, porque si
el predominio del PSD dentro de la alianza de derechas constituye,
al menos desde la muerte de Sâ Carneiro, un factor de moderaciôn,
es mâs que dudoso a quiên corresponderîa la hegemonia dentro de un
hipotético trente de izquierdas; lAl Partido Socialista que tiene
hoy en dîa el 30% de los votos o al PCP que sôlo tiene el 17% pero
que es una fuerza mucho mejor organizada y que cuenta ademâs con
el control de la Intersindical? Y en la segunda hipôtesis, £Qué
credibilidad y que posibilidades reales tendrfa la alternancia? La
respuesta es obvia y por eso quienes defienden un modelo de confron
taciôn bipolar AD-PCP lo que de hecho propugnan es una bipolariza-
ciôn bloqueada por la falta de alternatives creibles al actual Go-
(75)bierno de la derecha . Résulta por lo demâs sorprendente que se 
haya invocado a Sartori para justificar tal esquema, como si êste au 
tor no se hubiera cansado de subrayar la importancia del centro para 
la estabilidad de la democracia en los sistemas donde la distancia 
ideolôgica es grande y el consenso dêbil^^^^.
Por ûltimo, cabe senalar que sea cual sea la causa de la alter 
nancia (victoria electoral de la oposiciôn, como en Portugal y en 
Espana, o agregaciôn de una nueva mayoria parlamentaria, como re- 
cientemente ha ocurrido en Alemania), esta modalidad de la sucesiôn 
gubernamental implica una renovaciôn prâcticamente compléta de los 
gobernantes y ademâs el establecimiento de la posiciôn polîtica del 
Gobierno no en el centro, sino en la derecha o en la izquierda del 
continue.
En otras palabras la alternancia conduce a la formaciôn de Go-
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biernos que, no se hallan sometidos a oposiciones bilatérales en el 
Parlemente: niunguna oposiciôn por la derecha a los Gobiernos de AD 
y ninguna oposiciôn por la izquierda al Gobierno del PSOE (los co- 
munistas han votado a favor de su investidura; y aunque luego se 
distancien de la polîtica gubernamental en asuntos puntuales, cua- 
tro diputados no constituyen una fuerza parlamentaria suficiente- 
mente relevante).
Consecuencia de esto es que el Gobiemo tiende a abandonar su 
posiciôn mediadora para convertirse en instrumente de una parte, lo 
que se refleja inmediatamente en el funcionamiento de la instituciôn 
parlamentaria. Desde luego que esta dinâmica puede ser mâs o menos 
acentuada, pero lo ha side y mucho en el caso portugués y especial- 
mente durante los Gobiernos Sâ Carneiro y Pinto Balsemao I.
Con la victoria de AD cambiô la regia decisoria en la Asamblea 
de la Reptablica. Si antes el Gobierno tenfa que negociar el orden 
del dîa de la Câmara, después esto ya no ocurrîa, y otro tanto cabe 
decir respecte de la legislaciôn: pocas leyes importantes, si se 
exceptûa la de nacionalidad, fueron votadas por la oposiciôn. Sin 
embargo, las exigencias de la revisiôn constitucional han modifi- 
cado esta dinâmica, una vez desechado el proyecto de una revisiôn 
unilateral mediante referendum, que resultaba inviable tras la ree- 
leciôn de Eanes en 1980^^^^. De hecho, la cooperaciôn parlamentaria 
entre el PS y AD en la revisiôn constitucional puede prefigurar 
futures estrategias gubernamentales de centro, e incluso un Go­
bierno PS-PSD.
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En cualquier caso, no cabe extrapolar las observaciones de la 
experiencia portuguesa a la que ahora se inlcia en Espana, entre o- 
tras cosas por la voluntad repetidamente proclamada de los dirigen 
tes socialistes de contar con todas las fuerzas del pais y de no 
marginar a los adversarios; actitud que difiere radicalmente de - 
la que trafa inicialmente la coaliciôn de derechas portuguesa.
En lo que se refiere concretamente a la estabilidad gubernamen
tal, no cabe duda que los Gobiernos fruto de la alternancia cuentan
en principio con mejores perspectives de duraciôn que los anteriores
de centro o del centro ampliado: tienen en efecto una base pariamen
tarie mayoritarie y sobre todo homogénea. Sin embargo, tambiên en
este punto habrâ que distinguir entre la experiencia lusa y la es-
pahola, porque parece verosimil que la mayoria socialista se mues-
tre mâs cohesionada que la de AD, aquejada ûltimamente de senales
(78)évidentes de desagregaciôn . Al ser el Gobierno espahol de un so 
lo partido y uno especialmente cohesionado (sobre los factores de su 
cohesiôn se tratarâ en el prôximo apartado) parece en efecto menos 
probable que surjan crisis en el curso de la legislatura, como la 
del Gobierno Pinto Balsemao en 19 81. De todas formas tampoco cabe 
excluir tal hipôtesis y menos aûn la de una serie de reajustes minis^ 
teriales que acaben equivaliendo a una sucesiôn.
En resumen, la estabilidad gubernamental no viene solamente con 
dicionada por la estructura de los sistemas de partidos (es decir, 
por su formato, su fragmentaciôn y su polarizaciôn) sino también 
por las estrategias partidistas prevalecientes en la formaciôn de 
los Gobiernos. Estrategias que no dependen inmediatamente de los
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factores estructurales, sino de las decisiones adoptadas por los 
actores politicos.
La correspondiente experiencia de los paises objeto de esta 
comparaciôn puede analizarse en base a très tipos de estrategia; 
formaciôn de Gobiernos de centro, ampliaciôn del centro y alternan 
cia. La sucesiôn gubernamental en la Italia republicana présenta 
un amplio répertorie de los dos primeros tipos de estrategia pero 
todavia no ha ensayado la tercera. Por el contrario, en las naciones 
ibéricas, tras la fase gubernamental de centro, no se ha intentado, 
o ha fracasado, la ampliaciôn del mismo y se ha optado en consecuen 
cia, por una via mâs arriesgada, pero mâs favorable en principio pa 
ra la estabilidad gubernamental, como es la alternancia.
En efecto, aunque no puede decirse que exista una relaciôn di- 
recta entre la duraciôn de un Gobierno y la estrategia que presidiô 
su formaciôn (el momento causal en êste, como en otros terrenos, de 
be ser completamente desechado) si parece que la alternancia, al 
crear mayorias homogéneas de izquierda o de derecha ofrece condicio 
nés positivas para la durabilidad de los Gobiernos. No obstante son 
tan escasas las experiencias de este tipo incluidas en el campo de 
nuestra observaciôn que no puede enunciarse una régla predictiva. 
Por lo que se refiere a los Gobiernos de centro, mucho mâs frecuen 
tes parece claro que han dado pruebas de una considerable durabili­
dad en las etapas iniciales de estos regimenes y sobre todo cuando 
se trataba de Gobiernos de coaliciôn. La mediaciôn solitaria, aun 
que en algunos casos ha sido una fôrmula estable, parece en con- 
junto una estrategia menos resistente. Por ûltimo, no hay duda que
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las estrategias menos favorables para la estabilidad gubernamental 
(aunque pueden ofrecer una contribuciôn no despreciable a la con- 
tinuidad y consolidaciôn de los regimenes en situaciones dificiles. 
son las incluibles en el cuadro de la ampliaciôn del centro. Con­
cretamente la elevada frecuencia de la sucesiôn en el tercer y en 
el cuarto périodes de la experiencia italiana se halla seguramente 
relacionada con este factor.
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E) LA COHESION DE LOS PARTIDOS GUBERNAMENTALES
1.- Planteamiento del problema
La sucesiôn gubernamental no viene tan sôlo condicionada por 
las relaciones entre los partidos politicos, sino también por pro 
cesos y situaciones internos a cada uno de ellos que afectan a su 
cohesiôn: a la unidad de acciôn de sus miembros. En otras palabras, 
a veces hay subunidades partidistas que actuan en el proceso suce- 
sorio con recursos y estrategias propios, de forma que la polîtica 
del partido résulta neutralizada desde dentro o debe reconducirse 
a la de aquellas subunidades.
En consecuencia, la fragmentaciôn efectiva del sistema polity 
CO puede ser mucho mayor que la reflejada por los indice de Rae.
Por eso un anâlisis realista tiene que considerar el problema de las 
facciones intrapartidistas.
Estas no sôlo intervienen en la construcciôn de los Gobiernos, 
como se sehalô en el Capitule primero, sino que son también un fac 
tor clave de su duraciôn. Se ha observado en este sentido que las 
crisis gubernamentales en Italia no proceden la mayor parte de las 
veces de la ruptura de los acuerdos interpartidistas, sino de la
(79)
disoluciôn de los acuerdos interfaccionales que subyacen a aquellos 
De hecho, la creciente inestabilidad de los Gobiernos italianos co- 
rre paralela a la creciente faccionalizaciôn de los partidos guber­
namentales .
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Pero el fenômeno en cuestiôn no es exclusivamente italiano.
Baste pensar en la dimisiôn del Gabinete de Pinto Balsemao en 1981, 
provocada por la oposiciôn sistemâtica al Primer Ministre del "sector 
critico" de su propio partido; o en el papel que le cupo al "sec 
tor critico" de UCD en la dimisiôn de Suârez en el mismo ano^^^^.
Comparando la experiencia de estos très paises parece ademâs 
que las facciones tienden a manifestar primero su eficacia deses- 
tabilizadora de los Gobiernos, antes que se institucionalice su 
participaciôn en la formaciôn de los mismos. Participaciôn que, 
como ya se ha dicho, sôlo se ha organizado plenamente en Italia, a 
partir de los primeros anos del centro-sinistra y una vez que las 
corrientes DC hubieran probado su capacidad demoledora, concreta­
mente durante la crisis del Gobierno Fanfani II en 1959.
Finalmente aunque es cierto que en Italia, Espana y Portugal, 
los partidos gubernamentales han sufrido problemas de cohesiôn in­
terna que dificultaron la formaciôn de los Gobiernos, estas difi- 
cultades no han sido idênticas en los très casos porque el fenôme 
no faccional se ha presentado en ellos con modalidades e intensi- 
dad que han sido y son todavia diferentes.
Es interesante tener en cuenta a tal efecto la distinciôn de
(81)Rose entre facciones y tendencies . Las primeras serian grupos 
con presencia en el Parlemente que persiguen de forma consciente 
y organizada una serie de objetivos politicos. Una tendencia, en 
cambio, mâs que un grupo, significaria un conjunto de actitudes 
sobre diverses problemas, actitudes que pueden corresponder en ma 
yor o mener medida a una concepciôn ideolôgica. El criterio dife-
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renciador es, por tanto, estructural y se refiere al nivel de orga 
nizaciôn del colectivo: elevado en las facciones e inexistente en 
las tendencies.
La distinciôn anterior interesa para el anâlisis de la cohesiôn
partidista, porque ésta es netamente superior en partidos como el
PSOE o el PCI que presentan tendencies pero todavia no verdaderas
facciones (pese a que algunas senales recientes apuntan una mayor
( 82 )estructuraciôn de su pluralisme interno) . Por el contrario, las 
facciones estables y con presencia en el Parlemente, como las "co­
rrientes" de la DC o los "sectores" de la UCD o del Partido Socia­
lista portugués ponen mucho mâs en peligro la unidad de acciôn del 
partido ,
También es ûtil la distinciôn de Sartori entre facciones de in 
terés o de conveniencia -que procuran maximizer las retribuciones 
pollticas de sus miembros- y facciones de principio que responden 
a una opiniôn, una idea o una idéologie. En este caso la distinciôn 
no se refiere a la organizaciôn del grupo (puesto que ambos son sub- 
categorlas del fénero facciôn), sino a la motivaciôn de sus miem.- 
bros(84).
Aunque en este terreno es fâcil el camuflaje y fecuente que 
se vistan ideolôgicamente simples grupos de poder, no hay duda que 
la dinâmica competitive de las facciones varia segûn se asemejen 
de hecho mâs o menos a uno u otro de los tipos sehalados por Sar­
tori. El predominio de facciones de principio tiende a fomejitar 
la polarizaciôn en el interior del partido, a incrementar la dis
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tancia ideolôgica entre sus miembros y, en ûltimo término a impr^ 
mir una dinâmica centrifuge en la competiciôn faccional que puede 
poner en peligro no sôlo la unidad de acciôn, sino la propia su- 
pervivencia del partido. Asl lo prueba la proliferaciôn de las e£ 
cisiones en partidos como, el PSD y la UCD, que desde el momento 
de su fundaciôn englobaron grupos de muy diferente significaciôn 
ideolôgica: el PSD perdiô su "aie socialdempocrata" y mâs de la m^ 
tad de sus diputados en 1979 mientras que de la UCD se "fuguraron' 
en 1982 casi todos los diputados socialdemôcratas, buena parte de 
los demôcrata cristianos y tambiên los "suaristas".
Todo ello contrasta vivamente con la experiencia de la DC ita
liana donde, con la excepciôn de las facciones de izquierda que -
tienen una marcada definiciôn ideolôgica, predominan las facciones
(85)de conveniencia de tipo clientelar . Estas no facilitan desde 
luego la estabilidad gubernamental, porque tienden a hacer caer - 
cualquier Gobierno si tienen posibilidades de mejorar el nûmero y 
calidad de sus posiciones en el siguiente, pero en cambio, no su- 
ponen un gran peligro para la unidad del partido, porque con inde- 
pendencia de su colocaciôn en la mayoria o en la minorla congresual, 
mantienen représentantes en el Parlemente, en el Gobierno y en los 
diferentes organismes burocrâticos y porque estân dispuestas a ne­
gociar con cualquier grupo del partido que respete las "reglas del 
juego" (precisamente porque las facciones de izquierda planteaban 
otras exigencias, fueron excluidas de la mayoria partidista hasta 
1969, cuando More se aliô con ellas) . Consecuencia de todo e- 
llo es que en la historia de la DC prâcticamente no aparezcan es- 
cisiones .
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En todo caso, puesto que hay problemas de cohesiôn partidista
en las très democracies aquî consideradas -problemas que condicio-
nan la sucesiôn gubernamental-, conviene identificar los factores
institucionales que pueden contribuir a limiter el faccionalismo o
al menos a moderar sus efectos disgregadores. Un modelo de este t^
(88)po de anâlisis se encuentra en un magnîfico ensayo de Ozbudun
En las pâginas siguientes intentarê poner de relieve los as- 
pectos de la organizaciôn de los partidos gubernamentales y de los 
sistemas constitucionales en Italie, Portugal y Espana que influyen 
sobre la cohesiôn de los partidos en el Parlemente. La preferencia 
otorgada a estos factores se explica por su mayor relevancia desde 
el punto de vista de la ingénierie polîtica, pero no supone desco- 
nocer la importancia de otros como el ideolôgico, al que antes se 
ha hecho referenda, o como el grado de homogeneidad social de los 
apoyos partidistas.
2) Caracteristicas organizativas y cohesiôn 
partidista
La construcciôn o la reconstrucciôn de los partidos politicos 
en estas très democracies del Sur de Europe se ha guiado en buena 
medida por el modelo organizativo del partido de masas; aunque en 
muchos casos no se trate de partidos con masas de afiliados ni cum 
plan las funciones mûltiples de los "histôricos" partidos de ma- 
sas"(89).
Pero el modelo organizativo es, o ha sido inicialmente, aquêl.
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su fuerza organizativa real es muy pequeha y por tanto ejercen po 
ca presiôn sobre sus parlamentarios; y b) la organizaciôn extrapar 
lamentaria de los partidos esta muy dividida y sus propias normes 
estatutarias favorecen la formaciôn de facciones.
Para analizar la primera hipôtesis cabe asumir que las cifras 
de afiliaciôn son, no una medida exhaustive de la fuerza organiza­
tiva de los partidos (que depende también del nivel de participaciôn 
de los afiliados), pero si un indicador suficientemente relevante, 
especialmente cuando se tiene en cuenta la tasa de afiliaciôn de
cada partido sobre el total del electorado nacional, lo que ademâs
(95)permite unanâlisis comparative
De la lectura de la Tabla 20 salta a la vista, ante todo, la 
debilidad organizativa de los partidos portugueses, y mâs aûn de 
los espanoles, en comparaciôn con sus homôlogos italianos y parti 
cularmente en el perlodo de la postguerra. Contraste que sin duda 
refleja el clima de menor movilizaciôn polîtica que ha caractérisa 
do la transiciôn a la democracia en las dos naciones ibéricas.
En todo caso, no cabe duda que la precariedad organizativa de 
partidos como la UCD, el PSP o el PSD (aunque faltan los datos de 
este ûltimo) no ha contribuido a homogeneizar el comportamiento 
de sus parlamentarios sobre una "lînea de partido". Es posible 
tambiên que este argumente explique parcialmente la menor cohesiôn 
del PCE en comparaciôn con los otros dos partidos comunistas.
Sin embargo hay que tener présentes también otras observacio
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Tabla 22 : "Nûmero de afiliados y tasa de afiliaciôn sobre el To-
tal de electores"
Italia, 1946 DC 537.582 1.9
PSI 860.300 3,0
PCI 2.068.282 7,3
Italia, 1975 DC 1.733.515 4,2
PSI 535.000 1.3
PCI 1.730.453 4.2
Espana, 1979 UCD 85.621 0.3
PSOE 200.000 0.7
PCE 200.000 0.7
Portugal, 1979 PSP 104.226 1.7
PCP 164.713 2,7
FUENTES;
1.- Los datos sobre los partidos italianos proceden de U. A. Gri­
maldi e F. LanChester, Principi senza scettro; storia dei par 
titi politici italiani"
2.- Los correspondientes a los partidos espanoles se han tomado 
de J. de Esteban y L. Lôpez Guerra: Las elecciones legislati- 
vas del 1 de Marzo de 1979 (Madrid: C.I.S., 1979).
3.- Los datos del PSP proceden del Departamento Central de Datos 
de dicho partido, los del PCP del informe de Alvaro Cunhal al 
IX Congreso.
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nés que contradicen la hipôtesis de la presiôn organizativa. Con­
cretamente: que el PSOE, con una tasa de afiliaciôn mâs baja que la 
del PSP y la del PSI sea sin embargo claramente el mâs cohesionado 
de los très partidos socialista; y también, que en el caso de la 
DC, el incremento de la afiliaciôn haya corrido paralelo al proce 
so de faccionalizaciôn del partido
Résulta por tante necesario examinar la segunda hipôtesis y
tener en cuenta los factores estatutarios que pueden debilitar la
cohesiôn de las organizaciones extraparlamentarias de los partidos.
Sartori ha llamado la atenciôn sobre este problema, sosteniendo
que la introduceiôn de la representaciôn proporcional para las
elecciones dentro de los partidos no es la causa ûnica, pero si
(97)es causa suficiente del faccionalismo . El sistema electoral in 
terno condiciona, en su opiniôn, cual sea la tâctica mâs remunera- 
dora para los dirigentes partidistas: su estructura de oportuiiida 
des;y la representaciôn proporcional no premia la agregaciôn de 
una mayoria, sino los comportamientos disgregantes, las facciones 
de conveniencia. De ahi también que, segûn Sartori una reforma de 
las normas électorales internas en sentido antiproporcionalista 
debiera ser positiva para la cohesiôn partidista.
Aunque esta tesis no ha dejado de susciter polémica (en Ita­
lia, algunos han considerado que la terapia propuesta es demasiado 
peligrosâ y otros han dudado de su eficacia) no cabe duda que puede 
contribuir a dar razôn de algunas situaciones inexplicables segûn 
la teorîa de la presiôn o r g a n i z a t i v a .
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En este sentido, que el PSOE sea un partido mas cohesionado que 
sus homôlogos italiano y portugués puede estar relacionado con el 
hecho de que las elecciones intrapartidistas se rijan en el primer 
caso por un sistema mayoritario especialmente duro por aplicarse de 
abajo a arriba en todos los niveles territoriales de la organiza­
ciôn Por el contrario, en el PSI, después del periodo unanimis^ 
ta correspondiente a la gestiôn de Morandi, se restableciô la re­
presentaciôn proporcional, rigiendo ya para la elecciôn del Comité 
Central en 1959. Por su parte, el PSP adopté desde el principio un 
sistema proporcional para las elecciones en las Federaciones, sistema 
que ha sido después extendido por los Estatutos de 1977 a la organi 
zaciôn central del p a r t i d o ^ .
También puede explicarse asl que la DC, pese a su notable fuer 
za organizativa no consiga mantener una gran cohesiôn en el Parle­
mente : el proceso de faccionalizaciôn que recorre el partido desde 
la base a la cûspide se acelerô a comienzos de la década de los se 
senta en coincidencia con la adopciôn de la representaciôn propor­
cional para las elecciones i n t e r n a s .
La representaciôn proporcional parece ser por tanto un factor 
relevante para el problema que nos ocupa. Conviene ahadir que al­
gunas atenuaciones de ese sistema adoptadas en distintos momentos 
por los partidos italianos (como un pequeho premio de representa­
ciôn a la lista mâs votada o una barrera de exclusiôn del 10% o 
del 15%) no han modificado bâsicamente sus c o n s e c u e n c i a s . En 
los partidos portugueses, sin embargo, no ha tenido un efecto e- 
quivalente de multiplicaciôn de las facciones y hasta cierto pun-
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to puede decirse que al permitir la representaciôn de los distin­
tos sectores ideolôgicos ha contribuido a la dificil y todavia 
incompleta integraciôn de esos p a r t i d o s . Ello sugiere que 
las consecuencias de la representaciôn proporcional en las elec­
ciones internas no son sieitipre idênticas y que este mécanisme no 
debe considerarse aisladamente, sino en relaciôn con otros aspec- 
tos de la organizaciôn partidista.
En este sentido hay que tener en cuenta la tesis sostenida 
por Lombardo en 1972, a tenor de la cual, la ûnica manera de corre 
gir el faccionalismo en los partidos italianos era reducir la impor 
tancia y la funciôn de las asambleas (que es donde las facciones 
actûan) y reforzar los ôrganos monocrâticos de los partidos median
te su elecciôn directe por los C o n g r e s o s . De hecho esta pro­
puesta ha tenido un êxito considerable: en 1975 la DC pasô a ele- 
gir por primera vez al Secretario del partido por el Congreso y aun 
que en 1980 se volviô al procedimiento de designaciôn por el Conse- 
jo Nacional, dos anos mâs tarde ha sido restablecida la elecciôn 
directe. Por su parte el PSI ha adoptado tambiên esta fôrmula en el 
Congreso de Palermo en 1981. Solamente el PCI y los pequehos part^ 
dos laîcos mantienen por tanto la elecciôn indirecte de su mâximo 
dirigente.
Por el contrario, los principales partidos portugueses y espa 
noies deëde el principio siguen el procedimiento de la elecciôn di­
recte del Secretario General o del Présidente, con la variante en
los casos del PSD, del PSOE y de la UCD de que sus respectives Co­
mités Ejecutivos son también elegidos por los C o n g r e s o s .
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La consecuencia esperada de la propuesta de Lombardo es que, 
gracias a la elecciôn directe del lîder, se agregue una mayoria 
y que gane estabilidad la direcciôn del partido, lo que obviamen 
te favorece su cohesiôn. Hasta cierto punto puede decirse que asl 
ha ocurrido en los partidos que han ensayado esta forma de gobier­
no, salvo cuando estaban en marcha intenses procesos disgregado­
res, résultantes de una fuerte polarizaciôn interna, como sucediô 
en la UCD en 1981-82.
En resumen, hay varies factores que pueden favorecer la cohe­
siôn de los partidos gubernamentales. Entre ellos destacan la fuer 
za de la organizaciôn, su régimen electoral y su forma de gobierno, 
aunque la lista desde luego no es exhaustive. Los partidos italia­
nos tienen una gran fuerza organizativa pero sus estatutos sôlo re 
cientemente se ha preocupado de favorecer el liderazgo y la cohe­
siôn. Por el contrario los partidos espanoles y portugueses, mâs 
débiles por lo que se refiere a la afiliaciôn se dotaron desde un 
principio de un sistema de gobierno fuerte, reforzado en el caso 
del PSOE por un régimen electoral mayoritario.
3) El ordenamiento estatal y la cohesiôn 
partidista
Ademâs de sus caracteristicas organizativas, hay ciertos as- 
pectos del régimen juridico de los partidos y del Parlemente que 
influyen en la cohesiôn partidista.
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Hay que senalar,de entrada, que la posiciôn jurîdica de los 
partidos se basa en estas très democracies en una premise comûn: 
el reconocimiento constitucional de su funciôn. Los términos de es^  
te reconocimiento son parecidos: los partidos concurren "a la de- 
terminaciôn de la polîtica nacional" (art. 49 de la Constituciôn Italia 
ne), "a la organizaciôn y la expresiôn de la voluntad popular"
(art. 3 de la Constituciôn portuguesa), "a la formaciôn y manifes­
tée iôn de la voluntad popular" (art. 6 de la Constituciôn espanola).
Sin embargo el significado histôrico de estos preceptos no es 
équivalente, porque si en el caso italiano la Constituciôn se limi- 
taba a reconocer una situaciôn de hecho; es decir, que los partidos 
eran ya las principales estructuras del nuevo Estado; en Espana y 
sobre todo en Portugal los textes constitucionales hacian una apues 
ta por una democracia de partidos que estaba en una situaciôn toda­
via embrionaria. Ello parece, particularmente évidente en el proce­
so constituyente portugués, porque desde el 25 de Abril las perspec 
tivas de la nueva Repûblica oscilaban entre la democracia pluralis 
ta y un régimen de populisme militar.
En efecto, los partidos politicos portugueses, con su presen­
cia y su actuaciôn tuvieron que desbordar las cautelas del programs 
revolucionario de los militares que inicialmente sôlo se comprome- 
tla a permitir "la formaciôn de asociaciones pollticas, posibles 
embriones de futures partidos". Mâs tarde tuvieron que vencer las 
resistencias del MFA -institucionalizando a ralz de la intentons 
reaccionaria del 11 de marzo- a ceder el mande del proceso politico, 
asl como la creciente disponibilidad de los sectores militares iz-
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quierdistas a restringir el ambito del pluralisme. En efecto, tal 
era el sentido de los acontecimientos en la primavera de 1975, cuan 
do las instituciones del poder militar proclamaron al MFA "movi- 
miento de liberaciôn del pueblo portugués" y declararon al Consejo 
de la Revoluciôn "ôrgano mâximo de la soberanla popular". Solamente 
después del 25 de Noviembre el primado de los partidos en la nueva 
Repûblica quedô asegurado y la Constituciôn consagrô esta victoria.
Ademâs de la diferente gènesis de los enunciados constitucio­
nales hay que senalar también diferencias en las normas concretas 
que disciplinan la acciôn de los partidos en estos très ordenamien 
tos. Conviene recorder, en este sentido, el doble significado que, 
segûn Crisafulli, tiene el reconocimiento constitucional de los 
p a r t i d o s . Por un lado se trata de una garantie inmediatamente 
opérante de un derecho de libertad y por otro de una norme progra- 
mâtica susceptible de un amplio desarrollo legislativo. Sus prin­
cipales implicaciones son en realidad de iure condendo y es prec^ 
samente en este piano donde lor ordenamientos juridicos de estos 
sistemas han seguido pautas diferentes y a mi juicio con consecuen 
cias relevantes para el problema de la cohesiôn partidista.
Comencemos por examinar el caso italiano. La ley electoral de 
1957 es la primera norma de desarrollo del art. 49 y no hay duda 
que el sistema electoral que perfila, esto es, la representaciôn 
proporcional, se adapta perfectamente a un modelo de participaciôn 
popular a través de partidos politicos. Sin embargo algunos rasgos 
puntuales de ese sistema merecen una distinta consideraciôn.
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Me refiero, en concreto, al problema del voto preferencial.
Hay autores como Manzella que estiman necesario este mecanismo pa 
ra articular, conforme al modelo constitucional, la relaciôn del 
pueblo con los partidos y el P a r l a m e n t o . Los partidos no son, 
segûn esta concepciôn^ intermediaries entre la soberanîa popular y 
las asambleas parlamentarias, porque éstas tienen una posiciôn de 
ôrganos inmediatos del pueblo y en este sentido el voto preferen­
cial evitarîa que la organizaciôn del pueblo pase ûnicamente por el 
canal partidista. Sin entrar aquî a discutir esta concepciôn, pare­
ce necesario llevar el anâlisis a un terreno mâs instrumental y con 
siderarlas consecuencias del voto preferencial para el funcionamien 
to de las instituciones italianas.
Hay en este æntido estudios que prueban sobradamente que el vo 
to preferencial estâ en las ralces del faccionalismo y que las co­
rrientes han tenido en este mecanismo un instrumento vital para a- 
firmar su p o d e r E l  voto de preferencia no es un voto espontâ 
neo e individual, sino un voto organizado por las facciones. Las 
elecciones son de hecho la ocasiôn de una fuerte competiciôn in- 
terfaccional hasta el punto de que normaïmente en la DC la renova 
ciôn del personal parlamentario se realiza sobre todo a través del 
juego de las preferencias lo que contrasta, desde luego, con lo 
que ocurre en el caso de partidos no faccionalizados como el 
Ademâs, la distribuciôn territorial de los votos preferenciales a- 
parece negativamente correlacionada con el desarrollo econômico y 
cultural: la réserva de preferencias estâ sobre todo en la Italia 
meridional e insular.
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En definitiva una valoraciôn realista de este institute prue­
ba que su funcionamiento no favorece un sistema de participaciôn 
popular a través de partidos, sino en todo caso a través de part^ 
dos y facciones.
Pero hay mâs, la segunda importante norma de desarrollo del 
art. 49 fue la ley de 1974 sobre financiaciôn pûblica de los parti 
dos politicos. A los efectos del tema que tratamos lo mâs relevante 
de esta norma es su tardia aprobaciôn, porque implica que la conso 
lidaciôn de los partidos italianos tuvo que hacerse sobre la base 
de una financiaciôn privada y en este contexte fue como las faccio­
nes se desarrollaron. Giovanna Zincone ha sehalado oportunamente 
que la DC y el PSI no lograron prescindir del autofinanciamiento de 
sus grupos internos a través de estructuras colaterales, ya sean en 
tes pûblicos o u organizaciones de apoyo como la ACLI, los Comités 
Clvicos, los Cultivadores Directes, la CISL, o la Acciôn Catôlica, 
y que estas estructuras con su financiaciôn facilitaron la formaciôn 
de verdaderas f a c c i o n e s ^ . La ley de 1974 no ha corregido esta 
situaciôn, porque las facciones estân ya consolidadas y siguen nece 
sitando fondes propios para mantener su organizaciôn y apoyar a sus 
candidates en la bûsqueda de votos de preferencia.
Por ûltimo quisiera llamar la atenciôn sobre cômo régula el or 
denamiento italiano la inserciôn de los partidos en el Parlemente. 
Los principles constitucionales en esta materia son dos: por un la­
do el derecho de los partidos a participer en la determinaciôn de 
la polîtica nacional (art. 49) y por otro la prohibiciôn del manda­
te imperative (art. 67). Entre ambos principles subsiste, como lo
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reconoce la mayor parte de la doctrine, una indudable antinomie y 
en consecuencia los Reglamentos de las Câmaras realizan un ambi­
guë compromise entre dos orientaciones divergentes: organizer el 
Parlemente como la "arena" de los partidos politicos y garantizar 
la intervenciôn autônoma del diputado individuel
Por lo que respecta a lo primero, hay que senalar que les Re­
glamentos de 1971 aseguran, en primer lugar, la correspondencia en 
tre partidos y grupos parlamentarios y en consecuencia derogan el 
viejo principio de origen liberal que exigia un nûmero mînimo de 
diputados o senadores para la constituciôn de un grupo, y la auto- 
rizan aunque faite este requisite siempre que el grupo corresponde 
a "un partido organizado en el p a i s " . Norma que ha recibido una 
aplicaciôn frecuentisima (de ella se han beneficiado el PRI, el PSDI 
el PLI y el Partido Radical). En segundo lugar, los Reglamentos or- 
ganizan el funcionamiento de las Câmaras sobre la base de los grupos 
a quienes atribuyen importantes competencies que no es el caso de 
examinar aqui^^^^^.
Sin embargo, junto a esto, los Reglamentos siguen reconocien- 
do al diputado y al senador individuales oportunidades de interven 
ciôn muy vastes, en colisiôn incluso, con la disciplina del grupo. 
Destacarê, en este sentido, el derecho a disentir de las posicio­
nes de su grupo, bien pûblicamente y con la posibilidad de expo- 
ner a la Câmara las razones de su disenso en ocasiones importantes 
de la vida del Parlemente (como el debate general sobre los proyec 
tos de ley o la explicaciôn del voto en las cuestiones de confian- 
za); bien en el anonimato del voto secreto, que tiene en la Câmara
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de Diputados una importancia excepcional, porque es la modalidad 
obligatoria para la votaciôn final sobre todos los proyectos de
Este compromise incierto entre un Parlemente organizado por 
grupos con unas reglas que no obstante protegen las prerrogativas 
de los individuos y las minorîas, ha tenido, como senala Di Palma, 
consecuencias negatives para la eficacia legislative, y tambiên, 
ahado yo, para la cohesiôn partidista y en consecuencia para la pro 
pia estabilidad de los G o b i e r n o s . En efecto, al amparo del vo 
to secreto, los "francotiradores" de las facciones de los partidos 
gubernamentales han provocado muchas crisis. Ejemplos paradigmâti- 
cos de esta prâctica fueron las caidas de los Gabinetes Moro II y 
Cossiga II a consecuencia del rechazo, en votaciôn sécréta, de tex 
tos legislativos sobre los que el Gobierno habîa obtenido, poco an 
tes, la confianza de la Câmara en votaciôn pûblica.
En consecuencia, se ha advertido la necesidad de reformer los 
Reglamentos de las Câmaras para favorecer la eficacia decisoria del 
Parlemente y, en concreto, para limiter el alcance del voto secreto, 
propuesta que figura ya en el programa del segundo Gobierno de Spa- 
d o l i n i . Contra la necesidad de esta ûltima reforma no puede, 
a mi entender, invocarse la sentencia de la Corte Constitucional 
que interpréta el art. 67 de la Constituciôn como garantîapara los 
parlamentarios de la posibilidad de "votar contra las directrices 
de su partido", porque una cosa es la legitimidad de un disenso pû 
blico -que como vimos ya estâ protegido por los Reglamentos- y
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otra bien distinta el favorecer el juego secreto e irresponsable 
de las f a c c i o n e s .
En contraste con lo que ocurre en Italia, la proyecciôn del 
reconocimiento constitucional de los partidos en los ordenamientos 
portugués y espanol parece mâs profunda y también mâs favorable pa 
ra la cohesiôn p a r t i d i s t a .
En el caso de la normativa electoral portuguesa hay que desta 
car, en primer término el derecho exclusive de los partidos a pre- 
sentar candidaturas a las elecciones parlamentarias. Esta claûsula 
de monopolio, derivada del articule 154 de la Constituciôn, ha si­
do después extendida por ley a las elecciones municipales y régio­
nales, configurando asl una situaciôn sin precedentes en el Derecho 
Comparado^^^^). Pero ademâs, hay que senalar que tanto el procedi­
miento electoral portugués como el espanol siguen el sistema de re 
presentaciôn proporcional con listas cerradas que los electores no 
pueden alterar. Por otro lado, los partidos en Espana y Portugal 
han contado, desde un principio con un esquema de subvenciones pû 
blicas(420).
Finalmente, en lo que respecta a su presencia en las câmaras, 
hay que decir que la Asamblea de la Repûblica y el Congreso de los 
Diputados funcionan como parlamentos de grupos, en mayornedida in­
cluso que el italiano. No hay aquî incentivos reglamentarios a la 
actuaciôn disidente de los diputados: ni es obligatorio el voto se 
creto sobre las leyes (el Reglamento del Congreso de los Diputados 
después de su reciente reforma excluye incluso esta modalidad de
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voto en los procedimientos legislativos) ; ni en Espana se ad-
mite la explicaciôn individual del voto y en Portugal solamente por
(122)escrito dirigido a la Mesa de la Asamblea
Hay que senalar tambiên que las sanciones a los diputados que 
abandonan su grupo tambiên son en estos paises mâs fuertes que en 
el caso italiano. Alll una interpretaciôn extensiva de los regla­
mentos parlamentarios ha permitido que los diputados escindidos 
constituyan un grupo propio, aunque no alcancen el nûmero mînimo 
en principio e x i g i d o .
En Portugal, en cambio, la Constituciôn tiende a penalizar el 
fenômeno de las escisiones. Su art. 163 sanciona con la pêrdida del 
escaho a los diputados que "se inscriban en un partido distinto de 
aquêl por el que se presentaron a las elecciones" y, en segundo lu­
gar su art. 183 dispone que "los diputados elegidos por cada partido 
o coaliciôn de partidos pueden constituirse en grupo parlamentario"; 
sensu contrariop esta norma prohibe que los escindidos puedan for­
ma r otro grupo parlamentario. Sin embargo esta regulaciôn constitu­
cional es menos eficaz de lo que parece, porque no afecta a los di­
putados que abandonan su partido y quedan como independientes. Una 
norma que sancionase también este segundo supuesto hubiera sido mâs 
consecuente, y estaba prevista en la redacciôn propuesta por la 5— 
Comisiôn de la Asamblea Constituyente, pero no fue aprobada y aque- 
11a decisiôn fue, como se dijo en el Capîtulo primero, muy revela-
dora de la perspectiva con que el Constituyente afrontô el proble­
ma de la estabilidad g u b e r n a m e n t a l ^ . Por ûltimo hay que sena­
lar que el Reglamento de la Asamblea de la Repûblica ha utilizado
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las posibilidades de esa "laguna" constitucional y ha autorizado la 
formaciôn de "agrupaciones de diputados independientes" que aunque 
no tienen todas las competencias reconocidas a los grupos parlamen 
tarios, poseen sin embargo las suficientes como para intervenir ef^ 
cazmente en la vida de la Câmara^^^^^. Résulta asî, en definitiva, 
un cauce bastante cômodo para acomodar las escisiones, como se pu- 
so de manifiesto en 1979, cuando abandonaron el PSD la mayoria de 
sus diputados que constituyeron acto seguido la Agrupaciôn Social - 
Demôcrata Independiente (ASDI).
El caso espanol présenta una formulaciôn constitucional mâs - 
clâsica que combina el reconocimiento de los partidos con la proh^ 
biciôn del mandato imperative (art. 67,2). Sin embargo, el plantea­
miento reglamentario del problema de las esciones ha resultado ser 
mâs restrictive que en los casos italiano y portugués. De acuerdo 
con el Reglamento Provisional del Congreso, no cabia que los escin 
didos fundasen un grupo propio (ni siquiera reuniendo el nûmero ml 
nimo exigido) ni que constituyeran una "agrupaciôn independiente", 
sino que quedaban automâticamente incorporados al Grupo Mixte, has^ 
ta el final del période de s e s i o n e s . Sôlo entonces podian op- 
tar por adscribirse a otro grupo, pero no fundar uno nuevo porque la 
constituciôn de grupos se hacia, de una vez por todas al inicio de 
cada l e g i s l a t u r a . El nuevo Reglamento mantiene estas restric- 
ciones y ahade de manera terminante que "no podrân formar grupo par 
lamentario separado los diputados que al tiempo de las elecciones - 
pertenecieran a formaciones politicas que no se hayan enfrentado al 
e l e c t o r a d o " .
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Esta regulaciôn sin embargo no ha logrado evitar las escisio-
nes porque, como se viô en la crisis de UCD en 19 82, los disiden-
tes han optado por permanecer en su grupo pariamentario de origen,
sin perjuicio de abandonar. el partido, para fundar otro nuevo (PAD,
PDP,CDS). En definitiva parece que la versatilidad de las élites
politicas y la débil institucionalizaciôn de los partidos no pue-
den remediarse fâcilmente con soluciones normatives siempre suscep-
(129 )tivles de ser contorneadas
Para concluir este apartado sobre la cohesiôn de los partidos 
gubernamentales valga el siguiente resumen de lo hasta aquî dicho.
La déficiente cohesién partidista es responsable de buena parte de 
la inestabilidad gubernamental que padecen estas democracies del 
Sur de Europe, y ello parece especialmente évidente en Italie a par 
tir del centre-sinistra. Desde entonces el proceso de faccionaliza- 
cién de la DC, del PSI y también de los pequenos partidos laicos ha 
llevado a consolidar un verdadero sistema de corrientes clientela- 
res.
Las causas de esta situaciôn en el caso italiano pueden remon- 
tarse a aspectos de la organizaciôn de estes partidos (en particular 
la representacién proporcional en sus elecciones internas y el pre 
dominio de formas colegiadas de direcciôn), pero también a rasgos 
del ordenamiento estatal como el veto preferencial, la tardia intro 
ducciôn de un esquema de financiamiento pûblico de los partidos o 
la configuraciôn reglamentaria de las Câmaras que brinda amplias o- 
portunidades para la disidencia de las facciones.
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Por el contrario, en Espana y Portugal una dificultad mayor pro 
cede de la hetereogeneidad ideolôgica y de la débil fuerza organi- 
zativa de la gran parte de los partidos. La introducciôn, en la ma 
yor parte de ellos, de sistemas de representaciôn proporcional no 
habrâ resultado sin embargo tan negativa para su cohesién como en 
el caso italiano porque ha venido compensada por formas de direc- 
cién donde priman los ôrganos monocrâticos. En el piano del ordena 
miento estatal, los partidos espaholes y portugueses aparecen bas- 
tante mâs protegidos que sus homélogos italianos (listas cerradas 
y, desde el principio, subvenciones püblicas), pero en ûltimo tér 
mino las normas que regulan su inserciôn en las Cémaras no son tam 
poco capaces de prévenir la tendencia hacia una "pulverizaciôn par 
lamentaria" de los partidos.
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II.- EL SISTEMA DE GOBIERNO
Antes de entrar en la materia de esta secciôn, vale la pena 
recapitular en quê punto del anâlisis estamos. Hemos visto que el 
sistema de partidos es un factor poderoso, que explica por si so­
lo buena parte de las diferencias que présenta la sucesiôn guberna­
mental en los casos comparados.
El papel sistémico de la sucesiôn estâ en efecto relacionado 
con las condiciones estructurales del sistema de partidos, esto es 
con su fragmentaciôn parlamentaria y con su grado de polarizaciôn.
La presencia de valores bajos en ambas dimensiones constituye segu 
ramente el presupuesto necesario de la sucesiôn ordenada por el elec 
torado; los valores altos, por el contrario, se asocian con los o- 
tro dos modelos sucesorios. Mâs concretamente, si ambos indices son 
desfavorables, como ocurre en Portugal, tenderâ a desarrollarse una 
sucesiôn desordenada, mientras que si existe por lo menos una frag­
mentaciôn moderada, serâ mâs viable que las élites logren controlar 
el proceso sucesorio, como se viô en el primer periodo italiano y 
mâs tarde en Espana.
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Por otro lado, las estrategias gubernamentales (mediaciôn cen 
trista, ampliaciôn del centro y alternancia) asi como el grado de 
cohesiôn de los partidos intégrantes de la fôrmula, son otros fac- 
tores que pueden contribuir a explicar, de manera mâs puntual y 
concrete, la durabilidad de un Gobierno determinado.
cQué explican entonces las normas jurîdica analizadas en el 
Capitule primero?cCômo incide el sistema de gobierno disenado por 
la Constituciôn en las medidas efectivas de la sucesiôn gubernamen 
tal descritas en el Capitule segundo? A la vista de las pâginas an 
teriores surge la tentaciôn de concluir que las normas referentes a 
la sucesiôn gubernamental explican poco o nada, que lo importante 
es el sistema de partidos (y si acaso las normas que contribuyen d^ 
rectamente a mantenerlo, como las leyes électorales y les estatutos 
partidistas). Pero admitir sin mâs esta conclusiôn produce una sen- 
saciôn de desasosiego y de paradeja ôSi la Constituciôn es irrele­
vante, por quê se apasionan los politicos en la elaboraciôn de sus 
reglas, por quê el debate sobre el sistema de Gobierno divide a me- 
nudo a los partidos en las Asambleas Constituyentes? Ello podria a- 
tribuirse a una deformaciôn cultural juridicista de los autores de 
las Constituciones, que habrian razonado sobre el régimen parlamen- 
tario con ideas procédantes del siglo pasado, de una época en que 
los sistemas de partidos no estaban todavia tan estructurados. Pe­
ro esta respuesta-aunque quizâ recoja algo de verdad- no résulta 
convincente: en los très paises considerados las Asambleas Consti­
tuyentes eran ya el reflejo de sistemas de partidos que no por in-
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cipientes dejaban de ser realidades bien visibles. La paradoja por 
tanto subsiste e invita a replantearse el problema de las consecuen 
cias de las normas constitucionales, descartando cualquier conclu­
siôn precipitada.
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A) LOS EFECTOS DE LAS NORMAS CONSTITUCIONALES
La visiôn instrumental del derecho, que considéra a la norma 
como causa del fenômeno real, résulta hoy en dia bastante contro- 
vertida, en éL âmbito de la sociologîa jurîdica, por incurrir en - 
un monismo causal; sin embargo, ni siquiera los crîticos de esta 
orientaciôn niegan que las normas tengan algunos efectos, lo que 
afirman es que no son demasiado r e l e v a n t e s . Cabe desde luego 
distinguir en el piano teôrico, una gama diferenciada de consecuen 
cias de las normas
En primer término, se trata de efectos directos, esto es, de 
la conformidad de la conducta con lo dispuesto en la norma (por - 
ejemplo, en el âmbito que nos interesa, cuando los Gobiernos, de£ 
pués de su formaciôn se presentan al Parlemente, de acuerdo con - 
lo que establecen las Constituciones italiana y portuguesa). En - 
este sentido elemental, las normas constitucionales tienen una al 
ta efectividad en los très paises, pero se trata de una constata- 
ci6n de escasa importancia para el problema que nos ocupa: los 
procedimientos constitucionales se cumplen, pero £En qué medida - 
afectan al perfil sucesorio del sistema?
Esta pregunta nos lleva al terreno mâs interesante de los efec 
tos indirectos, es decir, los que se derivan, con alguna regulari- 
dad de conductas realizadas conforme a las normas. Taies efectos no 
son fâciles de localizar, sin embargo, en el piano teôrico no pare­
ce dudoso que las normas (y concretamente las relatives a la suce-
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siôn gubernamental) definen unos incentives que afectan a la estruc 
tura de oportunidades de los agentes que han de aplicarlas o cum- 
plirlas y en ese sentido contribuyen a moldear su estrategia. Por 
supuesto que taies estrategias no se derivan directamente de la nor 
ma, sino también de los objetivos de los actores y de la situaciôn 
o del "cuadro" politico. Por eso la influencia del piano normative, 
aunque relevante, es solamente indirecte. Citaré algunos ejemplos.
El art. 95 de la Constituciôn italiana, que réserva a la ley 
"el nûmero, las atribuciones y la organizaciôn de los Ministerios" 
créa un incentive para la multiplicaciôn (que hemos verificado) de 
los Ministres sin cartera y de los Subsecretarios, porque esa es 
la ünica via fâcil de ampliar el tamano del Gobierno. La prolife- 
raciôn de estes cargos no es imputable sôlo al art. 95, sino a las 
necesidades de las coaliciones gubernamentales, pero este precepto 
détermina cual sea la manera mâs cômoda para satisfacer esas nece
s i d a d e s ( 1 3 2 ) ^
El art. 195 de la Constituciôn portuguesa, que requiere la ma 
yoria absoluta para el rechazo del programa del Gobierno por la A- 
samblea de la Repûblica ha incitado al Jefe del Estado a formar, - 
en très ocasiones, Gobiernos apartidistas. En esta estrategia in- 
fluyeron desde luego otros factores de indole mâs marcadamente po 
litica (la ausencia de una coaliciôn mayoritaria en la I legisla- 
tura), pero sin tal precepto, esto es si la Constituciôn hubiera 
exigido la confianza positiva de la Câmara, parece probable que el 
Jefe del Estado no habria intentado una estrategia que en taies -
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condiciones parecerîa prâcticamente condenada de antemano al fraca 
so. En este sentido puede decirse que la Constituciôn ha contribui 
do a définir el perfil sucesorio del sistema portugués, no sôlo en 
lo que se refiers a la normalidad de las fôrmulas, sino también a 
las causas del cese de los Gobiernos, porque estos Gabinetes apar­
tidistas dieron lugar, casi siempre, a sucesiones conflictivas (el 
rechazo del programa del Gobierno Nobre da Costa y la derrota parla 
mentaria del Gobierno Mota Pinto) y por ende redujeron simultânea 
mente el porcentaje total de sucesiones extrapariamentarias hasta 
un punto que, como en su momento se dijo, no guarda relaciôn con 
el grado de fragmentaciôn del sistema de partidos portugués.
Conviens ahadir que el legislador constitucional a menudo pre 
tende alcanzar determinados efectos indirectos, pero otras veces - 
se trata de consecuencias no deseadas, como es el caso de los dos 
ejemplos arriba citados. Ni el constituyente italiano querîa la mu^ 
tiplicaciôn de los Ministros sin cartera, ni el portugués los Go­
biernos apartidistas presidenciales; de hecho el art. 195 de la Con£ 
tituciôn lusa fus aprobado, a instancias del Partido Socialists, pa 
ra posibilitar su proyecto de gobernar en solitario sin precisar 
de c o a l i c i o n e s .
Junto a los efectos directos e indirectos hay que distinguir 
también los que pueden designarse como independientes, porque se 
producen con independencia de que la conducta se conforme o no - 
con lo dispuesto en la norma. En estos casos, el legislador no - 
pretende tanto influir en la realidad, como ver reconocido en la 
norma un determinado valor o principio. Por ejemplo, el art. 190
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de la Constituciôn portuguesa establece que el Présidente de la Re 
pûblica nombra al Primer Ministro "teniendo en cuenta los resulta- 
dos électorales". Este precepto (si es que puede llamârsele asî, 
porque no tiene la estructura précisa de un precepto jurîdico) no 
limita la potestad del Jefe del Estado (de hecho ha sido "incum- 
plido" en el caso de todos los Gobiernos apartidistas), pero reco- 
noce simbôlicamente la vocaciôn de los partidos a formar el Gobier 
no (lo que en una situaciôn de pugna entre la legitimidad democrâ- 
tica encarnada por los partidos y la legitimidad revolucionaria en 
carnada por los militares, era sin duda importante). Por eso mismo, 
y no por su eficacia real, la régla en cuestiôn ha sido seguramente 
mantenida inalterada en el texto constitucional reformado.
Toca ahoraocuparse de la cuestiôn mâs controvertida: es decir, 
si exite alguna norma constitucional en estos paises que tenga el 
efecto indirecto de favorecer la estabilidad gubernamental. En ge­
neral , sobre esta materia las opiniones doctrinales estân un tanto 
divididas: no faltan autores, como Von Beyme, que consideran que 
la variable institucional (y en concrete la racionalizaciôn del ré 
gimen parlamentario) es una de las que pueden influir sobre la es^  
tabilidad de los G o b i e r n o s . Pero hay otra prolongada tradi- 
ciôn doctrinal que va desde Mirkine Guetzevich a Colliard que con 
sidera que la estabilidad es un problema esencialmente politico y 
no juridico-organizativo^^^^).
En todo caso, parece indudable que en estos très paises, pero 
sobre todo en Portugal y en Espana, los autores de las Constitucio 
nés incluyeron en ellas claûsulas con las que pretendia fomentar -
ola estabilidad gubernamental. Mâs aûn, puesto que el problema de 
la inestabilidad se plantea cuando el electorado no créa una mayo 
rîa parlamentaria, cabe pensar que taies claûsulas estaban desti- 
nadas a producir un efecto estabilizador en Parlementes muy divi- 
didos. En consecuencia, para juzgar su eficacia habria que atender 
a la experiencia italiana del segundo, tercer y cuarto périodes 
(porque en el primero, los Gobiernos iniciales son anteriores a la 
Constituciôn y los siguientes corresponden a la I legislatura, don 
de hubo una mayoria absoluta de la DC); a la I legislatura portu­
guesa (porque en la II y en la III hubo una mayoria absoluta de AD); 
y a la I legislatura espanola (1979-1982). Las frecuencias suceso- 
rias de cada una de estas experiencias son: Italia 2° p, 4,6; Ita­
lia 3° p, 5,1; Italia 4° p, 5,8; I legislatura portuguesa, 7; I le­
gislatura espanola, 3,3.
Aunque los dates italianos son por supuesto mâs significatives 
las diferencias entre los très paises son muy relevantes y cabe pre 
guntarse si son imputables ûnicamente a los correspondientes siste­
mas de partidos o si revelan también la influencia de unas normas 
constitucionales que habrian fomentado un comportamiento sucesorio 
favorable a la estabilidad en Espana y que lo habrian desincenti- 
vado en Portugal. En otras palabras, cabe formuler la hipôtesis de 
que la "racionalizaciôn"del régimen parlamentario que hizo la Con£ 
tituciôn italiana ha sido relativamente neutral, que ha tenido éxçL 
to la efectuada por la Constituciôn espanola y que ha fracasado, 
en cambio, la que realizô la Constituciôn portuguesa.
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Considereraos esa hipôtesis. Las normas relevantes a tal efec­
to son las relativas a la instauraciôn y a la retirada de la con­
fianza parlamentaria: esos son los procedimientos que los consti­
tuyentes "racionalizaron" para prévenir la inestabilidad.
Es dlficil valorar la eficacia estabilizadora de algunos as­
pectos de aquellos procedimientos (por ejemplo que la votaciôn en 
Italia y en Espana sea nominal, mientras que en Portugal no). Hay 
que atender, por tanto a sus rasgos esenciales. En concreto, por 
lo que se refiere a la instauraciôn de la confianza parlamentaria 
hay dos aspectos a tener en cuenta: si la votaciôn es anterior o 
posterior al nombramiento del Gobierno y el requisite de la mayoria.
En cuanto a lo primero, el art. 99 de la Constituciôn espanola 
establece un procedimiento de investidura previo al nombramiento 
y por consiguiente détermina que sean altamente improbables, en e£ 
te caso, los "Gobiernos relâmpago", que duran mâs o menos diez - 
dias; situaciones que si se han dado en cambio en las experiencias 
italiana y portuguesa, siempre que un Gabinete reciên formado era 
rechazado por el Parlamento. Por consiguiente, al eliminar prâcti­
camente los Gobiernos mâs breves la Constituciôn espanola contribu 
ye a moderar la frecuencia sucesoria del sistema.
En cuanto a lo segundo, hay que tener en cuenta que la mayoria 
exigida influye en un aspecto fundamental de la fôrmula gubernamental 
el tamano de la base parlamentaria del Gobierno. En este sentido, 
la Constituciôn puede incentivar ciertas fôrmulas y desincentivar 
otras Y lo importante es recorder que el grado de normalidad de las
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fôrmulas, como se dijo en el Capitule segundo, estâ relacionado con 
la duraciôn de los Gobiernos.
En Italia, para el otorgamiento de la confianza, se exige la 
mayoria simple; en Espana, mayoria absoluta en la primera votaciôn 
y mayoria simple en la segunda; en Portugal, no se exige mayoria 
alguna: basta que el Gobierno no sea rechazado por la mitad mâs u- 
no de los miembros de la Asamblea. Por consiguiente, en los très 
regimenes es posible que la base parlamentaria del Gobierno sea in 
ferior a la mitad mâs uno de los Diputados y hay que suponer que 
en Parlementes sin un partido o coaliciôn electoral mayoritarios, 
como los aqui considerados, existia una cierta tendencia a élabo­
rer soluciones minoritarias de diverses tipos. Pues bien, en los 
périodes en cuestiôn fueron minoritarios el 37,5% de los Gobiernos 
italianos, el 80% de los portugueses y ninguno espanol.
Se podria objetar que los Gobiernos espaholes de UCD sôlo eran 
aparentemente mayoritarios, pese a que obtuvieron el veto de mâs de 
la mitad de los diputados, porque no hubo nunca un acuerdo de coali^ 
ciôn expreso entre los partidos que apoyaron a estos Gobiernos en 
la investidura. Pero la objeciôn no es demasiado convincente. Se 
puede invocar, en primer lugar, que el criterio aqui seguido, de 
medir la base de Gobiernos atendiendo a las votaciones de confianza, 
es elutilizado también por otros a u t o r e s . Pero eso no es lo 
principal. Lo que importa es tener en cuenta que en todas las oca­
siones los votos de los partidos que ofrecieron su apoyo al Gobier 
no de UCD (es decir A P , CiU y PSA) no eran necesarios para la in-
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vestidura del candidate propuesto: este hubiera podido obtener la 
confianza de la Câmara en segunda votaciôn con la abstencîôn de 
aquellos partidos. Por consiguiente el vote positive implicaba un 
compromise adicional, que ademâs no puede considerarse inciMplido 
(especialmente por CiU) a la vista de los dates sobre la coopera- 
ciôn interpartidista en aquella l e g i s l a t u r a . Por supuesto que 
no es lo mismo que exista o no un acuerdo de coaliciôn; pero un Go 
bierno que obtiene la mayoria absoluta en una votaciôn de investi­
dura dificilmente puede ser considerado como mineritario.
Dicho esto, hay que volver a la cuestiôn inicial i L a dlferente 
presencia de Gobiernos minoritarios en estos très sistemas debe - 
imputarse ûnicamente a las particularidades de sus sistemas de par 
tidos o también a las diferentes mayorias exigidas por sus Consti­
tuciones para la votaciôn de confianza? En mi opiniôn es indudable 
que este segundo factor también cuenta, y las consecuencias de es­
tas normas podrian describirse del siguiente modo: a) requérir una 
mayoria absoluta en primera votaciôn desincentiva la elaboraciôn 
de fôrmulas minoritarias (un argumento adicional en este sentido 
es que en Alemania donde también hace falta la mayoria absoluta en 
primera instancia y subsidiariamente la mayoria simple, no se ha - 
formado todavia ningûn Gobierno minoritario); b) exigir la mayoria 
simple no créa incentive alguno: es una norma neutral (de hecho, el 
porcentaje de Gabinetes minoritarios italianos parece bastante "nor 
mal", a juzgar por los datos que tenemos sobre otras democracias 
parlamentarias en situaciones donde no hay un partido o coaliciôn 
electoral mayoritarios) ; c) el requisite de la mayoria nega­
tiva incentiva la formaciôn de Gobiernos minoritarios, cuando en
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el Parlamento no hay ningûn partido o coaliciôn electoral mayorita 
rios; en otras palabras, desincentiva las coaliciones parlamenta­
rias .
A partir de estas proposiciones, cabe concluir que la Consti­
tuciôn portuguesa, no ha favorecido la estabilidad gubernamental 
(porque los Gobiernos minoritarios tienden a durar comparativamen- 
te menos), En cambio no se puede imputar a la Constituciôn espaho- 
la la relativa estabilidad de los Gobiernos de la primera legisla­
tura. La Constituciôn ha favorecido la formaciôn de Gobiernos mayo 
ritarios, pero no todos los Gobiernos de esa clase son duraderos: 
las coaliciones abiertas (CA) y las grandes coaliciones (GC) son, 
como se viô en el Capitulo segundo, fôrmulas mayoritarias, pero 
también desviantes y tendencialmente inestables. Por ello, si en - 
Espana se ha formado Gobiernos normales, clasificables como coali­
ciones cerradas (CC), ese es un exito que solamente puede atribuir 
se al sistema de partidos. Por lo demâs, la experiencia de la IV 
Repûblica francesa asi lo confirma. En ese régimen, hasta 1954, se 
exigîa la mayoria absoluta en lavDtaciôn de investidura del Prési­
dente del Consejo, sin embargo, los Gobiernos fueron muy inesta­
bles, porque la mayor parte de las veces eran coaliciones abiertas 
o sobreexcedentes .
Si se consideran ahora las normas que regulan los procedimien 
tos para la retirada de la confianza parlamentaria parece claro que 
su influencia ha sido mucho menor y, en todo caso, imposible de de- 
tectar medianteesta comparaciôn. La razôn es muy sencilla: la ma-
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yoria exigida para la cuestiôn de confianza es idéntica en los très 
regimenes y aunque la definiciôn del âmbito material de la cuestiôn 
de confianza no sea completamente igual en todos ellos, présenta un 
importante denominador comûn; no cabe plantear la cuestiôn de con­
fianza en la votaciôn de una ley^^^^^. Por consiguiente, lo mâs que 
puede decirse es que este institute no ha contribuido probablemente 
a la estabilidad del Gobierno en ninguno de estos regimenes por 
otra parte, aunque el procedimiento establecido para la aprobaciôn 
de una mociôn de censura sea distinto en los très casos, el hecho 
cierto es que han sido muy pocas las mociones intentadas y en todo 
caso ninguna ha resultado aprobada. Cabe concluir por tanto que to­
dos estos procedimientos han sido igualmente estabilizadores y que 
la sobriedad del texto constitucional italiano, en esta materia, se 
ha revelado tan eficaz como la compleja racionalizaciôn realizada 
por los constituyentes espaholes y portugueses.
Ahora bien, que estos esfuerzos racionalizadores hayan resul­
tado excesivos, si lo que los autores de las Constituciones preten 
dian era reforzar la estabilidad gubernamental, no quiere decir 
necesariamente que los procedimientos en cuestiôn, y concretamente 
la mociôn de censura constructiva, no hayan podido tener otros efec 
tos indirectos importantes.
En este sentido, un sector de la doctrina espahola, y con es­
pecial énfasis J.R. Montero, ha sehalado que "si la mociôn de cen­
sura constructiva es por si misma irrelevante para la estabilidad 
gubernamental, résulta altamente disfuncional para la actividad 
de control parlamentario", y ha advertido el peligro de que este
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mecanismo determine "la continuidad de un Gobierno minoritario y 
maniatado, enfrentado a una Câmara que no puede d e r r i b a r l e " . 
Criticas que en definitiva reiteran las muy vivas que suscité la 
introducciôn de este institute en la Ley Fundamental de Bonn^^^^^.
Por mi parte, no creo que esté justificada una opiniôn tan 
alarmista. Subyace a estas criticas una concepciôn reductiva del 
control parlamentario que viene identificado con la posibilidad de 
determiner el cese del Gobierno y con los procedimientos para lo- 
grarlo. Sin embargo, la funciôn de control es mâs amplia y tiene 
por objeto, sobre todo, la actividad continuada del Gobierno, sien 
do la destituciôn de sus titulares una consecuencia extrema y en 
general poco asequible mediante un procedimiento de censura parla 
m e n t a r i a P o r  consiguiente, la eficacia del control, mâs que 
de la regulaciôn de la mociôn de censura, depende del régimen de 
las preguntas y las interpelaciones, del derecho a recabar infor 
maciones de las diferentes ramas de la Administraciôn y de exigir 
la comparecencia ante las Câmaras de los titulares de las funciones 
püblicas, asi como de la normativa sobre las comisiones de encues- 
ta o de]a que se refiere a la intervenciôn del Parlamento en la po 
litica exterior (autorizaciôn de tratados) o a la fiscalizaciôn de 
la actividad econômica de las diferentes a d m i n i s t r a c i o n e s ^ ^ .
Por otro lado, aûn aceptando, a efectos dialécticos, la ecua- 
ciôn control = posibilidades de remociôn, no hay razones bastantes 
para concluir que el carâcter constructive de la mociôn de censu­
ra hace invulnerable la posiciôn del Gobierno; y mucho menos si se 
trata de un Gobierno minoritario. La experiencia, en este sentido.
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En este sentido hay que constater, por ejemplo, en lo que se re­
fiere a las relaciones de los parlamentarios con sus partidos (que 
es obviamente un aspecto importante del problema de la cohesiôn) - 
que las normas estatutarias de las fuerzas politicas italianas en 
la postguerra establecieron claramente el principio de la disci­
plina de voto y el deber de los diputados de atenerse, al menos en 
los temas politicos principales, a las orientacion de sus respec­
tives p a r t i d o s . Otro tanto ha ocurrido en los ahos setenta en
(91)Espana y Portugal.
Ademâs, la eficacia de taies principles ha venido favorecida 
por la atribuciôn estatutaria de la competencia disciplinaria so­
bre los parlamentarios, no a las organizaciones locales de los par
tidos, sino a sus direcciones centrales y/o a sus grupos parlamen- 
(92)taries . Ha resultado igualmente favorecida por la asignaciôn a
los ôrganos centrales de un poder de control sobre la formaciôn de
(93)las candidaturas électorales
En definitiva, aunque en la prâctica politica de estas très 
democracias no sean infrecuentes las tensiones entre los diputados 
y sus partidos y aunque muchos grupos parlamentarios dan senales de 
una creciente autonomie, lo cierto es que las normas estatutarias 
sobre esta materia fomentan generalmente la disciplina de los di­
putados y, por tanto, la débil cohesiôn a menudo verificada respon
(94 )derâ probablemente a otro tipo de factores organizativos
Cabe considérer, en este sentido, dos hipôtesis principales: 
a) se trata de partidos que sôlo formalmente son partidos de masas.
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es hoy en dîa bastante elocuente. Me refiero no sôlo a la mociôn 
de censura aprobada en Alemania contra el Gabinete Schmidt en 1982, 
sino también a la experiencia espahola. Cuando el 30-5-1980 se vo- 
tô la mociôn de censura propuesta por el PSOE contra el III Gobier 
no Suârez, êste obtuvo solamente el apoyo de los diputados de UCD, 
quedando asl demostrado que habîa perdido la mayoria absoluta que 
el aho anterior habia votado a su favor con ocasiôn de su investi­
dura. El PSA y Coaliciôn Democrâtica que entonces apoyaron a Suâ­
rez ahora no lo hacian: el PSA votaba en favor de la censura, y 
CD se abstenia. Quedaba asi patente que la base politica del Gobier 
no, su fôrmula, se habia disuelto, y en esas condiciones su super- 
vivencia, constitucionalmente posible, resultaba en cambio politi- 
camente i n v i a b l e . Por ello, très meses mâs tarde, mediante una 
gran remodelaciôn ministerial, Suârez formaba un nuevo Gobierno que 
pediria y obtendria la confianza de la mayofia absoluta del Congre- 
so.
En definitiva, las mismas razones que llevan a pensar que la 
mociôn de censura constructiva es irrelevante para asegurar en ge­
neral la estabilidad gubernamental, permiten concluir que este in£ 
tituto tampoco puede garantizar la supervivencia de un Gobierno de 
terminado mâs allâ de lo que lo tolere el sistema de partidos.
Ademâs, la mociôn de censura constructiva puede tener paradô- 
j icamente algunos efectos indirectos positivos, que es difîcil sa­
ber en qué medida eran queridos o no por el legislador constitucio 
nal. En primer término, puede crear en los dirigentes politicos 
una actitud favorable a la predeterminaciôn sucesoria, a preparar
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la soluciôn de cualquier crisis gubernamental antes de provocarla. 
Las estimaciones realizadas en el Capitulo segundo sobre los casos 
espanol y alemân, en lo que se refiere a este asunto, no son desde 
luego concluyentes, pero tampoco descartan esta hipôtesis. En se­
gundo lugar, este mecanismo podria favorecer uno de los resultados 
que, con justo motivo, preocupan a J.R. Montero: la alternancia 
No invocaré en este sentido solamente la reciente experiencia ale- 
mana, sino también, de nuevo, la espahola. Es bastante razonable 
suponer que la presentaciôn de la candidatura del Sr. Gonzalez en 
la mociôn de Marzo de 1980 y los apoyos que entonces recibiô, con- 
tribuyeron a définir ante la opiniôn pûblica cuâl era la alternati­
ve mâs viable al Gobierno de UCD (y en este sentido, vale la pena 
ahadir que la reciente introducciôn en Espaha de la figura del "Je­
fe de la oposiciôn", parece bastante innecesaria: aqui, es el pro- 
pio mecanismo constitucional de la mociôn de censura constructiva 
el que permite identificar quiên es efectivamente el llder de la 
oposiciôn).
408
B) EL SISTEMA DE GOBIERNO Y LOS MODELOS 
SUCESORIOS
1.- PIanteamiento de la cuestiôn
Para apreciar la eficacia politica de una Constituciôn, no ba£ 
ta referirse a las consecuencias directas o indirectas de algunas 
de sus normas, entre otras razones, porque los incentivos o oportu­
nidades que cada una de ellas ofrece pueden resultar contrarresta- 
dos por otra (piênsese, por ejemplo, en cômo la responscibilidad del 
Gobierno ante el Présidente de la Repûblica neutralize, en cierta 
medida, el poder de propuesta del Primer Ministro en Portugal)• Es 
preciso, por tanto, considérer globalmente el sistema de gobierno 
disenado por la Constituciôn. Siguiendo a Virga, entiendo por tal 
"el sistema de los contrôles y de las responsabilidades" de los ôr 
ganos c o n s t i t u c i o n a l e s . Pero tendrê en cuenta sobre todo los 
contrôles primaries, los que se ejercen sobre las personas titula­
res de los ôrganos y no tanto a los secundarios, los que recaen so 
bre sus actos. Los procedimientos que organizan aquellos contrôles 
son en efecto los relevantes para el problema de la sucesiôn guber­
namental y han sido anteriormante analizados en el Capitulo primero.
Los sistemas de gobierno que atribuyen la funciôn de gobernar 
a un ôrgano no elegido por el pueblo, separado del Jefe del Estado 
y responsable ante el Parlamento (denominador comûn que caracteri- 
za tanto a los regimenes parlamentarios clâsicos como a los que 
Duverger denomina semipresidenciales (aunque estos ahaden otros 
caracterlsticas diferenciadoras no desdehables) no pretenden ni lo 
gran configurar directamente ningûn modelo sucesorio. Esta es la -
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premise elemental de la que debe partir el anâlisis. En otras pa­
labras, el gobierno parlamentario es un paradigma constitucional 
abierto a muchos posibles desarrollos y el sistema de partidos es 
la variable interveniente que détermina de forma mâs concreta y 
eficaz el perfil de la sucesiôn gubernamental.
En este sentido, cualquier Constituciôn que organice un siste 
ma de gobierno de las caracterlsticas antes enunciadas puede funcio 
nar bien y posibilitar por ende las pautas ôptimas de la sucesiôn 
ordenada por el electorado, si el sistema de partidos es bueno. Los 
problèmes surgen cuando se trata de sistemas partidistas diflciles^ 
caracterizados por una elevada fragmentaciôn y una considerable di£ 
tancia ideolôgica; y es precisamente en el âmbito asl acotado -que 
incluye los très casos objeto de este estudio- donde la variable 
constitucional cobra mayor relevancia. En esas condiciones es cuando 
se advierte mejor la eficacia indirecte de algunas normas, como se 
puso de manifiesto en el apartado anterior, y la eficacia global 
del sistema de gobierno disenado por cada Constituciôn.
Me apresuro a ahadir, no obstante, que el poder conformador 
de las Constituciones es limitado: que con un sistema de partidos 
diflcil ninguna puede "producir" una sucesiôn ordenada por el elec 
torado. Un resultado de tal envergadura sôlo puede alcanzarse me­
diante la transformaciôn del sistema de partidos; y conviene tener 
en cuenta que no es un indicador suficiente de tal transformaciôn 
el hecho de que en una o dos ocasiones las elecciones hayan creado 
directamente una mayoria parlamentaria. La experiencia italiana de 
1948 y la portuguesa de 1979 y 1980 ahl estân para atestiguarlo.
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Esto lleva a pensar que los resultados électorales espanoles de 
1982, aunque muy significatives, deben ser interpretados con pru- 
dencia. La razôn subyacente es que la existencia de una mayoria y 
la consiguiente reducciôn de la fragmentaciôn, no impliean nece­
sariamente una disminuciôn de la distancia ideolôgica, del grado 
de polarizaciôn. Esto ûltimo requiere la puesta en marcha de pro- 
cesos de despolarizaciôn que traducen cambios importantes en las 
imâgenes en en las estrategias de los partidos; que suponen, en ' 
definitiva, la relegitimaciôn de los excluidos del ârea gubernamen 
tal y el predominio de una competiciôn centripeta y no centrîfuga 
en el sistema. Y aunque en Espaha se han dado pasos en este senti­
do, no es seguro que sean suficientes.
En resumen, y retornando al argumento principal, parece que, 
en ausencia de una transformaciôn estructural del sistema de parti 
dos, lo mâs que puede esperarse del sistema de gobierno definido 
por la Constituciôn es que estimule los comportamientos positivos 
de las élites en el problema sucesorio. Dicho de otro modo, que con 
tribuya a establecer el modelo relativamente favorable de la suce­
siôn ordenada por las élites y no el de la sucesiôn desordenada.
cCômo puede facilitarse tal resultado? La proposiciôn fundamen 
tal es casi tautolôgica y podria enunciarse asi: para las élites 
partidistas es mâs sencillo ordenar el proceso sucesorio con un si£ 
tema de gobierno sencillo que con uno complejo. La sencillez de un 
sistema de gobierno depende de que no distorsione (mejor dicho de 
que no ofrezca estimulos para distorsionar) la distribuciôn de poder
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realizada por el sistema de partidos. En una primera acepciôn, por 
tanto, un sistema de gobierno sencillo es un sistema monista, don­
de el nûmero de diputados y el poder de coaliciôn de cada partido 
son los ûnicos factores que condicionan quê estrategia gubernamen­
tal deba precalecer.Estrategias que hemos clasificado en très gran 
des grupos: mediaciôn centrista, ampliaciôn del centro y alternan 
ci.
Por el contrario, un sistema de gobierno dualista se caracte 
riza por la existencia de un Jefe del Estado que no gobierna, pero 
que tiene atribuidos por la Constituciôn podres suficientes para in 
tervenir de manera eficaz en la sucesiôn gubernamental. Poderes re- 
lacionados con el reconocimiento de la responsabilidad del Gobierno 
no sôlo ante el Parlamento, sino tambieû ante el Jefe del EStado.
De hecho, no todos los regimenes que Duverger llama semi-presiden- 
ciales tienen, en este sentido, un sistema de gobierno dualista 
(no desde luego Irlanda, donde el Primer Ministro es elegido por la 
Câmara baja y sôlo responds ante la misma) pero si lo tiene, en to­
do caso, la Repûblica portuguesa de 1976.
Un sistema dualista, asi definido, posibilita que el Jefe del 
Estado se convierta en un actor politico que interviens en el pro­
ceso sucesorio desde una posiciôn de independencia, y que condicio 
na las estrategias gubernamentales, de manera que estas no de- 
penderân solamente de los recursos de los partidos sino también 
de las actuaciones del Jefe del Estado. Por supuesto, que la Cons­
tituciôn dificilmente puede garantizar la independencia real del
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Jefe del Estado, su separaciôn del sistema de partidos; esto depen 
de, sobre todo, de factores histôricos, personales y de las propias 
estrategias presidenciales de los partidos, que pueden dar lugar a 
la "ocupaciôn" de la Presidencia por un partido o por una coaliciôn. 
Si aquél o aquélla controlan ademâs el Parlamento, el dualismo del 
sistema de gobierno quedarâ temporaImente neutralizado. Pero estas 
circunstancias no tienen por qué presentarse y entonces, la comple- 
jidad del sistema dualista se manifestarâ plenamente, como ha ocurr^ 
do en la Repûblica portuguesa.
2.- Las consecuencias de un sistema dualista
La independencia de la Presidencia venia en efecto favorecida 
en Portugal por razones histôricas (que entroncan con el peculiar 
origen de la nueva democracia), por la propia disposiciôn del sis- 
team de gobierno y por la configuraciôn del sistema de partidos.
Ante todo, hay que tener en cuenta que en la Constituciôn de 
1976 el Présidente representaba el punto de confluencia de dos leg^ 
timidades: la revolucionaria, institucionalizada en el Consejo de 
la Revoluciôn y la democrâtico-representativa. El Jefe del Estado 
compaginaba en efecto la doble condiciôn de Présidente del Consejo 
de la Rëvoluciôn y de mandatario elegido por el pueblo, y ambos 
aspectos de esta figura institucional se condicionaban reclproca- 
mente. Por un lado, la elecciôn por sufragio universal del Jefe 
del Estado y de las Fuerzas Armadas expresaba la supremacia del po 
der civil, pero de otra parte este Présidente, elegido por el pue-
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bio en unos coraicios en que los partidos no podian presenter cand^ 
datos (art. 127 de la Constituciôn) , tenia idealmente un perfil irà 
litar^^^^^. En todo caso debia tratarse de alguien aceptable para 
las Fuerzas Armadas, porque aunque el Présidente tuviera una inde­
pendencia originaria respecte de las mismas, no era tan evidente su 
independencia funcional, visto que, para ejercer sus competencies, 
mâs importantes dependia de la consulta, del parecer favorable, o 
de la autorizaciôn del Consejo de la R e v o l u c i ô n . Asi lo perc^ 
biô de hecho la opiniôn pûblica, a juzgar por una encuesta realiza 
da un mes antes de la primera elecciôn presidencial, y también las 
élites partidistas que, casi sin excepciôn, apoyaron a candidatos 
m i l i t a r e s .
No obstante en la medida en que los candidatos militares eran 
patrocinados por los partidos podia esperarse que la elecciôn por 
sufragio universal del Presidents hubiera tenido el efecto, que f^ 
nalmente ha producido en Francia, de crear dos bloques estables de 
partidos que, al competir en las elecciones presidenciales y en las 
legislativas, posibilitan que los resultados de ambas consultas sean 
paralelos, neutralizando asl el dualismo del sistema de gobierno.
Para explicar por qué esto no ha ocurrido en Portugal conviene 
referirse a un reciente trabajo de S a r t o r i . Este autor ha seha 
lado que la elecciôn de un Presidents por sufragio universal, con 
un sistema de partidos polarizado, sôlo empuja hacia la bipolariza- 
ciôn si se dan dos condiciones: a) que la elecciôn presidencial sea 
la apuesta principal, porque se trate de un Jefe del Estado que "su£
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tancialmente gobierna, subordinando o incluso reabsorbiendo el ejer 
cicic de las funciones de gobierno"; y b) que se exija para esta 
eleccion el requisite de la mayoria absoluta en primera vuelta y 
subsidiariamente un ballotage entre dos candidates.
La primera cendiciôn se verifica desde luege en regîmenes pre 
sidenciales, ceme el chilene anterior a la dictadura, y tambiên en 
algunes semi-presidenciales, ceme el francês actual (dende el Jefe 
del Estade preside y dirige el Censeje de Ministres), pere ne en te 
des les regîmenes de este segunde tipe, le que subraya de nueve la 
falta de unidad de la categerîa de Duverger.
En tede case en Portugal, aunque se da la segunda cendiciôn, 
falta la primera: el Présidente ne gebierna y su elecciôn ne es per 
tante la decisiva; le que centribuye a explicar que el reagrupamien 
te de les partides en les cemicies presidenciales haya side general 
mente efîmere y ne se haya preyectade al terrene de las eleccienes 
parlamentarias y de las estrategias gubernamentales. La elecciôn 
del Jefe del Estade ne efrecîa un estîmule suficiente para ferzar 
a partides, muy distanciades en el plane ideelôgice, a seldarse en 
cendicienes estables (y este ne-efecte se ha verificade ne sôle en 
Portugal sine tambiên en etre rêgimen semi-presidencial cen un sis- 
tema de partides pelarizade, ceme es el finlandês) '
Para terminar, repasemes les heches: en 1976, Eanes fue elegi 
de cen el apeye del PSP, del PSD y del CDS, que habîan cencurride 
per separade a las eleccienes parlamentarias y que mantuvieren des-
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puês una considerable rivalidad polîtica; circunstancias que volvie 
ron a repetirse cuando de nuevo obtuvo la. Presidencia en 1981, con 
el respaldo del PSP y del PCP. Solamente la Alianza Democrâtica pla 
neaba una estrategiade bipolarizaciôn global, pero fracasô. Por le 
demâs, incluso en este caso parece évidente que sus protagonistes no 
contemplaron la elecciôn presidencial como la apuesta principal: Sâ 
Carneiro era el Primer Ministre que respaldaba al General Seares 
Carneire ceme candidate a la Presidencia.
En resumen, per las razenes arriba mencienadas, el Jefe del Es^  
tade pertugués ha resultade ser efectivamente independiente del si£ 
tema de partides y per censiguiente el dualisme de la Censtituciôn 
se ha preyectade realmente en la prâctica. êCôme ha afectade este 
sistema de gebierne al perfil suceserie del case pertugués? Ne creo 
que sea la causa principal de la sucesiôn deserdenada que allî se 
ha verificade (cen la excepciôn quizâ de le que se dije mâs arriba 
sobre la fermaciôn de très Gabinetes apartidistas y tendencialmente 
efîmeres), perque la estructura del sistema de partides predispene 
per si sela a ese resultade. En cambie mi tesis es que este pecu­
liar régimen semi-presidencial ne ha ayudade a las élites peliticas 
a centrarrestar las tendencias negativas del sistema de partides; 
més cencretamente, piense que si ne ha prevecade la inestabilidad 
gubernamental si es seguramente responsable de la inestabilidad de 
las estrategias gubernamentales.
Para explicar esta afirmaciôn, hay que subrayar que en cualquier 
sistema de partides, pere sobre tede en une pelarizade, las élites 
partidistas generalmente definen estrategias que se preyectan ne
416
sôlo para la formaciôn de un Gobierno determinado, sino como parâ- 
metro para construir les Gobiernos necesarios a fin de cubrir, al 
mènes, la legislatura. En censecuencia, la caida de un Gebierne fer 
made sobre la base de una cencreta estrategia ne significa necesa- 
riamente el fin de esta ûltima (baste pensar en la cealiciôn cen 
trista italiana,en el centre-sinistra, en la mediaciôn centrista de 
ÜCD, e incluse en la experiencia de la Alianza Democrâtica Portu­
guese) . Esta relative estabilidad de las estrategias se debe a que, 
salve cuande la distribuciôn de peder résulta muy alterada per unas 
eleccienes, es mâs difîcil legrar el censense mayeritarie de las 
élites para un cambie de estrategia que hacer etre Gebierne sobre 
la base de la anterior, rectificande acase aspectes parciales de 
la fôrmula gubernamental y del tamane y de la cempesiciôn personal 
del Gabinete. Ademâs, si las estrategias gubernamentales tienden a 
ser especialmente estables en les sistemas pelarizades, elle se de 
be a que la considerable distancia ideelôgica que media entre les 
partides, aceta cen bastante rigidez el campe de las cealicienes po 
sibles para cada une de elles. En ûltime términe, esta diferencia 
conceptual entre cambie de Gebierne y cambie de estrategia es le que 
explica la escasa hemegeneidad del fenômene de la sucesiôn guberna­
mental, que a veces parece ser un rite de impertancia insignifican- 
te y etras (cuande hay un cambie de estrategia) adquiere las dimen 
sienes y el pathos de un hite histôrice.
Pues bien, le que serprende en el case pertugués es la velat£ 
lidad de las estrategias gubernamentales, el heche de que la jeven 
Repûblica, en seis ahes, haya ensayade un répertorie estratégice 
mâs amplie ne sôle que el que aparece hasta la fecha en Espaha,
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sino incluso en democracies de dilatada experiencia como la italia 
na y la alemana. En Portugal, el cese de un Gobierno ha llevado apa 
rejada casi siempre la liquidaciôn de la estrategia gubernamental 
que posibilitô su formaciôn, y llama la atenciôn que en todas las 
ocasiones ha sido el Jefe del Estado quien ha expedido el acta de 
defunciôn del correspondiente proyecto estratégico, actuando asî 
como el motor que empujaba a las élites partidistas a elaborar una 
nueva via para gobernar.
Repasemos los hechos. En 1976 el PSP iniciô, con el I Gobierno 
Constitucional, un ensayo de mediaciôn solitaria que condujo con re 
lativo éxito hasta Diciembre de 1 9 7 7 La calda del Gobierno, al 
no obtener un voto de confianza de la Asamblea, fue interpretada por 
el Jefe del Estado como senal de que las fôrmulas minoritarias eran 
impracticables y exigiô al PSP que el siguiente Gobierno tuviera una 
"mayoria parlamentaria estable y coherente", requisito que implica- 
ba la necesidad de abandonar la mediaciôn centrista y de intentar 
una estrategia de ampliaciôn del centre.
Vale la pena subrayar como esta experiencia contrasta con otras 
similares no sôlo en Espaha ( cuando Suârez dimitiô en 1981, la UCD 
tuvo oportunidad de volver a formar otro Gabinete monocolor con 
Calvo Sotelo), sino sobre todo en Italia cuyo sistema de gobierno 
es mâs comparable, a estos efectos, con el portugués, ya que el Rey 
de Espaha no puede condicionar el mandate del "formador" mientras 
que si puede hacerlo el Présidente i t a l i a n o . En 1953 la Câmara 
negô la confianza al IX Gobierno de Gasperi, que era el primero que 
intentaba unanediaciôn solitaria de la DC. Sin embargo, el Présidente
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Einaudi no "sac6 conclusiones" definitivas de este acontecimiento 
realmente histôrico (la derrota del principal lider politico del 
pals) y nombrô todavla otros dos Gobiernos monocolor de la DC (pre 
sididos respectivamente por Pella y Fanfani), Solamente tras el 
fracaso de este ûltimo, las élites partidistas decidieron cambiar 
de estrategia y volver a la coaliciôn centrista, mediante la ela- 
boracidn de un acuerdo DC-PLI-PRI-PSDI que posibilitô la formaciôn 
del Gobierno Scelba.
Volviendo a Portugal, interesa subrayar tambiên como esa am­
pliaciôn del centre, incitada por el Jefe del Estado, tuvo que rea 
lizarse con una preparaciôn insuficiente: el nuevo "Gobierno de ba 
se PS con personalidades" (el mismo tltulo es expresivo de la pre- 
cariedad del acuerdo subyacente) fue fruto de una negociaciôn de 
"cûpulas" entre el PS y el CDS y, aunque fue aprobado con bastante 
consenso en anbos partidos, cuesta creer que, en unos pocos dlas, 
dos formaciones tan distantes en el piano ideolôgico pudieran lograr 
un acercamiento real de sus posiciones (mâxime cuando una de ellas 
no habîa sido aceptada todavla como actor gubernamental en la nue 
va Repûblica). De nuevo esta experiencia contrasta con la laborio- 
sa gestaciôn del primer Gobierno de centro-sinistra, que fue pre- 
cedido por autorizaciones congresuales de la DC y del PSI y tambiên 
por Gobiernos a los que los socialistes daban su apoyo externe, pr£ 
mero de forma no contratada (Fanfani III) y despuês en virtud de un 
acuerdo expreso (Fanfani IV) .Las élites en Italia tuvieron mâs tiempo 
para préparer la ampliaciôn del centre que en Portugal, y los resu^ 
tados fueron tambiên mejores.
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Después , cuando se produjo la crisis del II Gobierno Consti­
tucional portugués, por la retirada del CDS, el Jefe del Estado de 
cidiô tambiên que aquella estrategia estaba cancelada y destituyô 
a Mario Soares. Mâs aûn, concluyô que no habîa ninguna estrategia 
partidista viable en aquella Asamblea (aunque sôlo concediÔ cuatro 
dlas a los partidos para que presentaran propuestas alternatives) 
y optô por la formaciôn de un Gobierno técnico, el de Nobre da Cos- 
ta/^^^). En este caso, sin embargo, el Présidente decidiô impulsar 
la nueva estrategia con mâs perseverancia: cuando el Gabinete Nobre^ 
da Costa fue rechazado por la Asamblea, nombrô otro Gobierno indepen 
diente, el de Mota Pinto y al caer éste, encargô a otro Gobierno del 
mismo tipo (el de Pintasilgo) la misiôn de presidir las elecciones 
anticipadas.
La Alianza Democrâtica que ganÔ aquellas elecciones y tambiên 
las de 1980 recibiô el encargo de formar très Gobiernos consecuti- 
vos: el de Sâ Carneiro; a su muerte, el primero de Pinto Balsemao, 
que dimitiô en Agosto de 1981; y finalmente, el segundo de Pinto 
Balsemao que cayô en Diciembre de 1982 por dificultades internas 
de la coaliciôn. Entonces el Présidente ya no aceptô el nuevo can 
didato propuesto por la mayoria parlamentaria (Victor Crespo), S£ 
no que juzgando agotadas sus posïbilidades, decidiô disolver la 
Asamblea. Justificô esta decisiôn alegando que en 1979 existla tam 
bién en la Asamblea "una mayoria dispuesta a formar Gobierno y que 
se oponla a la disoluciôn" (el PS y los socialdemôcratas indepen- 
dientes de la ASDI) y, a su juicio, habla ahora comparativamente 
mâs razones para avalar tal medida (aunque previsoramente advirtiô 
que esta decisiôn "ciertamente vendrâ a ser contestada") No
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hace falta subrayar las diferencias entre este esquema de disolu­
ciôn y el prevaleciente en la praxis italiana.
Insiste en que mi conclusiôn de este anâlisis no es atribuir 
al Jefe del Estado la paternidad de la inestabilidad gubernamental: 
si los Gobiernos (y basta pensar en los dos de Mario Soares o en 
los dos de Pinto Balsemao) no han durado mâs, ello se debe en pri­
mer lugar a que no han logrado suscitar una mayor cooperaciôn en­
tre los partidos que los integraban o de cuyo respaldo dependian.
Al Jefe del Estado cabe, en mi opiniôn, imputarle el ritmo de las 
rectificaciones estratégicas, el haber empujado a las élites part£ 
distas a buscar vîas nuevas cuando no era siempre évidente que es- 
tuvieran agotadas las anteriores. En este sentido indirecte si ha 
influido sin duda en el déficiente perfil sucesorio del caso portu 
gués, porque las élites sôlo pueden ordenar el proceso sucesorio 
si trabajan dentro de perspectives estratégicas relativamente esta 
bles. Ya se viô en Italia que la ausencia de una estrategia guber­
namental bâsica, la incertidumbre en esta materia, es precisamente 
el factor que major explica la considerable frecuencia sucesoria 
del segundo y del cuarto periodos de la experiencia republicana. 
Alli la responsabilidad no fue, desde luego, del Jefe del Estado, 
sino que es enteramente imputable a la falta de consenso entre las 
élites partidistas. Y es que el consenso sobre esta materia, en si£ 
temas de partidos dificiles es, de por si, un bien escaso, pero ré­
sulta seguramente mâs insequible si pretende ademâs obtenerse con 
un sistema de gobierno complejo.
Habrâ quien objete que las dificultades experimentadas son en
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todo caso imputables al General Eanes, pero no al sistema de go­
bierno disehado por la Constituciôn. Pero la objeciôn no convence. 
Seria absurdo, por supuesto, ignorar la importancia del factor per 
sonal, pero no cabe olvidar que el General Eanes ha aplicado siero 
pre poderes atribuidos por la Constitucidn, y sobre todo hay que 
tener en cuenta que las actuaciones presidenciales aqui comentadas 
fueron solicitadas y apoyadas en cada caso por diferentes partidos, 
porque ello revela que no respondîan a una interpretaciôn personal 
de la Constituciôn por el Jefe del Estado, sino a la interpreta- 
cidn colectiva de las élites partidistas, a su manera de entender 
la mecânica del sistema de g o b i e r n o . La mayor parte de los par 
tidos aplaudieron en efecto, el comunicado presidencial de 1977 que 
exigîa una "mayoria estable y coherente" y mâs tarde tambiên la de£ 
tituciôn de Mario Soares. Ademâs el PSD y el CDS apoyaron expresa- 
mente algunos de los Gabinetes presidenciales y el PSP y el PCP, im 
plicitamente, al ûltimo de esos Gobiernos. Finalmente la Alianza De 
môcratica pidiô la disoluciôn anticipada de 1979 y el PSP y el PCP 
la de 1983.
En resumen, la estabilidad de las estrategias gubernamentales 
en este régimen, no dependia sôlo de los partidos, sino del Jefe del 
Estado, que impulsô multiples rectificaciones en esta materia, con 
el respaldo, en cada ocasiôn, de los partidos opuestos a la fôrmula 
gubernamental precedente. Los poderes constitucionalmente atribuidos 
al Présidente de la Repûblica tuvieron asî la eficacia, seguramente 
no prevista, de acelerar el cambio de estrategias.
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Sôlo me queda ahadir que, a mi juicio, la revisiôn constitu­
cional de 1982, no ha modificado sustancialmente la situaciôn. Es 
cierto que se ha intentado, en lîneas générales, amortiguar el dua 
lismo del sistema de gobierno, pero en realidad no se ha avanzado 
mucho en ese s e n t i d o . Las disposiciones constitucionales que 
han tenido un efecto "acelerador" del proceso politico, siguen en 
pie.
El poder de disoluciôn aparece atribuido al Présidente, con me 
nos restricciones incluso que antes, porque ahora sôlo tiene que oir 
al Consejo de Estado, mientras que de acuerdo con la Constituciôn de 
1976 necesitaba el parecer favorable del Consejo de la Revoluciôn. 
Por otro lado, las disposiciones del art. 198 que propiciaban una - 
utilizaciôn funcional del poder de disoluciôn tambiên han desapare- 
cido, y las ûnicas restricciones actuales derivan de la prohibiciôn 
de disolver la Asamblea en los seis primeros meses de su mandato o 
en los seis ültimos meses del mandato del Présidente (art. 175).
Por lo que se refiere a la aprobaciôn del programa gubernamen­
tal se mantiene la anterior regulaciôn de la mociôn de rechazo, que 
estimula -como ya se dijo- la posibilidad de Gobiernos apartidistas 
o muy minoritarios, y se ha constitucionalizado tambiên la praxis 
vigente, desde que la inauguré Sâ Carneiro, de que el Gobierno pue- 
da solicitar ademâs una votaciôn de confianza inicial.
Se ha pretendido, en cambio, restringir mâs severamente el po­
der de revocaciôn, estableciendo que el Présidente sôlo podrâ dest£ 
tuir al Gobierno "cuando ello sea necesario para asegurar el funcio
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namiento regular de las instituciones", pero esta claûsula, 
aunque teôricamente podria servir de base para la impugnaciôn ante 
el Tribunal Constitucional de un decreto de revocaciôn, de hecho 
constituye un parâmetro muy genêrico y dificil de hacer operative 
con criterios juridicos. En todo caso, la revocaciôn, desde el pun 
to de vista procesal, sôlo estâ sujeta al requisito de oir previa- 
mente al Consejo de Estado. Que el dietamen de este ôrgano consul- 
tivo deba hacerse pûblico junto con el decreto presidencial, cons­
tituye sin duda una garantîa adicional. En ûltimo têrmino, sin em­
bargo, no parece demasiado eficaz: la ûltima disoluciôn de la Asam 
blea, ya bajo la vigencia de la actual Constituciôn, fue decidida 
por el Présidente contra el parecer mayoritario del Consejo de E£ 
tado, lo que indica que podria procéder de la misma manera en el su 
puesto de la revocaciôn.
La revisiôn ha afectado a otras cuestiones con modificaciones 
que suponen indudables mejoras: por ejemplo, la exigencia de una so 
la mociôn de censura para determinar el cese del Gobierno, o la re£ 
tricciôn expresa de los poderes de este ôrgano antes de la aprecia- 
ciôn de su programa por la Asamblea o cuando pasa a la situaciôn de 
Gobierno dimisionario (se ha adoptado en efecto esta técnica en vez 
de la prorogatio antes prevista). Sin embargo un examen detallado 
de estas cuestiones excede al objeto de este trabajo.
Para concluir creo que los poderes fundamentales del Présidente, 
en lo que se refiere a la sucesiôn gubernamental, siguen vigentes; 
la ûnica gran novedad, puede derivarse del hecho de que, al haberse 
suprimido el Consejo de la Revoluciôn, desaparece tambiên la "suge-
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rencia constitucional" de que el Presidents sea un militar^^^® bis)
3.- Efectos y no efectos de dos sistemas monistas
Calificar de monistas a los sistemas de gobierno italiano y e£ 
pahol es algo que ofrece pocas dudas, a la vista del anâlisis de 
los procedimientos sucesorios realizado en el Capltulo primero: en 
ninguno de los dos casos el Gobierno responds ante el Jefe del Es­
tado ni éste tiene poder para revocarlo. No hay que olvidar, sin em 
bargo que son diferentes las posiciones constitucionales de ambos 
Jefes de Estado y que la del Présidente italiano estâ provista de - 
algunos instrumentos para intervenir en la sucesiôn gubernamental - 
que el Rey de Espana, en caimbio, no posee (no en balde Biscaretti - 
di Ruffia se ha referido al sistema de gobierno de ese pais designan 
dolo como "parlamentarismo equilibrado") . No obstante, el cri-
terio determinants para la definiciôn y la duraciôn de las estrate­
gias gubernamentales en Italia es, sin lugar a dudas, la distribu­
ciôn de poder realizada por el sistema de partidos, y la variable 
presidencial no puede, en ûltimo término, influir gran cosa en es­
ta materia.
El primado del sistema de partidos es tambiên évidente en Es­
paha, donde el papel del Rey, que fue muy relevante durante la tran 
siciôn e incluso después, para la defensa de la democracia frente a 
la amenaza golpista, ha quedado prudentemente circunscrito por la 
Constituciôn, en lo que se refiere a la sucesiôn gubernamental. De 
tal manera que no parece exagerado afirmar, parafraseando a Bagehot,
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que en circunstancias normales, la Monarquîa pertenece a la parte 
"dignificada" de nuestra Constituciôn mâs que a su parte "eficaz"
Ni la extensa popularidad del Rey Juan Carlos, ni la que disfruta 
ba la Reina Victoria entre los conciudadanos de Bagehot, pueden 
hacer olvidar la realidad de los mécanismes constitucionales, que 
son por otro lado bastante mâs restrictives del papel de la Corona 
en la Espaha de hoy que en la Inglaterra de entonces .
Conforme a los presupuestos de este anâlisis, los sistemas mo 
nistas son neutrales: delegan en el sistema de partidos (en los elec 
tores y en las élites partidistas) la ordenaciôn del proceso suce­
sorio. cCabe entonces concluir que los sistemas de gobierno italia 
no y espahol son, desde el punto de vista de sus consecuencias, e- 
quivalentes? cLa diversa regulaciôn de sus institutes y procedimien 
tos no entraha ninguna eficacia diferencial?
De entrada, mirando a los hechos, tal y como han sido estudia 
dos en el Capitule segundo, hay una observaciôn que salta a la vi£ 
ta: en Italia sôlo se han presentado las pautas relativamente favo 
rabies de la sucesiôn ordenada por las élites en el primer période 
de la experiencia republicana, etapa caracterizada sobre todo por 
la mayoria absoluta de la DC durante la I legislatura, mientras que 
en Espaha se ha conseguido ese resultade cuando no se daban condi- 
ciones tan propicias para la estabilidad de los Gobiernos. <?Cabe 
atribuir este mejor rendimiento a algûn aspecto expecifico del si£ 
tema de gobierno espahol, o solamente al clima de cooperaciôn en­
tre las élites partidistas, derivado de la modalidad pactada de la 
transiciôn, clima que se mantuvo tambiên, en cierta medida, durante
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la primera fase de la experiencia constitucional? No es posible con 
testar a este interrogante directamente.
Hay que retroceder, por tanto, y buscar un planteamiento gene 
ral mâs ûtil que -a mi juicio- puede partir de la siguiente propo- 
siciôn: es mâs fâcil que las élites logren ordenar el proceso su 
cesorio si disponen de un liderazgo efectivo, un liderazgo (puesto 
que se trata de sistemas pluralistas) referido a las élites que in 
tegran la mayoria gubernamental. La falta de tal condiciôn favore- 
cerâ en general, y sobre todo si el sistema de partidos es polari 
zado, los comportamientos disgregantes de estas élites, que deter- 
minarân una mayor inestabilidad de las coaliciones y otros sintomas 
de una sucesiôn desordenada, como el escaso grado de predetermina- 
ciôn de los cambios de Gobierno o su frecuente carâcter conflicti- 
vo (si los miembros de la mayoria no se sienten obligados a sostener 
en la Asamblea la polîtica del Gobierno y permiten de este modo su 
derrota parlamentaria).
Esta proposiciôn parece bastante razonable, pero ôQué tiene 
que ver con el problema constitucional? Si el liderazgo es un fenô 
meno complejo que "no estamos todavia en condiciones de explicar y 
tal vez nunca lo estemos", como dice Friederich, parece seguramente 
abusive atribuir a las normas constitucionales una capacidad de - 
crear l i d e r a z g o . Sin embargo, résulta tambiên absurdo descono 
cer que el liderazgo sobre las élites de la mayoria gubernamental, 
en sistemas de gobierno monistas, se ejerce lôgicamente desde una 
sede institucional determinada: la Presidencia del Gobierno o del 
Consejo de Ministres y que la estabilidad de las coalicicnes (o
427
de los Gobiernos de un solo partido muy faccionalizado) depende, 
entre otras cosas, de la autoridad del titular de aquel ôrgano. 
Desde luego que éste es sôlo uno, entre otros posibles factores 
estabilizadores y que^en ûltimo têrmino, la condiciôn necesaria 
y suficiente para la estabilidad de una coaliciôn de partidos (o
de facciones) es "que ninguno de sus miembros sea puesto en la ne
cesidad de retirarse de la mayoria o del Gobierno, a consecuencia 
de una decisiôn perjudicial para é l " . Lo que ocurre es que -
ese resultado sôlo puede evitarse si la coaliciôn funciona confor
me a la régla de la unanimidad (que supone reconocer un derecho - 
de veto a todos sus miembros), y esta régla, de no ser hâbilmente 
manejada, puede conducir a la parâlisis del Gobierno, a su incapa 
cidad de decidir sobre los problemas inaplazables y, a la postre, 
tambiên a la crisis. Hay, sin embargo, ciertas condiciones que 
pueden favorecer la eficacia decisoria del Gobierno sin hacer pe- 
ligrar su estabilidad y entre ellas destaca la presencia de un 
Présidente del Consejo que goce de a u t o r i d a d .
Puestas las cosas asi, y porque no interesan ahora los facto­
res personales que favorecen el liderazgo de éste o de aquel Pré­
sidente, la variable a considerar es la institucionalizaciôn de la 
Presidencia del Gobierno. Siguiendo el anâlisis de Huntington, en- 
tiendo por institucionalizaciôn "el proceso por el que adquieren va 
lor y estabilidad las organizaciones y p r o c e d i m i e n t o s . Proceso, 
que se refleja en el grado de adaptabilidad, de complejidad, de au­
tonomie y de coherencia de las instituciones. En el caso de la Pre­
sidencia del Gobierno, creo que se pueden concretar esos indicado- 
res générales diciendo que la adaptabilidad del ôrgano vendrâ demo£
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trada por el paso de distintos titulares (especialmente si son de 
diferentes partidos) y por el hecho de haber funcionado en distin 
tas condiciones polîticas (Gobiernos homogéneos o de coaliciôn).
La complejidad dependerâ de la existencia de estructuras de apoyo 
que faciliten el trabajo del Présidente. La coherencia derivarâ del 
consenso de las élites gubernamentales, administratives y parla­
mentarias sobre el papel y las funciones del ôrgano. La autonomie, 
por ûltimo, resultarâ de su no subordinaciôn a otros ôrganos (Mi­
nistres, Jefe del Estado, Parlemente) ni a los partidos gubernamen 
taies. Un limite a la autonomie, en cualquier sistema monista, es 
la responsabilidad del Présidente ante el Parlemente.
Mi hipôtesis es que la institucionalizaciôn de la Presidencia, 
asi definida, no créa el liderazgo (que es un fenômene mâs complejo 
referido a la identificaciôn de la poblaciôn con un dirigente), pe­
ro si ayuda a mantenerlo y puntualmente puede suplirlo, siendo en­
tonces la propia fuerza de la instituciôn una fuente de estabilidad 
gubernamental.
Ahora bien, l E n quê medida depende el proceso de instituciona 
lizaciôn de la Presidencia de factores normatives, mâs aûn, de fac­
tores constitucionales? Desde luego sôlo parcialmente, pero éstos 
son seguramente relevantes al menos en dos aspectos: la autonomia 
del ôrgano y la coherencia de su posiciôn dentro del aparato guber 
namental.
En cuanto a lo primero, me referiré ante todo a la autonomia 
respecte de otros ôrganos constitucionales, que es lo que entra de
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lleno en el problema -el sistema de gobierno l A qué contrôles estâ 
sometido el Présidente? ^Qué contrôles puede a su vez ejercer?cCuâ 
les son sus poderes constitucionales? Por supuesto que los poderes 
constitucionales de cualquier ôrgano no se identifican siempre con 
sus poderes efectivos; la experiencia de la III Repûblica francesa, 
después de la crisis del 16 de Mayo de 1877, demostrô sobradamente 
que estos ûltimos pueden ser bastante mâs reducidos^^^^^. En defi­
nitive, es évidente que la efectividad de los poderes depende mu- 
chas veces de ciertas condiciones polîticas que impiden o posibil^ 
tan que éL titular del ôrgano haga uso de ellos, (en este sentido, 
por ejemplo, se ha destacado el significado de investidura perso­
nal del Canciller que tienenlas elecciones en Alemania, porque esa 
legitimaciôn popular del ôrgano favorece una plena utilizaciôn de 
sus prerrogativas constitucionales) .
Sin embargo, pese a la relatividad del dato jurîdico, no cabe 
pretender que da lo mismo que la base de partida del proceso de in£ 
titucionalizaciôn de la Presidencia sea una definiciôn constitucio­
nal "fuerte" o "débil" de este ôrgano. Y ello por dos buenas razo­
nes. En primer lugar, porque la Constituciôn, a pesar de su esque­
ma tismo, ya traduce la concepciôn que tienen las élites partidis­
tas sobre la Presidencia del Gobierno (puesto que ellas son los au 
tores inmediatos del texto constitucional) y anuncia el papel que 
prévisiblemente le reconocerân en el futuro. En segundo lugar, por 
que en sistemas partidistas,caracterizados por una polarizaciôn y 
una fragmentaciôn considerables y por la escasa cohesiôn de los - 
partidos gubernamentales, sea cual sea la definiciôn constitucional
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de la Presidencia del Gobierno, las élites partidistas no tenderân 
seguramente a reforzar ese ôrgano, sino mâs bien a debilitarlo, - 
porque puede suponer un centro de poder amenazante para sus intere 
ses. En ese contexto, sin embargo, una definiciôn constitucional 
"fuerte" del ôrgano puede actuar como barrera contra la propensiôn 
de las élites a devaluarlo y contribuir asî directamente a su ins- 
titue ionalizaciôn.
Unido a lo anterior, estâ el problema de la coherencia (expre 
siôn que no me satisface demasiado, pero que respeto para mantener 
la terminologîa de Huntington) esto es, del consenso acerca de la 
funciôn de la Presidencia dentro del Gobierno. En este caso la pro 
posiciôn es tautolôgica: ese consenso debe refiejarse en normas 
que regulen los procedimientos internos de la instituciôn guberna­
mental y la manera de resolver los conflictos dentro de ella, asî 
como el papel reservado en todos estos aspectos a su Présidente.
La existencia de taies normas serâ un indicador de que en efecto, 
hay un consenso sobre estas cuestiones (y contribuirâ tambiên a 
mantenerlo); su ausencia en cambio debe interpretarse como un sîn- 
toma de que falta tal c o n s e n s o . En este sentido> el papel de 
la Constituciôn es doble: puede establecer ella misma algunos prin 
cipios bâsicos del funcionamiento del Gobierno o callar sobre es­
te asunto; en todo caso, puede encomendar al Parlamento o al Gobier 
no la tarea de desarrollar aquellos principles o de regular entera­
mente la materia. Mi hipôtesis es que es mâs fâcil que las normas 
en cuestiôn lleguen a ser aprobadas si la competencia para hacer­
lo corresponde al Gobierno y no al Parlamento; y de esta forma, -
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de la opciôn del Constituyente vendrîa tambiên a depender indirec 
tamente que la Presidencia logre o no alcanzar una posiciôn cohe­
rente en el seno de la instituciôn gubernamental.
Con estos presupuestos, paso ya al anâlisis de los casos ita­
liano y espahol. Mi tesis es que en Italia, la institucionalizaciôn 
de la Presidencia del Consejo se ha realizado a partir de una base 
constitucional que no garantizaba suficientemente la autonomia del . 
ôrgano ni favorecîa que lograse una posiciôn coherente dentro del 
Gobierno; por otro lado, las élites han contribuido posteriormen- 
te a debilitar aûn mâs el institute de la Presidencia y todo ello 
no ha facilitado la estabilidad gubernamental ni la ordenaciôn del 
proceso sucesorio. En cambio, la Constituciôn espahola de 1978 ha 
definido la Presidencia del Gobierno en términos que contribuyen 
positivamente a su autonomia, y que ya han favorecido la estabil^ 
dad gubernamental; sin embargo, no ha propiciado en igual medida 
una institucionalizaciôn coherente de las funciones de la Presiden 
cia dentro del colegio gubernamental.
Retomo algunas de las conclusiones del anâlisis realizado en 
el Capîtulo primero. En Italia, la Constituciôn no atribuyô al 
Présidente del Consejo algunos poderes de indudable importancia: 
no regulô su competencia para revocar a los Ministros, ni tampoco 
el procedimiento y el objeto de la cuestiôn de confianza y sôlo le 
reconociô un derecho a participar, por la via del refrendo, en el 
poder de disoluciôn. La base de partida del proceso de institucio­
nalizaciôn fue por consiguiente una configuraciôn "débil" de este 
ôrgano, y hay quien ha interpretado este hecho aludiendo a la am-
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bigüedad del compromiso que lograron los partidos en la Asamblea 
C o n s t i t u y e n t e . Un compromiso incierto, elaborado en un cli­
ma de desconfianza y con una funciôn primordial de garantîa rec^ 
proca, que se plasmô en un sistema de gobierno donde el principio 
de la mayoria aparece severamente limitado por una amplia serie 
de contrapesos institucionales (Corte Constitucional, referendum, 
autonomia regional),y carece tambiên de mecanismos de impulso, 
porque "mientras la Constituciôn asigna al Primer Ministre el de 
recho/deber de dirigir la polîtica general del Gobierno y de man 
tener la unidad de su orientaciôn polîtica, sugiriendo asi un prin 
cipio de homogeneidad de la mayoria,no le da ningûn instrumente 
especial para todo ello"^^^^^. Por supuesto que tal interpretaciôn 
dista de ser unânime, y entre los juristes (sobre todo entre aque­
llos generalmente identificados como progresistas) prevalece la 
opiniôn contraria, esto es, la que no duda de la seriedad del com 
promise de las fuerzas constituyentes de construir un régimen nue 
vo, cuyos principios, fines y procedimientos eran suficientemente 
compartidos por todas ellas, en la medida que entroncaban con los 
idéales de la resistencia;y este nûcleo de ideas-fuerza integrarîa 
la "constituciôn material" subyacente al texto de 1947^^^^^. No 
me compete entrar en esa polémica, aunque es dificil creer que el 
acuerdo fue completo y sincero, al menos en lo que se refiere a 
la DC, a la vista de como obstruyô, después de 1948, la creaciôn 
de muchos de los institutos previstos por la Constituciôn.
En todo caso, y volviendo al argumento principal, lo que im­
porta subrayar es que esta definiciôn constitucional "débil" de 
la Presidencia del Consejo no impidiô que su titular gozase de
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una autoridad sobresaliente en los primeros ahos del nuevo régi­
men. El liderazgo personal de De Gasperi supliô la falta de vigor 
de los mecanismos constitucionales y, como cabeza indiscutible del 
partido mayoritario, dirigiô con firmeza la coaliciôn centrista, 
convirtiendo al Gobierno en el ôrgano de impulso y de direcciôn 
del sistema (hasta el punto que Elia ha utilizado, con referenda 
a esta fase la expresiôn de "parlamentarismo a la inglesa") .
Una prueba concluyente de la gran autoridad de De Gasperi me pare­
ce consistir en el hecho de que consiguiô realizar dos importantes 
reajustes ministeriales que supusieron verdaderas sucesiones gu­
bernamentales, completamente controladas por el Présidente del Con 
sejo. Nunca mâs ha vuelto a ocurrir algo asî en la historia de la 
Repûblica. Y es que con la retirada de De Gasperi tras su derrota 
parlamentaria de 1953, desaparece taimbién el factor de liderazgo 
que habîa fortalecido al Jefe del ejecutivo, y a partir de enton­
ces, la instituciôn funciona en el marco estrecho de su definiciôn 
constitucional.
Mejor dicho, en un marco todavîa mâs estrecho, porque la in­
terpretaciôn posterior de los poderes del Presidents del Consejo, 
tanto por la doctrina como por normas de inferior rango ha sido 
indudablemente restrictiva. Su prerrogativa de refrendar el de­
creto de disoluciôn hubiera podido ser interpretada en un senti­
do plenamente responsabilista, con la consecuencia de atribuirle 
a él la decisiôn en esa materia, o al menos la codecisiôn, pero 
como se dijo en el Capîtulo primero ha prevalecido, con raras ex- 
cepciones, una lînea hermeneutica contraria, que ha llevado a con£ 
truir el poder de disoluciôn como propio del Presidents de la Re-
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pûblica, siendo el refrendo un acto formai y obligado. Por lo que 
se refiere a la cuestiôn de confianza, el silencio de la Constitu 
ciôn en esta materia, parece que era indicative de la voluntad de 
sus autores de no restringir con limitaciones explicitas el uso 
de este arma del Presidents del C o n s e j o E n  la prâctica, sin 
embargo, como se dijo, los Reglamentos de las Câmaras han mante- 
nido la exigencia de un voto final secreto sobre las leyes, deva 
luando asî en buena medida la utilidad de la cuestiôn de confian 
za como instrumento para forzar la cohesiôn de la mayoria. En lo 
que se refiere al reajuste, ya se sehalô que la doctrina ha hecho, 
en este caso, una interpretaciôn extensiva de los poderes del "Pre 
mier", considerando implicitamente reconocida por la Constituciôn 
su competencia para revocar a los Ministros (algûn autor para for 
talecer mâs esta argumentaciôn ha invocado incluso la vigencia de 
la ley fascista de 24-12-1925, sobre el Capo del Governo) .
Pero, pese a estas buenas intenciones, lo cierto es que en la prâc­
tica, y a falta de una articulaciôn técnica del poder de revoca­
ciôn, el reajuste sôlo puede llevarse a cabo con el consentimien- 
to de los Ministros afectados, lo que supone un obstâculo de no po- 
ca envergadura.
De hecho, la praxis italiana se caracteriza por la escasez 
de los reajustes ministeriales. No puede imputarse este resul­
tado ûnicamente a la estructura de coaliciôn de los Gobier­
nos, porque, como lo demuestran los datos de Herman, hay paî- 
ses como Suecia, Noruega, Alemania, Dinamarca y Holanda, cuya —  
prâctica se caracteriza tambiên por la permanente presencia de Go 
biernos de coaliciôn y que, sin embargo, ofrecen un "indice de 
reorganizaciôn ministerial" bastante mâs elevado que Italia^^^^^.
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En todos ellos estâ constitucionalmente reconocido el poder de 
r e v o c a c i ô n . Ello hace pensar que, si la frecuencia media de 
los reajustes es un indicador probable de la autoridad del Premier 
en cada pals (paradigmâtico en este sentido séria el caso inglês), 
dicha autoridad seguramente viene favorecida por el establecimien 
to en la Constituciôn del derecho de aquêl a destituir a los Mi­
nistros, y perjudicada por la ausencia de esa proclamaciôn^l^?)^
La consecuencia de todo ello es que el Présidente del Conse­
jo italiano tiene escasa autonomia respecto de los Diputados, por 
que no puede convocar elecciones anticipadas ni obligarles a votar 
en pûblico sobre los proyectos de ley del Gobierno; y respecto de 
los Ministros, porque no puede destituirlos sin su consentimien- 
to. y puestas las cosas asi ya no sorprende que haya perdido tam­
biên toda autonomia respecto de los partidos de la mayoria y que 
estos hayan introducido, finalmente, en sus Estatutos un procedi­
miento de designaciôn por la direcciôn partidista y por el grupo 
parlamentario de la "delegaciôn" de cada partido en los cargos 
gubernamentales, anulando asi el poder de propuesta del Présidente 
del Consejo, uno de los pocos que tenla atribuidos por la Consti­
tuciôn.
Si el proceso de institucionalizaciôn ha discurrido de este 
modo, por lo que se refiere a la autonomia de la Presidencia, tam 
poco ha terminado por cimentar una posiciôn coherente de este ôr­
gano dentro del colegio gubernamental. Es dudoso que la Constitu­
ciôn misma haya realizado la opciôn por un modelo claro de orga- 
nizaciôn y de funcionamiento del Gobierno; y mâs bien parece que
de nuevo aqul se llegô a una soluciôn de compromiso ambivalente, 
entre el momento monocrâtico y el momento colegial del ôrgano 
En todo caso, pese a loables esfuerzos doctrinales por especificar 
en el piano teôrico ese modelo constitucional, no hay duda de que 
el asentamiento indispensable del momento monocrâtico, que consi£ 
te en la direcciôn por el Présidente de la "polîtica general del 
Gobierno", dependia, sobre todo, de que llegara a aprobarse la 
ley, prevista en el art. 95 de la Constituciôn, relativa a la "or 
denaciôn de la Presidencia del C o n s e j o " . P e r o  esta ley no ha 
sido aprobada, y no por falta de proyectos. El primero lo presen- 
tô el Gobierno De Gasperi VIII, en 1952 pero fracasô, y este resu^ 
tado era un indicio de la suerte que correrian los siguientes pro­
yectos (el de 1956 y el de 1958), porque estos ya "nacieron" sin 
el respaldo de un Ifder indiscutido y de un partido mayoritario 
En esas condiciones,las facciones de la DC y los pequehos partidos 
laicos pudieron bloquear estos intentos (con el concurso ademâs 
del PCI que tampoco estaba interesado en la reforma). Carente de 
instrumentos para dirigir la acciôn polîtica, la Presidencia se ha 
convertido de resultas en el punto de mediaciôn dentro de un Go- 
b i e m o  de "direcciôn plural y disociada", y el crecimiento desor- 
denado de sus competencies, en el piano administrativo, no ha po­
dido paliar esta s i t u a c i ô n . De la misma manera que sus pode­
res de normaciôn (sus directives a los Ministros) no han podido 
suplir la falta de regulaciôn legal del funcionamiento del cole- 
gio(132).
Creo que queda demostrado hasta la saciedad que la institu-
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cionalizaciôn de la Presidencia ha sido en Italia claramente in- 
suficiente para fomenter la autoridad de su titular como jefe de 
la mayoria y del Gobierno. Sôlo me queda ahadir que este proceso 
ha corrido paralelo (y en parte ha sido la consecuencia) de la in 
capacidad de la DC, de procéder a la elecciôn de un lider, de dar 
"status degasperiano" a alguno de sus dirigentes. La doctrina de 
la separaciôn compléta entre los cargos gubernamentales y los de 
la Direcciôn del partido, "constitucionalizada" en sus Estatutos, 
hace que aunque se elija a un Secretario Politico, a un Présiden­
te del Consejo Nacional o se désigné al "formador" del Gobierno, 
ninguna de estas decisiones implique la designaciôn de un lider 
De resultas, el liderazgo de la mayoria, que no viene personifica 
do por el Présidente del Consejo, tampoco estâ encarnado por nin 
guna otra persona. La mayoria misma tiene un liderazgo plural y 
disociado que se concreta en la cooperaciôn informai (o formalize 
da en los vertici) entre los Secretarios de los partidos que la 
integran y el Présidente del Consejo.
Se llega asi a la conclusiôn fundamental: las pautas de una 
sucesiôn ordenada por las élites que se verificaron en el primer 
periodo de la experiencia republicana son imputables seguramente, 
no sôlo a la mayoria parlamentaria de la DC, sino tambiên al lide 
razgo degasperiano desde la Presidencia del Consejo. A partir de 
ese momento, la devaluaciôn de ese ôrgano y la consiguiente pêr- 
dida de eficacia decisoria del Gobierno, mâs que resultado de la 
inestabilidad gubernamental, son causa de esta ûltima, porque —  
cuando el Gobierno y su Présidente pueden poco no importa que cam-
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bien. Especialmente si se sabe a priori que el cambio serâ ineyi 
tablemente limitado, ya que la exclusion del ârea gubernamental 
de importantes fuerzas polîticas acota rîgidamente el campo de - 
las estrategias y de las coaliciones posibles. En taies condicio 
nés, un comportamiento irresponsable de las élites estâ garanti- 
zado; al ser la apuesta pequena y el riesgo escaso, cualquier gru 
po puede probar suerte e intentar derribar un Gobierno, con manio 
bras de pasillo o en el Parlamento, para ver si mejora sus posicio 
nés en el siguiente. Si ésta es la génesis de la creciente desorde 
naciôn del proceso sucesorio, parece claro que la ampliaciôn de las 
coaliciones, mediante la inclusiôn de nuevos socios no es la tera- 
pia adecuada: sôlo puede ahadir pretextos para la crisis. Ademâs, 
los acontecimientos del final de los setenta asî lo han demostra­
do.
En definitiva, el diagnôstico anterior sugiere que una tran£ 
formaciôn de las pautas sucesorias del caso italiano no puede ob­
tenerse sin cambios, tanto en el piano del sistema de partidos, 
como en el piano institucional. Por un lado, es necesario desblo- 
quear el problema de las estrategias gubernamentales, lo que exi­
ge completar la religitimaciôn del PCI, no en el cuadro de gran­
des coaliciones, sino mediante fôrmulas circunscritas y bien deli 
mitadas que se inscriban en la perspectiva de la a l t e r n a n c i a . 
Sôlo asî los Gobiernos dejarân de ser coaliciones "negativas" y 
"asediadas", coaliciones que se forman, no para realizar un pro­
grama, sino como soluciôn de supervivencia, a falta de otras pos£ 
bilidades.
439
Sin embargo, los cambios en el escenario politico no serân 
suficientes para asegurar la estabilidad gubernamental si no van 
acompanados o precedidos de reformas que reorienten el proceso de 
institucionalizaciôn delà Presidencia del Consejo, en el sentido 
de dar mayor autonomia y coherencia a este ôrgano. For supuesto 
que puede haber otros terrenes importantes para la acciôn refor- 
mista (basta pensar en lo que se refiere a la estructura del Par­
lemente y a les precedimientes legislatives), pere exceden al âm- 
bite de esta i n v e s t i g a c i ô n . De le aqui tratade, parece des- 
prenderse la opertunidad de una referma erientada cen una perspec 
tiva de micre, mâs que de macre ingenieria, este es, dirigida a - 
reforzar ciertes aspectes del sistema de gebierne y ne a cambiar- 
lo per complete (en tedo case, la experiencia del dualisme pertu- 
guês ne acenseja refermas en esa direcciôn) . Concretamente,
cerne minime, en el plane censtitucional, parece necesarie legrar 
el recenecimiente del dereche del Présidente del Censeje a desti- 
tuir a les Ministres, y aprebar la ley prevista en el art. 95. 
Igualmente importante, en le que se refiere a Los Reglamentos par 
lamentarios, séria una extensiôn del objete de la cuestiôn de cen 
fianza para que pudiera utilizarse eficazmente en los procedimien 
tos legislatives, lo que implica suprimir la exigencia de un veto 
final secrete sobre las leyes. No parece tampoco posible que el 
Présidente del Consejo récupéré su peder de prepuesta si no se el^ 
minan las disposiciones de les Estatutes partidistas sobre la desig. 
naciôn de los Ministres y de les Subsecretarios. Finalmente, ne hay 
duda que la eficacia de las anterieres reformas se veria reforzada 
si se suprime el veto preferencial en las elecciones legislatives.
porque este mécanisme, al erosionar la cohesiôn en los partidos 
gubernamentales, débilita en definitive también la cohesiôn de la 
mayorîa.
En términes politicos se plantea ahora un problème de prie-
ridades : alternancia o reforma institucional <?Quid prior? El PSI
de Craxi parece haber eptade ûltimamente por la segunda via, mien
(187)très que el PCI apuesta mâs bien (aunque ne sele) per la primera
La decisiôn socialiste, aunque tedavia no sea bastante concrete,
puede ester justificada, perdDS razenes. En primer lugar, perque
a faite de refermas institucienales una hipetética mayeria de iz-
quierdas sufriria tambiên probablement^ de la misma carencia de
una sede institucional de liderazge e impulse. En segunde lugar,
perque la realizaciôn de las reformas, que exige el consense, al
menos de los très mayores partidos, puede ser un peso definitive
para la relegitimaciôn del PCI. Si el Partido cemunista se cempro
mete en uniôn cen les demâs a dar a la Repûblica una base institu
cional que posibilite la gobernabilidad (y hay indicies de su di£
penibilidad para esa eperaciôn, aunque ne faltan centradicciones)
se eliminarân seguramente les ûltimes vestigies de la "cenventie
(188)ad excludendum" que se estableciô en 194 8 . Es de temer, sin
embargo, que mientras las refermas sigan pendientes, subsista la 
insuficiencia del compromise censtitucional originario, lo que ne 
faverece la alternancia.
En cualquier case, parece clare que, a medio plaze, le mâs 
que puede esperarse de las refermas institucienales en Italia es 
que pesibiliten las pautas relativamente favorables de la suce-
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siôn ordenada por las élites y no las de la sucesiôn ordenada por 
el electorado, porque los condicionamientos del sistema de parti­
dos (que no desaparecerîan por el solo hecho de la alternancia) 
impiden seguramente ese resultado ôptimo.
Toca referirse finalmente al caso espanol, y aunque el anâl^ 
sis del mismo sea por fuerza menos concluyente, dado el incipien- 
te rodaje de nuestra Constituciôn, cabe hacer al menos la siguien 
te constataciôn. Aqui, al igual que en Italia, la institucionali­
zaciôn de la Presidencia del Gobierno y la institucionalizaciôn 
del partido centrista que dirigiô la fase inicial del régimen se 
plantearon como procesos paralelos, pero también antagÔnicos. La 
razôn de ser de ese antagonisme radica en la falta de un lideraz- 
go, ejercido desde la Presidencia y reconocido por el partido. Sin 
embargo, el desenlace en los dos casos ha sido diferente: en Ita­
lia se ha institucionalizado el partido a costa de la Presidencia 
y, en Espaha, la Presidencia a costa del partido.
Dicho de otro modo, allî la Presidencia dejô de ser un centre 
autônomo de direcciôn polîtica y se subordinô por complete al par 
tido demôcrata cristiano y a sus aliados; mientras que aqui los 
Présidentes de la etapa centrista no aceptaron ese papel y reali- 
zaron una polîtica que era mâs suya que de la UCD. Sin embargo, 
esta autonomia relative de la Presidencia, que ha tenido efectos 
positives para la estabilidad gubernamental y del régimen, ha di- 
ficultado también el asentamiento del partido centrista.
En realidad, cuando se mirahacia atrâs, parece claro que re
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sultaba indispensable un amplio margen de autonomia politica pa­
ra el Présidente y su Gobierno; porque es dificil concebir que un 
partido, tan frSgil y heterogéneo como la UCD, hubiera podido dir^ 
gir o controlar directamente una compleja politica de mediaciôn - 
centrista.
Por otro lado, esta autonomia necesaria venia en primer lugar 
favorecida por los extensos poderes que la Constituciôn atribuye 
al Presidents, y también por factores contingentes: el origen gu­
bernamental de la UCD; la acumulaciôn, durante el mandate de Suâ- 
rez, de la Presidencia del Gobierno y la del partido, y el hecho de 
que esta ûltima tuviera atribuidas por los Estatutos algunas com- 
petencias f u n d a m e n t a l e s ^  Otro factor fue que, al no concluir 
se ningûn acuerdo expreso con los partidos que dieron su apoyo pa 
ra la investidura de los Gobiernos centristes (CD, CiU, PSA), la 
definiciôn de la politica quedô enteramente en manos del Presiden 
te y sus Ministres.
Las tensiones creadas por esta marginaciôn del partido guber 
namental, sin embargo, no tardaron en salir a la luz. En 1980 era 
manifiesto el malestar del grupo parlamentario centrista, en par­
te, por el hecho mismo de esa marginaciôn y, en parte también, 
porque la politica del Gobierno se habia situado en muchas cues- 
tiones (politica regional, reforma fiscal) mâs a la izquierda de 
lo que muchos deseaban, y parecia ademâs seguir orientândose en 
la misma direcciôn (baste pensar en el proyecto de ley sobre el 
divorcio).
La derrota del candidate "gubernamental" en la elecciôn del 
portavoz del grupo parlamentario fue el reflejo de ese estado de
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coaas^^^^^. Y el pulso entre el Présidente y una corriente podero 
sa, que agrupaba a buena parte de los notables de su partido, aca 
b6 aqui, como en Italia en 1959, con la derrota del primero. La 
"caida" de Suârez en 1981 recuerda en efecto el escenario de la 
dimisiôn de Fanfani, detërminada no por los partidos de la oposi 
ci6n, sino por la resistencia de su propio partido a subordinar- 
se a un Presidents con "excesivas" pretensiones de a u t o n o m i a .
A diferencia sin embargo de lo que alii ocurriô, la dimisiôn
de Suârez de la Presidencia del Gobierno y de la del partido no con
dujo a una compléta subordinaciôn de la estera gubernamental a la
partidaria; entre otras cosas porque si el "sector critico" contro
laba el grupo parlamentario, resultô en cambio derrotado en el Con
greso de Palma de Mallorca y la direcciôn del partido siguiô en ma
nos de los suaristas. La corriente critica de UCD era en definitive
(192)mâs débil que la corriente "dorotea" que derrotô a Fanfani
Con esa UCD, todavia mâs impotente por su declarada divisiôn 
interna, el Presidents Calvo Sotelo mantuvo una politica de media­
ciôn, que venia ademâs exigida por el clima de solidaridad democrâ 
tica résultants del fallido golpe de Estado. Fue una mediaciôn mâs 
inmovilista, y por eso insatisfizo al ala izquierda del partido que 
acabô por abandonarlo, pero mediaciôn al fin y al cabo y no la a- 
lianza con la derecha a que aspiraban los sectores mâs conservado- 
res de UCD, que por eso acabaron también por salir del p a r t i d o .
En taies condiciones este Presidents solitario obtuvo sin em 
bargo importantes colaboraciones (los acuerdos con el Secretario
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General del PSOE de 31-7-81, el compromise de los diputados escin 
didos de UCD de seguir respaldando al Gobierno), y estos apoyos 
revelan como ante la crisis del partido gubernamental el eje de la 
vida polîtica se trasladaba a una Presidencia defintivamente auto 
nomizada.
Que un Presidents sin liderazgo y sin partido lograra el rs£
paldo suficiente para sobrevivir durante mâs tiempo que ninguno de
los Gobiernos anteriores, puede atribuirse, en parte, a la actitud
responsable de algunas fuerzas polîticas y concretamente del PSOE 
que aplazd su estrategia de alternative gubernamental mientras no
se hubiera resuelto la tensiôn creada por el golpe del 23-F; pero 
séria ingenuo no tener en cuenta también la eficacia de los pode­
res constitucionales del Presidents. Unospoderes que no dudô en 
utilizer: remodelé dos veces el Gobierno (en la segunda ocasiôn 
fue un reajuste de bastante envergadura) y disolviô las Câmaras 
anticipadamente.
A mi juicio, esta ûltima prerrogativa fue crucial para garan 
tizar el apoyo de los diputados escindidos o a punto de escindir- 
se de UCD (un apoyo que resultaba necesario perque el del PSOE no 
era incondicional: baste pensar en la mociôn de reprobacién con­
tra varies Ministres, a raîz del asunto de la colza). Y es que 
los disidentes, hasta que hubieran logrado crear sus nuevos part^ 
dos o establecer sus pactes con Alianza Popular, necesitaban tiem 
po y estaban interesados en la continuidad de la legislatura. De 
este modo, la amenaza de la disolucion resultô ser un antidote 
eficaz contra la inestabilidad gubernamental. No fue, en cambio.
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un arma ûtil para el partido del Gobierno, cuyos intereses estaban 
cifrados probablemente en una disoluciôn mâs anticipada que hiciera 
coincidir las elecciones générales con las del Parlamento andaluz.
Y de nuevo, esta opciôn sobre la fecha parece reveladora de la au­
tonomie presidencial.
La eficacia del modelo censtitucional se ha puesto, por consi 
guiente, de manifiesto durante esta larga crisis de la que la Pre­
sidencia no ha salido desde luego subordinada. No faltan sin embar 
go problèmes por resolver para avanzar en la institucionalizaciôn 
del ôrgano. Me refiero al hecho de que, como en Italie, no se ha 
aprobado todavia la ley prevista por la Constituciôn (art. 98) 
sobre el estatuto de la Presidencia y de los demâs miembros del 
Gobierno. El proyecto sobre esta materia que Suârez présenté en 
1980 fracasô, àl igual que el de De Gasperi de 1952. Este resul­
tado coïncidente contrasta con la experiencia alemana, donde una 
Constituciôn previsora atribuyô al propio Gobierno la competen- 
cia para aprobar su reglamento, norma que se encuentrâ en vigor 
desde 1951. La Constituciôn portuguesa hizo otro tanto y, aunque
los resultados normativos sean mâs fragmentarios, al fin y al ca 
(194 )bo existen . Lo que demuestra que el mandate censtitucional
es mâs dificil de cumplir en los términos en que estâ planteado 
en Italia y en Espaha, y sugiere también que es bastante grande 
la resistencia tendencial de las élites parlamentarias a raciona 
lizar la organizaciôn y el funcionamiento del Gobierno. Por ello, 
no deberia perderse la oportunidad de aprobar esa ley, ahora que 
existe una mayoria cohesionada.
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En conclusiôn, fuera de lo^dicho en el pârrafo anterior, la 
institucionalizaciôn de la Presidencia del Gobierno parece haber 
se iniciado de manera favorable y este ôrgano ha demostrado estar 
bien dotado para ser el centro regulador de una sucesiôn ordenada 
por las élites. Los recursos de que dispone son espaces de com­
penser incluse una dificil relaciôn entre el Présidente y su par
(195)tido y esto mismo se ha apreciado recientemente en Alemania 
Si ademâs llegara a consolidarse la evoluciôn del sistema de par 
tidos, apenas iniciada, la fortaleza de la Presidencia serâ tam­
bién una garantis para que pueda estabilizarse un modelo de suce­
siôn ordenada por los electores; porque un Présidente investido 
por una mayoria electoral y con los poderes que tiene éste, no 
serâ fâcil de derribar, en el curso del camino, con maniobras de 
pasillo.
La comparaciôn entre la experiencia Italians y la espahola su 
giere que en el caso de regimenes monistas, si la distancia ideo- 
lôgica entre los partidos es considerable y débil la cohesiôn de 
los partidos gubernamentales, no bastarâ para obtener una sucesiôn 
ordenada por las élites que la fragmentaciôn parlamentaria sea mo- 
derada. Esa es seguramente una condiciôn necesaria, pero no sufi­
ciente. Ademâs harâ falta un fuerte liderazgo personal del Prési­
dente del Gobierno o que este ôrgano goce de una autonomia impor­
tante, lo que puede venir favorecido por la definiciôn constitucio 
nal del mismo.
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82,1%; tercera legislatura: en el pleno 72,7% y en comisiôn 90,2% 
(DI PALMA, G. op.ult.cit. pag. 87). Véase también CAZ.ZOLA, F. , 
Governo e opposizione nel parlamento italiano. Dal centrisme al 
cëntro-sinistra: il sistema dëlla crisi (Milâ^n: Giuffré, 1974) .
(34) PROVASI, G., Borqhesia industriale e Democrazia Cristiana 
(Bari: De Donato, 1976) pags. 91 a 129, espëcialmente.
(35) GABINETE DE ESTUDOS DO PARTIDO SOCIALISTA, Os socialistas na 
Assembleia da Repûblica cit. pags. 29-30.
(36) OPELLO, W.J. Jn. "The new parliament in Portugal" Legislative 
Studies Quarterly, III, 2 (Mayo 1978) pags. 309-335.
(37) BAGET BOZZO, G., II partito cristiano al potere cit. pag. 157.
(38) CAZZOLA, F,, Governo e opposizione nel parlamento italiano, cit. 
pag. 85.
(39) Véase la pag. y siguientes.
(40) Sobre las modalidades de la relaciôn entre las élites polîticas 
régionales y nacionales, véase DE WITTE, B., GRUNERT, T., y 
SATRUSTEGUI, M. "Les elites politiques régionales" Pouvoirs,
19 (1981), pags. 27-38.
(41) Ver en este sentido el anâlisis de CAPO GIOL, J. "Estrategias 
para un sistema de partidos" Revista de Estudios Politicos, 23 
(1981) pags. 153-168; y también MARAVALL, J.M. La polîtica de 
la transiciôn, cit. pags. 70,71 y 79.
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(4 2) Ver en este sentido GEORGEL, J. "La crise politique da 1978 an 
Portugal", cit.
(432_ El mero hecho del acuerdo, no reduce en efecto la distancia en­
tre los partidos signatarios. Por ejemplo, Moro, refiriêndose 
al primer Gobierno de centro-sinistra decîa que reflejaba "la 
posibilidad efectiva de compaginar en las cosas mâs significa­
tives, mâs inmediatamente ûtiles, los programas de partidos 
diferentes, que estuvieron muy distantes y que lo estân todavia 
en buena medida" CAPOTOSTI, P.A. op. cit. pag. 71.
(44) Atti e documenti délia PC , cit. pags. 1675-76.
(45) 0 CDS e o 2* Governo Constitucional, cit. pag. 113.
(46) De hecho, el propio PCP se habia negado a suscribir un acuerdo 
de este tipo.
(47) TAMBURRANO, Storia e cronaca... cit. pag. 211 y ss.
(48) De hecho, en el Comité Central del PSI de Julio de 19 64, el ala 
de Lombardi critica el repliegue programâtico del nuevo Gobier­
no Moro y retira a su représentante Giolitti (Ministro del Pre-
supuesto y de la Programaciôn) del Gabinete. Se consuma asi el
distanciamiento de esta corriente respecte del centro-sinistra, 
distanciamiento que ya se habia reflejado en la no participaciôn 
de Lombardi en el Gabinete Moro I, por causa sobre todo de la 
rigida delimitaciôn de la mayoria. Véase GALLi, G. Storia del 
Socialisme Italiano (Bari: Laterza, 1980) p. 256 y TAMBURRANO, 
Storia e cronaca... cit. pags. 226-232.
(49) Véase TAMBURRANO, Storia e cronaca... cit. pags. 296 y ss. Sin 
embargo, Lombardi discrepô de aquella opciôn: "si, es verdad, 
el mantenimiento del cuadro democrâtico fue asegurado. Esta era 
la fuerza del pensamiento de Nenni: el mantenimiento de la demo 
cracia era para él un objetivo y un resultado. Al limite, debia 
sacrificarse incluse las reformas. Sôlo, que después, el bloquée 
de las reformas débilita también el cuadro democrâtico. Hacen 
falta siempre estos dos puntales. Las diferencias entre nosotros 
eran sobre estos temas de fondo, complementarios" GALLI, G. 
Storia del Socialisme Italiano, cit. pag. 252.
(50) A juzgar por los datos de CAZZOLA, la mayor oposiciôn del PCI
a las iniciativas legislatives del Gobierno se produjo precisa- 
mente durante la coaliciôn de centro-sinistra (Governo e oppo­
sizione nel Parlamento italiano, cit. pag. 85).
(51) Véase pag.
(52) En cuanto los déterminantes concretes de la crisis gubernamen­
tal, no hay que olvidar que êsta sucede a los pocos dias del re- 
greso de Sâ Carneiro a la presidencia de su partido, dispuesto
a capitalizar el descontento de la oposiciôn de derechas contra
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el Gobierno Soares II. Que entonces el CDS optara por romper la 
coaliciôn, es, como dice GEORGEL ("La crise politique..." cit. 
p. 443), "verosimilmente algo mâs que una mera coincidencia".
Por otra parte, aunque Mario Soares ha afirmado que la salida 
del CDS fue "uno de los misterios de la vida politica portu­
guesa para los que nunca encontré explicaciôn cabal", también 
ha recordado que "se ejercieron presiones de extrema derecha a 
las que fueron muy sensibles las bases del CDS. Sucediô igual­
mente el regreso del Dr. Sâ Carneiro al liderazgo del PSP, 
apoyadc en un movimiento de contestaciôn global, tendente a po­
lar izar el electorado de derechas. Hubo también criticas intem- 
pestivas de figuras de la Iglesia que, tomadas a la letra, y de 
tener el significado que algunos les atribuian, podrian ser 
interpretadas como una advertencia al Gobierno. Y hubo, sobre 
todo, el discurso presidencial del 25 de Abril que produjo, a la 
larga, efectos déplorables, en lo que a la estabilidad guberna­
mental se refiere" (Relatorio do Secretario Gérai ao 3° Congresso, 
cit. p. 31) .
(53) La apertura parlamentaria hacia el PCI fue ya defendida por Moro 
en 1969 con su "estrategia de la atenciôn" y reformulada por
De Martino, eh 1970, con su teoria de "los equilibrios mâs avan 
zadcs" (véase TAMBURRANO, Storia e cronaca... cit. pags. 342-351). 
La aceptaciôn por el PCI de tal estrategia se oficializô al pro­
clamer su "oposiciôn diversa" al Gobierno Rumor IV. Finalmente, 
esta polîtica fue asumida plenamente por el Gabinete Moro IV, 
al proclamer, por boca de su Présidente, que "en la medida que 
rechazamos la confusiôn entre mayorîa y oposiciôn, estâmes abier 
tos a una constructiva consideraciôn y valoraciôn polîtico-parla 
mentaria de lo que viene pensando, diciendo y haciendo valer con 
inalterable presencia el partido comunista, acerca de cuestiones 
cruciales que el crecimiento tumultuoso del paîs, sobre todo, va 
proponiendo. No sôlo no tenemos miedo, sino que buscamos esta 
confrontaciôn de lîmpidos contornos que puede dar lugar incluse 
a la aceptaciôn concorde por la mayorîa, en todo o en parte, de 
enmiendas y proposiciones de la oposiciôn" (Programmi dei Gover­
ni Repubblicani cit. p. 564.
(54) GRAZIANO, L. "Compromesso storico e democrazia consociativa: 
verso una nuova democrazia?" en GRAZIANO, L. y TARROW, S. (dirs.) 
La Crisi Italiana (Torino: Einaudi, 1979) pags. 719-767.
(55) En este sentido, PAPPALARDO, A. "La politica consociativa nella 
democrazia italiana" Rivista Italiana di Scienza Politica, 1 
(Abril 1980), pags. 73-123.
(56) Véase DI PALMA, G. Political syncrethism in Italy: historical 
coalition strategies and the present crisis (Berkeley: Institute 
of International Affairs, 1978).
(57) DI PALMA, G., op. ult. cit.pag. 37.
(58) LANGE, P. "II PCI e i possibili esiti della crisi italiana" en 
GRAZIAÎ^O, L. Y TARROW, S (dirs.) La crisi italiana, cit. pags. 
657-718.
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(59) Sobre esta estrategia, véase PASQUINO, G. "Alla ricerca dell' 
elettcre d'opinione; il caso del PSI" en PARISI, A. (dir.) 
Mobilité senza movimiento; le elezioni del 3 giugno 1979 (Bo­
logna: Il Mulino, 19801 pâgsT 103-132 y también el n° 231
(19 82) de la revista IL Mulino, con articjlos de PASQUINO, G. 
CARBONE, G.,; CAMELLI, M.; y CAZZOLA, G. y STUPPINI, A. entre 
otros.
(60) PARISI, A., "Mobilité non significa movimento" en Mobilité 
senza movimento, cit. pags. 11-40
(61) Informe del Secretario PICCOLI al Consejo Nacional de la DC
(La Repubblica 9-12-80 pags. 1 y 2).
(62) L'Unité, 7-12-80, pag. 3.
(63) No me he ocupado aqui de los Gobiernos portugueses de iniciati-
va presidencial, anteriores a 1979, porque no eran una emana- 
ciôn del sistema de partidos. De todas formas pueden considerar- 
se también como una variante de los Gobiernos de centro: como 
una mediaciôn centrista a cargo del Présidente de la Repûblica 
En la tercera secciôn de este capitule trataré mâs detallada- 
mente de la formaciôn de estos Gobiernos.
(64) SARTORI, G., "Modelli spaziali di competizione tra partiti". 
Rassegna Italiana di Sociologia, VI (1965) pags. 7-29.
(65) Supuesto, por otro lado, que encaja perfectamente en el esquema 
analltico de SARTORI. Véase el siguiente texto: "El limite de 
cualquier modelo se dice râpidamente: no puede prever al hombre, 
y mâs exactamente a los hombres que reaccionan frente a la mecâ- 
nica de las estructuras y que frenan o incluse llegan a prevale- 
cer sobre les condicionamientos sistêmicos... Digamos entonces 
que mi modelo sôlo llega hasta donde llega la marcha inercial de 
un sistema politico. Prevé tendencies, no resultados: y aûn me­
nos puede prever los tiempos. Resultados y tiempos dependen de 
los hombres". (Rivistando il pluralisme polarizzato" in CAVAZZA,
F.L. y GRAUBARD, S.R., directores, Il caso italiano, vol. I. 
Milân: Garzanti, 1974, pag. 212).
(66) En este sentido hay que tener en cuenta que las dos plataformas
de Acuerdo Constitucional (una anterior y otra posterior a la 
elecciôn de la Asamblea Constituyente) , pese a su denominaciôn 
y al hecho de estar suscritas por los principales partidos, no 
expresaban tante un compromise entre los mismos, como los limi­
tes impuestos por el MFA (el Consejo de la Revoluciôn era tam­
bién una parte contratante) al proceso constituyente. Ademâs, 
su contenido se referla exclusivamente a la organizaciôn del 
poder politico -o mejor dicho, a los principles bâsicos de su 
organizaciôn- pero no a los derechos y deberes fundamentales, 
ni a la "Constituciôn econômica". Por consiguiente estos asun- 
tos quedaron regulados por la decisiôn mayoritaria de la Asam­
blea y fueron, sobre todo, las concepciones del PSP las que 
quedaron recogidas en buena parte del articulado. El texto de 
ambas plataformas de Acuerdo Constitucional puede verse en MI- 
TANDA, J. Fontes e trabalhos preparatories da Constituiçao, vol. 
I, (Lisboa: Edipoes INCM, 1978) pags. 195-212-.
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(67) Ver, en este sentido, SA CARNEIRO, F. Una Constituiçao para 
os anos 80; contributo para un projecto de revisao (Lisboa :
Dom Quixote, 1979). Asimismo, el proyecto de revisiôn cons­
titucional finalmente presentado por AD en Diario da Assem­
bleia da Repûblica, II serie, n° 57, 27-4-81.
(68) La estrategia de AD era aprobar la reforma por mayorîa abso- 
luta en el Parlamento que habrîa de elegirse en 1980 (el de 
1979 ténia competencias exclusivamente legislatives) y someter 
la después a referendum. Véase, por ejemplo, las declaraciones 
de Sé Carneiro a El Pais, 8-10-1980.
(69) Por ejemplo, VITAL MOREIRA, "A direita e o regime democratico" 
O Jornal, 1-2-1980, p. 8; asimismo SOARES, M . , O future sera o 
socialisme democratico, cit. pag. 53 y también su declaraciôn 
a El Pais, 9-10-1980. "
(70) Sobre la estrategia del PSOE, véase MARAVALL, J.M. La politica 
de la transiciôn, cit. pags. 145-276.
(71) Como dice HAMON, L. , "para que pueda haber alternancia no ba£ 
ta que laitayoria existente sea bastante estrecha, de modo que 
su puesta en minorîa no sea impensable, hace falta también 
que haya frente a ella no una coaliciôn de rechazos, sino una 
fuerza agrupada y capaz de convertirse ella misma en mayoria. 
Porque el cartel de lo que dicen no, no es una soluciôn de 
recambio, su existencia o incluso su éxito, no pueden plantear 
la cuestiôn de la alternancia: esta requiere el encuentro cara 
a cara de dos grandes partidos o por lo menos de dos coalicio- 
nes debidamente coordinadas, una y otra" (TNecesité et condi­
tion de l'alternance" Pouvoirs, 1, 1977, p. 26).
(72) SARTORI, G. "Il pluralisme polarizzato: critiche e repliche" 
cit., p. 26.
(73) Idem , pag. 30.
(74) RAMIREZ, M. , "El sistema de partidos en Espaha tras las elec­
ciones de 19 82" cit. aunque considéra que el pluralisme espa- 
hol es moderado se plantea también el problema de si la bipo- 
larizaciôn serâ beneficiosa, y sehala que los riesgos implici 
tos en ella vienen amortiguados por la actual configuraciôn so 
cial (una poderosa clase media) y cultural (una cierta frial- 
dad politica) de la nueva Espaha. Esos factores son importan­
tes, pero no es seguro que sean suficientes, porque el siste­
ma de partidos tiene una cierta autonomia. De entrada, la di£ 
tancia entre los dos partidos fundamentales del sistema es 
ahora mayor que en 1979 y nada permite pensar que la distan­
cia global del sistema (PCE-AP) se ha reducido. En consecuen 
cia sôlo creo que la bipolarizaciôn séria beneficiosa si en el 
polo de la derecha prevaleciera un partido mâs moderado, que 
es el esquema que DI PALMA contemplaba en 1980.
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(75) Para una defensa argumentada de la bipolarizaciôn, véase SAN­
TANA LOPES, P. y DURAO BARROSO, J. Sistema de Governo e siste- 
ma partidario, cit. esp. pags. 90-96%
(76) SANTANA LOPES, P. y DURAO BARROSO, J. en la obra antes citada 
descalifican la estrategia del "bloque central" (coaliciôn
PS-PSD) con los argumentes que Sartori y Sani emplean para 
manifestar su escepticismo hacia las fôrmulas consociativas 
en]os sistemas polarizados. îPero consociaciôn y centrisme 
son cosas bien distintasJ Lo primero, en términos italianos 
(si es que puede hablarse de consociaciôn en Italia, pero de 
eso ya hemos tratado mâs arriba) serîa el compromise histô- 
rico, y traducido al âmbito portugûes significarîa un Gobier 
no que incluyera desde el PCP al CDS. Las fundadas objecio- 
nes de Sartori a este tipo de estrategia no pueden extender 
se a las estrategias centristas, que son precisamente las 
que Sartori viene defendiendo en Italia. Ver, por ejemplo, 
"Salvare il pluralismo o superare la polarizzazione" en 
Rivista Italiana di Scienza Politica, IV (1974) pags. 675-87. 
Por el contrario, otros defensores portugueses de la bipola­
rizaciôn parecen implîcitamente bastante mâs "sartorianos"; 
véase, por ejemplo, la sutil diferencia que establece RIBEI- 
RO E CASTRO, J. entre "bipolaridade" y "bipolarizacao", que 
pueden corresponder a las ideas de competiciôn bipolar en sis
temas de pluralismo moderado y polarizado (A bipolarizacao e o 
antifascismo, Lisboa: Gomes e Araujo, 1978, especialmente- pags, 
23 y ss). Sin embargo esté mismo autor "olvida" tal diferencia 
conceptual en la parte final de su trabajo.
(77) Las elecciones parlamentarias y las presidenciales de 1980 fue 
ron, como dice PIMLOTT, B., dos batallas cruciales en la "gue- 
rra de la Constituciôn"; la primera ganada por la derecha y la 
segunda por la izquierda ("Portugal: Two battles in the war
of the Constitution" West European Politics, 3, 1981, pags. 
286-96).
(78) Buena prueba de ello ha sido la dificil elecciôn del Presiden 
te de la Asamblea, Ribeiro da Almeida, sôlo posible a la cuar 
ta votaciôn, dada la resistencia de los democristianos a apo- 
yar al candidato del PSD (O Jornal, 5-11-82, pag. 13). Por su 
parte, el dirigente del CDS, LUCAS PIRES, 2 , "A nova situapao 
politica" O Jornal 15-10-82, pags. 12 y 13, se preguntaba si 
la extinciôn del Consejo de la Revoluciôn no generarîa la ex- 
tinciôn dialéctica de AD y si la normalizaciôn derivâda de la 
revisiôn constitucional no significaba el fin de la justifica- 
ciôn de AD. Los acontecimientos posteriores han confirmado 
plenamente este anâlisis.
(79) ZUCKERMAN, A.S. The politics of faction. Christian Democratic 
rule in Italy, cit. p. 150,
(80) Pinto Balsemao justified expresamente su dimisiôn por la falta 
de "apoyo politico y de la colaboraciôn exigibles a todos los 
militantes del partido" 0 Jornal, 27-8-81.
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(81) ROSE, R. "Parties, Factions and Tendencies in Britain" Politi- 
cal Studies, XII (1964) p. 33-46.
(82) Tanto la reciente conferencia de organizaciôn del PSOE como el 
ultimo Congreso del PCI han reflejado un pluralismo interno 
bastante estructurado.
(83) La oposiciôn entre el sector "soarista" y el sector "ex-secre- 
tariado" ha cristalizado, desde el ültimo Congreso del PSP, 
hasta el punto de que los diputados socialistas del sector m^ 
noritario presentaron una declaraciôn de voto especifica sobre 
la revisiôn constituciona (O Jornal 13-8-82, p. 48).
(84) SARTORI, G. Parties and Party Systems, cit. p. 76-78.
(85) ZUCKERMAN, A.S. The politics of faction, cit. pags. 106-136.
(86) Idem, pags. 137-163.
(87) Una excepciôn importante fue la "operaciôn Milazzo" escisiôn de 
una parte de la DC siciliana, en 1959.
(88) OZBUDUN, E., Party Cohesion in Western Democracies; a causal 
analysis (Beverly Hills; Sage, 1970).
(89) Por supuesto que hay también excepcionalmente algunos partidos 
que ni siquiera pretenden realizar el modelo de partido de ma- 
sas, como es el caso de AP. Véase ESTEBAN, J. y LOPEZ GUERRA,L. 
Los partidos politicos en la Espaha actual cit. pags. 166 y ss.
(90) Estatuto DC 1948, art. 82; Estatuto del PSIUP 1947, art. 123; 
Estatuto del PLI 1955, art. 29; Estatuto del PSLI 1948, art.
63; Estatuto PRI 1947, art. 23; EStatuto del PCI 1957, art.29;
(91) Estatuto del CDS, art. 110; Estatuto del PSD 1978, art. 53; 
Estatuto del PSP 1974, art. 28; Estatuto de UCD 1978, arts. 63 
y 64; Estatuto del PSOE 1981, art. 48.
(92) Por ejemplo; Estatuto de la DC de 1976, art. 113; el Estatuto 
del PLI de 1971, art, 48; el Reglamento del Grupo Parlamenta­
rio del PLI de 1968, art. 19; Reglamento del Grupo Parlementa 
rio del PSDI de 1976, art. 19; Reglamento del Grupo Parlamen­
tario de UCD de 1979, art. 14; Estatuto del PSOE de 1981, art. 
51; Reglamento del Grupo Parlamentario del CDS 1979, art. 25; 
R.G.P. del PSP, art. 14.
(93) Art. 21 y 45 E. UCD; art. 46 E. PSOE 1981; art. 69c E. PSP 1981; 
arts. 29 y 35 E. PSD 1978; art. 59 E. PRI 1978; art. 40 E. PSDI 
1980; art. 35 E. PSI 1976; El Estatuto de la DC de 1981 es poco 
precise sobre esta materia y se remite a un posterior reglamen­
to (art. 125).
(94) Obivamente, este tipo de regulaciôn no excluye la posibilidad
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de fuertes tensiones entre el partido y su grupo parlamentario, 
baste pensar en la situaciôh creada en UCD por la elecciôn de 
Herrero de Mihôn como portavoz del grupo parlamentario, o en 
el enfrentamiento de la Direcciôn del PSP con Salgado Zenha, 
lîder de su grupo parlamentario, en Junio de 19 82.
(95) OZBUDUN, E . , op. cit., p. 326 afirma que "la asociaciôn entre 
la cohesiôn parlamentaria de los partidos y la fuerza de sus 
organizaciones extraparlamentarias esté avalada por un impor 
tante cuerpo de evidencia empîrica". Por su parte, BARTOLINI,S. 
"La afiliaciôn en los partidos de masas: la experiencia socia- 
lista democrética 1889-1978" Revista de Estudios Politicos, 15 
(Mayo- Junio 1980) pags. 23-77, sostiene que tener en cuenta 
la proporiciôn que representan los afiliados sobre la totali- 
dad del electorado, es el mêtodo mâs fiable e interesante pa­
ra establecer comparaciones internacionales.
(96) Sobre el problema de la fiabilidad, a menudo discutida, de las 
cifras de afiliaciôn de la DC, véase ROSSI, M., "un partito
di anime morte: il tesseramento democristiano tra mito e réal- 
té" enPARISI, A. Democristiani (Bologna: Il Mulino, 1979) pags. 
13-60.
(97) SARTORI, G. "Proporzionalismo, frazionismo e crisi dei partiti" 
en SARTORI, G. (dir.), Correnti, frazioni e fazioni nei parti­
ti italiani (Bologna: Il Mulino, 1973) pags. 9-36.
(98) Sobre esta polémica, véase en el volumen citado en la nota an 
terior PASSIGLI, S. "Proporzionalismo, frazionismo e crisi 
dei partiti: Quid prior?" (pags. 37-50); ZINCONE, G., "Acce- 
sso autonomo aile risorse: le determinanti, del frazionismo" 
(pags. 37-50); y PASQUINO, G. "Le radici del frazionismo e
il veto di preferenza" (pags. 75-92).
(99) La conferencia de organizaciôn del PSOE de 1983 ha admitido ya, 
sin embargo, un sistema de voto mayoritario limitado.
(100) Art. 14 del Estatuto de 1974 y art. 65 del Estatuto de 1977.
(101) La representaciôn proporcional se introdujo en 1964, véase 
PASQUINO, G. "Le radici del frazionismo e il voto di preferen­
za" cit. pag. 80.
(102) La DC estableciô una barrera de exclusiôn del 15% en 1971 y 
un premio de mayorîa en 197 3, ninguno de los cuales estâ en 
vigor actualmente. Los Estatutos del PSI de 1976 establecen 
una barrera de exclusiôn del 10%.
(10 3) Hay que tener présente, sin embargo, que en el PSD la represen 
taciôn proporcional sôlo ha sido admitida limitadamente, dada 
la oposiciôn de Sâ Carneiro a este sistema (Véase ROSA, J. , 
Diâloqos con Sâ Carneiro. Lisboa: Edicoes Alfaomega, 197 8, 
pags. 53-54). En efecto, sôlo rige para la elecciôn de trein- 
ta miembros del Consejo Nacional,, pero no para la elecciôn 
de la Comisiôn Polîtica que se realiza con criterios mayori
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tarios. Se trata, en definitive de una fôrmula ecléctica, 
milar a la que establecen los Estatutos de UCD, donde el Con 
sejo Nacional es también elegido proporcionalmente, pero no 
el Comité Ejecutivo. El II Congreso de UCD atenuô, sin embar 
go, el carâcter mayoritario de esta ûltima elecciôn, lo que 
permitiô la presencia en el Ejecutivo de una minorîa "crîti- 
ca".
(104) LOMBARDO, A. , "Dal proporzionalismo intrapartitico al fazio- 
nalismo eterodiretto" en SARTORI, G. (dir.) Correnti frazioni 
e fazioni... (cit.) pags. 93-106 y también del mismo autor 
"Sistema di correnti e deperimento dei partiti in Italia" Ri­
vista Italiana di Scienza Politica, 1 (1976) pags. 139-161.
(105) Art. 49,a Estatutos del PSP de 1977; art. 23,e y 36 Estatutos 
del PSD de 1978; art. 73,h Estatutos del CDS; art. 22 y 24 
Estatutos de UCD; art. 22 Estatutos del PSOE.
(106) CRISAFULLI, V. "Garantismo e programmaticitâ del art. 49 délia 
Costituzione" Studi Parlamentari e di Politica Costituzionale,
2 (1978) pags. 9-31.
(107) MANZELLA, A. Il Parlamento, cit. pags. 9-31.
(108) D'AMATO, L. Il voto di preferenza in Italia, 1946-63 (Milano: 
Giuffré, 1964); PASQUINO, G. "Le radici del frazionismo e il 
voto di preferenza" cit.; CAZZOLA, F. "Partiti, correnti e vo­
to di preferenza" Rivista Italiana di Scienza Politica, 3 (1972) 
p. 569-588.
(109) COTTA, M . , "Il r innovamen to del personale parlamentare democri£ 
tiano" Il Mulino, 259 (1978) p. 723-742.
(110) ZINCONE, G., "Accesso autonomo aile risorse: le determinanti 
del frazionismo" cit.
(111) En cuanto a la interpretaciôn de los arts. 49 y 67 de la Cons­
tituciôn, CRISAFULLI, V., "Garantismo e programmaticitâ..." 
cit. p. 18 y 19, advierte la existencia de una antinomia de 
fondo; también ZAMPETTI, Dallo Stato Libérale allo Stato dei 
partiti (Milano: Giuffré 1973), p. 129, para quien "la prohib^ 
ciôn del mandate imperative no sôlo ya no tiene sentido, sino 
que el art. 67 puede ser interpretado en funciôn del princi­
ple opuesto, esto es, del mandate imperative sic et simplici- 
ter. Sôlo mientras dura la actual anômala situaciôn, este es, 
mientras los ordenamientos internes de todos los partidos no 
sean democrâticos, sino dirigidos por oligarquîas, puede ser 
considerada todavîa vâlida la prohibiciôn del mandate impera­
tive"; también ROSSANO, C . , Problemi di stuttura dello statu­
te sociales contemporaneo (Napoli : Dott. Eugenio Jovene, 1978) 
pT 72, sostiene la existencia de una parcial contradicciôn.
Por el contrario, FERRARA, G. Il governo di coalizione, cit. 
pags.l a 57, ofrece una interpretaciôn concordante: la proh^
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biciôn del mandato imperative vendria a trazar el limite entre 
la funciôn de determiner la politica nacional -esto es, la re­
presentaciôn de las demandas polîticas que emergen de la socie 
dad-, que compete a los partidos y la funciôn de indirizzo, que 
corresponde alF&rlamento y que debe ser ejercida por los miem­
bros de este ôrgano con independencia jurîdica (aunque no polî­
tica) respecte de los partidos.
(112) Art. 14 del Reglamento de la Câmara de Diputados y art. 14 del 
Reglamento del Senado.
(113) Remito en esta materia a la tantas veces citada obra de Manze- 
11a sobre el Parlamento (pags. 31-45) y a LONGI, V. Elementi 
di diritto e procedure parlamentare (Milano: Giuffré, 1978).
(114) Arts. 83,2; 116,3; y 91,1 del Reglamento de la Câmara de Dipu­
tados .
(115) DI PALMA, G. Soprawivere senza governare cit. p. 255.
(116) Sobre la necesidad de la reforma reglamentaria, véase MANZELLA, 
A . , "I Regolamenti parlamentari del 1971; cuale riforma?" Citta 
e Regione, 4 (1980) p. 36-42. Sobre el programa de Spadolini,
La Stampa 14-8-82.
(117) Sentencia de la Corte Constitucional, n® 14 de 1964.
(118) Sobre el status constitucional de los partidos portugueses véase 
REBELO DE SOUS A, M. "Os partidos politicos na constituicao" cit. 
y COLACO ANTUNES, L.F. "Sistema de partidos y participaciôn en 
Portugal" Revista de Estudios Politicos, 27 (1982) pags. 113- 
136. En cuanto a Espaha, véase RAMIREZ, M. "Los partidos polity 
cos en la Constituciôn espahola de 1978 cit. y ESTEBAN, J. y 
LOPEZ GUERRA, L. Los partidos politicos en la Espaha actual, cit 
pags. 187-209; ademâs de otras obras ya citadas en la nota 13 
del Capîtulo primero.
(119) La motivaciôn de esta soluciôn, por cuanto se deduce de los de­
bates de la Asamblea Constituyente, era protéger a los partidos 
frente a la "competencia desleal" de "organizaciones unitarias" 
y frente a la proliferaciôn de movimientos inestables "de base". 
Ver Diario da Assembleia Constituinte , n° 104, pags. 3394-97;
y n° 105, pags. 3416-25.
(120) En Espaha, el Real Decreto-Ley 20/1977 introdujo el principio 
del reembolso por el Estado a los partidos de los gastos de 
sus campahas électorales, y la Ley 4-XII-1978 estableciô un 
sistema de financiaciôn permanente a los partidos parlamenta- 
rios. En Portugal, los partidos parlamentarios tienen derecho 
a una subvenciôn proporcional al nûmero de votos obtenidos en 
las ültimas elecciones legislatives (art. 16, Lei n° 32/77 de 
25 de Marzo).
(121) Arts. 108 y 151 del Reglamento de la Asamblea de la Repûblica 
y Art. 85,1 del Reglamento del Congreso de los Diputados. Hay
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que sehalar, ademâs que la reciente reforma del Reglamento e£ 
pahol ha tendido a restringir en general el voto secreto, de 
manera que si antes (con el antiguo Reglamento) la votaciôn 
ordinaria con el procedimiento electrônico proporcionaba so­
lamente los resultados globales, ahora debe acreditar también 
el sentido del voto de cada diputado (art. 73 del Reglamento 
Provisional y art. 84,2 del Reglamento actual).
(122) Art. 80 del Reglamento Provisional y art. 89 del Reglamento 
vigente dal Congreso y art. 100 del Reglamento de la Asamblea 
de la Repûblica.
(123) Véase COCCO, F. "La costituzione dei gruppi parlamentari" De­
mocrazia e Diritto, 4 (1977) p. 797-806.
(124) Véase la pâg.
(125) Arts. 18-A, 20 y 21 del Reglamento de la Asamblea de la Repû­
blica.
(126) Art. 20,6 del Reglamento Provisional del Congreso. En el Sena 
do, la regulaciôn era mâs "liberal", porque la incorporaciôn 
al grupo mixto podla evitarse con la adscripciôn, en el plazo 
de très dias a otro grupo parlamentario (art. 12 Reglamento 
Provisional del Senado).
(127) Art. 20,3 del Reglamento Provisional del Congreso.
(128) Art. 23,2 del Reglamento del Congreso. Véas también los arts.
24,1 y 27,1.
(129) ESTEBAN, J. y LOPEZ GUERRA, L. Los partidos politicos en la
Espana actual cit. propugnan sin embargo, una reforma de los
Reglamentos que dificulte aûn mâs el fenômeno de los "trânfu 
gas politicos" y que implique el reconocimiento del mandato 
imperativo, entendido como mandato ideolôgico (pags. 202-208).
(130) GRIFFITHS, J. "Is Law Important?" New York Law Review, vol.54 
n® 2 (Mayo 1979) pags. 339-374.
(131) Utilizo la distinciôn de Griffiths, en la obra antes citada, 
entre efectos directos, indirectos e independientes de las 
normas.
(132) Vale la pena sehalar, sin embargo que -a la vista de la praxis 
espahola y portuguesa- no cabe concluir que la norma contra­
ria (esto es, la libre creaciôn de los Ministerios por Decre- 
to del Primer Ministro) tenga el efecto indirecto de incitar la 
ampliaciôn el tamaho del Gobierno.
(133) Sobre la aprobaciôn de esta norma en la Asamblea Constituyen­
te me remito a la pag.
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(134) BEYNE, von K. "El problema de la estabilidad de los Gobiernos. 
Un estudio comparado" cit.
(135) MIRKINE-GUETZEVICH, B. "L'échec du parlementarisme rationalisé" 
Revue Internationale d"Histoire Politique et Constituionnelle" 
14 (1954) pags. 99 y ss.; COLLIARD, J.C. Les regimes parlemen­
taires contemporains cit. pag. 282.
(136) DE SWAAN, A. Coalition Theories and Cabinet Formations, cit. 
pags. 143 y 144; COLLIARD, J.C. Les regimes parlementaires 
contemporains cit. pags. 95 y 96; PAPPALARDO, A. Partiti e go­
verni di coalizione in Europa cit. esp. pag. 15 y 37; y del 
mismo autor "L'analisi delle coalizione" Rivista Italiana di 
Scienza Politica, 1 (Abril 1974) pags. 197 a 230. Por el con­
trario DAATiDER, H. "Cabinet and party systems in ten smaller 
European democracies" Acta Politica, vol VI, 3 (Julio 1971) 
pags. 282-303, tiene en cuenta solamente, para determinar la 
base de un Gobierno, a los partidos que tienen Ministres en
él, pero el propio autor reconoce la debilidad de ese plantea 
miento: "Are minority.cabinets perhaps really majority cabi­
nets in disguise? The tabulation could be an artifact of the 
formal nature of our definition of parliamentary support. By 
defining the parliamentary base of a cabinet as the percentage 
strength of the parties in parliament which have ministers 
in the cabinet, we inevitably reckon, among minority cabinets, 
cabinets enjoying the steady support of an outside party which 
does not have ministers in the cabinet".
(137) Véase la Tabla 22, pag.
(138) HERMAN, V. y POPE, J. "Minority governments in Western demo­
cracies" cit. p. 13, ofrecen el dato de que, de los Gobiernos 
que se formaron en doce democracias occidentales, desde la 
postguerra hasta 1971, en situaciones minoritarias (esto es, 
cuando no hay ningûn partido con mayoria parlamentaria), 41,4% 
eran Gobiernos minoritarios. La informacién en cuestiôn, sin 
embargo, solamente es orientadora, porque los autores califi- 
can también como minoritarios los Gobiernos formados por uno
o varios partidos que por si solos no controlan una mayoria, 
pero que reciben el apoyo externo de otros partidos en vota- 
ciones cruciales (ver pag. 200); Gobiernos que yo considero 
como mayoritarios si la votaciôn en cuestiôn es la de investi 
dura. Lo que ocurre es que no hay forma de saber cuântos de 
los "supported minority governments" contados por estos auto­
res recibieron el apoyo externo desde el primer momento. Entre 
otras cosas, porque no en todos los paises estâ prevista una 
votaciôn inicial de confianza. También puede ser indicative 
él dato que proporciona DAALDER (aunque su criterio para medir 
la base del Gobierno, como se dijo en la nota anterior tampoco 
es igual al que he seguido yo): de 250 Gobiernos formados des­
de 1918 en los paises escandinavos, los del Benelux, Austria 
e Irlanda, 36,5% eran minoritarios op. cit. p. 288.
(139) Para anâlisis de las coaliciones en la IV Repûblica, véase DE 
SWAAN, op. cit. pags. 174-192. Sobre la reforma constitucional
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de 1954, ECHEVERRIA, R. La Presidencia del Consejo de Ministros 
en la IV Repûblica francesa (Valladolid: Universidad de Valla- 
dolid, 1957).
(140) Véase la pag. de este trabajo.
(141) MONTERO, J.R. "La mociôn de censura constructiva en la Const£ 
tuciôn de 1978: supuestos constituyentes y consecuencias po­
lîticas" Revista de Estudios Politicos, 12 (1979) pags. 5-40; 
también, en el mismo sentido, puede verse SANTAMARIA, J. "Las 
relaçiones entre el Gobierno y las Cortes en el Anteproyecto" 
en Estudios sobre el Proyecto de Constituciôn (Madrid: Centro 
de Estudios Constitucionales, 1978) pags. 120-143.
(142) Valga, como muestra sobresaliente, la opiniôn de LOEWENSTEIN,
K. Teoria de la Constituciôn (Barcelona: Ariel, 1976) pags. 
114-115, quien afirmaba que estâ "cercenado el control parla 
mentario sobre el Gobierno" (por el voto de no-confianza 
constructive) y que "al evitar el Escila de la inestabilidad 
gubernamental, el régimen de Bonn ha caido en el Caribdis de 
un parlementarisme castrado".
(143) MONTERO, J.R. op. cit. pag. 40, se refiere a la informaciôn pro 
porcionada por HERMAN y POPE de que el 44% de los Gobiernos mi 
noritarios, por ellos estudiados, cayeron cuando perdieron la 
confianza de la Asamblea; pero este dato no incluye sôlo los 
casos de aprobaciôn de mociones de censura, sino también los 
de dimisiôn del Gobierno cuando le retira su apoyo uno de los 
partidos que se lo venla proporcionando (op. cit. pag. 207).
No creo, por tanto, que sea un dato terminante para el proble 
ma que; nos ocupa.
(144) Véase, por ejemplo, Manzella, A. Il Parlamento cit. pags. 355- 
366 y GARCIA MORILLO, J. "El control del Gobierno" en ESTEBAN 
J. y LOPEZ GUERRA,L. El Régimen Constitucional espanol, II, 
cit. pags. 192 y ss.
(145) EL PAIS, en su editorial del dla siguiente, reflejaba esta si 
tuaciôn: "Es obvio que los socialistas han perdido ya en-el 
momento mismo de su planteamiento- la mociôn en su dimensiôn 
constructiva desde eî punto de vista jurldico-constitucional. 
Pero es también évidente que el Gobierno de UCD ha perdido la 
mociôn en su aspecto de censura, al no conseguir que los votos 
en contra de la propuesta socialista (166) superasen en nûmero 
a la suma de los votos a favor (152) y de las abstenciones
(21)"... "Es tan grande el deterioro del Gobierno que, desde 
el punto de vista politico, no le queda casi otro remedio que 
recurrir de nuevo a la Câmara en busca de un apoyo mâs sôlido 
que el actual" (El Pals 31-5-80, p. 10).
(146) MONTERO, J.R, op. cit. pag. 30
(147) VIRGA, P. Diritto Costituzionale (Milano: Giuffré, 1976) pag.77
(148) Por su parte LUCENA, M. 0 Estado da Revolucao, cit. pag. 188,
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insistîa en las posibles ventajas de esta situaciôn: "Aqui 
aparece otro motivo presidencialista. Pues es de veras nece­
sario que alguien nos tutele de los tutores y que los oriente 
hacia la plena normalidad republicana que acabarâ por pres- 
cindir de ellos. Ahora bien, nadie mejor para desempehar tal 
misiôn que un militar distanciado. Un general-presidente, que 
siendo politico, tiende hacia lo civil. En el margen ambiguo 
de su doble pertenencia (si tuviera fuerza bastante) es donde 
sus compaheros de armas pcdrân regresar definitivamehte a'los 
cuarteles". Sobre el perfil politico de las îSierzas Armadas 
portugueses, véase también OLI^/EIRA, C. MFA e Revoluca Socia­
lista (Lisboa: Diabril Editora, 1975); y GRAHAM. L.S. "The 
military and the politization of the Portuguese Armed Forces" 
en GRAHAM y MAKLER (dirs.) Contemporary Portugal (Austin: 
University of Texas Press, 1979) pags. 221-256.
(149) Ver en este sentido MIRANDA, J. A Constituicao de 1976, cit. 
pag. 23; y DE VERGOTTINI, G. Le origini della Seconda Re- 
publica portoqhese (Milân: Giuffré, 1977) pag. 126.
(150) PMLOTT, B. "Parties and voters in the Portuguese Revolution: 
the elections of 1975 and 1976" Parliamentary Affairs, 1 
(1977) pags. 35-58.
(151) SARTORI, G. "Pluralismo polarizzato: critiche e repliche" cit. 
pags. 26 y ss.
(152) En Finlandia, sin embargo, la elecciôn del Présidente no se 
realiza por sufragio universal directo, sino indirectamente 
por medio de unos "grandes electores" elegidos mediante repre 
sentaciôn proporcional.
(153) Me refiero al importante grado de cooperaciôn interpartidista 
que suscité. Véase sobre esto la pag.
(154) Me remito sobre esto a la pag.
(155) La "metodologîa" para solucionar la crisis fiie expuesta por el 
Présidente Eanes en su discurso en la TV el dia 1-8-78 (ver 
el texto en Portugal Socialista, Agosto de 1978 p. 14). Las 
criticas del PS no se hicieron esperar: un comunicado del Se- 
cretariado Nacional del dia 2 de Agosto,decia entre otras co 
sas que "el plazo de cuatro o cinco dias dado a los partidos 
para presentar una soluciôn alternativa es manifiestamente 
insuficiente y sôlo puede justificarse por la falta de crédite 
del Présidente de la Repûblica en la viabilidad de tal solu­
ciôn" (vease el texto integro en el nûmero de Portugal Socia­
lista antes citado, p. 15).
(156) Véase 0 Jornal 28-1-83, pag. 5.
(157) Mâs aûn, esta era la interpretaciôn prevaleciente en la opi­
niôn pûblica, a juzgar por una encuesta realizada a mediados 
de 1978 (BACALHAU, M. Eanes a solucao? cit.). En efecto el 36%
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de los entrevistados consideraba que el Présidente habia hecho 
bien o muy bien en destituir a Mario Soares y sôlo el 9% juz- 
gaba que habia obrado mal; el 31% estimaba que habia hecho bien 
o muy bien en nombrar a Nobre da Costa y sôlo el 13% se oponia 
(p.55). Todavia mâs significativo es que el 41% de los entre­
vistados pensaran que el Jefe del Estado, en el futuro, debe­
ria intervenir mâs en la formaciôn de los Gobiernos, y el 35% 
que deberia seguir actuando como venia haciêndolo.
(158) No puede considerarse un gran progreso en este sentido que el 
art. 195 ya no ca]ifique de "politica" a la responsabilidad 
del Primer Ministro ante el Présidente de la Repûblica.
(158 bis) Para un estudio de las fuentes de la revisiôn constitucional, 
remito al Diario da Assembleia da Repûblica,'II Serie, nos.
57, 69 y 70 de 1981 donde se contienen los proyectos de los 
principales partidos. Véase también MIRANDA, J. Un Projecto 
de Revisao Constitucional (Coimbra; Coimbra editora, 1980).
(159) BISCARETTI DI RUFFIA, P. Derecho Constitucional cit. pag.252 
y ss.
(160) BAGEHOT, W. The English Constitution (Londres, Oxford University 
Press, 1974).
(161) Sobre las actitudes hacia el Rey de la opiniôn pûblica espaho­
la, vease McDONOUGH, P., LOPEZ PINA, A. y BARNES, S. "The 
Spanish public in political transition" British Journal of 
Political Science, 11 (1981) pags. 49-79.
(162) FRIEDRICH , C.J., "Jefes del ejecutivo y sistemas de Gabinete” 
en BLONDEL, J. y otros autores, El Gobierno; estudios compa- 
rados (Madrid: Alianza Editorial, 1981), pags. 227-234.
(163) PAPPALARDO, A. "Requisiti per la stabilité delle coalizioni" 
cit. p. 57.
(164) Idem, pag. 60.
(165) HUNTINGTON, S.P. El orden politico en las sociedades en cambio 
(Buenos Aires: Paidos, 1972) , p. 2^ 3.
(166) Véase WOODLAND, P. "La crise du 16 Mai 1877 et la doctrine du 
droit public français" en MICHAUT, F., y WOODLAND, P. L* équi­
libre et le changement des systèmes politiques (Paris: Presses 
Universitaires de France, 1977) pâgs. 132 y ss.
(167) PAPPALARDO, A. "Requisiti per la stabilité delle coalizioni" 
cit. p. 61.
(168) Una excepciôn évidente a esta régla serian los paises como 
Gran Bretaha, donde no prédomina el derecho escrito. Las corn 
petencias constitucionales del Primer Ministro inglés y sus 
funciones dentro del Gabinete no derivan de régla escrita
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alguna, lo que no impide que estén bien definidas a travês de 
un lento proceso de institucionalizaciôn de tipo consuetudina 
rio que se iniciô en 1867. Vease BIAGI GUERINI, R. "Aspetti 
evolutivi nell'organizzazione del Governo in Inghilterra" en 
Costituzione e struttura del Governo, cit. pags. 125-188. Un 
relato detallado de ese proceso de institucionalizaciôn se en 
cuentra en MACKINTOSH. J.P. The British Cabinet (Londres: 
Stevens and Sons, 1977). Una informaciôn de primera mano so­
bre él funcionamiento actual del Gabinete puede verse en CROS- 
SMAN, R.H.S. The Myths of Cabinet Government, cit. pags. 41- 
76.
(169) DI PALMA, G. Soprawivere senza governare, cit. pags. 149-160
(170) Idem, p. 157.
(171) Ver, por ejemplo, CHELI, E. Costituzione e sviluppo delle is- 
tituzione in Italia, cit. pags. 81-91; y ROLLA, G. Riforma 
delle istituzioni e costituzione rnateriale (Milano: Giuffré, 
1980), esp. pags. 40-52.
(172) ELIA, L. "La forma di governo dell'Italia repubblicana" cit. 
pag. 331.
(173) Vease en este sentido la interpretaciôn de BISCARETTI DI RU- 
FFIA, P. "La forma di governo parlamentare dell'Italia alla 
luce di un ventenio d'attuazione costituzionale" cit. pag. 43
(174) Veaseen este sentido la pag. 
cular la nota 48.
de este trabajo y en parti-
(175) HERMAN, V., "Comparative perspectives on ministerial stability 
in Britain" cit. pag. 66. Para un anâlisis de las coaliciones 
en les paises citados, excepte Alemania, vêase DE SWAAN, A. 
op. cit. pags. 205-226 y 254-283. Para el caso alemân, me re- 
mito al Apéndice 1 de este trabajo.
(176) En Alemania, el poder de revocaciôn esta contenido en el art.
64,1 de la Ley Fundamental; en Suecia, en el art. 6 del Cap.
VI de la Constituciôn; en las restantes monarquîas parlementa 
rias, como las Constituciones son mâs antiguas,el poder de 
revocaciôn se deduce de la interpretaciôn sistemâtica de dos 
articulos: el que atribuye al Rey el poder de separar a los 
Ministres y el que establece la responsabilidad del Premier, 
mediante la técnica del refrende, en los actes del Rey. Vêa­
se les arts. 12 y 14 de la Constituciôn danesa; los arts. 22
y 31 de la Constituciôn noruega; y los arts. 55 y 86 de la 
Constituciôn holandesa. Obviamente en Gran Bretaha dado el 
carâcter no escrito de la Constituciôn, la cuestiôn se plati 
tea en otros términos; remito sobre este a la nota 168.
(177) En el caso inglês, sin embargo, esta proposiciôn no se aplica. 
Vêase la nota 168.
(178) Vêase por ejemplo la opiniôn de ROTTELLI, E., La Presidenza 
del Consicrlio dei Ministri (Milân: Giuffrê, 1972), resumida 
en las pags. 477 y 478.
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(179) Me refiero a la interpretaciôn del modèle constitucional rea 
lizada por CHELI, E. y SPAZIANTE, V., "II Consiglio dei Mini£ 
tri e la sua Presidenza: dal dissegno alia prassi" cit.; in­
terpretaciôn que, en definitive,es tambiên la que sigue ROLLA,
G. "Il Consiglio dei Ministri: tra modello costituzionale e 
prassi" Quaderni Costituzionali, 2 (Agosto 1982) pags. 367-398.
(180) Un ûltimo proyecto sobre la materia ha side presentado por el 
Gobierno Spadolini. Vêase su texte en Quaderni Costituzionali,
1 (Abril 1982) pags. 107-144.
(181) Esta grâfica definiciôn del Gobierno italiano precede de CHE­
LI, E. y SPAZIANTE, V. op. ult. cit. p. 49.
(182) GRECO, N. "Carenza di coordinamento, policentrismo e contra- 
ttualismo nell*attivitâ del Governo", Studi Parlamentari e di 
Politica Costituzionale, 4 (1969) pagsT 23-42
(183) Vêase ELIA, L. "La forma di governo dell'Italia Repubblicana" 
cit. p. 335.
(184) Vêase la previsora opiniôn de DI PALMA, G. "Political Syncre 
thism in Italy..." cit. p. 47.
(185) Sobre las reformas necesarias en estes otros terrenes, vease, 
por ejemplo BARILE, P. y MACCHITELA, C. I nodi délia costi­
tuzione (Torino: Einaudi, 1979) esp. pags. 16 a 22 y SPAGNOLI, 
vl '*Le prospettive politiche délia riforma istituzionale nel 
giudizio dei comunisti" Democrazia e Diritto, 6 (1979) p. 775- 
790.
(186) Sobre los conceptos de macro y micro ingenierîa, remito a RO­
LLA, G. Costituzione materials... cit. pags. 156-160. Una 
buena argumentaciôn en favor de un planteamiento de micro-in- 
genieria puede verse en HINE, D. "Thirty years of the Italian 
Republic: governability and constitutional reform" Parliamen­
tary Affairs, 1 (1981).
(187) Sin ninguna pretensiôn de exhaustividad, remito a las siguien 
tes fuentes sobre el planteamiento de politica institucional 
de la izquierda italiana: BUONPENSIERE, E. "I progetti di po­
litica istituzionale della sinistra italiana" Studi Parlamen­
tari e di Politica Costituzionale, 43-44 (1979) pags. 47-79; 
COEN, F . (dir.) Quale riforma dello Stato? (Roma: Mondo Ope- 
raio, 1978), contiene intervenciones de destacados dirigen- 
tes socialistas y comunistas; AMATO, G. Una Repubblica da 
riformare (Bologna: II Mulino, 1980) y BARILE, P. y MACCHITE- 
LLA, C., I nodi della Costituzione cit.; ambas aportaciones 
situadas en el ârea de pensamiento socialista, la primera en 
clave de macro-ingenieria y la segunda de micro-ingenierîa;
el articule de Craxi, en el Avanti de 27 de Septiembre de 1979, 
donde propone la nueva linea del partido se encuentra re- 
producido en CRAXI, B., Prove: marzo 1978-gennaio 1980 (Milano: 
Sugarco, 1980) pags. 169-176; en 1981 Craxi concretô algo mâs 
sus propuestas: voto de censura constructive, nueva distribu-
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ciôn de funciones entre las dos Câmaras y reforma del siste- 
ma electoral del Senado (vêase La Repubblica 11-3-81); la 
evoluciôn del pensamiento de los intelectuales comunistas 
sobre estas cuestiones puede verse en la revista Democrazia 
e Diritto.
(188) Las reformas propuestas ûltimaraente por los comunistas siguen 
basadas en la idea de la "centralidad" del Parlemente, aunque 
aspiran a reforzar la funcionalidad de este institute (nueva 
versiôn del bicaméralisme, reducciôn del nûmero de diputados) 
y no son incompatibles con un fortalecimiento del Présidente 
del Consejo. Sin embargo no aceptan restringir el voto secre­
te en las Câmaras. Vease, por ejemplo la propuesta de Nilde 
Jotti en La Repubblica 7-1Î-80 y el anâlisis de BERLINGUER,
L. "Parlemente e Governo; alcune ipotesi di adequamento délia 
Costituzione" Democrazia e Diritto, 3 (1981) p. 11-42.
(189) Sobre los poderes estatutarios del Présidente de ÜCD, vease 
HUNEEUS, C. "La Uniôn de Centre Democrâtico, un partido con- 
sociacional" Revista de Politica Comparada, 3 (Invierno 
1980-81) pags. 163-192.
(190) Muy reveladoras fueron las primeras declaraciones del porta- 
voz reciên elegido: "El Gobierno tiene que ganarse el apoyo 
de su grupo parlamentario" (Diario 16, 20-10-80).
(191) Fanfani fue en efecto, despuês de De Gasperi, el primer y el 
ûltimo Présidente del Consejo que intenté reunir ese cargo 
con el de Secretario del Partido. Vease la pag. y siguien 
tes del Capitule primero.
(192) La corriente "dorotea" se fundê al ano siguiente de la caida 
de Fanfani con los miembros de la antigua corriente mayorita- 
ria de "Iniziativa Democratica" que provocaron la caida de 
aquêl. Los "doroteos" controlaron desde entonces el Partido
e impusieron el siguiente Présidente del Consejo. Vease, BA- 
GET BOZZO, G. Il partito cristiano e l'apertura a sinistra, 
cit. pags. 159-189.
(193) Los paralelismos con la crisis italiana son en realidad enor 
mes, porque tambiên quienes derrotaron a Fanfani inevitable- 
mente optaron por una apertura hacia la derecha; los Gobier­
no s Segni y Tambroni.
(194) Me refiero a los Decretos Leyes sobre la Estructura Orgânica 
del Gobierno, a Ids que ya se hizo referencia en el Capitulo 
primero, y al Reglamento sobre la tramitaciôn previa de las 
iniciativas legislativas del Gobierno, que aprobô en 1980 el 
Gabinete Sâ Carneiro. Vease el texto en SALEMA, M. 0 direito 
de veto na Constituiçao de 1976 cit. pags. 79-82.
(195) PATERSON, W.E. "The Chancellor and his party; political leader­




1— .“ La sucesiôn gubernamental en Portugal y en Espana difiere 
del caso italiano tanto por sus procedimientos constitucionales como 
por sus procedimientos partidistas.
a) Instauradas treinta anos despuês de la italiana, las de 
mocracias espanola y portuguesa pertenecen ya a un ciclo constitucio 
nal doninado por ideas distintas en lo que se refiere a la regula- 
ciôn del sistema de gobierno. Sus Constituciones pretenden una racio 
nalizaciôn mucho mâs enérgica del rêgimen parlamentario que responde 
principalmente a la preocupaciôn de garantizar la estabilidad guber­
namental y de evitar los peligros de un "gobierno de asamblea". Sin 
embargo, cada una de ellas se orienta por soluciones diferentes. En 
Espana se han limitado rigurosamente las prerrogativas del Jefe del 
Estado y, en la linea iniciada por la Ley Fundamental de Bonn, se
h an fortalecido los poderes del Présidente del Gobierno, yendo i n d u  
so mâs lejos en esa direcciôn (basta pensar en su poder de disolver 
las Câmaras). En Portugal, el diseno constitucional otorga al Jefe 
del Estado una posiciôn central en la sucesiôn gubernamental y res- 
tringe los contrôles parlamentarios en esta materia, siguiendo las 
pautas de la Constituciôn francesa de 1958. Estes diferentes modelos 
constitucionales se reflejan en los procedimientos para el cese y 
la formaciôn del Gobierno como aparece resumido en las Conclusiones 
de las Secciones I y II del Capitulo primero.
b) En comparaciôn con la italiana, las Constituciones es­
panola y portuguesa dejan menos aspectos de la sucesiôn gubernamen-
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tal sin una regulaciôn explicita y delegan menos a estes efectos 
en otras fuentes formales o informâtes (basta pensar en las con­
sultas del Jefe del Estado,en el rêgimen de la cuestiôn de confian 
za, en la obligatoriedad del cese postelectoral o en el poder del 
"Premier" para revocar a los Ministros). Este planteamiento tiene 
ventajas, en la medida que évita distorsiones del modelo constitu 
cional, como la que ha surgido en Italia por la disciplina de la 
cuestiôn de confianza establecida en el Reglamento de la Câmara.
Pero mâs regulaciôn constitucional no significa necesariamente me­
nos problèmes ni tampoco una praxis mejor ordenada. Por ejemplo, la 
prorogatio del Gobierno, expresamente dispuesta por las Constitucio 
nés espanola y portuguesa, suscita dificultades interprétatives y 
ha planteadoya algunos conflictos; no parece por consiguiente que se 
haya avanzado mucho sobre el silencio de la Constituciôn italiana a 
este respecte.
c) Los Estatutos partidistas y los Reglamentos de los Gru 
pos parlamentarios pueden regular aspectos cruciales de la sucesiôn 
gubernamental, como son: la selecciôn del "formador", la competen- 
cia para aprobar los pactes de gobierno, la selecciôn de los Mini£ 
tros y de los Subsecretarios, y la intervenciôn de los grupos parla 
mentarios en todas estas cuestiones. En conjunte, los ordenamientos 
de los partidos italianos, y concretamente el de la DC, cuentan con 
una disciplina mâs desarrollada sobre estes asuntos que la que exi£ 
te en los partidos portugueses y sobre todo en los espaholes.
d) Los procedimientos intra-partidistas para la selec­
ciôn del "formador" y para la aprobaciôn y la rescisiôn de los pac
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tes de gobierno pueden cumplir una funciôn racionalizadora positiva. 
Sin embargo, no cabe juzgar de la misma manera otros aspectos del 
derecho de los partidos, especialmente cuando entra en conflicto con 
el ordenamiento constitucional. Este es el caso en Italia de las di£ 
posiciones estatutarias de todos los partidos gubernamentales que e£ 
tablecen un procedimiento interno para seleccionar a los Ministres 
y Subsecretarios de cada une de elles. Taies disposiciones, aunque 
no obligan al Présidente del Consejo mâs que en la medida que expre- 
san una convenciôn, anulan de hecho su poder de escoger a los miem­
bros del Gobierno. Vale la pena senalar, por ûltimo, que los grupos 
parlamentarios italianos participan en esta selecciôn previa de los 
gobernantes y en otros aspectos de la formaciôn del Gobierno. Su ac- 
tivismo contrasta con la relativa marginaciôn de los grupos espano- 
les y portugueses.
2— . - Por lo que se refiere al perfil politico de la sucesiôn gu 
bernamental, la primera conclusiôn es que en ninguna de estas très 
democracies del Sur de Europe se han verificado todavîa las pautas 
ôptimas de una sucesiôn ordenada por el electorado que caracterizan 
en cambio al caso alemân. Las experiencias italiana, portuguesa y e£ 
panola no han sido sin embargo idénticas.
a) En Portugal y ûltimamente tambiên en Italie aparecen 
casi todos los slntomas de una sucesiôn desordenada, lo que indice 
que en ambos palses se plantea un problème de gobernabilidad estric- 
tamente politico. Por el contrario, la experiencia inicial de la nue 
va democracia espanola puede describirse como un caso de sucesiôn 
ordenada por las élites, anâlogo en este sentido al primer perlodo
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de la experiencia italiana, si bien las condiciones para un comporta 
miento ordenador de las élites polîticas fueron mâs propicias en Ita 
lia por existir durante la I legislature un partido con mayorîa par- 
lamentaria.
b) El perfil de la sucesiôn gubernamental viene condicionado 
por las caracterîsticas estructurales del sistema de partidos. A es- 
tos efectos lo que importa no es tanto el nûmero de partidos, sino 
el grado de polarizaciôn del sistema (su distancia ideolôgica) y su 
fragmentaciôn parlamentaria media. La sucesiôn ordenada por el elec 
tbrado viene seguramente fomentada por valores bajos de polarizaciôn 
y de fragmentaciôn, mientras que valores altos en ambas dimensiones 
tienden a una sucesiôn desordenada.
c) Cuando no se dan ninguna de estas dos configuraciones, 
la relaciôn parece mâs tenue y aunque esas situaciones intermedias 
son probablemente las mâs propicias para una sucesiôn ordenada por 
las élites, en ûltimo término no la determinan. Concretamente, una 
polarizaciôn moderada seguramente favorece ese modelo sucesorio, 
pero no es una condiciôn necesaria, como lo indica la experiencia 
italiana inicial. A su vez, una fragmentaciôn moderada tambiên po- 
dria fomentarlo, pero no es una condiciôn suficiente, como lo prue 
ba la experiencia italiana final. En definitiva, cuando las condi­
ciones del sistema de partidos no son muy favorables el problema de 
la autonomîa de las élites pasa al primer piano.
d) En conexiôn con lo anterior, vale la pena anadir la si­
guiente conclusiôn: cuando el sistema de partidos tiene un grado
471
considerable de polarizaciôn, la existencia o no de una mayoria elec 
toral no es un factor decisivo para la ordenaciôn del proceso suce­
sorio. Una mayorîa electoral puede ser "administrada" por las élites 
polîticas de manera favorable, como en la I legislatura italiana, o 
desfavorable, como en la III legislatura portuguesa; y las élites 
polîticas pueden ordenar el proceso sucesorio de manera relativamen 
te positiva para la eficacia del Gobierno sin ninguna mayorîa elec­
toral, como se ha visto en la experiencia espanola. El criterio de 
la mayorîa electoral que tanta importancia tiene en los esquemas 
analîticos de Duverger y de Colliard debe ser, por consiguiente, 
relativizado.
e) Sin perjuicio de que pueda haber otros factores relevan 
tes, en este estudio se ha pretendido explicar el comportamiento su 
cesorio de las élites atendiendo a las siguientes variables: las es 
trategias gubernamentales, el grado de cohesiôn de los partidos guber 
namentales y la influencia del sistema de gobierno definido por la 
Constituciôn.
- En cuanto a la primera, sôlo se ha llegado a una conclu­
siôn negative: si hay un tipo de estrategia que seguramente no favo 
rece una sucesiôn ordenada por las élites, esa es la ampliaciôn del 
centro. Por el contrario, la mediaciôn centrista ha sido, en Espana 
y en Italia, el tipo de estrategia que ha permitido un comportamien 
to ordenador de las élites polîticas y que ha posibilitado igualmen 
te el Gobierno português mâs duradero. Sin embargo, no cabe descar- 
tar que la alternancia pueda ser tambiên una estrategia ordenadora, 
aunque no lo haya sido desde luego en Portugal; el escaso nûmero de
Gobiernos productc de la alternancia en estas très democracies del 
Sur de Europe impide llegar a conclusiones a este respecto.
- La faite de cohesiôn de los partidos gubernamentales ha s£ 
do una causa principal de la evoluciôn negative del caso italiano. 
Diferentes factores institucionales, unos de las organizaciones par­
tidistas, otros del ordenamiento estatal, ha fomentado ese déficit 
de cohesiôn. Por el contrario, en Portugal y en Espana, y sobre to­
do en el caso del PSOE, los factores institucionales tienden mâs bien 
a favorecer la cohesiôn. La falta de unidad de algunos partidos es- 
panoles y portugueses (UCD, PSD), responde sobre todo a su escasa ho- 
mogneidad ideolôgica y a su débil implantaciôn.
- El sistema de gobierno definido por la Constituciôn, y no 
tanto alguno de sus procedimientos, puede favorecer mâs o menos la 
funciôn ordenadora de las élites. Un sistema dualista como el portu 
gués ha fomentado la inestabilidad de las estrategias gubernamenta­
les. En sistemas monistas, la institucionalizaciôn de la Presiden- 
cia del Gobierno proporciona a las élites de la mayoria gubernamen 
tal una direcciôn astable que puede suplir puntualmente la falta de 
liderazgo del titular de ese ôrgano. La Constituciôn italiana, a d£ 
ferencia de la espanola, no ha propiciado la institucionalizaciôn de 
la Presidencia del Consejo de Ministres que, despuês de De Gasperi 





"Dimensiones y medidas de la sucesiôn 
gubernamental en la Repûblica Federal 
de Alemania".
TABLA A : "Duraciôn de los Gobiernos y de las crisis"
Caso L N® Gobierno Formaciôn * Cese Duraciôn Cris;
Alemania 1 I 1 Adenauer I 20-9-49 6—10—53 1476 14
II 2 Adenauer II 20—10—53 15-10-57 1485 14
III 3 Adenauer III 29-10-57 17-10-61 1448 28
IV 4 Adenauer IV 14—11—61 15-10-63 700 1
IV 5 Erhard I 16-10-63 19-10-65 732 7
Alemania 2 V 6 Erhard II 26 — 10—6 5 27—10—66 366 35
V 7 Kiesinger 1—12—66 20—10—69 1053 1
VI 8 Brandt I 21-10-69 13-12-72 1148 1
VII 9 Brandt II 14-12-72 6— 5—74 508 10
VII 10 Schmidt I 16— 5—74 14-12-76 942 1
FUENTE; Politsche Zeittafel 1949-1979 (Bonn: Presse und Information- 
sampt der Bundesregierung, 1981).
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TABLA B; "Las causas del cese de los Gobiernos"
Caso N° Gobierno Causa del cese
Alemania 1 1 Adenauer I E
2 Adenauer II E
3 Adenauer III E
4 Adenauer IV H
5 Erhard I E
Alemania 2 6 Erhard II G
7 Kiesinger E
8 Brandt I B
9 Brandt II H
10 Schmidt I E
TABLA C: "Relaciôn entre el cese y la formaciôn de los Gobiernos"
Caso N° Gobierno Citerio clasificador Sucesiôn
Alemania 1 1 Adenauer I 1 Predeterminada
2 Adenauer II 1 Predeterminada
3 Adenauer III 3 Abierta
4 Adenauer IV 5 Predeterminada
5 Erhard I 5 Abierta
Alemania 2 6 Erhard II 3 Abierta
7 Kiesinger 5 Abierta
8 Brandt I 5 Predeterminada
9 Brandt II 5 Predeterminada
10 Schmidt I 5 Predeterminada
FUENTES: La informaciôn utilizada en cada caso para clasificar las su
cesiones en funciôn del criterio 5, figura en el Apéndice 2.
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TABLA D: "Las fôrmulas gubernamentales"
Bundestag
N° Gobierno Partidos SI NO AB Clasificaciôn
1 Adenauer I CDU-CSU,FDP,DP 202 142 44 CC
2 Adenauer II CDU-CSU,FDP,DP,BHE 305 148 14 CC
3 Adenauer III CDU-CSU, DP 274 193 9 CC
4 Adenauer IV CDU-CSU,FDP 258 206 26 CC
5 Erhard I CDU-CSU,FDP 279 180 24 CC
6 Erhard II CDU-CSU,FDP 272 200 15 CC
7 Kiesinger CDU-CSU,SPD 340 109 23 GC
8 Brandt I SPD,FDP 251 235 5 CC
9 Brandt II SPD,FDP 269 223 - CC
10 Schmidt I SPD,FDP 267 225 - CC
FUENTES
GROSSER, A. y MENUDIER, H. La vie politique en Alemagne Federale 
(Paris; Armand Colin, 1978T1
NOTA
La mayoria absoluta en la primera legislatura eran 202 diputados; 
en la segunda, 244; en la tercera, 249; en la cuarta 250; y de la 
quinta en adelante, 249.
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TABLA E; "La continuidad personal de los gobernantes"
Caso
Alemania
Gobierno % de miembros présentes en el siguiente Gob
1 Adenauer I 64,2
2 Adenauer II 47,3
3 Adenauer III 66,6
4 Adenauer IV 57,1
5 Erhard I 80,9
6 Erhard II 40,9
7 Kiesinger 25,0
8 Brandt I 75,0
9 Brandt II 61,1
10 Schmidt I 81,2
FUENTES
Elaboraciôn propia a partir de los datos del Keesing's Contemporary 
Archives.
NOTA.
Se ha tenido en cuenta solamente al Canciller y a los Ministros
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APENDICE 2
"Informaciôn histôrica para la elaboraciôn 
de la Tabla 4"
ITALIA
N° 1, Gobierno De Gasperi II: la crisis fue provocada por la 
dimisiôn de los ministros socialistas, tras la escisiôn de aquel 
partido. De Gasperi intentô aprovechar la ocasiôn para formar un 
Gobierno con los partidos laicos menores, pero estos se negaron.
Sôlo entonces se orientô hacia la constituciôn de un nuevo Gobier 
no con el PSI y el PCI (MAMMARELLA, L*Italia dalla caduta del fas­
cisme ad oggi, cit., 166 y 167; BAGET BOZZO, Il partito cristiano 
al potere,cit., 146).
N° 3, Gobierno de Gasperi IV: la crisis se tramitô como un rea 
juste ministerial, precedido de negociaciones con el PSLI y el PRI 
de cara a su ingreso en el Gobierno (MAMMARELLA, op. cit., 178 y 179; 
BAGET BOZZO, op. cit., 211 y 212).
N° 10, Gobierno Fanfani I: cayô al no obtener la confianza in£ 
cial de la Câmara. En taies condiciones, la crisis sôlo podrîa cla- 
sificarse como predeterminada si los partidos que apoyaron el siguien 
te Gobierno hubieransido los mismosque votaron en contra de éste. Pe 
ro tal no es el caso: la DC y el PRI votaron a favor del Gobierno 
Fanfani I; el PSDI lo hizo en contra y el PLI se abstuvo (BAGET BOZZO, 
op. cit., 477 y 478). Todos ellos, sin embargo, compusieron la base
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APENDICE 2 (Continuaciôn) 
del siguiente Gobierno.
N® 11, Gobierno Scelba: ante las dificultades que experimen 
taba la coaliciôn centrista Scelba habîa negociado un nuevo acuer 
do de gobierno con los partidos intégrantes de la misma. Este a- 
cuerdo debîa permitir la entrada en el Gcibinete del PRI, que an­
tes sôlo participaba en la mayoria parlamentaria. Sin embargo no 
hubo consenso sobre quë ministerios atribuir a los republicanos. 
Scelba dimitiô entonces y Segni formô Gobierno en base al acuerdo 
antes alcanzado, dejando al PRI en la mayoria (MAMMARELLA, op.cit. 
297 a 303; BAGET BOZZO, Il partito cristiano e 1 'apertura a sinis­
tra, cit. 37 a 42). Esta prolongada preparaciôn de la sucesiôn pa­
rece un indicador mâs relevante que el simple hecho de que al Go­
bierno Segni le faltaran en la votaciôn de confianza en la Câmara 
dos votos para alcanzar la mayorîa absoluta. Votos por lo demâs, que 
en teoria ténia.
N° 14, Gobierno Fanfani II: los orîgenes de esta crisis fueron 
especialmente complejos. Sustancialmente se debiô a la falta de cohe 
siôn de dos partidos gubernamentales. En primer término, la propia 
DC donde las corrientes del centro y de la derecha se opusieron a 
Fanfani, incluse en el Parlemente (fue el fenômeno de los "franco- 
tiradores"). Pero tambiên el PSDI donde el ala izquierda querîa a- 
vanzar mâs râpidamente en la apertura a los socialistas: elle deter 
minô la dimisiôn del ministre socialdemôcrata Vigorelli, que fue 
el pretexto formai de la crisis. Para confirmaciôn de que se trata 
ba de una sucesiôn abierta, hay que tener en cuenta ademâs que el
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siguiente Gobierno monocolor, apoyado por el PLI, Monârquicos y 
MSI, no ténia una mayoria preconstituida: fue definido por Moro 
como un "Gobierno minoritario, expresiôn exclusiva y unilateral de 
la DC". (MAMMARELLA, op. cit. 351-353; BAGET BOZZO, op. cit., 159- 
163; CAPOTOSTI, op. cit., 64 y 65).
N® 16, Gobierno Tambroni: El Gobierno dimitiô al dia siguiente 
de que la DC y los partidos laicos menores hubieran logrado un a- 
cuerdo para sustituirlo por un Gabinete de "convergencia democrâti- 
ca" (Vêase, Atti e documenti délia DC, cit., p. 1100 y 11101).
N® 17, Gobierno Fanfani III: Dimitiô despuês de que el Congre- 
so de la DC de Nâpoles, en Enero de 1962, aprobase la necesidad de 
un Gobierno DCrPSDI-PRI con el apoyo directo o indirecto del PSI. ES 
te ûltimo partido a su vez se habia aproximado a las posiciones de- 
mocristianas al aceptar, en su Congreso de marzo de 1961, la perma- 
nencia de Italia en la NATO (Atti e documenti délia DC, cit. 1279 y 
MAMMARELLA, op. cit. 367 y 368). Que el siguiente Gobierno no logra 
ra la mayoria absoluta no es sintoma en absolute de que se tratase 
de una sucesiôn abierta, porque el apoyo pactado de los socialistas 
se manifesté precisamente mediante su abstenciôn.
N® 19, Gobierno Leone I: El Gobierno présenté su dimisiôn des­
puês del Congreso socialista de Octubre de 1963 que aprobô la parti 
cipaciôn del PSI en un Gobierno de centro-sinistra. Esto a su vez 
se viô facilitado por el hecho de que el Consejo Nacional de la DC
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del mes de Julio aceptara la posibilidad de acercar las posiciones 
programâticas de un futuro Gobierno de Centro-sinistra a las peti- 
ciones del PSI (TAMBURRANO, Storia e cronaca del Centro-sinistra, 
cit., 222 y ss; MAMMARELLA, op. cit., 390 y 391).
N® 20, Gobierno Moro I: el incidente que provocô esta crisis 
fue una derrota parlamentaria del Gobierno pero lo cierto es que 
ello no le obligaba a dimitir. Aprovechando este pretexto, la dimi 
siôn se decidiô por voluntad comûn de Moro y Nenni para clarificar 
la politica del Gobierno y para demostrar, en palabras de este ûlt£ 
mo que "del centro-sinistra sôlo se sale para regresar a él" TAMBÜ- 
RRANO, op. cit., p. 288 a 291; CAPOTOSTI, op. cit., 79).
N® 23, Gobierno Leone II: dimitiô despuês de que el Consejo 
Nacional de la DC, el Congreso del PSU y el Congreso del PRI aproba 
sen la reconstituciôn de un Gobierno de centro-sinistra (MAMARELLA, 
op. cit., 435; CAPOTOSTI, op. cit., 84-85).
N® 25, Gobierno Rumor II: aunque la crisis de este Gobierno du 
rô mâs que la media y obligô a conferir varios encargos, no puede en 
rigor ser calificada de sucesiôn abierta porque la dimisiôn se pro­
duce cuando los cuatro partidos del centro-sinistra habîan emprendi 
do unas negociaciones, que duraban ya dos meses, para reconstruir 
la coaliciôn. Producida la dimisiôn, se demorô la conclusiôn del a- 
cuerdo, pero no por discusiones sobre la fôrmula sino por algunos 
problemas politicos ( el divorcio, las alianzas locales, etc.) (MA-
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MARELLA, op. cit., 465-468; TAMBURRANO, op. cit., 346 y 347; CAPO 
TOSTI, op. cit., 86 y 87).
N° 29, Gobierno Andreotti II: su dimisiôn supuso la conclusiôn 
de un proceso que partiô del Congreso socialista de Noviembre de 
19 72, favorable a retornar al Gobierno, que continuô con la salida 
del PRI de la mayoria y finalmente con el Congreso de la DC en Ju- 
nio de 1973, donde prevaleciô la tendencia dispuesta a un acuerdo 
con el PSI (MAMARELLA, op. cit., 497-500; CAPOTOSTI, op.cit., 94).
N® 30, Gobierno Rumor IV: su crisis no estaba "preparada", s£ 
no que estallô por la dimisiôn de La Malfa, Ministro del Tesoro, a 
causa de sus discrepancies con el socialista Giolitti, Ministro del 
Presupuesto. (MAMARELLA, op. cit., 513-516).
N® 34, Gobierno Andreotti III: su crisis durô mâs que la media 
pero no puede considerarse como una sucesiôn abierta. Fue un paso 
mâs en el proceso de colaboraciôn entre las fuerzas democrâticas 
que se iniciô en Julio de 1976, cuando el PCI, PSI, PSDI y PLI se 
abstuvieron posibilitando la formaciôn precisamente de este Gobierno 
monocolor y que continuô con la posterior aprobaciôn de la mociôn 
programâtica de Julio de 1977. De hecho Andreotti dimitiô previa 
consulta con los grupos parlamentarios de la "casi mayorîa" y la DC, 
por su parte, decidiô tratar la crisis "sobre la base de las prece- 
dentes indicaciones polîticas y programâticas" (ANDREOTTI, G., Diarii 
1976-1979, Milano, Rizzoli, 1981, p. 174 y 177).
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N® 37, Gobierno Cossiga I: aunque la crisis llevaba larvândo 
se desde hacia tiempo, lo cierto es que sôlo despuês de la dimi­
siôn de Cossiga, logrô Craxi que el Comité Central del PSI aproba
ra una resoluciôn favorable a volver al Gobierno (21-3-80). Toda- 
via posterior es la decisiôn de la DC (25-3-80) de aceptar un Go­
bierno con los socialistas; Gobierno al que mâs tarde serian teun- 
biên invitados los republicanos (Informaciôn de Prensa).
N® 38, Gobierno Cossiga II: la crisis fue provocada por los 
francotiradores de la mayoria: la Câmara, en votaciôn sécréta re- 
chazô la convalidaciôn de un decreto-ley de medidas econômicas so­
bre el que el Gobierno habia ganado previamente un voto de confian
za (Informaciôn de Prensa),
PORTUGAL
N® 5, Gobierno Pintasilgo: Las elecciones de 1979 dieron una 
mayoria absoluta de diputados a la coaliciôn PSD-CDS-PPM.
N® 6, Gobierno Sâ Carneiro: la muerte del primer Ministro se 
produce despuês de que las elecciones de 1980 confirmaran la mayo­
ria parlamentaria de Alianza Democrâtica.




e s p a n a
N® 1, Gobierno Suârez II; hay que calificar esta sucesiôn de 
abierta porque no consta que hubiera antes de las elecciones de 1979 
(o de la constituciôn interna del Congreso) un pacto de UCD con CD 
y el PSA para apoyar al futuro Gobierno (Informaciôn de Prensa).
N® 2, Gobierno Suârez III: el reajuste ministerial se preparô 
con largas negociaciones de UCD con la Minorîa Catalana (Informa­
ciôn de Prensa).
N® 3, Gobierno Suârez IV: su crisis durô mâs que la media pero 
dado que el nûmero de casos es muy reducido no hemos tomado esta 
circunstancia como criterio clasificador. Sin embargo todo confirma 
que se tratô en efecto de una sucesiôn abierta, esto es, que antes 
de la dimisiôn de Suârez no habîa un consenso sobre cuâl debîa ser 
la fôrmulà polîtica del siguiente Gobierno. Prueba de ello es que 
Calvo Sotelo sôlo logrô la mayorîa simple en la primera votaciôn de 
investidura y no alcanzô la mayorîa absoluta mas que despuês del fa 
llido golpe de Estado del 23 de Febrero.
ALEMANIA
N® 4, Gobierno Adenauer IV: en la formaciôn de este Gobierno, 
el FDP puso ya la condiciôn de que no durase toda la legislatura 
(Keesing's Contemporary Archives 18369 y 18452). El 11-12-62 se re
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tiraron del Gabinete los Ministros libérales a consecuencia del "e£ 
cândalo del Spiegel" en el que aparecia implicado el Ministro de De 
fensa Strauss. El 14-12-62 el FDP aceptô volver al Gobierno, previa 
una remodelaciôn, y con la promesa de Adenauer de dimitir antes de 
las elecciones générales. Desde Marzo de 1963 la Ejecutiva del CDU 
empezô a preparar la sucesiôn y el 22 de Abril el Grupo Parlamenta­
rio CDU-CSU eligiô a Erhard sucesor de Adenauer (Keesing's C.A., 
19.701). Se trata por tanto de ’un caso claro de sucesiôn predeterm^ 
nada por los mismôs partidos que integraron el siguiente Gabinete.
N® 5, Gobierno Erhard I: en las elecciones de Septiembre de
1965 el CDU-CSU no logrô la mayoria absoluta y el SPD subiô del 
3 6,2% al 39,3%. Por su parte el FDP bajô de 12,8% a 9,5%. Las nego 
ciaciones para constituir el siguiente Gobierno fueron muy dificiles 
y pusieron de manifiesto vetos reciprocos a personalidades del CDU 
y del FDP; no cabe por tanto considerar que esta sucesiôn fuera pre 
determinada (Keesing's C.A., p. 21.062).
N® 7 Gobierno Kiesinger: las elecciones de 1969 sube el per­
centage de votantes del SPD, aunque el CDU-CSU sigue siendo el pr£ 
mer partido. Tanto los democristianos como los socialistas inten- 
tan una coaliciôn con el FDP, pero son los segundos quienes la ob- 
tienen (Keesing's C.A., 23.618 y 23.665).
N® 8, Gobierno Brandt I: en las elecciones de 1972 suben el
SPD y el FDP (45,8% y 9,7% respectivamente). Antes de las eleccio­
nes ambos partidos se habîan declarado favorables a mantener la
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coaliciôn (Keesing* s C.A., 25.569).
N° 9, Gobierno Brandt II: el Canciller dimite a causa del 
"affaire Guillaume" y la direcciôn del partido socialdemôcrata 
désigna como sucesor a Schmidt, sin que esta crisis ponga en 
cuestiôn la coaliciôn. (Keesing's C.A., 26.557);
N® 10, Gobierno Schmidt I: aunque en las elecciones de 1976 
bajan tanto el SPD como el FDP, ello no pone en cuestiôn la coa­
liciôn (Keesing's, C.A. 28.107).
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APENDICE 3
"Interrelaciones entre diferentes dimensiones
'TT'de la sucesiôn gubernamental"








































Total 17 15 19 8 59
X = 12,044 > valor 
esperado con 90% 
de probabilidades



































Total 31 22 5 58
X = 7,160 > 
que el valor es­













Sucesiones 2 2 5 3 12
conflict!
vas
(4,75) (3,31) (3,10) (0,82)
Sucesiones 9 3 1 13
electivas (5,15) (3,58) (3,36) (0,89)
Sucesiones 12 11 9 1 33
extrapari. (13,08) (9,10) (8,53) (2,27)
Total 23 16 1 4 58
X =15,812 >
valor esperado 
con 98% de pro 
babiiidades.



































Total 11 11 32 54
X = 6,836 >
valor esperado 






























Total 12 13 33 58
X  = 3,52 > valor es-
perado con 80% de 
probabilidades.
TABLA F: "Predeterminaciôn de la suceslôn y % de continuidad personal 
de los gobernantes"
S.A. S.P. Total

















Total 35 23 58
X = 0,691 > valor es- 




TABLA G : "Causas del cese y continuidad personal de los 
gobernantes en %





























Total 21 28 8 57
X = 1,555 > valor espe 
rado con 30% de pro­
babilidades
TABLA H: "Continuidad de los gobernantes en % y normalidad 
de las fôrmulas en Italia, Portugal y Espana"
0 5 0 50<C<75 0 7 5 Total
Fôrmulas 5 14 3 22
Normales (8,24) (10,99) (2,74)
F.relative
mente des- 9 9 3 21
viantes (7,87) (10,5) (2,62)




Total 18 24 6 48
X = 6,492 > valor es 









5 3 0 0 8
Ta<50 (2,7) (2,7) (1,8) (0,6)
7 6 5 1 19
50<Ta<70 (6,4) (6,4) (4,4) (1,4)
1 4 4 2 11
T>70 (3,9) (3,9) (2,8) (0,8)
Total 13 13 9 3 38
X = 9,143 > valor 
esperado con 




"Interrelaciones entre la fragmentaci6n 
parlamentaria y diferentes dlmensiones 
de la sucesiôn gubernamental"
TABLA J: "Fragmentaciôn parlamentaria y normalidad de las fôrmulas"













































8 19 15 8 61
X = 14,325 > valor esperado con 90% de probabilidades
TABLA K : "Fragmentaciôn parlamentaria y predeterminaciôn sucesoria"
550-650 651-700 701-725 726-750 751-800 Total
4 4 15 11 2 36
S.Abiertas (6,8) (4,3) (11,7) (9,3) (3,7)
S.Predeter 7 3 4 4 4 22
minadas (4,1) (2,6) (7,2) (5,6) (2,2)
Total 11 7 19 15 6 58
X = 8,661 > valor esperado con 90% de probabilidades




TABLA. L : "Fragmentaciôn parlamentaria y causas del cese"











S.Extrapar- 5 4 11 9 4 33
lamentarias (6,2) (3,9) (10,8) (8,5) (3,4)
S.Conflic- 1 1 6 4 0 12
tivas (2,2) (1,4) (3,9) (3,1) (1,2)
Total 11 7 19 15 6
.....  :
58
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- Atti Parlamentari del Senato della Repubblica
Portugal
- Diârio da Republica
- Diârio da Asseinbleia Constituiente
- Diârio da Assembleia da Repûblica
- Comunicados da Presidencia da Repûblica
- Comunicados da Presidencia do Conselho de Ministros (Minis- 
terio da Comunicacao social)
Espana
- Boletin Oficial del Estado
- Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados
b) Se han obtenido tambiên muchos dates de los Keesing's Contempo­
rary Archives.















- Anuario de El Pais
- Diario 16
513
